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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau; Secretario General de Gobierno, señor Andrés Chadwick Piñera; de Economía, Fomento y Turismo, señor  Pablo Longueira Montes; de Justicia, señor Teodoro Ribera Neumann; de Obras Públicas, señor Laurence Golborne Riveros, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:14, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor GIRARDI (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor GIRARDI (Presidente).- Las actas de las sesiones 1ª y 2ª, ordinarias, en 13 y 14 de marzo del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

IV. CUENTA

El señor GIRARDI (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Seis de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero inicia un proyecto que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos y establece adecuaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Justicia (boletín Nº 8.207-07) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a las Comisiones de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo y el tercero, respectivamente, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, para el despacho del proyecto de ley que modifica normas sanitarias y de ordenamiento territorial para las concesiones de acuicultura (boletín Nº 7.910-21).



Con el cuarto retira y hace presente la urgencia, en carácter de “discusión inmediata”, al proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



Con el siguiente retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para el despacho de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que simplifica el régimen de constitución, modificación y disolución de las sociedades comerciales (boletín N° 7.328-03).



2.- Proyecto que modifica el Código Orgánico de Tribunales y la ley N° 19.665 en las materias que indica (boletín N° 6.244-07).



3.- Proyecto de ley sobre indulto general (boletín N° 7.533-07).



4.- Proyecto de ley que modifica el régimen de libertad condicional y establece, en caso de multa, la pena alternativa de trabajos comunitarios (boletín N° 7.534-07).



El mismo mensaje hace presente también la urgencia, en el carácter de “suma”, al  proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional (boletín Nº 7.319-15).



Con el último hace presente la urgencia, calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes proyectos de ley:



1.- El que modifica la ley N° 18.287, sobre procedimiento ante los Juzgados de Policía Local, prohibiendo el envío de citaciones en caso de que las infracciones sean registradas con el vehículo en movimiento (boletín N° 7.292-15).



2.-  El que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, incorporando en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionando a quienes lo adulteren (boletines Nos. 7.559-15 y 7.565-15, refundidos).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que comunica su ausencia del territorio nacional entre los días 19 y 31 del mes en curso, lapso en el que acudirá en visita oficial a Vietnam, a la “Segunda Cumbre de Seguridad Nuclear”, en la ciudad de Seúl, Corea del Sur, y a Japón.



Informa, además, sobre la subrogación durante su ausencia, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública, don Rodrigo Hinzpeter Kirberg.



--Se toma conocimiento.



Dos de la Honorable Cámara de Diputados, con los que comunica que ha prestado su aprobación, en el primer trámite constitucional, a las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley que otorga al personal de la atención primaria de salud que indica una bonificación por retiro voluntario y una bonificación adicional (boletín Nº 8.140-11) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a las Comisiones de Salud y de Hacienda. 



2.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (boletín Nº 7.650-18) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción sobre inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los artículos 5°, letra c), y 12 del decreto con fuerza de ley N° 1/2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley  N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y 15, 124, inciso primero, y 221 del decreto con fuerza de ley N° 4/20.018, de 2006, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 1, de Minería, de 1982, Ley General de Servicios Eléctricos.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Contesta oficio relativo al nivel de cumplimiento de los “Treinta compromisos del Presidente Sebastián Piñera Echenique con el mundo cristiano evangélico”, solicitado en nombre de la Senadora señora Alvear. 



Del señor Ministro de Educación:



Atiende acuerdo adoptado por la Sala, a proposición del Senador señor Espina, durante el debate del proyecto que modifica la ley N° 18.290, aumentando las sanciones por manejo en estado de ebriedad, bajo la influencia de sustancias estupefacientes o sicotrópicas y bajo la influencia del alcohol (boletín N° 7.652-15), para que esa Secretaría de Estado analice la inclusión, en las bases curriculares de los programas de educación media, de temas relacionados con los efectos del abuso en el consumo de aquellas sustancias.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Responde petición relativa a acelerar estudios de diseño para superar el aislamiento crónico de la provincia de Palena y la Región de Aysén y adoptar medidas ante el cierre del Paso Fronterizo Cardenal Samoré, por efecto de la erupción en el Cordón Caulle, remitida en nombre de los Senadores señores Horvath, Orpis y Sabag. 



De la señora Ministra (s) de Obras Públicas:



Contesta peticiones, formuladas en nombre del Senador señor Kuschel, sobre los siguientes asuntos:



1.- Realización simultánea de las etapas primera y tercera  del proyecto de la Carretera Austral, en la provincia de Palena.



2.- Conclusión de los estudios de impacto ambiental correspondientes a la totalidad del tramo del camino que recorre Puente Mariquita, Caleta Pichanco y Caleta Gonzalo.  



3.- Posibilidad de que la Dirección Regional de Vialidad de Aysén apoye a la comunidad de Bahía Murta, comuna de Río Ibáñez, a completar las obras viales para salir de su aislamiento.



De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social:



Remite antecedentes sobre actuaciones realizadas por la Inspección Provincial del Trabajo de Puerto Montt, atendiendo a la petición formulada en nombre del Senador señor Frei, para que esa Secretaría de Estado se ocupe de la situación que afecta a los trabajadores de Kuality Harvest S. A.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Responde petición, remitida en nombre de la Senadora señora Rincón, relativa a la situación del señor Estanislao Agapito San Martín Torres, domiciliado en la comuna de Parral, quien hace presente que no ha podido obtener un subsidio habitacional como damnificado del terremoto de febrero de 2010.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Absuelve consulta, enviada en nombre del Senador señor Navarro, referente a concesiones otorgadas en el borde costero de la comuna de Coronel, en la Región del Biobío. 



Del señor Presidente del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias:



Cinco comunicaciones, con las que informa la adopción de igual número de acuerdos sobre materias de su competencia.



Del señor Presidente de la Comisión Asesora para la Protección de los Derechos de las Personas:



Remite el Cuarto Informe Trimestral del año 2011, elaborado por esa Comisión, en cumplimiento de lo dispuesto por el decreto supremo N° 65, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.  



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 4 y 5).



Informes de las Comisiones de Minería y Energía y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley que regula la certificación de los artefactos para combustibles de leña y otros productos dendroenergéticos (boletín Nº 7.141-08) (con urgencia calificada de “suma”). (Véanse en los Anexos, documentos 6 y 7). 



Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (boletín N° 6.810-12) (Véase en los Anexos, documento 8).



Informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia (boletín N° 7.408-07) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).



Informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, estableciendo requisitos alternativos para obtener licencia profesional (boletín Nº 7.319-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Quedan para tabla.
Mociones



De los Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi, Letelier y Muñoz Aburto, con la que dan inicio a un proyecto de ley que extiende la responsabilidad penal de las personas jurídicas a las empresas destinadas al transporte público de pasajeros cuyos dependientes hayan incurrido en los delitos o cuasidelitos que indica (boletín N° 8.204-07) (Véase en los Anexos, documento 11).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil para establecer el cuidado personal compartido de los menores y evitar el daño de estos en caso de separación de los padres (boletín N° 8.205-07) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


Del Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto que modifica la  ley que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales fijando la competencia judicial para el caso comprendido en el literal b) de su artículo 69 (boletín N° 8.206-13) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.
Proyecto de acuerdo



Del Senador señor Navarro, sobre reconocimiento a los Jueces de Garantía con asiento en las comunas de Talcahuano, San Pedro y Chiguayante, la categoría de jueces de juzgados de garantía de ciudad asiento de Corte de Apelaciones (boletín N° S 1.456-12) (Véase en los Anexos, documento 14).



--Queda para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
Permisos constitucionales



Sendas solicitudes de los Senadores señores Frei y García, para ausentarse del territorio de la República entre los días 19 y 31 del presente mes. 



Del Senador señor Hernán Larraín, para ausentarse del país a contar del día 21 de marzo. 



--Se autorizan.
Comunicaciones



De la Comisión de Defensa Nacional, con la que informa que en sesión de hoy eligió como su Presidente al Senador señor Víctor Pérez Varela.



De la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, con la que comunica que en sesión del día de hoy eligió como su Presidenta a la Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela.



--Se toma conocimiento.

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General para dar a conocer los acuerdos de Comités.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités adoptaron los siguientes acuerdos:



1.- Realizar la elección de Presidente y Vicepresidente del Senado a continuación de la aceptación de la renuncia de la actual Mesa.



2.- Incorporar en la tabla del día de hoy, para ser tratados como si fueran de Fácil Despacho, los siguientes asuntos:



-Proyecto que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad (boletín N° 5.838-07).



-Proyecto de ley que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica (boletín N° 6.810-12).



3.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de hoy el proyecto de ley signado con el número 5 en la tabla, esto es, el que remplaza los artículos 2° bis y 9° de la ley N° 19.451, que establece el modo de determinar quiénes pueden ser considerados donantes de órganos, dejando en quinto lugar el signado con el número 2, es decir, el proyecto de ley que traspasa al Fondo Nacional de Salud la tramitación de las licencias médicas que indica.



4.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto de las siguientes iniciativas:



-Proyecto de ley que regulariza la construcción y posesión de bienes raíces de entidades religiosas (boletín N° 8.001-14), hasta el lunes 2 de abril, a las 13 horas. 



-Proyecto de ley sobre interés máximo convencional (boletín N° 7.786-03) y sobre protección a deudores de créditos en dinero (boletines N°s 7.786-03 y 7.932-03, refundidos), hasta el martes 10 de abril próximo, a las 13 horas.

)-----------(

El señor NOVOA.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, le pido que recabe el asentimiento de la Sala para que a partir de las 18 puedan funcionar en forma paralela las Comisiones de Hacienda y de Pesca, unidas, con el fin de ocuparse en el proyecto de ordenamiento territorial para las concesiones de acuicultura, que tiene urgencia calificada de “discusión inmediata”.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señor Presidente, le solicito que recabe el acuerdo de la Sala para que, a partir de las 19, pueda sesionar en forma paralela la Comisión de Educación con el objeto de ocuparse del cambio de su Presidencia y de una moción presentada y prevista para hoy.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

El señor GIRARDI (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Es para algo similar. 



Perdóneme si ya lo había solicitado el Presidente en actual ejercicio. Es para que se permita sesionar, a las 17, a la Comisión de Derechos Humanos a los efectos de tratar el tema de Aysén.

El señor GIRARDI (Presidente).- Si le parece a las Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se autoriza.

V. ORDEN DEL DÍA

RENUNCIA DE MESA DEL SENADO

El señor GIRARDI (Presidente).- En seguida, corresponde votar las renuncias del Presidente y Vicepresidente de la Corporación, que ya fueron presentadas.



Antes de eso, me gustaría decir unas palabras en nombre del Senador Letelier y de quien les habla.



En primer lugar, quiero saludar a quienes nos visitan hoy día. Son todos bienvenidos.



Veo a diversos invitados que engrandecen esta sesión.



Quiero aportar algunas reflexiones muy generales después de haber conducido durante un año la Mesa del Senado, junto con el Senador Letelier, con Mario Labbé, con José Luis Alliende y el conjunto de funcionarios y trabajadores de esta institución.



Pienso que tal vez como nunca antes en la historia de Chile estamos viviendo cambios que son apasionantes. Estos cambios sobrepasan a nuestro país, porque se están dando a nivel planetario. 



Muchos tenemos la sensación de que estamos viviendo la emergencia de una nueva civilización, de una nueva ciudadanía. Quizás -¡ojalá sea así!-, al igual que en el pasado, cuando se agotó lo que yo podría llamar “colectivismo deshumanizado”, hoy día, nuevamente, se halla en crisis un neoliberalismo deshumanizado que ha puesto, por sobre la vida, por sobre los derechos, por sobre los valores fundamentales, a la codicia, la competencia, el atentado a la dignidad de las personas, que han destruido todo lo que representaba espacios de comunidad para que los ciudadanos pudieran avanzar, y que ha terminado, literalmente, derribando todas las solidaridades tradicionales. 



Hoy día, los ciudadanos se encuentran cada vez más solos en este mundo y, a la vez, rehenes de lo que podríamos llamar “grandes especuladores financieros”, en una globalización enferma que ha desregulado la economía y que nos tiene a todos a merced de esos intereses.



Esto está generando una reacción que, a mi parecer, nunca más va a cambiar. Y es que los ciudadanos del planeta, en todos los rincones -¡en todos los rincones!-, están clamando y luchando por reponer valores fundamentales, por reponer lógicas de solidaridad, por reponer lógicas de cooperación. Tal vez se trata de lo que uno podría llamar “una nueva civilización, más altruista” o “una civilización más empática”, capaz de ponerse en el lugar del otro, de acoger al otro, de incluir al otro.



Y ello se manifiesta también en nuestra realidad. 



Lo anterior va acompañado, además, de una crisis del pensamiento del siglo XX. Nuestro pensamiento -y este es uno de los problemas que tenemos tanto la Izquierda como la Derecha- es un pensamiento que se agotó, porque es anacrónico, lineal, cartesiano, y no da cuenta del mundo que viene. No se puede mirar la complejidad del mundo, los procesos sistémicos interrelacionados, con visiones que disecan, que compartimentalizan y que dividen lo que está unido.



Esto trae como consecuencia la crisis de las instituciones. Estas instituciones, que segmentan, que son centralizadas o centralistas, que son compartimentalizadas, no entienden la realidad del mundo que viene. Yo diría que, casi sin discusión, todo el chasis institucional del siglo XX está en crisis, pero, particularmente -y en esto la principal responsabilidad es nuestra-, los partidos, los parlamentos, los gobiernos, los Estados. Estos últimos no están conteniendo la energía y la voluntad de cambio del mundo que viene.



Tal vez la política de la década de los sesenta fue demasiado avanzada, iluminista, para la sociedad de su tiempo. Hoy, a mi juicio, la política es absolutamente anacrónica, conservadora; los cambios y la voluntad de cambio, la dimensión de avance y de visión se hallan en la sociedad. Y es por eso que en todas partes del planeta las verdaderas agendas de cambio no están siendo instaladas desde los partidos ni desde los parlamentos. Muchas veces nos ha tocado ver en nuestro país y en el mundo a los parlamentarios como acompañantes pasivos de cambios maravillosos que están desarrollándose en lo profundo de la sociedad.



En Chile yo digo: “¡Viva la ciudadanía!”, porque nos ha permitido recuperar la dignidad en la discusión de la educación pública, en la búsqueda del cuidado del medioambiente, en resguardar los derechos y la ética ambientales, con miles de adolescentes que salieron a las calles a defender la Patagonia, a defender Punta de Choros. Muchos de esos jóvenes ni conocen esos lugares, pero entienden que se halla en juego un problema ético relacionado con el destino de la humanidad y de ellos mismos.



Hoy día vemos cómo las Regiones demandan el término del sofocamiento de que son objeto; demandan autonomía; demandan la posibilidad de existir por sí mismas, que dejen de ser asfixiadas por un centralismo anacrónico.



El problema es que nuestra política no tiene respuestas. Ello representa un desafío doble para nosotros. El desafío de hacer un planteamiento; de reponer pensamientos; de reflexionar sobre cómo se adecuan el Parlamento, los partidos, las instituciones, los Estados, los Gobiernos a esta nueva realidad, que llegó para quedarse. ¡Y bienvenida realidad!



Creo que esta es una sociedad mucho más sana y potente. Y, por lo tanto, nos va a obligar a tender hacia la horizontalidad, a acoger los sentimientos profundos y los anhelos de cambio que aquella expresa. ¡Nunca más en Chile se elaborarán proyectos entre cuatro paredes, a la sombra de un partido, de un equipo de Gobierno o de una elite!



Quiero valorar lo anterior. Eso significa desafíos para el Congreso. No se trata de cuestionar la democracia representativa -la dictadura destruye la democracia y cierra los parlamentos-, sino de entender que si no la complementamos con participación directa, con oír a la gente, con incorporar, con incluir, el sistema entra en crisis por no dar cuenta de la nueva realidad.



Gran parte de los problemas del actual Gobierno se debe a su manera de gobernar: no escucha, no entiende, no acoge a los ciudadanos. A lo mejor, no quiere sentar el precedente de que, para construir cambios, se requiere escuchar al movimiento social. Quizás esto último lo vea como una amenaza, en circunstancias de que constituye una oportunidad.



Esa es una política totalmente errada, porque las transformaciones en Chile y en el mundo se harán de ese modo. No existe cambio alguno hoy en el planeta que no provenga de lo profundo de la sociedad.



Por eso yo y Juan Pablo Letelier tomamos la decisión de abrir el Senado a la ciudadanía. ¡Todos los temas tratados por nuestra Corporación han sido debatidos con la ciudadanía!



Discutimos lo relativo al aborto terapéutico en múltiples escenarios. En la Universidad de Chile, por ejemplo, lo abordamos con los decanos, con los estudiantes, con todos los interesados.



Cuando analizamos el proyecto referente a la extensión del permiso posnatal, establecimos un diálogo en la Universidad Católica, con su Rector y los que quisieron participar, oportunidad en la cual todos pudieron opinar.



En los grandes debates que ha habido, que nos han tensionado, abrimos la discusión a la ciudadanía.



Además de los problemas mencionados (el pensamiento anacrónico, las instituciones anacrónicas, el cambio de civilización), cabe señalar que se está construyendo una tecnociencia, un mundo que nos va a superar. Hoy la ciencia habla de “inteligencia artificial”, de “vida artificial”. Se dice que en 2040 los seres humanos vamos a ser inmortales. Ya se pueden reprogramar las células. ¡Es un mundo distinto! ¡Esa es la economía del siglo XX! ¡Ese es el mundo que viene!



Y si la política no entiende el futuro que se avecina, va a ser todavía más intrascendente, obsoleta y anacrónica.



Ante ello, ¿qué hemos hecho? 



Con el concurso de todas las bancadas -en especial, de los Senadores interesados en el tema-, llevamos a cabo el Congreso del Futuro, al cual trajimos premios nobeles y los científicos más importantes del mundo en diversas áreas, para discutir sobre energía, astrofísica. 



Desde Chile se van a descubrir los planetas habitables del futuro. En esa tarea están todos nuestros centros astronómicos.



En la misma línea, constituimos el Consejo del Futuro, que estará compuesto por científicos y premios nacionales de ciencias, y cuya misión será asesorar al Senado de la República. ¿Para qué? Para entablar un diálogo no solo con científicos de primer nivel, sino también con filósofos y cientistas, con el objeto de entender el mundo que viene y actuar a tiempo sin capitular. La idea es representar el interés público en estos debates complejos, en los cuales, como nosotros no somos expertos, los científicos nos pueden iluminar.



La creación del Consejo del Futuro con carácter permanente busca precisamente generar esos debates.



Además, hemos realizado distintos seminarios: sobre transparencia, astronomía, energía.



Llevamos a los mineros, a las empresas del rubro, a conocer nuevas tecnologías en España, para que entiendan que Chile tiene que ser una potencia energética.



Abrimos debate en torno a diversas materias: el agua, la televisión para niños. En fin, hemos discutido acerca de todos los temas con propiedad y pertinencia.



En mi opinión, ese camino -lo conversamos con quienes esperamos que sean las próximas autoridades del Senado- va a profundizarse, y nosotros, evidentemente, vamos a colaborar.



Por otro lado, también hemos modernizado la Corporación.



Cambiamos los chasis tecnológicos y todo lo relativo a Internet. Hay pantallas nuevas en la Sala y los Senadores cuentan con mejores equipos.



Al mismo tiempo, se desarrollaron las tecnologías que permiten al Congreso estar a la altura de los desafíos. Hemos puesto Wi-Fi en distintos lugares para que la ciudadanía pueda acceder más fácilmente a la información. Así, ella irá sintiendo que el Parlamento es un patrimonio propio, que les pertenece. 



En materia de infraestructura, dimos el primer paso para abrir una biblioteca ciudadana del Congreso en calle Catedral.



También pusimos término a algunas prácticas elitistas que había acá; por ejemplo, los funcionarios disponían de comedores distintos, según el estatus de cada cual. Hoy, en cambio, tenemos un casino de los más modernos de Chile, donde todos podrán almorzar o cenar con la misma dignidad que corresponde a todo ser humano.



Restauramos la Sala del Congreso Pleno y la del Senado. Construimos una nueva sala de prensa y se está trabajando en la terminación de dos salas para Comisiones. Espero que el próximo Presidente las inaugure pronto, pues se hallan en la etapa final.



¿Por qué menciono lo anterior? Porque Juan Pablo Letelier y yo hemos buscado darles dignidad a todos: a los Senadores y a las Senadoras, y también a quienes laboran en nuestra Corporación, a quienes les expresamos nuestro agradecimiento.



De hecho, hoy recibimos un homenaje muy importante. Los funcionarios del Senado nos hicieron un regalo. Me emocionó tal gesto. Para nosotros fue muy gratificante el que este proviniera de los subalternos, de los más sencillos, de los trabajadores de más esfuerzo en la Cámara Alta.



Además, con el próximo Presidente de la Corporación -espero que sea el Senador Escalona-, vamos a trabajar para modernizar el edificio. Nuestro Congreso va a ser el primer lugar público alimentado por energía termosolar. Ya firmamos el convenio pertinente para que este sea un Parlamento que se abastezca totalmente de energía solar fotovoltaica.



Hemos tenido que trabajar en la modernización de un conjunto de aspectos.



Ya nunca más los Senadores se autoasignarán sus dietas, pues para ello se creó el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, que dará a nuestros recursos transparencia absoluta.



Asimismo, se aprobó una cantidad de leyes muy relevantes.



En lo personal, me alegra que hayamos sacado adelante la “Ley de Comida Chatarra”, que combate la obesidad. Ello lo hicimos contra los intereses de las empresas alimentarias, las que dijeron que, si se aprobaba esa legislación, ellas no aportarían más recursos a la Teletón y a actividades deportivas.



Asimismo despachamos proyectos como el de tolerancia cero al consumo de alcohol cuando se maneja. Ello, porque la conducción en estado de ebriedad está matando a jóvenes, particularmente.



También enfrenté momentos difíciles.



No me arrepiento de lo obrado. Y aprovecho de agradecer el apoyo dado cuando se planteó la censura en mi contra. En tal oportunidad se intentó censurar el diálogo. Yo no permití desalojar por la fuerza a un grupo de jóvenes que exhibieron una conducta impropia. Por eso se me quiso censurar. Y, por la misma razón, hago un llamado al Gobierno: primero hay que dialogar; primero hay que persuadir. ¡Nunca la fuerza policiaca, nunca la represión primero!



Esa es la enseñanza...



--(Aplausos en tribunas).


... que debiéramos aprender para resolver los dramáticos problemas que se presentan en Aysén, donde vive un pueblo maravilloso y donde parlamentarios de todos los sectores, Senadores incluso de Gobierno -doy mi respaldo al colega Horvath-, la Conferencia Episcopal, mi amigo el Obispo Luis Infanti y toda la comunidad están luchando por dignidad.



¡Esa dignidad tiene que ser escuchada en Chile!



Termino agradeciendo a todos los que han trabajado con nosotros, fundamentalmente a los funcionarios y las funcionarias, y a los que se hallan en esta Mesa: a don José Luis Alliende y a don Mario Labbé, quien, como amigo y asesor, nos ha dado la fuerza para hacer nuestra labor. Gracias a todos los funcionarios y, en general, a todos los que se desempeñan en nuestra Corporación.



Me comprometo, al igual que el Senador Letelier, a seguir trabajando con igual entusiasmo. 



Espero que salga electo como Presidente de la Corporación el Senador Escalona, y como Vicepresidente, el Senador Navarro. Ambos contarán con todo nuestro apoyo. Ellos van a hacer una gran gestión, como se merece el Senado. 



El Honorable señor Escalona está a la altura de los desafíos que Chile tiene por delante. Sé que no solo le va a dar a la Mesa la conducción  que requiere -y tal vez, con más realce del que yo le concedí-, sino que, sobre todo, va a trabajar con mucha fuerza para que les vaya bien a Chile y al Senado.



Que le vaya bien a nuestra Corporación significa que recupere la legitimidad, el cariño, el afecto de la gente, y que sea vista por la sociedad chilena como un instrumento de cambio para construir una sociedad mejor.



Así que, en mi nombre y en el del Vicepresidente de la Corporación -con quien trabajamos con mucha lealtad-, solo quiero decirles gracias a todos los que nos apoyaron; gracias a todos los Senadores, inclusive a los que discreparon de nosotros. Porque esa es la maravilla de la democracia: poder discrepar, lo cual siempre se hizo -deseo señalarlo- de manera muy respetuosa, e incluso, cariñosa, con quienes tuvimos diferencias.



¡Viva la democracia!



¡Viva la diferencia!



Muchas gracias.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- En votación la renuncia de la Mesa.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la renuncia de la Mesa del Senado (34 votos favorables).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Hernán), Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés). 

El señor GIRARDI (Presidente).- En consecuencia, queda aprobada la renuncia de la Mesa.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

ELECCIÓN DE MESA DEL SENADO

El señor GIRARDI (Presidente).- Corresponde elegir al Presidente y al Vicepresidente del Senado.



Se tomará votación nominal. 



En votación.



--(Durante la votación).

El señor GIRARDI (Presidente).- Les pido a las personas que se hallan en las tribunas que mantengan silencio mientras el señor Secretario toma la votación, para que esta sea una elección democrática excepcional, porque así se lo merecen quienes van a ser electos.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Camilo Escalona, 19 votos; por el Senador señor Francisco Chahuán, 15 votos.



Votaron por el Senador señor Escalona las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Chahuán las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Presidente del Senado el Honorable señor Camilo Escalona Medina.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor GIRARDI (Presidente).- En seguida, corresponde elegir al Vicepresidente.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor GIRARDI (Presidente).- Terminada la votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Resultado de la votación: por el Senador señor Alejandro Navarro, 19 votos; por el Senador señor Víctor Pérez Varela, 15 votos.



Votaron por el Senador señor Navarro las señoras Allende, Alvear y Rincón y los señores Escalona, Girardi, Gómez, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Pizarro, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



Votaron por el Senador señor Pérez Varela las señoras Pérez (doña Lily) y Von Baer y los señores Cantero, Chahuán, Coloma, Espina, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Uriarte.

El señor GIRARDI (Presidente).- En consecuencia, queda elegido Vicepresidente del Senado el Honorable señor Alejandro Navarro Brain.



Invito a los señores Presidente y Vicepresidente a ocupar sus puestos en la testera.



--Los Senadores señores Escalona y Navarro suben a la testera.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Invito a los Honorables señores Girardi y Letelier a permanecer en la testera, donde les haremos entrega de un recuerdo de su gestión: una réplica de la campanilla con que dirigieron las sesiones durante un año.



--Los Senadores señores Girardi y Letelier reciben dicho presente de los señores Presidente y Vicepresidente, respectivamente.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Honorable Senado, amigas y amigos:



Permítanme agradecer, en primer lugar, a los Senadores y Senadoras de la Concertación y al Senador del MAS -con él constituimos mayoría en esta Alta Corporación-, quienes, al darme su voto y respaldo, me posibilitan asumir esta importante responsabilidad republicana.



De modo especial, a los Senadores y Senadora del Partido Socialista, para quienes este día tiene un profundo significado, ya que debieron transcurrir más de cuatro décadas para que, desde el Presidente Salvador Allende, se eligiera nuevamente a un militante socialista como Presidente del Senado.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Deseo agradecer a todos y a todas quienes hicieron posible que hoy me encuentre en esta testera.



A mi padre, un laborioso obrero panificador que me hizo socialista.



A mi madre, quien me enseñó a ser tesonero y perseverante.



A mi familia.



A mi mujer, Ximena, quien sufre más que yo en estas ocasiones.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



A mi hija, Natalia, que soportó las turbulencias en el avión desde Montevideo a Santiago.



A mi hermana y a mi hermano, con quienes hemos tenido una vida dura, pero que hemos sabido llevar adelante.



A los compañeros y compañeras con los que luché desde la Juventud Socialista hasta hoy. Especialmente, a quienes compartieron conmigo los duros días de la clandestinidad.



Quiero agradecer en particular a Juan Carlos Marín, mi amigo y compañero del liceo, quien, soportando la tortura y la cárcel, impidió que pocos días después del golpe de Estado me capturaran. Así pude llegar hasta hoy.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Deseo agradecer y recordar al ex Canciller y ex Vicepresidente de la República Clodomiro Almeyda -ya fallecido-, por todo lo que nos enseñó.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Su sentido de la vida me acompaña hasta hoy.



Saludo en especial al ex Senador Ricardo Núñez, quien, por las deslealtades que lamentablemente se producen en política, no pudo asumir esta responsabilidad hace cuatro años.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



También saludo desde acá -no le fue factible asistir por razones de salud- al padre Alfonso Baeza, por su notable labor en defensa de los derechos laborales bajo la dictadura.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Agradezco la presencia de los ex Vicepresidentes de la República y ex Ministros Carlos Figueroa y Edmundo Pérez Yoma, con quienes compartimos horas claves de la transición.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Deseo agradecer especialmente el gesto del Senador José Antonio Gómez de, no obstante haber una movilización ciudadana en Calama, permanecer en esta sesión para manifestar su voto a favor de mi postulación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Y le expreso una vez más las excusas por mi desafortunado altercado de hace más de dos años.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludo también a quienes han llegado desde diferentes rincones de nuestro país para estar presentes en este significativo momento.



A los chilenos que se encuentran fuera de la patria, que trabajan y piensan cada día en su tierra lejana.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



A mí también me tocó añorar la patria desde el exilio, durante ocho años. No dejaré de reconocer a quienes me ayudaron y acogieron en Austria, en la ex Unión Soviética, en Cuba y en Alemania.



--(Aplausos en tribunas).



Quiero recordar muy particularmente al Diputado Carlos Lorca Tobar, detenido y hecho desaparecer por luchar por la libertad de nuestro país,...



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


... y a todos aquellos que con él cayeron por un Chile democrático.



La pérdida de los mejores de mi generación, asesinados entre 1973 y 1989 por el terrorismo de Estado, es un dolor que nunca me abandonará.



No quiero venganza, pero añoro para Chile verdad, justicia y una memoria histórica veraz y sin amnesia.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Deseo saludar y agradecer la presencia del padre Fernando Montes, quien ¡tuvo la especial deferencia de casar a un marxista católico como yo...!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludo a los ex Senadores y ex Ministros que nos acompañan.



También, a mi amigo el ex Gobernador de Arauco Rodrigo Peñailillo.



Dicen que las heridas del pasado no permiten la amistad. Y se aplica ese lugar común a la relación entre civiles y uniformados.



No es así. Quiero agradecer que se encuentren aquí, acompañándome en esta ocasión, el General en retiro Eduardo Aldunate, quien fue responsable de la misión chilena en Haití, y el ex Edecán del Senado Santiago Jaman.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Asimismo, deseo manifestar que mi elección constituye también un reconocimiento a la Región de Los Lagos, que represento en el Senado.



A sus pescadores artesanales y a la gente de mar.



A sus trabajadores, deportistas y dirigentes sociales.



A sus estudiantes, quienes se han movilizado activamente para pedir el término de la municipalización de la educación, que ha sido un cáncer, hasta hoy incurable, para la enseñanza chilena.



A sus profesores, académicos, artistas y creadores.



Agradezco a los Alcaldes de Puerto Montt, de Castro y de Llanquihue, quienes vinieron desde la Región de Los Lagos. Y también, al Alcalde de Talcahuano, que se hizo un espacio para acompañarme a pesar de las duras circunstancias existentes en su comuna.



Agradezco a los miembros de las comunidades indígenas, quienes subsisten con gran esfuerzo.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



En las tribunas se encuentra una representación de la Comunidad Indígena de Purranque, a cuyos integrantes saludo desde esta testera.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludo a los emprendedores de la Región de Los Lagos en el turismo y en la industria.



A los funcionarios públicos de la zona.



A los agricultores de la economía familiar campesina.


A los hombres y mujeres de la Región que trabajan duro y reciben una remuneración escasa pero que no se dejan abatir, que saben poner “al mal tiempo, buena cara”.



Le pido al Ejecutivo, a través de los Ministros que nos acompañan, una ley especial para resolver lo que ocurre con el orgullo de la Región de Los Lagos y de Chile, los palafitos de Chiloé, donde la gente vive hoy sin títulos de dominio.



Saludo a la Región de Aysén, por su entereza y unidad.



Le solicito humildemente a Su Excelencia el Presidente de la República el término de la violencia represiva y un acuerdo justo y honroso para todos, que recoja las legítimas demandas de la comunidad regional. Cuando el interés superior del país lo requiere, ceder no deshonra a quien así lo decide. En el caso de Aysén, es una demanda justa cuya solución resulta apremiante.



Saludo a los ciudadanos y ciudadanas que requieren del Senado más acción, más dinamismo; menos parafernalia y más resultados concretos.



Saludo a los funcionarios de esta Corporación, sin los cuales no es posible que se lleve a cabo nuestro trabajo.



Saludo a todos, sin excepción, con la misma fraternidad, trátese de un trabajador no calificado o del más erudito asesor jurídico.



Iniciamos un año en que millones de personas se incorporan a la toma de decisiones a través de la inscripción automática y del voto voluntario. Los invito a participar para que, con su voto, entreguen vigor y energías, en 2012, a los nuevos municipios y a fines de 2013 determinen quién estará como parlamentario aquí, en el Congreso Nacional, y quién asumirá la Jefatura del Estado como Presidente de la República. Todos, a votar por Chile.



Amigos y amigas, Senadoras y Senadores, cumpliré como Presidente de esta Corporación sin dejar de ser lo que soy: un Senador de la República perteneciente a la Oposición.



Naturalmente, respetaré las obligaciones legales y constitucionales que esta responsabilidad conlleva. Lo haré con sobriedad, ya que no me gusta la estridencia. Pero soy de Oposición.



En lo que se refiere a mis atribuciones y deberes, no me alejaré ni un milímetro de ellos. Pero no dejaré de ser el dirigente político que soy.



Estoy convencido de que, en política, lo justo y lo mejor es actuar rectamente, sin pretender ventajas pequeñas que, a la postre, de nada sirven.



Mas espero lo mismo del Gobierno, sobre todo en el manejo de las urgencias. No se puede legislar, como en una carrera de 100 metros planos, contra reloj. Somos legisladores, y los países requieren un buen criterio para lograr un buen Gobierno.



No es válido tampoco culpar al proceso legislativo por demoras que obedecen a razones políticas o que tienen, incluso, orígenes jurídicos o técnicos.



Es decir, lo que me exijo a mí mismo, el recto cumplimiento de mis obligaciones, lo pido también de mis interlocutores.



En consecuencia, solicito del Gobierno rigurosidad y un trato respetuoso al Senado de la República.



Sé bien que eso me obliga a ser preciso en mis juicios políticos, a actuar con altura de mira. Así lo haré. Pero, en los dilemas del país, entre codicia y pobreza, entre democracia y autoritarismo, quiero reiterar que nunca he sido ni seré neutral. Tampoco lo seré ahora. Soy un socialista orgulloso de pertenecer a la Oposición, que se propone cautelar y enriquecer la democracia en Chile.


UN ESTADO PROTECTOR



En diciembre de 1966, al asumir la Presidencia del Senado, Salvador Allende reflexionó sobre la responsabilidad del Congreso señalando que “debe comprender las ansias de miles de compatriotas que reclaman una existencia más humana”.



Esa demanda ciudadana se halla vigente y se manifiesta en el objetivo de un Estado Protector.



Esta es una meta institucional y política, de alcance histórico para Chile, que nos demanda trabajar para alcanzar una nueva Constitución.



En mi opinión, se necesita un Estado Protector, que se haga cargo de limitar, anular y superar la cadena de abusos que se cometen a diario en la vida de nuestro país.



La gente está agobiada del escandaloso encarecimiento de los pasajes de bus para ir a descansar.



De que las bencineras no bajen los precios cuando deben hacerlo y de que los suban cada vez que pueden.



De que las clínicas y las isapres hayan hecho utilidades sin precedentes a costa de los pacientes.



De que los bancos apliquen tasas que extenúan a las familias y a los emprendedores.



De que las administradoras de fondos de pensiones socialicen las pérdidas y acaparen, a todo evento, rentabilidades usurarias.



De que las cadenas del retail se aseguren, con la letra chica, la “ley del embudo”.



De que las “sociedades espejo” sigan con el lucro en la educación superior y no les importe otro año de demandas estudiantiles.



De que el centralismo asfixie a las Regiones, que necesitan un nuevo trato.



En suma, luego de 30 años de impuesta la Constitución de 1980, el Estado subsidiario que esta contiene se agotó. Ese tipo de Estado, impuesto por el extremismo neoliberal, ya no da más.



Un Estado mínimo es el Estado de la desigualdad.



Esa es la conclusión política central del período que estamos viviendo, lo que hace necesario -insisto- una nueva Constitución para Chile.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Nuestro país requiere un Estado Protector que ponga fin al lucro en la educación y la salud; que regule los abusos del mercado y redistribuya la riqueza.



Un Estado musculoso, que no tiene por qué ser un monstruoso aparato burocrático, pero que sí debe contar con las atribuciones, la agilidad y la potestad para concurrir en apoyo de millones de personas que sufren la cultura del abuso como una verdadera pesadilla en su vida cotidiana.



En definitiva, un mejor Estado, que actúe sin prejuicios, pero no sin valores.



La reforma tributaria es valórica, porque redistribuye la riqueza y nos permite construir un país más justo.



La reforma educacional es valórica, porque significa más oportunidades para nuestros hijos.



La reforma institucional del Estado es valórica, porque iguala las oportunidades.



La reforma laboral es valórica, porque dignifica al trabajo y a los trabajadores.



Soy uno más de millones de personas que recibieron una educación machista y homofóbica. No obstante, he aprendido que, sin respeto a la diversidad del ser humano, no se puede vivir en paz, y que, sin respeto a los derechos de la mujer, la familia no puede ser feliz.



Un país que vive sumido en la discriminación está condenado a ser imperfecto.



Respetémonos en nuestra identidad y haremos mejor a la Nación chilena.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).


FORO NACIONAL POR LA IGUALDAD



Sé perfectamente bien que el sistema político está cuestionado. Espero contribuir a la recuperación de su prestigio; al reposicionamiento indispensable de la institucionalidad democrática.



Por ello, estimo esencial impulsar un amplio diálogo que permita desembocar en la conformación de un Foro Nacional por la Igualdad.



Chile está agobiado hoy por una desigualdad que no puede continuar, impropia de una sociedad democrática. Necesitamos enfrentarla por la vía de generar un nuevo acuerdo nacional, que no sea simplemente retórico o superficial o “para la foto”.



El país no está para operaciones mediáticas. Si hay acuerdo, este debe ser eficaz, para cambiar, no para que todo siga igual.



Los estudiantes nos han convocado a todos. 



La paz social hay que asegurarla ahora, con mayor justicia social.



El patrocinador más extremista del conflicto social es la injusticia y la rabia que se acumula en ciudadanos y ciudadanas, ante la codicia y el poderío incontrarrestable del dinero.



No son los manifestantes los que tienen la culpa. La exclusión social y el retraso de las Regiones son la raíz del problema. 



La libertad no puede ser reemplazada por una asfixiante desigualdad que finalmente niega la libertad que tanto sacrificio costó recuperar para Chile.



A fin de cuentas, los ciudadanos, para defenderse y ser protegidos, no tienen más que la democracia.



Por eso, las instituciones tienen que recuperar el prestigio y la legitimidad que requieren, para ser efectivas, influir y cambiar el rumbo que actualmente sigue el país.



De un Estado que no protege, necesitamos avanzar hacia un Estado Protector. Así aseguraremos la paz social.



En esa dirección voy a trabajar, para emular la majestad republicana con que Salvador Allende ejerció esta responsabilidad hace más de 40 años.



Agradezco, una vez más, al Comité de Senadores Socialistas y al conjunto de la bancada concertacionista y de la Oposición. Trabajaré para cumplir.



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- En mi primera resolución “autoritaria”, se suspende la sesión por 20 minutos.

)-----------(



--Se suspendió a las 17:19.



--Se reanudó a las 17:59.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la sesión.



Solicito el acuerdo de la Sala para que pueda presidir la sesión el Honorable señor Kuschel -Su Señoría es representante de la Región de Los Lagos, al igual que quien habla-, pues debo recibir al Vicepresidente de la República en la Presidencia de la Corporación.



Acordado.


--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Kuschel.

ESTABLECIMIENTO DE PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONAS

CON PRESENCIA DE POLIMETALES DE COMUNA DE ARICA.

INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- En primer término, conforme a lo resuelto, corresponde tratar como si fuera de Fácil Despacho el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto que establece un programa de intervención en zonas con presencia de polimetales en la comuna de Arica. (Véase en los Anexos, documento 15).


--Los antecedentes sobre el proyecto (6810-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 61ª, en 26 de octubre de 2010.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 4ª en 22 de marzo de 2011.


Informes de Comisión:


Certificado de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales: sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011.


Hacienda (Comisión Mixta): sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.


Mixta: sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.


Discusión:



Sesión 1ª, en 15 de marzo de 2011 (se rechaza en general y pasa a Comisión Mixta).

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia entre ambas Cámaras derivó del rechazo de la idea de legislar por el Senado en el segundo trámite constitucional.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la situación, presenta un texto sustitutivo, elaborado sobre la base de una proposición inicial del Ejecutivo a la que se incorporaron enmiendas derivadas de observaciones formuladas por los parlamentarios que la integraron y luego de escuchar a numerosos invitados.



Se plantean, en materia educacional, la elaboración de estudios que permitan detectar el daño cognitivo y el efecto de la contaminación en los alumnos, y un programa especial de becas de mantención para estudiantes de enseñanza media y superior; y en vivienda, la creación del Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica y de un subsidio especial para viviendas con condiciones de habitabilidad.



Además, se contempla la designación de una Autoridad Coordinadora, responsable de velar por el cumplimiento de las medidas.



La propuesta fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Senadores señora Alvear y señores Cantero, Orpis y Rossi, y Diputados señores Cardemil, Baltolu y Vargas.



A su vez, la Comisión de Hacienda del Senado revisó el proyecto incluido en el informe y hace constar que aprobó en particular las normas de su competencia por la unanimidad de sus miembros, Honorables señores Escalona, Frei (don Eduardo), García, Lagos y Novoa.



Los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 10°, 16, 17, 18 y 19 contenidos en la proposición deben reunir 21 votos favorables, por ser de rango orgánico constitucional.



El texto presentado por la Comisión Mixta aparece en la tercera columna del boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.

El señor KUSCHEL (Presidente accidental).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en primer lugar, deseo manifestar que este es un día muy importante para la gente de la Región de Arica y Parinacota. Felicito, además, la gestión de la Senadora señora Alvear como Presidenta de la Comisión Mixta, porque, a pesar de no ser representante de la zona, mostró un tremendo compromiso ante el asunto y pudo sacar adelante la iniciativa, que constituye un avance trascendental. Lo mismo puedo decir de mi colega Orpis y de los Diputados de la Región.



Creo que este es un momento relevante, porque, de alguna manera, va concluyendo un ciclo largo y de gran sufrimiento.



Nos acompañan en las tribunas algunas dirigentes que se han preocupado del problema representando durante mucho tiempo el dolor de tantos vecinos de Arica. Porque esta es una historia que lleva bastante más de veinte años de irregularidades e ilegalidades. Desde el momento mismo en que ingresaron las partidas de arsénico y de plomo, se acopiaron de manera ilegal; se construyeron viviendas en el sector; se contaminaron escuelas; resultaron afectados niños y trabajadores, y el Estado fue incapaz de dar una solución como correspondía. 



Lo digo porque, a sabiendas de esa verdad, al final las cosas se fueron haciendo a medias. Y tuvo que llevarse a cabo una movilización de la ciudadanía y de distintos actores de la población para que, finalmente, el problema se tomara en serio, y se considerara la historia, el peregrinaje y el largo recorrido de las familias afectadas a la espera de justicia y reparación.



Estamos ante un proyecto de ley ingresado por el Gobierno anterior que originalmente establecía la transferencia de una serie de competencias.



El propio Presidente de la República tenía facultades para reparar el perjuicio causado a las víctimas, tanto en el ámbito de la salud como en el de la educación, pues todos sabemos el daño cognitivo respecto a las habilidades, el lenguaje y el aprendizaje que puede experimentar un niño sometido a elevadas concentraciones de polimetales.



La iniciativa también contenía normas relativas a reparación ambiental, lo cual era muy importante.



Dicho proyecto fue modificado con el esfuerzo de todos. Porque, efectivamente, hubo diferencias entre los parlamentarios y el Ejecutivo. Algunos Ministros planteaban que esta materia no requería una ley, otros estimaban que sí.



Al final, logramos un acuerdo relevante, en el que cabe destacar con creces los avances, más que los asuntos que quedaron pendientes. Porque, evidentemente, nos habría gustado incluir ciertas cosas que no fueron consideradas.



Así, este es un día significativo para Arica. Hoy comienza otro período: el de evaluación y seguimiento de la aplicación de las políticas públicas contenidas en el texto legal.



El proyecto presenta una particularidad -es importante subrayarlo-: no se deja a la buena voluntad del Gobierno de turno la reparación a las víctimas, en ningún ámbito. Se establece que habrá un reglamento para determinar quiénes son los beneficiarios. En esto se ha avanzado bastante; no es que se comenzará a investigar una realidad desconocida. Ya sabemos más o menos cuáles son las personas afectadas. Y para poder contar con ese reglamento, se consignan una serie de requisitos, criterios. 



Además, se elaborará un catastro para fijar las zonas contaminadas, en lo cual también hay gran adelanto, pues existen estudios sobre el particular.



No se trata, entonces, de que una vez aprobado el proyecto haya que empezar a realizar el catastro y a ver quiénes cumplen con los requisitos, porque ya tenemos mucha información al respecto.



Lo esencial era que en la ley se estableciera que el Programa de Intervención contaba con los recursos necesarios, independientemente del Gobierno de turno.



Ahora bien, desde tal perspectiva, debo señalar que la iniciativa tiene otra particularidad positiva e importante: la designación de la Autoridad Coordinadora. Esta se relacionará con el Presidente de la República a través del Ministro Secretario General de la Presidencia, en este caso, el señor Larroulet, quien hoy nos acompaña. Supongo que será Ministro por dos años más, así que tal relación pasará por él durante el tiempo que dure el Gobierno del Presidente Piñera, y después…

El señor PROKURICA.- ¡Por seis años más...!

El señor ROSSI.- ¡Dos más cuatro! ¡Seis años más...!

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, concluyó su tiempo.



Por ser representante de la Región de Arica y Parinacota, le cederemos dos minutos adicionales para que redondee la idea.

El señor ROSSI.- Gracias, señor Presidente.



Habíamos solicitado tratar esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho para tramitarla rápidamente, porque las dirigentas de Arica se encuentran desde hace tiempo en Valparaíso.



El proyecto dispone que la citada Autoridad Coordinadora podrá evaluar las políticas públicas correspondientes.



En materia de reparación de daños a la salud, contempla inversiones para disponer de un laboratorio que permita realizar los exámenes pertinentes, detectar situaciones que requieran determinado tratamiento y efectuar su seguimiento. También considera la posibilidad de derivar a los pacientes, cuando sea necesario, para su atención por especialistas.



Asimismo, contempla una beca no solo para los estudiantes de Educación Básica y Media (esto fue un logro de la Comisión), sino también para los de la Superior. Y la entrega de un subsidio habitacional a las familias afectadas, aunque no será de acuerdo al valor comercial de la casa, como nosotros queríamos.



Se me acaba el tiempo, y simplemente deseo agregar que este es un día importante para Arica. Y espero que sea el comienzo de más buenas noticias para las personas que lo han pasado tan mal durante muchos años.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear, quien fue nombrada Presidenta de la Comisión de Medio Ambiente.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, tuve el privilegio de presidir esta Comisión y pude ver la activa participación de las dirigentas de Arica. Estimo que su asistencia, por la gran distancia que separa a esa comuna de la Región Metropolitana, revistió gran valor y fue un aporte para lograr que se aprobara esta iniciativa.



El proyecto original fue reemplazado íntegramente, porque todos los miembros de la Comisión estimamos pertinente que no podía establecerse una normativa general que solo señalara que las soluciones se iban a implementar, sino que era necesario que se determinaran legalmente las responsabilidades de cada Ministerio.



Para esos efectos, celebramos muchas sesiones; invitamos a Secretarios de Estado, a quienes se les formularon las propuestas pertinentes; y recibimos sugerencias del Ejecutivo. En seguida, le hicimos nuevas modificaciones al texto a fin de incorporar más atribuciones y beneficios para las personas que han vivido el drama de la contaminación por polimetales en Arica.



En fin, estamos satisfechos por el resultado obtenido, aunque no se logró todo lo que pretendíamos.



En ese contexto, considero especialmente importante que se establezca un programa de acción, el cual cubre varios Ministerios, que deberán realizar ciertos planes.



Además, para los efectos de que exista una adecuada coordinación, se crea una unidad coordinadora, la cual realizará el seguimiento del programa, su evaluación, y determinará las relaciones -que muchas veces son complejas- entre los Ministerios; entre las autoridades regionales y las municipales, etcétera.



Asimismo, se fijará una zona con presencia de polimetales, ubicándose exactamente la zona geográfica en que quedará comprendida.



Por otra parte, señor Presidente, existirá un catastro para implementar el programa, que señalará a las personas afectadas, las viviendas y las demás edificaciones contaminadas con polimetales.



Cabe destacar que en materia de salud se aplicará un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población. Y se generará una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos en la gente afectada.



Respecto a la educación, se impulsará que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para los alumnos con rendimiento deficiente, que sean beneficiarios del plan que crea esta iniciativa. Por otro lado, habrá un programa de apoyo a docentes y a asistentes de educación, con el fin de que posean las herramientas pedagógicas necesarias para ayudar a los estudiantes. Además, se realizarán estudios para detectar cuál es el daño cognitivo real de los niños y las niñas. 



Como sostuvo el Senador Rossi, habrá un programa especial llamado “Beca Polimetales de Arica”; vale decir, no estará comprendido dentro del sistema general de becas, sino que será un beneficio especial.



En materia de vivienda, existirá un catastro de familias por relocalizar, y se creará el Subsidio Habitacional Polimetales de Arica. Nuevamente se trata de un beneficio especial, porque no se enmarca dentro de los subsidios que otorga el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, sino que es exclusivo para la zona afectada por los polimetales.



Dentro del programa de mejoramiento de barrios, se dispone la remediación y sellado de calles y veredas, así como la ejecución de proyectos de áreas verdes, entre otros.



Y respecto a temas medioambientales, el Ministerio del Medio Ambiente establecerá las definiciones, los plazos y los procedimientos para llevar a cabo la evaluación del riesgo ambiental en la población expuesta a la presencia de sustancias químicas. Y, semestralmente, efectuará un estudio con el objeto de evaluar la situación en Arica, y adoptar, como es natural, las decisiones que se estimen pertinentes.



Finalmente, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo prestará colaboración a la Autoridad Coordinadora en la ejecución armónica del plan que se establece en la presente iniciativa de ley.



Quiero destacar, señor Presidente, que sesionamos en numerosas ocasiones y que luego estudiamos este proyecto en la Comisión Mixta, donde fue aprobado por la unanimidad de sus miembros. Ello nos hace sentir muy satisfechos, aun cuando no logramos todo lo que deseábamos, porque su despacho representa un gran avance.



Así lo compartimos con las dirigentas de Arica, y -paso el aviso- debo decir que, como siempre, en su gran mayoría han sido mujeres quienes han estado presentes en esta discusión luchando por tantos años.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora. ¿Necesita un minuto más? 

La señora ALVEAR.- No, señor Presidente.



He dicho.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado:



No puedo iniciar mi intervención sin rendir un merecido homenaje a las dirigentas de la gente afectada por la presencia de los polimetales, quienes hoy nos acompañan en las tribunas y han viajado desde Arica.



--(Aplausos en tribunas).



Y hago este homenaje, porque creo que en ellas se refleja el dolor y la esperanza. El dolor porque, en medio del sufrimiento, fueron capaces de representar a las zonas afectadas y de colocar este tema en el debate público nacional. Y el proyecto en trámite de Comisión Mixta es la culminación de un largo proceso pero, a la vez, el inicio de otro.



También agradezco al Gobierno por haber acogido un conjunto de peticiones. Pues, si los señores Senadores observan el boletín comparado, se darán cuenta de que hay una diferencia radical entre el texto que ingresó al Parlamento y el que nos hallamos discutiendo.



El primero era, básicamente, un proyecto delegatorio, es decir, todas las decisiones y las definiciones quedaban para el Gobierno de turno. Sin embargo, el texto despachado por la Comisión Mixta tiene un contenido distinto y acota las diferentes funciones y responsabilidades que deberá asumir el Ejecutivo.



Asimismo, y sin ánimo de reiterar lo expresado por los colegas que me antecedieron en el uso de la palabra, quiero recordarle a la Sala por qué se plantea una ley permanente frente a un problema de contaminación, lo cual en mi opinión marca un hito en esta materia en Chile.



¿Por qué estamos aprobando una legislación permanente? La respuesta es que los daños serán permanentes. Ahí radica el punto: los efectos derivados de la contaminación los llevarán las personas de por vida, incluso muchas de ellas ya han fallecido.



¿Y en qué reside su valor? En que la ley se impone a desvalidos y poderosos, pero protege en especial a los más débiles. El proyecto en debate establece un conjunto de responsabilidades pero, sobre todo, garantiza derechos.



¿Qué ocurrirá el día de mañana? Que -y esto es lo importante- si una autoridad de salud, de educación o del medioambiente no cumplen los mandatos establecidos por la iniciativa de ley, las personas afectadas, representadas por las dirigentas que se encuentran en las tribunas, podrán exigir judicialmente cada uno de los derechos contemplados en su texto.



Ese es el mérito del proyecto. Ello marca un hito en el ámbito medioambiental y en la lucha contra la contaminación en Chile. Y estoy seguro de que se va a replicar en el resto del país frente a otras situaciones.



Señor Presidente, quiero relevar un segundo hecho.



Muchas veces, al dictarse esta clase de leyes -como dijo la Senadora Alvear- se consagra la competencia de distintos Ministerios. Pero ocurre que cuando todos la tienen, nadie es responsable.



¿Cuál es el mérito de la iniciativa en análisis? Establecer como uno de los puntos fundamentales un Título II denominado “DE LA AUTORIDAD COORDINADORA” -no existía en el texto original-, que dispone expresamente que esa autoridad será la responsable de la ejecución de los planes respectivos.



Y leeré textualmente la función principal, a mi juicio, que tendrá la Autoridad Coordinadora. El penúltimo inciso del artículo 5º consagra: “Para el cumplimiento de los objetivos señalados en esta ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los respectivos Ministerios, Intendencia y Secretarías Regionales Ministeriales, para que en el ámbito de sus competencias, den cumplimiento cabal a los objetivos de la presente ley”.



Por lo tanto, habrá un responsable con nombre y apellido. Y si este no cumple la normativa, ello podrá ser exigido judicialmente por quienes se sientan afectados.



Señor Presidente, pienso que no se logró todo lo que esperábamos, pero el texto que se propone representa un avance muy sustantivo y significativo. La Comisión Mixta debe sentirse orgullosa del trabajo realizado y del progreso alcanzado junto con el Gobierno.



Queda un largo camino por recorrer, y vuelvo a la parte inicial de mi intervención: rindo un homenaje a las víctimas de este flagelo y, sobre todo, a las dirigentas que fueron capaces de representarlo.



--(Aplausos en tribunas).



Esta iniciativa debería llamarse “Proyecto de las dirigentas de los polimetales”, por cuanto ellas pusieron este problema en el debate público y lucharon por décadas hasta lograr este gran triunfo, el cual se halla simbolizado en el texto que hoy día estamos aprobando en el Honorable Senado.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.



--(Manifestaciones en tribunas). 



Estimadas amigas que nos acompañan en las tribunas. Sé que para ustedes este es un minuto de mucha emoción. Lo comprendemos, y por eso les hemos permitido expresar sus sentimientos.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Continuando con el debate, tiene la palabra al Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, resulta curioso que frente a un proyecto como el que nos ocupa -por supuesto, es emocionante escuchar las palabras de este grupo de personas afectadas que han luchado tanto por obtener estos beneficios- uno sienta un sabor amargo.



Lo digo, porque cuando uno lee el texto despachado por la Comisión Mixta -supuestamente será aprobado porque involucra un gran esfuerzo, y felicito a los Senadores, a los Diputados y a todos quienes ayudaron a que saliera adelante- observa que contiene beneficios como la erradicación de habitantes, becas para los estudiantes, subsidio especial habitacional con el fin de otorgar viviendas nuevas a los afectados, tratamiento médico con especialistas y otras regalías más. Sin embargo, debo decir que otra comuna en Chile, como la de Chañaral, sufre el mismo problema pero con una agravante: la de ser contaminada por una empresa que, en sus inicios, era trasnacional, y que después pasó a manos del Estado. Me refiero a CODELCO-Chile.



¡Durante cincuenta años, señor Presidente, se vertieron los relaves de esa empresa minera en Chañaral! ¿Y qué pasa con ella? Curiosamente, no fue incluida en este proyecto de ley, a pesar de que se lo pedimos a la Administración pasada y también a mi Gobierno.



En consecuencia, señor Presidente, formulo un llamado a mi Gobierno para que escuche el clamor de las personas que viven en los sectores contaminados de la población Aeropuerto, en Chañaral. Ellas enfrentan el mismo drama que nos relataron hoy día los Senadores Orpis y Rossi y que también nos describieron las amigas que nos acompañan en las tribunas. ¡Pero esas familias no han recibido jamás compensación alguna, ni siquiera una carta diciéndoles: “Sabemos lo que está pasando; vamos a hacer algún esfuerzo”!



Por tales razones, cuando uno lee una iniciativa legal de esta naturaleza siente, por un lado, el gusto de que haya un Estado responsable que, frente a una realidad como esta, envía un proyecto, lo mejora, trabaja con el Parlamento para compensar y ayudar a esos chilenos.



Sin embargo, la gente de la comuna de Chañaral queda pendiente, en espera de una solución del Estado.



Y repito: confío en que mi Gobierno, el del Presidente Piñera, escuche a esos ciudadanos, porque han sufrido por mucho tiempo sin recibir compensación alguna y, lamentablemente, a pesar de nuestras solicitudes, no fueron incluidos en el proyecto que nos ocupa, al cual tienen exactamente el mismo derecho, porque son chilenos y porque han enfrentado un problema generado, más encima, por una empresa estatal que ha entregado al Erario utilidades millonarias.



Por lo tanto, me parece natural pedir al Ejecutivo una compensación para quienes han padecido y entregado su salud y vida –algunos ya no están vivos para celebrar la aprobación de esta iniciativa de ley-, producto de la contaminación causada por una empresa estatal.



Entonces, hago nuevamente un llamado a mi Gobierno a recoger la propuesta hecha tantas veces por nosotros para que Chañaral también sea incluida en una normativa legal como esta.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- En caso necesario, voy a suspender la sesión por cinco minutos. Haré sonar los timbres, ya que hay tres Comisiones funcionando, autorizadas por la Sala, y este proyecto es de quórum especial.

El señor GIRARDI.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- También ha solicitado la palabra el señor Ministro, quien tiene preferencia de acuerdo con el Reglamento.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Puedo intervenir después, señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, para mí es muy emocionante poder intervenir en esta sesión, porque en el año 1994 me correspondió denunciar el tráfico de PROMEL, que en ese tiempo era desconocido, invisible. Y recuerdo que, a través de una fiscalización en el Instituto de Salud Pública, descubrimos un conjunto de actas que nos parecieron extrañas, donde nos impusimos del ingreso, con solicitud de esa entidad, de un cargamento de lo que se llamaba “residuos reciclables”, cuyo destino desconocíamos. Después, fuimos a Aduanas y llegamos a la conclusión de que lo que había era una verdadera institución que se dedicaba a trasladar a territorio chileno residuos peligrosos por los cuales se pagaba entre mil y 5 mil dólares la tonelada.



Con el tiempo, nos dimos cuenta de un tráfico mayor, porque en el Instituto de Salud Pública se habían dado más autorizaciones. Pero solo en ese momento encontramos, y con señalización, el tráfico que denunciamos, que correspondía a un lugar de acopio. En su inicio, allí no había asentamiento humano, pero, como la ciudad creció, se fue construyendo sobre él.



Supongo que en otros lugares que nunca hemos logrado precisar -porque los desechos fueron enterrados y tapados con tierra- seguramente hay otras viviendas que tienen el mismo problema.



Al hacer la denuncia, nos enteramos de que PROMEL era una empresa que pertenecía a relevantes personalidades de Arica -incluso con otras actividades económicas y mineras en la zona-, que nunca se responsabilizaron de esto. Y dañaron enormemente la vida de las personas.



Luego, investigando más, supimos que el tráfico de residuos peligrosos había sido pagado por una empresa sueca, BOLIDEN, la cual -dado que en Suecia existen leyes muy duras, que se llaman “de la cuna a la muerte”, y tienen sanción penal-, había decidido contratar a contrabandistas, a verdaderos piratas y traficantes, para llevar esos materiales a territorio chileno.



Ahí se inició toda una campaña. Con el Senador señor Navarro, logramos convencer a la autoridad de que los tráficos se depositaran en Valle Encantado -el traslado nunca se hizo, a mi juicio, en términos sanitarios-, un sitio de disposición transitoria que devino en permanente. 



Porque nos tocó enfrentarnos con las autoridades de la época, soy testigo de la desidia y complicidad de muchos y de la falta de voluntad que hubo siempre. ¡Sí, esa es la realidad! Y esto ocurrió durante varios Gobiernos, que no aquilataron la verdadera magnitud del problema. Incluso, se perdieron exámenes médicos. Nosotros intentamos en ese tiempo hacer un muestreo para contar con un mapeo de riesgo, donde estuvieran todas las zonas señaladas, de manera de saber cuáles contenían más metales pesados. Y luego propusimos establecer muestras orgánicas; es decir, cuánto metal pesado -plomo y otros contaminantes- tenían las personas en su organismo. Y nos dimos cuenta de que el problema era alarmante. Eso generó -yo diría- una justa y urgente demanda de la comunidad, que demoró mucho tiempo en ser atendida.



Quiero valorar, sobre todo, el inmenso trabajo hecho por los Senadores de la zona, los Honorables colegas señores Rossi y Orpis, a quienes he visto comprometidos de verdad.



Evidentemente, los he apoyado en todo cuanto pude, porque además siento un grado de responsabilidad en todo este proceso. Y tal vez no estamos haciendo todo lo que se necesita. 



Pero deseo plantear a los Senadores y también a la comunidad afectada -cuya felicidad y esperanza han sido dañadas y mutiladas en parte, porque las vidas de muchas personas fueron trastocadas en el plano físico, sicológico, humano y emocional-, que este proyecto debe ser considerado como punto de partida y no de llegada. 



Me alegro de que, por lo menos, tengamos estos instrumentos, que podrán ser insuficientes, pero debemos partir de ellos, como dijo el Senador señor Prokurica, para resolver luego todas las demás situaciones semejantes.



Señor Presidente, solo deseo decir que voy a votar afirmativamente y que valoro que estemos en este punto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Solicito la unanimidad de la Sala para abrir la votación, a fin de que los Senadores que están en Comisiones puedan pronunciarse, y para que pueda intervenir el señor Ministro.



Acordado.



En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, en mi opinión, es legítimo y prioritario el homenaje que aquí han hecho algunos señores Senadores a las dirigentas que han luchado durante mucho tiempo por esta ley y por la implementación del Plan Maestro de Polimetales.



También es justo hacer un reconocimiento a los Honorables señores Orpis y Rossi, por el trabajo sistemático que han efectuado en aras de sacar adelante este Plan para resolver un problema que, como dijo el Senador Girardi, se arrastra por más de 20 años.



En seguida, me parece apropiado rendir un homenaje a quien, desde el primer día en que se enteró del problema, decidió enfrentarlo con todas las herramientas que le correspondían al Estado para resolverlo definitivamente. Me refiero al Presidente Sebastián Piñera.



Él, apenas supo de esta realidad, se comprometió con las dirigentas que están hoy día aquí y con toda la población afectada a poner fin a la situación de indignidad que se vivía en Arica debido a la contaminación por polimetales.



Producto de eso, se diseñó un Plan, que hoy día se consagra y ratifica con esta iniciativa de ley, el cual incluye muchas medidas que ya están en marcha y que están avanzando significativamente. Entre ellas, menciono las siguientes.



Limpieza de terrenos. Ya a la altura de este año, 2012, se ha avanzado sustancialmente en ese proceso.



Hay otro componente que es el de la salud: atendimos el 2010 a más de 10 mil personas. Durante el 2011 esa cifra se duplicó, llegando a 21 mil 750 en el Centro de Salud Ambiental especialmente habilitado para este propósito.



En la Sala se encuentra también el Ministro de Salud, de cuyo esfuerzo he sido testigo para enfrentar el caso.



Además, se fijó un programa de vivienda. La entonces Ministra Matte fue la que inició el proceso de limpieza de las casas y su traslado, lo que apunta en la dirección de resolver definitivamente el problema.



¡Para qué mencionar los proyectos de vivienda “Doña Elisa”, “Santa Magdalena”, “Punta Norte” y otros que están avanzando en pro del proceso!



Otras obras en el frente de la educación son: apoyo psicológico y educacional a los niños afectados; nuevo centro de atención para menores; programas relacionados con el medio ambiente, para que nunca más se vuelva a repetir una situación de indignidad, de discriminación, como la que vivieron las familias afectadas; un sistema de apoyo y capacitación para las familias a través del FOSIS, del SERCOTEC, del SERNAM. 



Y, de esa manera, hoy día estamos culminando dicho proceso mediante la consagración de un plan, el cual beneficia a las familias afectadas. En esta legislación -como se ha de señalado-, se  designa una autoridad y, a su vez, encarga responsabilidades a todos los Ministerios que he mencionado -también hay una autoridad coordinadora- y entrega obligaciones a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que me toca dirigir.



Celebro el avance que ha tenido esta normativa. Deseamos que se pueda promulgar a la brevedad, y rindo homenaje a las dirigentas que hoy día nos acompañan y a sus familias.



Reitero que este es el resultado de un Gobierno, cuyo Presidente, cuando se compromete, cumple. Hoy día estamos viendo y materializando esa realidad a través de esta iniciativa legal, que espero sea aprobada mayoritariamente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán. 



Solicito el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Gómez, porque después voy a intervenir.



Acordado.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Senador señor Gómez.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, quiero felicitar la persistencia de las dirigentas de la zona, quienes han hecho un esfuerzo importante para estar presente en las Comisiones de Salud y de Medio Ambiente. Viajaban desde Arica para estar siempre acá y poder denunciar una situación que, a ratos, era desconocida y que soportaron. 



Concurrí a los sectores contaminados, donde claramente ellas señalaban que había pérdidas de exámenes, donde, en definitiva, no se sopesaba el impacto que la contaminación de polimetales ocasionaba a todas esas áreas. Asimismo, estuve presente cuando recibieron las primeras noticias de que el Ministerio de Salud iba a implementar los sistemas que permitieran que la gente se practicase los exámenes en Arica y ellos no fueran enviados a la Región Metropolitana. Con posterioridad, se fueron configurando cada una de las condiciones para establecer subsidios habitacionales especiales, para erradicar a la población de las zonas directamente afectadas.



Esas personas sufrieron además especulación: hubo quienes compraban a vil precio esas viviendas para los efectos de recibir indemnizaciones. 



Y, por tanto, en esta lucha, en esta batalla que dieron fundamentalmente las mujeres, las dirigentas y los dos Senadores de la Región -quiero hacer un reconocimiento a los Honorables colegas Orpis y Rossi, que defendieron con tanta fuerza su zona-, finalmente tuvieron un Gobierno que las escuchó. 



En ese sentido, deseo señalar que el Presidente Piñera, a pesar de que hubo intentos de buscar alternativas en Administraciones anteriores, fue el que diseñó un proyecto de ley. Buscó una alternativa y la envió al Parlamento.



En consecuencia, agradezco al Primer Mandatario haber hecho perder la indolencia y la apatía frente a un tema complejo que perjudicaba a muchas familias y sectores de Arica afectados por la contaminación. Con esta iniciativa se ha pretendido abarcar a cada uno de ellos.



Señor Presidente, no quería dejar pasar esta oportunidad para agradecer al Excelentísimo señor Piñera el haber escuchado a estas dirigentas persistentes, luchadoras, las cuales hicieron que el drama del sector El Morro finalmente pudiera ser escuchado.



¡Gracias al Presidente y gracias a los Ministros de Estado por dar esta lucha!



--(Aplausos en tribunas).

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, allá por el año 1997 fue la primera vez que con la bancada verde visitamos Arica. Nos hacíamos cargo de un tremendo problema en el que insistimos permanentemente frente a muchos Ministros de Salud.



Quiero reconocer al Gobierno, y particularmente al Ministro Mañalich, que se haya hecho cargo de una herencia que no le pertenecía, que se arrastró durante largo tiempo y que tenía como resultado a mucha gente angustiada y a niños, mujeres y ancianos enfermos. Porque, en definitiva, hubo voluntad para ello.



A mi juicio, se trata de una deuda que la actual Administración asumió pagar. Yo me alegro de ello, y felicito al Gobierno de que así lo hiciera, porque no se podía esperar más. Eso se barajó en un clima donde, por cierto, hubo movilizaciones, surgió la fuerza y la garra de las mujeres que nos acompañan, brotaron lágrimas y hubo a veces angustias. Pero el Gobierno decidió actuar, y lo hizo.



Considero que esta es una lección que la Oposición debe aprender. En definitiva ello se pudo hacer antes; sin embargo, no fue así. Y tiene un costo que, según cuentas, es de 30 mil 455 millones de pesos. Es una cifra manejable. Es probable que aumente; pero creo que ahí va a estar siempre presente la voluntad para que, si se produce algún incremento después de llevar este plan a la realidad, esas diferencias se suplan. Porque es un programa que, en definitiva, se debe realizar.



Por lo tanto, agradezco al Gobierno el hacerse eco de una demanda tan antigua y que durante muchos años denunciamos, sin que fuera resuelta. Y creo que es un deber moral tal reconocimiento.



Por otra parte, el Gobierno debe dictar un reglamento en el plazo de seis meses. Y quiero llamar la atención sobre el particular, porque -como todos sabemos- el tiempo pasa volando. 



Y esa es una recomendación para los Ministros presentes, porque sin ese reglamento no se podrá establecer quiénes son los beneficiarios, en circunstancias de que resulta clave saberlo. Los conocemos, hemos estado con ellos, pero durante mucho tiempo hubo numerosas personas que no fueron consideradas.



Ese reglamento, por consiguiente, debe dar cuenta de la multiplicidad de elementos que hay en los diversos sectores de Arica. Y  tiene que determinar quiénes son los beneficiarios.



Cuando ese texto se debata -es un reglamento técnico- espero que se escuche también a quienes nos acompañan en las tribunas. Porque ahí va a quedar plasmado el hecho concreto: el número, nombres y apellidos de los hombres, las mujeres, los ancianos y los niños que serán beneficiados con esta normativa.



Por tal motivo, yo esperaría a que se cumpliera en ese plazo. 



Señor Ministro, siempre es difícil lograr eso. Un montón de leyes no han funcionado, y los plazos se acercan. Yo diría que seis meses implica un desafío enorme, ¡enorme! Por eso, hay que empezar a trabajar desde ahora mismo, sin esperar a que la ley sea publicada. Es preciso movilizarse a partir de este momento en la confección de ese reglamento, de modo que los beneficios lleguen pronto.



Porque si se dispone de seis meses y la ley demora su promulgación,  vamos a estar hablando de un año. Y, cuando la gente está con mucha expectativa, ese tiempo es, en realidad, demasiado.



De otro lado, espero que en el desarrollo de los planes de vivienda, de salud, de urbanismo y ambiental haya contraloría ciudadana; que, en definitiva, del mismo modo como han participado las dirigentas en el desarrollo del plan, se permita también la acción ciudadana, para velar que aquel se esté ejecutando de acuerdo con los criterios de la gente y de la ley, para que esta entonces refleje la realidad.



Por ello, me parece que el desafío de las dirigentas es a seguir unidas. Esto recién comienza.



--(Aplausos en tribunas).



Claramente, no termina con la ley, sino que comienza con ella. Y, por lo tanto, lo más duro viene ahora. Porque se debe trabajar para reparar el daño, el que -como aquí se ha dicho- en muchos casos es cuantioso. Se necesitarán recursos, medicamentos y mucho, mucho amor, por cuanto habrá que acompañar a numerosa gente.



Señor Presidente, espero que haya unanimidad para aprobar este proyecto de ley, a fin apresurar los plazos.



Por último, debo decir que me sumo, sin duda, a las felicitaciones para los Senadores señores Orpis y Rossi, quienes han trabajado arduamente junto con los otros parlamentarios de la zona.



Eso demuestra la amplitud y transversalidad que quisiéramos tener en todas las Regiones para enfrentar los problemas que las aquejan.



Si ese espíritu se repite en otros lugares, vamos a tener un Chile mejor y más unido, más allá de las diferencias políticas.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



¡Nueva Constitución, ahora!



--(Aplausos en tribunas). 

El señor GÓMEZ (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



He solicitado hacer uso de la palabra para fundamentar mi voto positivo y, desde luego, para efectuar un reconocimiento a las dirigentas que nos acompañan en las tribunas, porque me consta haberlas visto en la Comisión y sé el sacrificio y lo que eso ha significado para ellas y sus familias.


Al mismo tiempo, quiero señalar con claridad que reconozco -lo cual me alegra- que hoy contemos con una respuesta gracias a este proyecto. Eso significa que tendremos subsidios, mejoras en salud, becas, un seguimiento y la reparación de un daño prácticamente irreparable; pero al menos los afectados se van a sentir acompañados y se podrán mitigar los dolores y las consecuencias. 



Mi reconocimiento entonces al Gobierno, que finalmente logró dar un paso concreto que, en mi opinión, tuvo mucho que ver con la persistencia de nuestros parlamentarios en la Comisión. 



Quiero reconocer no solo el trabajo de los colegas Orpis, Rossi y Navarro, sino también el de la Senadora Soledad Alvear, quien estuvo presente en numerosas oportunidades...



--(Aplausos en tribunas).



... y eso se ha dicho poco en la Sala. Ella concurrió en reiteradas ocasiones y lo hizo con absoluto compromiso, a pesar de no representar a la Región afectada. Y eso, a mi juicio, vale la pena destacarlo.



Sin embargo, señor Presidente, quiero señalar algo que me preocupa. 



Somos un país minero y desde hace largo tiempo estamos diciendo que no basta con tener proyectos, que lo importante es saber cómo lograr armonizarlos si queremos crecer y desarrollarnos. Hay que contar con proyectos de inversión, pero que no signifiquen un daño medioambiental muchas veces irreparable. 



Tengo una profunda preocupación al respecto. Hoy hemos podido alcanzar una satisfacción parcial, en gran medida por esta lucha y por esta movilización. El Senador Prokurica recordó la situación acontecida en Chañaral. En ese caso, por muchos años el responsable fue CODELCO, una empresa pública. En este otro, se trata de una empresa privada. Pero, pública o privada, a mí lo que me importa saber es hasta dónde, con una institucionalidad medioambiental débil, Chile protege a sus ciudadanos de las contaminaciones y de las graves consecuencias que estas puedan causar. 



Claramente, ha habido progresos. Al menos hemos aprobado una ley relativa al cierre de las faenas mineras. Gracias a eso sabemos que cualquier nuevo proyecto que se presente para ser evaluado tiene que contemplar un plan de cierre. Ello significa que vamos a conocer de antemano y a tener garantizado cómo una empresa va a proceder al cierre de sus faenas en un momento dado. Lo anterior será gradual. Pero antes ni siquiera eso existía. Y por eso digo que hemos ido avanzando de a poco.



En la actualidad contamos con una Superintendencia del Medio Ambiente que, cuando se encuentre en pleno funcionamiento, estará obligada a hacer el seguimiento de los proyectos aprobados. Porque hoy el Servicio de Evaluación Ambiental aprueba los proyectos, pero nadie les hace un seguimiento, nadie ve qué consecuencias tienen, ni si se cumplen o no las promesas efectuadas al momento de ser evaluados.



De otra parte, el tema de los pasivos mineros sigue pendiente. El Gobierno todavía no presenta ninguna iniciativa sobre el particular. Yo espero tomarles la palabra a los Ministros presentes y que se hagan cargo de que nuestro país tenga una respuesta a los pasivos mineros, que hemos sufrido por  años. 



El Senador Prokurica recordaba el caso de Chañaral. Yo quiero resaltar lo que es hoy día Tierra Amarilla. Y no solo porque tengamos la fundición de Paipote, que a veces presenta situaciones peak que han significado problemas importantes para la salud de la población, sino porque me preocupa ver cómo una comuna se halla absolutamente rodeada de relaves mineros, y no solamente de eso. El otro día conversaba con un ingeniero en minas que me dijo que la situación de Tierra Amarilla es similar a la de un queso roquefort: la han ido excavando por distintos sectores al punto de que cualquier día va a perder totalmente la estabilidad, con riesgo de que ocurra una gran tragedia. 



Y todo esto me preocupa porque existe una suerte de indolencia. Nosotros privilegiamos el aspecto productivo. Siempre se dice -para qué hablar de las autoridades regionales, en el caso de Atacama-: “Van a llegar tantos miles de millones de dólares”, “Vamos a tener tantos proyectos”. Pero nadie parece preocuparse de la calidad de vida de los ciudadanos, del costo que se puede pagar si no se es cuidadoso a la hora de evaluar las consecuencias, lo que significan los pasivos ambientales.



Señor Presidente, junto con anunciar mi voto positivo, quiero hacer un reconocimiento a los parlamentarios que trabajaron en esta materia y, sobre todo, a las dirigentas, porque, si no se hubieran movilizado, si no se hubieran hecho presentes, si no nos hubieran acompañado -incluso hoy, en este momento-, quién sabe cuántos daños más tendríamos que lamentar.



Estamos lamentando lo que ocurre en La Greda, en Ventanas, donde debemos presenciar el espectáculo de que públicos y privados se echan la culpa mutuamente. 



En la Comisión de Medio Ambiente recibimos varias veces a distintas autoridades de La Greda. Lo único que sabemos es que en Ventanas existe una situación insostenible. Y uno se sigue preguntando cuántas más habrá en el país, cuántas más deberemos seguir lamentando.



Por lo tanto, junto con volver a reafirmar mi voto positivo, quiero pedirle al Gobierno que se haga cargo de los pasivos ambientales y a todos que exijamos que la Superintendencia y los tribunales ambientales comiencen a operar lo antes posible, porque son la única respuesta que estamos en condiciones de ofrecerles, como instrumento, a los ciudadanos, que legítimamente pueden reclamar cuando vean afectado su derecho a vivir en un medioambiente libre de contaminación, como lo establece la Constitución.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Tiene un minuto más, para redondear la idea.

La señora ALLENDE.- Gracias, señor Presidente.



Termino solicitando al Gobierno que no se retrase en la aprobación del reglamento, en el inicio de los tribunales ambientales -para que tengamos Superintendencia y tribunales ad hoc- y, sobre todo, ya que tuvo la capacidad de asumir este problema, le pido que siga pensando en los muchos otros que aún quedan pendientes, pues hoy, de no haberse movilizado de esta manera las personas, de no haber mediado la sensibilidad de nuestros parlamentarios, quizás ni siquiera podríamos estar celebrando los subsidios, el acompañamiento, la salud, las becas y las distintos ayudas que se han logrado.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solicité el uso de la palabra para que se les avisara a los miembros de las Comisiones que se hallan funcionando en paralelo con la Sala que deben concurrir a votar.



Nada más.



Por mi parte, con mucho gusto y muy contento voy a votar a favor del proyecto.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Muchas gracias, señor Presidente.



Deseo fundamentar mi voto favorable a la iniciativa, que espero que sea un estímulo para el Gobierno, que es mi Gobierno.



Se halla presente el Ministro de Salud, con quien hemos conversado muchas veces sobre esta materia y con el que tenemos programada una reunión junto con el Senador Ignacio Walker para el próximo lunes 26. Porque en este tema ambos hemos trabajado unidos, y ojalá siempre diéramos el ejemplo de trabajar en conjunto.



Efectivamente, tal como ya manifestó la Senadora Isabel Allende, es la comunidad organizada la que nos ayuda a nosotros, sus Senadores y Senadoras, a sacar adelante proyectos de ley de este tipo.



Precisamente, en la Región que represento en esta Corporación (Valparaíso-Cordillera), tenemos focos de conflicto, tanto en Puchuncaví como en Quintero, que forman parte del total de 26 comunas que componen mi circunscripción. En una de ellas -Puchuncaví-, tenemos la situación de la escuela La Greda, que se ha transformado en un ícono nacional. Este problema es mucho mayor y supera a dicho lugar, porque abarca a dos comunas: la totalidad de Puchuncaví y la totalidad de Quintero. Y, efectivamente, las 22 localidades de esta última, más la decena de localidades de la primera, se ven afectadas por la presencia de diversos elementos contaminantes.



Después de más de cuarenta años, más de cuatro décadas, por fin un Gobierno, que es nuestro Gobierno, se hace cargo de este problema ciudadano, que afecta la vida y, principalmente, la salud de todos los habitantes de dichos lugares.



De ahí que esta iniciativa debe constituir un estímulo para que haya leyes sectoriales, por regiones y comunas que se vean particularmente afectadas por algún flagelo de esta naturaleza.



Por eso, señor Presidente, voto a favor del proyecto de ley, esperando que nos ayude. Porque aquí ya aprobamos el 2011 un proyecto de acuerdo que logramos sacar adelante con el Senador Ignacio Walker, y ahora confío es que vamos a contar con la ayuda de todos ustedes, señores Senadores y Senadoras presentes, para poder tener una iniciativa legal con este grado de especificidad para la Región Valparaíso-Cordillera, donde existen grados de contaminación brutales y donde niños, niñas y adultos mayores se han visto afectados por exposiciones químicas muy fuertes, que incluso han llevado a internar a algunas personas en hospitales de la zona.



Por lo tanto, realmente necesitamos apoyo y conciencia para regular tal situación y para que se adopten medidas excepcionales. Si bien algunas se han iniciado, hasta el minuto no resultan suficientes para enfrentar la magnitud del daño producido a la gente que vive en el borde costero de nuestra Región, particularmente en las comunas de Quintero y Puchuncaví.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en forma muy breve, quiero destacar la especificidad de las soluciones en las que se ha logrado avanzar.



Sin embargo, obviamente las medidas propuestas por la Comisión y los compromisos anunciados por el Gobierno no siempre son tan concretos.



Quedan pendientes algunos temas.



Otras Regiones del país, por ejemplo, están sufriendo el impacto provocado por los pasivos ambientales, como aquí se ha señalado. 



En este caso, las dirigentas locales se han sacrificado de manera muy especial para participar con nosotros acá. Vinieron por sus medios desde Arica y plantearon una duda referida a las becas para los niños y las personas afectadas por la acción de los polimetales. Por eso le pido al Gobierno específicamente -porque aquí va a haber un administrador y un coordinador de las acciones dirigidas a resolver esta situación- que las becas consideren los costos completos para los estudios de estos jóvenes y no queden circunscritas a su manutención.



Gracias.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- También seré muy breve, señor Presidente.



En primer lugar, deseo sumarme a todas las felicitaciones que se han dado a las personas que han impulsado este proyecto, tan importante para la comuna de Arica. 



Adhiero también a lo que acaba de decir -la escuché con atención- la Senadora Lily Pérez, con quien impulsé hace algunos meses un proyecto de acuerdo relativo a un problema similar en nuestra Región, el cual fue aprobado unánimemente en el Senado. Y aprovecho la presencia del Ministro Cristián Larroulet para señalarlo. 



Efectivamente, en la Región de Valparaíso, las comunas de Puchuncaví y Quintero, que representamos con la señora Senadora, están afectadas por la contaminación. Para solucionar esto, hemos trabajado en conjunto con los alcaldes (José Varas, de Quintero, y Agustín Valencia, de Puchuncaví), con la comunidad, con sus organizaciones. 



Se trata de una situación muy similar a la que nos ocupa. La contaminación de esa zona lleva más de cincuenta años, producida por la Fundición y Refinería Ventanas, hoy de CODELCO, antes de  ENAMI, lo que ha causado un impacto ambiental bastante negativo en las comunidades de las citadas localidades.



Por lo tanto, señor Presidente, tal como lo hicimos en su momento con el proyecto de acuerdo referido, aprobado por unanimidad en el Senado, solicito al Gobierno, a través del Ministro Secretario General de la Presidencia, Cristián Larroulet, aquí presente, que tenga a bien enviar una iniciativa de ley -en la misma dirección y con la misma filosofía que el proyecto relativo a la presencia de polimetales en Arica- para intervenir los agentes contaminadores y compensar, beneficiar a las comunidades afectadas de Puchuncaví y Quintero, que sufren exactamente la misma situación.


He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Por unanimidad, se aprueba el informe de la Comisión Mixta (33 votos a favor).


Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Lagos, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Rossi, Ruiz-Esquide, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Queda despachado el proyecto en este trámite. 

)----------(

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Se había acordado tratar dos proyectos como si fueran de Fácil Despacho, pero el tiempo destinado a ello ha concluido.



Se votó uno. El otro sugiero discutirlo a continuación, como si fuera el primer asunto del Orden del Día, si hay acuerdo unánime de la Sala.



--Así se acuerda.

MODIFICACIONES LEGALES EN PRO DE RECONSTRUCCIÓN
El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Antes de seguir con la tabla, debemos resolver sobre el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica disposiciones legales en materia de vivienda y urbanismo con el objeto de favorecer la reconstrucción.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6918-14) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 92ª, en 31 de enero de 2012.



Informe de Comisión:



Vivienda y Urbanismo: sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012.



Discusión:



Sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012 (se aprueba en general).

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señoras y señores Senadores, en sesión del 7 de marzo de 2012 se aprobó en general el proyecto de ley ya individualizado, respecto del cual no se presentaron indicaciones en el plazo fijado al efecto, por lo que correspondería darlo por aprobado también en particular, a menos que se solicitara un nuevo plazo para presentar indicaciones.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, se dará por aprobado también en particular.



--El proyecto queda aprobado en particular.
)----------(

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en primer lugar, lo felicito por la nueva función que ahora desempeña. Espero que le vaya muy bien para beneficio de todos.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Gracias.

El señor PIZARRO.- Quiero formular una consulta a la Mesa.



Quince Senadores de mi partido solicitamos realizar una sesión extraordinaria para mañana, de 12 a 14, a fin de iniciar el debate acerca de los proyectos relacionados con el aborto.



En la reunión de Comités se dijo que las tres iniciativas sobre la materia se pondrían en un lugar preferente dentro de la tabla de la sesión de la tarde. Nosotros, independiente de ello, planteamos la necesidad de desarrollar un debate con más tiempo.



Entiendo que es decisión de la Mesa citar a la sesión, y quisiera conocer el criterio de la que se acaba de constituir, si es que ya tiene uno al respecto.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Señor Senador, de acuerdo al artículo 66 del Reglamento, se puede citar ahora a la sesión extraordinaria solicitada.

El señor COLOMA.- ¿Los Comités no vieron este asunto?

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Hay quórum para hacerlo. Si hubiera unanimidad, así se resolvería.



Sin embargo, entiendo que hay un acuerdo de Comités sobre el punto. Y eso bastaría.

El señor COLOMA.- Señor Presidente.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Por tanto, la daríamos por convocada, aun cuando ya estaba citada. Solo la estaríamos ratificando.



Habría que fijar la hora. Se propone de 12 a 14.

El señor PIZARRO.- La petición es distinta, señor Presidente. Perdone que lo interrumpa.



Nosotros estamos haciendo uso de una atribución reglamentaria, porque en la reunión de Comités algunas bancadas no dieron el acuerdo para realizar una sesión extraordinaria. Y tampoco tuvimos la unanimidad para incorporar al debate el proyecto presentado por algunos Senadores de mi partido.



Por eso, hacemos uso del Reglamento, que establece que a lo menos un tercio de los Senadores en ejercicio puede solicitar la realización de una sesión extraordinaria para un efecto determinado.



La facultad de la Mesa es para fijar la hora de la sesión. No está en debate ni es necesario que vea la Sala esa petición. Es la Mesa -repito- la que tiene que resolverla. Así que yo le pido, señor Presidente, que acceda a lo que estamos pidiendo, que es celebrar dicha sesión el día de mañana, de 12 a 14.

El señor NAVARRO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entiendo la solicitud planteada.



Lo único que quiero sugerir es que, como este asunto fue tratado por los Comités, que tomaron una resolución -la desconozco-, y hay Comisiones trabajando simultáneamente con la Sala, a lo menos esperemos que los jefes de Comité lleguen para que nos ilustren acerca de las decisiones adoptadas en esta materia.



Comprendo que es un derecho el que un tercio de los Senadores en ejercicio solicite la realización de una sesión extraordinaria. No sé si la petición se presentó formalmente. Y, en tal caso, la Presidencia podrá citarla para mañana, pasado mañana o el viernes. No lo sé. 



Sin embargo, en el mejor espíritu, me parece que lo recomendable sería no adoptar ahora una resolución, a fin de conocer, de parte de los jefes de Comité, lo que se habló en la reunión -reitero que no sé cuál fue la naturaleza de lo allí debatido-, para así decidir si votar a favor o en contra de lo solicitado.



No veo en qué afecta esperar diez minutos para preguntarles a los Comités la naturaleza del debate que tuvieron.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, Senador Coloma.



Le daré la palabra al señor Secretario para que señale los efectos del artículo 66 del Reglamento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Son dos situaciones.



La semana pasada, la Sala acordó que se pusieran en un lugar preferente del Orden del Día de este miércoles los tres proyectos referidos al aborto, que estuvieron en la tabla de la sesión anterior.



Sin perjuicio de ello, Comités que representan al número de Senadores en ejercicio que exige el Reglamento, de acuerdo con su artículo 66, han solicitado que se efectúe mañana una sesión extraordinaria, de 12 a 14.



Y, en conformidad a esa disposición, la sesión “debe” celebrarse, pues ese verbo se emplea en la norma reglamentaria.



Por ende, el señor Presidente procedería a la citación, sin perjuicio de que comience la discusión en la mañana y continúe en la sesión de la tarde, como se planteó en reunión de Comités.

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo con el tenor literal del artículo 66 del Reglamento se citará a sesión extraordinaria para mañana miércoles 21, de 12 a 14.

El señor COLOMA.- ¿Se va a votar?

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy probablemente.



Señor Secretario, ¿el alcance de la disposición permite efectuar la votación en el curso de esa sesión extraordinaria, o aquella debe quedar para la sesión ordinaria de la tarde?

El señor LABBÉ (Secretario General).- La verdad es que, en cualquier discusión general de una iniciativa, el cierre del debate depende del número de Senadores que intervengan. Lo más probable es que, por su horario, no se alcancen a votar los proyectos en la sesión de la mañana.



No existe un acuerdo en cuanto a ver las iniciativas hasta el total despacho de la idea de legislar.



Por lo tanto, dependerá de lo que suceda en la Sala en la sesión extraordinaria, salvo que se adoptara un acuerdo unánime para votar.

El señor ESCALONA (Presidente).- En caso de que el debate concluya, no hay ningún impedimento para comenzar la votación.

El señor COLOMA.- Pero se puede pedir su aplazamiento.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es, conforme a las atribuciones normales de los Comités.



En suma, si el debate terminara, sería perfectamente posible proceder a la votación, excepto que mediara una solicitud para su aplazamiento.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, excúseme, pero el diálogo ha sido poco claro.



Entiendo que hay dos puntos en discusión aquí: uno, la solicitud del jefe del Comité Demócrata Cristiano relativa a la realización de una sesión extraordinaria mañana, de 12 a 14, para debatir el aborto terapéutico, con la obligación, fijada por el propio texto de la citación, de que no se vote nada; y el otro, que en la tarde la Mesa debería colocar los proyectos sobre el aborto en lugar preferente de la tabla -cuya interpretación deberá definir el Presidente- para seguir con la discusión formal de ellos y luego votar.



Si Su Señoría me escuchara...

El señor ESCALONA (Presidente).- Adelante.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Lo iba a felicitar, pero, como no me oye, ¡no lo felicito...!



Como decía, en la tarde iniciaremos la sesión para eventualmente votar las iniciativas en la forma en que se pongan de acuerdo los Comités. Porque ahí también existe una segunda confusión.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, no es que no haya querido escucharlo. Lo que ocurre es que el señor Secretario me estaba señalando el efecto reglamentario. Y el artículo 66, es bastante claro. 



En caso de que la discusión concluya, ninguna disposición en dicha normativa impide que se vote.



Por lo tanto, su conclusión de que no se vota, se desprenderá del curso del debate que tendrá lugar mañana, aunque sea imprecisa. 



Pero es así: si la discusión concluye y no media una petición de aplazamiento, entonces corresponde iniciar la votación.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, entiendo la confusión porque, obviamente, la Mesa cambió.



Lo que sucedió en la reunión de Comités lo ha expresado bien el Secretario: la bancada democratacristiana pidió el acuerdo de los Comités para dos asuntos.



Primero, señalamos que es nuestro interés y decisión política discutir abiertamente los distintos proyectos referidos al tema del aborto. Y lo hicimos con intención política, porque se han hecho juicios de valor diciendo que no existe ánimo en el Senado para debatir sobre esta materia. Como nosotros sí queremos que se discuta, solicitamos contar con más horas para realizar el debate, porque es sensible, delicado, con muchas connotaciones, situación que compartió el resto de los Comités. Todos desean intervenir, dar a conocer sus puntos de vista, y para eso se necesita tiempo.



Para nadie es un misterio que ya hemos corrido varias veces esta discusión. Y la opinión pública entiende que, o por responsabilidad del Gobierno -que pone urgencia a otros proyectos- o porque los parlamentarios no queremos, el tema no se debate.



Esa es la primera razón por la cual requerimos la unanimidad de los Comités para que se citara a una sesión especial. Pero no hubo acuerdo para ello.



Por tal motivo, señor Presidente, comuniqué en esa reunión que íbamos a solicitar igual, en virtud del Reglamento, la celebración de una sesión extraordinaria, que es a la que usted ha convocado para mañana, de 12 a 14.



Ahí se iniciará la discusión. Y, como en todo proyecto, si el debate terminara -como ha expresado bien el Secretario-, se procedería a votar. En caso de que en algún momento se llegara a producir la situación -lo dudo, porque la mayoría los Senadores va a intervenir y seguramente se va a ocupar mucho tiempo, incluso toda la tarde- de que se agote la discusión y se deba proceder a la votación, el Comité UDI nos comunicó -lo sabemos y lo entendemos claramente- que va a pedir su aplazamiento.



Por lo tanto, no hay problema respecto de la inquietud del Senador Coloma.



¿Cuál es la razón que dan?



¡No es que sean malos, como uno intrínsecamente cree que son siempre...!



Lo que ocurre es que algunos Senadores no están, pues andan en visita institucional con el Presidente de la República y, lógicamente, también quieren dejar sentado su punto de vista.



Nuestra segunda petición fue que se incorporara al debate de mañana un proyecto que tiene características muy similares, presentado por Senadores de la Democracia Cristiana, que no se encuentra informado por la Comisión de Salud y que no está contenido en el informe de las tres iniciativas que vamos a analizar.



¿Por qué lo planteamos? Porque se trata de un proyecto absolutamente atingente, que representa mejor nuestra postura, y porque nos parecía lógico que se diera la unanimidad para obviar el informe de la Comisión y que pasara a discutirse directamente en la Sala.



Esa petición tampoco fue aceptada por los Comités. Por lo tanto, lamentablemente, mañana vamos a realizar el debate sobre tres proyectos sabiendo que existe otro más en la Comisión.



Esa es la situación.



Ahora, entendemos todos los puntos de vista.



Pero, por favor, tengan la tranquilidad de que mañana la discusión -no cabe duda- va a ser enriquecedora para la opinión pública y de que cada cual tendrá todo el tiempo necesario para expresar su parecer.



Esos fueron los acuerdos.



Y pensamos, además, que hay un cierto fair play entre los Comités, que no lo pasará a llevar nadie.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la intervención del Senador Pizarro aclaró el sentido de las dos sesiones de mañana. Porque, sin duda, había una confusión.



Entiendo que la sesión extraordinaria solicitada por el Honorable colega Pizarro, en representación de un tercio de los Senadores, es distinta de la acordada por los Comités; que ha quedado sin efecto. 



Por lo tanto, la que primaría sería la sesión que los Comités acordaron para mañana, entre las 12 y 14.



Es muy importante clarificar que la sesión de mañana temprano es la que acordaron hoy los Comités

El señor PIZARRO.- Esa no fue nuestra petición.



Los Comités acordaron poner dichos proyectos en un lugar preferente en la tabla de la tarde.

El señor PÉREZ VARELA.- Por lo tanto, tendríamos tres sesiones distintas.

El señor PIZARRO.- Solo dos.

El señor PÉREZ VARELA.- Entonces, serían dos...

El señor PIZARRO.- Así es.

El señor PÉREZ VARELA.-... Primero, la extraordinaria que ha solicitado el Comité Demócrata Cristiano, y después, la ordinaria de la tarde, a la cual estamos citados de manera preferente para votar.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Así es, señor Senador, salvo que un Comité pida aplazamiento de la votación, como ya hemos señalado.

MODIFICACIÓN DE LEY N° 18.216, SOBRE MEDIDAS ALTERNATIVAS A PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

El señor ESCALONA (Presidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.216, que establece medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5838-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 19ª, en 18 de mayo de 2011.


Informes de Comisión:


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 29ª, en 22 de junio de 2011.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.


Hacienda: sesión 3ª, en 20 de marzo de 2012.


Discusión:



Sesión 30ª, en 5 de julio de 2011 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión del 5 de julio de 2011 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la de Hacienda.



Ambos órganos técnicos dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 5° y 9° no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, con la unanimidad de los presentes, solicite su discusión y votación.



--Se aprueban reglamentariamente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó una serie de enmiendas al texto aprobado en general, las cuales fueron acordadas unánimemente, con excepción de cuatro de ellas, que serán puestas en discusión y votación oportunamente.



La Comisión de Hacienda, por su parte, realizó tres modificaciones al texto despachado por la Comisión de Constitución, las que acordó por unanimidad.



Cabe recordar que las enmiendas unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite su discusión y votación o existan indicaciones renovadas. De estas modificaciones unánimes, las recaídas en los artículos 36 bis, 37 y 39, contenidos en el numeral 36 del artículo 1°, requieren 21 votos favorables para su aprobación, ya que son normas orgánicas constitucionales.



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado donde se consignan el texto aprobado en general; las enmiendas realizadas por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento; las modificaciones introducidas por la Comisión de Hacienda, y el texto final que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas. 

El señor ESCALONA (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero recordar a la Sala que hoy día estamos votando un proyecto de gran importancia, el cual establece medidas alternativas a las penas privativas de libertad.



Muchas veces hemos discutido aquí sobre el significado del hacinamiento carcelario, lo que implica en recursos para el Estado el que tengamos tanta población penal, en circunstancias de que en la mayoría de los casos no se justifica el cumplimiento de penas privativas de libertad.



Todos recordamos el hecho doloroso ocurrido en la cárcel de San Miguel, en que falleció un joven que cumplía condena por haber pirateado un CD. A todos nos pareció increíble ese acontecimiento.



Debo expresar, señor Presidente, que se presentaron un total de 75 indicaciones. Yo no recuerdo otra iniciativa legal como la que nos ocupa en que hayamos realizado tantas sesiones para discutirla en particular. Se analizaron con extraordinaria dedicación cada uno de los artículos y sus indicaciones. De tal modo que nos sentimos muy satisfechos del trabajo obrado.



Para llegar al texto que hoy se presenta a la Sala contamos con la participación, no solo de Gendarmería de Chile, sino también del señor Ministro de Justicia y de la Subsecretaria de esa Cartera, quien prestó una gran colaboración durante toda la tramitación de esta iniciativa; de los profesores señores Jorge Bofill y Julián López; de especialistas de la Fundación Paz Ciudadana, y de la Biblioteca del Congreso Nacional.



Como se indicó, la Comisión de Constitución despachó este proyecto prácticamente por la unanimidad de sus miembros, salvo cuatro artículos, que se acordaron con una abstención, no con un voto en contra.



Asimismo, es preciso señalar que esta iniciativa, que ha sido acogida también por la opinión pública, contempla la existencia del brazalete electrónico, que indicará en tiempo real el lugar preciso en que, por ejemplo, se encuentra un agresor. Ello para los efectos de precaver en forma adecuada -no como, lamentablemente, sucede hoy- que la mujer, en caso de violencia intrafamiliar -ocurre también al revés, pero generalmente es ella la víctima-, quede expuesta a nuevas agresiones. Porque aun cuando se le haya prohibido a su pareja acercarse a su domicilio o lugar de trabajo, no hay cómo controlar que ello se concrete. Y ya hemos visto que esa situación implica finalmente la muerte de muchas mujeres.



Señor Presidente, no quiero repetir todo el debate que tuvimos cuando analizamos el proyecto en general. No obstante, deseo recordar que en mi opinión aquí también se establece una medida extraordinariamente positiva, como lo es la pena de trabajos en beneficio de la comunidad.



En la discusión pública en muchas oportunidades se dice: “Mire, aquí tenemos personas privadas de libertad, y resulta que son una carga para el Estado”. Y a veces se trata de delitos en que realmente no se justifica el que las personas cumplan su condena privadas de libertad.



Entonces, el que se puedan realizar servicios en beneficio de la comunidad aparece efectivamente como una medida correcta, importante, que a juicio de la Comisión posibilitará un anhelo que buscamos como una adecuada política penitenciaria, cuestión que, además, ha tenido resultados y efectos tan positivos en el ámbito internacional.



No me quiero extender más, por cuanto existe acuerdo para tratar esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho y ya la hemos discutido en esta Sala.



Ahora, sin poseer la condición de Presidenta de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia,  deseo expresar una vez más -tal como lo hice en el seno del referido órgano técnico- que tengo una preocupación.



Señor Presidente, una pena tan relevante como el trabajo en beneficio de la comunidad puede que no rinda los efectos esperados si es que no existe un sistema, un servicio distinto a Gendarmería de Chile que se haga cargo de esta labor, que va a ser novedosa en nuestro país y que implicará un ejercicio enorme en cuanto al cumplimiento adecuado de ella.



¿Quién va a realizar esta función? ¿Los municipios? ¿Cuáles tareas? ¿Cómo se va a supervigilar el cumplimiento de ellas?



A riesgo de ser majadera, yo espero que en algún momento -ojalá este año, o el próximo; y si no será en los sucesivos- se concrete una solución para una necesidad real que clama a gritos una respuesta: si tenemos penas alternativas a las privativas de libertad, debemos contar con la institución adecuada para que ellas puedan ser aplicadas.



Señor Presidente -y lo digo con conocimiento de causa-, Gendarmería, que cumple una tarea noble, de gran importancia, muy sacrificada, ha sido preparada para estar a cargo de personas que cumplen sus penas intramuros. Sin embargo, para cumplir debidamente las penas extramuros resulta fundamental la existencia de un servicio que cuente con los profesionales (psicólogos, asistentes sociales, etcétera) que doten de la adecuada capacitación, y luego, de la supervigilancia del cumplimiento de estas penas.



Creo que este proyecto es muy importante. Lo he apoyado en su integridad. Hemos realizado una cantidad de sesiones para discutirlo. Aquí se halla presente el Senador señor Orpis, quien ha integrado la Comisión de Constitución en el último año. Pero antes hemos tratado muchas más veces esta iniciativa. Y dificulto que exista otra respecto de la cual en dicho órgano técnico se hayan celebrado tantas sesiones. Ello da cuenta de la acuciosidad con que hemos trabajado en la Comisión para llegar a esta propuesta, cuya aprobación por la Sala solicito en nombre de todos sus integrantes.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, la Senadora señora Alvear explicó el contenido del proyecto en debate. Yo, para la historia fidedigna de la ley, simplemente quiero señalar algunos principios que lo inspiran.



En nuestra legislación, cuando alguien es condenado por un delito que merece privación de libertad, hay dos formas de cumplir la pena.



Una, cumplirla derechamente en la cárcel.



La otra se refiere a personas, en particular primerizos, que han cometido delitos de bajo reproche social. En este caso se da la alternativa de cumplir la sanción a través de lo que la ley vigente denomina “medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad”. 



Dichas medidas, al día de hoy, son básicamente tres.



Una, la remisión condicional de la pena, consistente en que el condenado por un ilícito muy menor -por ejemplo, un hurto pequeño- debe ir cada cierto tiempo a Gendarmería y firmar ante un delegado. Y, supuestamente, los funcionarios encargados de las nóminas de quienes se encuentran sujetos a medidas alternativas han de hacerles una vigilancia, un seguimiento, para ver si han perpetrado o no nuevos delitos y verificar si cumplen con aquellas, que son una advertencia respecto de un ilícito menor.



La segunda medida alternativa es la reclusión nocturna, que básicamente consiste en que la persona cumple la pena todas las noches en un recinto carcelario o en una institución de Gendarmería y queda en libertad durante el día.



Y la tercera es la libertad vigilada. En este caso el condenado queda sujeto al control de un delegado, quien supuestamente -y digo “supuestamente” con mayúscula- le hace un seguimiento; se preocupa de su reinserción social, de que pueda acceder a un trabajo, y vigila que no perpetre un nuevo delito.



En nuestro país, desde hace años, este sistema se encuentra completamente colapsado. Y gran parte del problema que tenemos por el alto número de delitos que se cometen se debe precisamente a que, en la práctica, quien ingresa al sistema de medidas alternativas queda sin control alguno.



Así, si en Chile hay en la actualidad 100 mil condenados a penas privativas o restrictivas de libertad y 50 mil están en la cárcel y otros 50 mil con medidas alternativas, estos últimos no tienen ningún tipo de control. Como consecuencia, muchos de ellos reinciden, pues saben que no les ocurre absolutamente nada. Y ahí empieza una cadena de delitos, porque es evidente que esas personas entienden que, a pesar de incurrir en ilícitos, no les sucede nada. Así, varias de ellas siguen en la carrera delictual y van aumentando la gravedad de los ilícitos que perpetran.



El sistema, pues, se halla colapsado desde hace muchos años. Y el proyecto que nos ocupa aborda esta situación.



Yo quiero felicitar muy sinceramente al ex Ministro Bulnes, quien participó al partir el análisis de esta iniciativa; al Ministro Teodoro Ribera, quien ha hecho una brillante gestión para lograr concluir su tramitación; a la Subsecretaria de Justicia, Patricia Pérez, persona clave también en el éxito del proyecto, y, por cierto, a mis colegas de la Comisión de Constitución, pues, tal como se expresó, esta ha sido una de las iniciativas más complejas que nos ha tocado tramitar en muchos años.



En dicho órgano técnico celebramos numerosas sesiones para construir, de forma seria, responsable, con seguridad para la población, un sistema que permita que las personas que cometen por primera vez delitos de bajo reproche social -hurto menor, por ejemplo- queden sometidas, por ser primerizas, a un procedimiento que implica no cumplir íntegramente en la cárcel la pena impuesta, beneficiándose así de un esfuerzo realizado por la comunidad en procura de su reinserción social.



La razón es muy simple: tratándose de un primerizo, en particular de un joven, si entra al sistema carcelario, lo más probable es que, en vez de producirse el efecto que todos queremos en el sentido de que se reinserte socialmente, termine contaminándose con delincuentes más peligrosos.



Los países que han tenido éxito en el combate contra la delincuencia son aquellos que hacen lo que Chile: aplicar sanciones duras, aun con todas nuestras falencias actuales, falencias que provocan que muchos delincuentes queden libres por fallas del propio sistema judicial, o de la acción del Ministerio Público, o del actuar de la policía, o simplemente porque no hemos sido capaces de montar un mecanismo de persecución penal eficiente.



Con la ley en proyecto, Chile deja claro que, al igual que en los países que han triunfado en la lucha contra la delincuencia, las personas que perpetran delitos graves van a ir a la cárcel.



Por ejemplo, quien comete delitos como los de secuestro, de sustracción de menores, de violación, de parricidio, de robo con violencia o intimidación en las personas, o los delitos graves considerados en la Ley de Drogas no tiene derecho a estos beneficios; y la ley obliga al juez a aplicarle una pena de cárcel.



Por lo tanto, el proyecto en análisis regula de manera adecuada el sistema incorporando en su articulado, entre otras cosas, el denominado “brazalete”, que en muchos países ha sido un éxito, y medidas alternativas a la cárcel que, en las naciones donde se aplican bien, han tenido muy buenos resultados.



Por ejemplo, la reclusión parcial, consistente en que la persona sujeta a un brazalete permanezca cierta cantidad de horas en su casa sin poder salir, porque si lo hace ese dispositivo la denuncia de inmediato y vuelve a la cárcel.



También se contempla la libertad vigilada intensiva, que es un tratamiento especial, porque se aumenta en forma considerable el número de delegados, para que esa persona -estamos hablando de un primerizo, en particular de un joven- pueda reinsertarse socialmente. Y los países que lo aplican tienen éxito. Basta leer lo que ocurre en aquellos que han triunfado en la lucha contra la delincuencia para constatar que estas medidas son más exitosas de lo que a primera vista parece.



Lo mismo ocurre respecto a la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, otra de las formas alternativas de cumplir las penas.



En consecuencia, nuestro sistema va a estar compuesto por penas para delitos graves (robo con violencia o intimidación en las personas, robo con fuerza en las cosas, violación, tráfico de drogas, etcétera), consistentes en cárcel. Y para los primerizos que cometan delitos de menor entidad se ha elaborado un sistema completo, con distintas medidas alternativas, que les darán la oportunidad de reinsertarse socialmente; y si infringen las normas, irán a la cárcel.



Señor Presidente, para terminar, quiero hacerme cargo de una situación bien especial.



He dedicado muchos años a intentar colaborar en el ámbito de la seguridad ciudadana. Entonces, por mi experiencia -y me hago cargo de lo que planteó al respecto la Senadora señora Alvear, pues lo comparto-, puedo afirmar que las leyes son una parte. Y si no les damos eficacia, de poco sirven y generamos expectativas que no se concretan.



Entonces, podemos tener muy buenas normativas, pero ello de poco sirve si finalmente existen fallas en su ejecución, en la parte administrativa: en este caso, en el nombramiento de los delegados; en la realización de trabajos en beneficio de la comunidad; en la asignación de recursos.



A veces es mucho más útil ver a un joven arreglando una plaza o trabajando en determinado lugar por haber cometido un delito menor que tenerlo metido en una cárcel, porque esto, en definitiva, no va a conducir a nada.



Eso está probado en el mundo. Nosotros no lo inventamos.



En Chile, nuestra grave falla...

El señor ESCALONA (Presidente).- Perdón, señor Senador, pero concluyó su tiempo.

El señor ESPINA.- ¿Me puede dar solo 30 segundos más, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Para su disertación, 30 minutos, si es necesario...!

El señor ESPINA.- No. Deme un minuto. Prometo bajo palabra de honor ceñirme a él.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, simplemente, quiero señalar que es clave que seamos eficientes en la aplicación de la nueva legislación.



El proyecto es bueno. La prueba de fuego está en hacer de una buena ley una ley que se cumpla en la práctica.



Si logramos eso, no tengo duda de que habremos dado una lucha muy importante para reducir la delincuencia en nuestro país y lograr la reinserción de quienes incurren en ilícitos por primera vez.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le hace falta más tiempo, señor Senador?

El señor ESPINA.- No, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Ministro, ¿qué le parece si posibilitamos que intervenga ahora el Senador señor Orpis, quien se encuentra inscrito desde hace bastantes minutos?

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Me parece bien, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Gracias, señor Ministro.



Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, tal como se ha señalado acá, este proyecto comienza a cambiar el paradigma en materia de seguridad ciudadana en Chile. Ello, porque el énfasis que se colocó durante mucho tiempo, según el cual solo podía combatirse la delincuencia a través de penas más severas y mayor número de cárceles, empieza a perder fuerza.



La iniciativa en debate tiene el mérito de principiar a reconocer que la prevención del delito, la reinserción social y la rehabilitación son los mecanismos que al final nos conducirán a tener mejores índices de seguridad ciudadana y a posibilitar que quienes hoy le causan daño a la sociedad se transformen en personas que, lejos de ello, le hagan un aporte.



Esta proposición de ley, tal como se expresó, fortalece todo lo concerniente a las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad. Y yo diría que se centra mucho en dos aspectos: en el porte de brazalete electrónico, que en último término es un mecanismo preventivo, y en el aumento del número de delegados encargados de velar por la reinserción social de las personas sometidas a libertad vigilada especial, según manifestó el Senador Espina.



¿Cuál es mi preocupación, señor Presidente?



Sostuve en la Comisión que esta iniciativa iba en el camino correcto. Y en torno de ella se realizó un gran esfuerzo en dicho órgano técnico.



En todo caso, quiero hacerme cargo de una reflexión que hizo el Senador Espina: una cuestión es la ley y otra su aplicación.



Si uno mira el informe financiero del proyecto en debate, concluye que se encuentra fuertemente concentrado en dos cosas.



Su costo asciende a cerca de 25 mil millones de pesos, de los cuales aproximadamente 16 mil millones se destinan a la implementación del brazalete electrónico. La diferencia se prevé para contratar una cantidad adicional de delegados.



¿Cuál es mi preocupación?



Uno de los elementos relevantes que incorpora esta iniciativa es la rehabilitación.



Hoy existe una relación directa entre droga y delito. El mayor número de personas que cometen ilícitos de más connotación social -70 por ciento-, de acuerdo a todos los estudios, ha dado positivo en pasta base y cocaína.



¿Qué hace la ley en proyecto? Reconoce la necesidad de la rehabilitación. ¿Cuál es el problema? Que en ella la rehabilitación no tiene financiamiento.



Señor Presidente, si hacemos una radiografía, veremos que en Chile hoy tienen rehabilitación población general adulta y adolescentes infractores de ley. Pero no se ha creado ningún dispositivo para la de los adultos infractores de ley, que es aquello de lo que estamos hablando.



El proyecto en discusión adolece de esa debilidad. Le di mi aprobación. Sin embargo, creo que debemos tener presente que parte significativa de los resultados que esperamos pueden frustrarse porque en él no viene el financiamiento para crear el dispositivo de rehabilitación para los infractores de ley adultos.



Aquello se trató en el seno de la Comisión. Hasta ahora ni siquiera había normativa. Hemos avanzado en su existencia. El juez estará obligado, cuando se enfrente a una persona que haya delinquido y que pueda ser beneficiaria de las normas que se prevén, a enviarla a rehabilitación. Pero el dispositivo no está. Y el financiamiento de la iniciativa no contempla recursos para rehabilitación.



Así que, reconociendo que estamos cambiando el paradigma; que lo del brazalete electrónico es tremendamente relevante; que reviste importancia el aumento de delegados para la libertad asistida especial; que la creación de la figura nueva del trabajo para la comunidad es significativa, creo que el punto débil de este proyecto es el que acabo de mencionar: la falta de recursos para el dispositivo que permita la rehabilitación de adultos infractores de ley.



Todos los especialistas reconocen actualmente que hay una relación directa droga-delito y que la respuesta es la rehabilitación, que el proyecto en debate contempla desde el punto de vista normativo, pero no desde el presupuestario.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- El último orador inscrito es el Honorable señor Ruiz-Esquide, quien tiene la palabra.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, me referiré solo a tres aspectos, de la manera más rápida posible.



Primero, voy a votar favorablemente porque me parece que estamos ante un muy buen proyecto, con el cual se avanza en el sentido correcto, aun cuando habrá que corregir algunos de los puntos observados.



Segundo, esta materia tiene que ver con el texto que la Comisión de Derechos Humanos terminó de afinar hace algunas horas, en sesión de esta mañana, para la semana próxima entregarle al Senado el informe sobre el sistema carcelario.



Hay en cuanto al sistema carcelario -lo señalamos en dicho documento- seis a ocho grandes problemas que conforman lo que en definitiva deseamos corregir. Y, al respecto, contamos con la disposición y voluntad del señor Ministro de Justicia, quien nos hizo presentes esta mañana sus observaciones, entre ellas las vinculadas con una serie de cambios que planteamos con relación al sistema actual (con mucho cariño y esfuerzo, visitamos varios  establecimientos carcelarios).



Por lo tanto, creo que lo que vamos a aprobar ahora, más otras medidas propuestas, abonan la idea de que estamos haciendo algo adecuado: primero, corregir al máximo nuestras ideas encaminadas a mejorar el sistema existente, y segundo, procurar, por la vía de las medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, que el mayor número de personas no permanezca en los recintos penitenciarios.



Ahora, hay un punto que solo quiero mencionar, pues se refiere a un problema de muchos años. Lo hemos planteado en varias oportunidades. No es fácil tratarlo.



Sucede, Honorables colegas, que uno no gana nada con hacer leyes que podrían abonar en el sentido que estoy indicando si por otro lado las transmisiones televisivas y radiales; si las publicaciones de prensa, de revistas, de pasquines (como queramos ponerles) tienen un nivel cultural que favorece en los jóvenes la adquisición de las peores conductas para aprender a robar y cometer otros delitos.



Si uno tiene tiempo y analiza esas formas de comunicación, concluye que es francamente decepcionante saber que lo que hacemos por una parte lo negamos por la otra.



Sé que el mayor problema existente ahí dice relación con la libertad de prensa, que para nosotros es sagrada.



Sin embargo, en otros países se ha asumido una conducta adecuada, con participación del Gobierno, de la televisión, de la radio (es el caso de España). Y se ha hecho un esfuerzo monumental para terminar con lo que ellos llaman “televisión chatarra”.



Tal vez alguien diga que puede afectarse la libertad. Pero, sí, a ese respecto debemos hacer algo. No cabe ninguna otra conducta mientras sigamos dándoles a los jóvenes el marco de la pobreza que hoy enfrentan, de la comunidad en que viven, insuficiente para el desarrollo de su mayor crecimiento interior. En varias Regiones se observan muchos lugares de expansión habitacional que carecen de lo requerido para poder trabajar bien, para poder disfrutar de recreos adecuados y permanecer en sitios convenientes, sin necesidad de jugar en la calle, donde se recibe una tremenda influencia negativa.



Una propuesta que hicimos en su momento fue la de que todas las poblaciones cuenten con canchas cerradas, para que así el joven no tenga que perder la buena disposición que le enseñan en casa. Y, además, sería deseable mejorar las condiciones -lo hemos conversado con el actual Ministro de Vivienda y varios anteriores-, para que el muchacho pueda tener donde jugar en el lugar en que vive y, en definitiva, la familia no exponga a seis o siete niños a la lluvia.



Me parece extraordinariamente útil que discutamos el asunto. Y a quienes están preocupados de la cuestión les pido que vayamos más atrás en la cadena de condiciones que generan el delito en mayor medida y nos aboquemos a un debate en el cual sepamos cómo evitar la influencia negativa que hoy ejercen muchos programas francamente deleznables, si uno los mira en la perspectiva de la formación de los jóvenes.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro de Justicia.

El señor RIBERA (Ministro de Justicia).- Señor Presidente, quiero agradecer primero a la Comisión de Constitución por dedicarle 15 sesiones al proyecto; por adoptar 108 acuerdos, cuatro de los cuales no fueron por unanimidad más bien por abstenciones; y por haber introducido reformas, además, que estimo muy positivas en cuanto a la finalidad perseguida.



Me parece que el articulado ha sido muy enriquecido por el órgano técnico, porque este, a mi juicio, exhibió una virtud muy grande, que fue no solo la de considerar la norma jurídica, sino también cómo podía ser implementada en los hechos, y la de tomar resguardos para que el nuevo sistema de penas, que son en definitiva sustitutivas de la privación de libertad, no caiga en el descrédito por la falta de precauciones en su implementación.



Juzgo que la orientación del texto se justifica en términos de que la privación de libertad es una medida extrema, y, cuando existe, debe apuntar también a un objetivo, que es la reeducación. O sea, no se trata únicamente de condenar por condenar: es hacerlo para algo. Y ese algo es la educación para la reinserción.



Pero si la persona puede recibir una pena sustitutiva para evitarle un contacto negativo mayor, no la expongamos a convivir con individuos de una cultura criminógena que se traspasa. Y si sabemos, por otro lado, que la privación de libertad trae como consecuencia una disminución de las aptitudes blandas y duras, así como también de la capacidad de reinserción social, resulta claro que el proyecto presenta una tremenda potencialidad por racionalizar el uso de la cárcel. Creemos que con el texto, además, las posibilidades de reincidencia penal tenderán a bajar.



Ahora bien, se ha utilizado la expresión “penas sustitutivas” y no “penas alternativas”, porque no queremos que ello se vea como una mera opción, sino que se trate realmente de una sanción, pero cuyo cumplimiento no sea con privación de libertad. Y creo que un gran aporte de la Comisión fue tomar precauciones para un seguimiento real y para que la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, por ejemplo, no pueda caer en el descrédito por no concurrir la persona a trabajar o por faltar sin justificación o por registrar un cometido laboral insuficiente. Me parece que ahí se encuentran muchos de los aportes del órgano técnico, que procuró que estas sigan siendo penas y que redunden efectivamente en una función reeducativa, y que la persona tenga que atenerse a ello so riesgo de cumplir, en definitiva, una pena privativa de libertad.



Deseo consignar igualmente que estamos modificando un cuerpo legal de 1983, vale decir, con 29 años de vigencia. Hoy día son otros los paradigmas que se plantean a nivel del Derecho Penal y se busca primero que la persona no solo reciba una sanción, sino también que la reinserción y educación sean prioritarias.



Dado lo avanzado de la hora, quisiera destacar que la iniciativa requiere una pronta aprobación, porque disponemos de un plazo de no más de 18 meses para implementarla. Será preciso firmar convenios con instituciones sin fines de lucro para que las personas puedan realizar una prestación de servicios a la comunidad.



También se incorporaron nuevas penas sustitutivas. Por ejemplo, la reclusión parcial, que ya existía, será objeto de una mayor flexibilidad en cuanto a la forma como se cumple realmente, y mediará un incremento real de resguardo respecto de la libertad vigilada. Y tenemos la libertad vigilada intensiva, que va a contemplar el brazalete.



Asimismo, considerando ordenamientos jurídicos extranjeros, se ha incorporado la expulsión en el caso del artículo 34, es decir, de extranjeros sin residencia legal que cometan delitos. Ante la imposibilidad de que se reinserten socialmente por carecer de un sustrato social que los acoja, estimamos preferible, en definitiva, que sean expulsados a sus propios países.



Para terminar, señor Presidente, quiero ocuparme en lo expresado por algunos señores Senadores respecto de en qué medida Gendarmería de Chile va a estar preparada para hacerse cargo de algo tan importante como la reinserción.



A mi juicio, ese organismo tiene que sufrir, efectivamente, un cambio notable en su enfoque, hoy día muy orientado a la vigilancia de imputados y condenados, en cuanto a la función perimetral, y, en definitiva, a que no se fuguen. Pero ello fue cambiado por la ley que este mismo Congreso Nacional aprobó y que entró en vigencia en abril del año 2010, en el sentido de que a Gendarmería le corresponde dicha vigilancia, pero también tiene que contribuir a la reinserción social de esas personas. Y esta segunda función, indudablemente, constituirá el desafío de hoy día, lo que va a traer como consecuencia el aumento de los profesionales en la Planta 3 y el reenfoque de los planes de estudio.



Deseo hacerles presente a los señores Senadores que trabajamos personalmente en la reformulación de dichos planes. Estamos incorporando el concepto de derechos humanos; el de que los privados de libertad no pierden su dignidad; el de que la función del gendarme es colaborar con la reinserción, y esperamos que todo eso conduzca a que Gendarmería pueda hacerse cargo de la responsabilidad que la ley le otorga.



Reitero mis agradecimientos a la Comisión por los notables aportes que realizó para el mejoramiento de este proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias a usted, señor Ministro.



El Ejecutivo nos ha informado que retira la urgencia. En tal caso, la Mesa fija el primer martes del mes próximo, correspondiente al día 3 de abril, para la votación del proyecto y asegurar, en consecuencia, el quórum que demanda, de manera de no correr ningún tipo de riesgo.

El señor ORPIS.- Que ello sea sin debate.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, ¿por qué no solicita la unanimidad de la Sala para verlo en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana?



Sería solo para votar y sin discusión, porque creo que ya han intervenido todos. Es un asunto urgente...

El señor ORPIS.- Y registra unanimidad.

El señor PROKURICA.- Así es. No debiéramos retrasarlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento informarle, señor Senador, que en este momento no hay quórum para tomar acuerdos.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de darse curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Salud, para que se informe acerca de GENERACIÓN DE MALOS OLORES POR PLANTA DE AGROSUPER EN FREIRINA.


Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Ministro de Salud, con el fin de que se considere AMBULANCIA PARA SERVICIO DE SALUD DE MÁFIL.



Del señor MUÑOZ ABURTO:



Al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo, solicitándole antecedentes de AYUDA A PEQUEÑOS Y MEDIANOS COMERCIANTES ANTE INUNDACIONES EN PUNTA ARENAS; a los señores Ministros de Desarrollo Social y de Vivienda y Urbanismo, con el objeto de que se informe sobre AYUDA ANTE DAÑOS EN VIVIENDAS POR INUNDACIONES EN PUNTA ARENAS; al señor Ministro de Obras Públicas, pidiendo priorizar REPOSICIÓN Y LEVANTAMIENTO DE PUENTES SOBRE RÍO DE LAS MINAS, y a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para CALIFICACIÓN DE FUERZA MAYOR POR DIRECCIÓN DE TRABAJO A INUNDACIONES EN PUNTA ARENAS PARA JUSTIFICACIÓN DE INASISTENCIAS Y RETRASOS.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, requiriéndole INFORMACIÓN SOBRE AEROPUERTOS Y AERÓDROMOS EN FUNCIONAMIENTO; al señor Ministro de Desarrollo Social, pidiéndole antecedentes relativos a PROGRAMA DE RESCATE DE LENGUAS INDÍGENAS; al señor Ministro de Educación, solicitando ESTADÍSTICA SOBRE ESTUDIANTES CHILENOS DE PREGRADO EN INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR EXTRANJERAS ENTRE 2009 Y 2011; al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que informe si se ha recibido DENUNCIA DE SEÑALÉTICA DE FORESTAL CELCO PARA LÍMITE DE VELOCIDAD EN CAMINOS PÚBLICOS y remita antecedentes sobre CONSTRUCCIÓN, ADMINISTRACIÓN O CONCESIÓN DE AEROPUERTOS O AERÓDROMOS POR DIRECCIÓN DE AEROPUERTOS; a la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, para que la Dirección del Trabajo exponga si es apremio laboral ADOPCIÓN DE MEDIDAS CONTRA TRABAJADORES POR EMPRESA EN FUNCIONES NO PROPIAS; al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, para que informe si se ha recibido DENUNCIA DE CONTROL DE VELOCIDAD POR FORESTAL CELCO A SUS VEHÍCULOS EN CARRETERAS; al señor Ministro de Agricultura, para que indique COMUNAS DE OCTAVA REGIÓN EN SEQUÍA Y EMERGENCIA AGRÍCOLA; al señor Director Nacional del SERNATUR, pidiendo remitir ESTADÍSTICA SOBRE VISITA DE CRUCEROS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS; al señor Director Nacional del SENAME, solicitando información relativa a DENUNCIAS POR MALTRATO INFANTIL DESDE 2010 E INFRAESTRUCTURA DE SENAME EN REGIÓN DE BIOBÍO; al señor Superintendente de Salud, requiriéndole antecedentes acerca de VENTA POR CLÍNICAS PRIVADAS DE SEGUROS CONTRA ACCIDENTES TRAUMÁTICOS A AFILIADOS A ISAPRES Y NO A FONASA; a la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, para que remita información relativa a ADQUISICIÓN POR ESSBÍO DE RELLENO SANITARIO HERA ECOBÍO, PROVINCIA DE ÑUBLE, y al señor Superintendente de Valores y Seguros, con el objeto de que entregue antecedentes sobre LICITUD DE VENTA POR CLÍNICAS PRIVADAS DE SEGUROS CONTRA ACCIDENTES TRAUMÁTICOS A AFILIADOS A ISAPRES Y NO A FONASA, y REQUERIMIENTO DE INFORMACIÓN A COMPAÑÍAS BENEFICIARIAS DE CONCESIONES DE ACUICULTURA.
)-----------(



--Se levantó la sesión a las 19:54.








Manuel Ocaña Vergara,








  Jefe de la Redacción
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, MEDIANTE EL CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS Y ESTABLECE ADECUACIONES EN LA LEY ORGÁNICA DEL MINISTERIO DE JUSTICIA 
(8207-07)
Santiago, 02 de marzo de 2012

MENSAJE Nº 405-359/

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Derechos Humanos, y modifica la ley orgánica del Ministerio de Justicia (Decreto Ley N° 3.346, de 1980).

I. ANTECEDENTES GENERALES DEL PROYECTO.

En nuestra cuenta pública del estado administrativo y político de la Nación del 21 de mayo pasado, anunciamos la creación de una Subsecretaría de Derechos Humanos en el Ministerio de Justicia, que tendrá por función principal asesorar y colaborar en la elaboración de planes, programas y toma de decisiones en el sector específico de los Derechos Humanos. 

Asimismo, la creación de esta Subsecretaría busca optimizar la gestión del Estado, al concentrar la función de proponer y coordinar las políticas públicas en el ámbito de los Derechos Humanos, que hoy se ejerce por órganos diversos. Esta nueva instancia técnica colaborará, además, con las funciones hoy desarrolladas por otras entidades, como es, a modo de ejemplo, el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

La creación de esta Subsecretaría permitirá, finalmente, modernizar el actual Ministerio de Justicia, cuya ley orgánica data del año 1980.

1. La importancia de los Derechos Humanos.

Los Derechos Humanos son un pilar fundamental en el desarrollo de la humanidad, encontrando su fundamento en la dignidad intrínseca del ser humano. Es por ello que la promoción y protección de estos derechos ha constituido un avance fundamental en el establecimiento del Estado Democrático de Derecho. Por su consustancialidad a la naturaleza humana, estos derechos han adquirido validez universal en la comunidad internacional y, de la misma manera, se han fortalecido y reconceptualizado bajo un prisma amplificado, a raíz del consenso internacional y los tratados suscritos sobre la materia, los que han potenciado, paulatinamente, su efectividad en distintos momentos y países.

Estos derechos se han entendido, por una parte, como un límite o control al poder político y, por otra, como el resultado de procesos emancipatorios con la consecuente inclusión política, social y cultural de las distintas comunidades.

En este escenario se presenta como condición de todo Estado Democrático la defensa de estos derechos, la que se concreta a través de obligaciones de garantía y respeto sin discriminación. Para el logro de estos objetivos, es indispensable la definición de la política pública a seguir, de su contenido y de los órganos llamados a ejecutarla y supervisar dicha ejecución.

2. La situación actual en Chile.

En Chile, históricamente, el tratamiento de los Derechos Humanos no ha sido parte de una institucionalidad unificada y con potestades transversales de carácter estatal.

En efecto, se observa una dispersión del tratamiento institucional de la materia, siendo esta abordada a través de simples programas o de organizaciones gubernamentales, pero con fines parciales y específicos de cobertura en la protección de estos derechos. 

Así, por ejemplo, en el Ministerio de Relaciones Exteriores encontramos la Comisión Coordinadora para dar cumplimiento a las Observaciones del Estado de Chile en materia de Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Dirección de Derechos Humanos, y en el Ministerio del Interior, el Programa de Derechos Humanos.

El proyecto gubernamental de mayor relevancia promovido en el último tiempo, es el “Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH)”, corporación autónoma de Derecho Público creada por la Ley N° 20.405, destinada a promover y proteger los Derechos Humanos establecidos en las normas constitucionales y legales; en los tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como los emanados de los principios generales del Derecho, reconocidos por la comunidad internacional.

En Chile, por tanto, no se ha implementado cabalmente una política unitaria que permita coordinar las distintas iniciativas sectoriales y desarrollarlas de una manera coherente, en cuanto a la definición y aplicación de las políticas públicas en la materia. Si bien es cierto existe prolífera institucionalidad sectorial -a lo que se agrega  la creación del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que constituyó un gran avance en la materia por tratarse de un organismo de carácter autónomo y con una competencia específica- resulta necesario coordinar, complementar y fortalecer la labor de los diferentes organismos públicos con competencia sectorial en este ámbito.

3. Los modelos comparados.

En la experiencia comparada analizada para formular el presente proyecto, que abarcó la totalidad de los países de la región, se destaca la existencia de diversos organismos gubernamentales, centralizados o descentralizados, encargados de coordinar las políticas públicas en materia de Derechos Humanos, entre otras funciones.

En materia de órganos estatales con competencia en derechos humanos, encontramos los ejemplos de Argentina y Paraguay, donde existe una secretaría ministerial del ramo, encargada en cada uno de estos países de coordinar las acciones gubernamentales en materia de Derechos Humanos, desarrollando labores de promoción y protección de los mismos.

En otros países como Perú, existe un órgano estatal, también dependiente del Ministerio de Justicia, denominado “Consejo Nacional de Derechos Humanos”, encargado de promover, coordinar y difundir la tutela y vigencia de los derechos fundamentales de las personas, y asesorar al Poder Ejecutivo en dicho ámbito.

Del estudio realizado se determinó que la alternativa escogida, y presentada en este proyecto de ley, se condice con los objetivos que esta administración se ha planteado, esto es, fortalecer la defensa y promoción de los Derechos Humanos, en virtud de lo cual se decidió que es el Ministerio de Justicia el órgano que mejor puede asumir estas funciones, por ser éstas más cercanas a las labores que actualmente desarrolla.

II. CONTENIDO DEL PROYECTO

4. Creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos.

Con la finalidad de establecer, a nivel de Gobierno, una entidad que lidere los esfuerzos del Ejecutivo en materia de Derechos Humanos, y de prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos, se crea, en este proyecto, la Subsecretaría de Derechos Humanos, la cual será la encargada de desarrollar las siguientes funciones:

a. Proponer políticas públicas referidas a la promoción de los Derechos Humanos.

b. Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos. 

c. Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad  de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

d. Convocar y promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.

e. Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos y coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores.

f. Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares, medidas provisionales, acuerdos amistosos, recomendaciones y resoluciones originadas en el Sistema Interamericano y en el sistema Universal de Derechos Humanos.

g. Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.

h. Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos. 

i. Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.

j. Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.

Especial importancia tiene, en este contexto funcional, la participación que se espera tenga la Subsecretaría de Derechos Humanos en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas destinados a la reparación de víctimas de violaciones a los Derechos Humanos.

5. Determinación de la estructura orgánica de las subsecretarías.

Siguiendo el ejemplo de las recientes modificaciones orgánicas ministeriales o de servicios públicos, tramitadas en este Parlamento, (entre ellas, las Leyes Nos. 20.417, y  20.530) se decidió entregar a un reglamento la determinación de las Divisiones, y el número y organización de los Departamentos, Secciones y Oficinas que al interior de ellas sea necesario establecer, considerando el volumen de trabajo que signifique la respectiva función. 

6. Adecuación de terminología y funciones al contenido de lo dispuesto en el D.F.L. N° 1/19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado y a otros textos legales.

Se utiliza, en la redacción de las modificaciones propuestas, la forma contemplada por nuestra actual Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, en la descripción de funciones y atribuciones que se realiza para el ministerio y las subsecretarías.

 Asimismo, se incorpora la nueva nomenclatura nacida al amparo de la Reforma Procesal Penal en el desarrollo del articulado, así como las nuevas funciones que en materia de Personas Jurídicas asignó al Ministerio de Justicia la Ley 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública.

Con la finalidad de encontrar una nomenclatura que determinara que entendemos por “sector a cargo del Ministerio de Justicia”, terminología ya utilizada en la ley que hoy se modifica, sin definirla, y encontrando en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado una definición de “sector” que es necesario acotar al área de competencia del Ministerio de Justicia, se incorpora una definición en este sentido.

Las funciones que actualmente desarrolla la Subsecretaría del Ministerio, continuarán a cargo del Subsecretario de Justicia, quien seguirá prestando asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones del sector a su cargo, además de tener la responsabilidad de desarrollar la coordinación interna del Ministerio y ser el subrogante legal del Ministro.

Asimismo, se definió un tema largamente pendiente, relativo a señalar quien es el superior jerárquico de las Secretarías Regionales Ministeriales, encomendando esta labor al Subsecretario de Justicia.

7. Establecimiento de un Comité Interministerial de Derechos Humanos.

Los temas relativos a los derechos fundamentales son transversales a todos los estamentos de nuestra sociedad e involucran diversos frentes de la acción pública.

Con la finalidad de coordinar las distintas decisiones político institucionales que se adopten en materia de Derechos Humanos, se crea, mediante este proyecto, un Comité de Ministros, conformado por los titulares de las carteras de Justicia, Secretaría General de la Presidencia, Interior y Seguridad Pública, Relaciones Exteriores, Desarrollo Social y el Director del Servicio Nacional de la Mujer. La secretaría ejecutiva de este Comité, estará radicada en la Subsecretaría de Derechos Humanos. 

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo Primero.-Introdúcense las siguientes modificaciones al Decreto Ley N° 3.346, de 1980:

1) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 2°:



a)
Reemplázase en la letra a) la conjunción “y” que precede la frase “de procedimiento” por una coma (,).



b)
Intercálase en la letra a) después de la expresión “, de procedimiento” la frase, finalizada por una coma (,): “y de  derechos humanos,”.



c)
Reemplázase en la letra c) la palabra “reo” por “condenado” y el término “menores” por: “niñas, niños y adolescentes”.



d)
Reemplázase en la letra h) la frase “Junta de Servicios Judiciales”, por: “Corporación Administrativa del Poder Judicial”.



e)
Reemplázase en la letra k) la palabra “defensa” por: “reinserción”.



f)
Sustitúyese la letra o) por la siguiente: “intervenir en la fiscalización de las asociaciones y fundaciones de conformidad a lo establecido en el título XXXIII del Libro I del Código Civil, así como ejercer todas las atribuciones y demás funciones que la Ley 20.500 sobre Asociaciones y Participación Ciudadana en la Gestión Pública le atribuyen.”.



g)
Agrégase la siguiente letra u) nueva:




“u) Asistir al Presidente de la República en las materias relativas a los Derechos Humanos, propias de este Ministerio.”. 



h)
Agrégase la siguiente letra v) nueva:




“v) Desempeñar las restantes funciones y ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.

2) Reemplázase el artículo 3°, por el siguiente:



“Artículo 3º.- Conforman el sector Justicia, los servicios públicos que se encuentran sometidos a la dependencia o supervigilancia del Presidente de la República, a través del Ministerio de Justicia.”.

3) Efectúanse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:



a)
Incorpórase en la letra b), a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.



b)
Reemplázase la letra c) por la siguiente: “c) La Subsecretaría de Derechos Humanos; y”. 



c)
Agrégase los siguientes incisos segundo y tercero:




“Un reglamento expedido por el Ministerio de Justicia determinará la estructura organizativa interna del Ministerio, de conformidad a lo dispuesto en la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Para efectos de establecer la estructura interna del Ministerio deberán considerarse áreas funcionales, tales como las encargadas de realizar estudios en las materias de su competencia, de atender los aspectos relacionados con el Poder Judicial de su competencia, de reinserción social, de los aspectos relativos a su administración, planificación y presupuesto, de los asuntos jurídicos internacionales de su competencia, de asesoría jurídica y las demás que sean necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio de Justicia”.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 7°:



a)
Incorpórase, en el inciso primero, a continuación de la expresión “Subsecretaría”, la frase: “de Justicia”.



b)
Incorpórase, en el inciso segundo, a continuación de la expresión “Subsecretario”, la frase: “de Justicia”.



c)
Sustitúyese, en el inciso segundo, la palabra “coordinación” por: “administración”. 



d)
Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el decreto ley N° 1.028, de 1975”, por: “la legislación vigente”.



e)
Agrégase en el inciso segundo, letra a), a continuación del verbo “Atender”, la oración precedida y finalizada de una coma (,): “en su calidad de superior jerárquico”. 



f)
Reemplázase 3n el inciso segundo, la letra b), por la siguiente: “b) Coordinar las acciones de los órganos y servicios públicos del sector.”.

5) Reemplázase el artículo 8° por el siguiente:


“Artículo 8º.- Son funciones de la Subsecretaría de Derechos Humanos prestar asesoría y colaboración directa al Ministro en la elaboración de los planes, programas y decisiones relativas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. El Subsecretario de Derechos Humanos es el colaborador inmediato del Ministro, y en caso de ausencia o inhabilidad del Subsecretario de Justicia, su subrogante legal.



A la Subsecretaría de Derechos Humanos le corresponde:



a)
Proponer políticas públicas referidas a la promoción y protección de los Derechos Humanos. 



b)
Colaborar con el Comité Interministerial de Derechos Humanos en la elaboración de un Plan Nacional de Derechos Humanos.



c)
Asistir al Ministro de Justicia en la realización del estudio crítico del derecho interno, con la finalidad de proponer al Presidente de la República las reformas necesarias para adecuar su contenido a los tratados internacionales en materia de Derechos Humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.



d)
Promover la participación de los distintos órganos de la Administración del Estado en los procesos de elaboración de las políticas y planes a su cargo.



e)
Recibir y procesar las quejas y denuncias presentadas en contra del Estado de Chile ante organismos internacionales con competencia en Derechos Humanos, coordinar su defensa con otros organismos públicos, en los litigios o procedimientos derivados de los mismos y asumir la defensa técnica del Estado, sin perjuicio de las facultades del Ministerio de Relaciones Exteriores



f)
Coordinar, en consulta con el Ministerio de Relaciones Exteriores, la ejecución de medidas cautelares y provisionales, acuerdos amistosos y resoluciones obligatorias originadas en el Sistema Interamericano y en el Sistema Universal de Derechos Humanos. Asimismo, de las recomendaciones derivadas de esta.



g)
Planificar y supervisar planes, programas y actividades de cooperación técnica internacional en materias de su competencia.



h)
Colaborar con el Ministro en el diseño y desarrollo de estudios, planes y programas en materia de promoción y protección de los Derechos Humanos.



i)
Proponer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público.



j)
Cumplir las demás funciones que le confieren las leyes y reglamentos o que le sean delegadas, en el ámbito de su competencia.”.

6) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 9°:



a)
Reemplázase la frase “en el decreto ley N° 575, de 1974”, por: “la legislación vigente”.



b)
Reemplázase en la letra a) la palabra “reos” por “condenados”, la primera vez que es mencionada.

7) Reemplázase el artículo 10  por el siguiente:



“Artículo 10.- Créase el Comité Interministerial de Derechos Humanos, cuya función será asesorar al Presidente de la República en la determinación de los lineamientos de la política intersectorial del Gobierno en materia de Derechos Humanos, constituyendo una instancia de información, orientación, coordinación, y acuerdo para los ministerios y servicios que lo integran.”.

8) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:



“Artículo 11.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos estará integrado por los siguientes Ministros:



a) El Ministro de Justicia, quien lo presidirá.



b) El Ministro de la Secretaría General de la Presidencia.



c) El Ministro del Interior y Seguridad Pública.



d) El Ministro de Relaciones Exteriores.



e) El Ministro de Desarrollo Social.



f) Director del Servicio Nacional de la Mujer.



Sin perjuicio de lo anterior, el Ministro de Justicia podrá invitar a participar, con derecho a voz, a otros Secretarios de Estado, funcionarios de la Administración del Estado o personas de reconocida competencia en el ámbito de los Derechos Humanos.



En caso de ausencia o impedimento del Presidente, éste será reemplazado por el Ministro que corresponda según el orden establecido en el inciso primero.”.

9) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:



“Artículo 12.- Corresponderá especialmente al Comité Interministerial de Derechos Humanos:



a) Conocer de las propuestas de políticas públicas elaboradas por el Ministerio de Justicia en materia de Derechos Humanos que hayan de ser aplicables intersectorialmente.



b) Informar acerca de las necesidades sectoriales que, en materia de derechos humanos, deban ser integradas en las políticas públicas y adecuaciones normativas del derecho interno a ser propuestas por el Ministerio de Justicia en la materia.



c) Señalar las prioridades sectoriales e intersectoriales a ser abordadas en las políticas públicas a ser diseñadas o propuestas en materia de Derechos Humanos por el Ministerio de Justicia, proponiendo el contenido del Plan Nacional de Derechos Humanos.



d) Conocer el informe anual elaborado por el Instituto Nacional de Derechos Humanos.



e) Conocer el programa de formación y fortalecimiento institucional en materia de Derechos Humanos para el sector público, propuesto por el Ministerio de Justicia.



f) Cumplir las demás funciones y tareas que ésta u otras leyes o el Presidente de la República le encomienden, en el ámbito de sus funciones.”.

10) Reemplázase el artículo 13 por el siguiente:



“Artículo 13.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos celebrará sesiones cuando lo convoque su presidente. El quórum para sesionar será de  3miembros y los acuerdos, que serán vinculantes, se adoptarán por la mayoría absoluta de los asistentes. En caso de empate, decidirá el voto del ministro presidente o quien lo reemplace. El Comité en su primera sesión determinará las normas para su funcionamiento. El Comité deberá sesionar al menos dos veces al año.”.

11) Reemplázase el artículo 14 por el siguiente:



“Artículo 14.- El Comité Interministerial de Derechos Humanos podrá sesionaren las dependencias del Ministerio de Justicia, el que proporcionará los recursos materiales y humanos para su funcionamiento.



Actuará como Secretario Ejecutivo del Comité el Subsecretario de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, correspondiéndole levantar actas de las sesiones respectivas, así como cumplir las demás funciones que el Comité determine.



Los acuerdos del Comité Interministerial de Derechos Humanos que deban materializarse mediante actos administrativos que, conforme al ordenamiento jurídico, deben dictarse por una Secretaría de Estado, serán expedidos por el Ministerio de Justicia.”.

12) Deróganse los artículos transitorios 1° y 2°. 

Artículo Segundo.- Introdúcense los siguientes artículos transitorios al Decreto Ley N° 3.346, de 1980:

“Artículo Primero.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, mediante un decreto con fuerza de ley fije el texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto Ley N° 3.346.

Artículo Segundo.- Facúltese al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Derechos Humanos.

2. Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos  y fijar la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal y de los encasillamientos que practique. Igualmente fijará su dotación máxima de personal.

3. Dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije, y en especial, el número de cargos para cada planta, los requisitos específicos para el ingreso y promoción de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, y los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y lo dispuesto en el Título VI de la Ley Nº 19.882 según corresponda. Además, establecerá las normas de encasillamiento del personal en la planta que fije.

4. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; las asignaciones especiales que correspondan;  y podrá, además, determinar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en el artículo 1° de la ley N° 19.553.

5. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y del personal a contrata desde la Subsecretaría de Justicia a la Subsecretaría de Derechos Humanos. El traspaso del personal titular de planta y a contrata se efectuará en el mismo grado y en la misma calidad jurídica que tenían a la fecha del traspaso.

6. Determinar el número de funcionarios que se traspasarán por estamento y calidad jurídica a la Subsecretaría de Derechos Humanos. La individualización del personal traspasado se realizará en decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Justicia, en el plazo de 180 días contado desde la fecha de publicación del o los decretos con fuerza de ley que fije la nueva planta.

7. Determinar la supresión o conversión de cargos de las nuevas plantas, que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado conforme a lo dispuesto en el numeral 6) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar dicho cargo por cualquier razón.

Artículo Tercero.- El encasillamiento del personal de la Subsecretaría de Derechos Humanos en las nuevas plantas, se efectuará por decreto expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Justicia, dentro del plazo de 180 días, contado desde la publicación del Decreto Supremo que determine el traspaso a que se refiere el artículo anterior o el que fije las plantas según corresponda. El referido encasillamiento surtirá efecto desde el día 1° del mes siguiente a la total tramitación del o los decretos que lo practiquen.

Para efectos del encasillamiento a que se refiere el inciso anterior, se aplicará lo dispuesto en el artículo 15 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El encasillamiento del personal quedará sujeto a las siguientes condiciones:


a)
No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral.


b)
No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones respecto del personal titular en un cargo de planta y o del personal a contrata asimilado a la misma, ni modificación de los derechos previsionales.


c)
Respecto del personal que al momento del encasillamiento sea titular de un cargo de planta, cualquier diferencia de remuneraciones deberá serle pagada por planilla suplementaria. Dicha planilla se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.


d)
Los cambios de grado que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. En consecuencia, los funcionarios conservarán el número de bienios que estuvieren percibiendo como, asimismo, el tiempo de permanencia en el grado para la obtención de uno nuevo.


e) En las nuevas plantas de la Subsecretaría de Derechos Humanos se encasillarán primero los funcionarios que tengan la calidad de planta y luego los funcionarios a contrata, los cuales se entenderán encasillados, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, desde la fecha entrada en vigencia de la nueva planta.

Artículo Cuarto.- Los cargos de las nuevas plantas que no hayan sido provistos en el encasillamiento, una vez concluido éste, serán proveídos en conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria establecidas en el Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el Texto Refundido, Coordinado y Sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Quinto.- La primera provisión de los cargos de tercer nivel jerárquico que sean determinados de carrera, se hará por esta sola vez, como cargos de exclusiva confianza de la autoridad superior del servicio. Las provisiones sucesivas se deberán realizar conforme a las disposiciones que rigen a este nivel jerárquico, de acuerdo a lo establecido por el artículo 8º del Decreto con Fuerza de Ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo Sexto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, conformará el primer presupuesto de las Subsecretaría de Derechos Humanos pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo Séptimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Justicia que, además, deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda y el ministro respectivo, modifique o reestructure las plantas de personal de otras reparticiones públicas,  ajustándolas a las modificaciones que dicha planta haya sufrido como consecuencia de la creación de la Subsecretaría de Derechos Humanos. El encasillamiento a que pudiera dar origen esta norma se ajustará a las mismas condiciones establecidas en el artículo cuarto transitorio.

Artículo Octavo.- El mayor gasto que se derive del ejercicio de la facultad del artículo segundo transitorio de la presente ley, considerando su efecto año completo, no podrá exceder la cantidad de $465.995 miles.

Artículo Noveno.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Justicia. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con los referidos recursos.".



Dios guarde a V.E.


(Fdo.): Sebastián Piñera Echenique, 
Presidente de la República.- Rodrigo Hinzpeter Kirberg, Ministro del Interior y Seguridad Pública .- Alfredo Moreno Charme, 
Ministro de Relaciones Exteriores .- Felipe Larraín Bascuñán, 
Ministro de Hacienda .- Cristián Larroulet Vignau, Ministro Secretario General de la Presidencia.- 
Joaquín Lavín Infante, Ministro de Desarrollo Social.- Teodoro Ribera Neumann, Ministro de Justicia.- 
Carolina Schimdt Zaldivar, Ministra Directora
 Servicio Nacional de la Mujer
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE OTORGA AL PERSONAL DE LA ATENCIÓN PRIMARIA DE SALUD QUE INDICA, UNA BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO Y UNA BONIFICACIÓN ADICIONAL 

(8140-11)


Oficio Nº 9984  


VALPARAÍSO, 14 de marzo de 2012


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8140-11.

PROYECTO DE LEY:

                  “Artículo 1°.- El personal regido por la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de atención primaria de salud municipal, que entre el 1 de enero de 2011 y el 30 de junio de 2014, hubiese cumplido o cumpla 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad, si son hombres, que haga efectiva su renuncia voluntaria a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirve, desde la fecha de publicación de la ley y hasta el 31 de marzo de 2015, según las normas contenidas en los artículos siguientes, tendrá derecho a percibir una bonificación por retiro voluntario equivalente a un mes de remuneración imponible por cada año de servicio y fracción superior a seis meses prestados en establecimientos de salud públicos, municipales o corporaciones de salud municipal, con un máximo de once meses. 


Podrán acceder a esta bonificación hasta un total de 2.100 beneficiarios, de conformidad con los cupos anuales y modalidades que se indican en los incisos siguientes. 


Para el año 2012 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 500 cupos; para el año 2013 la bonificación se podrá conceder por un máximo de 800 cupos. 


Podrán acogerse al beneficio, los funcionarios que cumplan con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año 2012 y del año 2013, respectivamente. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el segundo trimestre de 2012 o primer trimestre de 2013, y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del año siguiente a la postulación.


En el año 2014, la bonificación se concederá por un máximo de 800 cupos y podrá postular el personal que cumpla con los requisitos de edad exigidos en el inciso primero de este artículo, entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2014. Para estos efectos, deberán presentar su postulación durante el primer trimestre del año 2014 y hacer efectiva su renuncia voluntaria hasta el primer trimestre del 2015. 


Una vez concluido el respectivo período de postulación, y con el mérito de los antecedentes enviados por los consultorios de Atención Primaria de Salud a los Servicios de Salud respectivos, se determinarán los beneficiarios de los cupos correspondientes a un año, mediante resolución de la Subsecretaría de Redes Asistenciales. De haber un mayor número de postulantes que cupos disponibles en un año, el total de cupos deberá distribuirse entre hombres y mujeres en forma proporcional al número de postulantes respectivo. La selección en cada grupo, privilegiará a aquellos y aquellas de mayor edad y menor renta al 1 de enero de cada año. De producirse un empate, se seleccionará a aquél o aquella con más tiempo de servicio. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales. 


Los cupos correspondientes a un año podrán ser incrementados con los cupos establecidos para el año anterior, que no hubieren sido utilizados. 


Con todo, las mujeres comprendidas en el ámbito del inciso primero de este artículo, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación con cargo a los cupos del año respectivo y, de quedar seleccionadas, deberán hacer efectiva su renuncia hasta el primer trimestre del año siguiente. 


Las funcionarias referidas en el inciso anterior que no queden seleccionadas por falta de cupos, pasarán a integrar en forma preferente el listado de seleccionados del proceso correspondiente al año siguiente, sin necesidad de realizar una nueva postulación. Igual norma se aplicará para los funcionarios que cumpliendo los requisitos, no queden seleccionados en su respectivo período de postulación.


Artículo 2°.- El personal señalado en el inciso primero del artículo anterior que hubiese cumplido o cumpla 65 años de edad los hombres y 60 años de edad las mujeres, a contar del día 1 de enero de 2011 y hasta el día 31 de diciembre del mismo año, podrá postular en el proceso correspondiente al año 2012. Para lo anterior deberán presentar la solicitud den​tro del segundo trimestre del año 2012, y su retiro voluntario deberá hacerse efectivo hasta el primer trimestre del año 2013. Por su parte, las funcionarias podrán optar por acogerse al derecho que otorga el inciso final del artículo anterior.


Artículo 3°.- El personal que cumpliendo los requisitos que establece esta ley, no postule en los períodos indicados y, en consecuencia, no haga uso de los beneficios que se conceden, se entenderá que renuncia irrevocablemente a éstos.


Artículo 4°.- La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de remuneraciones mensuales imponibles que le haya correspondido al personal durante los doce meses inmediatamente anteriores al retiro, actualizadas según el Índice de Precios al Consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas. 


Esta bonificación no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal y será compatible con cualquier beneficio homologable que se origine en una causal de similar otorgamiento, quedando sujeto a las condiciones que se establezcan para ese otro beneficio. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 8°.


La bonificación se pagará directamente por cada entidad administradora, una vez que esté totalmente tramitado el acto administrativo que disponga el cese de funciones. El término de la relación laboral se producirá cuando el empleador pague la totalidad del beneficio, de lo que se dejará constancia formal.


Artículo 5º.- El personal que, acogiéndose a la bonificación por retiro voluntario que se establece en el artículo 1°, tenga una antigüedad mínima de diez años en la Atención Primaria de Salud, tendrá derecho a recibir una bonificación adicional, de cargo fiscal, equivalente a la suma de 395 unidades de fomento, si se desempeñan con jornada completa o si la suma de las jornadas en los distintos establecimientos alcanza 44 horas semanales o más. Para jornadas menores, la bonificación se otorgará en la proporción que corresponda respecto del total de 44 horas semanales.


El valor de la unidad de fomento que se considerará para el cálculo del beneficio, será el vigente al día que corresponda al cese de funciones. 


Esta bonificación adicional se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. El personal que se desempeñe en más de un establecimiento o municipio, deberá renunciar a la totalidad de las horas y nombramientos o contratos en los distintos establecimientos y municipios, incrementando su bonificación por retiro voluntario, la bonificación adicional y la bonificación anual complementaria, concedidas de conformidad a este artículo y en los artículos 1° y 6°, hasta por un máximo total de 44 horas.


Artículo 6°.- Cuando la bonificación adicional que se concede en el artículo anterior, sea inferior a 10.5 meses de la remuneración imponible percibida, calculada en los mismos términos descritos en el artículo 4°, se otorgará una bonificación adicional complementaria, de cargo fiscal, de un monto que permita alcanzar dicho guarismo, con un tope de hasta un mes de la remuneración imponible percibida.


Esta bonificación adicional complementaria se pagará en la misma oportunidad en que se pague la bonificación a que se refiere el artículo 1°, no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal, y en consecuencia no estará afecta a descuento alguno. 


Artículo 7°.- Los funcionarios que cesen en sus empleos por aplicación de lo dispuesto en esta ley, no podrán ser nombrados ni contratados asimilados a grado o sobre la base de honorarios en establecimientos de salud públicos, municipales, corporaciones o entidades administradoras de salud municipal, ni municipalidades, durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresado en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables. 


Igualmente, podrán acceder a los beneficios de esta ley el personal de las instituciones beneficiarias que, entre el 1 de enero de 2011 y 30 de junio de 2014, hayan obtenido u obtengan la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas para impetrar el beneficio y la antigüedad mínima requerida. 


Artículo 8°.- El personal que postule a la bonificación establecida en el artículo 1°de esta ley durante los años 2012, 2013 y 2014, incluidas las mujeres conforme a la facultad concedida en el inciso octavo del artículo 1°, tendrán derecho a presentar la solicitud para acceder al bono que establece la ley N° 20.305, conjuntamente con la postulación a la bonificación que establece este cuerpo legal. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades que establece la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en  los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305. 


Artículo 9°.- Los funcionarios y funcionarias que al 31 de diciembre de 2010 ya hubiesen cumplido los requisitos de edad exigidos en el artículo 1°, podrán excepcionalmente postular a la bonificación por retiro voluntario y bonificación adicional del artículo 5°, cumpliendo con los mismos requisitos establecidos en esta ley. Para tal efecto, podrán participar en cualquiera de los períodos de postulación, en iguales pe​ríodos a los considerados en el artículo 1°, y de quedar seleccionados, deberán hacer efectiva su renuncia dentro de los noventa días siguientes a la publicación de la resolución que les otorgue el beneficio. 


Mediante resolución emitida por la Subsecretaría de Redes Asistenciales, visada por la Dirección de Presupuestos, se establecerán los beneficiarios. En dicha selección, en caso de haber mayor número de postulantes a cupos disponibles, se dará prioridad a los funcionarios y funcionarias de mayor edad y con enfermedades de carácter grave, crónicas o terminales que impidan el desempeño de la función en forma continua; a continuación a los de mayor edad; si continúa el excedente, a aquellos que le sigan con mayor edad y con menor renta. De persistir la igualdad, resolverá el Subsecretario de Redes Asistenciales.


Para efectos de este artículo, se considerarán hasta un total de 200 cupos distribuidos para el año 2012 con un máximo de 50 cupos, para el año 2013 hasta 100 cupos y para el año 2014, con un máximo de 50 cupos, respectivamente. 


Artículo 10.-  Las entidades administradoras de salud municipal podrán solicitar al Ministerio de Salud, por intermedio del Servicio de Salud respectivo, un anticipo del aporte estatal definido en el artículo 49 de la ley N° 19.378, para el financiamiento de la aplicación del beneficio establecido en el artículo 1°, el que no podrá exceder del monto total de las bonificaciones por retiro voluntario a pagar. Con todo, el Ministerio de Salud concederá anticipos de aportes hasta un máximo nacional de 2.300 funcionarios. 


Los recursos anticipados serán devueltos en su totalidad por la entidad administradora de salud municipal mediante una rebaja del aporte estatal, a contar del mes siguiente a aquel en que se otorgue el anticipo.


El monto de los recursos a rebajar será de hasta el 3% del aporte estatal mensual a las municipalidades respectivas, no pudiendo exceder de setenta y dos meses el plazo para la devolución total.


Para los efectos de lo señalado en los incisos anteriores, se suscribirán entre la Municipalidad y el Servicio de Salud correspondiente los convenios que sean necesarios, los que deberán ser aprobados por resolución exenta del Ministerio de Salud, visada por el Ministerio de Hacienda. Estos convenios deberán contener el monto del anticipo solicitado, plazo de pago, valor y número de cuotas mensuales en las cuales deberá ser devuelto, y los demás antecedentes que justifiquen la solicitud de recursos. 


Artículo 11.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con dichos recursos.


Artículo transitorio.- Las personas a que se refiere el artículo 2°, que accedan a los beneficios de esta ley, cuyos plazos para postular al denominado  bono post laboral se encontraren  vencidos, tendrán derecho  a  presentar  la solicitud al bono que establece  la   ley  N° 20.305,  conjuntamente   con  la postulación a la bonificación que establece esta ley. Para tal efecto se considerarán los plazos y edades establecidos en la presente ley, no siendo aplicables a su respecto los plazos de doce meses señalados en los artículos 2°, N° 5, y 3° de la ley N° 20.305.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA NORMAS EN MATERIA DE NULIDAD DEL RECONOCIMIENTO DE LA PATERNIDAD POR VICIOS DEL CONSENTIMIENTO 

(7650-18)


Oficio Nº 9988


VALPARAÍSO, 15 de marzo de 2012


Con motivo de la Moción, Informe, y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N° 7650-18.

PROYECTO DE LEY:

"Artículo único.- Reemplázase el artículo 202 del Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio del Justicia, por el siguiente:

 "Art. 202. La acción para impetrar la nulidad del acto de reconocimiento por vicios de la voluntad prescribirá en el plazo de un año, contado desde la fecha de su otorgamiento y en el caso del error o fuerza desde que éste hubiere desaparecido o ésta cesado.".".

Dios guarde a V.E.

Fdo.): Patricio Melero Abaroa, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD 
(5838-07)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentaros su segundo informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “suma”.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron el Ministro de Justicia, señor Teodoro Ribera; la Subsecretaria de la misma Cartera de Estado, señora Patricia Pérez; la Jefa de la División Jurídica, señora Paulina González; la Jefa del Departamento de Estudios, señora María Ester Torres; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela; la abogada asesora de la misma División, señora María Ximena Guzmán; los abogados asesores señores Diego Moreno y Alejandro Soto; la Jefa de Comunicaciones, señora Karin Grollmus, y el asesor de prensa, señor Cristián Guzmán.


Igualmente, participaron los profesores señores Jorge Bofill y Julián López.


En representación de la Fundación Paz Ciudadana, concurrieron su Directora Ejecutiva, señora Javiera Blanco, y los abogados señora Ana María Morales y señor Gherman Welsch.


Asistieron, por la Biblioteca del Congreso Nacional, los abogados señora Alejandra Voigt y señor Juan Pablo Cavada. Participaron los asesores de la Honorable Senadora señora Alvear, señores Jorge Cash, Marcelo Drago y Héctor Ruiz; el asesor de la Honorable Senadora señora Rincón, señor Josué Vega; los asesores del Honorable Senador Espina, señora Carol Gibson y señor Ángel Valencia, y el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola. Concurrieron, asimismo, la señora Alejandra Pacheco y los señores Juan Pablo Rodríguez y Gonzalo Vargas, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y la señora Elsa Bueno, de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Asistieron, en representación del Instituto Libertad y Desarrollo, las señoras Silvia Baeza y María Teresa Muñoz y el señor Rodrigo Delaveau.


Por la Asociación de Profesionales Técnicos y Administrativos de Gendarmería de Chile, asistieron el Coordinador del Directorio de la Comisión de Diálogo Parlamentario, señor Gonzalo Legal; el Presidente Regional de la IV Región y miembro de dicha Comisión, señor David Milla, y el integrante de la Comisión Técnica, señor Miguel Concha.

- - -

NORMAS DE QUORUM ESPECIAL Y OPINIÓN DE LA EXCMA.CORTE SUPREMA


Cabe hacer presente que los artículos 36 bis, 37 y 39 que se propone incorporar a la ley N° 18.216, contenidos en el numeral 36 del artículo 1° del proyecto, dicen relación con la organización y atribuciones de los tribunales y, en conformidad con lo dispuesto por el inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, tienen carácter de normas orgánico constitucionales. En consecuencia, para su aprobación requieren del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, en los términos del inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.


Asimismo, debe tenerse en consideración que, en atención a que algunas de estas disposiciones fueron incorporadas al proyecto durante este trámite reglamentario y a que otras fueron objeto de modificaciones sustanciales en el curso del mismo, vuestra Comisión ofició nuevamente a la Excma. Corte Suprema para recabar su opinión, en los términos del artículo 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


Cabe hacer presente que hubo dos plazos para presentar indicaciones. El primero, hasta el día 18 de julio de 2011. El segundo, hasta el día 19 de enero de 2012. Durante el primero de ellos, se presentó un total de 75 indicaciones. En el segundo, se recibieron otras 32, todas de Su Excelencia el señor Presidente de la República. Estas últimas se han identificado en el presente informe agregando al respectivo número, la ya indicada fecha de presentación y la mención al Ejecutivo.


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones o modificaciones: artículos 5°, 9° y 10.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 8, 16, 17, 32, 33, 34, 46, 47 y 57. Además, fueron aprobadas sin modificaciones las indicaciones presentadas por el Ejecutivo con fecha 19 de enero de 2012, signadas con los números 4, letra b); 9, letra b); 17 y 18.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 6, 10, 11, 12, 13, 15, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 35, 36, 37, 38, 40, 41, 42, 45, 48, 49, 51, 53, 56, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 68, 69, 70, 71, 73 letra c) y 74. Además, fueron aprobadas con modificaciones las indicaciones del Ejecutivo de fecha 19 de enero de 2012, signadas con los números 1, letras a), b) y c); 2; 3; 4, letras a), c) y d); 5; 6; 7; 8; 9, letra a); 10; 11; 12; 13, letras a), b), c), d), e) y f); 14, letras a), b) y c); 15; 16 y 19.


4.- Indicaciones rechazadas: números 4, 39, 43, 44, 52, 54 y 55.


5.- Indicaciones retiradas: números 1, 2, 3, 5, 7, 9, 14 y 72.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 75.


Debe indicarse que la indicación número 20, del Ejecutivo, de 19 de enero de 2012, quedó pendiente, a la espera del pronunciamiento de la Comisión de Hacienda, por tratar materias de la competencia de esta última.


Cabe poner de manifiesto que, además de pronunciarse sobre las indicaciones presentadas, la Comisión acordó introducir algunas modificaciones a determinadas disposiciones del proyecto, lo que se hizo en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. De ello se dará cuenta en las partes pertinentes de este informe.


Igualmente, es dable señalar que la Comisión reabrió el debate respecto a diversas disposiciones del proyecto, lo que permitió alcanzar acuerdos en relación a los nuevos textos que se adoptaron para dichas normas, los que en muchos casos se recogieron en nuevas indicaciones que el Ejecutivo oportunamente presentó. Ello se consigna en cada caso.


Asimismo, es dable poner de manifiesto que esta iniciativa debe ser considerada por la Comisión de Hacienda, según el trámite dispuesto por la Sala del Senado.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Antes de dar inicio a la discusión del articulado del proyecto y de las indicaciones presentadas, la Comisión recibió a representantes de la Asociación de Profesionales, Técnicos y Administrativos de Gendarmería de Chile, institución a la cual corresponderá hacerse cargo de la implementación de diversas medidas contempladas en la iniciativa en estudio.


En primer término, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, ofreció la palabra al señor Miguel Concha, integrante de la Comisión Técnica de la referida Asociación.


El señor Concha explicó que la entidad que representa tiene tres tipos de observaciones frente a la iniciativa en discusión, que se vinculan con el alcance de las modificaciones que se proponen, con su impacto en la orgánica actual de la institución y con los nuevos requerimientos que ellas suponen en materia de especialización.


Expresó que la mencionada Asociación comparte la preocupación que motiva la tramitación de este proyecto, pero que no tiene la certeza de que con el mismo se logrará superar el problema de hacinamiento que hoy afecta a los recintos penales chilenos.


Indicó que la iniciativa establece una relación compleja entre el aparato jurisdiccional que impone y controla las penas alternativas y los órganos encargados de su ejecución. Observó que este asunto ya fue materia de preocupación en el informe que evacuó la Excelentísima Corte Suprema, en el que se indica que no hay recursos extra para absorber la carga de trabajo que implicarán las nuevas audiencias judiciales que el sistema establece precisamente para imponer y controlar el cumplimiento de estas sanciones.


Señaló, enseguida, que el proyecto considera una nueva estructura administrativa al interior de Gendarmería de Chile para hacerse cargo de las medidas que se contemplan, lo que, a futuro, podría desembocar en una institucionalidad nueva y distinta que se responsabilice por estas labores. Indicó que, en la actualidad, la sección administrativa encargada de las medidas alternativas es el Departamento de Medio Libre, el cual es el eslabón más débil de la institución y sólo cuenta con doce profesionales para formular las políticas nacionales sobre el tema y fiscalizar su cumplimiento.


Connotó que este aspecto fue observado en el informe del Consejo para la Reforma Penitenciaria, que objetó el hecho de que la prestación que brindan los actuales delegados libertad condicional es de tipo genérico, de baja especialización y con poco control. Expresó que uno de los objetivos de esta reforma es superar dicha situación por medio del otorgamiento de mayores atribuciones de control a los Tribunales de Justicia, sobre todo para la configuración y calificación del incumplimiento de las penas alternativas impuestas, lo que redundará en una mejoría en el control de la labor del delegado de la libertad vigilada en la población penalizada.


Observó que este nuevo sistema de control judicial tiene algunas aristas que pueden generar dificultades, pues la definición de las condiciones esenciales y no esenciales que el proyecto enuncia para efectos de determinar el tipo de incumplimiento de una pena alternativa, queda en manos de los jueces, lo que puede generar disparidad de criterios entre las distintas jurisdicciones. Expresó que para superar lo anterior, podría ser útil encomendar la definición general de estas condiciones a una unidad coordinadora al interior del aparato administrativo, que esté a cargo de la ejecución de las penas alternativas.


Indicó que el tercer punto que genera dudas en la ya nombrada Asociación, dice relación con el tema de la especialización. A este respecto, señaló que el proyecto contempla un aumento significativo de funcionarios destinados a ser delegados de libertad vigilada, para alcanzar un estándar de treinta internos por cada uno de ellos. Señaló que es imprescindible que estos funcionarios reciban capacitación especial para estos efectos y que, además, sean evaluados cada tres años. Subrayó que, pese al incremento que se plantea, el proyecto no contempla sumas destinadas a efectuar esta capacitación funcionaria, además de que el presupuesto actual con que cuenta Gendarmería de Chile está destinado a su actividad principal, que es la seguridad.


Concluyó su intervención señalando que la actual Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado prescribe que la organización interna de los servicios públicos contempla una dirección nacional, direcciones regionales, departamentos, subdepartamentos, secciones y oficinas. Advirtió que, sin embargo, la organización actual de los centros de reinserción social no se inserta dentro de este modelo. Manifestó que ello podría tener solución con las actuales normas vigentes, pues el artículo 4° del decreto ley Nº 2.859, de 1979, modificado por el artículo 1º de la ley Nº 20.426, faculta al Director Nacional de Gendarmería de Chile para establecer la organización interna de la institución y efectuar la asignación de las respectivas tareas específicas.


La señora Pérez, Subsecretaria de Justicia, señaló que esa Secretaría de Estado comparte algunas de las aprensiones indicadas, pues coincide con el hecho de que históricamente el esfuerzo presupuestario destinado a Gendarmería de Chile se ha enfocado en la construcción de nuevos recintos penales y en la seguridad, en detrimento del tratamiento en el medio libre y el financiamiento de los programas de rehabilitación.


Indicó que el proyecto en discusión asume este déficit y propone, como primera medida, agregar 287 nuevos delegados de control de la medida de libertad vigilada, para alcanzar un total de 496 a nivel nacional. Agregó que también contempla la creación de puestos de delegados de control de la medida de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Añadió que, en estos momentos, el Ministerio de Justicia está trabajando en el remozamiento de la institucionalidad de Gendarmería de Chile, de forma tal que todos los técnicos, administrativos y profesionales de la institución sean asignados al lugar que les corresponda.


Expresó que una vez que este proyecto sea aprobado, se procurará contemplar en la ley de presupuestos de la Nación recursos que se dirigirán directamente a la capacitación de los delegados. Subrayó que las personas involucradas en estas políticas públicas revisten una relevancia muy superior a las tecnologías que se utilicen, pues, en definitiva, el éxito o fracaso de una pena alternativa derivará en importante medida de la labor que desarrolle el delegado. En consecuencia, dijo, ése es el énfasis que se ha puesto en esta iniciativa.


El señor Concha señaló que si este proyecto prospera y es adecuadamente implementado, lo más probable es que genere como efecto directo una disminución de la población penal que cumple la sanción al interior de las cárceles y un aumento significativo de los condenados a penas alternativas. Señaló que lo anterior redundará, necesariamente, en un aumento del control punitivo de estas nuevas penas por parte de los tribunales de justicia, lo que, a su vez, acarreará un incremento proporcional de las revocaciones que se dictaminen.


Manifestó que hay dos desafíos en el largo plazo para el sector. En primer lugar, debe evaluarse detenidamente si esta nueva estructura de penas alternativas, que propenden a la rehabilitación real del delincuente, debe ser asumida por una institucionalidad de Gendarmería de Chile remozada, o si es pertinente que este rol quede a cargo de un nuevo ente público. Añadió que también es necesario considerar la creación de los jueces de ejecución y control de cumplimiento de penas.


En todo caso, aseguró que como funcionarios de Gendarmería de Chile, desplegarán su mejor esfuerzo para que la iniciativa en trámite alcance sus mejores resultados.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que para abordar el proyecto en análisis, es necesario tener en consideración algunos aspectos de especial importancia, sobre los cuales procede adoptar definiciones de fondo.


Indicó que cabe tener presente que en los penales chilenos se encuentran todas las personas que fueron sometidas, por decisión judicial, a una medida de prisión preventiva, además de todos quienes fueron condenados a una pena privativa de libertad. Observó que la mayor parte de los imputados que cumplen una medida cautelar lo hace en libertad, pues la prisión preventiva es una verdadera excepción. Añadió que lo mismo puede decirse respecto de las personas condenadas, pues según los datos aportados durante la discusión de este proyecto, la mayoría cumple su sanción en el medio libre.


Ante esta realidad, afirmó que mientras no exista un buen sistema de control respecto de estos dos grupos de personas, no se logrará una disminución importante de la delincuencia, por muy alto que sea el gasto que se efectúe en materia de seguridad.


Hizo notar que lo anterior no significa que todos los imputados o condenados deban estar tras las rejas, sino que los que están en el medio libre sean adecuadamente vigilados, utilizándose para ello la tecnología apropiada y disponiéndose de personal capacitado y dispuesto en número suficiente. De lo contrario, dijo, los problemas derivados de la delincuencia y del hacinamiento carcelario no se resolverán e incluso se correrá el riesgo de defraudar las expectativas que ya existen.


Opinó que esta es una cuestión de la más alta relevancia y que, en ese contexto, es necesario que la iniciativa en estudio cuente con el financiamiento que resulte necesario para alcanzar sus propósitos. Instó, por ende, a la Comisión a ocuparse también del respaldo financiero que el proyecto requiere.


La señora Subsecretaria de Justicia compartió las apreciaciones del Honorable Senador señor Espina. Indicó que es fundamental establecer herramientas adecuadas para el control de las personas mencionadas, las que deben ser apoyadas por los recursos y por el personal que sean necesarios para estos efectos. Al respecto, manifestó que la ratio que se pretende establecer en este proyecto, que considera un delegado por cada treinta condenados, va precisamente en esa línea.


Agregó que no se ha considerado todavía el control de medidas cautelares distintas a la prisión preventiva y reconoció en esto un problema pendiente, pues el sistema que actualmente se utiliza es muy formal y se limita a cuestiones como la verificación de la firma periódica del cautelado. Informó que este asunto está siendo analizado en conjunto con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, con el cual se está definiendo un procedimiento para controlar las medidas cautelares que involucre a todos los actores relevantes en el juicio en que éstas se dictaron.


Con todo, recordó que la idea matriz de la iniciativa está dirigida más bien a la población condenada y no a la que aún está en juicio.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, pidió a la señora Subsecretaria de Justicia que proporcionara algunas explicaciones en relación con los fondos requeridos para implementar esta iniciativa.


La señora Subsecretaria de Justicia informó que el proyecto original contaba con un informe financiero que aportaba alrededor de 7.000 millones de pesos, cifra que durante la discusión aumentó a 27.000 millones, lo que representa un incremento muy significativo. Explicó que una parte importante de estos recursos se destinará a gastos en personal y a la adquisición de equipos y mobiliario, agregando que también se contempla un presupuesto orientado a mejorar las condiciones actuales de los centros de reinserción social.


Añadió que se espera seguir contando con una buena acogida por parte del Ministerio de Hacienda en relación con esta iniciativa, especialmente en lo concerniente a los fondos relativos al control telemático y a los recursos que se precisan para favorecer la labor de los delegados.


El Honorable Senador Espina consultó si en estas sumas está contemplado el financiamiento de los dispositivos de rastreo telemático.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, preguntó si en los datos anteriormente entregados en relación a la población penal están incluidas las personas que se encuentran en prisión preventiva.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se sumó a las inquietudes expuestas y sostuvo que aun cuando las cifras proporcionadas pueden parecer significativas, cabía preguntarse si Gendarmería de Chile dará abasto para enfrentar adecuadamente sus nuevas tareas.


En respuesta a lo consultado por el Honorable Senador señor Espina, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que en el presupuesto estimado que se ha señalado, se contemplan 16.000 millones para financiar el monitoreo electrónico. En relación con la pregunta del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que la población penal considera tanto a los condenados a penas privativas de libertad como a los imputados sujetos a prisión preventiva, en una proporción de 80% en la primera situación y de 20% en la segunda.


En cuanto a la observación del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que se están llevando a cabo conversaciones con distintos expertos en lo concerniente a los servicios que se prestan al interior de las prisiones. Recordó que al elaborarse esta iniciativa, hubo una serie de entrevistas con magistrados españoles dedicados a la vigilancia penitenciaria, los que relataron que dentro del cumplimiento de sus labores, conocen reclamos bastante sofisticados de parte de los internos, relacionados, por ejemplo, con el tipo de comida que se les proporciona o con la comodidad de los baños. Sostuvo que en esa nación se ha llegado a un gran nivel en esta materia. Agregó que, en cambio, en nuestro país aún nos encontramos en la etapa de equiparar ciertos niveles mínimos y de invertir para lograr condiciones dignas tanto al interior de los recintos penales como en materia de control de las medidas alternativas.


El señor Concha manifestó que es urgente solucionar la escasez de medios técnicos y humanos que actualmente se advierte en materia de control de las medidas alternativas. Indicó que haciendo el uso más provechoso posible de los recursos con que hoy se cuenta, se logra que un delegado haga una visita personal a la persona sujeta a libertad vigilada cada cinco meses y que realice una entrevista cada dos, lo que no cumple con ninguno de los objetivos que se persiguen con el proceso de rehabilitación.


Manifestó que el proyecto propicia una situación diametralmente distinta, pues además de mejorar la disponibilidad de medios, considera que el juez aprobará, al imponerse la pena, un completo plan de intervención y dispondrá que aquél será periódicamente controlado.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia, expresó que la asignación de recursos adicionales que se han contemplado para el proyecto, considera también una focalización de estos recursos, lo que, por ejemplo, supone que habrá un énfasis en la intervención de la libertad vigilada por sobre las medidas de remisión condicional y que en todos los procesos donde se pueda incorporar más tecnología y reorientar personal a otras áreas, se efectuarán los cambios necesarios. A manera de ejemplo, manifestó que se espera emplear masivamente el sistema de control biométrico para supervigilar las firmas periódicas, lo que liberará a parte del personal que actualmente se encarga de ese cometido y permitirá redestinarlo a otras tareas.





En la sesión siguiente, la Comisión recibió al profesor de Derecho Procesal Penal, señor Julián López, para conocer sus puntos de vista acerca de la iniciativa en trámite.





El señalado académico agradeció la invitación que le fuera cursada e inició su exposición señalando que conoce el proyecto en estudio desde su concepción y que éste, en términos generales, constituye un gran avance pues, entre sus méritos, amplia el catálogo de las actuales penas sustitutivas, soluciona problemas relativos tanto a la coexistencia de estos beneficios como a los casos en que hay condenas anteriores y reincidencias y, además, compatibiliza el régimen punitivo alternativo con el sistema de eliminación de antecedentes penales.


Manifestó que el texto en análisis le merece algunas observaciones, algunas de las cuales han sido recogidas, de una u otra forma, en las indicaciones presentadas por los señores Senadores y por el Ejecutivo. Agregó que, pese a lo anterior, mantiene inquietudes que tienen como nexo en común el hecho de que no se observa en la formulación del proyecto un ordenamiento de las nuevas penas alternativas en función de lo gravosas que ellas pueden resultar. Lo anterior, agregó, produce ciertas inconsistencias que es necesario remediar.


Expresó que la primera observación dice relación con la medida de remisión condicional de la pena. Recordó que ella procede en caso de delincuentes primerizos, cuando la pena determinada por el juez no excede de tres años y los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten presumir que es innecesario someter al reo a un tratamiento o a la ejecución efectiva de la pena.


Observó que en la situación antes descrita, el juez podría considerar necesario someter al reo a un tratamiento, o bien, hacerlo cumplir su pena al interior de un recinto penal, pero ello podría entrar en conflicto con la pena alternativa de la libertad vigilada, que sujeta al condenado a un régimen de tratamiento en el medio libre.


Recordó que la libertad vigilada procede también respecto de primerizos, cuando la pena aplicada es de entre dos a tres años y siempre que las demás circunstancias del condenado y de la comisión del delito hagan recomendable un tratamiento para su efectiva reinserción social.


Explicó que el conflicto se produce cuando a un condenado primerizo se le impone una pena inferior a dos años. En este caso, dijo, no procede la libertad vigilada porque la sanción es menor al mínimo para que ese sustituto punitivo pueda aplicarse. En tal caso, debería decretarse la remisión condicional, pero existe la posibilidad de que el juez considere necesario que el reo se someta a un tratamiento -cuya ejecución no está contemplada en la regulación de la remisión condicional-, o estime que derechamente procede la ejecución efectiva de la pena al interior de un establecimiento penitenciario. En definitiva, con una pena inferior a dos años, el condenado primerizo podría terminar en la cárcel, a diferencia de si recibe una sanción de entre dos a tres años, caso en el cual siempre procedería la libertad vigilada.


Manifestó que el contrasentido anterior tiene una solución sencilla, a saber, determinar que procederá siempre la remisión condicional cada vez que la pena del primerizo sea inferior a dos años, o, alternativamente, indicar que la libertad condicional no tiene pena mínima y que procederá cuando, cumplidos los demás supuestos de la remisión condicional, el juez considere necesario someter al reo a un tratamiento.


Enseguida, señaló que su segunda observación de tipo general en relación al proyecto se refiere a la medida de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Explicó que este sustituto procede por una sola vez cuando se trata de penas iguales o inferiores a un año y no se cumplen las condiciones para aplicar las demás penas alternativas.


Indicó que el problema con esta configuración es que puede entenderse que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad es menos gravosa que la de reclusión parcial, pues en aquella no hay privación de libertad de ninguna índole. En el caso de un reincidente condenado a una pena menor a un año, podría resultarle más beneficioso que la suma de sus condenas efectivas anteriores sea superior a dos años, porque de esa manera no procederá la reclusión parcial -que es la medida más gravosa- y, en cambio, se configurarán los supuestos para la imposición de trabajos en beneficio de la comunidad, que, por la naturaleza de las obligaciones que supone, aparece como menor que la anterior.


Expresó que haría presente los aspectos reseñados al momento de analizarse las disposiciones del proyecto que los abordan.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que es efectivo el punto planteado por el profesor señor López en cuanto a la remisión condicional y la libertad vigilada. Explicó que debería eliminarse la posibilidad de que el juez aplique la sanción efectiva o un tratamiento cuando se trate de primerizos que sean condenados a penas inferiores a dos años. Opinó que para el resto de los casos podría seguirse una aplicación escalonada de las medidas, que parta por la más benigna, siga con la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva, continúe con la reclusión parcial y la prestación de servicios a la comunidad, y termine con la prisión efectiva.


El Ministro de Justicia, señor Ribera, acotó que puede haber casos en que la reclusión parcial resulte menos gravosa para el delincuente, como ocurre cuando dicha pena se aplica en un lugar donde éste tiene su residencia familiar. Agregó que la medida de trabajos en beneficio de la comunidad, en cambio, puede consistir en pesadas obligaciones para quien, por ejemplo, no tenga hábitos laborales previos.





Finalizadas estas observaciones de carácter general, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio inicio al estudio de la normativa del proyecto y las indicaciones presentadas.

Artículo 1°

N° 1


Este numeral sustituye la denominación de la ley N° 18.216 por la siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".


El referido número 1 no fue objeto de indicaciones.

N° 2


Reemplaza el artículo 1° de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por algunas de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva.


e) Expulsión.


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 34 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Asimismo, tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el inciso primero del artículo 436 del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.".


Esta disposición fue objeto de las siguientes siete indicaciones:


La indicación número 1, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), suprime, en el inciso segundo, la frase “ni la del artículo 34 de esta ley”, y la referencia al artículo “361;”.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, suprime, en el mismo inciso segundo, la frase “ni la del artículo 34 de esta ley”.


La indicación número 3, del mismo autor, incorpora un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“Tampoco procederá respecto de los condenados por los delitos establecidos en los Párrafos 5, 6, 7 y 8 del Título VII del Libro II, cuando las víctimas fueren menores de edad.”.


La indicación número 4, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), intercala, en el inciso tercero del artículo propuesto, a continuación de la palabra “primero”, la frase “, salvo los casos en que hayan sido condenados por alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la mencionada ley”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, intercala, también en el inciso tercero, a continuación de la palabra “primero”, la frase “, con excepción de los condenados en virtud de lo dispuesto en el artículo 4° de dicha ley”.


La indicación número 6, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), agrega, al inciso cuarto, la siguiente oración final: “En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.


Finalmente, la indicación número 7, de la misma señora Senadora, agrega un inciso final, nuevo, del siguiente tenor:


“Gendarmería de Chile y sus delegados, y los organismos públicos y privados que en virtud de los convenios celebrados con la autoridad, intervengan en la ejecución de estas penas sustitutivas, deberán siempre velar porque no se atente contra la dignidad del condenado en su ejecución.”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en discusión las dos primeras indicaciones, que, como se ha señalado, recaen en el inciso segundo del artículo 1°.


En relación a la primera, de la cual es autora, explicó que ella busca eliminar la restricción que el inciso segundo plantea en relación a las penas mixtas. Señaló que en este caso no se justifica la mencionada restricción, pues en la regulación de ese tipo de sanciones se especifica que los posibles candidatos tienen que haber cumplido de manera efectiva y en la cárcel a lo menos un tercio de su condena, haber mostrado un comportamiento sobresaliente y, además, que la pena originalmente impuesta no haya excedido los cinco años y un día. Manifestó que si se mantiene la excepción que la indicación pretende eliminar, una buena parte del efecto concreto que puede alcanzar la pena mixta se pierde, así como también sus consecuencias en el tema de la prevención.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que esta disposición fue incorporada en la discusión realizada durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados. Recordó que las personas que cumplen con los requisitos propios de este beneficio, quedan sometidas al régimen de la libertad vigilada intensiva.


La abogada asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, expresó que esta indicación fue concebida por la institución que representa. Explicó que el inciso segundo, tal como está, contempla un catálogo de delitos que serían inexcarcelables. Dicho catálogo, agregó, no tiene en consideración que para los delitos más graves, que quedan fuera de las penas alternativas planteadas por el proyecto, siempre habrá algún grado importante de cumplimiento efectivo en la cárcel, lo que satisface los requisitos criminológicos de prevención especial.


Recordó que las personas que acceden a las penas mixtas no quedan libres sin condiciones, sino que se mantienen sujetas a la medida de libertad vigilada. Sostuvo que si se excluye el catálogo que se propone, que también impide la aplicación de las penas sustitutivas, el efecto concreto de las penas mixtas será muy menor. Indicó que uno de los requisitos importantes para acceder a las penas mixtas es que el candidato haya mostrado un comportamiento sobresaliente al interior del recinto penal en que cumple la sentencia, por lo que ya se vislumbra un proceso de reinserción social incipiente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que el catálogo de delitos excluidos de las penas alternativas constituye una enumeración de ilícitos particularmente graves, por lo que hay que sopesar muy bien cada una de estas situaciones antes de otorgar un beneficio a quienes los han cometido.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que las penas mixtas proceden sólo respecto de personas que han sido condenadas a sanciones iguales o menores a cinco años y un día, por lo que si se trata de un delito particularmente grave es muy probable que la pena impuesta sea superior y que, en consecuencia, el condenado no tenga derecho a la pena mixta.


Los ya mencionados señores Senadores observaron que la redacción de la regla sobre las penas mixtas no alude a la condena hipotética que un delito tiene en el ordenamiento penal, sino a la pena efectiva impuesta por el juez. Explicaron que muchas veces los delincuentes que cometen delitos graves se ven beneficiados por una serie de atenuantes que se configuran durante el proceso penal, por lo que las penas que en definitiva se les aplican son el mínimo o un grado menos del mínimo de la sanción original establecida en la ley. Por ello, pueden quedar comprendidos en el supuesto que se propone para la pena mixta, es decir, con una sanción de cinco años y un día, que equivale al piso del presidio mayor en su grado mínimo.


Para decidir sobre esta indicación, consideraron que sería conveniente conocer previamente cuantas personas de las que están condenadas por estos delitos graves, que actualmente cumplen su pena en la cárcel, tienen una sanción que no supera los cinco años y un día.


La señora Subsecretaria de Justicia planteó que el catálogo de delitos excluidos de las penas alternativas es parte del texto original del proyecto y que lo que la Cámara de Diputados hizo fue excluir dicha nómina también del beneficio de la pena mixta.


El Jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, manifestó que cuando esta norma se analizó en la ya mencionada Cámara, el punto central del debate fue que la inclusión del catálogo de delitos dejaría fuera las penas sustitutivas y también el beneficio de la pena mixta, que se otorga a quien ya ha cumplido parte de su condena privado de libertad y reúne los demás requisitos.


Señaló que el problema planteado por la proposición en estudio es que si se elimina la exclusión de la pena mixta, el condenado a uno de los delitos indicados en el catálogo del artículo 1° que cumpla con los requisitos para obtener el beneficio de la pena mixta, quedaría en definitiva sujeto a libertad vigilada intensiva, que es una pena sustitutiva. Sin embargo, el propio artículo 1° excluye a ese condenado de la aplicación de cualquiera de las penas sustitutivas, entre las que se comprende la libertad vigilada intensiva, por lo que, de aprobarse la indicación, sería necesario hacer una adecuación adicional para evitar esta inconsistencia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó sobre el sentido práctico que tendría eliminar del catálogo de delitos excluidos el artículo 361 del Código Penal, referido a la violación.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, explicó que en la enumeración de condiciones que se imponen a través de la libertad vigilada intensiva, se prevén, en el artículo 17 ter, algunas medidas especiales de tratamiento para los ofensores sexuales orientadas a rehabilitarlos, las que están sometidas a la evaluación judicial. Manifestó que si se excluye a los ofensores sexuales de la libertad vigilada, en el fondo se les impedirá acceder a un tratamiento que podría evitar, en el futuro, la reincidencia.


Agregó que, según la experiencia comparada, las intervenciones para ofensores sexuales son exitosas.


En relación con la exclusión de la pena mixta, puntualizó que los precedentes judiciales demuestran que en muchos casos en que la prueba contra un ofensor sexual no es contundente, el juez aplica una pena menor para que éste acceda a las medidas alternativas. Explicó que si el proyecto elimina a los ofensores sexuales como candidatos a penas alternativas o a penas mixtas, en estos casos de prueba poco contundente se generaría un incentivo claro para que los jueces absuelvan, ya que cuando se trata de delitos sexuales el ofensor condenado siempre terminaría preso.


La votación de las indicaciones números 1 y 2 quedó pendiente para una sesión posterior. De ello se dará cuenta más adelante.


A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, retiró la indicación número 3, de su autoría.


Enseguida, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en discusión las indicaciones números 4 y 5, referidas al inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.216.


Respecto de la indicación número 4, de la cual es autora, observó que las personas condenadas por microtráfico de drogas son, en general, mujeres jefas de hogar que recurren a este delito por ver en él una fuente de subsistencia económica. Puntualizó que el hecho de permitirles acceder a la pena de trabajos comunitarios no las liberará de todo control, sino que, por el contrario, les impondrá fuertes medidas de supervigilancia.


El Honorable Senador señor Orpis discrepó de lo expuesto por la señora Presidenta y recordó que ha presentado proyectos de ley que buscan, justamente, elevar las penas asignadas al delito de microtráfico de drogas. Explicó que, en la práctica, es muy difícil que un microtraficante cumpla su condena en la cárcel y que, en cambio, este ilícito representa una lacra social importante, pues quienes se dedican a esta actividad a menudo desarrollan otras conductas nocivas, como amedrentar a sus vecinos y proveer de drogas a los niños.


Añadió que según estudios de la Fundación Paz Ciudadana, más del 70% de las personas condenadas por delitos violentos arrojan resultados positivos en el examen de consumo de drogas al momento de la detención, por lo que el hecho de combatir el microtráfico también tiene efectos en la comisión de otros delitos.


El Honorable Senador señor Espina expresó su acuerdo con lo señalado por el Honorable Senador señor Orpis y agregó que, en general, quienes se involucran en el microtráfico de drogas no lo hacen por razones económicas, sino que forman parte de verdaderos esquemas de negocios organizados por los grandes narcotraficantes, que instalan redes de distribución, permitiendo a los que participan de las mismas lograr dos objetivos delictuales. En primer lugar, se disminuye el riesgo de las condenas y los comisos a través de la distribución masiva de pequeñas cantidades de droga en diversos lugares, pues, de este modo, quien llega a ser sorprendido sólo arriesga una pena menor. En segundo término, se facilita el control de áreas geográficas determinadas, en las que estas personas se dedican a atemorizar a los residentes que no están involucrados y a atraer a la droga a los niños. Manifestó que muchos traficantes mayores son condenados a penas de microtráfico por problemas de prueba, destacando que éstos, junto con quienes cometen atentados sexuales contra los niños, son los delincuentes que más daño hacen a la sociedad.


Expresó que, por lo anterior, es imprescindible que los microtraficantes sean excluidos de cualquier beneficio excarcelatorio.


Aun así, expresó que entiende y comparte los objetivos generales de la iniciativa en estudio, que consisten en establecer un catálogo escalonado de sanciones que no impliquen terminar inmediatamente con el delincuente en la cárcel cuando se trata de delitos de menor connotación y en poner a su disposición ciertos medios para que éste se rehabilite y reinserte en la sociedad. Pero, advirtió, cuando se trata de delitos graves que generan tanto daño social como es el narcotráfico, se debe dar una señal potente en el sentido que los responsables serán encarcelados.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que la indicación tiene por única finalidad excluir a las personas condenadas por microtráfico de la pena alternativa de trabajos comunitarios, pero que es posible aplicarles la sanción de libertad vigilada. Añadió que un porcentaje muy importante de los penados por este delito son mujeres.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que la discusión de fondo a propósito de esta indicación consiste en dirimir si en este caso será o no procedente la medida de trabajo comunitario y si ella facilita la rehabilitación.


El Honorable Senador señor Espina insistió en su criterio en cuanto a establecer que los condenados por microtráfico quedarán excluidos de todo beneficio excarcelatorio.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo presente que el actual artículo 62 de la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, excluye de la aplicación de las actuales medidas alternativas de la ley Nº 18.216 sólo a quienes sean reincidentes por los delitos contemplados en aquel cuerpo legal y que incluso permite que los reincidentes puedan acceder a ellas si actuaron como cooperadores eficaces en procesos criminales seguidos contra otros narcotraficantes.


Manifestó que el beneficio de la libertad vigilada intensiva, al cual podrían podrían acceder los microtraficantes condenados, directamente o a través de la pena mixta, contempla un plan muy gravoso de intervención, que facilita la rehabilitación y la reinserción social.


El Honorable Senador señor Espina subrayó que el artículo 62 antes citado excluye de cualquier tipo de beneficios a los condenados por tráfico de drogas, pero que tal como está configurado el proyecto, ellos podrían acceder a la medida de reclusión parcial, que procede respecto de los reincidentes cuyas condenas efectivas anteriores sumadas sean iguales o inferiores a dos años, e incluso a la libertad vigilada intensiva a través de la pena mixta, por lo que podría alegarse, con buenas posibilidades de éxito, que el artículo 62 de la ley Nº 20.000 quedaría tácitamente derogado por esta iniciativa.


El señor Ministro de Justicia manifestó que la duda planteada por el Honorable Senador señor Espina es real y que debería ser resuelta, dejándose, para estos efectos, a lo menos una constancia en la historia de la ley.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, explicó que ello no sería necesario pues si se lee el referido artículo 62 con detención, se observa que la exclusión de beneficios de la actual ley Nº 18.216 se configura sólo en relación a los reincidentes de los delitos que contempla la propia ley Nº 20.000 y no respecto de delitos cometidos anteriormente que estén sancionados en otros cuerpos legales.


Añadió que el proyecto, al establecer las sanciones de reclusión parcial y de prestación de servicios en favor de la comunidad y el beneficio de la pena mixta, se refiere a los reincidentes de cualquier tipo de delitos, por lo que el artículo 62 de la ley Nº 20.000 se interpreta como una regla especial de reincidencia específica y, como tal, no debe entenderse derogada por las normas generales contenidas en el proyecto.


Sostuvo que no debe perderse de vista que a menudo el microtráfico se produce porque alguien, previamente, ha traficado cantidades importantes de droga desde el extranjero. Por ello, dijo que si lo que se quiere es eliminar el microtráfico como actividad, parece más útil combatir previamente el gran narcotráfico.


La Comisión reservó para una sesión posterior su pronunciamiento acerca de las indicaciones números 4 y 5. De ello se dará cuenta más adelante.


A continuación, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en discusión la indicación número 6, de su autoría, referida al inciso cuarto del artículo 1° de la ley N° 18.216.


Explicó que esta proposición se funda tanto en los principios generales sobre prescripción de la pena como en aquellos establecidos por el proyecto en materia de concesión de diversas sanciones alternativas, que consideran como primerizos a quienes han cumplido penas con mucha anterioridad al caso que se está tratando.


Sometida a votación la indicación número 6, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Enseguida, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, sugirió discutir conjuntamente las indicaciones números 7 y 9, por cuanto contienen una proposición análoga. Aclaró que, sin embargo, mientras la primera plantea incluir dicha proposición como inciso quinto, nuevo, del artículo 1° de la ley N° 18.216, la segunda propone establecerla como artículo 2° bis, nuevo.


En su calidad de autora de la indicación número 7, explicó que, basándose en una sugerencia del profesor señor Raúl Tavolari, se plantea con carácter de regla general la obligación de Gendarmería de Chile y sus delegados de no atentar contra la dignidad de un condenado, en relación con la ejecución de las penas sustitutivas que la iniciativa contempla.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, destacó que aun cuando las dos indicaciones en estudio tienen un contenido similar, la de la Honorable Senadora señora Alvear plantea la incorporación de un inciso nuevo en el artículo 1º de la ley Nº 18.216, lo que podría entenderse en el sentido de que el principio general que propone incorporar sólo se aplicará a las sanciones sustitutivas que en ese precepto se indican y no a otras, como es el caso de la pena mixta. Observó que, en cambio, la indicación del Gobierno incorpora dicho principio como una regla general, aplicable a todas las disposiciones que integran el proyecto, criterio con el cual coincidió.


El señor Ministro de Justicia connotó que el respeto por la dignidad del condenado obedece a un mandato de índole supraconstitucional, por lo que coincidió con el parecer del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, en cuanto a la conveniencia de contemplar esta regla como principio general. Agregó que, de este modo, dicho criterio se aplicará a la totalidad de las sanciones propuestas por el proyecto, evitando que, de este modo, se abran campos de discusión sobre el particular.


El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que la expresión “atente contra la dignidad del condenado” tiene un contenido bastante subjetivo y que su inclusión podría incorporar una vía adicional de impugnación de las decisiones que la autoridad pueda adoptar. Añadió que esta proposición también facilitaría la posibilidad de objetar los convenios que se suscriban entre Gendarmería de Chile y las instituciones receptoras de los trabajos comunitarios, lo que representaría un riesgo de desprestigio para el sistema punitivo que el proyecto está instaurando.


El abogado señor Bofill explicó que el respeto a la dignidad humana se encuentra en la base de nuestro sistema normativo, según se advierte en el artículo 1° de la Carta Fundamental.


Observó que, en la práctica, la inclusión de una norma como la propuesta puede llevar a que todos quienes se sientan afectados en su dignidad a causa de la dictación de una resolución judicial o administrativa relativa a una pena sustitutiva, entablen recursos de protección, lo que implicaría judicializar cada uno de estos casos. Lo anterior, destacó, se aleja de los criterios técnicos de intervención especializada y profesional en los que se basa el proyecto.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que aun cuando debe tomarse en consideración el riesgo que se ha planteado, es necesario cuidar de la dignidad de los condenados y preservar ciertos estándares mínimos que eviten la degradación de las condiciones en que ellos cumplen sus sanciones.


Coincidió con la conveniencia de evitar la judicialización de las situaciones que se han mencionado, pero instó a respetar los acuerdos internacionales vigentes sobre estas materias. Sugirió, en consecuencia, buscar una redacción alternativa para este precepto, que evite las situaciones que se han enunciado.


El Honorable Senador señor Espina expresó que debía cuidarse que la norma que se proponga no genere más dificultades que las que pretende resolver. Anotó, a modo de ejemplo, que un abogado condenado bien podría objetar, por esta causa, la imposición de la pena de prestación de determinados servicios en beneficio de la comunidad cuando éstos se aparten de su especialidad.


Recordó que el ordenamiento jurídico interno chileno –especialmente el Derecho Laboral- ha incorporado un conjunto de mecanismos para asegurar y preservar la dignidad de las personas, además de que también se encuentra vigente en nuestro medio una serie de instrumentos internacionales que versan sobre esta misma materia. Por ello, estimó innecesario consagrar en la ley N° 18.216 la regla que se ha planteado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió con los razonamientos del Honorable Senador señor Espina y sostuvo que, en consecuencia, bien podía prescindirse de la regla propuesta, entendiendo que el respeto a la dignidad de los condenados constituye un principio que está subentendido en nuestro ordenamiento jurídico, que sirve de fundamento a aquél y que las autoridades deben basar sus actuaciones en el mismo.


El Honorable Senador señor Orpis opinó que el hecho de poder poner en tela de juicio la pena de prestación de servicios comunitarios alegándose que con su imposición se atenta contra la dignidad del condenado, supone un grado de debilitamiento tanto de los ya mencionados acuerdos internacionales como de las autoridades que los celebran.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sumó al criterio de entender que el respeto a la dignidad del condenado subyace bajo nuestro sistema normativo y consideró pertinente dejar una expresa constancia en ese sentido. Sin embargo, recordó que en las cárceles chilenas se violenta frecuentemente la dignidad de muchos condenados. Agregó que incluso podría sostenerse que el uso del brazalete electrónico estigmatiza a las personas. Aun así, coincidió con el profesor señor Bofill en cuanto a que puede no ser pertinente judicializar la solución de estos problemas.


Finalizado el debate, por los razonamientos antes expuestos, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, procedió a retirar la indicación número 7 y el Ejecutivo hizo lo propio con la indicación signada con el número 9.


Se hizo presente que el criterio adoptado a propósito de estas indicaciones debería tomarse en consideración al estudiarse las indicaciones números 16 y 17.


En una sesión posterior, la Comisión retomó el debate sobre el artículo 1° de la ley N° 18.216 y las indicaciones pendientes, signadas como números 1, 2, 4 y 5.


Atendiendo a la discusión ya habida en relación con esta disposición, la señora Subsecretaria de Justicia propuso sustituirla por otra del siguiente texto:


“Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por algunas de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva.


e) Expulsión.


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 34 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código. No se considerarán para estos efectos las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.


Explicó que la principal novedad que se observa en esta proposición es la última parte que se agrega al inciso final, que excluye del cómputo por delitos anteriores a los ilícitos cometidos con cinco o diez años de antelación, lo que coincide con lo propuesto por la Honorable Senadora señora Alvear en la indicación número 6.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear Comisión, sugirió llevar a cabo la discusión de esta propuesta por incisos.


En cuanto a los dos primeros incisos, hizo notar que su texto es igual al aprobado en general.


Refiriéndose al inciso segundo, recordó que a su respecto están pendientes las indicaciones números 1 y 2. Explicó que la idea de eliminar la referencia al artículo 361 del Código Penal, según lo propone la primera de dichas indicaciones, se debe a que esa disposición también se contempla en el artículo 15 bis, cuya discusión está igualmente pendiente. Indicó que el propósito sería que los penados por el delito que establece el citado artículo tengan acceso al tratamiento que conlleva la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva. Agregó que las indicaciones números 1 y 2 suprimen, además, la incompatibilidad de las penas sustitutivas con la pena mixta.


El profesor señor López manifestó que la supresión de la mención al artículo 361 que propone la indicación número 1 también sería válida para el artículo 362, que igualmente está mencionado en el artículo 15 bis.


La señora Subsecretaria de Justicia notó que la exclusión que se propone en el inciso segundo de la disposición en estudio sólo se predica respecto de los autores de los delitos consumados señalados en los preceptos del Código Penal que ahí se indican. En cambio, dijo, la idea del Ejecutivo para el artículo 15 bis es que la libertad vigilada intensiva se aplique a los condenados por esos delitos pero en grado de tentados o frustrados, o en los casos en que el condenado haya tenido un grado de participación en el delito consumado distinto a la autoría.


En razón de lo anterior, manifestó que sería conveniente eliminar del catálogo del artículo 15 bis la referencia a los delitos contemplados en los artículos 361 y 362, porque ello podría generar confusiones.


El profesor señor López observó que con la redacción actual del artículo 15 bis lo que se logra con la proposición anterior, es hacer más gravoso el beneficio a los autores de violación frustrada y a los cómplices, los que -aunque en principio les correspondería la remisión condicional o la libertad vigilada simple-, sólo podrán optar a la libertad vigilada intensiva.


La asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, planteó que la propuesta de su institución es eliminar del catálogo contenido en los artículos 1º y 15 bis la referencia a los delitos tipificados en los artículos 361 y 362 del Código Penal, de forma que los condenados por estos delitos puedan ser beneficiados por la libertad vigilada intensiva, pues los antecedentes recopilados en el estudio de reincidencia ejecutado por esa Fundación muestran que los condenados por delitos sexuales que son objeto de rehabilitación y reinserción social muestran tasas de reincidencia particularmente bajas en comparación con los que cumplen sus condenas en la cárcel.


Observó que estos datos son similares a los que se observan en la experiencia internacional y están referidos a delitos que aunque son de connotación sexual, no son particularmente atroces, pues las normas generales del proyecto excluyen de todo beneficio a condenados a sentencias prolongadas.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, manifestaron que la propuesta del Gobierno parece la mejor.


El Honorable Senador señor Orpis observó que la disposición propuesta por el Ejecutivo también excluye a los delitos que allí se mencionan de la pena mixta, por lo que, en ese sentido, sería incompatible con las indicaciones números 1 y 2.


Enseguida, las indicaciones números 1 y 2 fueron retiradas por sus autores.


El profesor señor López reiteró que la regla general en materia de política criminal es que la gravedad penal de un ilícito se expresa en la sanción que se le asocia. Añadió que si además de la pena se quiere agregar otro criterio para expresar la gravedad de la conducta, como sucede cuando ella se integra a un catálogo de tipos excluidos de ciertos beneficios, es necesario argüir una buena razón que lo fundamente, como sería el caso de si por las características del hecho el pronóstico futuro de rehabilitación del autor es improbable o difícil, cosa que acá no se hace. Observó, además, que dentro del catálogo de delitos excluidos no está contemplado el homicidio simple, que evidentemente es una conducta más dañina para la sociedad que muchas de las otras.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, replicó que aunque el criterio de la penalidad puede considerarse como una regla general para aquilatar racionalmente la gravedad de una conducta, hay ciertos casos, como los que se señalan en este catálogo, en los que ciertos delitos tienen un impacto público especialmente grave, lo que impone que además de la retribución penal específica para el culpable haya una sanción social extra, que en este caso se expresa en la decisión del legislador de excluir a ciertas conductas de las reglas generales de procedencia de las penas sustitutivas.


La asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, planteó que en la actualidad sólo están excluidos a priori de los beneficios de la ley Nº 18.216 algunos delitos sexuales particularmente graves y que si en esta oportunidad se establece un catálogo amplio de figuras excluidas, el efecto final de la ley puede ser minúsculo. Como ejemplo de lo anterior, sostuvo que si se excluye de la posibilidad de la pena mixta a los condenados por delitos de la ley de drogas, el universo de potenciales candidatos a esta sanción se circunscribiría apenas a unas doscientas personas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puntualizó que este tema es crucial, porque si en definitiva se aprueba un catálogo de exclusión muy amplio, el esfuerzo que ha significado este proyecto tendrá un correlato práctico mínimo en la sobrepoblación y hacinamiento carcelarios y sobre todo en el uso racional de los recintos penales.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, manifestó que el catálogo de exclusión contempla el parricidio, lo que, en la práctica, implica que si una mujer mata a su marido después de sufrir años de golpizas y violencia doméstica, no obtendrá ningún beneficio extracarcelario, aunque el juez, conociendo los hechos, atenúe su responsabilidad hasta imponerle la pena mínima posible.


La señora Subsecretaria de Justicia observó que la parte final del inciso segundo contiene una contraexcepción consistente en que procederán las penas sustitutivas, aunque se trate de los delitos tipificados en el catálogo de figuras excluidas, si en el respectivo caso se configura la circunstancia primera de atenuación de responsabilidad contenida en el artículo 11 del Código Penal, o sea, si hay una causal de exclusión de responsabilidad penal incompleta. Expresó que, por ello, en el caso señalado por la Honorable Senadora señora Alvear podría aplicarse una pena sustitutiva, pese a que por regla general el parricidio está excluido.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, expresó que mantenía sus dudas sobre el punto, por lo que requirió de la Comisión un pronunciamiento sobre el mismo.


Sometida a votación la idea de excluir el parricidio del catálogo de delitos respecto de los cuales no procederán las penas sustitutivas, la mayoría de la Comisión estuvo en contra de la proposición. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, y Orpis. Votó a favor la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta). Se abstuvo en Honorable Senador señor Walker, don Patricio.


En consecuencia, los dos primeros incisos del artículo 1° de la ley N° 18.216 se mantuvieron en los términos en que fueran propuestos por el Ejecutivo, que coinciden con el texto que fuera aprobado en general.


A continuación, se analizó el inciso tercero, respecto del cual se encontraban pendientes las indicaciones números 4 y 5. Cabe hacer presente que la redacción propuesta por el Ejecutivo para este inciso mantuvo el texto aprobado en general.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que, en la actualidad, en virtud de lo dispuesto en el artículo 62 de la ley Nº 20.000, proceden para los primerizos todas las medidas alternativas que establece la ley Nº 18.216, las cuales, sin embargo, están expresamente prohibidas para los reincidentes, salvo que se trate de un condenado respecto del cual se verifique la concurrencia de la causal de cooperación eficaz. Explicó que la norma que se propone en este inciso tercero no innova en la regulación anteriormente descrita, con excepción de lo que se establece respecto de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Señaló que la razón de lo anterior es que aunque el condenado por la ley de drogas cumpla con los requisitos para que esta sanción proceda, no parece conveniente permitir que tenga contacto directo con la comunidad.


El Honorable Senador señor Orpis señaló que en este debate no se ha tomado en la debida consideración la evolución que ha tenido la ley de drogas respecto de la tipificación del microtráfico y tampoco la peligrosidad creciente que muestran estos ilícitos para la sociedad chilena. Relató que el narcotráfico es un tema candente en los países limítrofes, pues, por ejemplo, Perú y Bolivia ostentan el 57% de la producción mundial de cocaína. Añadió que también se observa un aumento de la pureza de la droga internada a Chile desde esos países, que ha pasado desde un 30 a un 90%, lo que, en la práctica, permite multiplicar las dosis finales y bajar el precio para el consumidor nacional, lo que ha repercutido directamente en el incremento del consumo que se observa entre los escolares y los estratos más pobres de la población.


Manifestó que, por esta razón, es partidario de excluir incluso a los primerizos de los beneficios que concede este proyecto, salvo que se trate de un microtraficante respecto del cual se compruebe la presencia de una adicción a las drogas que trafica, porque, en ese caso, podría intentarse una intervención terapéutica que lo rehabilite y lo aleje del delito.


Instó a hacer un análisis de fondo respecto a los beneficios a que podrían acceder las personas condenadas en virtud de la ley de drogas.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que la regla general de procedencia de las penas sustitutivas excluye de cualquier beneficio a todos los condenados a sanciones superiores a cinco años, aunque sean primerizos, por lo que una gran cantidad de los delitos que establece la ley de drogas quedarían casi inmediatamente sin acceso a ellas. En todo caso, señaló que esperar que vayan a la cárcel todos los condenados por las figuras delictivas contempladas por la ley de drogas sería contrario a lo que se ha debatido.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, expresó que, en la materia en análisis, cabía efectuar una reflexión de fondo en cuanto a la confianza que se tiene en esta iniciativa. Hizo presente que si se resolvía legislar en el tema en estudio, era indispensable establecer incentivos claros para la rehabilitación de los condenados. De no ser así, hizo presente que optaría por renovar su indicación número 3.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que este asunto hay que observarlo en su contexto, porque aunque haya un catálogo de delitos excluidos, hay que recordar que un paso previo a la sentencia es la posibilidad que durante el juicio se decrete la suspensión condicional del procedimiento, ocasión en la que entra a escena el tribunal de tratamiento de drogas, que es una instancia de apoyo y seguimiento del suspendido condicionalmente para que cumpla ciertas metas de rehabilitación. Manifestó que teniendo lo anterior a la vista y considerando que en la actualidad hay fondos disponibles para el tribunal de tratamiento de drogas, la propuesta del Ejecutivo parece adecuada.


El Honorable Senador señor Espina indicó que su propósito al participar en la discusión de este proyecto no consiste única y precisamente en disminuir la población penal actual, sino que, más bien, en establecer reglas que aseguren que quienes deben estar sometidos a presidio efectivamente pueblen los recintos penales y que quienes puedan ser rehabilitados y reinsertados, tengan la opción de acceder a un tratamiento que los aleje del delito.


En razón de lo anterior, se mostró partidario de aprobar la proposición del Ejecutivo, en la cual podría explicitarse que ello no implica, en ningún caso, alterar lo dispuesto por el artículo 62 de la ley Nº 20.000, pues dicha regla fue latamente discutida con ocasión de la iniciativa que reformó la ley de drogas y ha cumplido un buen propósito.


El profesor señor López instó a tener cuidado con la formulación de los catálogos de exclusión de ciertos beneficios generales, pues ellos pueden generar efectos muy contraproducentes. Dijo que el juez, enfrentado a una norma que obliga al condenado a cumplir siempre su sanción en la cárcel, puede verse tentado a hacer una interpretación demasiado estricta de los presupuestos que permiten declarar la culpabilidad, lo que, en la práctica, podría abrir espacios de impunidad.


Sostuvo que no hay que perder de vista que la ley siempre está diseñada para el caso promedio, por lo que debe considerar herramientas que permitan al juez aquilatar las circunstancias concretas de cada caso para poder fallar en consonancia con ellas.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que el inciso en análisis es adecuado en el contexto de este proyecto, porque mantiene la regla actual contenida en el artículo 62 de la ley de drogas. Observó que, sin embargo, aún mantiene reparos particulares sobre el estatuto vigente en esta materia, los que podrían discutirse al estudiarse otras mociones de su autoría recaídas en esta materia, ya presentadas a tramitación legislativa.


Agregó que, en contraste con lo anterior, lo dispuesto en las indicaciones números 4 y 5 iría en contra de la disposición vigente y de la propuesta del proyecto, porque permitiría que los microtraficantes que no sean primerizos accedan a las penas sustitutivas de esta ley, incluyendo la de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Señaló que no compartía la idea contemplada por dichas proposiciones.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con las apreciaciones del Honorable Senador señor Orpis, por lo que propuso aprobar la proposición del Ejecutivo haciendo mención expresa de que la regla del artículo 62 de la ley de drogas sigue vigente y que las personas condenadas por los delitos que contempla esa ley no podrán acceder ni a la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad ni a la reclusión parcial, la que, según la redacción actual del proyecto, también podría proceder en relación a los reincidentes.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, dio por cerrado el debate y puso en votación el texto propuesto por el Ejecutivo para el inciso tercero en estudio, en el cual se daría por contemplada la sugerencia del Honorable Senador señor Espina.


El referido inciso tercero fue aprobado por cuatro votos a favor y uno en contra. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Votó en contra la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta).


Por cuatro votos en contra y uno a favor fue rechazada la indicación número 4. Votó a favor la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta). En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


La indicación número 5 fue retirada por su autor.


Enseguida, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso en discusión el inciso cuarto propuesto por el Ejecutivo para el artículo 1° de la ley N° 18.216, que prescribe lo que sigue:


“Tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código. No se considerarán para estos efectos las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.


La señora Subsecretaria de Justicia reiteró que que lo nuevo en este inciso es la oración final que se ha agregado, la cual excluye del cómputo por delitos anteriores a los ilícitos cometidos con cinco o diez años de antelación, lo que refleja lo propuesto por la Honorable Senadora señora Alvear en la indicación número 6, de su autoría, la cual fue aprobada precedentemente por la Comisión.


Igualmente, hubo acuerdo para acoger la redacción propuesta por el Ejecutivo para este inciso final, separando las dos oraciones que lo integran con un punto aparte e incluyendo otros cambios meramente formales.


Cabe hacer presente que los criterios anteriormente acordados para el artículo 1° de la ley N° 18.216 fueron recogidos por las letras a), b) y c) de la indicación número 1, del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, cuyo texto es el que sigue:


“1) Para modificar el actual numeral 2), que contiene el artículo 1°, en el siguiente sentido:


a) Agrégase, en el inciso segundo, a continuación de la palabra “casos” la preposición “en”.


b) Reemplázase el inciso cuarto por el siguiente:


“Tampoco el tribunal podrá aplicar las penas señaladas en el inciso primero, a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.”.


c) Incorpórase el siguiente inciso final:


“Para los efectos de este artículo, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.”.


Esta indicación fue aprobada con algunos ajustes formales con las votaciones ya consignadas. En consecuencia, las enmiendas introducidas al artículo 1° de la ley N° 18.216 fueron acogidas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, con excepción del inciso tercero del señalado precepto, que, como se ha dicho, contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, y el voto en contra de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta).

- - -


A continuación, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 8, que incide en el artículo 2° de la ley N° 18.216, que no fue modificado por el texto aprobado en general. La proposición consiste en agregar un numeral nuevo al artículo 1° del proyecto, para sustituir, en este artículo 2°, la frase “en el Título III de la ley N° 15.231” por “en la ley N° 18.287”.


Se explicó, por parte de los representantes del Ministerio de Justicia presentes en la sesión, que el actual artículo 2° de la ley N° 18.216 menciona el Título III de la ley N° 15.231, que regulaba la apelación, en el contexto del procedimiento ante los juzgados de Policía Local, el que se encuentra derogado. Explicaron que corresponde, en consecuencia, que se aluda a la ley N° 18.287, que en la actualidad regula el procedimiento ante los referidos juzgados.


Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -


Como se señalara precedentemente, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 9, para intercalar un numeral al artículo 1° del proyecto, destinado a agregar a la ley N° 18.216 un artículo 2° bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 2° bis.- Gendarmería de Chile, sus delegados y los organismos públicos o privados que, en virtud de los convenios a que se refiere esta ley, intervengan en la ejecución de las penas sustitutivas, deberán velar porque no se atente contra la dignidad del condenado en la ejecución de las mismas.”.


Según se explicara anteriormente, por las razones consignadas a propósito de la indicación número 7, esta indicación fue retirada por el Ejecutivo. Este retiro se materializó mediante oficio N° 452-359, de fecha 19 de enero de 2012.

- - -

N° 3


Este numeral sustituye la denominación del Título I de la ley N° 18. 216 por “De la Remisión Condicional y de la Reclusión Parcial”.


No se presentaron indicaciones a su respecto. Sin embargo, la Comisión resolvió poner con letras minúsculas el epígrafe de este Título I, con excepción de la preposición “De” con que se inicia. Este acuerdo contó con el parecer favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

N° 4


Elimina, en el epígrafe del Párrafo 1° del Título I de la ley N° 18.216, la expresión “de la pena”.


No fue objeto de indicaciones.

N° 5


Reemplaza el artículo 5° de la ley N° 18.216 por el siguiente:



"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".


Este numeral no recibió indicaciones.

N° 6


El texto aprobado en general introduce, a través de cinco numerales, igual cantidad de modificaciones al artículo 4° de la ley N° 18.216. Son las siguientes:

Letra a)


Elimina del encabezado del señalado artículo la expresión "de la pena". Este literal no fue objeto de indicaciones.

Letra b)


Suprime de la letra a) del artículo 4° la expresión "condenatoria". A igual que la letra anterior, no recibió indicaciones.

Letra c)


Sustituye la letra b) del artículo 4° por la siguiente:


"b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;".


No se presentaron indicaciones a su respecto.

Letra d)


Reemplaza, en la letra c) del artículo 4° de la ley N° 18.216, la expresión "reo" por "condenado". Este literal no fue objeto de indicaciones.

Letra e)


Agrega el siguiente párrafo segundo, nuevo, a la letra c) del artículo 4° de la ley N° 18.216:


"Con todo, el tribunal no aplicará esta pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado como autor de un delito consumado que tuviere asignada una pena mínima de presidio o reclusión menor en su grado máximo u otra superior, o se tratare de aquellos previstos en el artículo 15, letra b), debiendo en este caso imponer la libertad vigilada a que se refiere el artículo 14, inciso primero de esta ley, si procediere.".


A este literal se presentó la indicación número 11, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar la expresión “el artículo 15, letra b), debiendo en este caso imponer la libertad vigilada a que se refiere el artículo 14, inciso primero de esta ley, si procediere” por “los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo en estos casos imponer la libertad vigilada o la libertad vigilada intensiva, respectivamente”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la proposición en estudio busca guardar la necesaria concordancia con las normas referidas a la libertad vigilada intensiva. Recordó que la remisión condicional -a la que se refiere el artículo en que incide esta indicación-, procede, por regla general, respecto de delincuentes primerizos condenados a penas menores de tres años y que la libertad vigilada intensiva se concede cuando a este infractor se le ha impuesto una pena de entre tres y cinco años de presidio.


Subrayó que el requisito mínimo de la pena para la procedencia de la libertad vigilada intensiva se rebaja a quinientos cuarenta y un días cuando se trata de ciertos delitos cometidos en el contexto de la violencia intrafamiliar o de ciertos tipos de ilícitos sexuales particularmente graves. Señaló que esa pena de quinientos cuarenta y un días queda dentro del ámbito de aplicación de la remisión condicional; por tanto, cuando se trata de alguno de los delitos antes indicados se produce un problema de interpretación, ya que según las reglas generales procedería la remisión condicional pero, según la regla de la letra b) del artículo 15 bis, también procedería la libertad vigilada intensiva.


Manifestó que para solucionar el problema anterior, la indicación plantea excepcionar a los delitos que indica la letra b) del artículo 15 bis de la procedencia de la remisión condicional.


El abogado señor Bofill observó que la parte no modificada del mencionado inciso segundo da pie a entender que la excepción que se plantea es sólo una posibilidad que el juez puede o no acoger. Señaló que como aquel no es el propósito de la norma, sería preferible aclarar que no quedará a disposición del juez, en este caso, optar entre la remisión condicional y la libertad vigilada.


Como solución, propuso reemplazar el inciso segundo en estudio por el siguiente:


“Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado como autor de un delito consumado que tuviere asignada una pena mínima de presidio o reclusión menor en su grado máximo u otra superior, o se tratare de aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), pudiendo el tribunal, en estas situaciones, imponer la pena de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, respectivamente, si se cumplieren, en cada caso, los requisitos establecidos para las mismas.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, concordó con la redacción propuesta, señalando que ciertos agresores sexuales condenados a penas menores requieren, como sanción, la aplicación de un tratamiento. Explicó que tales tratamientos han demostrado ser efectivos cuando se aplican como condición de la libertad vigilada intensiva y se trata de delitos cometidos a consecuencia de perturbaciones no estructurales del condenado.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, compartió la idea propuesta por la indicación en estudio y consideró necesaria la aclaración efectuada por el profesor señor Bofill. En consecuencia, propuso a la Comisión aprobarla con la redacción planteada por él.


Sometida a votación la indicación número 11, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.
- - -

Letra d)



Este literal no fue objeto de modificaciones en el texto aprobado en general por el Senado. Su texto es el siguiente:


“d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hacen innecesario un tratamiento o la ejecución efectiva de la pena.”.


En relación a esta letra d), la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, presentó la indicación número 10, para sustituir la expresión “hacen innecesario un tratamiento” por “hacen innecesaria una intervención”.


La mencionada señora Senadora manifestó que la indicación se fundamenta en las concepciones actuales de la criminología, las cuales consideran que el condenado no es un enfermo, sino una persona que ha cometido un infracción social y que por medio de la pena que se le impone, tiene una oportunidad para rehabilitarse.


El señor Ministro de Justicia expresó que esa Secretaría de Estado comparte la idea de utilizar el término “intervención” en lugar de la palabra “tratamiento”, por las razones indicadas por la señora Presidenta de la Comisión, por lo que propuso aprobar las restantes indicaciones del proyecto que contemplen la misma enmienda, que son las signadas con los números 26, 28, 31 y 36.


El abogado señor López sostuvo que el texto en que incide esta indicación es, justamente, el que da lugar a uno de los problemas a los que se refirió con anterioridad, al formular ciertas consideraciones generales en relación al proyecto.


Recordó que tal como se estructura el sistema propuesto por la iniciativa, los primerizos que han sido condenados a penas inferiores a dos años y que cumplen otras condiciones, deberían obtener la sustitución de la pena privativa de libertad por la remisión condicional; sin embargo, acá se plantea que incluso en ese caso el juez podrá considerar necesario el cumplimiento efectivo de la pena o la aplicación de un tratamiento.


Respecto a esta última posibilidad, connotó que dichos tratamientos o intervenciones sólo están disponibles para las personas condenadas a libertad vigilada, por lo que, en la práctica, si el juez lo considera necesario, el candidato a remisión condicional terminará cumpliendo su sentencia en la cárcel al no existir la posibilidad de que el tribunal convierta esa pena alternativa en otra de libertad vigilada.


Por estas razones, sugirió suprimir esta letra d).


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que es efectivo lo señalado por el profesor López, pues no hay una oferta de tratamiento disponible para las personas condenadas a remisión condicional, ni tampoco está permitido que el juez transforme, para estos efectos, una pena de remisión por otra de libertad vigilada. Agregó que, con todo, debe dejarse abierta la posibilidad de que el juez, atendidas las circunstancias del caso, imponga la ejecución efectiva de la pena.


El abogado señor Bofill coincidió con este planteamiento.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso aprobar la indicación con modificaciones, de manera de acoger la sugerencia formulada por la señora Subsecretaria.


Sometida a votación la indicación número 10, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Como se consignará en la parte pertinente de este informe, por las razones ya señaladas también fueron acogidas en su momento las indicaciones números 26, 28, 31 y 36.


En una sesión anterior, la Comisión conoció una propuesta de redacción del Ejecutivo para el artículo 4° en estudio, que lo reemplaza íntegramente, acogiendo los acuerdos anteriormente consignados en relación con los literales c) y d) y enmendando el inciso segundo.


El texto sugerido a la Comisión es el que sigue:


“Artículo 4°.- La remisión condicional podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia no excede de tres años;


b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;


c) Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten presumir que no volverá a delinquir, y


d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hacen innecesaria una intervención o la ejecución efectiva de la pena.


Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que, además de recoger los aspectos ya debatidos en relación con las letras c) y d) de este artículo 4°, la redacción recién transcrita introduce modificaciones al inciso segundo.


Señaló que en el referido inciso segundo se hacía mención a la pena abstracta y que ahora, en cambio, se está haciendo una referencia a la pena concreta. Añadió que, además, para evitar dudas interpretativas, en esta norma se excluye del beneficio de la libertad condicional a los que, cumpliendo con los requisitos generales, hayan cometido alguno de los delitos que señalan los artículos 15, letra b), y 15 bis, letra b), del proyecto.


La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acogió esta proposición, introduciéndole algunos ajustes formales.

Cabe hacer presente que esta nueva redacción fue recogida en la indicación número 2, de 19 de enero de 2012, del Ejecutivo, la cual fue aprobada con algunos ajustes formales por la votación recién consignada.


El texto de dicha indicación es el que sigue:


“2) Para reemplazar en el actual numeral 6) su letra e) por la siguiente:


“e) Agrégase el siguiente inciso segundo:

i. 



“Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.”.”.

- - -

N° 7


Este numeral modifica, a través de cinco letras, el artículo 5° de la ley N° 18.216.

Letra a)


Reemplaza, en el encabezado del mencionado artículo 5°, la frase “Al conceder este beneficio” por “Al imponer esta sanción”, y la expresión “reo” por “condenado”. Este literal no fue objeto de indicaciones.

Letra b)


Reemplaza, en la letra a) del artículo 5°, la palabra “reo” por “condenado” y suprime la expresión “la sección de tratamiento en el medio libre de”. Esta letra no recibió indicaciones.

Letra d)


Sustituye, en la letra b) del artículo 5° de la ley N° 18.216, los términos "a la sección correspondiente de Gendarmería de Chile", por "ante Gendarmería de Chile" y reemplaza el punto y coma (;) con que termina esta letra por una coma (,), seguida de la conjunción copulativa "y".


Este literal fue objeto de dos indicaciones, la número 12, de su Excelencia el señor Presidente de la República, para sustituir la expresión “ante Gendarmería de Chile” por “de Gendarmería de Chile”, y la número 13, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), para reemplazar la preposición “ante” por “de”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, explicó que ambas indicaciones ofrecen el mismo contenido y buscan armonizar el texto de la letra b) del artículo 5° con lo acordado en relación a la letra a) del mismo precepto. Por ello, instó a aprobarlas.


Sometidas a votación estas indicaciones números 12 y 13, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -

Letra e)


Suprime, en la letra c) del artículo 5° de la ley N° 18.216, la frase "la sección de tratamiento en el medio libre de" y sustituye la expresión ",y" con que termina, por un punto aparte (.), y la expresión "reo" por "condenado".


Aun cuando no se presentaron indicaciones respecto a este literal, el abogado señor Bofill manifestó su interés por formular algunas apreciaciones en torno al mismo.


Hizo presente que el artículo 5º de la ley Nº 18.216 regula las condiciones que se imponen al beneficiado para acceder a la medida de remisión condicional de la pena, agregando que el literal en cuestión previene que, dentro de dichas exigencias, se encuentra la de ejercer, dentro del plazo y bajo las modalidades que determine Gendarmería de Chile, una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio si el condenado carece de medios conocidos y honestos de subsistencia y no posee la calidad de estudiante.


Explicó que esto tenía sentido en el contexto en que las medidas alternativas eran entendidas como beneficios que se concedían a quien era condenado a una pena privativa de libertad. Observó que, sin embargo, una de las ideas centrales del proyecto en estudio es cambiar esa concepción, transformando las antiguas medidas alternativas en penas sustitutivas. Manifestó que estas penas sustitutivas, en cuanto son sanciones, se rigen por los principios constitucionales generales que regulan las sanciones penales, en virtud de los cuales ellas siempre deben ser determinadas por un tribunal.


En razón de lo anterior, puntualizó que no procedía entregar a Gendarmería la determinación del plazo y modo en que se ejecutará lo indicado por la letra c) del artículo 5º, pues ello es parte de la pena sustitutiva de remisión condicional.


Para solucionar este punto, sugirió que las señaladas condiciones sean determinadas por el juez en la sentencia. Agregó que lo anterior puede ser materia de la audiencia que ya está establecida en el juicio oral, en los términos del artículo 343 del Código Procesal Penal.


Explicó que dicha audiencia procede una vez que ha concluido el debate del juicio oral y los jueces que integran el tribunal han adoptado una decisión absolutoria o condenatoria. Señaló que, en ese último caso, se abrirá debate sobre las circunstancias relevantes para la determinación y el cumplimiento de la pena, pudiendo recibirse los antecedentes que hagan valer los intervinientes para fundamentar sus peticiones. Entre ellos, agregó, se encuentran los informes que permiten establecer el plazo y las modalidades que se impondrán al condenado a remisión condicional, referidos, justamente, al ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si éste carece de medios conocidos y honestos de subsistencia y no posee la calidad de estudiante.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que una situación similar puede plantearse en relación a la pena de libertad vigilada, pues ella impone como condición la de someter al condenado a un tratamiento, materia que también debería abordarse en la audiencia mencionada por el abogado señor Bofill. Opinó que lo anterior debería incorporarse en la ley, en razón de la nueva concepción que este proyecto contempla en relación a las penas sustitutivas.


El abogado señor López coincidió con la inquietud planteada por el señor Bofill y agregó que ella refuerza la efectividad de la imposición de la condición, ya que tiene el respaldo del juez. Señaló que a la audiencia en la que se discuten estos temas comparecen ambas partes, las que están obligadas a acompañar todos los antecedentes en que fundan sus peticiones, por lo que es muy probable que el juez disponga de más información que la que puede lograr Gendarmería de Chile.


La señora Subsecretaria de Justicia concordó con lo planteado por el abogado señor Bofill.


La asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, discrepó de lo expuesto, observando que originalmente el Código Procesal Penal contemplaba, en su artículo 345, una audiencia especial optativa, posterior a la decisión de condena, para discutir sobre la determinación y el cumplimiento de la pena dispuesta por el tribunal. Recordó que esta norma fue derogada por la ley Nº 20.074, la que también introdujo la actual formulación del artículo 343 del indicado Código, que establece una audiencia en la que también se discuten otros tópicos, como la determinación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal.


Agregó que, por la entidad de las penas que se analizan, este asunto no será, generalmente, materia de un juicio oral, sino más bien de un procedimiento simplificado o abreviado, los que, por su naturaleza, son de rápido despacho y no proporcionan a las partes una instancia adecuada como para definir las señaladas condiciones.


Finalmente, recordó que el control que la remisión condicional impone al condenado es muy leve y que, en la actualidad, se limita a un registro periódico de firmas.


El abogado señor Bofill repuso que la objeción anterior no soluciona el reparo planteado en cuanto a que la pena debe ser objeto de determinación judicial. Agregó que tampoco tiene en consideración que la norma del artículo 343 del Código Procesal Penal, pese a estar contemplada para el juicio oral, es de aplicación supletoria, según lo dispuesto en los artículos 389, 405 y 415 del mismo Código, relativos, respectivamente, al procedimiento simplificado, al procedimiento por delito de acción privada y al procedimiento abreviado. En virtud de lo anterior, reiteró su planteamiento.


Concluyendo el análisis de esta propuesta, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, recabó el acuerdo de la Comisión para acoger la proposición del abogado señor Bofill y modificar, en consecuencia, la letra c) del artículo 5º de la ley Nº 18.216, con el objetivo de consagrar en su texto los siguientes criterios:


-- Establecer que la determinación del plazo y las modalidades que se impondrán al condenado para ejercer una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio si carece de medios conocidos y honestos de subsistencia y no posee la calidad de estudiante, corresponderá al juez, y


-- Señalar que la referida decisión judicial será discutida en la audiencia que establece el artículo 343 el Código Procesal Penal.


En principio, estas modificaciones fueron acogidas.
- - - 

Letra f)


Este literal elimina la letra d) del artículo 5° de la ley N° 18.216, norma que contempla, entre las condiciones que el condenado debe satisfacer al concedérsele la remisión condicional, la satisfacción de la indemnización civil, las costas y las multas impuestas por la sentencia. Agrega que, en caso de impedimento justificado, el tribunal podrá prescindir de esta exigencia, sin perjuicio de que se persigan estas obligaciones en conformidad a las reglas generales.


Como se explicó anteriormente, la letra f) aprobada en general suprime este literal d).


La misma no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, el Honorable Senador señor Espina hizo presentes algunas observaciones a su respecto.


Connotó que este precepto permite, en la actualidad, que el juez excepcione al condenado que no posee medios económicos suficientes, de la obligación de afrontar las costas, multas e indemnizaciones que se hayan determinado en la sentencia. Observó que, de suprimirse dicha norma, el condenado en ningún caso tendrá que solventar dichos pagos, aun cuando tenga recursos para ello. Consultó acerca de las razones que motivaron esta eliminación.


El abogado señor Bofill expresó que en esta modificación parece subyacer la idea de proscribir la prisión por deudas y de impedir que alguien sea privado de su libertad por el mero hecho de no poder afrontar sus responsabilidades civiles.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, indicó que la enmienda en estudio proviene de la Cámara de Diputados, en la cual se tuvo en consideración que esta pena alternativa operaría en una forma que podría catalogarse de regresiva.


Recordó que la norma que se suprimiría fue dictada antes de la promulgación del actual Código Procesal Penal, cuerpo legal que considera salidas alternativas, acuerdos reparatorios y la posibilidad de resguardar la vía civil en el juicio oral, que son fórmulas que cautelan de mejor manera, a su juicio, la integridad patrimonial de la víctima.


El Honorable Senador señor Espina discrepó de lo anterior, indicando que si ese fuere el espíritu de la norma, también debería eliminarse la letra c) del artículo 5º, porque la idea de que el condenado a la pena de remisión condicional deba ejercer una profesión, empleo, arte, industria o comercio, tiene relación directa con la posibilidad de generar medios económicos para enfrentar las consecuencias patrimoniales de su delito. Por otra parte, destacó que el juez puede, en casos justificados, prescindir de esta exigencia.


El abogado señor López manifestó que al aprobarse la supresión de esta norma, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia de la Cámara de Diputados se tuvieron en consideración tres razones.


En primer lugar, se sostuvo que la mayoría de los imputados carece de medios económicos para satisfacer las correspondientes indemnizaciones, por lo que la obligación que plantea el texto vigente sería una forma de disminuir la aplicación efectiva de la pena alternativa de remisión condicional.


También se tuvo en cuenta que, según la jurisprudencia de la Corte Suprema, cuando esta disposición se ha discutido ante esa instancia, se ha tratado de casos de prisión por deudas, razón por la cual se ha desestimado su aplicación.


En tercer lugar, en los casos en que los condenados han adeudado costas, multas o indemnizaciones, el mismo Máximo Tribunal ha estimado que existen vías civiles suficientes para hacer efectivas tales obligaciones.


En relación con las observaciones del Honorable Senador señor Espina, precisó que la imposición de la obligación de ejercer una profesión, empleo, arte, industria o comercio al condenado a remisión condicional, no está concebida como una fórmula para que éste logre medios económicos para enfrentar las consecuencias civiles de sus actos, sino más bien como un camino para que emprenda una actividad socialmente útil, que lo reinserte en forma efectiva en la sociedad. Agregó que, en la mayoría de los casos, los recursos que por esta vía obtiene el condenado son muy inferiores a las indemnizaciones, multas y costas que las sentencias penales típicas imponen, por lo que si dicho condenado no cuenta con medios económicos con anterioridad a la comisión del delito, difícilmente podrá encarar tales obligaciones.


El jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, manifestó que este proyecto contempla una medida nueva para la protección de los intereses de la víctima, tanto en el caso de delitos de acción penal privada como de acción penal pública previa instancia particular, consistente en que ésta será citada a una audiencia especial para discutir la procedencia de la aplicación de alguna de las penas sustitutivas. Por otra parte, sostuvo que, en los hechos, lo dispuesto por la letra d) en estudio, es de escasa aplicación.


Finalizado el análisis de este punto, se optó por no introducir enmiendas a la disposición en análisis, manteniéndose el texto aprobado en general.


Se estimó procedente, sin embargo, consignar en el presente informe los argumentos que se han entregado sobre este particular.


En una sesión posterior, el Ejecutivo presentó a consideración de la Comisión una nueva redacción para este artículo 5°, del siguiente tenor:


“Artículo 5°.- Al imponer esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de duración de la pena, con un mínimo de un año y máximo de tres, e impondrá las siguientes condiciones que el condenado deberá cumplir:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesta por el condenado. Esta podrá ser cambiada, en casos especiales, según calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho Servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales.


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que esta redacción refleja las enmiendas acordadas anteriormente en relación con esta norma y, además, subsana algunas dudas que se han presentado a raíz de la mención que la letra c) haría al artículo al artículo 343 del Código Procesal Penal. Señaló que la materia a que se refiere esta letra c) se establece en la sentencia y no en la audiencia a la que alude la ya referida norma del Código Procesal Penal y que por ello, la alusión a la señalada norma debería eliminarse.


Los miembros de la Comisión reconsideraron los criterios adoptados en relación con esta disposición y resolvieron reabrir el debate sobre la misma en los términos del artículo 125 del Reglamento de la Corporación.


Reexaminados los acuerdos anteriores, particularmente aquellos relacionados con la letra c), así como la nueva redacción del Ejecutivo, se optó por esta última.


La unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acogió la nueva redacción propuesta por el Ejecutivo con algunos cambios meramente formales.


Dicha redacción fue recogida por la indicación número 3, del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, cuyo tenor es el que sigue:


“3) Para reemplazar el numeral 7) por el siguiente:


7) Sustitúyese el artículo 5° por el siguiente:


“Artículo 5°.- Al imponer esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de duración de la pena, con un mínimo de un año y un máximo de tres, e impondrá las siguientes condiciones que el condenado deberá cumplir:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesto por el condenado. Esta podrá ser cambiada, en casos especiales, según la calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y a la asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho Servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”.

Esta indicación fue aprobada con algunas enmiendas de tipo formal y contó con la votación favorable recién consignada.

- - -
N° 8


Deroga el artículo 6°de la ley N° 18.216.


Este numeral no fue objeto de indicaciones.

N° 9


Reemplaza, en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I de la ley N° 18.216, la palabra “nocturna” por “parcial”. Al igual que el número anterior, éste no fue objeto de indicaciones.

N° 10


Sustituye el artículo 7° de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme con los siguientes criterios:


1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.


2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente.


3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.


Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".


No se presentaron indicaciones respecto a este numeral. Sin embargo, la Comisión resolvió introducir una enmienda formal en el encabezado del inciso primero del artículo 7°. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

N° 11


Reemplaza el artículo 8° de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia no excede de tres años;


b) Si el penado no ha sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo ha sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no exceda de dos años, o a más de una, siempre que en total no excedan de dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y


c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permiten presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.".


Este numeral no recibió indicaciones. Sin embargo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión resolvió introducirle algunos ajustes formales. Este acuerdo contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

N° 12


Reemplaza, en el artículo 9° de la ley N° 18.216, los términos “computará una noche” por “computarán ocho horas continuas de reclusión parcial”.


En relación al señalado artículo 9°, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, presentó la indicación número 14, para incorporar un nuevo numeral al artículo 1° del proyecto, destinado a agregar a este precepto el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El tribunal deberá citar, a lo menos trimestralmente, a una audiencia de revisión de la reclusión parcial.”.


La mencionada señora Senadora explicó que esta indicación busca establecer una instancia de control de la medida de reclusión parcial, con el objetivo de medir el progreso del condenado. Añadió que esta obligación debería asumirla el juez de garantía, en tanto no se cuente con una judicatura dedicada al control de la ejecución de las penas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, estimó que la proposición en estudio puede importar un incremento considerable en la carga de trabajo del juez de garantía, pues supone la realización de numerosas audiencias, lo que, en la práctica, terminaría burocratizando el sistema.


El abogado señor Bofill manifestó que se espera que el universo anual de condenados a esta medida alcance las seis mil personas, por lo que la exigencia contenida en esta indicación bien podría suponer la celebración de unas 24.000 audiencias judiciales adicionales al año.


El profesor señor López consideró que la propuesta no es del todo justificada, agregando que el proyecto contempla mecanismos específicos en relación al incumplimiento y al quebrantamiento de las penas que se proponen.


En atención a los argumentos expuestos, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, procedió a retirar la indicación número 14.

N° 13


Este numeral deroga los artículos 10, 10 bis, 11 y 12 de la ley N° 18.216.


No fue objeto de indicaciones.

N° 14


Intercala un Párrafo 3°, nuevo, a la ley N° 18.216, pasando el actual Párrafo 3° a ser 4°. El nuevo Párrafo 3° se denomina “Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad” y consta de cuatro artículos, signados como 10, 11, 12 y 12 bis.


En mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, se acordó escribir con letra minúscula el epígrafe de este párrafo. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


A continuación, se consigna el texto de los antes señalados preceptos y de las indicaciones que se presentaron a su respecto.

Artículo 10


Su tenor es el siguiente:


"Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados.


Gendarmería de Chile y sus delegados, y los organismos públicos y privados que en virtud de los convenios a que se refiere el inciso anterior, intervengan en la ejecución de esta sanción, deberán velar porque no se atente contra la dignidad del penado en la ejecución de estos servicios.”.


En relación a esta disposición, se presentaron tres indicaciones. La número 15, de Su Excelencia el Señor Presidente de la República, intercala, en el inciso segundo del artículo propuesto, luego del término “privados”, la expresión “sin fines de lucro”. Las números 16 y 17, del Ejecutivo la primera y de la Honorable Senadora señora Alvear, (Presidenta), la segunda, suprimen el inciso tercero.


Refiriéndose a la indicación número 15, el señor Ministro de Justicia explicó que ella intenta evitar que se desvirtúe el sentido de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, pues la idea es, justamente, que la comunidad sea la beneficiada y no el interés patrimonial de una organización privada determinada.


Sometida a votación esta indicación número 15, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Enseguida, puestas en estudio las indicaciones números 16 y 17, se tuvo en cuenta que la modificación que ellas proponen se relaciona en forma directa con lo discutido a propósito de las indicaciones números 7 y 9, las que, en definitiva, fueron retiradas. Teniendo presente los argumentos proporcionados en relación a estas últimas, se acordó mantener el criterio que se adoptó a su respecto, en el sentido de desechar una regla como la que contempla el inciso tercero de este artículo 10.


Sometidas a votación las indicaciones números 16 y 17, fueron aprobadas, con la finalidad de mantener la coherencia con el acuerdo relativo a las indicaciones números 7 y 9. Esta decisión contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Enseguida, aun cuando ya estaban despachadas las indicaciones presentadas a esta disposición, el Honorable Senador señor Orpis manifestó su interés por formular algunos planteamientos adicionales en torno a la misma.


Señaló que dicho precepto contempla la existencia de delegados para controlar la pena sustitutiva de trabajos en beneficio de la comunidad, destacando que no hay ninguna otra norma en el proyecto que desarrolle orgánicamente esta nueva función o que encomiende su regulación a un reglamento.


Observó que el artículo 20 de la ley Nº 18.216, remite la regulación de las funciones de los delegados de libertad vigilada y su nombramiento a un reglamento, contenido en la actualidad en el decreto supremo Nº 1.120, del Ministerio Justicia, publicado en 1984. Manifestó que los artículos 23 a 38 de dicho reglamento disponen los requisitos para ser nombrado delegado de libertad vigilada, la forma de hacerlo y la autoridad responsable del nombramiento, así como las principales obligaciones de estos funcionarios. Connotó que, naturalmente, dicha regulación sólo se orienta a la referida pena de libertad vigilada y no a las demás que contempla el proyecto en estudio. Añadió que la iniciativa reemplaza el artículo 20 de la ley Nº 18.216 y prevé un reenvío al reglamento refiriéndose sólo a los delegados de la libertad vigilada, tal cual ocurre hoy.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la inquietud del Honorable Senador señor Orpis quedará atendida en un proyecto de reglamento que el Ejecutivo está desarrollando en forma paralela a la discusión parlamentaria de este proyecto de ley.


El Honorable Senador señor Orpis repuso que igualmente cabría modificar el artículo 20 de la ley Nº 18.216, para disponer que el mencionado reglamento se ocupará en forma orgánica de los delegados, tanto de los de libertad vigilada como de los que se encargarán de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


El abogado señor Jorge Bofill consideró válida la inquietud del Honorable Senador señor Orpis, puntualizando que cabría abordarla al tratar el artículo 20, pues lo propuesto debería tenerse en cuenta a propósito de ese precepto.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la futura ley que se estudia lleva asociados tres reglamentos, a saber, uno relativo a la regulación de materias generales, otro sobre la prestación de servicios en beneficio de la comunidad y el tercero, referido al monitoreo telemático. Señaló que el segundo de estos reglamentos se ocupará de la labor de los delegados con los condenados a dichos trabajos y también de la organización de tales funcionarios a nivel territorial y nacional.


Finalmente, la Comisión acordó retomar este tema al momento de estudiar el artículo 20.


Luego, se inició el debate del artículo 11.

Artículo 11


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a un año de privación de libertad.


Para decretar la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez deberá exigir el cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 8°, letra c), de esta ley. Junto con lo anterior, deberá constatar la voluntad del condenado de someterse a esta pena e informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento. De estas circunstancias dejará registro en la resolución que decrete la pena.


Esta pena sólo procederá en subsidio del resto de las penas sustitutivas y por una sola vez.”.


En relación a esta disposición, se presentaron cuatro indicaciones. La primera, signada con el número 18, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, reemplaza, en el inciso segundo del artículo transcrito, su primera oración por la siguiente: “El juez decretará la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, si concurren las circunstancias de la letra c) del artículo 8°.”.


A continuación, la indicación número 19, del mismo autor, sustituye el inciso tercero por el que sigue:


“Esta pena procederá por una sola vez y sólo para el caso que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.”.


Luego, la indicación número 20, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), reemplaza el referido inciso tercero por el siguiente:


“Esta pena sólo podrá decretarse cuando no proceda la aplicación de alguna de las otras penas sustitutivas establecidas en esta ley, y por una sola vez.”.


Finalmente, la indicación número 21, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, sustituye el mismo inciso tercero citado por el siguiente:


“Esta pena sólo podrá decretarse cuando no proceda la aplicación de alguna de las otras penas sustitutivas establecidas en la misma ley.”.


Antes de iniciar el estudio de estas indicaciones, el profesor señor Bofill planteó la conveniencia de revisar el inciso primero de este artículo 11, que no fue objeto de indicaciones.


Hizo presente que el referido inciso establece que la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad procederá si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a un año de privación de libertad.


Connotó que el límite de un año, como pena, es muy poco usual. Explicó que la pena de reclusión menor en su grado mínimo va de 61 a 540 días y que, por su naturaleza, es divisible, por lo que, en virtud de lo dispuesto en por el artículo 67 del Código Penal, al aplicarla, el juez puede recorrerla en toda su extensión si es que en el juicio no se han configurado atenuantes ni agravantes de responsabilidad. Agregó que, sin embargo, si hay una agravante, la pena deberá aplicarse en el máximo y si hay una sola atenuante, se impondrá en el mínimo. Para estos efectos, señaló que la misma disposición citada establece que el mínimo y el máximo de una pena se obtiene dividiéndola por la mitad, de manera que la parte superior consiste en el máximo y la parte inferior, en el mínimo.


Indicó que cuando se trata de presidio menor en su grado mínimo, la aplicación del artículo 67 establece que el punto en el que se divide esta pena es 300 días, de manera que la parte que excede este plazo hasta 540 días es el máximo de la pena y otra la parte, desde 61 días, es su mínimo.


Señaló que, en razón de lo anterior, las penas típicas que se aplican a los delitos a los cuales corresponde el presidio menor en su grado mínimo, son de 61, 300, 301 ó 540 días, siendo infrecuente encontrar sanciones de un año. En mérito de lo anterior, sugirió establecer que la pena originalmente impuesta deberá ser igual o inferior a 300 días de privación de libertad.


El abogado señor López recordó que anteriormente ya tuvo ocasión de formular algunas observaciones referidas a la procedencia subsidiaria de la pena de prestación de servicios a la comunidad en relación con la de reclusión parcial y a la conveniencia de que el proyecto establezca una gradualidad en las penas sustitutivas que se proponen, tomando en cuenta su intensidad o gravedad.


Expresó que la norma sobre conversión establece una equivalencia de 40 horas de trabajos comunitarios por cada mes de presidio y que, en cambio, la pena de reclusión parcial considera una jornada de encierro domiciliario, diurna o nocturna, por cada día de presidio. En consecuencia, quien es condenado a un año de cárcel tendrá, en el primer caso, doce semanas de trabajo comunitario y, en el segundo, 365 jornadas de encierro domiciliario o 52 fines de semana en las mismas condiciones.


Opinó que, en ese sentido, la reclusión parcial resulta más gravosa que los trabajos comunitarios, los que se aplican en subsidio de la primera pena, rompiendo la regla de la gradualidad, pues el sujeto condenado a un año de privación de libertad podría preferir una sanción previa más alta para acceder a los ya señalados trabajos en beneficio de la comunidad.


Señaló que una posible solución sería prescribir que la prestación de servicios en beneficio de la comunidad constituirá una condición para la pena de remisión condicional, pues así quedaría dentro del marco de una pena sustitutiva menos gravosa. Agregó que hoy se contempla que el beneficiado por la remisión condicional debe cumplir, como condición, el ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio si carece de medios conocidos y honestos de subsistencia y no posee la calidad de estudiante y, en ese contexto, sería perfectamente posible establecer, también a modo de condición, que el juez podrá imponer la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que si bien el planteamiento del abogado señor López está bien inspirado y resulta coherente, no toma en consideración los universos posibles de personas condenadas a cada una de las penas sustitutivas contempladas por el proyecto.


Manifestó que los servicios en beneficio de la comunidad requieren la supervigilancia directa de un delegado de Gendarmería de Chile y que, para estos efectos, se consideró una proporción de 45 condenados por delegado, de manera de asegurar un control efectivo del progreso y la efectividad de estos trabajos para el proceso de reinserción social. Agregó que la pena de remisión condicional, tal como está concebida en el proyecto, abarcaría un universo de unas 35.000 personas, por lo que si para esta cantidad de condenados se abre la posibilidad de imponerles trabajos en beneficio de la comunidad, los delegados contemplados no darán abasto.


Explicó que, por lo anterior, con el propósito de salvaguardar la efectividad de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se ha pretendido restringir su ámbito de aplicación, estableciendo que sólo se podrá imponer por una única vez a cada condenado y que es la última pena sustitutiva que el sentenciado obtendrá antes del presidio efectivo.


La abogada de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, opinó que los trabajos en beneficio de la comunidad pueden ser menos gravosos que la reclusión parcial. Por ello, dijo, no deberían proceder en subsidio de la pena de reclusión parcial. Observó que, con todo, ello no implica que dichos trabajos puedan convertirse, sin más, en una condición para la remisión condicional, como se ha planteado, porque ello implica una intervención mayor en casos que no son tan lesivos y que, por tanto, ameritan una pena de menor envergadura, en los términos en que está configurada la remisión condicional.


En razón de ello, propuso que los servicios en beneficio de la comunidad constituyan una pena alternativa y no supletoria de la reclusión nocturna, pues ambos sustitutos se aplican a personas con un mayor compromiso delictual.

El profesor señor Bofill connotó que una pena de un año de privación de libertad está dentro del rango de la sanción de presidio menor en su grado mínimo, pero que por aplicación de lo dispuesto en el artículo 67 del Código Penal, lo más probable es que una pena de esa entidad sea determinada finalmente por el juez en un segmento inmediatamente inferior o superior a 300 días, dependiendo de si concurren o no agravantes o atenuantes. En razón de lo anterior, reiteró su sugerencia de establecer en el inciso primero del artículo 11, que la pena originalmente impuesta deberá ser igual o inferior a 300 días de privación de libertad y no de un año, como lo establece la norma aprobada en general.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó apropiada la modificación.


Los restantes miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Larraín, don Hernán, y Orpis, también coincidieron con este criterio.

En este punto del debate, el profesor señor López reiteró lo expresado en una sesión anterior en cuanto a que la iniciativa no considera de manera adecuada la graduación de las penas sustitutivas que contempla, pues aún subsisten dudas relativas a la ubicación que debería tener la prestación de servicios en beneficio de la comunidad en relación con las demás, sobre todo con la de reclusión parcial.


Manifestó que aunque es discutible que la reclusión parcial imponga al condenado una sanción más gravosa que los mencionados trabajos en beneficio de la comunidad, el sistema que se ha establecido para calcular la conversión arroja, sin lugar a dudas, un efecto mayor para la primera de dichas sanciones, pues una persona que ha sido condenada a un año de privación de libertad y cuya pena se sustituye por reclusión parcial, deberá soportar la reclusión domiciliaria por 365 jornadas diurnas o nocturnas, o por 52 fines de semanas consecutivos. En cambio, si ese mismo sentenciado obtiene la conversión de su pena privativa de libertad por otra de trabajos en beneficio de la comunidad, la cumplirá en un plazo de 12 semanas, que es un lapso significativamente menor.


Explicó que ello no se condice con el hecho de que los trabajos en beneficio de la comunidad sean una pena de aplicación supletoria a la de reclusión parcial, por lo que sería mucho más apropiado ubicarla en un rango intermedio entre la reclusión parcial -que es más gravosa- y la remisión condicional, que es de menor entidad.


Opinó que lo anterior permitiría al juez optar por los trabajos en beneficio de la comunidad sólo cuando proceda la reclusión parcial y éstos sean más aconsejables y sobre todo cuando existan cupos disponibles para tales efectos. Manifestó que una ordenación de este tipo sería más armónica con el esquema de gradación de penas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, estimó que la regla de conversión ya explicada muestra que la aplicación de la reclusión nocturna impone una carga más gravosa al condenado que los servicios en beneficio de la comunidad. Sin embargo, señaló que cambiar la calidad de sanción supletoria que tiene esa pena en relación con las demás, implica una reestructuración mayor de la iniciativa, por lo que consideró necesario dilucidar previamente estos planteamientos.


La señora Subsecretaria de Justicia consideró comprensibles dichas propuestas; sin embargo, manifestó que no era conveniente innovar en estos aspectos, pues los trabajos en beneficio de la comunidad son una pena nueva que significará un cambio complejo para los principales operadores del sistema procesal penal, partiendo por los propios jueces.


En segundo lugar, sostuvo que si se aprueba la modificación en virtud de la cual se rebaja el tope para la procedencia de esta nueva sanción a la sustitución de penas de 300 o menos días de presidio, cabe esperar un universo inicial de tres mil condenados aproximadamente, cifra que no considera a las personas que serían beneficiadas por la conversión de multas por trabajos en beneficio de la comunidad, según se plantea en otra iniciativa que se encuentra también en trámite legislativo.


Agregó que teniendo en vista estas cantidades de posibles beneficiados, se estructuró el informe financiero que aportará los recursos necesarios para contratar un número apropiado de delegados y coordinadores que vigilarán la ejecución de dichos trabajos.


En comparación con lo anterior, señaló que el universo inicial que se ha estimado para la pena de reclusión parcial es de unas seis mil personas, por lo que la inclusión de ellas como posibles candidatas a la pena de trabajos en beneficio de la comunidad desequilibraría totalmente el financiamiento del sistema de control que se estudia.


Expresó que la experiencia española muestra que los condenados prefieren la reclusión parcial o la multa antes que los trabajos en beneficio de la comunidad, pues consideran que estos últimos son más gravosos.


Reiteró que aunque comparte la razonabilidad de los planteamientos formulados, no estima que sea el momento oportuno para acogerlos.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, manifestó que aunque lo señalado por el abogado señor López es coherente desde un punto de vista abstracto, no cabe perder de vista que las personas que cumplen los requisitos para la pena de reclusión nocturna generalmente han sido condenadas por delitos no violentos -como la conducción en estado de ebriedad- y mantienen vinculaciones familiares y laborales. Por ello, es muy posible que prefieran la reclusión domiciliaria en jornada nocturna o de fines de semana, pues comúnmente se encontrarán en sus hogares en esos momentos. Por el contrario, para estas personas los trabajos en beneficio de la comunidad representan una carga grave, pues les impide continuar con su vida normal y les exige dedicar toda la jornada laboral a una actividad que no tiene asociada una remuneración.


Manifestó que esta situación ya se observa a propósito de la aplicación de la ley de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, la que permite al joven infractor, según la magnitud del ilícito cometido, optar entre trabajos en beneficio de la comunidad y libertad asistida. Explicó que en la mayoría de los casos se opta por la segunda sanción, que los jóvenes perciben como menos gravosa.


Indicó que tras de la inclusión de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad, está la idea, demostrada en muchos estudios, de que es altamente inconveniente encarcelar a las personas por períodos cortos, pues ello tiene un efecto disociador importante en el condenado, genera mucho contacto criminógeno e impide, por lo corto de la pena, que se haga una intervención provechosa, lo que redunda en mayores tasas de reincidencia. En razón de ello, manifestó que se plantea que cuando se imponga una sanción de este tipo y no exista la posibilidad de sustituirla por ninguna otra alternativa, el sentenciado tendrá una última oportunidad por medio de la imposición de los trabajos en beneficio de la comunidad, que pueden ser establecidos por el juez sólo por una vez.


Señaló que, en consideración de lo anterior, la propuesta del señor López pierde sustento, pues los mencionados trabajos están concebidos como una alternativa de última chance antes de enviar al condenado a la cárcel y por ello tienen el carácter de pena sustitutiva subsidiaria de las demás.


El abogado señor López replicó que el propio artículo 11 que se incorpora a la ley Nº 18.216, previene que el condenado debe prestar su consentimiento para la imposición de los trabajos en beneficio de la comunidad, por lo que esta manifestación de voluntad muestra que el sentenciado percibe que dichos trabajos le son menos gravosos que la reclusión.


Añadió que es comprensible que se presenten los problemas que se han explicado en relación con la cobertura de esta medida, lo que podría significar que ella caiga en desuso o que se produzcan casos en que no quede completamente claro en qué situación queda el sentenciado cuando cumple los requisitos, quiere acceder a los servicios en beneficio de la comunidad y no hay cupos disponibles para ello. Sugirió explorar la posibilidad de que el juez quede obligado a verificar previamente si existen plazas disponibles para estos efectos. En ese escenario, dijo, los trabajos en beneficio de la comunidad deberían plantearse como alternativa a la reclusión parcial, pues ello le quitaría al Estado la presión de tener que disponer de cupos en todos los casos en que éstos se decreten.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró razonables los planteamientos del profesor señor López, pero destacó que es particularmente complejo introducir reformas estructurales a esta nueva sanción, sobre todo si no ha sido aún probada en la práctica. Por ello, en esta oportunidad estimó preferible efectuar ajustes de naturaleza más bien puntual.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con la apreciación del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, y sugirió pronunciarse sobre las indicaciones presentadas a la disposición en estudio, lo que se acordó.


A continuación, puesta en discusión la indicación número 18, el profesor señor Bofill manifestó que ella soluciona defectos de redacción del texto aprobado en general para el inciso segundo del artículo 11. Hizo notar, sin embargo, la conveniencia de mejorar aún más la formulación del referido precepto, de forma tal que, al igual que en el caso de las demás penas sustitutivas, este artículo enumere en literales los requisitos para la procedencia de los servicios en beneficio de la comunidad.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró acertada la idea antes expresada y propuso aprobar la indicación número 18 con modificaciones, para los efectos de acoger la sugerencia del profesor señor Bofill y también la enmienda acordada anteriormente, referida a las penas iguales o inferiores a 300 días.


En consecuencia, sometida a votación la indicación número 18, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Luego, en relación con las indicaciones números 19, 20 y 21, el profesor señor Bofill hizo notar que ellas tienen un contenido similar y que, al igual que la indicación anterior, buscan mejorar la formulación del texto aprobado en general. Añadió que la expresión “por una sola vez” que utiliza ese texto no es técnicamente correcta y que es mejor prescribir que esta pena podrá ser impuesta “por una única vez”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, concordó con esta sugerencia.


Puestas en votación las indicaciones números 19, 20 y 21, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


En una sesión anterior, la señora Subsecretaria de Justicia propuso reemplazar el inciso final del artículo 11 por el siguiente:


“Esta pena procederá por una sola vez y sólo para el caso que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.”.


Explicó que la proposición refleja el espíritu de las enmiendas acogidas precedentemente en relación a este inciso y despeja las dudas que se han reseñado.


Concretamente, dijo, se elimina la expresión “en subsidio” que se utilizaba en la versión anteriormente aprobada, con el propósito de dejar fuera de toda duda que la prestación de servicios en beneficio de la comunidad no procede para condenados primerizos.


Explicó que con ello se busca que los jueces apliquen primero el catálogo general de penas sustitutivas propuesto por el proyecto, de manera que la prestación de servicios quede como último recurso antes de enviar al condenado a la cárcel.


El profesor señor López reiteró los comentarios que presentó anteriormente en cuanto a que el proyecto no establece una ordenación clara de la gravedad de las penas sustitutivas que se contemplan.


Posteriormente, recogiendo los criterios y los acuerdos adoptados durante este debate, el Ejecutivo presentó una nueva redacción para la totalidad del artículo 11. Lo hizo mediante su indicación número 4, letra a), de fecha 19 de enero de 2012.


Su texto es el que sigue:


“4) Para modificar el actual numeral 14) en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) Si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a trescientos días;


b) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena,  así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permiten presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos; y

ii. 



c) Si concurriere la voluntad del condenado de someterse a esta pena. El juez deberá informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento.


Esta pena procederá por una sola vez y sólo para el caso en que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.”.”.


La unanimidad de los miembros de la Comisión acordó reabrir la discusión. Reconsiderados los acuerdos anteriores, así como la nueva propuesta del Ejecutivo, se acogió esta última, aun cuando con algunos ajustes de tipo formal.


En consecuencia, la indicación recién transcrita fue aprobada con algunas enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 12


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 12.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará en su duración considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitan sostener que trabaja y,o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo que ocupe al condenado.”.


A su respecto, se presentó la indicación número 22, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para sustituir, en el inciso primero, la frase “La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará en su duración considerando” por “La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que esta indicación mejora la redacción del texto aprobado en general, por lo que instó a aprobarla.


Adicionalmente, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió introducir otras modificaciones de índole formal al inciso segundo del artículo 12.


Puesta en votación la indicación número 22, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 12 bis


Su texto es el que sigue:


“Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad y en la medida que la resolución que la decrete se encuentre firme y ejecutoriada, el condenado dispondrá de cinco días para presentarse en dependencias de Gendarmería de Chile con el objeto de imponerse acerca de las modalidades del cumplimiento de la pena.


El delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar el cumplimiento, informará al tribunal que dictó la sentencia, quien a su vez notificará al Ministerio Público y al defensor, el tipo de servicio, el lugar donde deba realizarse y el calendario de su ejecución, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada.".


Respecto a esta disposición, se presentó la indicación número 23, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para suprimir el inciso primero.


Explicando el sentido de esta indicación, el señor Ministro de Justicia señaló que la supresión propuesta obedece a que el artículo 24 que se está introduciendo a la ley Nº 18.216, contempla una regla general que regula la comparecencia de las personas condenadas a una pena sustitutiva ante Gendarmería de Chile para cumplirla, por lo que el mencionado inciso primero de este artículo 12 bis se torna innecesario.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo notar que si se elimina el inciso primero de este precepto, debe reformularse el inciso segundo del mismo, que contempla el informe que debe presentar al juez el delegado a cargo del plan de trabajo impuesto al condenado a la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo una proposición para la redacción de esta norma, cuidando que la obligación del delegado que controlará los referidos trabajos en beneficio de la comunidad quede enmarcada dentro de la formulación general de la pena.


El profesor señor Bofill observó que el inciso primero en estudio, establece un plazo de cinco días para que el condenado a esta pena sustitutiva se presente ante Gendarmería de Chile para iniciar su cumplimiento. Hizo notar que aunque el artículo 24 ya citado también se refiere a dicha comparecencia, no señala en forma precisa el plazo para efectuarla, por lo que si se aprueba esta indicación, sería necesario especificar un plazo en el referido artículo 24.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió los planteamientos anteriores y, en consecuencia, señaló que podría aprobarse la indicación número 23 con modificaciones, para acoger la sugerencia del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sin perjuicio de atender la inquietud del profesor señor Bofill al discutirse el artículo 24.


Sometida a votación la indicación número 23 fue aprobada con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Posteriormente, reflejando los criterios expresados durante el debate, el Ejecutivo, mediante su indicación número 4, letra b), presentó la siguiente redacción para esta disposición:


“b) Sustitúyese el artículo 12 bis por el siguiente:



“Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar su cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada, el lugar donde ella se llevará a cabo, el tipo de servicio que se prestará y el calendario de su ejecución. El mencionado tribunal notificará lo anterior al Ministerio Público y al defensor.”.”.

Ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -


En una de las sesiones posteriores, atendiendo a los términos del debate referido a los delegados que se encargarán de la implementación de las penas contempladas por la iniciativa, particularmente de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el Ejecutivo propuso a la Comisión acoger, como artículo 12 ter, nuevo, de la ley N° 18.216, el siguiente:


“Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.


La habilitación para ejercer las funciones de delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos 8 semestres de duración en el área de las ciencias sociales, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados de universidades extranjeras.”.

La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) expresó que esta disposición da respuesta a las consultas y observaciones que se han planteado en relación a la regulación de los funcionarios que se harán cargo del cumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Añadió que esta nueva sanción es una muy buena idea para lograr, teóricamente, la resocialización de los infractores de ley. Con todo, puntualizó que aún mantiene dudas sobre su aplicabilidad práctica, pues el proyecto no aclara quién se responsabilizará de que estas tareas se cumplan, en qué instituciones públicas o privadas se desarrollarán y quién hará el seguimiento y evaluación final de los servicios prestados.


El Honorable Senador señor Orpis connotó que los delegados de la sanción de prestación de servicios en beneficios de la comunidad tienen funciones y características propias y distintas a los que tradicionalmente han tenido a su cargo la medida de libertad vigilada. Manifestó que la tarea de estos nuevos funcionarios va más allá de la coordinación con la institución que proporciona el puesto de trabajo para el condenado, pues también se considera que esa labor sea productiva y que le sirva al condenado para reinsertarse. En vista de ello, opinó que el perfil que se debe exigir para la contratación de estos funcionarios no requiere, necesariamente, que estén vinculados al área de las Ciencias Sociales y que, por el contrario, sería más conveniente que se tratara de personas provenientes del sector productivo, lo que les daría una mayor apertura para desarrollar su labor.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, coincidió con lo anteriormente indicado y, en esa misma línea, consideró que no debería limitarse el acceso a estos cargos sólo a personas con formación universitaria, pues los egresados de institutos profesionales acreditados por el Estado también pueden contar con las competencias necesarias para desempeñarse en el seguimiento laboral de los condenados.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, secundó la proposición del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consultó por las condiciones de trabajo que se impondrán a los condenados a la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que después de observar la experiencia internacional, se ha llegado a la conclusión de que el adecuado cumplimiento de esta sanción requiere que su seguimiento se haga a través de funcionarios públicos y no de Organizaciones No Gubernamentales.


Indicó que la estructura de control que se propone consta de un coordinador nacional, 25 coordinadores regionales y delegados asignados territorialmente, con acceso a vehículos estatales y a notebooks para el control y seguimiento de las labores de los condenados a su cargo.


Manifestó que la idea de establecer como requisito que se trate de profesionales provenientes de las Ciencias Sociales se adoptó luego de hacer un levantamiento de las competencias de los actuales delegados, que mostró una importante dispersión profesional, lo que impedía establecer un perfil común. En razón de lo anterior, explicó que se optó por reducir la aludida diversidad, concentrando el origen de los mismos en egresados de carreras universitarias del área de las Ciencias Sociales, que cuentan con más herramientas para encarar las labores que les demande este cargo.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, observó que es posible flexibilizar los requerimientos de ingreso para acceder al puesto de delegado de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, agregando que, sin embargo, la regulación de ello debería ser materia del reglamento de ejecución de esta futura ley y no parte del texto de la misma. Con todo, subrayó la importancia de mantener un estándar de calidad parejo en el perfil y labor de tales funcionarios.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que la ejecución de la sanción de prestación de servicios comunitarios no debería quedar circunscrita a los puestos de trabajo que faciliten las municipalidades, sino que también debería considerarse la posibilidad de ampliarlos a las empresas privadas, para lo que podría estudiarse algún beneficio tributario.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que este tema ya ha sido objeto de discusión y trabajo previo con la Asociación Chilena de Municipalidades. En relación con la propuesta de ampliar el ámbito de aplicación de la referida sanción a actividades en empresas, observó que anteriormente la Comisión optó por el criterio de limitar la prestación de servicios en beneficio de la comunidad a entidades sin fines de lucro, por lo que no sería posible considerar la posibilidad de que ellos se desarrollen al interior de empresas privadas.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso aprobar el artículo 12 ter, nuevo, que se ha propuesto, aclarando que las personas que accedan a cargos de delegados de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad deberán provenir de Universidades o Institutos Profesionales reconocidos por el Estado y tener un título precedido de un programa de estudios de a lo menos ocho semestres de educación. Sugirió, asimismo, que el resto de la regulación y de los aportes que anteriormente se han consignado sean materia del reglamento de ejecución de esta norma.


Con las modificaciones anteriormente consignadas, la proposición del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Cabe hacer presente que esta redacción fue recogida por el Ejecutivo en la letra c) de su indicación número 4, cuyo tenor es el que sigue:


“c) Incorpórase el siguiente artículo 12 ter nuevo:



“Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.



La habilitación para ejercer las funciones de delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.



Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos 8 semestres de duración en el área de las ciencias sociales, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados de universidades extranjeras.”.”.


Como se señalara anteriormente, con la votación ya consignada esta indicación fue aprobada, con algunas enmiendas de índole formal.

- - -


Enseguida, la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) presentó la indicación número 24, para incorporar un artículo 12 ter, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 12 ter.- El tribunal deberá citar, a lo menos mensualmente, a una audiencia de revisión de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.”.


A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, presentó la indicación número 25, para incorporar un número 15 bis, nuevo, al proyecto, destinado a introducir un artículo 13 bis, también nuevo, a la ley N° 18.216, del siguiente tenor:


“15 bis) Agrégase el siguiente artículo 13 bis, nuevo:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse una pena de reclusión parcial o de prestación de servicios a favor de la comunidad, el juez deberá efectuar un control periódico de su cumplimiento, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure su ejecución.”.”.


Por contener proposiciones parecidas, ambas indicaciones fueron analizadas en conjunto por la Comisión.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que el proyecto contempla un sistema periódico de control de avance y evaluación por parte del juez en caso de decretarse una pena de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, estableciendo, en el primer caso, una audiencia semestral, y en el segundo, una trimestral. En dicha audiencia, se analizará el progreso del plan de intervención y su efecto en la rehabilitación y reinserción social del sentenciado.


Connotó que nada de esto se prevé respecto de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, la que, en la práctica, no será evaluada por el juez ni en cuanto al avance que muestre el condenado ni en lo referente a la labor de control y supervisión del delegado.


El señor Ministro de Justicia explicó que el diseño de esta nueva pena sustitutiva se funda en que, una vez decretada ésta, el delegado a cargo presenta a consideración del tribunal un plan de trabajo, el que si es aprobado, es ejecutado por el sentenciado bajo la supervisión de tal delegado, el cual informará al tribunal en caso de producirse incumplimiento. Explicó que en dicho esquema, la participación del juez sólo se dará cuando se discuta el señalado plan de trabajo y que después, sólo tendrá lugar en la eventualidad de que aquel no se cumpla.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que en las sanciones sustitutivas que se discuten, el juez debe actuar como garante del proceso de rehabilitación y reinserción social del condenado y también como fiscalizador de la labor del delegado.


Agregó que, siendo así, no podrá cumplir dichos roles si su participación queda limitada a la aprobación inicial de un plan teórico y al eventual control del incumplimiento del mismo. Añadió que es perfectamente posible que el condenado cumpla a cabalidad el plan y que, sin embargo, la labor ejecutada no produzca en él ningún resultado útil. Advirtió que, en esa situación, el juez no podrá tomar medidas para evitar una muy probable reincidencia delictual del condenado.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, explicó que las penas sustitutivas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son cualitativamente diferentes a la de trabajos en beneficio de la comunidad, porque en los dos primeros casos se trata de un programa de intervención sicosocial en la persona del infractor, que debe ser controlado judicialmente, pues con él se espera un cambio de actitud que lo aleje de la carrera delictual.


Señaló que, en la actualidad, ese control se efectúa mediante un informe escrito que semestralmente el delegado envía al tribunal, sistema que ha mostrado ser totalmente inoperante, por lo que el proyecto innova y establece, además de los informes, audiencias judiciales periódicas de control.


Agregó que, en cambio, en los trabajos en beneficio de la comunidad más bien se intenta evitar en última instancia que un condenado con un determinado perfil delictual sea encarcelado por un corto período de tiempo, pues este tipo de sanción tiene una serie de inconvenientes.


Manifestó que en la mencionada sanción de trabajos comunitarios no hay una intervención propiamente tal que busque generar algún tipo de cambio en el condenado, sino sólo un plan de trabajo cuya ejecución satisface, por equivalencia, la pena de privación de libertad que le habría correspondido originalmente. Explicó que, en este contexto, la única intervención posterior del juez se justifica cuando el condenado no cumple con el plan de trabajo, situación en la cual el proyecto establece que el delegado deberá provocar una audiencia en la que se discutirá el cambio del plan o, directamente, la declaración de incumplimiento, la que puede acarrear para el condenado la conversión de su pena sustitutiva por otra de presidio efectivo.


El profesor señor Bofill recordó que la imposición de la prestación de servicios en beneficio de la comunidad requiere, entre otras condiciones, el consentimiento del condenado, razón por la cual no tendría tanto sentido controlar preventivamente la ejecución de un plan de trabajo que el propio sentenciado ha aceptado.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que tras este proyecto surge el tema de la reinserción y que, desde esa óptica, la regulación propuesta para los trabajos en beneficio de la comunidad es pobre. Añadió que si se quiere realzar el aspecto señalado, lo lógico es que el juez evalúe con alguna periodicidad el cumplimiento de esta sanción y la obtención de los objetivos por ella perseguidos.


La señora Subsecretaria de Justicia coincidió con la importancia de la tarea que le cabe al juez en el nuevo sistema que la iniciativa plantea, pero connotó que es necesario priorizar su acción, dedicándola a aquellas tareas que son más apremiantes.


Es el caso, dijo, del control de la intervención que se impone al condenado a la libertad vigilada, la que busca, de manera expresa, generar un cambio psicológico en el sujeto, lo que supone una labor continua de persuasión. Manifestó que, en cambio, en el caso de los servicios en beneficio de la comunidad el condenado ejecuta un trabajo, sin que esto sea acompañado por una intervención psicosocial.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que hay ocasiones en que los trabajos impuestos no resultan y que, en esos casos, el proyecto abre al juez la posibilidad de intervenir. Planteó que tal posibilidad debería ejercerse durante la fase de ejecución de las referidas labores, de manera de evitar que ellas fracasen.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que en este análisis está en juego el carácter de la pena sustitutiva de trabajos en beneficio de la comunidad. Manifestó que una posibilidad es considerarla una forma alternativa de cumplir un castigo, pero que otra es entender que, además de lo anterior, ella constituye una vía de rehabilitación y reinserción social para el condenado. Indicó que la idea general de este proyecto es establecer un nuevo sistema de penas que sean más efectivas que las actuales, justamente en materia de rehabilitación y reinserción social, pues es necesario encarar la alta tasa de reincidencia que hoy se observa en la población penal.


Indicó que echa de menos en el proyecto una instancia en la que el juez tome conocimiento del cumplimiento efectivo de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad y del provecho que el condenado obtiene desde el punto de vista de su rehabilitación y reinserción social. Manifestó que podría generarse una oportunidad para llevar a cabo el control judicial que se ha discutido, que vaya más allá de una mera intervención en los casos de incumplimiento o revocación.


El Honorable Senador señor Espina expresó su coincidencia con lo indicado, opinando que estas nuevas sanciones deben poner énfasis en la rehabilitación y la reinserción social. Ello, dijo, requiere la intervención del juez en el proceso, la que no puede ser sustituida por la labor del delegado. Indicó que hay cierto conflicto entre la posición del delegado y la del condenado a una sanción cuya ejecución es controlada por aquél, pues frente al juez el primero tenderá a mostrar sólo los aspectos positivos del proceso con el fin de obtener, de manera indirecta, una validación de su propia labor; en cambio, el condenado se referirá a su proceso de rehabilitación y reinserción social desde su propio punto de vista, que no necesariamente coincidirá con el del delegado.


Manifestó que tal supervisión judicial se ha regulado a propósito de la libertad vigilada y que también debería contemplarse para los trabajos en beneficio de la comunidad, pues allí existe la misma razón de propender a la rehabilitación y reinserción social del sentenciado.


El profesor señor Bofill recordó que esta pena fue introducida durante la tramitación de este proyecto de ley, de manera que es completamente nueva y requiere, por ende, de un período previo de prueba. Expresó que si la experiencia es buena, se podrían efectuar las reformas planteadas por el profesor señor López, que conceptualmente son correctas. Añadió que en la medida en que esta sanción sustitutiva se impone por una única vez y que está destinada esencialmente a reincidentes, el control judicial relativo a la rehabilitación y reinserción social del condenado es vital para poder interrumpir futuras carreras delictuales, aunque en sí misma la ejecución del trabajo impuesto sea un asunto técnico que puede quedar a cargo de los delegados.


El señor Ministro de Justicia propuso avanzar hasta un término medio entre la regulación actual de la pena en estudio y lo que se ha propuesto. Adujo que una posibilidad sería facultar al juez para que, de oficio o a petición del condenado, celebre una audiencia de control, sin establecer un número fijo de audiencias, para no sobrecargar el sistema. Agregó que tampoco debería establecerse un control al final del proceso, pues en ese momento la intervención del juez sería inútil.


Sin perjuicio de compartir los razonamientos anteriores, la señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, connotó que de aprobarse esta nueva sanción, será puesta en práctica casi como un plan piloto, por lo que es muy arriesgado sobrecargarla de requisitos y audiencias que la hagan compleja de imponer, aplicar y controlar. Señaló que no debía perderse de vista que los operadores del sistema procesal penal y penitenciario no tienen experiencia con este tipo de pena.


Puso de manifiesto que si se espera un universo inicial de unos seis mil condenados a los trabajos en beneficio de la comunidad, fácilmente podría llegarse a doce mil nuevas audiencias de control por semestre, lo que burocratizaría el sistema y recargaría a los jueces de garantía.


El profesor señor López coincidió con lo indicado y recordó que los trabajos en beneficio de la comunidad están dirigidos a personas que cumplen en el medio libre su condena, por lo que la realización de audiencias judiciales necesariamente acarreará un recargo en materia de notificaciones y reagendamientos si los condenados no concurren a las audiencias, lo que impondrá una carga desmedida de trabajo a los tribunales y atentará contra la eficacia de la pena, sobre todo al inicio de su implantación, que será un momento particularmente sensible. Recordó que en Chile no hay jueces de control de ejecución de penas, por lo que cualquier actividad relativa a esta función debe ser absorbida por los jueces de garantía, que ya soportan un considerable volumen de trabajo.


El Honorable Senador señor Orpis coincidió con que es necesario adoptar las providencias necesarias para que el sistema no colapse desde el principio, pero recordó que en la actualidad se observan porcentajes de reincidencia superiores al 70%, por lo que es imperativo establecer alguna vía de control judicial acerca de la forma como se avanzará, a través de estas penas, hacia la rehabilitación y la reinserción social.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que era recomendable la prudencia y no establecer normas que no se puedan cumplir. Expresó que con el actual nivel de trabajo de los jueces de garantía, si se prescribe que ellos tendrán la facultad y no el deber de fiscalizar, es muy probable que no se lleven a cabo audiencias para estos fines. Al respecto, propuso la posibilidad de que el juez realice una determinada cantidad de audiencias, escogiendo aleatoriamente entre las sentencias de trabajos en beneficio de la comunidad que ha dictado.


La Honorable Senadora señora Rincón instó a fijar alguna periodicidad para la realización de dichas audiencias, pues opinó que, de lo contrario, ellas sencillamente podrían no efectuarse.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso facultar al juez para provocar las audiencias que estime convenientes con la finalidad de controlar el avance de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad que haya dictaminado. Asimismo, sugirió establecer que al término de estas sanciones, el correspondiente delegado informará al juez sobre sus resultados.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó su acuerdo con estas ideas, pero destacó que la labor principal de los delegados se efectúa en terreno junto con los condenados, de manera que el hecho de concurrir a las audiencias provocará que abandonen sus tareas.


El profesor señor López opinó que cuando la audiencia sea solicitada por el condenado, el juez debería tener no la facultad, sino la obligación de citar, pues esa circunstancia puede estar revelando un problema mayor.


La asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, expresó que la aleatoriedad propuesta por el Honorable Senador señor Espina podría importar algún sesgo de inequidad y generar ciertos conflictos en cuanto a la garantía de la igualdad ante la ley. Recordó que en el caso de la pena de libertad vigilada se establece que el delegado a cargo remitirá al juez un informe final de cumplimiento de la sanción. Siguiendo la proposición del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, instó a establecer como obligatorio el referido informe en el caso de los servicios en beneficio de la comunidad.


El Honorable Senador señor Orpis mostró su conformidad con las proposiciones anteriores, entendiendo que ellas generarán, en conjunto, una potente señal hacia los delegados, cuya labor podría ser objeto de supervisión judicial.


Finalizando el análisis de las indicaciones números 24 y 25, el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso aprobarlas con modificaciones, de manera de recoger las ideas expuestas en un artículo 13 bis, nuevo.


Hubo acuerdo en torno a este planteamiento, precisándose que el referido nuevo precepto debería contemplar lo siguiente:


-- El juez tendrá la facultad de citar a lo menos a una audiencia de control de cumplimiento durante la ejecución de la pena de trabajos en beneficio de la comunidad;


-- Si esa audiencia es solicitada por el condenado, el juez estará obligado a convocarla, y


-- Al término del período establecido por la sentencia que impuso la pena de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado a cargo tendrá la obligación de informar al tribunal sobre la ejecución efectiva de la misma.


Sometidas a votación las indicaciones números 24 y 25, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.



En una sesión posterior, atendiendo a las observaciones planteadas durante el debate recién consignado y acogiendo las ideas contenidas en las indicaciones números 24 y 25, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que el Ejecutivo había optado por refundirlas en un artículo 13 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento, durante el período que dure su ejecución.


Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) indicó que esta proposición considera las ideas planteadas por las dos indicaciones mencionadas precedentemente y tiene también en cuenta lo discutido en relación al resto del articulado del proyecto, por lo que instó a la Comisión a acogerla.


La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acogió dicha proposición.


Posteriormente, mediante la letra d) de la indicación número 4, de fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo recogió los criterios ya explicados en los siguientes términos:


“d) Agrégase un artículo 13 bis nuevo, del siguiente tenor:



“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento, durante el período que dure su ejecución.



Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.”.


Esta indicación fue aprobada con la votación antes consignada, incluyendo algunas enmiendas de índole formal.

N° 15


Reemplaza el artículo 13 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras estén en servicio, se observarán las normas siguientes:


a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que pertenece el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y


b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que pertenece el condenado.


Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el solo hecho de permanecer el condenado en servicio.


Si el condenado deja de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que reste se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, los miembros presentes de la Comisión resolvieron introducirle algunos ajustes formales, lo que se hizo en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

N° 16


Sustituye la denominación del Título II de la ley N° 18.216, “De la Libertad Vigilada”, por “De la Libertad Vigilada y la Libertad Vigilada Intensiva”. Este número no recibió indicaciones. No obstante, se decidió colocar en minúscula el epígrafe de este Título. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

N° 17


Reemplaza el epígrafe del Párrafo 1° del Título II de la ley N° 18.216, “De los requisitos y condiciones”, por “De la Libertad Vigilada y la Libertad Vigilada Intensiva”. No se presentaron indicaciones respecto a este numeral, sin embargo, con la misma votación referida al numeral anterior, se adoptó un acuerdo semejante en cuanto a este Párrafo.

N° 18


Sustituye el artículo 14 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


“Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de un tratamiento individualizado, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la aplicación de un programa de actividades orientado a la reinserción social del condenado, en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de un tratamiento y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales que serán vigiladas y orientadas permanente y rigurosamente por un delegado.


El control del delegado, en ambas penas, se ejercerá en base a las medidas de supervigilancia que sean aprobadas por el tribunal, que incluirán, en todo caso, la asistencia obligatoria a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal deberá considerar especialmente la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individual.


Cada vez que en esta ley se hiciere referencia a la libertad vigilada, se entenderá que se alude tanto a la libertad vigilada, como a la libertad vigilada intensiva, según resulte del contexto de la disposición en que se utilice.".


A su respecto, se presentaron tres indicaciones. La primera, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), signada con el número 26, reemplaza, en el inciso primero, la frase “un tratamiento individualizado” por “una intervención individualizada”.


La número 27, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sustituye, en el inciso segundo, la palabra “aplicación”, la primera vez que figura, por la frase “sujeción del condenado al cumplimiento”. La número 28, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), reemplaza, en el mismo inciso, la expresión “un tratamiento” por “una intervención”.


En relación a la indicación número 27, el profesor señor Bofill connotó que ella introduce una rectificación necesaria a la redacción del inciso segundo del precepto en análisis, por lo que era conveniente aprobarla.


Además, propuso ubicar el inciso tercero de dicha disposición como nuevo artículo 17 quáter, pues esta regla tendrá mayor sentido en esa parte del proyecto.


El Honorable Senador señor Orpis relacionó los incisos primero y segundo del artículo 14, que definen las penas sustitutivas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, con el nuevo artículo 16.


Manifestó que el referido inciso primero del artículo 14, al conceptualizar la libertad vigilada común, alude a un “tratamiento individualizado” que se aplica al condenado, en tanto que el inciso segundo dispone que la libertad vigilada intensiva consiste en la “aplicación de un programa de actividades” al sentenciado. Hizo notar que, posteriormente, en las indicaciones presentadas al artículo 16, al establecerse la regulación judicial de ambas penas, se menciona un “plan de intervención individual” que será propuesto por el delegado y aprobado por el juez. Ello, dijo, tiene relación con el programa de actividades de la libertad vigilada intensiva, pero difiere de la idea de “tratamiento individualizado” contenida en la definición de la libertad vigilada simple.


Añadió que estas incongruencias se agravan si se tiene en consideración que el artículo 23 dispone que los delegados a cargo de estas penas sustitutivas deberán informar al tribunal semestralmente y que ese reporte sólo estará referido al “comportamiento de las personas sometidas a su vigilancia y orientación” y no al tratamiento impuesto o al plan de intervención aprobado por el tribunal.


Instó a resolver esta materia, para lo cual propuso contemplar en la definición de ambas penas la idea de un plan de intervención aprobado por el juez y especificar, posteriormente, que el delegado informará, a lo menos, sobre el progreso de ese plan en particular. Lo anterior, señaló, favorecerá que estas sanciones sustitutivas logren el efecto perseguido, esto es, alcanzar la rehabilitación y la reinserción social del condenado.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que al acogerse algunas indicaciones votadas anteriormente, se sustituyó la palabra “tratamiento” por “intervención” para evitar la errónea asimilación del condenado con un enfermo. Agregó que el artículo 16 dispone que en ambos casos el juez deberá aprobar un plan de intervención individual y que el término “plan” significa que la actividad del juez consiste en ajustar la intervención a las características personales del condenado, estableciendo un programa de trabajo que debe ser cumplido a cabalidad.


El Honorable Senador señor Espina consideró que la expresión “intervención” resultaba técnicamente más correcta.


Añadió que en este tipo de materias era necesario redactar con gran cuidado, pues la experiencia muestra que cuando no se determinan bien las obligaciones que la ley impone, su aplicación práctica puede conducir a situaciones que en ningún caso fueron queridas por el legislador.


Connotó que es clave que la intervención que se imponga en este caso sea individual, pues en los centros del SENAME ha tenido oportunidad de apreciar casos en que se ha intentado aplicar planes colectivos a los internos por parte de funcionarios que carecen de competencias específicas para hacer una intervención individual, que es la que puede tener logros concretos. Sugirió establecer que el juez, en cada caso, aprobará un plan dirigido directa y específicamente al condenado, teniendo en consideración sus características personales, de manera que ello no derive en trabajos colectivos en los que el efecto individual se diluye.


El Honorable Senador señor Orpis compartió lo manifestado por el Honorable Senador señor Espina y propuso utilizar tanto en la libertad vigilada simple como en la intensiva el concepto de “intervención individualizada”.


Puesta en votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag y Walker, don Patricio.


A continuación, el profesor señor Bofill indicó que el inciso final del artículo 14 genera dudas, pues establece que cuando la ley se refiera a la libertad vigilada sin otro calificativo, deberá entenderse que la norma en cuestión se aplica a ambas modalidades de esa pena sustitutiva, a menos que del contexto de la disposición se concluya otra cosa. Manifestó que lo anterior es confuso y que debe aclararse.


El Jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, indicó que ello podría solucionarse si, en su reemplazo, se indicara que cada vez que en esta ley se haga referencia a la libertad vigilada se entenderá que se alude tanto a la libertad vigilada como a la libertad vigilada intensiva, a menos que resulte del contexto de la disposición pertinente que se hace referencia exclusivamente a la libertad vigilada.


El profesor señor Bofill sugirió, en definitiva, eliminar el inciso final del artículo 14 y, a la vez, hacer en todas las normas que se refieran a la libertad vigilada y a la libertad vigilada intensiva, una expresa mención de ambas, a menos que el respectivo precepto esté regulando sólo una de estas sanciones, caso en el cual deberá aludirse a ésta.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, compartió dicha propuesta e instó a la Comisión a acogerla.


En definitiva, sometidas a votación las indicaciones números 26, 27 y 28, fueron aprobadas con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Estas enmiendas incluyen la supresión del inciso final del precepto en estudio.

N° 19


Sustituye el artículo 15 de la ley 18.216 por el siguiente:


"Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta en la sentencia es superior a dos y no excede de tres años, o


b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años, y se tratare de algunos de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito.


En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las siguientes condiciones:


1.- Que el penado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito, y


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitan concluir que un tratamiento de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.".


Esta disposición fue objeto de tres indicaciones. La número 29, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sustituye, en el encabezado del inciso segundo, la voz ”citadas” por “anteriores”.


A continuación, la indicación número 30, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), reemplaza, igualmente en el encabezado del inciso segundo, la expresión “letras citadas” por “letras anteriores”.


En tercer lugar, la indicación número 31, de la misma señora Senadora, sustituye, en el numeral 2 del inciso segundo, la expresión “un tratamiento” por “una intervención”.


Antes de iniciarse el estudio de las indicaciones presentadas, el Honorable Senador señor Orpis se refirió a la letra b) del artículo 15, la cual da lugar a la pena sustitutiva de libertad vigilada para el caso de los delitos de microtráfico de drogas y de conducción de vehículos en estado de ebriedad.


Manifestó que, actualmente, las estadísticas muestran una relación directa entre la droga y el delito debido a la necesidad del adicto de financiar su consumo. Agregó que al incluirse al microtraficante entre los posibles beneficiados por la libertad vigilada, no se impone ninguna condición o requisito como podría ser la verificación de que se trata de una persona dependiente de dichas sustancias.


Recordó que el artículo 4º de la ley Nº 20.000, que sanciona a quien posea, transporte guarde o porte pequeñas cantidades de drogas, está estructurado sobre la base de dos figuras, por una parte, quien justifica estas acciones porque la droga en cuestión se destinará a su consumo individual próximo, y por otra, quien ejecuta estos ilícitos con el propósito de suministrarla a otros. En el primer caso, explicó, no hay sanción, pero sí en el segundo.


Indicó que el microtráfico podría incluirse en las normas especiales que se proponen sólo en la medida en que se acredite una relación entre este ilícito y la dependencia de las drogas de quien lo comete, porque de esa manera podría aplicársele un tratamiento rehabilitador.


Agregó que las estadísticas demuestran que sobre el 70% de las personas que cometen delitos de alta connotación social lo hace bajo la influencia de las drogas, especialmente de la pasta base y la cocaína.


Propuso, en consecuencia, agregar a la letra b) del precepto en análisis, a continuación de la palabra “sicotrópicas”, la frase “y siempre que se acredite por el tribunal que el condenado presenta consumo problemático de drogas”, especificando que esa distinción se hace sólo respecto de los delitos contemplados en el inciso primero del artículo 4º de la ley Nº 20.000 y no de los del inciso segundo de dicha norma.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que esa Secretaría de Estado comparte la preocupación por la relación que existe entre el consumo de drogas y el delito, pero recordó que en la actualidad los condenados por los ilícitos contemplados en el inciso segundo del artículo 4º de la ley Nº 20.000 son beneficiados con la medida sustitutiva de remisión condicional, que es mucho más benigna que la pena de libertad vigilada. Manifestó que en el caso de aplicarse la libertad vigilada para aquellas situaciones en que exista un consumo problemático de drogas, el proyecto contempla la posibilidad de imponer un tratamiento contra la dependencia.


Explicó, además, que si se hacen improcedentes en este caso las penas sustitutivas, ello redundará en un mayor colapso de los recintos penales e incrementará el número de mujeres enviadas a la cárcel por esta razón.


El Honorable Senador señor Espina consultó sobre los beneficios a que acceden en la actualidad las personas condenadas en virtud del artículo 4º de la ley Nº 20.000.


El Jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, explicó que hoy esos condenados obtienen, por el rango de pena que la ley impone y siempre que sean primerizos, la remisión condicional de la sanción, si el tribunal determina para el caso concreto una pena igual o menor a tres años, o la libertad vigilada, si la sanción en cuestión es fijada entre tres a cinco años. Agregó que los reincidentes de delitos contemplados en esta ley no obtienen ningún beneficio, a menos que hayan sido declarados como cooperadores eficaces en otra investigación criminal por este mismo tipo de ilícitos.


Indicó que el proyecto mantiene la norma de improcedencia de las penas alternativas para el caso de reincidentes de la ley de drogas y que, tratándose de primerizos, dispone que se impondrá la libertad vigilada o la libertad vigilada intensiva, según sea la entidad de la sanción impuesta. Además, manifestó que como novedad se establece que esos penados quedarán sometidos a un tratamiento de rehabilitación de la dependencia y sujetos a audiencias judiciales trimestrales o semestrales para evaluar el progreso del plan individualizado impuesto.


Sostuvo que la imposición de un tratamiento médico de rehabilitación no está asociada, únicamente, a las personas condenadas por delitos de la ley de drogas que obtienen la libertad vigilada, sino a todos quienes son condenados a esa pena, por el delito que sea, que presenten un consumo problemático de estupefacientes.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que este proyecto contempla un aumento muy significativo de recursos para la ejecución de la pena de libertad vigilada, por lo que se dispondrá de un número mayor de delegados, que contarán con más medios para controlar el exacto cumplimiento del programa de intervención individualizada que el juez imponga en cada caso.


El Honorable Senador señor Orpis consideró necesario cambiar las condiciones que se aplican a los microtraficantes, pues, a su juicio, la norma actual no debería continuar. Hizo presente que el microtráfico genera un grave daño a la sociedad y que continuamente se adapta al cambio de condiciones. Relató que, aprovechándose de su actual formulación, las personas que se dedican a transportar drogas a través de la frontera han sido sorprendidas con cantidades cada vez menores en su poder, pero de un nivel mucho mayor de pureza. Lo anterior, agregó, les permite multiplicar estas sustancias dividiéndolas en numerosas dosis más disueltas y, a la vez, disminuir el riesgo en caso de comiso, pues la exigua cantidad juega en su favor al momento de configurar el delito de microtráfico, permitiéndoles acceder a menores penas y a mayores beneficios.


Consideró importante distinguir, para estos efectos, entre el que trafica en pequeñas cantidades teniendo en vista sólo su interés económico y la conveniencia de evitar penas mayores, y el que lo hace para financiar su propia adicción. Añadió que se ha observado que algunos traficantes de mayor envergadura pagan a su red de distribución de microtraficantes con droga y no con dinero.


Teniendo en vista la distinción anterior, sugirió otorgar beneficios a los microtraficantes que delinquen para solventar su propia adicción, caso en el cual debería imponerse como sanción un tratamiento contra la dependencia. Puntualizó que los demás microtraficantes deberían ser excluidos de las penas sustitutivas.


El Honorable Senador señor Espina expresó que, en la actualidad, el microtráfico es una modalidad de venta de drogas y no un mero recurso de sobrevivencia económica de mujeres jefas de hogar pobres. Agregó que este tipo de delito causa un daño inconmensurable en el entorno social en que ocurre, pues es la vía de entrada de los menores en la droga y la oportunidad de amedrentar a los vecinos que intentan oponerse.


El profesor señor Bofill manifestó que la inquietud que se ha planteado también es válida en relación con la procedencia de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, pues el artículo 1° del proyecto excluye de dicha sanción al delito de microtráfico de drogas.


Como consideración general de política criminal, señaló que en el derecho penal sustantivo la señal sobre la magnitud relativa de un ilícito es la pena que éste tiene asociada.


Manifestó que la sanción impuesta por el artículo 4º de la ley Nº 20.000 es notoriamente menor al resto de las que se observan en esa ley para los demás ilícitos que ella contempla, pues, en su momento, el legislador estimó que la conducta ilícita llamada “microtráfico” era de menor entidad que las restantes relativas a las drogas.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que el proyecto de ley en estudio surge del hecho que hoy, más de la mitad de los condenados en Chile termina en la cárcel, lo que es una proporción altísima en comparación con la experiencia internacional.


Manifestó que, en esa línea, la iniciativa intenta imponer sanciones sustitutivas a las penas privativas de libertad que sean cualitativamente distintas a las actuales medidas que hoy se contemplan.


En relación con los condenados por microtráfico, observó que el proyecto agrava las condiciones que se les imponen y que, según las reglas generales, pueden optar a una pena sustitutiva, pues la situación actual de procedencia de la remisión condicional de la pena es reemplazada por la sanción de libertad vigilada, que impone, entre otras condiciones, un tratamiento médico cuando el sancionado es adicto.


Añadió que el proyecto mantiene la improcedencia de estas sanciones alternativas cuando el condenado es reincidente de algún ilícito contemplado en la ley Nº 20.000, por lo que en ningún caso puede considerarse que hay una suerte de ablandamiento para los sentenciados por tráfico.


Observó que plantear excepciones en este esquema podría ser contraproducente, pues con ello no se obtiene más persecución penal que la que hoy existe y más bien se rompe el sistema general contemplado por el proyecto.


La abogada asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, manifestó que el perfil del microtraficante chileno ha sido objeto de estudio por parte de la Escuela de Sociología de la Pontificia Universidad Católica de Chile, la que ha concluido que hay una relación directa entre la adicción y la retribución que este sujeto obtiene. En efecto, dijo, el traficante paga los servicios de aquél con las mismas drogas que se expenden y, por esta vía, lo mantiene en el consumo, en una situación llamada de “soldados de la droga”, pues son personas que fácilmente pueden ser reemplazadas. Agregó que ello rompe el mito de que el microtraficante es una especie de microempresario y lo coloca en el grupo de los adictos que requieren tratamiento.


El Honorable Senador señor Orpis subrayó que el tema en estudio no es de naturaleza estrictamente penal, sino que también tiene una importante arista social y que, en esa calidad, el Estado debería hacerse cargo. Manifestó que si es efectivo que hay un número significativo de microtraficantes que reciben ingresos en drogas para mantener su consumo, ello es una mejor razón para requerir que se constate esta adicción como condición habilitante para obtener una de las penas sustitutivas que contempla esta ley.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que la regla general contenida en el numeral segundo del artículo 15, establece como condición genérica para la procedencia de la libertad vigilada, que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y los móviles determinantes del delito permitan concluir que una intervención individualizada será eficaz para el caso específico y para la efectiva reinserción social del individuo. Manifestó que en esta condición podría subentenderse lo que ha planteado el Honorable Senador señor Orpis, pues la decisión judicial de someter al condenado a un tratamiento contra las drogas establecido por las indicaciones números 35 y 40, sólo parece eficaz si la persona es adicta.


El profesor señor Bofill planteó que tanto lo que se ha señalado como las disposiciones vigentes, permiten distinguir entre cuatro tipos de microtraficantes, a saber, el que es primerizo, el que no lo es, el que es adicto y el que no lo es.


Manifestó que ello es relevante si se tiene en vista la actual norma que impide que los condenados por la ley Nº 20.000 que sean reincidentes por los delitos que ella contempla puedan acceder a alguna medida alternativa, sean o no adictos, y lo que se propone en el artículo 16 antes referido, que establece, entre las condiciones que se pueden aplicar a quien es sentenciado a la libertad condicional, la imposición de un tratamiento de rehabilitación del consumo problemático de drogas, el que, en todo caso, debería determinarse por el juez en la sentencia.


Añadió que para que lo último ocurra, durante el transcurso del proceso penal cabría establecer alguna instancia en la que se pruebe, de manera fehaciente, cual es el compromiso de adicción del imputado.


El Honorable Senador señor Orpis resumió su posición sobre el tema diciendo que no debería otorgarse beneficio alguno a quien, siendo microtraficante primerizo, no tenga la calidad de adicto a las drogas.


Para ello, reiteró su propuesta en el sentido de agregar en la letra b) del artículo 15, a continuación de la referencia que dicha norma hace a la ley N° 20.000, la frase “y siempre que se acredite ante el tribunal que el condenado presenta consumo problemático de drogas”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, instó a la Comisión a pronunciarse sobre esta proposición.


Los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Sabag y Walker, don Patricio, se opusieron a la misma. El Honorable Senador señor Orpis la apoyó.

El Honorable Senador señor Espina fundamentó su decisión explicando que aun cuando compartía la inquietud que motivaba la proposición, ella estaba atendida de manera adecuada por el resto del articulado del proyecto, el que impone al juez una serie de condiciones para conceder la pena sustitutiva de libertad vigilada, que dicen relación con la adicción del condenado a las drogas, con la imposición de un tratamiento para combatirla y con el control del éxito del mismo durante la ejecución de la pena.


Observó que tal como está planteado el número 2 del artículo 15, se abre la posibilidad de que un adicto a las drogas no obtenga esta sanción sustitutiva porque el tratamiento o las demás medidas que puedan imponerse no aparecen como eficaces para su reinserción social, atendidas sus condiciones personales y las circunstancias en las que cometió el delito. Agregó que, de acogerse la proposición del Honorable Senador señor Orpis, la libertad vigilada debería imponerse automáticamente al adicto, aunque las demás circunstancias hagan preferible que cumpla la sentencia en la cárcel.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se sumó a las argumentaciones del Honorable Senador señor Espina.


El Honorable Senador señor Orpis hizo notar, una vez más, la evidente vinculación que existe entre la adicción, el consumo y el microtráfico, así como la importancia de este problema en nuestra sociedad. Agregó que pese a la relevancia del tema, este proyecto no se hace cargo del mismo. Opinó que la condición señalada por el número 2 del artículo 15 será, en la práctica, un mero formalismo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que cabía destacar que el citado numeral deja el asunto en manos de los jueces.


Luego, en relación con las indicaciones números 29 y 30, se hizo presente que ellas eran de mera referencia, por lo que, puestas en votación, fueron aprobadas con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag y Walker, don Patricio.


Igualmente, se hizo presente que la indicación número 31 fue acogida anteriormente, también con enmiendas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Asimismo, con la finalidad de aclarar la redacción de la disposición en estudio, el profesor señor Bofill sugirió reemplazar, en la letra a) del inciso primero, las formas verbales “es” y “excede” por “fuere” y “excediere” y sustituir, en el número 1 del inciso segundo, la referencia a un “nuevo ilícito” por la expresión “ilícito sobre el que recayere la nueva condena”.


Atendiendo al debate habido en la Comisión a propósito de esta disposición, en una sesión posterior, el Ejecutivo propuso acoger, como artículo 15, el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta en la sentencia fuere superior a dos y no excediere de tres años, o


b) Si se tratare de algunos de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitan concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que para elaborar esta nueva redacción se tuvieron en consideración algunas proposiciones de ordenación en la letra b), de forma tal que aparezcan primero las figuras delictivas y luego la limitación temporal de la pena para que proceda la sustitución.


El Honorable Senador señor Orpis consultó si esta proposición implica una modificación al criterio establecido en el artículo 62 de la ley Nº 20.000, a lo que la señora Subsecretaria de Justicia respondió que ella no modifica la mencionada regla, pues la pena sustitutiva de libertad vigilada sólo procede respecto de delincuentes primerizos.


El profesor señor López hizo notar que la regla limitativa de la letra b) anteriormente propuesta tiene un efecto muy restringido dentro del ámbito general de aplicación de las penas sustitutivas que establece este proyecto. Explicó que ese marco general impone que todos los primerizos que sean condenados a penas iguales o inferiores a tres años recibirán, por regla general, la pena sustitutiva de remisión condicional. Señaló que dentro de este universo de posibles beneficiarios, quedan excluidos los que cometen alguno de los dos ilícitos que ahí se contemplan, siempre que la pena impuesta sea superior a 540 días, o sea, estén dentro del tramo superior al rango general de procedencia de la remisión condicional.


Añadió que, además de lo anterior, se establecen condiciones especiales para que en estos casos proceda la libertad vigilada, por lo que, en la práctica, su rango de aplicación puede ser mínimo.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que para posibilitar que se cumpla la condena fuera de los recintos penales, se tuvo en vista que se trate de condenados que han cometido ilícitos que requieren medidas especiales de control y supervigilancia. Hizo notar que, además, se establece obligatoriamente un tratamiento que busca eliminar las causas específicas de reincidencia en estos delitos.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, compartieron las apreciaciones planteadas por la señora Subsecretaria a este respecto.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) expresó que la excesiva limitación que se impone para la procedencia de la medida de libertad vigilada según este artículo, generará que muchos condenados a los ilícitos que ahí se describen deban terminar cumpliendo su condena en la cárcel y no reciban un tratamiento ni un seguimiento apropiado para impedir que vuelvan a delinquir. Por ello, propuso eliminar de la propuesta la letra b).


Sometida a votación la eliminación de la letra b) de la propuesta del Ejecutivo, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron por el rechazo de dicha supresión los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Se abstuvo la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta).


A continuación, puesta en votación la parte restante de la propuesta del Ejecutivo, que engloba las ideas contenidas en las indicaciones números 29, 30 y 31, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Con posterioridad, el Ejecutivo presentó la indicación número 5, de fecha 19 de enero de 2012, la cual fue aprobada con ajustes formales, por las votaciones antes consignadas. Su tenor es el siguiente:


“5) Para reemplazar el actual numeral 19) por el siguiente:


“19) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad impuesta en la sentencia fuere superior a dos y no excediere de tres años, o


b) Si se tratare de algunos de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no haya sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitan concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”.”.
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Incorpora un artículo 15 bis, nuevo, a la ley N° 18.216, del siguiente tenor:


"Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia es superior a tres años y no excede de cinco años, o


b) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años, y se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar y aquellos contemplados en los artículos 361, 362, 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 bis y 367 ter del mismo Código.


En los casos previstos en las dos letras citadas, deberán cumplirse además las condiciones indicadas en los números 1.- y 2.- del inciso segundo del artículo anterior.".


Esta disposición fue objeto de tres indicaciones. La número 32, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, reemplaza, en la letra b) del inciso primero, la expresión “367 bis” por “411 ter”.


La número 33, del mismo autor, sustituye, en el inciso segundo, la voz “citadas” por “anteriores”.


Finalmente, la indicación número 34, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), reemplaza, también en el inciso segundo, la expresión “letras citadas” por “letras anteriores”.


Antes de iniciarse el análisis de las indicaciones presentadas, el Honorable Senador señor Espina consultó sobre la regulación que actualmente tienen las medidas alternativas que obtienen las personas condenadas por los delitos indicados por la letra b) del artículo 15 bis.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que, de una manera general, el proyecto en estudio impone un endurecimiento del régimen de cumplimiento de las que ahora son medidas sustitutivas.


Observó que en la materia consultada se distinguen dos tipos de delitos: los primeros son los que tienen el carácter de ofensas sexuales, en tanto que los segundos están relacionados con la violencia intrafamiliar. Manifestó que, en la actualidad, cuando estos ilícitos son cometidos por primerizos, dan lugar a la remisión condicional y a la libertad vigilada con algunas condiciones.


Dijo que, en cambio, la iniciativa considera que cuando ellos tienen una pena superior a quinientos cuarenta días, darán lugar sólo a la libertad vigilada intensiva -que impone un régimen de control más exhaustivo que el actual- y a la imposición de un brazalete electrónico, para saber en todo momento donde se encuentra el ofensor.


Añadió que a las víctimas se les facilita un dispositivo electrónico par al brazalete, que les permitirá saber cuando el condenado se acerca a menos de la distancia máxima impuesta por la sentencia, lo que en la experiencia comparada ha sido muy efectivo. Añadió que a lo anterior se suma el hecho de que al condenado a este tipo de sanción se le aplica un régimen muy intensivo de tratamiento para superar su condición.


El Jefe de la División de Defensa Social, señor Valenzuela, explicó que el catálogo de delitos indicado en el artículo en cuestión se aplica sólo a los ilícitos frustrados o tentados o a las personas que hayan sido condenadas en calidad de cómplices o encubridores, pues los autores de delitos consumados contemplados en los artículos 361, 362, 390 y 391 del Código Penal deben ir directamente a la cárcel, aunque sean primerizos.


El Honorable Senador señor Orpis planteó la conveniencia de explicitar la redacción del precepto, de forma tal de dejar en el artículo 15 bis una remisión expresa a los iter críminis y a los grados de participación indicados por el señor Valenzuela.


El señor Valenzuela repuso que el artículo 1º del proyecto es claro en este punto, pues se refiere únicamente a los autores de delitos consumados; por tanto, en el caso del artículo 15 bis, al referirse a las mismas figuras penales, debe entenderse que abarca los grados de participación que no son autoría -cómplices y encubridores- o los grados de ejecución del delito que no son la consumación, es decir, los casos de los ilícitos frustrados y tentados.


El profesor señor Bofill manifestó que ello estaría en contradicción con lo anteriormente aprobado por la Comisión al discutir el artículo 4º. Explicó que en la letra e) de ese artículo, se establece que no procede la remisión condicional cuando el sentenciado sea condenado como autor de un delito consumado de los que establece la letra b) del artículo 15 bis, entre otros, y la aclaración que anteriormente se hizo indica que a lo menos cuatro de los tipos penales contemplados por ese literal sólo se aplican a delitos que no hayan sido consumados o a condenados que no tengan la categoría de autores.


Por ello, sugirió revisar la redacción del referido artículo 4º.


La señora Subsecretaria de Justicia opinó que la redacción del artículo 4º no era del todo clara, a consecuencia de la indicación de que fue objeto. Agregó que aún estaba pendiente la discusión del artículo 1º, cuyo texto aprobado en general contempla una exclusión de todos los beneficios de esta ley en relación a los autores de una nómina específica de delitos consumados, que considera algunos ilícitos sexuales y otros contra la vida.


Por ello, consideró necesario armonizar la redacción de los artículos 1º, 4º y 15 bis letra b), para lo cual anunció que esa Secretaría de Estado presentaría una proposición.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión acoger, como artículo 15 bis, el siguiente:


“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia es superior a tres años y no excede de cinco años, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar y aquellos contemplados en los artículos 361, 362, 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse además las condiciones indicadas en los números 1.- y 2.- del inciso segundo del artículo anterior.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, observó que la proposición acordada en relación al artículo 1º de la ley Nº 18.216 excluye de todo beneficio a las personas que han cometido alguno de los delitos descritos en los artículos 361 y 362 del Código Penal. Agregó que, a su vez, la ley vigente excluye de todas las medidas alternativas a los perpetradores del delito comprendido en el artículo 362 cuando la víctima es un menor de 12 años.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la norma aprobada en reemplazo del artículo 1º de la ley Nº 18.216 excluye del catálogo de penas sustitutiva a los autores de los delitos consumados que ahí se indican; por tanto, la mención que se hace en el artículo 15 bis está referida a los delitos tentados y frustrados y a los partícipes que no tienen la calidad de autores.


Añadió que el artículo 362 sanciona la violación de menores de 14 años, por lo que la mención que hace el artículo 1º vigente de la ley queda desfasada y debe ser actualizada en este proyecto.


El profesor señor López manifestó algunas aprensiones relacionadas con el otorgamiento de un tratamiento al autor de un delito consumado y al autor del mismo ilícito pero en carácter tentado o frustrado.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) observó que en el artículo 1º antes aprobado, expresamente se indica que el catálogo de exclusión rige sólo respecto de los autores de los delitos consumados que ahí se indican, por lo que los condenados por un grado de participación diversa a la autoría, o que están involucrados en un delito que no fue consumado, quedan fuera de la excepción. Explicó que la mención que se hace en el artículo 15 bis a los delitos comprendidos en los artículos 361 y 362 del Código Penal debe ser interpretada en el sentido que ello se refiere a esas otras formas de participación y a aquellos otros grados de ejecución. Observó que para disipar posibles confusiones, sería más lógico eliminar de la disposición en comento la referencia a los citados preceptos, en el entendido que la excepción que establece el artículo 1º siempre será interpretada restrictivamente.


Los restantes miembros de la Comisión consideraron apropiada esta proposición.


Sometida a votación la propuesta sustitutiva del Ejecutivo al artículo 15 bis, que engloba el contenido de las indicaciones números 32, 33 y 34, fue aprobada con la modificación previamente explicada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Con igual votación fueron aprobadas las ya citadas indicaciones.


Posteriormente, con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 6, del siguiente tenor:


“6) Para reemplazar el actual numeral 20) por el siguiente:



“20) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:



“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:



a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que imponga la sentencia es superior a tres años y no excede de cinco años, o



b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar y aquellos contemplados en los artículos 361, 362, 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se imponga fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.



En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse además las condiciones indicadas en los números 1.- y 2.- del inciso segundo del artículo anterior.”.”.”.


Esta indicación fue aprobada con algunas modificaciones formales, por la votación antes consignada.

- - -


A continuación, la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), presentó la indicación número 35, para intercalar un numeral nuevo al artículo 1° del proyecto, destinado a sustituir el artículo 16 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención que no será superior al de la duración de la pena.


El delegado que haya sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al juez de garantía, en un plazo máximo de 30 días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a su reinserción social, tales como la nivelación escolar, participación en actividades de capacitación o inserción laboral, de  intervención especializada de acuerdo al perfil del condenado, así como su derivación a programas de tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol, si correspondiere. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial y deberán indicarse con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


Asimismo, el juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado, informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la presente ley.”.


Igualmente, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 40, para incorporar un numeral nuevo al artículo 1° del proyecto, con el objetivo de sustituir el artículo 16 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de tratamiento y observación igual al de la duración de la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que haya sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al juez de garantía, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, participación en actividades de capacitación o inserción laboral, de intervención especializada de acuerdo a su perfil, así como su derivación a programas de tratamiento de rehabilitación por adicción a las drogas o al alcohol, si correspondiere. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial y deberán indicarse con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


Asimismo, el juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de tratamiento y observación del condenado, o bien, que se resuelva el término anticipado de la pena, en los casos que considere que éste hubiese cumplido con los objetivos del plan de intervención.”.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó algunas inquietudes en relación con la disposición propuesta por las indicaciones recién transcritas, que regulan las medidas que pueden imponerse al condenado a la pena de libertad vigilada.


Informó que el Ejecutivo presentaría a consideración de la Comisión una reformulación de este precepto, en lo concerniente a la imposición de tratamientos de rehabilitación a los condenados a libertad vigilada que sean adictos.


Consideró necesario establecer fehacientemente ante el tribunal que el condenado en cuestión tiene un consumo problemático de estupefacientes, pues, de lo contrario, podrían focalizarse mal los recursos públicos al enviar a personas que no son adictas a estos tratamientos. Para ello, indicó que la proposición que se presente considerará un lapso previo a la dictación de la sentencia en el que se evaluará al imputado para estos efectos.


Señaló que todo lo anterior podría contemplarse en un nuevo artículo 17 bis.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que esta disposición amerita que se adopte una importante decisión, que derivará de la naturaleza que se quiera dar a esta pena sustitutiva. Explicó que existe la opción de que la función de la libertad vigilada sea sólo sacar personas de la cárcel, agregando que también puede concebírsela como una forma de rehabilitar y reinsertar a los infractores de ley.


Señaló que, como consecuencia de esta decisión, habrá de determinarse si el tratamiento en cuestión abarcará todo el lapso necesario para lograr la mencionada rehabilitación o si quedará limitado al tiempo que dure la condena privativa de libertad que la libertad vigilada estará sustituyendo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que uno de los propósitos centrales de este proyecto es lograr la rehabilitación y la reinserción de los condenados. Agregó que esto no necesariamente supone limitar los tratamientos a la duración de la pena, aunque tampoco puede establecerse que ellos durarán hasta que el condenado haya sanado, lo que podría dejarlo sometido a estas medidas de manera indefinida.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que este asunto fue materia de un intenso debate en la Cámara de Diputados.


Relató que en esa Corporación quedó claro que las penas que se imponen por medio de este proyecto cumplen la función de sustituir a otras que son privativas de libertad y que, por tanto, quedan limitadas al plazo de la pena sustituida, en virtud del principio constitucional de legalidad de las sanciones penales.


Agregó que las penas sustitutivas que trata este proyecto no son medidas de seguridad, por lo que no son impuestas en consideración al estado mental del condenado, sino a la magnitud del ilícito cometido. Por tal razón, tienen como límite las normas sobre determinación de las penas.


El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que las medidas que se imponen al condenado a libertad vigilada tienen que tener un plazo máximo de duración, el cual no tiene que ser, necesariamente, el lapso de la pena privativa de libertad original. Recordó que la ley N° 20.084, sobre responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, expresamente limitó los tratamientos que ahí se prevén a la duración de la pena original, lo que ha repercutido en el fracaso que se ha observado en la aplicación de esas medidas.


La señora Subsecretaria de Justicia anunció que el Ejecutivo reformularía las normas que regulan el tema en análisis y que, en consecuencia, presentaría a consideración de la Comisión una nueva redacción para los artículos 4°, 15 bis, 16 y 17 bis.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión acoger, como artículo 16, el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que le correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que haya sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior, por un máximo de 60 días.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, que se decrete el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado haya dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.

La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la redacción propuesta contiene las ideas que plantean las indicaciones números 35 y 40.


El Honorable Senador señor Orpis connotó que en la enumeración de objetivos de las actividades que se deben imponer al condenado a esta pena debe considerarse la rehabilitación.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, observó que en el inciso tercero de la propuesta se establece la facultad del juez para derivar al imputado a exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza, para la elaboración del plan de intervención, pero no queda claro quien se hará cargo de los gastos derivados de tales exámenes. Explicó que este aspecto es importante, porque puede dilatar la aplicación del plan de intervención individual, pieza fundamental de las penas sustitutivas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) hizo notar que la indicación número 35 señala que “El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial y deberán indicarse con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.”. Expresó que una fórmula de este tipo podría solucionar la duda antes planteada.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que no habría inconveniente en incorporar la propuesta del Honorable Senador señor Orpis. Luego, en relación con la preocupación manifestada por la señora Presidenta de la Comisión y por la señora Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, señaló que en la propuesta del Ejecutivo al artículo 17 bis específicamente se considera que el imputado deberá practicarse los exámenes para determinar el consumo problemático de drogas o alcohol que el juez determine, los que serán efectuados por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente y que figure en una nómina que el Secretario Regional Ministerial de Salud hará llegar a la Corte de Apelaciones respectiva. En razón de lo anterior, explicó que se consideró redundante hacer mención también de este punto en el artículo 16, pero se allanó a dejarlo establecido si se consideraba prudente.


La Comisión puso de manifiesto la conveniencia de dejar constancia en el presente informe que los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para la elaboración del plan de intervención individual serán efectuados con el mismo sistema a que hace mención el artículo 17 bis. A la vez, consideró apropiada la incorporación de la voz “rehabilitación” entre los objetivos de las actividades que se deben imponer al condenado a esta pena.


Estas propuestas contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Con la misma votación se aprobaron con modificaciones las indicaciones números 35 y 40.


Con posterioridad, reflejando los acuerdos y criterios anteriores, con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 7, del siguiente tenor:


“7) Para intercalar el siguiente numeral 21), pasando el resto a ordenarse correlativamente:



“21) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:



“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que le correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.



El delegado que haya sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.



El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior, por un máximo de 60 días.



Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.



Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, que se decrete el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado haya dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.”.”.


Esta indicación quedó aprobada con enmiendas, con la votación precedentemente consignada.

- - -

N° 21


Este numeral incide en el artículo 17 de la ley N° 18.216 e introduce en él cinco modificaciones a través del mismo número de literales.

Letra a)


Sustituye el encabezado del referido artículo 17 por el siguiente:


"El sentenciado que fuere condenado a libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, quedará sujeto a las siguientes condiciones:".


Este literal no fue objeto de indicaciones.

Letra b)


Reemplaza, en las letras a), b) y c) del artículo 17, el término “reo” por “condenado”.


Esta letra no recibió indicaciones.

Letra c)


Suprime, en la letra b) del inciso primero del artículo 17 de la ley N° 18.216, los términos "en libertad" y reemplaza el punto y coma (;) que los sigue por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


Este literal fue objeto de la indicación número 36, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), para reemplazar, en la letra b) del inciso primero del artículo 17, la frase “un eficaz tratamiento” por “una eficaz intervención”.


Puesta en votación esta indicación, se aprobó con enmiendas con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Letra d)


Incide en la letra c) del artículo 17 de la citada ley, y tiene por finalidad sustituir el punto y coma (;) con que termina por un punto final (.).


No fue objeto de indicaciones.

Letra e)


Tiene por finalidad suprimir las letras d) y e) del inciso primero del artículo 17, así como su inciso final.


Este literal no recibió indicaciones.


Finalizado el análisis del artículo 17, el profesor señor Bofill hizo notar que el encabezado del mismo no resultaba del todo claro y que, asimismo, la letra c) de la misma disposición no señala quién debe determinar la forma y modo en que el condenado ejercerá una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio.


Los miembros presentes de la Comisión coincidieron con lo planteado y consideraron pertinente introducir las enmiendas necesarias a este precepto de manera de aclarar los aspectos recién observados.


En una sesión posterior, atendiendo al debate producido en la Comisión en relación a esta norma, el Ejecutivo propuso acoger el siguiente texto:


“Artículo 17.- El tribunal, al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;


b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el término del período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta e instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada;


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que la disposición propuesta considera el contenido de la indicación número 36.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que la proposición cumple con el fin que se tiene en mente cuando se considera que las personas que son beneficiadas con la libertad vigilada deberán desarrollar actividades útiles que justifiquen el hecho de no cumplir la sanción en la cárcel. En razón de lo anterior, propuso hacer mención expresa del término “actividad” entre las obligaciones que se impondrán al condenado a esta pena sustitutiva según el tercer literal.


La señora Subsecretaria de Justicia opinó que, en tal caso, podría ser más conveniente emplear el concepto “ocupación”, pues es más comprensivo que la palabra “actividad”.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó que la idea que subyace tras las medidas que se imponen, es que el condenado a la pena sustitutiva de libertad vigilada pueda proveerse de medios honrados de subsistencia y no que esté meramente “ocupado”.


Los miembros de la Comisión consideraron que las razones anteriormente señaladas aclaran suficientemente el punto en estudio y resolvieron dejar constancia de ello en el presente informe, como parte de la historia fidedigna de la ley.


Sometida a votación la proposición sustitutiva del Ejecutivo para el artículo 17, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Como se señalara anteriormente, la indicación número 36 fue aprobada con algunas enmiendas, con la votación ya consignada.


Posteriormente, con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 8, la que quedó aprobada con modificaciones de tipo formal, con la votación antes consignada. Su tenor es el siguiente:


“8) Para reemplazar el actual numeral 21), que ha pasado a ser 22), por el siguiente:



“22) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:



“Artículo 17.- El tribunal, al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, impondrá al condenado las siguientes condiciones:



a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;



b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el término del período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta e instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada;



c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”.”.

N° 22


Agrega a la ley N° 18.216 los siguientes artículos 17 bis y 17 ter, nuevos:

Artículo 17 bis


Su tenor es el siguiente:


"Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si de los antecedentes del proceso u otros se desprendiera que el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal podrá imponer la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias.


El tratamiento de los problemas asociados al consumo de alcohol y drogas en condenados, deberá enmarcarse dentro del Plan de Intervención Individual aprobado judicialmente, y podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. La internación podrá ser decretada por un plazo máximo de treinta días, prorrogables previa autorización judicial.


Asimismo, se deberá dejar constancia en el Plan de Intervención Individual, de la obligación del condenado de someterse periódicamente  a exámenes que permitan controlar el consumo de las sustancias referidas. Estos exámenes también podrán realizarse a través de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en el Título III de esta ley.


En estos casos, el juez deberá efectuar un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.”.


Esta disposición fue objeto de dos indicaciones. La primera, del Honorable Senador señor Orpis, signada con el número 37, sustituye, en el inciso primero, la forma verbal “podrá” por “deberá”.


La segunda, del mismo autor, signada con el número 38, elimina, en el inciso segundo, su oración final.


Una vez iniciado el estudio de este precepto y según se anunciara precedentemente, el Ejecutivo propuso a la Comisión reemplazarlo por otro del siguiente tenor:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponer, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Habiéndose decretado la evaluación, y en caso de resistencia o negativa del imputado a practicarse el examen, el juez podrá considerarla como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. La internación podrá ser decretada por un plazo máximo de 30 días, prorrogables previa autorización judicial por iguales períodos. En todo caso, la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del Plan de Intervención Individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el juez deberá efectuar un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.”.


La señora Subsecretaria de Justicia puntualizó que la disposición propuesta considera el contenido de las indicaciones números 37 y 38 y que, a la vez, hace eco de una preocupación planteada previamente por el Honorable Senador señor Orpis, en orden a que cada vez que el tribunal constate que se está en presencia de un condenado que presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, deberá imponerle un tratamiento para superar la adicción, el que, con todo, no podrá extenderse por un período superior al de la condena sustituida.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que la disposición que en definitiva se apruebe en este ámbito debería ser aún más certera y considerar, en el texto mismo, a qué tipo de establecimiento será derivado el condenado.


Añadió que también cabría reconsiderar el plazo de tratamiento de 30 días, término que podrá renovarse. Observó que según la información de que dispone, 30 días es muy poco tiempo para sacar un adicto de su problema, por lo que las audiencias de prórroga serán la regla general, lo que seguramente hará más lento todo el sistema. En razón de lo anterior, propuso establecer en la ley que el plan será fijado libremente por el juez.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) manifestó que no procede fijar en el texto de la ley el detalle sobre la institución que se responsabilizará por la evaluación de las personas que serán beneficiadas con la pena sustitutiva de libertad vigilada. Por el contrario, sostuvo que sería conveniente establecer términos más amplios para la ejecución de los tratamientos de rehabilitación.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que la disposición propuesta considera un sistema muy exhaustivo para acreditar la idoneidad de los profesionales a cargo de los exámenes para evaluar el grado de dependencia de los imputados que son candidatos a esta pena sustitutiva. Observó que otro asunto es la institución a la que en definitiva se derive al condenado para efectuar el tratamiento, la que deberá ser propuesta por el delegado en el respectivo plan de intervención.


En relación con la inquietud sobre la duración del tratamiento en cuestión, manifestó su disposición a ampliarlo, pero no a extenderlo a todo el saldo de la sentencia sustituida, pues ello sería excesivo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, se mostró de acuerdo con la propuesta del Honorable Senador señor Orpis. Manifestó que los términos del tratamiento son propuestos por el delegado a cargo al tribunal y que en esa sede se determinará en definitiva su duración, con los antecedentes que se hayan tenido a la vista. Por ello, no le pareció prudente establecer desde ya en la ley un plazo preestablecido para estas prestaciones, más aún si se tiene en consideración que el plan de intervención que las contempla debe dar cuenta de las particularidades de cada condenado. Con todo, coincidió con que dicho tratamiento no se alargue por más tiempo que el que resta para que la condena sustituida se cumpla. Agregó que si es menester, podría contemplarse una obligación de información periódica al juez sobre el avance del caso.


El Honorable Senador señor Orpis recordó que a propósito del análisis de otras disposiciones, se ha acordado que el delegado de libertad vigilada informe periódicamente al tribunal sobre el avance de la intervención. Propuso que en ese mismo informe se indique el progreso del tratamiento de rehabilitación de la adicción que se hubiere impuesto al condenado.


El profesor señor López consideró muy loable que haya normas que establezcan mecanismos para detectar la adicción a las drogas o al alcohol por parte de los imputados y que aseguren que éstos recibirán un tratamiento que los rehabilite, pero hizo notar que no hay ninguna razón práctica para limitar el acceso a estas herramientas terapéuticas sólo a los condenados a las penas sustitutivas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva y no a los demás.


Recordó que la letra c) del artículo 4º de la ley Nº 18.216 establece como requisito para la procedencia de la remisión condicional que el imputado muestre condiciones que permitan presumir que no volverá a delinquir y que hay una norma similar en la letra c) del artículo 8º en relación con la pena de reclusión parcial. Explicó que en ambos casos la presencia de una adicción a las drogas o al alcohol podría configurar una causal para excluir del beneficio al imputado que tenga tal condición, sin que exista una regla que, como ocurre con la libertad vigilada, permita al juez derivar a ese imputado a un tratamiento.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que cerca del 70% de los detenidos arroja resultado positivo en los exámenes para detectar la presencia de drogas o alcohol, por lo que si la regla de derivación a un tratamiento de rehabilitación de la adicción se establece como norma general, se puede obtener un efecto importante de reducción de la reincidencia.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que hay una graduación escalonada en las penas sustitutivas que este proyecto contempla en atención al nivel de intervención que ellas consideran para el condenado, lo que está en relación directa con su grado de compromiso delictual.


Recordó que en los casos de la remisión condicional y de la reclusión parcial no hay un plan de intervención individual que maneje un delegado y que controle un juez; por tanto, en esos casos no hay un seguimiento del progreso del condenado. Añadió que en el diseño de estas penas sustitutivas se tuvo también en cuenta que debe priorizarse la intervención cuando se trata de condenados primerizos con un mayor compromiso delictual, como, por ejemplo, las personas que cometen delitos o que son sancionadas a penas que hacen procedente la libertad vigilada.


La señora Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana coincidió con lo planteado por la señora Subsecretaria y agregó que la adicción a las drogas y al alcohol es un problema social que no debe abordarse desde un punto de vista estrictamente punitivo. Señaló que quizás podría establecerse algún mecanismo de advertencia y derivación prioritaria a la red de salud cuando se detecte a un imputado que presente consumo problemático de drogas o alcohol, pero el control prioritario lo deberían tener las personas que presenten compromisos delictuales más complejos, como los que son candidatos a la libertad vigilada.


El profesor señor López manifestó que entiende que existan limitaciones presupuestarias y que se haga algún tipo de priorización, pero indicó que debería establecerse alguna medida que permita que, de oficio o a solicitud de parte, el juez pueda derivar a una evaluación al imputado que muestre señales evidentes de adicción a las drogas o al alcohol.


Los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señor Orpis expresaron que si el problema es la cobertura, podría contemplarse una regla de gradualidad en el tiempo. Coincidieron en que, a la larga, es indispensable que todo imputado que presente consumo problemático de alcohol o drogas sea derivado a un examen y a un tratamiento, porque esa es la única manera de lograr que, en su momento, tenga una opción de reinserción social.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, recordó que la situación planteada es la idea que está tras el Tribunal de Tratamiento de Drogas, que permite, antes de la sentencia, suspender el procedimiento y sujetar al imputado al control de un “par sicosocial”, que tiene por función, entre otras, evaluar la adicción y derivar al suspendido a un programa de salud.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que los Tribunales de Tratamiento de Drogas han logrado excelentes resultados y que, por ello, se han considerado asignaciones presupuestarias que permitirán replicar la experiencia en todas las regiones del país.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) recapituló la discusión explicando que en ella hay dos temas centrales; el primero es establecer un plazo amplio que el juez pueda fijar para el tratamiento de rehabilitación de la adicción que presente el condenado a las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, y el segundo es el mecanismo que permitiría ampliar el diagnóstico y tratamiento del referido consumo problemático a los condenados a las demás penas sustitutivas.


El Honorable Senador señor Orpis consultó al Ejecutivo si existiría la posibilidad de contemplar en esta ley, con una regla de entrada en vigencia escalonada, un sistema que permita que todos los condenados a las penas sustitutivas que muestren problemas de adicción accedan a evaluaciones y tratamientos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, propuso, para el primer tema planteado por la señora Presidenta de la Comisión, que el juez pueda fijar libremente en el plan de intervención el tipo y duración del tratamiento de rehabilitación que sea procedente, sujetándose a las siguientes reglas: a) que en total éste no exceda el saldo de la pena sustituida; b) que el delegado informe por escrito al tribunal cada 30 días sobre el avance del tratamiento, y c) que se celebre cada 60 días una audiencia judicial, a la que deberán concurrir el condenado y el delegado, para discutir el progreso de dicho tratamiento.


En relación con el segundo punto, expresó su preocupación sobre el diseño institucional que permitiría que los profesionales de la salud puedan hacer frente a las exigencias y expectativas que estos nuevos tratamientos masivos implicarán.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que masificar para todos los imputados el acceso a la evaluación y al tratamiento de la adicción a las drogas o el alcohol es una causa loable, pero que ello, sin embargo, podría exceder las ideas matrices de este proyecto.


La señora Subsecretaria de Justicia puntualizó que el Gobierno está dispuesto a asegurar la evaluación y el tratamiento a las personas condenadas a las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, porque ellas muestran un compromiso delictivo mayor, que hace más eficaz la focalización de los recursos. En relación con el resto de los condenados, indicó que la voluntad del Ejecutivo es facilitar el acceso a estas herramientas, para lo cual se contará con una coordinación expedita con el SENDA. Indicó que esos eran los compromisos que podían contraerse en este momento en relación a esta iniciativa.


El profesor señor López reiteró que si la decisión política es priorizar el acceso a evaluaciones y tratamientos a los adictos que sean condenados las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, es necesario dejar claro que la presencia de un problema de adicción en imputados que cumplen los demás requisitos para optar a las penas de remisión condicional y reclusión parcial no debe ser óbice para que el juez, en definitiva, los condene a esas sanciones sustitutivas.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso dejar constancia, para la historia de la ley, de las preocupaciones y aprensiones planteadas por los Honorables Senadores señores Orpis y Walker, don Patricio, por la señora Subsecretaria de Justicia, por la señora Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana y por el profesor señor López en relación con la cobertura de diagnóstico y tratamiento de las adicciones que se detecten en personas que sean condenadas a penas sustitutivas distintas a la de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva.


En relación con el plazo del tratamiento, sugirió aprobar el mecanismo propuesto por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. En los demás aspectos, instó a acoger la propuesta del Ejecutivo.


Sometida a votación la propuesta del Ejecutivo fue aprobada con las modificaciones antes explicadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio. Por igual votación fueron acogidas con enmiendas las indicaciones números 37 y 38.

Se enfatizó la pertinencia de dejar constancia de la aspiración de la Comisión en el sentido de que el debate de esta iniciativa constituya un paso para poder ofrecer, en el futuro, un tratamiento a todos los condenados que presenten adicción, cualquiera sea la pena que les corresponda.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 9, cuya letra a) propone reemplazar el artículo 17 bis por el siguiente:



“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presenta un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponer, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.



Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.



La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.



Habiéndose decretado la evaluación, y en caso de resistencia o negativa del imputado a practicarse el examen, el juez podrá considerarla como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere.



La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. La internación podrá ser decretada por un plazo máximo de 30 días, prorrogables previa autorización judicial por iguales períodos. En todo caso, la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del Plan de Intervención Individual aprobado judicialmente.



Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el juez deberá efectuar un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar a audiencias de seguimiento a lo menos una vez al mes, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.”.


Esta indicación quedó aprobada con enmiendas, la votación precedentemente consignada.

Artículo 17 ter


Su texto es el que sigue:


“Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.".


Esta disposición recibió la indicación número 39, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), para incorporar una nueva letra, del siguiente tenor:


“…) Prohibición de ejercer determinados cargos, oficios o profesiones que puedan propiciar la comisión de delitos por parte del condenado;”.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que esta proposición resulta un tanto indeterminada. Hizo presente, además, que existe una gran cantidad de delitos, sobre todo los de índole sexual, que llevan aparejada en forma expresa y como pena anexa, una inhabilidad genérica, comprendida en el inciso segundo del artículo 372 del Código Penal.


Recordó que la norma citada establece que los condenados por esos delitos quedan sujetos, además, a la pena de inhabilitación absoluta temporal para cargos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa o habitual con personas menores de edad, en cualquiera de sus grados.


Por lo anterior, manifestó un parecer desfavorable en torno a esta propuesta.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, indicó que el proyecto establece un régimen de sustitución de las penas principales de privación de libertad y no de las penas accesorias, por lo que dichas sanciones anexas subsisten, aunque la sentencia decrete una sustitución de la pena principal por una de las enumeradas en este proyecto. Por ello, opinó que la indicación en análisis no aportaría elementos nuevos.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró que, en vista de las razones antes expresadas, la indicación número 39 podía desestimarse.


Sometida a votación la indicación número 39, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.
- - -


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 9, cuya letra b) agrega a la ley N° 18.216 el siguiente artículo 17 quáter, nuevo:



“Artículo 17 quáter.- El control del delegado en las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, se ejecutará en base a las medidas de supervisión que sean aprobadas por el tribunal, las que incluirán la asistencia obligatoria del condenado a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal considerará, especialmente, la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individualizada.”.


Esta indicación obedece a los acuerdos adoptados a propósito de la discusión del artículo 14 y fue aprobada en sus mismos términos con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

N° 23


Antepone, en el artículo 18, como inciso primero, nuevo, pasando el actual a ser segundo, el siguiente:


"Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.".


No se presentaron indicaciones respecto a este numeral. Sin embargo, la Comisión estimó conveniente introducirle algunos ajustes formales. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

N° 24


Deroga el artículo 19 de la ley N° 18.216. No fue objeto de indicaciones.

N° 25


Sustituye el artículo 20 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de vigilar, controlar, orientar y asistir a los condenados a quienes se hubiese impuesto esta pena, a fin de evitar su reincidencia y lograr su reinserción e integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegados de libertad vigilada será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.".


Este numeral no recibió indicaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Orpis manifestó que la disposición en estudio repite la norma actualmente vigente, que remite de manera genérica la regulación del nombramiento de los delegados a la potestad reglamentaria derivada. Hizo notar que esa regla sólo se refiere a los delegados de la libertad vigilada, pero no hace mención alguna a quienes se encargarán del control de la nueva medida de libertad vigilada intensiva ni de la supervisión del cumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la regulación actual de estos delegados se encuentra en el decreto supremo Nº 1.120, del Ministerio de Justicia, publicado el día 18 de enero de 1984, y que sólo se contempla a los delegados de libertad vigilada porque, a la fecha, son los únicos funcionarios que tienen esta calidad en la normativa vigente.


Agregó que conjuntamente con la discusión de este proyecto, se está trabajando en los borradores de tres reglamentos que acompañarán la implementación de esta futura ley. El primero se refiere a los delegados de libertad vigilada; el segundo regulará en forma orgánica todo lo concerniente a la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, mencionando expresamente a los delegados que tendrán a cargo esta pena, y el tercero abordará el resto de las materias de que trata la ley, como es el monitoreo electrónico.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que en el artículo 20 en discusión debería haber una mención especial a los tres tipos de delegados que el proyecto contempla, esto es, los de la libertad vigilada, los de la libertad vigilada intensiva y los que estarán a cargo de la supervisión de los trabajos comunitarios.


Añadió que este mismo artículo podría establecer requisitos mínimos y generales para optar al cargo de delegado, los que deberían desarrollarse en el reglamento respectivo. Subrayó que no procedía dejar en aquel cuerpo normativo derivado la regulación íntegra de este asunto.


Observó que si se avanza en la dirección propuesta, sería menester cambiar también el epígrafe del párrafo 2º, para que se refiera a todos los tipos de delegados que contempla el proyecto y no solamente a los encargados de la libertad vigilada.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con estos planteamientos.


El Honorable Senador señor Orpis insistió en la conveniencia de regular en la ley algunos parámetros o a lo menos algunos requisitos mínimos para servir estos cargos.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó su acuerdo con los planteamientos expuestos.


En atención a que se trata de una materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo, ya que concierne a nuevas funciones públicas, anunció que presentaría a la Comisión una nueva redacción para el artículo 20.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con lo señalado. Agregó que sin perjuicio de dejarse pendiente aquella propuesta, desde ya podría acogerse la enmienda sugerida por el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, relativa al cambio de nombre del epígrafe del párrafo 2º.


En consecuencia, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 de Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acordó introducir la modificación ya explicada.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión la siguiente redacción para el precepto en estudio:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegados de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que esta propuesta perfeccionaría la redacción del artículo 20, agregando la denominación de la libertad vigilada intensiva y actualizando las funciones de estos delegados, de acuerdo a lo establecido en el reglamento que se encuentra en elaboración en el Ministerio de Justicia.


Sometido a votación este texto, fue acogido por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 10, la cual quedó aprobada con algunas enmiendas, con la votación ya indicada.


Su texto es el que sigue:


“10) Para reemplazar el actual numeral 25), que ha pasado a ser 26), por el siguiente:



“26) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:



“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.



La habilitación para ejercer las funciones de delegados de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.”.”.
- - -


Tal como se señalara precedentemente, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la Comisión acordó reemplazar el epígrafe del párrafo 2°, referido a los delegados de libertad vigilada, por el siguiente: “De los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva”.


Este acuerdo contó con el voto favorable unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -


Complementando la disposición anterior, el Ejecutivo propuso incorporar a la ley N° 18.216 el siguiente artículo 20 bis, nuevo:


“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:


a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados de universidades extranjeras.


b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial.


c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.


Analizando este precepto, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, inquirió por qué no podrían acceder a esta posición otros profesionales tales como un profesor de Estado con un magister en Psicología Social o un psicopedagogo capacitado en terapia social.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consultó por qué razón tampoco un sociólogo estaría en condiciones de ser delegado de las penas sustitutivas de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva. Opinó no se observaban razones para enunciar en forma tan específica en la ley los requisitos para acceder a este cargo y que podría ser suficiente una disposición como la del inciso final del artículo 20 que se ha propuesto, que encomienda la regulación precisa del tema a un reglamento.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que se hizo un levantamiento de información para revisar el perfil profesional actual de los funcionarios que sirven los puestos de delegado y se observó una dispersión muy importante en cuanto a sus orígenes profesionales. Añadió que el nuevo diseño de la libertad vigilada y de la libertad vigilada intensiva requiere que los delegados a su cargo ejerzan una importante labor de coordinación con las redes sociales, razón por la que se analizaron detenidamente las mallas curriculares y los perfiles profesionales de diversas carreras universitarias, llegándose a la conclusión de que los psicólogos y los asistentes sociales tienen ventajas comparativas para monitorear la intervención que se impone mediante estas sanciones.


Sometida a votación la proposición del Ejecutivo, fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 11, la cual quedó aprobada con modificaciones formales, con la votación ya consignada.


Su texto es que sigue:


“11) Para intercalar el siguiente numeral 26) nuevo, pasando el actual y los siguientes a ocupar la numeración correlativa que corresponda:



“26) Agrégase el siguiente artículo 20 bis:



“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:



a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados de universidades extranjeras;



b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial, y



c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.”.”.
- - -


A continuación, en mérito de algunos criterios adoptados precedentemente, la Comisión resolvió introducir modificaciones al artículo 21 de la ley N° 18.216, que no fue objeto de indicaciones.


Dicho precepto dispone que el Ministerio de Justicia podrá celebrar convenios con personas naturales o jurídicas, estatales o privadas, para el control de la libertad vigilada.


Se estimó necesario mencionar también en esta norma la pena de libertad vigilada intensiva, incorporando la correspondiente mención a continuación de la expresión “libertad vigilada”.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -

N° 26


Sustituye el artículo 22 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización del sistema de libertad vigilada, incluyendo los programas, las características y aspectos particulares que deberá tener la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados del sistema.".


Este numeral no fue objeto de indicaciones


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión resolvió incluir, al inicio de la primera oración de este precepto, a continuación de la expresión “libertad vigilada”, una mención a la libertad vigilada asistida, ajustando el resto del texto en función de esta enmienda.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

N° 27


Reemplaza el artículo 23 de la ley N° 18.216 por el siguiente:


"Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre el comportamiento de las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva quienes deberán informar al respectivo tribunal, al menos trimestralmente.


El tribunal deberá, en todo caso, citar a lo menos semestralmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y a lo menos trimestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.".


Este numeral no fue objeto de indicaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, a instancias del Honorable Senador señor Orpis, la Comisión analizó el contenido de esta disposición, referida a los informes que los delegados encargados del control de la libertad vigilada deberán remitir al juez.


El mencionado señor Senador expresó que tal como se señalara durante la discusión del artículo 14, estos reportes no deben estar referidos únicamente al comportamiento de los condenados sometidos a la vigilancia del delegado, sino a la evolución y cumplimiento del plan individualizado de intervención que ha sido aprobado por el juez al decretar la pena de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva.


Por ello, en lugar de “comportamiento”, prefirió utilizar, en el inciso primero de la disposición en estudio, la expresión “evolución y cumplimiento del plan individualizado de intervención”, la cual englobaría el ya referido concepto de comportamiento y contendría, además, la idea de control del plan individualizado que en su momento se ha fijado por el tribunal.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que esto era una consecuencia directa de lo antes discutido a propósito del artículo 14, por lo que procedía acoger la proposición del Honorable Senador señor Orpis.


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina examinó el inciso final de esta disposición. Consultó la razón por la que dicha regla distingue entre libertad vigilada y libertad vigilada intensiva para los efectos de diferenciar el período máximo para que el tribunal cite a una audiencia a los delegados y a los condenados que estén a su cargo. Se preguntó por qué no se establece, en cambio, una norma común más laxa, abriendo la posibilidad de que el juez cite a más audiencias si lo estima pertinente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que para evitar alguna suerte de incongruencia, podría introducirse una diferenciación para la periodicidad de los informes, estableciendo que ellos se remitirán trimestralmente cuando se trate de libertad vigilada intensiva y semestralmente, en el caso de la libertad vigilada simple. En lo relativo a las audiencias, sugirió adoptar la regla propuesta por el Honorable Senador señor Espina.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo presente que lo anterior deriva del rol del juez como promotor y motivador del cambio personal del condenado, que será distinto según la entidad del delito cometido y del tipo de libertad vigilada que se imponga. Recordó que uno de los criterios que sirven para distinguir entre la libertad vigilada simple y la intensiva es si se trata de agresores sexuales u ofensores que cometieron el ilícito en un contexto de violencia intrafamiliar, y que ellos están sujetos además al brazalete electrónico, por lo que es necesario darles una señal potente en el sentido de que el juez los vigila constantemente.


El profesor señor Bofill expresó su acuerdo con la norma, pues ella diferenciaría según el perfil del condenado y la intensidad de la intervención decretada. Recordó que en Chile no hay juez de cumplimiento de penas y que el juez de garantía no tiene los elementos necesarios para decidir si procede o no una audiencia extra en estas materias.


A continuación, el profesor señor Bofill se refirió a la audiencia mencionada por el inciso final del precepto en análisis, particularmente a la necesidad de definir allí quienes serían citados a la misma.


Recordó que el artículo 466 del Código Procesal Penal prescribe que durante la ejecución de las penas pueden intervenir ante el juez el Ministerio Público, el condenado y su defensor. Indicó que, hasta la fecha, esta norma no se ha aplicado a las medidas alternativas de la ley Nº 18.216, porque ellas constituyen justamente medidas y no penas propiamente tales. Sin embargo, este proyecto cambia radicalmente dicha concepción al considerar que ahora se estará en presencia de verdaderas penas que sustituirán las sanciones privativas libertad.


Agregó que, en razón de lo anterior, en las audiencias judiciales que el proyecto contempla para controlar el cumplimiento de estas penas sustitutivas, empezaría a ser plenamente aplicable el ya citado artículo 466 del Código Procesal Penal.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que para el caso del inciso final del artículo 23, debería incluirse en la audiencia sólo al delegado, al condenado y su defensor y excluirse al Ministerio Público, porque esa institución ha perdido interés en esta etapa del proceso.


El profesor señor Bofill agregó que si se aprueba la modificación antes indicada, para efectos sistemáticos procedería agregar al delegado en el artículo 466 del Código Procesal Penal.


La Comisión consideró atendibles las sugerencias formuladas, por lo cual consideró pertinente recoger en un nuevo inciso final del artículo 23 lo planteado por la señora Subsecretaria de Justicia y enmendar el artículo 466 del Código Procesal Penal en el sentido indicado por el Profesor señor Bofill.


En una sesión posterior, tomando en consideración las ideas y criterios expuestos en el debate precedente, el Ejecutivo propuso a la Comisión el siguiente texto para este artículo 23:


“Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre la evolución y cumplimiento del plan de intervención individualizada impuesto por el juez a las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva, quienes deberán informar al respectivo tribunal, al menos trimestralmente.


El tribunal deberá, en todo caso, citar a lo menos anualmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y, a lo menos, semestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.


A estas audiencias deberán comparecer el condenado y su defensor.


Respecto del delegado de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal podrá estimar como suficiente la entrega del informe periódico que se remita por el delegado, salvo que el tribunal solicite su comparecencia personal.


El Ministerio Público podrá comparecer cuando lo estimare procedente.”.


Esta propuesta fue acogida por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Posteriormente, la referida proposición fue recogida por la indicación número 12, del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2011, la cual quedó aprobada con algunas enmiendas con la votación recién consignada.

N° 28


Intercala los siguientes Títulos III, IV y V, nuevos, a la ley N° 18.216, pasando el actual Título III a ser VI.

Título III, nuevo


Trata sobre el Monitoreo Telemático y está compuesto por los artículos 23 bis, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies y 23 octies, nuevos, cuyo texto se transcribirá a continuación.


Antes de iniciar el estudio de los señalados preceptos, la Comisión resolvió iniciar con letra minúscula la expresión “telemático” en el epígrafe de este Título. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículo 23 bis


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva, ya sea que esta última se imponga de acuerdo a lo establecido en el artículo 15 bis de esta ley, o bien, según el régimen de pena mixta, previsto en el artículo 34 de esta misma ley.


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva aplicada en virtud del citado artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho artículo, atendidas las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. En este último caso, si se estimare necesario que la víctima porte un dispositivo de control para su cumplimiento, ésta deberá prestar su consentimiento en forma previa.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá aportarse antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal, debiendo previamente el tribunal oficiar a la institución para tales efectos. Asimismo, a objeto que el tribunal pueda determinar la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, la factibilidad técnica deberá ser indicada en el informe a que se refiere el inciso primero de dicho artículo.


Este mecanismo se aplicará por un plazo no inferior a seis meses ni superior a dos años, debiendo evaluarse periódicamente por Gendarmería de Chile. Se evaluará, asimismo, a solicitud del condenado, la conveniencia de la mantención de esta medida, lo que será informado oportunamente al juez, quien citará a audiencia a fin de resolver acerca de la mantención o cesación de la misma.


En los casos de interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, el control por medio de este monitoreo tendrá igual plazo de observación que aquél fijado para la libertad vigilada intensiva, de conformidad al artículo 34, inciso tercero de esta ley.”.


Esta disposición fue objeto de la indicación número 41, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar en su inciso segundo, a continuación de la expresión “artículo 15 bis”, los términos “, letra b),”.


La señora Subsecretaria de Justicia informó que la disposición en análisis determina el ámbito de aplicación del mecanismo conocido como brazalete electrónico y que el propósito de la indicación número 41 es compatibilizar lo dispuesto por los incisos segundo y tercero del precepto en estudio, de manera de aclarar que no todas las personas condenadas a libertad vigilada intensiva deberán portar el mencionado dispositivo, sino que sólo lo harán los condenados por delitos sexuales y por ilícitos cometidos en el contexto de la violencia intrafamiliar.


Señaló que respecto a ellos hay una intervención principal agravada que se complementa muy bien con la imposición del señalado aparato, por cuanto está demostrado en la experiencia internacional que los dispositivos de control telemático son más efectivos en el caso de estos ilícitos, además de que en tales situaciones hay una víctima identificada que queda mejor protegida cuando su ofensor utiliza el brazalete.


El Honorable Senador señor Espina consultó sobre el universo de condenados a los que presuntivamente se les aplicaría esta medida.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, manifestó que se espera que el total de condenados por delitos sexuales y por ilícitos cometidos con ocasión de violencia intrafamiliar será, aproximadamente, de tres mil a tres mil quinientas personas estando la ley en régimen. Manifestó que a lo anterior hay que agregar un conjunto de trescientas a cuatrocientas personas, que corresponde a quienes serán sometidos al régimen de pena mixta.


El Honorable Senador señor Espina consultó la razón por la cual el uso de este recurso quedaría tan limitado en el proyecto.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que ello no se debe a factores presupuestarios, sino al hecho de que el brazalete electrónico ha demostrado su utilidad en relación a cierto grupo de delitos y a que aunque es una medida vistosa, no ofrece efectos prácticos en materia de reincidencia en otros ilícitos. Recordó que en Argentina se introdujo este dispositivo en forma masiva y continuó aplicándose hasta que uno de sus portadores entró a robar a una casa y dio muerte a sus moradores, lo que generó el descrédito total del sistema y determinó su erradicación.


Por otra parte, agregó que, obviamente, un dispositivo de este tipo no tiene ningún efecto en la prevención de los delitos contra la propiedad o de aquellos en los que no hay una víctima específica que se deba proteger.


Hizo notar, además, que este mecanismo logra resultados si va acompañado de una medida principal de intervención psicosocial al condenado.


El Honorable Senador señor Espina discrepó de lo señalado, pues, a su juicio, la imposición del brazalete electrónico puede lograr un efecto muy importante en los condenados y sustituir de buena manera la cárcel, pues permite saber a toda hora dónde se encuentra un determinado condenado, lo que de por sí es una fuerte medida de control. En razón de lo anterior, planteó la posibilidad de ampliar la aplicación del brazalete a un mayor número de ilícitos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que aun cuando compartía lo señalado por el Honorable Senador señor Espina, prefería mantener el radio de aplicación de esta medida a lo que hoy se propone, pues ello permitirá probar su utilidad en la práctica y conocer los problemas de implementación que posiblemente surgirán. Dijo que, posteriormente, luego de tener esa experiencia, podría discutirse una ampliación a otros ilícitos.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que tal como está diseñado el proyecto, el paso inicial que se dé con el sistema de radio frecuencia es muy importante pues la población penal a la que éste se impondrá es una de las mayores, en términos proporcionales, entre los grupos penales iniciales a los que se ha aplicado en los distintos países.


Hizo presente que el brazalete electrónico no muestra lo que la persona está haciendo, sino solamente el lugar donde ella se encuentra, lo que es relevante si se ha dictado, por ejemplo, una medida cautelar de no acercarse a la víctima o de no concurrir a determinados sitios. Insistió en que la situación es distinta tratándose de delincuentes que cometen delitos contra la propiedad.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó su acuerdo con lo indicado por la señora Subsecretaria, aunque se mostró partidaria de ampliar en el futuro el catálogo de delitos a los que se aplicará esta medida. Señaló que hay antecedentes de expertos internacionales que muestran que el brazalete electrónico no sólo cumple una función como medida de seguridad, sino también como factor reductor de la reincidencia, aunque esos mismos datos demuestran que aquel segundo efecto se va degradando con el tiempo.


El profesor señor Bofill indicó que ha habido algunos programas impulsados por las divisiones de seguridad ciudadana de ciertos municipios que han puesto a disposición de las partes en los juicios criminales, como salida alternativa, la imposición de estos aparatos de monitoreo telemático. Agregó que, haciendo uso de esta nueva facultad, en algunos procesos el imputado ha consentido en portar dicho aparato para librarse del juicio. Manifestó que el problema es que esto se ha hecho en procesos por fraude, en los que la imposición del brazalete no tiene ningún efecto preventivo de la reincidencia, pues muchas de estas actividades delictivas se hacen a distancia y por teléfono, sin que el brazalete como tal pueda brindar dato alguno que disuada o reprima a los que se especializan en estas conductas.


En razón de lo anterior, instó a seleccionar con el mayor rigor posible los tipos de delitos en que se podrá imponer este medio.


La señora Blanco coincidió con lo anteriormente expresado y manifestó que el brazalete electrónico en ningún caso puede quedar entregado a la mera disposición de las partes del juicio penal.

La señora Subsecretaria de Justicia recordó una vez más que el artículo 23 bis establece el ámbito de aplicación del monitoreo telemático, en tanto que la indicación en estudio lo limita a dos tipos de delitos: los de naturaleza sexual y los cometidos con ocasión de una situación de violencia intrafamiliar. Además de estos grupos de ilícitos, explicó que el monitoreo telemático se impondrá a quienes sean condenados a reclusión parcial y a quienes obtengan el beneficio de la pena mixta.


Expresó que los condenados por delitos de naturaleza sexual y los que delinquen con ocasión de una situación de violencia intrafamiliar no obtienen automáticamente la pena sustitutiva de libertad vigilada y la imposición del brazalete electrónico, pues siempre existe la posibilidad de que el juez, atendidas las circunstancias del caso y las condiciones personales del ofensor, decida que éste cumpla su sanción en la cárcel.


Explicó que, además de lo propuesto por la indicación, hay ciertos detalles en el resto de la norma que podrían generar dudas interpretativas.


En primer lugar, el inciso cuarto de la disposición prescribe que Gendarmería de Chile deberá informar al tribunal sobre la factibilidad técnica de la imposición de la medida de monitoreo electrónico antes de la dictación de la sentencia o en la oportunidad que señala el artículo 343 del Código Procesal Penal, que es la audiencia en la que se discute la determinación de la pena.


Al respecto, opinó que establecer que este informe se hará antes de la dictación de la sentencia es redundante, pues la única oportunidad previa a ese acto procesal en que se discute la determinación de la pena es justamente la audiencia que indica el ya citado artículo 343, por lo que bastaría con esa referencia.


Manifestó, enseguida, que el inciso quinto establece que Gendarmería evaluará periódicamente el mecanismo de monitoreo telemático que se haya instalado en virtud de una sentencia y faculta al condenado para solicitar al juez el cese de la medida. Explicó que la primera actividad no tiene sentido si se considera que el único rol de Gendarmería, una vez impuesto el monitoreo, es vigilar su cumplimiento. En cambio, dijo, debe mantenerse la segunda disposición, porque el condenado debe tener derecho a solicitar al tribunal que reconsidere la decisión.


En razón de lo anterior, propuso sustituir este inciso quinto por el siguiente: “A solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención o cesación de esta medida.”.


En tercer lugar, propuso revisar el inciso final del artículo 23 bis, pues en el caso de la pena mixta lo que se pretende es que el monitoreo telemático dure todo el período que reste para que la sanción original sea cumplida y no quede limitado a dos años, como prescribe la regla general sobre monitoreo.


Para aclarar este punto, propuso reemplazar este inciso por el siguiente: “Sin perjuicio del plazo establecido en el inciso anterior, en los casos de interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, el control por medio de monitoreo tendrá igual plazo de aplicación que aquel fijado para la libertad vigilada intensiva, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34, inciso tercero, de esta ley.”.


El profesor señor López manifestó que la oportunidad indicada por el artículo 343 del Código Procesal Penal puede ser un poco acotada, pues para cuando esa audiencia se celebre, el juez ya debería tener todos los antecedentes del caso para determinar la pena y si en ese momento aún no ha recibido la información para determinar la factibilidad técnica, el asunto puede terminar en una postergación de la determinación de la sanción o incluso en la imposición de una pena privativa de libertad por no estar dadas las condiciones técnicas.


Indicó que esto podría solucionarse si pesa sobre el fiscal la obligación de constatar, previamente, esta factibilidad técnica, lo que se materializaría incluyendo esa información en el informe presentencial que generalmente está a disposición de la fiscalía antes de la audiencia.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que aunque era entendible la proposición del profesor señor López, no coincidía con que el requerimiento de información a Gendarmería de Chile sobre la factibilidad técnica de la imposición de un monitoreo telemático determinado quedara a disposición del fiscal. Recordó, además, que en la nueva formulación de la ley Nº 18.216, no se contempla el informe presentencial a que se ha hecho referencia.


Con todo, sostuvo que la inquietud antes expresada es válida y que podría solucionarse si se indica que las partes o el juez, en subsidio, deberán recabar esta información antes de la audiencia respectiva, para que cuando ella se celebre, los antecedentes en cuestión estén a disposición de éste.


El profesor señor López concordó con la solución planteada.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó, entonces, que los criterios a acoger sobre este punto serían, en principio, los siguientes:


a) Eliminar, en el inciso cuarto, la expresión “antes de la dictación de la sentencia”.


b) Entregar la responsabilidad de la información sobre la factibilidad técnica de la imposición del monitoreo electrónico a las partes o al juez, en subsidio.


Se hizo presente que este último punto sería refrendado al conocerse la redacción que propondría el Ejecutivo, teniendo en consideración que todos los requerimientos de información sobre factibilidad se harán a través del tribunal, antes de la audiencia señalada por el artículo 343 del Código Procesal Penal.


Hubo acuerdo entre los miembros de la Comisión en torno a estos criterios.


Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis consultó sobre la razón para otorgar al condenado la facultad de pedir el cese del monitoreo, considerando que éste se impone para garantizar el cumplimiento de una medida que pesa sobre él por existir un interés social comprometido.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que la mera petición del condenado no coloca al juez en la necesidad de fallar en su favor, a menos que se alegue una justa causa. Agregó que en el derecho comparado siempre se contempla la posibilidad de efectuar esta revisión.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que la redacción del texto es lo suficientemente amplia como para que el condenado se valga de cualquier razón para fundamentar su alegación. Manifestó que es muy importante que, en este caso, se establezca en la ley un conjunto de causales que puedan dar lugar a la revisión, para lo cual debería evitarse una formulación genérica de esta regla.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Judicial, acotó que, en esta situación, el juez ni siquiera está obligado a citar a la audiencia. Recordó también que cuando se impone la medida, el tribunal debe tener en cuenta las circunstancias del delito y las necesidades de protección de la víctima; por tanto, las alegaciones del condenado tienen que referirse a alguno de esos aspectos.


La asesora de la Fundación Paz Ciudadana, señora Morales, manifestó que este proyecto instaura el principio de progresividad de la pena, en virtud del cual se permite que el condenado asuma consecutivamente gravámenes menores en la medida en que exhiba un proceso de reinserción adecuado.


Teniendo en vista lo anterior, expresó que la causal basal que debería poder alegar el condenado que busca el cese de la medida de monitoreo telemático, es justamente el progreso en su proceso de reinserción social, lo que podría ser planteado expresamente en la ley, como anteriormente se sugirió.


Añadió que la experiencia internacional muestra que los efectos disuasivos de la medida de control telemático se degradan con el tiempo.


El profesor señor López coincidió con lo planteado, agregando que la solicitud de revisión podría fundarse en un cambio en las condiciones que se tuvieron en vista cuando se impuso el monitoreo electrónico.


Los Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio, se mostraron de acuerdo con esta proposición.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que la norma en comento establece un plazo para la imposición del monitoreo que va de seis meses a dos años, lapso que puede ser inferior a la duración de la pena de libertad vigilada. Explicó que si ese es el caso, habrá una presión muy intensa sobre el delegado si el condenado reincide después de terminada la imposición de esta medida. Por ello, consideró necesario establecer que el plazo de monitoreo será equivalente a la duración de la pena.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió revisar la redacción de esta disposición, de manera de contemplar en ella plazos amplios que, en definitiva, sean determinados por el juez.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, puntualizó que este aspecto debía examinarse con gran prudencia pues el monitoreo se aplicará a condenados que cometieron delitos atroces, los que, en virtud de esta iniciativa, no acudirán a cárcel, sino que quedarán en libertad.


Agregó que, teniendo presente lo anterior, se hace necesario reforzar la sensación de seguridad de las víctimas, lo que se contrapone al hecho de que el monitoreo no pueda imponerse por un plazo mayor a dos años, en circunstancias que la pena que dio lugar a la sustitución puede ser de hasta cinco años de reclusión. Por ello, postuló establecer un plazo mayor, que pueda ser acotado por el juez.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que lo anterior puede recogerse en una redacción que contemple que, en principio, la duración del monitoreo se extenderá por el plazo de duración de la pena sustituida, el que posteriormente podrá ser modificado en revisiones ulteriores del juez en virtud del principio de progresividad. Indicó que si la Comisión concordaba con ese criterio, el Ejecutivo elaboraría las correspondientes redacciones.


Este criterio quedó provisoriamente aprobado, a la espera de conocer la futura redacción que se presentará. Contó con el parecer favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, Orpis, Sabag y Walker, don Patricio.


La señora Subsecretaria explicó que si se aprueba la modificación antes planteada, la proposición relativa al inciso final pierde sentido, ya que se establecería como regla general que el monitoreo durará, en principio, todo el tiempo que se prolongue la pena privativa de libertad que se sustituye.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que para pronunciarse sobre esa proposición era necesario revisar, previamente, la redacción que anteriormente se ofreció.


Enseguida, la Comisión analizó la indicación número 41.


El Honorable Senador señor Orpis consultó la razón por la que se propone restringir el tipo de delitos que darán lugar al monitoreo electrónico.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, explicó que el único propósito de la indicación en estudio es solucionar un problema de incoherencia entre los incisos segundo y tercero del artículo en análisis, pues el primero dice que el monitoreo electrónico puede ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial, de libertad vigilada intensiva y de régimen especial de pena mixta, pero el inciso siguiente señala que cuando se aplique el sistema de monitoreo a la pena de libertad vigilada sólo podrá tratarse de aquellos delitos señalados por la letra b) del artículo 15 bis. Manifestó que, por ello, es mejor establecer en ambos incisos que cuando la medida se refiera a la pena de libertad vigilada intensiva, sólo se entenderá que están comprendidos los delitos señalados en la letra b) del artículo 15 bis.


Agregó que lo anterior es importante, porque las víctimas de los delitos a que hace mención el artículo 15 bis b) están plenamente identificadas y tienen necesidades específicas de protección. Dicha protección puede brindarse a través del sistema de monitoreo electrónico, lo que no ocurre con los demás delitos que dan lugar a la pena de libertad vigilada intensiva, respecto de los cuales no hay una expectativa de eficacia del monitoreo que justifique su imposición.


El Honorable Senador señor Orpis consideró justificada la explicación; sin embargo, opinó que el tema también podría solucionarse estableciendo que en el caso de los delitos de la letra a) del artículo 15 bis la imposición del monitoreo electrónico será facultativa para el juez y que, en cambio, en los de la letra b), tendrá el carácter de obligatoria. Manifestó que el monitoreo electrónico es una medida de control que, en general, permite mantener controlada a una población con antecedentes delictuales, que queda en el medio libre por razones político criminales.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que el monitoreo telemático no surte efectos comprobables en cualquier tipo de delitos, sino sólo en aquellos en que hay una víctima potencial plenamente identificada.


Agregó que es muy importante que, al inicio de su puesta en práctica, el monitoreo no se desprestigie, agregando que ello podría ocurrir si se aplica a delitos respecto de los cuales no hay un comprobado efecto de eficacia. Dijo que, en cambio, si esto se hace con personas con perfiles que hagan recomendable la imposición del aparato y se acompaña con una intervención psicosocial para el proceso de rehabilitación -como es el caso de los delitos sexuales y los cometidos en el contexto de la violencia intrafamiliar-, el nuevo sistema tiene un mejor pronóstico.


Por otra parte, manifestó que hay ciertas iniciativas aisladas de parte de algunos alcaldes, que pretenden imponer esta medida a personas condenadas por robar en sus comunas, con el único propósito de vigilar su desplazamiento dentro de los límites del territorio comunal, lo que implica un incentivo perverso pues dichos condenados muy probablemente delinquirán en otras áreas.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, informó que la experiencia actual muestra que la reincidencia de los beneficiados con la libertad vigilada es baja -cercana a un 20% - y que, por tanto, no es ahí donde está el problema. Añadió que con un sistema fuerte de supervisión se puede esperar que los actuales patrones de éxito mejoren, sobre todo en los casos de los delitos anexos a la violencia intrafamiliar y los ilícitos sexuales, en que la experiencia comparada exhibe un importante grado de eficacia del monitoreo.


Indicó que la situación de la actual medida de reclusión nocturna es distinta y que ostenta una tasa observada de reincidencia superior al 40%. Por ello, en ese caso se justifica un cambio diametral en las condiciones, tal como el proyecto lo propone con la nueva pena de reclusión parcial con control telemático directo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que el brazalete electrónico no es una medida que surta efecto en la generalidad de los delitos, sino sólo en aquellos donde hay potenciales víctimas identificables y en que el control de la proximidad del condenado es esencial para evitar la comisión de nuevos ilícitos.


El profesor señor López recordó que el monitoreo electrónico no constituye una pena sustitutiva propiamente tal, sino sólo una condición que se impone para que otras penas de este tipo sean controladas. Por ello, estimó que es mejor no vincular el monitoreo con una o más sanciones en abstracto, sino con la aplicación concreta de las condiciones que imponga el juez cuando aplique, en un determinado caso, una pena sustitutiva específica.


Agregó que si el asunto se considera de esta manera, la postura del Honorable Senador señor Orpis aparece como la más razonable, porque ante cualquiera de los delitos que dan lugar a la libertad vigilada intensiva -y no sólo en los de naturaleza sexual o relacionados con la violencia intrafamiliar-, podría imponerse como condición al condenado el no acercarse a la víctima y, en ese caso, la medida de monitoreo estaría justificada.


Agregó que, con todo, también debe tomarse en cuenta la disponibilidad de recursos para aplicarlo.


La señora Subsecretaria de Justicia instó a no perder de vista el contexto del proyecto en análisis. Explicó que la libertad vigilada intensiva establece condiciones más exigentes que la libertad vigilada común, en razón de las características particulares de los delitos a los que se aplica. Reiteró que la experiencia comparada también prueba que el monitoreo electrónico sólo es efectivo respecto de ciertos y determinados delitos y no como medida general.


Manifestó que es importante partir con este sistema nuevo en la experiencia penitenciaria chilena con un conjunto acotado de ilícitos, respecto de los cuales existe una experiencia internacional acumulada exitosa. Agregó que en el futuro podría estudiarse la posibilidad de ampliarlo a otras figuras delictivas, pero sólo una vez que se haya probado su eficacia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, coincidió con la apreciación del Honorable Senador señor Orpis. Recordó que dentro de los preceptos del proyecto que aún no se han discutido hay una disposición que permite utilizar la información proveniente del monitoreo para la investigación de otros ilícitos, por lo que la restricción de este sistema automáticamente generará una limitación de esta fuente de información, que es crucial para la persecución criminal.


El Honorable Senador señor Orpis indicó que, en esta materia, es razonable observar las restricciones presupuestarias del caso, así como la conveniencia de evitar un desmedido aumento de las expectativas que el nuevo sistema puede generar.


Por lo anterior, propuso contemplar un sistema inicial restringido para la aplicación del monitoreo electrónico, estableciendo en las disposiciones transitorias del proyecto, que después de un cierto número de años la medida se extenderá paulatinamente a otros ilícitos. Expresó que esta proposición recogería la exitosa experiencia lograda por la implementación gradual de la reforma procesal penal.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, explicó que es una opción válida la de no establecer a priori una limitación para el uso del sistema de monitoreo electrónico. Observó que extender la aplicación del mismo a personas que incluso sin él pueden optar a la libertad vigilada, no alivia el hacinamiento carcelario ni disminuye significativamente los índices de reincidencia de los penados que hoy obtienen este beneficio.


Manifestó que si el propósito es descongestionar los recintos penales, podría estudiarse la ampliación de las hipótesis de procedencia de la pena mixta para efectos de aplicar a estos nuevos beneficiados el brazalete electrónico. Opinó que ello podría tener efectos en cuanto a la sobrepoblación penal y favorecer al resto de la ciudadanía con un método de control de los condenados liberados.


Recordó que la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva están contempladas como penas sustitutivas que se aplican, únicamente, a personas sin antecedentes penales previos y con penas menores a cinco años, por lo que su puesta en vigor no implicará un aumento sustantivo del número de beneficiados en comparación a los que hoy obtienen medidas alternativas según la ley vigente.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que una cosa es la imposición del brazalete electrónico y otra es la adecuación de un sistema de control que procese las infracciones que los aparatos detecten. Explicó que mientras más se expanda el universo de personas a las que se impone el dispositivo, el sistema de control será más complejo y sujeto a mayor posibilidad de fallas.


En razón de lo anterior, prefirió iniciar la aplicación del nuevo mecanismo a un número acotado de ilícitos, respecto de los cuales exista conocida experiencia internacional de éxito, y facultar al juez para aplicarlo a otros casos sólo en situaciones excepcionales y reguladas.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que las hipótesis de aplicación de la pena mixta están en directa relación con las normas generales de exclusión de beneficios que establece el artículo 1°. Manifestó que esa disposición, cuya discusión en particular aún está pendiente, plantea una aplicación bastante residual de la pena mixta.


Manifestó que el estatuto propuesto para la aplicación del sistema de control electrónico no está condicionado por restricciones de índole presupuestaria, sino por criterios de seriedad en la implementación, sustentados por la experiencia internacional que señala en qué tipo de casos el sistema sirve y en cuáles no.


Indicó que, en este contexto, preferiría la proposición del Honorable Senador señor Orpis, que plantea establecer un catálogo restringido de delitos durante los años iniciales de puesta en marcha y ampliarlo después a otros ilícitos. Sostuvo que ese camino era preferible a aprobar desde ya la posibilidad de que el juez imponga esta medida a otros casos, por muy limitada que sea tal facultad.


El profesor señor López manifestó que quizás el tema podría solucionarse a través del expediente de la factibilidad técnica que deba informar Gendarmería de Chile cuando se discuta la imposición del monitoreo en el tribunal. Indicó que esta factibilidad debería estar asegurada por ley sólo para los delitos contemplados en el catálogo de la letra b) del artículo 15 bis tantas veces citado, estableciéndose, en relación a los demás, una facultad discrecional para el juez.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, recordó que los preceptos finales de esta iniciativa contemplan un sistema de gradualidad para la implementación del monitoreo electrónico, que se define por la gravedad de los ilícitos involucrados y parte justamente por los más severos.


Manifestó que la experiencia comparada demuestra que la tecnología de monitoreo a distancia no falla. Agregó que el eslabón débil es la capacidad de reacción del sistema frente a un incumplimiento detectado por parte de Carabineros o Gendarmería de Chile, para detener al condenado que quebranta la condición impuesta o proteger rápidamente a la víctima afectada.


Indicó que la etapa final de implementación del monitoreo es la aplicación de la pena mixta, la que, por sus características, se aplica a un universo mayor de delitos que el contemplado en la letra b) del citado artículo 15 bis.


Haciéndose cargo del debate producido en la Comisión en relación con el artículo 23 bis y la indicación número 41, en una sesión posterior el Ejecutivo presentó a consideración de la Comisión el siguiente texto:


“Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva. 


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva aplicada en virtud del citado artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho artículo. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. En este último caso, si se estimare necesario que la víctima porte un dispositivo de control para su cumplimiento, ésta deberá consentir previamente en ello.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá aportarse en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor, o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.   


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere. 


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, el tribunal podrá ordenar la modificación o cesación de la medida, cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la redacción propuesta consolida las distintas modalidades en que se puede imponer el sistema de monitoreo. Indicó que el inciso tercero del texto sometido a consideración de la Comisión establece que para imponer esta medida es necesario que previamente Gendarmería de Chile remita un informe técnico que indique que existe factibilidad técnica para implementarla en el lugar donde transitará el condenado.


El Honorable Senador señor Espina consultó sobre el sentido que tiene establecer previamente la factibilidad técnica para la imposición de esta medida y sobre el papel que en ello cabe a Gendarmería de Chile.


El señor Ministro de Justicia explicó que lo anterior se debe a que este sistema supone la posibilidad de hacer un monitoreo continuo e ininterrumpido del condenado que está sujeto a esta medida, lo cual requiere que exista cobertura de la señal para que el equipo pueda transmitir a cada momento el lugar donde éste se encuentra.


Indicó que dicha información debe ser proporcionada por Gendarmería de Chile, pues esa institución es la principal encargada de velar por el cumplimiento efectivo de las condenas, cualquiera sea su tipo.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, añadió que no todas las empresas que ofrecen cobertura de la red de telefonía celular, que es la plataforma tecnológica sobre la cual opera el sistema de monitoreo telemático, abarcan la totalidad de las comunas del país. Agregó que una vez que se apruebe la iniciativa en estudio, se creará al interior de Gendarmería de Chile una división especial que se encargará únicamente del sistema de monitoreo telemático y comunicará al tribunal lo antes posible si hay o no factibilidad técnica para la posible imposición de la medida.


El profesor señor Bofill consultó qué efecto tiene que el condenado no preste su consentimiento para que se le imponga un dispositivo que posibilite el monitoreo electrónico. Al respecto, observó que podría concluirse que ello conlleva la imposibilidad de la imposición de la medida de monitoreo telemático e incluso la imposibilidad de aplicar una pena sustitutiva.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que tal situación no está contemplada para el condenado y que la regla en discusión sólo considera la posibilidad de requerir el consentimiento de la víctima para portar un dispositivo que permita controlar una medida de monitoreo decretada para su protección. Expresó que esta situación se debe a que el perjudicado por el delito podría verse expuesto a una nueva victimización si se le obliga a portar un dispositivo para controlar una medida decretada en su favor.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, inquirió sobre la experiencia internacional en este tema.


La señora Subsecretaria de Justicia relató que la norma en estudio ha sido aplicada exitosamente en España, lugar donde un porcentaje alto de las víctimas acepta, en principio, portar este dispositivo, aunque también se observa que a la larga lo devuelve al tribunal antes que termine la condena.


El Honorable Senador señor Orpis observó que la primera opción de la víctima en estos casos siempre será que el victimario cumpla su sanción en la cárcel, porque ello es lo que otorga más garantías a su integridad física.


El profesor señor López indicó que el problema que acá se presenta es qué pasa cuando la medida de monitoreo es impuesta al condenado para controlar que no se acerque a la víctima, pero esa víctima se niega a portar un dispositivo par que permita materializar dicho monitoreo. Señaló que, en ese caso, cabe preguntarse si la pena sustitutiva será llevada a cabo sin el monitoreo o - lo que es más grave - si en en tal situación se puede imponer la sanción sustituida y el condenado debe cumplirla en la cárcel.


El Honorable Senador señor Orpis coincidió con la duda antes planteada.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que ello está resuelto en la disposición propuesta, que señala que el consentimiento es para que la víctima porte el dispositivo de control, lo que no tiene ninguna vinculación con la imposición de la pena sustitutiva y con el control telemático que se aplica al condenado.


Recordó que el monitoreo telemático se impone para controlar muchas situaciones, como, por ejemplo, fiscalizar que el condenado, en ciertas horas, no haga abandono de su hogar o del lugar que se fije para el cumplimiento de la pena de reclusión parcial; que no se acerque al domicilio, lugar de trabajo o de estudio de la víctima o sus hijos; que deba concurrir ciertos días en horas prefijadas a un lugar determinado en el que se le preste un tratamiento o una capacitación, o que no se acerque a la víctima.


Indicó que sólo en esa última situación se podría reforzar la medida de monitoreo a través de un dispositivo par que la víctima consienta en portar, entendiendo que, en todo caso, ella no puede ser compelida a utilizarlo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, puso de relieve que el monitoreo telemático está concebido en este proyecto principalmente para que el condenado pueda cumplir la sentencia fuera de la cárcel y que el dispositivo par al que se ha hecho mención es sólo un accesorio excepcional que podría proceder en ciertos casos en que ello se estime conveniente, por lo que si la víctima se niega a portarlo, no se ve razón para que ello condicione que la pena sustitutiva pueda imponerse.


El señor Ministro de Justicia manifestó que la lectura dada a la disposición propuesta no ha sido considerada por el Ejecutivo, por lo que para disipar todo tipo de dudas podría estudiarse la posibilidad de establecer expresamente en el texto de la ley que la negativa de la víctima a portar el dispositivo par del sistema de monitoreo aplicado al condenado no tendrá efecto alguno en la imposición y ejecución de la pena sustitutiva propiamente tal.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que, a su juicio, la norma es clara en el sentido de que la negativa de la víctima a portar el dispositivo que se le ofrece para su protección no tiene incidencia alguna en la imposición de la pena de libertad vigilada intensiva. Observó que hacer una aclaración en el texto con esta finalidad puede complicar las cosas en vez de facilitarlas.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, expresó que quizás la situación podría solucionarse si en el inciso tercero se cambia el concepto “necesidades” por “conveniencia”, de forma tal de que quede claro que el porte del dispositivo par es sólo una alternativa accesoria y secundaria al monitoreo telemático impuesto al condenado y que el no consentimiento de la víctima a dicho porte no afecta la medida que debe cumplir el victimario.


El profesor señor López propuso agregar, al final del inciso tercero del texto en discusión, la frase “sin lo cual no podrá disponerse de dicho porte”, lo que dejaría fuera de toda duda que el único efecto de no prestar el consentimiento es que no se podrá ser compelido a portar el dispositivo par.


El Honorable Senador señor Orpis connotó que aunque en la práctica el consentimiento de la víctima para portar el dispositivo par no es una condición para imponer el sistema de monitoreo telemático al condenado, en la práctica la víctima que se niega a portar el aparato que se le ofrece para su seguridad queda más desprotegida.


El Honorable Senador señor Espina expresó que si lo que se decide en definitiva es dejar alguna constancia expresa en la ley sobre este tema, es necesaria una mayor claridad y señalar directamente que la falta de consentimiento de la víctima no tiene ningún efecto respecto de la imposición y ejecución de la pena sustitutiva.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso zanjar el asunto contemplando en un inciso aparte la norma sobre el consentimiento de la víctima a portar un dispositivo par, que establezca que dicho porte se le propone en consideración a la conveniencia que esto implica para ella y no por otra circunstancia y que su negativa no acarreará efecto alguno en la imposición o aplicación de la pena sustitutiva.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) puso en votación en primer lugar la proposición del Honorable Senador señor Larraín, don Hernán.


Sometida a votación la propuesta antes indicada, fue aprobada por tres votos a favor y una abstención. Votaron favorablemente los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Orpis.

A continuación, la señora Presidenta de la Comisión sometió a votación la parte restante de la disposición propuesta por el Ejecutivo.


Ésta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

La indicación número 41 fue aprobada con modificaciones con la votación unánime antes señalada.


Los acuerdos antes alcanzados fueron recogidos por el Ejecutivo en su indicación número 13, letra a), de fecha 19 de enero de 2012, la cual quedó aprobada con enmiendas con las votaciones recién consignadas.


Su texto es el que sigue:


“13) Para modificar el actual numeral 28, que ha pasado a ser 30, en el siguiente sentido:


“a) Reemplázase el artículo 23 bis por el siguiente:



“Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático, toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.



Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y libertad vigilada intensiva.



Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva aplicada en virtud del citado artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho artículo. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. En este último caso, si se estimare necesario que la víctima porte un dispositivo de control para su cumplimiento, ésta deberá consentir previamente en ello.



A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para el caso particular. Este informe deberá aportarse en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor, o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.



Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere.



Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, el tribunal podrá ordenar la modificación o cesación de la medida, cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.”.”.
- - -


Enseguida, el Ejecutivo sugirió a la Comisión acoger, como artículo 23 bis A, nuevo, de la ley N° 18.216, el siguiente:


“Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 34 de esta misma ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.


A objeto que el tribunal pueda determinar la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 34 de esta ley, la factibilidad técnica deberá ser indicada en el informe a que se refiere el inciso primero de dicho artículo.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la disposición tiene por finalidad regular de manera específica la imposición del monitoreo telemático en caso que se otorgue al condenado el beneficio de la pena mixta. Explicó que, en estas circunstancias, la imposición de dicho sistema es obligatoria y la factibilidad técnica es un requisito para que proceda.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que el nuevo artículo que se plantea introducir parece, a primera vista, detenerse en detalles demasiado específicos como para ameritar regularse en la ley, siendo más propio contemplarlos en el reglamento de ejecución de la misma.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que aunque, en principio, aquella percepción parece razonable, debe tenerse en vista que estos elementos deben quedar establecidos en la propia ley pues son las condiciones que se imponen a un condenado para cumplir su pena y porque aunque el concepto de “monitoreo telemático” es novedoso, abarca una gran cantidad de situaciones más específicas, las que podrían ser reguladas por medio de un decreto, siempre y cuando la ley establezca el marco general.


El profesor señor Bofill estimó que la regla establecida en el inciso primero que se propone es razonable, porque indica cual es la regulación especial del monitoreo cuando éste se impone con ocasión de la conversión de sanciones a través del mecanismo de la pena mixta. Agregó que no se puede predicar lo mismo respecto del inciso segundo del texto en discusión, porque al prescribirse que en este caso la factibilidad técnica siempre debe estar previamente acreditada, en el fondo se quiere decir que dicha factibilidad es una condición para la procedencia de la pena mixta y, por tanto, debería quedar incluida como tal en el artículo 34, que regula este mecanismo de conversión.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) coincidió con la observación anterior y sugirió aprobar la disposición propuesta trasladando el enunciado del inciso segundo al artículo 34.


El texto propuesto por el Ejecutivo con la modificación antes indicada fue acogido por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 13, cuya letra b) propone intercalar en la ley N° 18.216 un artículo 23 bis A, nuevo, cuyo texto corresponde al que se ha transcrito.


Esta indicación quedó aprobada con enmiendas, por la votación ya consignada.

- - -

Artículo 23 ter


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal, debiendo contener dicha orden los siguientes datos:

a) Identificación del proceso;

b) Identificación del condenado;

c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 


d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.”.


Este precepto no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, la Comisión le introdujo algunos ajustes de tipo formal. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículo 23 quáter


Su texto es el que sigue:


“Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, la que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.”.


No se presentaron indicaciones respecto a esta disposición. No obstante, al igual que en el caso anterior, la Comisión le introdujo algunos ajustes de tipo formal. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículo 23 quinquies


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate. Sin perjuicio de lo anterior, el juez de garantía que conozca de una investigación penal en la cual se sospeche la participación del condenado, podrá autorizar su uso en este contexto, conforme a lo dispuesto en el artículo 222 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático y se encuentre cumplida la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que, conociendo en razón de su cargo la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y a una multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.”.


Esta norma fue objeto de tres indicaciones. La primera, de Su Excelencia el Presidente de la República, signada con el número 42, sustituye el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida en la aplicación del sistema de monitoreo telemático sólo podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de la pena sustitutiva de que se trate.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, cuando existieren fundadas sospechas, basadas en hechos determinados, de que una persona, sujeta a monitoreo telemático, hubiere cometido o participado en la preparación o comisión de un hecho punible que mereciere pena de crimen, y la investigación lo hiciere imprescindible, el juez de garantía que esté conociendo de la investigación podrá autorizar, a petición del ministerio público, el uso de la información obtenida en la aplicación del dispositivo.


La autorización sólo podrá referirse a la información respecto de un día determinado, y sólo será procedente si la persona afectada se encuentra, al momento de la solicitud del Ministerio Público, cumpliendo la pena sustitutiva que dio origen al monitoreo.


La orden que autorizare el uso de la información será remitida a Gendarmería de Chile y deberá indicar, circunstanciadamente, el nombre y dirección del afectado por la medida y señalar el día determinado del que se requiera la información.


Si las sospechas tenidas en consideración para ordenar la medida se disiparen, ella deberá ser interrumpida inmediatamente.


La autorización del uso de la información será notificada al afectado por la misma con posterioridad a su realización, en cuanto el objeto de la investigación lo permitiere. En lo demás regirá lo previsto en el artículo 182 del Código Procesal Penal.


Los resultados de la autorización del uso de la información del dispositivo no podrán ser utilizados como medios de prueba en el procedimiento, cuando ella hubiere tenido lugar fuera de los supuestos previstos por la ley o cuando no se hubieren cumplido los requisitos señalados en el presente artículo para la procedencia de la misma.”.


Enseguida, la indicación número 43, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, sustituye, en el inciso segundo, la frase “y se encuentre cumplida la condena” por “, y la pena sustitutiva que originó esta supervisión haya terminado, cualquiera fuere su causa”.


Finalmente, la indicación número 44, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), suprime, también en el inciso segundo, la frase “y se encuentre cumplida la condena”.


Refiriéndose a la indicación número 42, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que en esta proposición el Ejecutivo tuvo en consideración algunas observaciones planteadas por los profesores señores Bofill y López.


Recordó que, en esencia, el monitoreo telemático proporciona al tribunal información fidedigna sobre el cumplimiento o el incumplimiento de una determinada condición impuesta a quien se ha aplicado una pena sustitutiva, para efectos de que esa instancia determine si lo hubo y si procede, en consecuencia, una modificación de la sanción o la revocación de la misma.


Añadió que, por sus características, se ha acordado desde el principio de la tramitación de esta iniciativa que la información proveniente del monitoreo esté disponible para la investigación criminal que lleva a cabo la fiscalía, siempre y cuando se cumplan ciertas condiciones.


Con todo, relató que posteriormente se puso en evidencia que el individuo monitoreado por este sistema está plenamente consciente de ello, pues es una condición que se le impone tras un proceso judicial, por lo que no tiene una legítima expectativa de privacidad de los datos que de ahí provengan, como sí podría tenerla otra persona en la intimidad de su hogar.


En razón de lo anterior, explicó que no se justifica que el Ministerio Público tenga acceso a esta información solamente por medio del juez, como señala la norma aprobada en general, por lo que propuso aprobar, en lugar de la indicación número 42, una redacción simplificada que dé cuenta de esta situación.


Para estos efectos, sugirió reemplazar el inciso primero del artículo 23 quinquies por los siguientes:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de penas sustitutivas de que se trate.


Sin perjuicio de ello, cuando un fiscal del Ministerio Público se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado, el fiscal podrá utilizar la información del sistema de monitoreo respecto de dicho condenado, la cual deberá serle proporcionada a su requerimiento por Gendarmería de Chile de conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.”.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró apropiada la formulación propuesta e instó a la Comisión a aprobarla.


Sometida a votación la indicación número 42, fue aprobada con modificaciones, para los efectos de acoger, como incisos primero y segundo del artículo 23 quinquies, los que se han transcrito. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Enseguida, en relación con las indicaciones números 43 y 44, la señora Subsecretaria de Justicia explicó que ellas se refieren al inciso segundo del artículo 23 quinquies, el cual regula la destrucción de la información proveniente del monitoreo telemático.


Señaló que una posibilidad era establecer la destrucción de la información una vez que prescriba la pena, lo que se contrapone con lo indicado en el decreto ley Nº 409, de 1932, que establece que toda persona que haya cumplido por primera vez una condena tiene derecho a que se borren sus antecedentes una vez que transcurran dos años desde que la cumplió. En razón de lo anterior, consideró que el asunto requería de una mayor discusión.


El profesor señor López manifestó que la protección de las garantías fundamentales ante la persecución penal se activa cada vez que se produce una intromisión ilegítima en la esfera de una de ellas -como puede ser la privacidad-, y que para que proceda dicha intromisión se requiere de una autorización judicial previa.


Agregó que también debe tenerse en vista que, en general, los sistemas procesales penales no desechan la información proveniente de una intromisión que ha sido legítima, aunque no tenga relación directa con el hecho que dio lugar a la autorización. A manera de ejemplo, indicó que cuando un juez autoriza el ingreso a un domicilio particular en un caso de drogas, si los agentes policiales que realizan la diligencia encuentran un cadáver, esa prueba es válida para la investigación del homicidio involucrado, aunque el juez que autorizó la entrada no haya tenido en consideración en aquel momento este nuevo ilícito.


Por ello, sostuvo que la información proveniente de la imposición de un dispositivo de rastreo electrónico impuesta por un juez con total conocimiento del condenado, es completamente válida para nuevos procesos criminales relativos a hechos ilícitos distintos, porque el condenado en cuestión no tiene una legítima expectativa de privacidad respecto de los movimientos ejecutados mientras portaba tal dispositivo.


En razón de lo anterior, explicó que la regla de destrucción debería quedar sujeta a la prescripción de la acción penal por los nuevos hechos acaecidos durante el tiempo en que el condenado portó el aparato de rastreo y no a un plazo contado desde el inicio de la pena que originalmente dio lugar al monitoreo.


Concluyó diciendo que comúnmente este tipo de reglas se concibe en perjuicio del imputado, agregando que, sin embargo, ese sujeto procesal también puede estar interesado en la mantención y acceso a los datos del monitoreo, pues tal información también puede probar, de manera fehaciente, que él no estaba en el lugar en el momento en que acaecieron otros sucesos que podrían imputársele en una nueva investigación.


El Honorable Senador señor Orpis observó que si se establece un plazo más largo para la destrucción de la información proveniente del monitoreo, es necesario contemplar en la ley una regla clara sobre la custodia de dicha información.


En relación a la materia en análisis, la Comisión tuvo en vista, además, el artículo 21 de la ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada, el cual establece que los que sometan a tratamiento datos personales relativos a condenas por delitos, infracciones administrativas o faltas disciplinarias, no podrán comunicarlos una vez prescrita la acción penal o administrativa, o cumplida o prescrita la sanción o la pena. Observaron que el inciso segundo de ese artículo establece una excepción a aquella regla general, en virtud de la cual aún después de la prescripción, esta información puede ser solicitada por los tribunales de justicia o por otros organismos públicos dentro del ámbito de su competencia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, recordó que en las últimas modificaciones introducidas a la normativa sobre delitos sexuales por internet, se amplió el plazo en el cual las empresas que prestan servicios de conexión a la red deben mantener las direcciones que identifican las páginas web visitadas y el equipo desde el cual se hizo la navegación. Por ello, solicitó que este asunto fuera reconsiderado por el Ejecutivo.


A solicitud de la señora Subsecretaria de Justicia, la disposición quedó pendiente para una futura redacción alternativa que propondría el Ejecutivo.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso a la Comisión el siguiente texto para el artículo 23 quinquies:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de penas sustitutivas de que se trate.


Sin perjuicio de ello cuando un fiscal del ministerio público se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado, el fiscal podrá utilizar la información del sistema de monitoreo respecto de dicho condenado, la cual deberá serle proporcionada a su requerimiento por Gendarmería de Chile de conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que, conociendo en razón de su cargo la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y a una multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.”.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo presente que esta norma regula la utilización de la información proveniente de la aplicación del monitoreo telemático. Expresó que dicha información se emplea para controlar el cumplimiento exacto de la pena sustitutiva impuesta al condenado, pero que también puede usarse para la investigación de otros delitos en los que esté involucrado el condenado.


Indicó que en la redacción inicial se planteaba que para acceder a esta información, el Ministerio Público debía pedir previamente una autorización judicial, lo que se consideró muy engorroso.


Señaló que el plazo de dos años después del cumplimiento de la condena que la proposición establece para mantener la disponibilidad de la información proveniente del monitoreo, se debe a que ese lapso equivale al período luego del cual procede la eliminación de los antecedentes de los condenados primerizos, según lo establece el artículo 1º del decreto ley Nº 409, de 1932.


El Honorable Senador señor Espina compartió la idea de que la información del monitoreo esté disponible para la investigación de otros delitos, pero estimó que la disposición contenida en el inciso primero puede ser redundante, pues en el artículo 23 bis antes aprobado expresamente se señaló que el monitoreo sirve para controlar las penas sustitutivas que establece esta ley.


Añadió que la pena propuesta por el inciso final del texto sometido a consideración de la Comisión parece demasiado alta en comparación con otras sanciones que protegen bienes jurídicos más valiosos.


El profesor señor Bofill indicó que la proposición del Ejecutivo es acertada, porque si nada se hubiera dicho en este caso, se podría haber estimado que la entrega de la información proveniente del monitoreo telemático al Ministerio Público para fines distintos al del control de la pena sustitutiva tiene el carácter de diligencia investigativa de naturaleza intrusiva y, por ello, en virtud de lo dispuesto en el artículo 226 del Código Procesal Penal, debería requerirse una autorización judicial previa para que dicha institución acceda a ella.


Añadió que la regla del inciso primero de la disposición parece obvia, pero agregó que su contenido exacto no está repetido en otra disposición anterior del proyecto, por lo que convendría hacer acá tal declaración.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que el inciso primero de la disposición en discusión contiene la misma idea que el artículo 23 bis antes aprobado.


El profesor señor Bofill replicó que la idea establecida en el inciso primero debe ser aprobada pues, de lo contrario, lo indicado en el inciso final, que regula la destrucción de la información una vez transcurrido el plazo de dos años a que hace mención el inciso segundo, parece estar destinado sólo al fiscal que tiene acceso a estos datos para la investigación de otros ilícitos en los que pueda aparecer involucrado el condenado y no para el resto de las situaciones, lo que tendría poco sentido.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que el elemento central de la regla en discusión es la regulación de la utilización de la información proveniente del sistema de monitoreo electrónico.


Añadió que hay que tener en vista que el control de la pena sustitutiva le corresponde principalmente a Gendarmería de Chile y a las Policías y que, en ese sentido, el inciso primero se justifica porque establece una obligación para dichas instituciones.


Propuso, además, reemplazar la expresión “respecto” que utiliza el inciso segundo, por “de dicho”, para que quede claro que la información se pueda emplear no sólo en investigaciones dirigidas principalmente contra el condenado, sino también en las referidas a otras personas que participaron en hechos con los que el imputado tuvo alguna vinculación.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, explicó que lo regulado en el inciso primero de este artículo 23 quinquies es distinto de la materia tratada por el inciso primero del artículo 23 bis antes aprobado, pues la segunda disposición se refiere al monitoreo electrónico como medida de control impuesta al condenado a libertad vigilada intensiva y, en cambio, la primera de las normas citadas regula el uso de la información proveniente de esa medida.


El Honorable Senador señor Espina y el profesor señor López replicaron que la norma contenida en el inciso primero de la disposición en análisis tenía sentido en el texto aprobado previamente, porque ahí se indicaba que la información proveniente del monitoreo electrónico se podría ocupar sólo para la fiscalización del cumplimiento de la pena sustitutiva a la que accedía, pero en la nueva redacción del Ejecutivo esta norma cambió, pues ahora se prevé que el Ministerio Público tendrá un acceso amplio a estos datos.


En razón de ello y del tenor de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 23 bis antes aprobado, reiteraron la necesidad de eliminar el inciso primero de la propuesta en estudio.


El Honorable Senador señor Orpis compartió lo anteriormente señalado.


Los profesores señores Bofill y López, refiriéndose a la observación sobre la penalización que establece el inciso final de la propuesta, observaron que el artículo 246 del Código Penal regula de la siguiente forma la revelación indebida de secretos por parte de empleados públicos:


“Art. 246. El empleado público que revelare los secretos de que tenga conocimiento por razón de su oficio o entregare indebidamente papeles o copia de papeles que tenga a su cargo y no deban ser publicados, incurrirá en las penas de suspensión del empleo en sus grados mínimo a medio o multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales, o bien en ambas conjuntamente.


Si de la revelación o entrega resultare grave daño para la causa pública, las penas serán reclusión mayor en cualquiera de sus grados y multa de veintiuna a treinta unidades tributarias mensuales.


Las penas señaladas en los incisos anteriores se aplicarán, según corresponda, al empleado público que indebidamente anticipare en cualquier forma el conocimiento de documentos, actos o papeles que tenga a su cargo y que deban ser publicados.”.


Señalaron que la conducta ilícita descrita en el inciso final de este precepto es muy similar a la anteriormente citada, pero la pena que acá se impone es sustantivamente menor que la que se propone en el texto del Ejecutivo. Por ello, propusieron mantener la descripción de la norma en discusión, haciendo una remisión a la pena que se contempla en el artículo 246 del Código Penal.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) sugirió aprobar la proposición del Ejecutivo sin el inciso primero. Además, en vez de establecer una pena en el inciso final, propuso hacer una referencia expresa a la sanción que establece el ya citado artículo 246 del Código Penal.


Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Las indicaciones números 43 y 44, que habían quedado pendientes, fueron desechadas por la misma unanimidad antes consignada.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 13, letra c), mediante la cual reemplaza el artículo 23 quinquies por el que a continuación se transcribirá. Esta indicación quedó aprobada con enmiendas, con la votación recién consignada.


Su texto es el siguiente:


“c) Reemplázase el artículo 23 quinquies por el siguiente:



“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada para controlar el cumplimiento de penas sustitutivas de que se trate.



Sin perjuicio de ello, cuando un fiscal del Ministerio Público se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado, el fiscal podrá utilizar la información de sistema de monitoreo respecto de dicho condenado, la cual deberá serle proporcionada a su requerimiento a Gendarmería de Chile, de conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.



Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos 2 años desde el cumplimiento de la condena, gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento a que se refiere el artículo 23 octies.



El que, conociendo en razón de su cargo la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena de presidio menor en sus grados mínimo a medio y a una multa de seis a diez unidades tributarias mensuales.”.”.
Artículo 23 sexies


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que, maliciosamente, arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá penalmente por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 28 y 31 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriera un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 30 de esta ley.”.


Esta disposición fue objeto de la indicación número 45, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, que reemplaza, en el inciso segundo, la referencia al “artículo 30” por otra al “artículo 29”.


Antes de analizar la indicación presentada, el Honorable Senador señor Espina se refirió al inciso primero de la disposición en estudio.


Señaló que éste dispone que se configurará la responsabilidad penal del condenado al que se impuso el monitoreo electrónico y se producirá el consecuente quebrantamiento de la pena sustitutiva, cuando las acciones de arrancar, destruir o hacer desaparecer el dispositivo sean ejecutadas maliciosamente. Solicitó una explicación sobre la necesidad de incluir esta exigencia.


La señora Subsecretaria de Justicia informó que con ello se pretende excluir el caso en que la destrucción del aparato o su sustracción deriven de una situación accidental o excepcional; por ejemplo, si el condenado choca en auto a alta velocidad y expulsa el dispositivo a causa de la colisión. Manifestó que el concepto “maliciosamente” supone que concurra el dolo directo.


El Honorable Senador señor Espina replicó que los verbos rectores utilizados por este inciso -arrancar, destruir y hacer desaparecer- excluyen la hipótesis de un accidente. Añadió que la inclusión del término “maliciosamente” impone la necesidad de probar un dolo directo y no considera que hay casos en que el condenado se expone voluntariamente a situaciones en que el aparato puede resultar destruido, sin que por esto pueda probarse su voluntad directa. Aclaró que, en tales situaciones, el término cuestionado tendrá como efecto práctico restringir la responsabilidad del penado y establecer más hipótesis en las que la destrucción conciente del aparato de rastreo quedará impune.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que los incisos primero y segundo del artículo 23 sexies contienen dos reglas distintas. La primera, del inciso primero, sanciona al que dolosamente se arranca, destruye o hace desaparecer el aparato. Por su redacción, excluye las hipótesis de la mera negligencia. La segunda, en cambio, establece todas las demás posibilidades en que el dispositivo queda inutilizado o sufre un desperfecto por la causa que fuere, aunque el condenado no haya tenido vinculación alguna con dichos motivos. En estas situaciones, el condenado debe comunicarlo a Gendarmería, bajo pena de que si no lo hace, podrá quedar sin efecto la sustitución de la pena.


Agregó que, en todo caso, acogiendo la inquietud del Honorable Senador señor Espina, podría reemplazarse el término “maliciosamente” por “dolosamente”.


El Honorable Senador señor Espina expresó que no habría necesidad de precisar que las conductas que describe el inciso primero deben ejecutarse actuando “dolosamente”, pues en la redacción de cualquier tipo penal se subentiende que lo que se castiga es una conducta dolosa. Añadió que el inciso segundo se hace cargo de las situaciones que involucran la mera negligencia, por lo que no habría posibilidad de confusión.


Adujo que si una persona logra liberarse del dispositivo electrónico sin ser perseguida por ello y, posteriormente, comete un delito, el sistema se desprestigiará.


Adicionalmente, observó que tampoco es necesario emplear en el mismo inciso primero la palabra “penalmente”, pues la persona que comete un delito responde en esa calidad ante los tribunales.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, coincidió con el Honorable Senador señor Espina en cuanto a que no corresponde excluir de la penalización al que haya arrancado, destruido o hecho desaparecer un aparato de monitoreo por dolo eventual.


Puntualizó que, en todo caso, es necesario aclarar que estas conductas deben ser, a lo menos, dolosas, porque de lo contrario existe la posibilidad de que se produzca confusión en un caso culposo, ya que en esa situación no sería claro si se aplica el inciso primero o el segundo, lo que acarrea consecuencias diferentes pues en el primer caso se configura la hipótesis de quebrantamiento y en el segundo, la de incumplimiento.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, propuso reemplazar, en el inciso primero, la expresión “maliciosamente” por “dolosamente” y suprimir el adverbio “penalmente”, lo que se acordó.


Estas resoluciones se adoptaron en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Enseguida, se analizó la indicación número 45, que sustituye, en el inciso segundo del precepto en estudio, la alusión al artículo 30 por otra al artículo 29.


Explicando dicha indicación, el señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, recordó que los artículos 29 y 30 se ponen en el caso de dejar sin efecto la pena sustitutiva, basándose en razones distintas.


Señaló que el artículo 30 contempla esta situación cuando se produce un quebrantamiento de la pena; en cambio, el artículo 29 se refiere al incumplimiento de las condiciones impuestas. Sostuvo que en la disposición que se discute es más razonable referirse al cese de la pena sustitutiva por incumplimiento de tales condiciones, especialmente la de ponerse en contacto con Gendarmería cuando el condenado detecta un desperfecto en el dispositivo de monitoreo.


La señora Subsecretaria de Justicia reafirmó que la remisión debe hacerse al artículo 29, pues éste contempla una situación más amplia que comprende el quebrantamiento y el incumplimiento de las condiciones impuestas; en cambio, el artículo 30 se refiere sólo al quebrantamiento que tiene lugar cuando el condenado comete un nuevo delito.


Puesta en votación la indicación número 45, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, para los efectos de corregir las referencias que esta disposición efectúa a otras normas del proyecto.
Artículo 23 septies


Su texto es el siguiente:


“Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.


Excepcionalmente, se podrá cobrar, total o parcialmente, por la utilización del dispositivo de control telemático a los sujetos afectos al sistema de monitoreo que dispongan de recursos para financiarlo privadamente. Para estos efectos, se considerará, al menos, su nivel de ingresos, capacidad de pago y el número de personas del grupo familiar que de ellos dependa, en conformidad al reglamento al que hace referencia el artículo siguiente.


Siempre que procediere el cobro por la utilización del sistema de monitoreo telemático, se deberá informar al condenado de dicha circunstancia en forma previa a la instalación del correspondiente dispositivo.”.


Este precepto fue objeto de la indicación número 46, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para suprimir sus incisos segundo y tercero.


Refiriéndose a la indicación antes transcrita, la señora Subsecretaria de Justicia explicó que por tratarse de la imposición de un castigo penal, conceptualmente resulta complejo considerar la posibilidad de cobrar al sentenciado por la ejecución de su condena, como se hace en la disposición en análisis. Por tal razón, la indicación propone eliminar los incisos segundo y tercero de la misma.


Añadió que en esta indicación también se tuvo en consideración que, a lo menos en el caso el monitoreo telemático, existe la posibilidad de concesionar la administración del sistema a particulares, por lo que el potencial cobro que se efectúe por esta causa iría a parar a terceros que no son el Estado.


Manifestó que también se observó la experiencia de la Defensoría Penal Pública, institución que aunque aplica una regla similar, en la práctica atiende más del 98% de los casos en forma gratuita porque los imputados carecen de medios para solventar los honorarios de los abogados que los representan y que esa repartición les proporciona.


Finalmente, se consideró que si se admite el cobro por los dispositivos telemáticos, la gestión de cobranza quedaría a cargo de Gendarmería de Chile, lo que implica un costo para el Estado que no necesariamente se podrá cubrir.


Sometida a votación la indicación número 46, fue acogida por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 23 octies


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministerios de Justicia y de Hacienda.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones.

Título IV


Este título se denomina “Del Incumplimiento y Quebrantamiento” y está compuesto por los artículos 24, 25, 26, 27, 28, 29, 30, 31, 32, 32 bis, 32 ter y 32 quáter, nuevos.


Para guardar armonía con otros acuerdos adoptados anteriormente en este sentido, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión acordó poner este epígrafe con letra minúscula, salvo la contracción “Del” con que se inicia. Asimismo, resolvió intercalar el artículo definido “el” entre los vocablos “y” y “quebrantamiento”. Estos acuerdos se tomaron en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contaron con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


En relación a este Título IV, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 47, para incorporar el siguiente Párrafo y epígrafe:

“Párrafo 1°

Disposiciones generales”


Fundamentando esta indicación, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que las modificaciones introducidas por las indicaciones presentadas por el Ejecutivo al nuevo Título, consideran un conjunto de reglas generales aplicables a todas las penas sustitutivas y, luego, un grupo de normas que se refieren únicamente a la prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Explicó que, por ello, se estimó más adecuado agrupar estas reglas en dos párrafos distintos.


Puesta en votación la indicación número 47, fue acogida por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 24


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.


Si transcurrido el plazo de cinco días contado desde la recepción en Gendarmería de Chile del oficio señalado en el inciso anterior, el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. El juez citará a una audiencia al condenado, la que deberá llevarse a cabo dentro de los quince días siguientes contados desde la referida comunicación. En esta audiencia, el tribunal podrá dejar sin efecto la sustitución de la pena. En caso de incomparecencia del condenado, el juez procederá a ordenar su detención.”.


Esta disposición recibió la indicación número 48, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “del oficio señalado” por “de la información señalada”.


En relación a la misma, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la futura implementación la ley en estudio considera la celebración de distintos convenios entre Gendarmería de Chile y los tribunales de justicia encargados de estas nuevas penas, para traspasar en forma expedita la información relevante derivada de las respectivas causas, lo que comprende la posibilidad de utilizar sistemas informáticos.


En razón de lo anterior, explicó que la referencia que el inciso segundo de la norma en estudio hace a la recepción de determinados oficios, alude al intercambio de documentos escritos, firmados y autorizados, lo que hace innecesariamente lento el proceso. Por ello, pareció más conveniente reemplazar esta mención por otra a la “información”, que es un término más amplio.


Luego, la señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, recordó que cuando se discutió la indicación número 23, que modificó el artículo 12 bis, se eliminó el inciso primero de esa disposición, que establecía un plazo de cinco días para que el condenado se presentara ante Gendarmería de Chile para imponerse de las modalidades de cumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Expresó que, en virtud de esa eliminación, el condenado quedaría sin un lapso claro para presentarse a cumplir su sanción, por lo que sería muy importante regular lo anterior en el artículo 24, que contempla las reglas generales sobre esta materia.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que ello es efectivo, aunque de alguna forma ya estaría recogido en el inciso segundo del artículo 24. Con todo, coincidió en que sería pertinente aclarar el asunto, para lo cual ofreció una nueva redacción para este precepto.


Los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Orpis y Walker, don Patricio, coincidieron con este criterio.


En una sesión posterior, dando cumplimiento a lo convenido, la señora Subsecretaria de Justicia presentó a consideración de la Comisión la siguiente propuesta de redacción para el inciso segundo del artículo 24:


“El condenado a una pena sustitutiva deberá presentarse a Gendarmería de Chile dentro del plazo de cinco días, contados desde que estuviere firme y ejecutoriada la sentencia. Si transcurrido el referido plazo el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. Con el mérito de esta comunicación, el juez podrá despachar inmediatamente una orden de detención.”.


La Comisión analizó la referida proposición y constató que ella está en consonancia con lo discutido anteriormente, por lo que la acogió.


En consecuencia, se resolvió aprobar con enmiendas la indicación número 48, para los efectos de acoger el texto recién transcrito. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 25


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento de las condiciones o del régimen impuesto durante la ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, el tribunal deberá considerar la gravedad del mismo, de acuerdo a las siguientes categorías:


a) Incumplimiento severo de condiciones. Es aquél que se produce cuando el condenado incumple condiciones esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.


Se considerará incumplimiento de las condiciones esenciales, la no presentación injustificada para el cumplimiento de la remisión condicional, reclusión parcial, libertad vigilada y libertad vigilada intensiva dentro del  primero de los plazos establecidos en el inciso final del artículo anterior; la inasistencia injustificada por más de dos veces al control administrativo de la remisión condicional, de la reclusión parcial en establecimientos especiales o a una reunión acordada con el delegado; y el alejamiento por más de dos veces a más de cien metros del lugar prefijado para el cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria. Fuera de estos casos, el tribunal podrá considerar por resolución fundada incumplimientos análogos a los anteriores como incumplimiento de las condiciones esenciales.


b) Incumplimiento simple de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en forma grave o reiterada, sin contar con una justificación razonable para ello.


c) Incumplimiento leve de condiciones. Es aquel que se produce cuando el condenado incumple injustificadamente alguna de las condiciones no esenciales del régimen de ejecución de la pena sustitutiva en alguna forma relevante aun cuando ésta no sea ni grave ni reiterada.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión resolvió analizar su contenido.



El Honorable Senador señor Orpis hizo notar que este precepto forma parte del Título IV, que regula el incumplimiento de las penas sustitutivas. Sobre el particular, resaltó la conveniencia de contemplar, dentro del concepto general de incumplimiento severo de las condiciones de la pena a que se refiere la letra a) del artículo 25, las situaciones contempladas por las letras a), b) y c) del artículo 32 ter, sobre incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


La señora Subsecretaria de Justicia consideró atendible lo anterior, advirtiendo, sin embargo, que el párrafo en que está ubicado el artículo 25 contiene normas generales sobre incumplimiento y que, en cambio, el artículo 32 ter se ubica en un párrafo distinto, que regula específicamente la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


El Honorable Senador señor Orpis replicó que el artículo 25 se ocupa de manera orgánica del incumplimiento severo de la pena y que el artículo 32 ter se refiere a conductas relativas a los trabajos en beneficio de la comunidad, que no pueden sino tener ese carácter por su descripción y por sus efectos.


En razón de lo anterior, reiteró la conveniencia de mencionar expresamente en la letra a) del artículo 25 las conductas señaladas por las ya mencionadas letras a), b) y c) del artículo 32 ter, de manera que quede fuera de toda duda que aquellas deben considerarse incumplimientos severos.


Indicó que, de lo contrario, este punto podría dar lugar a múltiples discusiones.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consideró atendible la proposición y consultó el parecer de la Comisión al respecto.


Los restantes miembros presentes de la misma, Honorables Senadores señores Espina, Orpis y Walker, don Patricio acogieron dicha propuesta.


A continuación, el Honorable Senador señor Espina puso de manifiesto que, a su juicio, la regulación del incumplimiento de las penas sustitutivas contenida en los artículos 24 y 25 resulta engorrosa.


Hizo notar, en primer término, que el sistema de cómputo de plazos para notificar el incumplimiento al tribunal y citar a una audiencia para determinar los efectos de ese incumplimiento parece burocrático y puede terminar con la fijación de audiencias para plazos muy posteriores al momento en que se produjo el incumplimiento, lo que atentará contra la eficacia de la justicia.


Por otra parte, señaló que la definición de incumplimiento de las condiciones impuestas en una pena sustitutiva contemplada por el artículo 25 es extremadamente compleja y contiene una gran cantidad de distinciones que pueden ser confusas para el intérprete y favorecer el uso de resquicios por parte de la defensa de los condenados.


Propuso simplificar esta norma, de manera de establecer una regla general que faculte al juez para aquilatar la magnitud del incumplimiento y el efecto que ello desencadenará.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que el propósito de especificar los tipos y efectos de los incumplimientos es establecer en la ley los criterios necesarios para que el juez decida en cada caso. Con todo, manifestó que esa Secretaría de Estado está abierta a la posibilidad de simplificar estas reglas.


Agregó que el sistema de plazos para notificar los incumplimientos, así como el de las respectivas audiencias, fue conversado latamente con diversos jueces de garantía, los que hicieron proposiciones sobre la base de su experiencia, que posteriormente se recogieron en estas normas.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, recordó que una situación similar ocurrió cuando se discutió en el Parlamento la modificación de las reglas sobre prisión preventiva en el Código Procesal Penal, las que, en un principio, se establecían en términos muy generales, lo que facultaba a los jueces de garantía para hacer interpretaciones muy dispares de su significado. Agregó que, por ello, la decisión que en su momento se tomó fue acotar las causales de procedencia de esa medida cautelar.


Opinó que en este caso debería tomarse el mismo cuidado, porque una formulación amplia o vaga de las situaciones de incumplimiento muy posiblemente dará lugar a interpretaciones disímiles de las mismas entre los jueces de garantía.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que el artículo 37 establece que la resolución sobre la revocación de una pena sustitutiva es apelable, por lo que, en este caso, los tribunales de alzada podrían uniformar los criterios que definan el incumplimiento y sus efectos, morigerando o agravando las apreciaciones de los jueces de garantía según sea el caso.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que es importante precisar el ámbito de aplicación de las penas sustitutivas, sobre todo al comienzo de su puesta en práctica.


Agregó que, por lo mismo, desde un principio deben establecerse procedimientos lo más claros posible para imponer las condiciones establecidas por el juez en la sentencia y sancionar con expedición a quien las resista o las incumpla. Indicó que, para ello, deben aumentarse las facultades de los respectivos jueces.


Ejemplificó la situación indicando que si esta ley concede al condenado un plazo para presentarse ante Gendarmería de Chile para cumplir la sentencia, al incumplirse dicha obligación debería despacharse de manera automática una orden de arresto, de modo de asegurar su comparecencia a la audiencia en que se discutirá el tema.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó su coincidencia con esta última proposición y señaló que ello podría materializarse a través de una modificación a la propia ley N° 18.216 o al artículo 127 del Código Procesal Penal, que faculta al tribunal, en los casos que indica, para dictar una orden de detención sin audiencia ni citación, previa solicitud del Ministerio Público, para el caso que el condenado a la imposición del sistema de brazalete electrónico no se presente dentro de plazo para concretar la medida.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) solicitó a la Subsecretaría de Justicia elaborar, en conjunto con la Fundación Paz Ciudadana, una redacción sobre este particular, acogiendo los criterios que se han debatido.


Atendiendo a este encargo, en una sesión posterior la señora Subsecretaria de Justicia propuso a la Comisión reemplazar el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento del régimen de ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, se observarán las siguientes reglas:


1.- Tratándose de un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas y atendidas las circunstancias del caso, el tribunal podrá revocar la pena impuesta o sustituirla por otra de mayor intensidad.


2.- Tratándose de otros incumplimientos, el tribunal podrá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en establecer mayores controles para el cumplimiento de dicha pena.”.


El Honorable Senador señor Orpis hizo notar que la redacción antes transcrita no contiene una mención de los casos de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad enumerados por las letras a), b) y c) del artículo 32 bis, como se acordó en la sesión anterior.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, manifestó que la norma propuesta establece una regla general sobre el incumplimiento, la que, según otro de los criterios concordados por la Comisión, plantea una formulación mucho más simplificada de esta materia. En efecto, dijo, esta propuesta no contiene menciones específicas de ninguna de las penas sustitutivas planteadas por el proyecto, quedando las reglas especiales relativas al incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad en una disposición separada, que lo regula en forma específica.


El Honorable Senador señor Orpis opinó que lo anterior implica que el incumplimiento de las penas sustitutivas no quedará tratado orgánicamente en una regulación única.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que en la sesión pasada, la Comisión requirió una redacción más simplificada de las hipótesis de incumplimiento, que evite el casuismo.


El Honorable Senador señor Orpis puntualizó que el artículo 32 ter define los incumplimientos para el caso de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, sin calificar dichos incumplimientos como “graves” per se; por tanto, si no se hace una mención en la norma en estudio, cuando se produzca alguna de las circunstancias descritas por el artículo 32 ter será difícil que se pueda entender que el juez tiene la facultad de revocar la pena, como se establece en la proposición que ahora se discute.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que el texto aprobado en general del artículo 32 ter y las modificaciones que se propondrán al respecto, expresamente considerarán que frente al incumplimiento de la prestación de servicios a la comunidad previsto en sus letras a), b) y c), el juez tendrá la facultad de revocar la pena impuesta y mandar al condenado a la cárcel.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que la norma propuesta recoge, a su juicio, los criterios acordados por la Comisión, pues considera una simplificación importante del incumplimiento de las penas sustitutivas y pone la resolución definitiva del asunto en manos del juez, para lo cual plantea una regla suficientemente flexible que permitirá que el magistrado resuelva según el mérito del caso.


El Honorable Senador señor Orpis insistió en que la proposición de reemplazo de artículo 25 considera una importante distinción entre incumplimientos graves o reiterados de las penas sustitutivas y otros tipos de incumplimiento. Explicó que, en base a esta distinción, se articulan las facultades del juez en cada caso. Para la primera situación, se le faculta para revocar la pena impuesta o sustituirla por otra de mayor intensidad, y en la segunda, se considera sólo la facultad de intensificar las condiciones de la misma pena sustitutiva originalmente impuesta.


Añadió que los casos descritos en el artículo 32 ter constituyen incumplimientos severos de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad; por tanto, para que haya coherencia es necesario hacer mención expresa de ellos en la norma que se propone en el primer numeral del artículo 25.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que el nuevo título en el que están contenidas las dos disposiciones que se discuten regula de manera orgánica el incumplimiento de las penas sustitutivas. Explicó que, dentro de este título, se agruparon las normas en dos párrafos; uno que contiene reglas generales -en el cual está el artículo 25- y otro que regula, de manera especial, la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, la que por sus peculiaridades y características requiere un tratamiento aparte, que, en entre otras cosas, considere que el incumplimiento en ese caso no dará lugar a la sustitución por otra pena o la intensificación de las medidas impuestas, sino a la revocación.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que se trata de una materia en la que hay voluntad de avanzar, respecto de la cual se ha presentado una redacción en la cual están razonablemente bien resueltos los temas planteados a propósito del artículo 25.


En una sesión posterior, reanudado el análisis de la propuesta del Ejecutivo, la señora Subsecretaria de Justicia explicó que la redacción propuesta recoge la amplia discusión que anteriormente provocó en la Comisión la regulación sobre la forma de acreditar el incumplimiento de las medidas impuestas al condenado a una pena sustitutiva y el efecto que ello acarrea.


Los Honorables Senadores señores Orpis y Espina observaron que la expresión “atendidas las circunstancias del caso” utilizada por el primer numeral de la disposición propuesta aporta un exceso de subjetivismo para la decisión del juez, más aún si se considera que esa disposición establece que acreditado que sea el incumplimiento grave o reiterado, el tribunal tendría la facultad -y no la obligación-, de revocar la pena impuesta o sustituirla por otra de mayor intensidad.


Añadieron que no se observa claramente para qué sería necesario establecer en la norma que si se acredita el incumplimiento grave o reiterado, el juez tendría dicha posibilidad y no una obligación perentoria. Argumentaron que, en caso de que tales circunstancias se constaten, debería proceder inmediatamente la sanción que se prescribe, pues no se observaría razón alguna para que si tal cosa queda acreditada en el proceso el juez pueda perdonar al condenado y mantenerle su pena sustitutiva en las mismas condiciones.


En razón de lo anterior, estimaron necesario reemplazar, en el número 1 del artículo propuesto, la forma verbal “podrá” por “deberá”, pues con ello queda claro que cada vez que se acredite un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas procederá la revocación de la pena impuesta o su sustitución por otra de mayor intensidad. Agregaron que en este concepto cobra pleno sentido mantener la expresión “atendidas las circunstancias del caso”, porque ello faculta al juez para apreciar si hubo tal incumplimiento grave o reiterado o no, y no si procede o no la sanción una vez acreditado lo anterior.


Sometida a votación esta proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Luego, en relación a la disposición contenida en el segundo numeral, el profesor señor López manifestó que la idea que subyace en este caso es que hay ciertos incumplimientos a las condiciones impuestas al condenado a la pena sustitutiva que, sin ser graves o reiterados, no son tolerables, por lo que deben generar alguna consecuencia para el infractor.


El Honorable Senador señor Orpis precisó que en este caso, y de forma similar con lo acordado a propósito del numeral anterior, debería establecerse un marco amplio para que el juez pueda acreditar el incumplimiento de las condiciones impuestas al condenado, pero una vez constatado tal incumplimiento, la sanción que acá se contempla -que consiste en la agravación de las condiciones impuestas en la pena- debería proceder de forma automática y no quedar también a su arbitrio aplicarla o no.


La señora Subsecretaria de Justicia puso de relieve que no todo incumplimiento a las condiciones impuestas al condenado debería traer aparejada, de forma automática, una sanción, porque hay situaciones que escapan a la voluntad del imputado, como es el caso de la inasistencia a una de las sesiones de la terapia impuesta en la sentencia en razón de un enfermedad acreditada del condenado y otras que no implican un incumplimiento relevante, como llegar atrasado 5 minutos a una jornada de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por culpa de la congestión vehicular.


Opinó que los dos ejemplos anteriores no deberían traer aparejada una consecuencia negativa para el infractor.


El Honorable Senador señor Orpis replicó que en este caso lo que procede es que el juez acredite en el proceso si hubo o no incumplimiento y no que pueda justificarlos.


El profesor señor López propuso zanjar la discusión estableciendo, de la misma forma como se hizo en el numeral anterior, el reemplazo de la forma verbal “podrá” por “deberá”, y agregar el adjetivo “injustificados” luego de la palabra “incumplimientos”, porque de esa forma se establece que la obligación del juez es aplicar la sanción una vez acreditado un incumplimiento injustificado y no cualquier clase de incumplimiento.


Los miembros de la Comisión coincidieron con la solución propuesta.


Sometida a votación la proposición del Ejecutivo con la modificación antes indicada, fue acogida por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 13, letra d), para sustituir el artículo 25 por otro del tenor que ya se ha consignado.


Esta indicación quedó aprobada con modificaciones, con las votaciones anteriormente consignadas.

Artículo 26


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 26.- En caso de incumplimiento leve reiterado o simple de las condiciones impuestas en el régimen de ejecución de la pena sustitutiva, Gendarmería de Chile deberá comunicar dicha situación al tribunal, el que citará al condenado a una audiencia, a fin de determinar si se ha configurado efectivamente el respectivo incumplimiento. En caso de acreditarse éste, atendiendo a las circunstancias del caso, el tribunal podrá imponer alguna de las siguientes consecuencias:


a) Intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Consistirá en imponer mayores controles para el cumplimiento, según sea el caso, de la pena respectiva.


b) La prórroga de la pena sustitutiva que actualmente se encontrare cumpliendo, hasta por un tiempo máximo de seis meses. Respecto de la pena de reclusión parcial, la prórroga no podrá ser superior a treinta días.”.


Este precepto fue objeto de la indicación número 49, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 26.- En caso de incumplimiento leve reiterado o simple de las condiciones impuestas en el régimen de ejecución de la pena sustitutiva, Gendarmería de Chile deberá comunicar dicha situación al tribunal, el que citará al condenado a una audiencia, a fin de determinar si se ha configurado efectivamente el respectivo incumplimiento. En caso de acreditarse éste, atendiendo a las circunstancias del caso, el tribunal podrá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en imponer mayores controles para el cumplimiento, según sea el caso, de la pena respectiva.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la indicación recién transcrita elimina, como facultad del juez frente a un incumplimiento leve reiterado o simple de las condiciones impuestas para la ejecución de la pena sustitutiva, la posibilidad de prorrogar la duración de la misma. Indicó que se obró de esta forma en razón de que en un informe en derecho solicitado por esa Secretaría de Estado al profesor señor Bofill, se hizo hincapié en que el acto posterior de alargar la duración de una pena impuesta por una resolución judicial previa en cumplimiento de una ley vigente, infringe el principio constitucional de legalidad de la pena, por lo que la norma en estudio podría dar lugar a requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional.


Añadió que sería también necesario agregar a esta disposición, de manera expresa, la posibilidad de que el juez revoque la pena sustitutiva originalmente impuesta cuando se configure un incumplimiento de las condiciones por parte del condenado. Para este fin, propuso señalar, al inicio de la segunda oración del artículo propuesto, que, en caso de acreditarse el incumplimiento leve reiterado o simple, atendidas las respectivas circunstancias, el juez podrá revocar la pena sustitutiva impuesta, facultad que se agregaría a la de imponer la intensificación de las condiciones de cumplimiento.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó que la agravación de las condiciones originalmente impuestas en la sentencia también podría interpretarse como una infracción al principio de legalidad. Agregó que, en la práctica, un condenado que incumple una determinada intensidad de las medidas de control, puede verse sujeto a una posibilidad mayor de quebrantar la sentencia si se le intensifican dichas condiciones. Dijo que ello tendría menores posibilidades de ocurrir en caso de seguir cumpliéndose las condiciones originales por un lapso mayor.


La señora Subsecretaria de Justicia sostuvo que, en su momento, este asunto fue objeto de una extensa discusión y que se concluyó que la prórroga es una medida que vulnera, de forma mucho más abierta, el principio de legalidad de las penas. Ello, porque las sanciones privativas de libertad están definidas en nuestro ordenamiento jurídico en función de su duración, por lo que el alargamiento temporal de una pena sustitutiva atentaría directamente contra la definición legal de la sanción original de privación de libertad.


Añadió que la intensificación de las condiciones impuestas en la condena también puede interpretarse como una forma de intensificar el control administrativo sobre el cumplimiento de las mismas, lo que, además, redunda en un mayor trabajo para Gendarmería de Chile.


Expresó que, asimismo, cabe considerar que la agravación se plantea como una alternativa a la revocación, la que genera, como consecuencia, que el condenado termine en la cárcel. Advirtió que esta última resolución está perfectamente encuadrada dentro del principio de legalidad, aun cuando en la práctica sea mucho más gravosa para el sentenciado.


El Honorable Senador señor Orpis se mostró partidario tanto de la indicación presentada como de la modificación propuesta.


A continuación, connotó que el artículo 26 en estudio prescribe que los incumplimientos serán comunicados al tribunal por Gendarmería de Chile.


Manifestó que ello contrasta de manera importante con otras normas del proyecto, en virtud de las cuales es el delegado a cargo del caso quien propondrá al tribunal el plan de intervención individualizado tratándose de la libertad vigilada o de la libertad vigilada intensiva, y quien remitirá los informes sobre el cumplimiento. Resaltó también que es ese funcionario y no cualquier otro de Gendarmería quien se encargará del cumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, concluyendo que, por ende, lo pertinente sería mantener el protagonismo del delegado en este proceso.


En razón de lo anterior, sugirió establecer de manera expresa en el artículo 26 que el delegado a cargo -y no Gendarmería de Chile-, informará sobre el incumplimiento de las medidas impuestas a los condenados a penas sustitutivas.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo notar que el delegado será siempre un funcionario de Gendarmería de Chile. Asimismo, señaló que si se acoge la solicitud del Honorable Senador señor Orpis, se hará perentorio que el delegado originalmente encargado del asunto sea el único que pueda informar sobre el incumplimiento al tribunal, lo que se tornaría imposible si esa persona está ausente de sus funciones en el momento en que se deba dar esta información, como podría ocurrir, por ejemplo, en el caso de una licencia médica, de un permiso post natal, de una comisión de servicios o de otra circunstancia semejante.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, señaló que no todas las penas sustitutivas son controladas por delegados individualizados, pues en el caso de la remisión condicional y de la reclusión parcial el control quedará a cargo de los sistemas generales que se dispongan para estos efectos. Manifestó que esas penas, que por sus requisitos deberían aplicarse a la mayoría de los casos, no tienen un delegado específico que pueda informar sobre un determinado incumplimiento, por lo que si se adopta la regla propuesta, será muy difícil cumplir con la obligación de informar al tribunal acerca de las transgresiones del condenado.


Agregó que el reglamento que se está preparando, precisará el Departamento de Gendarmería de Chile que se responsabilizará de comunicar el incumplimiento, distinguiendo según el tipo de pena sustitutiva que sea quebrantada.


El Honorable Senador señor Espina consideró que la mención que se hace a Gendarmería de Chile en este caso es suficiente.


En una sesión posterior, la señora Subsecretaria de Justicia propuso la siguiente redacción sustitutiva para el artículo 26:


“Artículo 26.- Si en el caso previsto en el artículo 25 el tribunal optare por sustituir la pena impuesta por otra de mayor intensidad, la remisión condicional podrá ser sustituida por la pena de libertad vigilada o de reclusión parcial; si el incumplimiento se refiere a la pena de libertad vigilada el tribunal podrá sustituirla por la libertad vigilada intensiva.”.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que, en cierta forma, la redacción presentada está en contradicción con lo señalado en el artículo 25, en el que se contempló la posibilidad de revocar, sustituir o agravar la pena. Connotó que en la nueva propuesta sólo se regula la posibilidad de sustituirla. Agregó que en el ya citado artículo 25 se facultó al juez de una manera amplia para que, atendidas las circunstancias, decrete la sustitución de la pena, por lo que la redacción que se propone para el artículo 26 sería inconsistente con el criterio anterior.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la revocación, que es una posibilidad que se franquea al juez cuando hay incumplimiento, no requiere de una mayor regulación, pues una vez que éste determina su procedencia, ella debe materializarse. En cambio, explicó que la sustitución requiere de alguna normativa que considere un criterio de proporcionalidad para su aplicación.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que sería mejor dejar abierta la posibilidad de que el juez, atendidas las circunstancias, determine la pena que sustituirá a la original que fue incumplida. Recordó que la resolución que ordene la sustitución será apelable ante el tribunal de alzada respectivo, por lo que la aplicación de este instituto procesal penal puede dejarse en manos de la jurisprudencia.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, indicó que debe establecerse algún criterio de proporcionalidad en la sustitución, pues, de lo contrario, quedará abierta la puerta para que, a través de la discrecionalidad judicial, se incurra en actos arbitrarios. Recordó, además, que uno de los objetivos del proyecto es lograr un uso racional de los recintos penales.


El Honorable Senador señor Espina señaló que la redacción del artículo 25 establece la sustitución con un carácter meramente facultativo para el juez y que para ello se vale de la forma verbal “podrá” y no “deberá”.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la redacción que ha propuesto refleja el criterio de la Comisión en orden a simplificar el estatuto del incumplimiento y sus efectos, según se planteó en una sesión anterior. Agregó que también es necesario establecer una graduación de la sustitución de las penas incumplidas para evitar que se recargue a los delegados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, comprendió la preocupación del Honorable Senador señor Espina; sin embargo, coincidió con lo manifestado por la señora Subsecretaria de Justicia en orden a evitar los efectos que podría provocar la posibilidad de que el juez sustituya una pena incumplida por cualquiera otra. Agregó que la redacción planteada muestra caminos posibles a seguir frente a una situación de incumplimiento, lo que consideró útil.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, subrayó que la proporcionalidad en la aplicación de las penas debe estar establecida en la ley y no quedar entregada a la mera práctica judicial. Añadió que la proposición del Ejecutivo debe complementarse, pues no considera el camino a seguir cuando se sustituye una pena de reclusión parcial o de libertad vigilada intensiva.


En relación al punto en debate, el Honorable Senador señor Orpis planteó dos posibles caminos. En primer término, dejar el asunto en manos del juez, facultándolo para determinar la sustitución que estime más conveniente atendidas las peculiaridades de cada caso. En segundo lugar, establecer de manera estricta un régimen de sustituciones en caso de incumplimiento. Como sea, dijo, no procede dejar la proposición tal como está, por cuanto contempla un criterio meramente indicativo para el juez.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señaló que la redacción presentada mejoraría si antes de la palabra "podrá" se antepone el término "sólo". Añadió que también debería considerarse la inquietud antes expresada en cuanto a regular nítidamente la sustitución cuando la pena incumplida sea la reclusión parcial o la libertad vigilada intensiva.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que el asunto planteado se solucionaría si se cambia la forma verbal "podrá" por "deberá". Respecto a las penas no consideradas en la regulación de la sustitución que anteriormente se han mencionado, señaló que debe tenerse en vista que los condenados a reclusión parcial son personas en situación de reincidencia, por lo cual no cabría ofrecerles una nueva oportunidad, sino que, en cambio, deberían cumplir su pena en la cárcel. En relación con el incumplimiento de la pena de libertad vigilada intensiva, hizo notar que ella se propone para delitos particularmente graves y que, por tanto, se trata de casos en que no debería franquearse otra oportunidad para cumplir la sanción en libertad.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, puntualizó que la reclusión parcial podría aplicarse a primerizos, en cumplimiento de lo dispuesto en la letra b) del artículo 8º, y que, en tal caso, debería sustituirse por libertad vigilada intensiva.


El Honorable Senador señor Espina consideró razonable que todas las personas sancionadas tengan derecho a una segunda oportunidad. Sin embargo, agregó que si no cumplen con la pena sustitutiva que se les impone, deben ir a la cárcel.


En definitiva, no se produjo acuerdo en la Comisión para acoger la nueva redacción propuesta por el Ministerio de Justicia para este artículo 26. Igualmente, se descartó la conveniencia de mantener este precepto en los términos en que fuera aprobado en general por el Senado. Se señaló que esta norma resultaría redundante con el artículo 25, en la forma en que éste fue aprobado precedentemente.


En consecuencia, con la misma votación con que se aprobó el nuevo texto del artículo 25, se acogió la indicación número 49 con enmiendas, para los efectos de desechar el artículo 26. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Orpis.


Como se señalará más adelante, el artículo 27 pasará a ser 26.

Artículo 27


Su texto es el que sigue:


“Artículo 27.- En caso de incumplimiento severo de las condiciones impuestas, Gendarmería de Chile comunicará dicha circunstancia al tribunal, el que deberá citar a audiencia al condenado con el objeto de determinar si efectivamente se ha configurado el incumplimiento y procede la aplicación de alguna de las consecuencias establecidas en los artículos 28 y 29.”.


Esta norma recibió la indicación número 50, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar, a continuación de la expresión “artículos 28 y 29”, la frase “, según fuere la gravedad del mismo”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que a raíz de un comentario formulado por el profesor señor Bofill en una sesión anterior, se había estimado pertinente reemplazar el texto aprobado en general para el artículo 27 por el siguiente:


"Artículo 27.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo dispuesto en el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9º de esta ley.".


Informó que el propósito de esta propuesta es que la persona que fue sometida a una pena sustitutiva, que cumplió parte de ella y que posteriormente la quebrantó, vuelva a la cárcel, pero a cumplir el saldo no cumplido de la sanción original y no el total.


Añadió que el término "proporcional" empleado en la parte final del inciso primero obedece a que en el caso de la remisión condicional es posible imponer al condenado un período de observación muy superior a la pena, por lo que si en definitiva la situación se retrotrae a la sanción privativa de libertad original, es necesario que el abono se haga de manera proporcional entre la parte efectivamente cumplida de la pena sustitutiva y la sanción original de privación de libertad sustituida.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó su desacuerdo con esta proposición, pues, a su juicio, permite que las personas puedan impunemente transgredir la oportunidad que se les brindó cuando se les sustituyó la pena original de cárcel por una modalidad alternativa de cumplimiento. Opinó que lo anterior constituye una mala señal para los condenados que cumplen con las condiciones impuestas en la pena sustitutiva y luego logran salir adelante e iniciar el difícil proceso de la rehabilitación y la reinserción social.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la iniciativa en estudio propone un cambio radical en cuanto a la naturaleza de estas formas alternativas de cumplir las penas privativas de libertad, las cuales, de meros beneficios que se otorgaban de forma discrecional, pasan a ser verdaderas sanciones que se rigen por el principio constitucional de legalidad. Por ello, agregó, no es posible aumentar, por un expediente administrativo, la magnitud original de la pena establecida en la ley. De este modo, si parte de la pena sustitutiva se ha cumplido y posteriormente sobreviene un quebrantamiento, el condenado debe cumplir sólo el saldo de su sanción en la cárcel y no la totalidad original de la misma, porque de lo contrario se le estaría sancionando dos veces por el mismo hecho o se le estaría alargando la pena inicial señalada en la ley.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, consideró que la discusión estaba agotada y que procedía zanjar el asunto votándose la indicación número 50.


Sometida a votación la referida indicación número 50, fue aprobada con modificaciones para los efectos de acoger la redacción propuesta por el Ministerio de Justicia para este artículo 27. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Orpis.


Este artículo 27 pasó a ser 26.

Artículo 28


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 28.- En los casos señalados en el artículo 27, la pena de remisión condicional podrá ser sustituida por la pena de libertad vigilada o por reclusión parcial.


Si el incumplimiento se refiere a la pena de libertad vigilada, el tribunal podrá optar por la intensificación de la pena sustitutiva o bien sustituirla por la libertad vigilada intensiva.


En casos en que, a juicio del tribunal, no pareciere necesario sustituir la pena, deberá imponer una prórroga no inferior a seis meses ni superior a doce meses. En el caso de la reclusión parcial, esta prórroga no podrá ser inferior a treinta días ni superior a sesenta días.”.


En relación a esta disposición, se presentó la indicación número 51, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para suprimir su inciso tercero.


Al iniciarse el estudio de esta norma, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que el precepto en estudio regula la sustitución de penas cuando, a raíz de un incumplimiento, el juez decide terminar con la sanción sustitutiva. Añadió que la indicación tiene por finalidad eliminar la referencia a la prórroga de medidas, la cual fue suprimida al acogerse la indicación número 49.


El Honorable Senador señor Orpis opinó que el artículo 27, cuya revisión había quedado pendiente a solicitud del Ejecutivo, contemplaba una hipótesis general que permitía la agravación o la revocación de la pena sustitutiva incumplida. Hizo notar que la redacción del artículo 28 da pie a considerar que no es posible la revocación en caso de incumplimiento de las penas sustitutivas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, sino sólo la agravación de las condiciones originalmente impuestas en estos casos.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que este asunto estaba zanjado en el artículo 27, que establecía, como regla general, que frente a un incumplimiento severo el juez tiene los siguientes caminos: agravar la pena sustitutiva original por otra más intensa o dejarla sin efecto y hacer que el condenado cumpla su sanción en la cárcel.


Agregó que todo lo anterior estaba sujeto a revisión en una futura redacción que se presentaría para dicha norma.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que tal redacción debería considerar, en todo caso, que frente a cualquier incumplimiento, el juez tendrá abierta la posibilidad de revocar la pena sustitutiva y mandar al condenado a la cárcel.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso incorporar lo anterior en la redacción que se proponga e hizo notar que esta regla existe en el derecho comparado.


La señora Subsecretaria de Justicia anunció que las normas que se elaboraran contendrían una simplificación de las hipótesis de incumplimiento y sus efectos, reducirían el plazo para que el condenado se presente ante Gendarmería de Chile a cumplir las condiciones, franquearían la posibilidad de dictar órdenes de detención inmediata cuando el condenado no se presente y establecerían la posibilidad de que le juez ordene la revocación sustitutiva frente a cualquier tipo de incumplimiento.


En una sesión posterior, la Comisión analizó los acuerdos adoptados en relación a las disposiciones anteriores y advirtió la conveniencia de suprimir tanto este artículo 28 como el artículo 29.


Para estos efectos, la indicación número 51 fue aprobada con enmiendas con la finalidad de suprimir el artículo 28. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 29


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 29.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sujetará al condenado al cumplimiento del total de la pena inicialmente impuesta.


En caso que se deje sin efecto la pena de reclusión parcial, se someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.”.


Esta norma recibió cuatro indicaciones. La primera, del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, signada con el número 52, la sustituye por la siguiente:


“Artículo 29.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sujetará al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicialmente impuesta, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.”.


La indicación número 53, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, intercala, en el inciso primero, después de la expresión “pena sustitutiva,”, la frase “sea como consecuencia de un incumplimiento severo, sea por aplicación del artículo siguiente,”.


La indicación número 54, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), reemplaza, en el inciso primero, la frase “del total de la pena inicialmente impuesta” por “del saldo de la pena impuesta”.


La indicación número 55, de la misma señora Senadora, incorpora el siguiente inciso final, nuevo:


“En caso que se deje sin efecto la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, se someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena originalmente impuesta, abonándose a su favor cada día de cumplimiento efectivo de la pena sustitutiva, por un día de pena de privación o restricción de libertad sustituida.”.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, explicó que la imposición del total de la pena cuando se incumplen condiciones tiene sentido en el texto vigente, pues no se está en presencia de penas, sino de beneficios extracarcelarios. Observó que, sin embargo, el proyecto en discusión cambia diametralmente el enfoque del asunto, porque ahora estas medidas pasan a ser penas y, por tanto, se les aplicarán todos los principios generales propios de las sanciones criminales.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que la indicación plantea un criterio jurídico válido, pero no tiene en cuenta que con ella la persona que incumple una condición de la pena sustitutiva impuesta no sufre ningún costo, lo que es una mala señal, sobre todo para los que respetan dichas condiciones.


El Honorable Senador señor Espina observó que el incumplimiento no puede ser causal de agravación de la pena original.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que el profesor señor Bofill observó un problema práctico con la imposición del saldo efectivo de privación de libertad cuando se trata de la remisión condicional.


Explicó que esta sanción impone al condenado un régimen general de observación por un plazo de uno a tres años y como la pena original puede ser bastante menor, puede darse el caso que el condenado que la quebranta haya alcanzado a cumplir exitosamente una parte del plazo de observación originalmente impuesto, que podría ser muy superior al de la pena sustituida, lo que genera un problema serio para el cómputo del saldo.


A manera de ejemplo, indicó que un condenado primerizo puede ser merecedor de una pena privativa de libertad de 61 días, sustituida en la sentencia por la remisión condicional, imponiéndosele un plazo de observación de un año. Ese condenado puede haber quebrantado la pena sustitutiva después de seis meses de impuesta, por tanto, no hay manera de compensar el plazo de cumplimiento efectivo de la pena sustitutiva -seis meses- con el de la pena original sustituida, de 61 días.


Para solucionar esta situación, sugirió reemplazar los incisos primero y segundo del artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo que señala el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas penas.”.


Argumentó que la redacción antes considerada hace innecesario el inciso segundo del artículo 29, pero requiere que se mantenga el inciso final de la norma, porque debe hacerse una remisión al artículo 9º para regular la situación del cumplimiento efectivo de la pena cuando la sanción sustitutiva quebrantada o incumplida sea la de reclusión parcial.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consideró adecuada la redacción propuesta pues contempla todas las inquietudes planteadas por las indicaciones números 52, 53, 54 y 55. Sugirió aprobar dichas indicaciones con enmiendas, para los efectos de acoger la señalada redacción.


En una sesión posterior, la Comisión reconsideró esta disposición, así como el debate producido tanto respecto a ella como de las normas precedentes. Igualmente, tuvo en cuenta los textos que en definitiva se acordaron para los artículos 25 y 27, concluyéndose, como consecuencia de este análisis, que tanto el artículo 28 como el artículo 29 en estudio se tornan innecesarios. Por lo anterior, se resolvió suprimirlos.


Para estos efectos, se acogió con enmiendas la indicación número 53, con la finalidad, como se ha explicado, de suprimir el artículo 29. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Las indicaciones números 52, 54 y 55 fueron desechadas por la misma unanimidad. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 30


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 30.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el sólo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. No obstante lo anterior, la Comisión procedió a revisar su contenido.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que la norma parece presentar un problema de sincronía con la duración estimada de las penas sustitutivas que se proponen, pues si se requiere que el nuevo delito se constate en una sentencia firme, es muy probable que ello ocurra una vez que la pena sustitutiva original ya esté cumplida. Sostuvo que lo anterior hace ilusoria la regla de quebrantamiento que se plantea. Para evitarlo, sugirió establecer el quebrantamiento en una etapa procesal previa del juicio por el nuevo delito, como la formalización o la acusación.


El Honorable Senador señor Orpis compartió este criterio y propuso establecer que cuando se dicte una medida cautelar en el juicio por el nuevo delito, se entienda que la anterior pena sustitutiva fue quebrantada.


El Honorable Senador señor Espina opinó que las proposiciones anteriores vulneran el principio constitucional sobre presunción de inocencia, ya que no se puede asegurar con certeza que una persona cometió un delito a menos que haya una sentencia definitiva que así lo declare. Por esta razón, consideró apropiada la redacción de la norma en estudio.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que se contempla, como regla general, que el tribunal puede establecer la revocación frente a cualquier incumplimiento grave. Por tanto, dijo, podrían considerarse los antecedentes anteriormente planteados para dar lugar a la revocación. Añadió que, en cambio, el quebrantamiento es una regla estricta, que procede cada vez que se constate por una sentencia ejecutoriada que el condenado a una pena sustitutiva ha cometido un nuevo delito.


Observó que para que se produzca lo anterior debe haber certeza de que el delito fue cometido, conocimiento que no se tiene con exactitud cuando hay meras imputaciones, como en el caso de la formalización y de la acusación, y tampoco cuando se decretan medidas cautelares.


Recordó que el Estado chileno ha sido condenado a pagar indemnizaciones por error judicial cuando se han aplicado medidas cautelares sin fundamento, por lo que, existiendo esta posibilidad, no se puede establecer sin más que cada vez que se ha dictado una medida cautelar ha habido quebrantamiento de la sanción sustitutiva en cumplimiento.


En definitiva, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, se mantuvo la disposición en estudio con enmiendas de índole meramente formal. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Este precepto pasó a ser artículo 27.

Artículo 31


Su texto es el que sigue:


“Artículo 31.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispone de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.


Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión le introdujo algunos ajustes de tipo formal. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Este precepto pasó a ser artículo 28.

- - -


A continuación, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 56, para incorporar, a continuación del artículo 31, el siguiente Párrafo y epígrafe:

“Párrafo 2°

Normas especiales para la pena de servicios en beneficio de la comunidad”


Puesta en votación esta indicación número 56, fue aprobada con enmiendas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, para los efectos de agregar la expresión “prestación de” a continuación de las palabras “pena de”.

- - -

Artículo 32


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 32.- Si válidamente notificado, el condenado no compareciere a la audiencia señalada en el artículo precedente, tal circunstancia no impedirá la realización de la misma.


El tribunal, en caso de decretarse la revocación de la pena sustitutiva, ordenará la detención del condenado una vez ejecutoriada la resolución.



Si con posterioridad surgieren nuevos antecedentes que justificaren el incumplimiento de la pena sustitutiva, el tribunal podrá dejar sin efecto la resolución que decretó la revocación, descontándose el tiempo intermedio.”.


Respecto de esta norma, se presentó la indicación número 57, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para eliminarla.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la supresión que se ha planteado obedece al principio de que no debe haber juzgamiento en ausencia del imputado. Manifestó que contra el condenado que no asiste a la audiencia en la que se discutirá el incumplimiento de la pena sustitutiva impuesta y sus efectos, se debe despachar una orden de arresto para que él concurra de manera forzosa a la próxima audiencia que se fije para tal efecto.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sostuvo que no deberían llevarse a cabo audiencias judiciales sin el imputado presente, por lo que la supresión que se propone es correcta.


Sometida a votación la indicación número 57, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 32 bis


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 32 bis.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. No obstante, en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión le introdujo algunos ajustes formales. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Esta norma pasó a ser artículo 29.

Artículo 32 ter


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 32 ter.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, cuando expresamente el condenado solicitare su revocación.


Adicionalmente, podrá revocarla previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta a las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.”.


Este precepto recibió la indicación número 58, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar, en su inciso primero, luego de la palabra “revocación”, la frase “o por aplicación de lo dispuesto en el artículo 30 de esta ley”.


El Honorable Senador señor Orpis planteó que los incumplimientos que se describen en los literales del inciso segundo del artículo en estudio son suficientemente graves para dar lugar, por sí mismos, a la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Por ello, propuso reemplazar la forma verbal “podrá”, utilizada en el encabezado del inciso segundo, por “deberá”.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó, en primer término, que la indicación presentada plantea un cambio de referencia normativa, pues el quebrantamiento que da lugar a la revocación inmediata se regula en el artículo 28 y no en el 30, como señala el texto aprobado en general.


En relación con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Orpis, sostuvo que ella no tiene en consideración que es el propio tribunal el que determina si ha existido o no el incumplimiento que se señala en el inciso segundo, por lo que no se podría obligar al juez a imponer la revocación antes que haya verificado la magnitud de dicho incumplimiento.


Agregó que esa proposición tampoco tiene en cuenta lo dispuesto por el artículo 32 quáter, que faculta al tribunal para ordenar que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se cumpla en un lugar distinto al originalmente establecido. Al respecto, manifestó que si se obliga al juez a revocar la pena cada vez que se constate uno de los incumplimientos mencionados por el inciso segundo del artículo 32 ter, la posibilidad alternativa otorgada por el artículo 32 quáter pierde razón de ser.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, comprendió las razones que animan al Honorable Senador señor Orpis, pero observó que las situaciones descritas por los distintos literales del inciso segundo del artículo 32 ter son informadas al juez por el delegado. Señaló que si se establece que, en esos casos, el juez no puede sino decretar la revocación, lo que en el fondo se haría es facultar al delegado para revocar la pena, ya que bastaría su informe para que ello proceda.


El Honorable Senador señor Espina concordó con lo anteriormente planteado y recordó que esta pena sustitutiva es totalmente nueva, por lo que es preferible que el juez decida, atendidas las circunstancias del caso, si es adecuado cambiar al condenado del lugar donde presta los servicios o si, atendida la gravedad del incumplimiento, es procedente mandarlo a la cárcel.


El Honorable Senador señor Orpis hizo presente que hay una norma similar en la ley sobre responsabilidad penal de los adolescentes, que también contempla la figura del delegado. Sin embargo, advirtió que como toda la decisión relativa al desenvolvimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad por parte de los adolescentes queda en manos del juez, el delegado a cargo ha perdido autoridad frente al condenado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, indicó que en este caso parece más correcto dejar al juez la valoración última de la magnitud del respectivo incumplimiento.


Finalizado el debate y puesta en votación la proposición del Honorable Senador señor Orpis, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Votó a favor el Honorable Senador señor Orpis.


Enseguida, sometida a votación la indicación número 58, fue aprobada con modificaciones por tres votos a favor y una abstención. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio. Se abstuvo el Honorable Senador señor Orpis.


Este precepto pasó a ser artículo 30.

Artículo 32 quáter


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 32 quáter.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que  originalmente se desarrollaba; en este último caso y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, se estimó pertinente incorporar algunas enmiendas de puntuación a su inciso segundo, aparte de ajustes a su numeración.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 121 del Reglamento de la Corporación y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


La disposición en estudio pasó a ser artículo 31.

Título V


Este título se denomina “Del Reemplazo de la Pena Sustitutiva y las Penas Mixtas”. Consta de tres párrafos, compuestos, cada uno, por los artículos 33, 34 y 35, respectivamente.


En virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento de la Corporación, la Comisión resolvió usar minúsculas en el epígrafe de este título, con excepción de la contracción “Del” con que se inicia. 


El referido acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva


Este párrafo está integrado por el artículo 33, que es del siguiente tenor:


“Artículo 33.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 28 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal de oficio o a petición de parte podrá reemplazar la pena conforme lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por remisión condicional, si se cumplen los requisitos del inciso primero y el condenado ha cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, la señora Subsecretaria de Justicia consideró pertinente introducirle algunos ajustes formales de adecuación, de estilo y de referencias.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, las proposiciones anteriores fueron acogidas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Larraín, don Hernán.


En una sesión posterior, en mérito de la misma disposición reglamentaria ya citada, se resolvió intercalar un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.”.


Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Esta disposición pasó a ser artículo 32.

Párrafo 2°

De las penas mixtas


Este párrafo está integrado por el artículo 34, cuyo texto es el que sigue:


“Artículo 34.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de la libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la pena impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registre otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado, con posterioridad a que la sentencia hubiese quedado ejecutoriada, hubiera cumplido un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y


d) Que el condenado observe un comportamiento sobresaliente de conformidad a lo dispuesto en los artículos 6° y 7° de la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados Sobre la Base de la Observación de Buena Conducta.


Para estos efectos, el tribunal citará a audiencia a los intervinientes en la que examinará los antecedentes, particularmente aquellos relativos a la factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, oirá a los presentes y resolverá.


En caso de concederse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal deberá fijar el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva, el que no podrá ser inferior a cuatro años ni superior a seis años y las condiciones que deberá cumplir el condenado conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el otorgamiento de la interrupción de la pena regulada en este artículo, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


La resolución que se pronuncie sobre la interrupción de la pena privativa de libertad, será apelable para ante la Corte de Apelaciones respectiva.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad, no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 33 de esta ley.”.


Esta disposición fue objeto de cuatro indicaciones.


La indicación número 59, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, incide en la letra b) del inciso primero de la disposición propuesta y reemplaza la expresión “15 bis” por “15, N° 1”.


La indicación número 60, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), sustituye, en la misma letra b), la frase “sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis” por “en todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito”.


La indicación número 61, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, reemplaza, en el inciso tercero, la frase “el que no podrá ser inferior a cuatro años ni superior a seis años” por “por un plazo igual al de la duración de la pena que le reste por cumplir”.


Finalmente, la indicación número 62, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), sustituye, en el señalado inciso tercero, la frase “inferior a cuatro años ni superior a seis años” por “superior al del saldo de la pena originalmente impuesta”.


En primer término, la Comisión analizó las indicaciones números 59 y 60, referidas a la letra b) del inciso primero.

La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) explicó que con la remisión al artículo 15 bis o al artículo 15 Nº 1, no queda meridianamente claro que no se considerarán las condenas cumplidas diez o cinco años antes, dependiendo de si se trata de un crimen o simple delito, respectivamente. Por ello, estimó necesario aclararlo en los términos propuestos por la indicación número 60.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que la indicación número 60 apunta en el mismo sentido que la signada con el número 59, por lo que ambas podrían subsumirse. En todo caso, consideró más clara la indicación número 60.


El Honorable Senador señor Espina consultó si en la actualidad la ley franquea alguna posibilidad para que un condenado a cinco años y un día logre salir en libertad antes de concluir su condena.


El profesor señor López respondió que eso puede ocurrir en virtud de la institución de la libertad condicional o por medio del beneficio extracarcelario de rebaja de condena. Agregó que la norma en estudio busca disminuir el número de personas privadas de libertad.


El Honorable Senador señor Espina replicó que esta norma, en la práctica, significa ablandar el criterio para que personas que han cometido delitos tan graves como para merecer la pena de presidio mayor puedan salir en libertad, pues se les exige sólo un tercio de la pena cumplida y no la mitad o más, como sucede actualmente con la libertad condicional.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que aunque hay una rebaja de la mitad de la pena cumplida a sólo un tercio de la misma, en este caso se requiere además un informe favorable de Gendarmería. Asimismo, dijo, las personas que son beneficiadas deben someterse al sistema de brazalete electrónico y a las medidas que impone la libertad vigilada intensiva, que, en la actualidad, no se aplican a quienes obtienen la libertad condicional. Añadió que este beneficio no se extiende a las personas que hayan cometido delitos sexuales graves o perpetrado ilícitos en un contexto de violencia intrafamiliar.


El profesor señor López puntualizó que además debe tenerse en consideración que esta norma se aplica sólo a las personas condenadas a cinco años y un día y no a quienes tienen una pena superior, aunque corresponda a presidio mayor en su grado mínimo. Observó que quien está condenado a cinco años tiene acceso a las penas alternativas, pero quien recibe una sentencia de un día más no accede a nada; por tanto, acá se establecería una circunstancia intermedia.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, recordó que una de las críticas originales efectuadas a este proyecto era la poca flexibilidad que presentaba en términos de poder complementar las penas alternativas con las penas privativas de libertad. Manifestó que, en la actualidad, la única forma de combinar ambas situaciones es a través de la libertad condicional, beneficio que supone alcanzar la libertad sin ningún tipo de supervisión real. Expresó que según el último estudio sobre reincidencia realizado por Paz Ciudadana, se ha demostrado que cuando se establece algún filtro que permite seleccionar a las personas que acceden a un beneficio extracarcelario e imponerles condiciones y supervisiones, se producen muy pocos casos de reincidencia.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó que las condiciones que se imponen en estos casos no son menores, al punto que los condenados podrían tener incentivos para esperar en la cárcel cumplir la mitad de la condena y optar a la libertad condicional, que tiene menos requisitos. Puntualizó que la disminución del plazo de cumplimiento efectivo está fuertemente compensada con el aumento de condiciones que se aplican a quien opta a este beneficio.


El Honorable Senador señor Espina puntualizó que la referencia que se hace a la imposición del brazalete para el caso de personas que logran la libertad a través de la pena mixta está establecida en el inciso segundo del artículo 23 bis aprobado anteriormente, que señala que dicha imposición es facultativa y sujeta a condiciones de factibilidad técnica. Manifestó que tal situación abre este sistema para que personas que cometieron ilícitos tan graves como para merecer una pena de presidio mayor, salgan en libertad, habiendo cumplido apenas un tercio de la sanción y sin ninguna medida efectiva de control.


Dijo estar dispuesto a aprobar la modificación en estudio sólo en la medida en que la imposición del monitoreo electrónico para estos casos se establezca como una obligación a todo evento para el juez. De no haber disponibilidad técnica, estimó que simplemente no podría otorgarse el beneficio.


La señora Subsecretaría de Justicia coincidió con esta propuesta.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) recordó que la resolución sobre el artículo 23 bis aún estaba pendiente y que, en consecuencia, cuando se adoptaran decisiones en relación con ese precepto podría hacerse tal corrección.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que si la Comisión mantiene el criterio por él propuesto, el segundo párrafo de la letra d) estaría demás en la parte relativa a la discusión sobre la factibilidad del monitoreo electrónico, porque ello lo relativiza. Afirmó que si no hay factibilidad técnica, simplemente el condenado no podría acceder al beneficio.


El profesor señor López expresó su acuerdo con la idea y propuso que el segundo párrafo de la letra d) se transforme en una nueva letra e), redactada de forma tal que la factibilidad técnica sea un requisito para conceder el beneficio de la pena mixta.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, opinó que quizás sería mejor dejar el monitoreo como una de las medidas que se impondrán al condenado que accede al beneficio y no como un requisito del mismo, pues si así se hace, el sentenciado en un lugar en que no hay factibilidad técnica podría alegar que tal circunstancia no le es imputable y denunciar que la denegación del beneficio es una discriminación arbitraria en su contra, impugnando por esta vía la constitucionalidad de la norma.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) coincidió con el criterio planteado y propuso que el monitoreo se contemple como una medida y no como un requisito.


La señora Subsecretaria de Justicia agregó que en el párrafo primero de la letra d) es necesario cambiar la forma verbal “observe” por “haya observado”, pues el control de los requisitos que hace el juez para conceder estos beneficios siempre está referido a conductas pasadas del condenado. Añadió que en esta oportunidad podría también enmendarse lo señalado en la letra c) del artículo en discusión, que indica que el tercio de la pena cumplida se cuenta a partir de que la sentencia que la impuso haya quedado ejecutoriada, lo que no toma en cuenta que las reglas generales del Código de Enjuiciamiento Criminal consideran que se imputan a la condena todos los días que el sentenciado estuvo privado de libertad durante el juicio en virtud de una medida cautelar.


La Comisión se mostró conforme con estas enmiendas y también con las anteriores modificaciones formales propuestas por la señora Subsecretaria de Justicia.


Sometidas a votación las indicaciones números 59 y 60, fueron aprobadas con enmiendas, para los efectos de acoger las ideas que se han explicado anteriormente. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Larraín, don Hernán.


Enseguida, la Comisión analizó las indicaciones números 61 y 62.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que ambas apuntan a lo mismo. Indicó que la vigilancia intensiva que se imponga a quien obtiene el beneficio de pena mixta no puede extenderse por un tiempo superior al saldo de la pena. Añadió que por consideraciones de buena técnica legislativa, debería utilizarse la voz “período” en vez de “plazo” y reemplazar la expresión “las condiciones que deberá cumplir el condenado” por “las condiciones a que quedará sujeto el condenado”.


Hubo acuerdo en la Comisión en cuanto a estas proposiciones.


Sometidas a votación las indicaciones números 61 y 62, fueron aprobadas con enmiendas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Larraín, don Hernán.


Enseguida, la señora Subsecretaria de Justicia explicó que en el artículo 37 se establece una norma general sobre las apelaciones que engloba el caso indicado en el inciso quinto del artículo 34 en estudio, por lo que esta última disposición debería suprimirse para evitar repeticiones que puedan generar problemas interpretativos.


La Comisión concordó con dicha sugerencia.


En una sesión posterior, haciéndose cargo del debate realizado a propósito de este artículo 34, el Ejecutivo presentó a consideración de la Comisión la siguiente redacción:


“Artículo 34.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de la libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la pena impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registre otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado haya cumplido un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y


d) Que el condenado haya observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el Decreto N° 2.442, de 1926, sobre Reglamento de la Ley de Libertad Condicional. 


Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En caso de concederse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal deberá fijar el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva, por un período igual al de duración de la pena que le reste por cumplir. Además, determinará las condiciones a que quedará sujeto el condenado conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el otorgamiento de la interrupción de la pena regulada en este artículo, aquélla no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad, no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 33 de esta ley.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó, una vez más, que esta norma instaura el mecanismo de pena mixta, que consiste en la interrupción de una pena privativa de libertad en curso y su reemplazo por la medida sustitutiva de libertad vigilada intensiva por el saldo de tiempo que reste por cumplir de la pena interrumpida, lo que procederá cuando el condenado cumpla los requisitos que la norma establece y se trate de una pena de presidio no mayor a cinco años y un día.


El profesor señor Bofill consideró necesario hacer algunas adecuaciones formales en la proposición para facilitar su futura aplicación. Entre otras, indicó que en la letra c) de la disposición deben agregarse las expresiones “al menos” después del señalamiento del plazo de cumplimiento efectivo de la sanción de cárcel que se requiere para optar a este beneficio. En el inciso tercero, sugirió reemplazar la forma verbal “conceder” por “otorgar”.


Por otra parte, añadió que el inciso segundo regula un procedimiento para discutir y aplicar este beneficio, que es una reglamentación que no existe en el artículo anterior, que trata sobre reemplazo de penas sustitutivas, por lo sería necesario replicar esta regla en aquella disposición.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso evitar la expresión “régimen de la libertad vigilada” y, en cambio, mencionar esta última como una pena.


La Comisión recordó también que en una sesión anterior se acordó trasladar del artículo 23 bis A, nuevo, a esta disposición la referencia a la factibilidad técnica, pues en aquella regla se estatuyó que el monitoreo telemático debería imponerse siempre al beneficiado por el régimen de pena mixta, razón por la cual la factibilidad técnica para sujetar al condenado a esta medida de control debería ser un requisito para otorgar la interrupción de la pena de presidio efectivo.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso aprobar la redacción del Ejecutivo con los ajustes y correcciones formales que antes se han detallado.


Sometida a votación la proposición del Ejecutivo, fue aprobada con las modificaciones antes señaladas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Posteriormente, la Comisión reabrió el debate de este precepto, de manera de poder analizar una nueva propuesta de redacción de parte del Ejecutivo.


La señora Subsecretaria de Justicia propuso sustituir el artículo 34 introducido a la ley Nº 18.216, por el siguiente:


“Artículo 34.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la sanción impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registrare otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado hubiere cumplido al menos un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y


d) Que el condenado hubiere observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el decreto N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


En el caso que el tribunal disponga la interrupción de la pena privativa de libertad, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, éste deberá ser siempre controlado mediante monitoreo telemático.


Para estos efectos, el informe de Gendarmería de Chile a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberá contener lo siguiente:


i) Informe favorable, que permita orientar sobre los factores de riesgo de reincidencia, a fin de conocer las posibilidades del condenado para reinsertarse adecuadamente en la sociedad, mediante una pena en libertad. Deberá referirse a los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado y contener el plan de intervención individual que deberá cumplir en libertad.


ii) Informe de comportamiento, de conformidad a lo dispuesto en decreto N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


iii) Factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, debiendo incluir aspectos relativos a la conectividad de las comunicaciones en el domicilio y comuna que fije el condenado para tal efecto.


Con lo anterior, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal podrá requerir a Gendarmería de Chile mayores antecedentes respecto a la factibilidad técnica del monitoreo.


En caso de disponerse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal deberá fijar el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva, por un período igual al de duración de la pena que le restare por cumplir. Además, determinará las condiciones a que quedará sujeto el condenado conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


En caso que el tribunal se pronuncie rechazando el otorgamiento de la interrupción de la pena regulada en este artículo, este no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada, remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 33 de esta ley.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la modificación que plantea recoge lo acordado al incorporarse el nuevo artículo 23 bis A, que estableció que a los beneficiados con el mecanismo de la pena mixta siempre se les impondrá el sistema de monitoreo electrónico. Manifestó que en esa ocasión se indicó que la factibilidad técnica del monitoreo debería ser una condición para imponer la pena mixta, idea que se ha recogido en esos términos.


Indicó que ese y otros asuntos son parte del informe favorable de Gendarmería de Chile, que el inciso primero de la disposición establece como requisito inicial de procedencia del beneficio de la pena mixta.


Puntualizó que este informe debe contener los siguientes elementos:


a) Un juicio favorable sobre los riesgos de reincidencia del candidato al beneficio y un buen pronóstico de reinserción social.


b) Informe favorable de comportamiento, a que hace referencia el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


c) Factibilidad técnica del monitoreo telemático.


Señaló que la nueva proposición permite que el tribunal solicite nuevos antecedentes respecto de la factibilidad técnica, que serían procedentes si el condenado propone en la audiencia un nuevo domicilio desde donde podría proceder la vigilancia electrónica, o si la víctima se mudó en el intertanto.


El Honorable Senador señor Espina observó que la proposición sólo requiere que el beneficiado, al obtener la medida, no registre condenas previas por otro crimen o simple delito, pero no considera que esa persona puede ser objeto de investigaciones criminales formalizadas distintas, a raíz de su participación en otros ilícitos. Puntualizó que si ello no se toma en consideración, es posible que por esta vía queden liberados delincuentes habituales.


La señora Subsecretaria de Justicia hizo notar que la preocupación del Honorable Senador señor Espina queda cubierta con el requisito que establece la letra i), porque el informe de Gendarmería debe considerar el riesgo de reincidencia del posible beneficiado con la pena mixta, y ese pronóstico debería tener en cuenta las demás investigaciones pendientes que éste tenga.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consideró atendible la explicación de la señora Subsecretaria, pero indicó que dicho elemento debería precisarse en la letra i) citada, sugerencia que fue apoyada por los restantes miembros de la Comisión.


En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Espina observó que cabe la posibilidad de que el candidato a la pena mixta habite en una localidad que no tenga cobertura para hacer el monitoreo electrónico.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que en la redacción original del proyecto la medida de monitoreo telemático era una de las opciones que el juez tenía para imponer al condenado beneficiado a pena mixta. Expresó que la Comisión modificó ese criterio, indicando que el monitoreo telemático debía ser impuesto siempre al beneficiario de la pena mixta, razón por la cual la factibilidad técnica para aplicarlo se transformaba en un requisito de procedencia de dicha medida.


Informó que este antecedente técnico lo maneja Gendarmería de Chile, que es el órgano encargado de ejecutar el monitoreo telemático según lo dispone la iniciativa, pero la proposición en debate faculta al juez para solicitar otros antecedentes sobre este punto en la audiencia, teniendo en consideración la nueva información que puedan aportar los comparecientes, como un nuevo domicilio en el que el candidato al beneficio podría hacer efectivo el monitoreo o un cambio de morada de la víctima. Expresó que esta instancia es muy importante, pues, de lo contrario, con el solo mérito del informe negativo sobre el monitoreo debería desecharse la pena mixta.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consideró apropiada la explicación, pero reiteró que debe incluirse una mención a las demás formalizaciones pendientes del candidato como elemento a considerar para efectos de evaluar su pronóstico de rehabilitación. Añadió que sería recomendable cambiar el sistema de numeración de los componentes del informe de Gendarmería de Chile, pues el que presenta la proposición del Ejecutivo es confuso.


Sometida a votación la proposición del Ejecutivo, con las modificaciones anteriormente señaladas, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán y Walker, don Patricio.


Posteriormente, con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 13, letra e), para reemplazar el artículo 34 por otro del tenor ya consignado. Dicha indicación fue aprobada con modificaciones, con la votación ya anotada.


Este precepto pasó a ser artículo 33.

Párrafo 3°

De la regla especial aplicable a los extranjeros


Como se indicara precedentemente, este párrafo está compuesto por un único artículo, signado como número 35. Antes de analizar su contenido, la Comisión acordó reubicar este párrafo y su epígrafe, lo que se acordó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, contando con el voto favorable de la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


El ya señalado artículo 35 es del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá, una vez cumplida un tercio de la pena privativa de libertad, sustituir el cumplimiento de dicha pena por su expulsión del territorio nacional, salvo que el condenado acredite tener arraigo familiar o social, o que desarrolle permanentemente un trabajo remunerado, pudiendo solicitarse informe a Gendarmería de Chile.


A la audiencia que tenga por objeto resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado, para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta medida, debiendo mantenerse el condenado en el intertanto, bajo la custodia de Gendarmería de Chile.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión, no podrá regresar al país en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplir el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.".


A su respecto, se presentaron las indicaciones números 63 y 64, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) y del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, respectivamente. Ambas inciden en el inciso primero de la disposición y proponen suprimir la frase “, una vez cumplida un tercio de la pena privativa de libertad,”.


Explicando la indicación número 63, la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) manifestó que ella refleja el objetivo general del proyecto en orden a descongestionar los recintos penales, para lo cual propone eliminar el requisito del cumplimiento efectivo de un tercio de la pena, permitiendo, de este modo, que los extranjeros condenados sean expulsados inmediatamente del territorio nacional.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, hizo presente que, en esta materia, en nuestro país rigen tratados internacionales que contemplan normas precisas sobre cumplimiento de penas en el extranjero. Explicó que, para estos efectos, dichos tratados requieren la concurrencia de ciertas condiciones, como, por ejemplo, que exista una solicitud del condenado y que tal medida no se dictamine de oficio; que el delito que fue objeto de la condena esté sancionado en las dos jurisdicciones nacionales involucradas y, finalmente, que se cumplan los demás pasos exigidos para tal objetivo. En consideración a lo expuesto, instó a tomar las precauciones del caso al momento de redactar la disposición que se estudia.


El profesor señor López señaló que las normas sobre expulsión no suponen que el condenado cumplirá todo o parte de su pena en el extranjero, sino que, por el contrario, prevén que éste quedará liberado una vez que salga del territorio nacional y que sólo le quedará vedado su regreso al país. Explicó que ello, en la práctica, implica una especie de sustitución de la pena privativa de libertad original por la de extrañamiento. Manifestó que, en consecuencia, en este caso no se aplican los tratados sobre cumplimiento de una pena impuesta en Chile en el extranjero, pues el condenado que es expulsado del territorio nacional queda libre.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, solicitó a los funcionarios del Ejecutivo presentes en la sesión proporcionar mayores antecedentes al respecto.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que existen disposiciones internacionales ratificadas por Chile que regulan el traslado de personas condenadas. Manifestó que estas normas son armónicas con lo planteado en las indicaciones en estudio, porque con ello se adelanta la expulsión. Señaló que se trata no de trasladar al territorio extranjero a una persona que cumple condena, sino de liberarla y expulsarla del territorio nacional como forma alternativa al cumplimiento de la sanción privativa de libertad en el territorio nacional. Agregó que la ley de extranjería también contempla como regla general la expulsión del territorio nacional del extranjero una vez cumplida su condena; por lo tanto, agregó, la norma en estudio establece una excepción y adelanta dicha expulsión.


Informó que el extranjero que es expulsado del territorio nacional por esta vía no podrá volver a él dentro de un plazo de 10 años. En caso de hacerlo antes que ese lapso se complete, la medida se revocará y la persona cumplirá íntegramente la sanción original en la cárcel.


Señaló que en estos momentos hay cerca de 2.000 extranjeros que cumplen condena en nuestras cárceles que estarían en condiciones de ser expulsados por medio de esta norma, lo que liberaría esa misma cantidad de plazas. Explicó que acá también se establece que la expulsión procede previa audiencia, en la que puede comparecer el Ministerio del Interior para oponerse o instar por la medida y, además, se extiende la posibilidad de que el juez aplique otras penas sustitutivas. Finalmente, recordó que esta modalidad de expulsión sólo procede respecto de condenados a penas iguales o menores a cinco años.


El Honorable Senador señor Espina consideró razonable eliminar el requisito de haber cumplido un tercio de la pena. En cuanto a la participación del Ministerio del Interior en la audiencia respectiva, opinó que ello asegura el debido resguardo del interés del Estado chileno.


La señora Morales, asesora de la Fundación Paz Ciudadana, manifestó que la figura en estudio es típica en el derecho comparado. Agregó que debería precisarse que las personas con arraigo familiar a las cuales no se aplicará la medida de expulsión por expresa disposición de la norma en estudio, tendrán, de forma alternativa, acceso al régimen común de penas sustitutivas establecido por la iniciativa.


La señora Subsecretaria de Justicia puntualizó que en ningún caso la intención del proyecto ha sido limitar el acceso a las penas alternativas que se proponen a los extranjeros condenados que tengan arraigo familiar en nuestro país y que cumplan con los demás requisitos. Se mostró partidaria de hacer todas las aclaraciones que sean necesarias en este sentido y explicó que, en la actualidad, los extranjeros optan al sistema habitual de medidas alternativas contemplado por la ley Nº 18.216, según su texto vigente.


El profesor señor López observó que el inciso primero de la norma está construido sobre la base de que se aplicará a extranjeros sin permiso de residencia en el país, por lo que cuesta entender cómo una persona en esas condiciones puede ostentar alguna clase de arraigo en el territorio nacional que pueda ser motivo para no ser expulsada, sobre todo teniendo en vista que ha cometido un delito. Explicó que ello es curioso, porque parece una norma de protección para residentes ilegales, especialmente considerando que dentro de las situaciones que hacen procedente la excepción está la de desarrollar permanentemente un trabajo remunerado, que en este caso no ha contado con el permiso correspondiente.


La señora Subsecretaria de Justicia indicó que, en este aspecto, cabe hacer una serie de distinciones. En primer lugar, debe considerarse que un extranjero con o sin residencia legal en Chile puede cometer un delito en nuestro territorio. Señaló que, según las disposiciones generales de la ley de extranjería, una vez que la persona cumple la condena procede la expulsión.


Con todo, a propósito de la aplicación práctica de esta norma, relató que representantes de la UNICEF han planteado que la expulsión de extranjeros con hijos menores acarrea también la expulsión de estos últimos, aunque no hayan tenido ninguna vinculación con el ilícito de sus padres y, sobre todo, sin que se respete el derecho del niño involucrado a ser oído y a tener un contacto permanente con sus progenitores, según lo prescribe de manera perentoria la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño.


La asesora señora Morales planteó que existiría cierta incoherencia entre las normas de extranjería y el planteamiento que acá se formula. Sin embargo, indicó que a propósito de esta disposición se quiso evitar la disputa que se ha presentado en el Derecho Penal español en torno a que en la imposición de una pena que aparece tan extrema como la de expulsión, se deba tomar en consideración un antecedente administrativo y discrecional, como es el permiso de residencia. Éste, dijo, no dice relación con las condiciones reales del penado y su familia, las que deberían ser analizadas por el juez de la causa. Manifestó que lo anterior es particularmente patente con las personas que están tramitando una visa.


Para superar el problema planteado, la señora Subsecretaria de Justicia propuso eliminar, en el inciso segundo, el texto que viene después de la palabra “salvo”, que establece la excepción a la expulsión de los extranjeros no residentes en Chile que ha parecido incoherente, pues se estaría en presencia de un residente ilegal. Añadió que para el caso de extranjeros con permiso de residencia, debería establecerse una prevención general que les permita optar al régimen general de penas sustitutivas si cumplen con los demás requisitos que establece la iniciativa.


El profesor señor López se mostró de acuerdo con lo propuesto y agregó que el único caso que amerita una excepción a la expulsión es el de los condenados que tienen una visa de residencia en trámite.


La señora Blanco, Directora Ejecutiva de la Fundación Paz Ciudadana, puntualizó que la incongruencia observada en esta norma se reduce a la situación del residente ilegal que desarrolla permanentemente en Chile un trabajo remunerado. Dijo que para los efectos de no aplicar en forma automática la expulsión, debería tomarse en cuenta también la situación del extranjero no residente que demuestra arraigo familiar o social en nuestro territorio.


La señora Subsecretaria de Justicia señaló que ello podría ser considerado.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, propuso zanjar este tema estableciendo que procederá la expulsión respecto de todos los extranjeros sin permiso de residencia que sean condenados a penas iguales o inferiores a cinco años, sin exigir, previamente, ningún requisito de cumplimiento efectivo de la sanción, salvo que los afectados soliciten no ser expulsados, para lo cual deberán demostrar un arraigo familiar o social en nuestro territorio o tener una solicitud previa de visa de residencia en trámite. En estos casos, dijo, se les podrá imponer alguna de las penas alternativas que establece el proyecto, siempre y cuando se cumplan las condiciones establecidas para ello.


La Comisión coincidió con estos planteamientos.


Sometidas a votación las indicaciones números 63 y 64, fueron aprobadas con modificaciones para los efectos de acoger los criterios antes señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina y Larraín, don Hernán.


En una sesión posterior, tomando en consideración el debate producido a propósito de este precepto, así como otros elementos que se estimó necesario tener en cuenta, el Ejecutivo propuso a la Comisión acoger el siguiente texto:


“Artículo 35.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá sustituir el cumplimiento de esa pena por su expulsión del territorio nacional.


A la audiencia que tenga por objeto resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado, para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta medida, debiendo mantenerse el condenado en el intertanto, bajo la custodia de Gendarmería de Chile.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión, no podrá regresar al país en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al país dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplir el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.”.


El señor Ministro de Justicia explicó que esta disposición, que regula la pena sustitutiva de expulsión de los extranjeros condenados por tribunales chilenos, está tomada del Derecho Comparado y que se recoge también en el proyecto de ley actualmente en trámite legislativo sobre indulto general. Explicó que la redacción que se ha presentado en esta oportunidad simplifica el texto ya conocido por la Comisión y busca facilitar la implementación práctica de esta medida.


Observó que la redacción anterior establecía una serie de situaciones relativas a extranjeros condenados cuya permanencia en nuestro país era ilegal pero que podían aducir condiciones de hecho que los vincularan de alguna forma con el territorio. Señaló que lo anterior implicaba considerar un elemento excesivamente subjetivo respecto a personas que no cumplen los requisitos para permane2cer en nuestro territorio.


Luego, planteó algunas reflexiones en torno a la automaticidad de la aplicación de la medida de expulsión, la que tiene asociados algunos costos económicos.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó que el mecanismo propuesto plantea algunas inquietudes cuando el condenado expulsado es, a la vez, imputado en otras investigaciones criminales en curso, o si, en paralelo, ostenta, por ejemplo, la calidad de deudor de pensiones alimenticias o mantiene deudas de otro tipo, lo que podría generar que en la práctica la expulsión deje en la indefensión a las víctimas de esas nuevas investigaciones o a los acreedores de aquellas deudas.


El señor Ministro de Justicia explicó que la situación descrita también se puede predicar respecto de cualquier extranjero que sea imputado o que tenga la calidad de deudor en Chile, pues mientras no se decrete respecto de él una medida cautelar personal, puede salir libremente del país, evitando así la persecución penal en su contra o el pago de las deudas de que es responsable.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que la redacción propuesta enfrenta de buena forma el problema de la inmigración ilegal en el norte de nuestro país, que está compuesta por personas que en su mayoría no contribuyen a la economía o a la sociedad local.


El profesor señor Bofill consultó sobre la razón que se tuvo presente para incluir al Ministerio del Interior en la audiencia judicial en la que se determina la expulsión.


El señor Ministro de Justicia respondió que esa Secretaría de Estado es, en la actualidad, la encargada de materializar las expulsiones de los extranjeros que permanecen ilegalmente en Chile.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Judicial, explicó que en la actualidad los extranjeros que permanecen ilegalmente en Chile, que son condenados por su participación en hechos ilícitos y que se les aplica una medida alternativa, no logran rehabilitarse por el simple hecho de que, al no contar con los permisos necesarios para trabajar, nadie los contrata. Añadió que ese mismo condenado, al término de la medida alternativa que se le impuso, será expulsado del país, razón por la cual tampoco existen posibilidades para que se logre el proceso de reinserción social.


Indicó que, en razón de lo anterior, es más conveniente que el extranjero que permanece ilegalmente en el país y que es condenado por un tribunal, sea expulsado inmediatamente.


El profesor señor Bofill observó que la proposición considera que mientras no se materialice la expulsión decretada, el extranjero condenado quedará bajo la custodia de Gendarmería de Chile. Indicó que ello es normal si se trata de una persona que durante el proceso fue objeto de la medida cautelar de prisión preventiva, pues en ese caso el condenado en cuestión ha estado bajo la custodia de la institución penitenciaria desde que la medida cautelar antes indicada fue dictada. Hizo notar que, sin embargo, no es clara la situación del extranjero condenado a la expulsión que estuvo en libertad durante el transcurso del juicio, pues no se observa bajo qué título se lleva a cabo en ese caso la custodia de Gendarmería.


Sugirió establecer que el condenado quedará privado de libertad mientras se concrete su expulsión, advirtiendo que tal regla debe quedar expresamente establecida en la ley pues no es posible deducirla de la expresión “quedar bajo custodia”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que, en la actualidad, la medida de expulsión es llevada a cabo por la Policía de Investigaciones, que acompaña al expulsado hasta algún país que lo reciba. Indicó que cuando se ponga en práctica esta iniciativa, la idea es que tal función sea ejecutada por Gendarmería de Chile, la cual será dotada de acceso a medios de transporte terrestre y aéreo para tales fines.


El profesor señor Bofill indicó que si esa es la intención, es necesario establecer que al decretarse la expulsión del extranjero, el juez ordenará su internación en un recinto de Gendarmería de Chile hasta que la referida medida se ejecute.


Concluido el debate, la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) puso en votación la proposición del Ejecutivo con la modificación propuesta por el profesor señor Bofill.


Ésta fue aprobada con la modificación antes descrita por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.


El señalado texto fue recogido posteriormente por la indicación número 13, letra f), del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, la cual quedó aprobada con modificaciones, con la votación ya consignada.


El precepto en estudio pasó a ser artículo 34.

- - -


Enseguida, la señora Subsecretaria de Justicia propuso la inclusión de un artículo 35 bis, nuevo, en la ley N° 18.918, del siguiente tenor:


“Artículo 35 bis.- No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a la persona que haya sido condenada con anterioridad por alguno de los crímenes o simples delitos contemplados en la ley N° 20.000 o en la ley N° 19.366, en virtud de sentencia ejecutoriada, haya cumplido, o no, efectivamente la condena, a menos que le sea reconocida la circunstancia atenuante establecida en el artículo 22 de la ley N° 20.000.”.


Explicó que esta disposición tiene el mismo contenido que el artículo 62 de la ley Nº 20.000, según su texto vigente, y que, haciéndose cargo de algunas inquietudes que se han planteado durante este debate, tiene por objetivo eliminar cualquier duda interpretativa relativa a si las penas sustitutivas contenidas en este proyecto constituyen una norma penal posterior más beneficiosa para el condenado, lo que podría dar pie a su aplicación retroactiva.


Señaló que se estimó preferible incorporar este precepto directamente en la ley N° 18.216, manteniéndose el artículo 5° del proyecto –que modifica el artículo 62 de la ley N° 20.000- solamente para los efectos de actualizar la terminología utilizada en esa disposición.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) acogió esta proposición. Indicó que la norma que se ha propuesto atiende las situaciones a que se refería la indicación número 72, de su autoría, presentada al ya citado artículo 5º del proyecto. Por esta razón, anunció el retiro de la misma.


Igualmente, el Honorable Senador señor Orpis, que había anunciado la presentación de algunas propuestas en torno al referido artículo 5°, informó que desistiría de las mismas.


Los restantes miembros de la Comisión coincidieron con la proposición del Ejecutivo, anunciando que le introducirían algunos ajustes de índole formal.


Sometida ésta a votación, fue acogida por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.

El texto ya mencionado fue recogido por la indicación número 14, letra a), del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, la cual fue aprobada con enmiendas formales con la votación ya indicada.


Esta disposición pasó a ser artículo 35.

- - -

N° 29


Reemplaza el Título III de la ley N° 18.216, que ha pasado a ser Título VI, por el que se consignará a continuación.


A propósito de este número 29 del proyecto, la Comisión estimó útil reformular su enunciado, indicando que el Título III está integrado por los artículos 24 a 31 de la ley N° 18.216. Ello facilitará la correcta comprensión de esta enmienda, en el sentido de que el referido Título III y las normas que lo integran quedarán definitivamente reemplazados por el nuevo Título VI, que está conformado, a su vez, por los artículos 36 a 40.


Este ajuste se introdujo en virtud de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

TÍTULO VI

Disposiciones Generales


En armonía con acuerdos anteriores, la Comisión resolvió consignar con minúscula la expresión “Generales”. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículo 36


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 36.- El tribunal que imponga, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que han dado base a su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder algunas de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.”.


A su respecto, se presentaron las indicaciones números 65 y 66. La primera, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, y la siguiente, de la Honorable Senadora señora Alvear, sustituyen, en el inciso tercero, la frase “tribunal oral en lo penal” por “tribunal de juicio oral en lo penal”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, explicó que la modificación propuesta en ambas indicaciones tiene por finalidad uniformar la denominación de los tribunales criminales con el nombre que establece el Código Orgánico de Tribunales, el cual se refiere al “tribunal de juicio oral en lo penal” y no al “tribunal oral en lo penal”, como se planteó en el texto aprobado en general.


Sometidas a votación las indicaciones números 65 y 66, fueron aprobadas con enmiendas tendientes a incorporar algunos ajustes formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -


A continuación, Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 67, para incorporar un artículo 36 bis, nuevo, a la ley N° 18.216, del siguiente tenor:


“Artículo 36 bis.- Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las penas sustitutivas que contempla la presente ley serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que esta norma obedece a la conveniencia de contemplar una regla en materia de resolución de los conflictos de derecho que puedan presentarse durante la fase de ejecución de una pena sustitutiva.


Sometida a votación la indicación número 67, fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -

Artículo 37


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, reemplazo y prórroga de las penas sustitutivas que establece esta ley será apelable ante el tribunal de alzada respectivo.”.


A este precepto, se presentó la indicación número 68, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para suprimir la expresión “concesión, denegación,” y reemplazar “y prórroga” por “, reducción y término anticipado”.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que esta indicación fue motivada por una observación formulada por el profesor señor Tavolari, en orden a que el para impugnar el contenido punitivo de una sentencia, el ordenamiento procesal penal vigente contempla el recurso de nulidad.


Indicó que la decisión sobre la concesión o denegación de una pena alternativa está íntimamente ligada a la resolución sobre la absolución o condena. Agregó que si en este caso dicha decisión fuese apelable, se abriría ese recurso para que los tribunales de alzada conozcan, en segunda instancia, los fallos definitivos de los jueces orales o del tribunal de juicio oral en lo penal, lo que haría colapsar el sistema.


Expresó que la situación es distinta cuando se trata de resoluciones relativas a la sustitución de una pena sustitutiva por otra del mismo tipo o por una pena privativa de libertad, o cuando la decisión se refiere a la interrupción de una pena privativa de libertad en curso y su reemplazo por una sanción alternativa, como como sucede con las penas mixtas. Explicó que en todas estas situaciones hay una sentencia condenatoria previa, por lo que sólo se impugnaría la decisión específica posterior relativa a la interrupción o imposición de una pena sustitutiva.


Manifestó que con posterioridad a la presentación de la indicación, se han mantenido conversaciones con especialistas en el tema, quienes han recomendado modificarla para incorporar la posibilidad de hacer apelable la resolución que se pronuncia sobre la sustitución de la pena por otra más gravosa y la que decide sobre la interrupción de una pena privativa de libertad que se encuentra en desarrollo. Por tales razones, propuso reemplazar el artículo 37 por el siguiente:


“Artículo 37.- La decisión acerca de la revocación, sustitución, reemplazo, reducción y término anticipado de las penas sustitutivas y la referida a la interrupción de una pena privativa de libertad a que alude el artículo 34 de esta ley será apelable ante el tribunal de alzada respectivo.”.


El Honorable Senador señor Orpis opinó que no es evidente que en este caso se tenga que excluir de la posibilidad de la apelación a la resolución que concedió una pena sustitutiva, porque en los hechos se está en presencia de una persona que es culpable y que en cumplimiento estricto de la ley debería ir a la cárcel.


En razón de ello, sostuvo que debería quedar abierta la posibilidad de revisar la resolución que concedió la pena sustitutiva, pues bien podría tratarse de un condenado que puede ser un peligro para la víctima y para el resto de la sociedad.


El profesor señor López expresó que la concesión o denegación de una pena sustitutiva puede considerarse como la parte más importante de la sentencia, pues ella determina la suerte final del condenado. Manifestó que, pese a ello, no es común que en las sentencias esté debidamente justificada la concesión o la denegación de una medida alternativa, lo que, en la práctica, puede leerse como un atisbo de arbitrariedad debido a las posibles presiones mediáticas de un determinado caso.


Explicó que estos asuntos han sido resueltos a través de otras vías procesales, como el recurso de queja o incluso la acción de amparo constitucional, por lo que parece conveniente que en este caso se conceda el recurso de apelación, sobre todo teniendo en cuenta que este medio de impugnación procede respecto de resoluciones mucho menos relevantes del proceso, como la que resuelve una medida cautelar.


Añadió que en este ámbito ha habido también mucha discusión doctrinaria sobre si la parte de la resolución final que se pronuncia sobre este beneficio integra o no la decisión de condena propiamente tal. Indicó que el asunto es relevante, porque si dicha resolución no forma parte de la decisión final, no puede impetrarse respecto de ella el recurso de nulidad, pues esta vía de impugnación sólo procede respecto de la cuestión principal del juicio -la declaración de absolución o condena-, y no sobre los asuntos accesorios, lo que, en consecuencia, deja a la decisión relativa a las medidas alternativas sin una forma regular para recurrir en contra de ella.


La señora Subsecretaria de Justicia replicó que, en la actualidad, la legislación vigente no reconoce un recurso de apelación tan amplio como el que plantea el texto aprobado en general. Agregó que si se decide incorporar la apelación contra la resolución que otorga o deniega una pena sustitutiva, debe establecerse de manera expresa que ello es incompatible con el recurso de nulidad. Manifestó que proceder de otra forma implicará que todos los intervinientes opten por recurrir contra la resolución definitiva del juicio, lo cual generará un colapso en el sistema.


El profesor señor López observó que aunque es efectivo que en la actualidad no es apelable la resolución que concede o deniega en la sentencia definitiva una medida alternativa, ello es producto de una modificación reciente, pues antes existía esta vía de impugnación. Señaló que incluso está en discusión un proyecto destinado a reponer este recurso.


El Honorable Senador señor Espina expresó que la regla general establecida en la reforma procesal penal consiste en que las sentencias definitivas no son apelables, sino sólo recurribles de nulidad. Manifestó que lo que ahora se discute no es la apelación de la decisión de absolución o condena, sino sólo la parte de la resolución que establece la forma como se cumplirá la condena, esto es, en presidio efectivo o por medio de una pena sustitutiva. Señaló que la indicación del Ejecutivo limitaría incluso esa posibilidad.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, se manifestó partidario de que haya un recurso reglado como la apelación. Manifestó que esta posición es más válida si se considera el nuevo contenido que incorpora este proyecto, pues acá se amplían los supuestos de aplicación de las penas sustitutivas y se aumenta también el catálogo de las mismas, por lo que es necesario establecer algún sistema de resguardo que permita revisar las resoluciones que se adopten respecto de estas nuevas situaciones.


El Honorable Senador señor Espina connotó que es distinto cumplir una pena en la cárcel que hacerlo a través de una sanción sustitutiva, razón por la cual la resolución sobre este punto es muy gravitante. Con todo, observó que esta materia constituye también un asunto de principios, pues la regla general respecto de las sentencias definitivas del nuevo proceso penal es que no cabe la apelación, sino sólo el recurso de nulidad por causales específicas, lo que permite agilizar el sistema y evitar el tradicional atochamiento de causas que se producía en segunda instancia. Observó que si en este caso se abre la puerta a la apelación, en la práctica todos apelarán.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, recordó que cuando se discutió la reforma procesal penal, el principio que se impuso es que no sería apelable el contenido absolutorio o condenatorio de la sentencia. Observó que, en la actualidad, el artículo 25 de la ley Nº 18.216 permite apelar de la resolución que revoca una medida alternativa; por tanto, hay algún espacio para apelar sobre la aplicación concreta de estos beneficios. Manifestó que si se quiere innovar en este tema, deberá elegirse entre permitir apelar respeto de cualquier tipo de resolución que se pronuncie sobre una pena alternativa o, por el contrario, eliminar completamente esta posibilidad.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) explicó que una de las ideas matrices de la reforma procesal penal fue la de limitar las apelaciones, pues se partió de la base que el nuevo paradigma judicial sería la inmediatez; o sea, el juez presencia directamente el desarrollo oral del juicio en el que las partes presentes exponen sus alegatos y acompañan las pruebas que fundan sus dichos. Manifestó que es imposible que esta exposición directa e inmediata del juicio pueda ser repetida en una segunda instancia, por lo que el recurso de apelación no parecería viable.


El profesor señor López coincidió con el planteamiento recién expuesto respecto al recurso de apelación en la reforma procesal penal. Con todo, recordó que puede apelarse la sentencia en el procedimiento abreviado. Observó que esta situación plantea un problema importante porque no se observan razones para que la decisión principal del juicio abreviado sea recurrible por medio de la apelación y no ocurra lo mismo con la resolución contenida en esa misma sentencia cuando ella establece una medida alternativa.


Añadió que en el juicio penal ordinario la decisión definitiva sobre la culpabilidad o inocencia del imputado puede ser impugnada por medio del recurso de nulidad. Añadió que la jurisprudencia ha señalado que la concesión o la denegación de medidas alternativas no formaría parte de la de la decisión sobre absolución o condena, sino que sería una cuestión accesoria y que, por tanto, no podría ser impugnada a través de la nulidad.


Indicó que, en la práctica, muchas veces se dan casos en que la decisión de condena de una sentencia está correctamente fundada, pero no así la resolución respecto de las medidas alternativas que se aplicarán al caso, por lo que parecería prudente que en esa situación el imputado no intente la nulidad de toda la decisión, sino que sólo impugne, por la vía de la apelación, la decisión concerniente a la medida alternativa. Por ello, propuso contemplar en el proyecto una facultad amplia para apelar respecto de la imposición de una pena sustitutiva, estableciendo, sin embargo, que dicha apelación será incompatible con el recurso de nulidad que se interponga contra la decisión de absolución o condena contenida en la resolución que impone la pena sustitutiva.


El Honorable Senador señor Orpis observó que en este caso debe primar la prudencia, porque se trata de un sistema nuevo que quedará sujeto desde el principio a un fuerte escrutinio público. En razón de lo anterior, sugirió no innovar en este asunto y mantener la norma aprobada en general.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) consideró de interés la propuesta del profesor señor López y propuso a la Comisión establecer que todas las resoluciones relativas a las penas sustitutivas serán apelables, pero que ese recurso de apelación será incompatible con el recurso de nulidad contra la sentencia definitiva que decidió la condena del imputado y que accesoriamente resolvió sobre la imposición de una pena sustitutiva.


Sometida a votación la indicación número 68, fue aprobada con modificaciones para acoger el criterio antes señalado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


En una sesión posterior, haciéndose cargo del debate desarrollado en torno a este precepto, el Ejecutivo propuso a consideración de la Comisión el siguiente texto:


“Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley, y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 34 de esta ley, serán apelables para ante el tribunal de alzada respectivo.


Cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en una sentencia definitiva impugnable por la vía del recurso de nulidad, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes al vencimiento del plazo para la interposición del recurso de nulidad y en carácter de subsidiario de todos los recursos de nulidad que efectivamente se hayan interpuesto, para el evento de que ninguno de ellos resulte acogido. En tal caso, el tribunal a quo controlará de inmediato la admisibilidad del recurso pero sólo concederá la apelación una vez que haya quedado ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria a la cual se refiera la decisión accesoria sobre pena sustitutiva.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que la sentencia condenatoria en el juicio penal sólo es susceptible del recurso de nulidad, por lo que no es posible discutir en esa sede una apelación respecto de la parte de la sentencia condenatoria que dispuso o denegó la aplicación de una pena sustitutiva.


Indicó que la propuesta que se ha presentado a consideración de la Comisión fue construida en base a una recomendación hecha por el profesor señor López. Expresó que la idea es establecer un plazo común de cinco días para presentar el recurso de apelación contra la resolución que se pronunció respecto a la pena sustitutiva, que se contará desde que venció el último plazo para que alguna de las partes el juicio presente un recurso de nulidad. Agregó que la apelación quedará interpuesta en subsidio de los recursos de nulidad.


Añadió que la propuesta considera que el tribunal a quo pueda pronunciarse cuanto antes sobre la admisibilidad del recurso de apelación interpuesto, pero remitirá los antecedentes al tribunal ad quem una vez que sean fallados todos los recursos de nulidad pendientes.


El profesor señor Bofill indicó que este problema se plantea porque en el sistema procesal penal antiguo la Corte Suprema consideraba que la resolución sobre las medidas alternativas era una decisión accesoria de la sentencia y que, por tanto, su contenido no era un objeto posible del recurso de casación en el fondo, aunque ella constara en el mismo acto que la decisión de condena, que era casable. Expresó que lo anterior fue trasladado de manera un tanto automática a la tramitación del recurso de nulidad en el nuevo sistema procesal penal.


Observó que el proyecto en discusión cambia el carácter de estas sanciones, que de medidas alternativas o beneficios pasan a ser penas propiamente tales, que, aunque se imponen en sustitución de otras, expresan la potestad punitiva del Estado. Como consecuencia de lo anterior, dedujo que la resolución sobre las penas sustitutivas ya no puede ser considerada un asunto accesorio, sino que se trasforma en parte del contenido principal del acto jurisdiccional de condena.


En razón de ello, manifestó que la propuesta podría estimarse de algún modo como un retroceso, porque cristalizaría en la ley el carácter accesorio y subsidiario del pronunciamiento sobre la aplicación de la pena sustitutiva. Con todo, compartió la idea de que, para revisar esta resolución, el camino sea a través del recurso de apelación y no del de nulidad, porque la forma en la que deberían revisarse en segunda instancia los hechos que dieron lugar a la imposición de la pena sustitutiva es diametralmente distinta a la que procede para la apreciación de ellos al revisarse la decisión de condena.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, notó que la disposición está planteada de forma tal que la nueva apelación que se propone para revertir la decisión sobre la pena sustitutiva se resuelve una vez que se hayan fallado los recursos de nulidad relativos a la decisión de condena, lo que, en la práctica, podría dar lugar a que un condenado deba permanecer en la cárcel durante todo este período.


El profesor señor Bofill manifestó que el condenado permanece en la cárcel en el caso señalado por el Honorable Senador señor Larraín sólo si hasta la decisión de condena estuvo vigente en su contra una medida cautelar de prisión preventiva. En los demás casos, mientras no haya una resolución sobre el recurso de nulidad no hay una sentencia ejecutoriada, por tanto el condenado no estará en la cárcel durante la tramitación de esos recursos.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que la resolución que concede el recurso de nulidad puede tener distinto contenido, pues podría declarar nula la sentencia -caso en el cual procede la dictación de un fallo en reemplazo que se pronunciará también sobre las penas sustitutivas-, o todo el proceso, situación en que procederá un nuevo juicio.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) propuso aprobar la disposición, introduciéndole algunas correcciones formales.


Sometida a votación la proposición, fue acogida con modificaciones formales por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.


Posteriormente, sin embargo, se reabrió la discusión de este precepto, con la finalidad de conocer una nueva redacción presentada por el Ejecutivo.


En efecto, éste presentó su indicación número 14, letra b), de fecha 19 de enero de 2012, para reemplazar el artículo 37 por el siguiente:


“b) Reemplázase el artículo 37 por el siguiente:



“Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 34, será apelable para ante el tribunal de alzada respectivo, de acuerdo a las reglas generales.



Sin perjuicio de lo anterior, cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en la sentencia definitiva, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los 5 días siguientes a su notificación, o, si se impugnara además la sentencia definitiva por la vía del recurso de nulidad, se interpondrá conjuntamente con éste, en carácter de subsidiario y para el evento de que lo que se resuelva acerca de la nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva.



Habiéndose presentado uno o más recursos de nulidad, conjuntamente o no con un recurso de apelación, el tribunal a quo se pronunciará de inmediato sobre la admisibilidad del recurso de apelación, pero sólo lo concederá una vez ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria, y únicamente para el evento de que lo que se resuelva acerca de la nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva. En caso contrario, se tendrá por no interpuesto.”.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que esta proposición supera algunos problemas o dudas que aún persistían con la redacción anterior. Señaló que aquella asumía que el recurso de apelación siempre se interpondría conjuntamente con el de nulidad, por lo que no regulaba la posibilidad de que el condenado no impugnara por esa vía su decisión de condena, sino que sólo se opusiera a la parte de la misma que se pronunciaba sobre la pena sustitutiva. Recordó que dicha proposición tampoco aclaraba qué sucedería cuando alguno de los recursos de nulidad interpuestos fuera acogido pero sin que ello afectara la denegación de una pena sustitutiva para otro de los condenados en la causa.


Señaló que tales inconvenientes se aclaran con la nueva proposición, la que establece las siguientes reglas:


- En caso que no se interponga ningún recurso de apelación contra la sentencia condenatoria, existirá un plazo común de cinco días para impugnar, por la vía de la apelación, la resolución relativa a la concesión de la pena sustitutiva.


- De interponerse un recurso de nulidad contra la sentencia, el recurso de apelación relativo a la decisión sobre la pena sustitutiva se deberá interponer en forma subsidiaria y para el evento de que el fallo sobre la nulidad no altere lo resuelto en la sentencia condenatoria respecto del apelante.


- La apelación interpuesta en subsidio del recurso de nulidad se fallará una vez que éste sea desechado o su resolución no altere lo resuelto en la sentencia condenatoria respecto del apelante.


La Comisión consideró satisfactoria la nueva formulación y acogió la sustitución.


Sometida a votación la ya señalada indicación, fue aprobada con algunos ajustes formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículo 38


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, a quienes no hayan sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 1.- del inciso segundo del artículo 15 o en el inciso segundo del artículo 15 bis, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que dio origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé esta ley por personas que no hayan sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso anterior, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la respectiva eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden, a Gendarmería de Chile y a los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.”.


A su respecto, se presentó la indicación número 69, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para suprimir, en el inciso primero, la frase “o en el inciso segundo del artículo 15 bis”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, observó que la indicación corrige una referencia al artículo 15 bis, precepto cuya discusión estaba pendiente. Por ello, propuso posponer la decisión sobre la indicación número 69 hasta que esa disposición fuera resuelta.


En una sesión posterior, el Ejecutivo propuso la siguiente nueva redacción para este artículo 38:


“Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, a quienes no hayan sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que dio origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


En todo caso, para realizar dicha omisión, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé esta ley por personas que no hayan sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso anterior, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la respectiva eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden, a Gendarmería de Chile y a los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que esta norma es muy similar al texto vigente del artículo 29 de la ley 18.216, que establece que no figurarán las anotaciones de los condenados primerizos.


El profesor señor Bofill consultó si este precepto deja fuera de su ámbito de aplicación a las personas a las que se interrumpió una pena privativa de libertad en curso en virtud de la regla de la pena mixta.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, explicó que la regla en discusión no se aplica a las personas que obtuvieron el beneficio de la pena mixta, porque la omisión de antecedentes será aplicable sólo a quienes no tengan anotaciones criminales previas y quienes son beneficiados con la pena mixta tienen, a lo menos, una anotación previa proveniente justamente de la condena a presidio efectivo que se interrumpe por resolución judicial si se ha cumplido a lo menos un tercio de la sanción efectiva y se configuran las demás condiciones que establece la ley.


El Honorable Senador señor Orpis propuso aclarar esta circunstancia, señalando que la omisión de antecedentes procederá respecto de los primerizos condenados a una de las penas sustitutivas que establece el artículo 1º de la ley, disposición que no considera la pena mixta dentro del repertorio de sanciones.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, notó que una persona que es condenada a una pena sustitutiva puede serlo también a una sanción de otro tipo, como, por ejemplo, la inhabilidad para ejercer cargos pedagógicos con niños o niñas. Indicó que de la redacción que se propone, podría concluirse que se borrarán todos los antecedentes del condenado, incluyendo los que dicen relación con la posible pena accesoria de inhabilidad. Esto, dijo, en la práctica la haría ilusoria, ya que –en el ejemplo dado- la única forma en que los colegios podrían conocerla sería solicitando al candidato al cargo de profesor un certificado de antecedentes penales.


El señor Ministro de Justicia explicó que la regla general para todo el resto de las penas es que la omisión de antecedentes se hace una vez que las penas se cumplen o, a lo menos, una vez que transcurre el plazo de duración que se impuso, por lo que si en este caso hay una inhabilidad vigente, ella aparecerá en los antecedentes hasta que se cumpla el término establecido en la condena.


La señora Subsecretaria de Justicia reiteró que no se está innovando en esta materia, pues la norma propuesta es equivalente al actual artículo 29 de la ley N° 18.216, disposición que no genera el problema mencionado.


El profesor señor Bofill manifestó que esta ley establece un sistema de sustitución de las penas privativas de libertad y no de otro tipo de sanciones, como las inhabilidades a que se ha hecho referencia. Por tanto, no debería producirse en este caso el efecto que se ha consignado, aunque en todo caso podría dejarse constancia expresa de ello en la ley.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio indicó que estaría dispuesto a aprobar la norma, en el entendido que las explicaciones anteriores dilucidan el tema y dejando expresa constancia de las mismas en el presente informe.


En consecuencia, hubo acuerdo para acoger la proposición del Ejecutivo con modificaciones de tipo formal y con la constancia anteriormente requerida por el Honorable Senador señor Walker, don Patricio. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.


Por igual votación, se acogió con modificaciones la indicación número 69.


Posteriormente, con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 14, letra c), recogiendo el texto propuesto para el artículo 38 transcrito precedentemente. Esta indicación quedó aprobada con enmiendas, con la votación ya indicada.

Artículo 39


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.”.


Esta disposición recibió la indicación número 70, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para intercalar, luego de la voz “designación”, la palabra “preferente”.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, señaló que la razón de la indicación parece evidente, porque en las condiciones actuales del sistema procesal penal no puede esperarse que haya jueces de dedicación exclusiva en estas materias. Por ello, propuso aprobarla.


Sometida a votación la indicación número 70, fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Artículo 40


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley, no serán aplicables a aquellos adolescentes que hayan sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que Establece un Sistema de Responsabilidad de los Adolescentes por Infracciones a la Ley Penal.".


Esta disposición no fue objeto de indicaciones. No obstante, se estimó pertinente introducirle algunos ajustes formales. Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

Artículos transitorios de la ley Nº 18.216


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, puso de manifiesto que la ley N° 18.216 tiene dos disposiciones transitorias que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones. Expresó que procedería revisar el contenido de las mismas pues es posible que queden obsoletas en consideración al nuevo contenido de las penas sustitutivas que se ha estructurado en el transcurso de la tramitación del presente proyecto de ley.


El texto de estas normas es el que sigue:


“Artículo 1°.- En aquellas localidades donde no exista una sección de tratamiento en el medio libre de Gendarmería de Chile, le corresponderá asumir las funciones que señalan las letras a), b) y c) del artículo 5°, al Patronato de Reos respectivo.


Artículo 2°.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 29 será aplicable también a quienes hubieren obtenido los beneficios del decreto ley N° 1.969, de 1977.”.


Analizado el primero de estos preceptos, el Honorable Senador señor Orpis observó que en virtud de éste, en los lugares en los que no esté instalada una oficina de la sección de tratamiento en el medio libre de Gendarmería de Chile, las funciones relativas a la verificación de las condiciones que se imponen a quien obtiene el beneficio de remisión condicional de la pena serán asumidas por el patronato de reos respectivo. Hizo notar que si esta disposición se elimina, en los lugares en que no haya una oficina de la sección de tratamiento en el medio libre no habrá ninguna institución que se haga cargo de dicha verificación.


La señora Subsecretaria de Justicia coincidió con lo manifestado por el Honorable Senador señor Orpis y propuso mantener este artículo 1º transitorio.


El profesor señor Bofill indicó que esta norma lleva casi treinta años vigente y que no se espera que el Ejecutivo en el mediano plazo presente una iniciativa que suprima los patronatos de reos ni que establezca a lo largo de todo el país secciones de tratamiento en el medio libre de Gendarmería de Chile. Por ello, consideró más recomendable trasladar dicho precepto al articulado permanente de la ley.


Enseguida, en relación con el artículo 2º transitorio, la Comisión tuvo en consideración que el inciso segundo del artículo 29 de la ley Nº 18.216 establece que quien cumple satisfactoriamente las medidas alternativas que esa norma establece, y siempre que no cuente con condenas anteriores, obtiene de manera automática la eliminación de sus antecedentes. Sin perjuicio de lo anterior, se tuvo en vista que hay personas que lograron esta clase de medidas alternativas al cumplimiento efectivo de condenas de presidio en virtud de estatutos legales anteriores a la ley Nº 18.216, como es el caso del decreto ley Nº 1.969, de 1977, a que hace referencia la disposición transitoria en estudio.


Se recordó que aquel decreto ley no contemplaba una norma como la que establece el inciso segundo del artículo 29 antes citado y que, por ello, la ley Nº 18.216 debió establecer que los beneficiados en virtud de esa legislación tendrían el mismo derecho a que se borraran sus antecedentes una vez cumplida la medida decretada.


En razón de lo anterior, la Comisión estimó conveniente dejar vigente este artículo 2º transitorio, en atención a que aún podría haber alguna persona beneficiada en virtud del decreto ley citado que todavía no ha hecho uso del derecho a solicitar la eliminación de sus antecedentes penales, la que no podría acceder a dicho beneficio si esta norma transitoria fuera derogada.


En principio, sobre la base de las consideraciones anteriormente consignadas, la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, propuso trasladar el contenido del artículo 1º transitorio al final del artículo 5º permanente y mantener sin modificaciones el artículo 2º transitorio.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Kuschel y Orpis, acogió estas proposiciones.


No obstante, en una sesión posterior, se conoció la indicación número 15, del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, mediante la cual se propone derogar los dos artículos transitorios de la ley N° 18.216.


Reabierto el debate en relación a dichos preceptos transitorios, se abordó en primer lugar la derogación del primero de ellos.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia, explicó que cuando entró en vigencia la ley Nº 18.216 había pocas Secciones de Tratamiento en el Medio Libre de Gendarmería de Chile y, en cambio, había muchos Patronatos de Reos a lo largo del país.


Indicó que aquella situación varió con el transcurso de los años y que, en la actualidad, hay más Secciones de Tratamiento en el Medio Libre que Patronatos de Reos, por lo que este artículo 1º transitorio ha perdido buena parte de su razón de ser.


Agregó que también hay que considerar que este proyecto modifica el artículo 5º permanente de la ley, disposición que regula las condiciones que se imponen a quien es condenado a la pena sustitutiva de remisión condicional. Puntualizó que la letra b) de esa norma incluye, dentro de las condiciones que se imponen al condenado, la sujeción al control administrativo y asistencia a la sección correspondiente de Gendarmería de Chile.


Indicó que la referencia a las “secciones correspondientes” apunta a las referidas secciones de tratamiento en el medio libre de Gendarmería de Chile. Hizo presente que anteriormente la Comisión prefirió cambiar la referencia a esta última institución, lo que permite que cualquier sección de ella que se estime pertinente cumpla con la función que ahí se encarga y que no necesariamente lo hagan las secciones del medio libre o los patronatos de reos.


En razón de lo anterior, propuso eliminar el primer artículo transitorio de la ley Nº 18.216.


La Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) manifestó que, a su juicio, Gendarmería de Chile no ha logrado llevar a cabo de manera satisfactoria las labores de rehabilitación y reinserción social de las personas privadas de libertad y ha preferido concentrarse sólo en las tareas de vigilancia y resguardo de los penales. En razón de ello, sostuvo que en el mediano plazo debería considerarse la creación de un servicio público que se haga cargo, de forma exclusiva, de aquellos asuntos. Añadió que mientras esa nueva repartición no se cree, la labor de control de las penas sustitutivas deberá ser llevada a cabo por Gendarmería de Chile.


Sometida a votación la supresión del artículo 1º transitorio de la ley Nº 18.216, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.


Luego, por igual votación se resolvió derogar también el artículo 2° transitorio.


En consecuencia, la indicación número 15 del Ejecutivo, de fecha 19 de enero de 2012, quedó aprobada con enmiendas formales, con la votación recién consignada.

- - -

ARTÍCULO 2°


Este precepto enmienda el número 2° del artículo 39 bis del Código Penal, sustituyendo en él las expresiones "alguno de los beneficios de la ley N° 18.216, como alternativa" por las siguientes: "alguna de las penas de la ley N° 18.216, como sustitutiva".


La referida disposición no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, la Comisión estimó conveniente sustituir la preposición “a” que sigue a la expresión “como sustitutiva”, por “de”.


Este acuerdo se adoptó en mérito de lo dispuesto por el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

- - -

ARTÍCULO 3°


Esta norma introduce modificaciones a ciertas disposiciones del Código Procesal Penal.

Letra a)


Este literal intercala, en el inciso cuarto del artículo 129 del Código Procesal Penal, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración, precedida de una coma: ", al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b) y c) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".


Dicho literal fue objeto de la indicación número 71, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), para sustituir en la frase propuesta la expresión “letras a), b) y c)” por “letras a), b), c) y d)”.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que la indicación debía aprobarse pues mediante ella se permite que el condenado que incumple de cualquier manera con el programa de rehabilitación o reinserción social que se le ha impuesto con ocasión de una pena sustitutiva, sea detenido de inmediato con el solo mérito de aquel incumplimiento.


Indicó que si esta situación queda en manos de la apreciación previa del delegado a cargo del cumplimiento, el sistema podría relajarse y perder valor ante los ojos de la ciudadanía. Puntualizó que en el caso norteamericano, el condenado que no cumple con una medida impuesta por el juez en sustitución a la pena de prisión, queda irremediablemente detenido dentro de las 24 horas siguientes al incumplimiento.


El señor Ministro de Justicia observó que en este caso cabría distinguir, pues hay situaciones en las que se está en presencia de un incumplimiento flagrante de las condiciones impuestas en una pena sustitutiva y otras en que la situación de quebrantamiento no es tan clara. Por lo anterior, manifestó que habría que dilucidar si en ambos casos procederá que el incumplidor sea detenido directamente por la policía o si se requerirá una orden judicial previa.


El profesor señor López consideró acertada la distinción propuesta por el señor Ministro. Observó que cuando se está en presencia de un incumplimiento claro y categórico de las medidas impuestas a un condenado a una pena alternativa, la policía debería tener la facultad de actuar de inmediato, sin mediar una orden previa. Con todo, puntualizó que cuando el quebrantamiento no es tan claro, debe efectuarse un juicio de valor para aquilatar la gravedad del incumplimiento. Añadió que, como regla general, la ponderación de los hechos debería quedar en manos de los jueces y no de la policía.


Expresó que ello es relevante en el caso de la letra d) del artículo 17 ter, la cual se refiere a la imposición de programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares. En esos casos, le pareció excesivo establecer que la evaluación del cumplimiento quedará en manos de la policía.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que esta disposición se refiere a la forma y grado de cumplimiento de una pena sustitutiva y no a si se está en presencia de un quebrantamiento de la pena. Indicó que teniendo en vista esta distinción, la pregunta es cómo determinar la forma más expedita para hacer eficaz el cumplimiento de las condiciones impuestas en una pena sustitutiva, que en el fondo son beneficios que se otorgan a quien debería cumplir la sanción en la cárcel. Por ello, señaló que en este caso procedería ser lo más estricto posible y establecer las medidas que permitan corregir la situación cuanto antes.


El Honorable Senador señor Orpis subrayó que el artículo 129 del Código Procesal Penal regula el procedimiento que debe seguir la policía cuando detiene a alguien en caso de flagrancia. Explicó que, en este caso, los agentes policiales que realizaron la detención deben poner al detenido a disposición del tribunal dentro de las 24 horas siguientes a la detención; por tanto, en tal situación es el juez quien tiene la última palabra sobre si hubo quebrantamiento y no los policías que practicaron la detención.


Recordó que una situación muy similar a la que se discute se produce en el sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, en el que no se contempla una medida efectiva contra las reiterados inasistencias de los menores a los programas de reeducación, lo que redunda en la ineficacia de dicho sistema como vía para rehabilitar adolescentes y en un importante detrimento de la condición de los delegados que tienen a su cargo los respectivos procesos de reinserción.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, explicó que en este caso se tuvo en consideración la protección de la víctima, por lo cual, según el texto aprobado en general, procede la detención inmediata cuando el condenado incumple con la obligación de no acercarse a ella o a los lugares que ésta frecuenta.


Señaló que la verificación de estas situaciones es el objetivo principal de la imposición del monitoreo telemático, por lo que se faculta a la policía para detener al condenado incumplidor sin tener que consultar previamente a nadie. Explicó que en este contexto la flagrancia es evidente y, por tanto, no genera problemas de acreditación en la audiencia posterior de control de detención.


Añadió que no ocurre lo mismo con el incumplimiento de programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares, en que la verificación es compleja. Agregó que como el peso de la prueba en ese caso le corresponde a quién detuvo, hay posibilidades ciertas de que en la correspondiente audiencia judicial se decrete la ilegalidad de la detención y el imputado sea puesto en libertad inmediatamente.


Recordó que el detalle sobre los horarios y el tipo de programa de que se trata no se especifica en la sentencia, sino que en el programa de intervención que el delegado a cargo acompaña al tribunal con posterioridad al fallo. Explicó que ello redunda en el hecho de que Carabineros no tenga acceso a un documento oficial que fije los pormenores de la asistencia a estos programas –como, en cambio, lo tiene cuando se trata de sentencias que imponen al condenado la prohibición de acercarse a la víctima-, por lo que el asunto es de difícil fiscalización directa.


El Honorable Senador señor Orpis puntualizó que, en ese caso, el problema se resuelve notificando a Carabineros la resolución judicial que aprueba el plan de intervención, en la que se fijan los detalles del programa, su horario y el lugar en que se desarrollará.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, señaló que no se produce una fijación tan estricta de los programas en una resolución judicial determinada y que lo que se estila es aprobar ante el tribunal un plan general, dejándose los pormenores al delegado. Sostuvo que, de lo contrario, habría que realizar una nueva audiencia judicial para reformar cualquier aspecto específico del programa, por nimio que en el caso concreto sea.


El profesor señor López expresó que también debe tenerse en consideración que si se establecen los detalles del programa en la sentencia, igualmente se planteará el problema de la verificación del incumplimiento, pues la infracción puede no ser evidente o directamente perceptible por la policía, a diferencia de lo que pasa cuando una persona condenada a portar un brazalete electrónico para verificar que no se acerque a la víctima incumple esa obligación.


Añadió que también deben tomarse en cuenta las situaciones de incumplimiento excusable, como sería, por ejemplo, el caso de un condenado que sufre un accidente de tránsito camino a una de las sesiones del programa de control de violencia intrafamiliar. En ese evento, la policía se transformaría en un verdadero juez que determinaría, con los antecedentes que les proporcionen las partes, si el incumplimiento está justificado o no, lo que es totalmente contraproducente.


Puntualizó que la idea de flagrancia supone, en general, algo que salta a la vista, que es claramente perceptible por la policía y que no requiere mayor argumentación.


El Honorable Senador señor Espina observó que en todas las situaciones que configuran la posibilidad de que la policía detenga por flagrancia se considera un elemento subjetivo de percepción de parte del agente involucrado, pues él es el llamado por la ley a aquilatar en aquel caso si hubo flagrancia o no. Añadió que la ley no requiere que las situaciones que configuran la flagrancia sean percibidas directamente por el funcionario policial que detiene, ya que, por ejemplo, la letra e) del artículo 130 del Código Procesal Penal permite detener al que es sindicado como autor o cómplice por la víctima del delito que reclama auxilio o por testigos presenciales del hecho.


Puntualizó que quien es arrestado por flagrancia debe ser puesto inmediatamente a disposición del juez de garantía, el que, en la audiencia de control de detención, verificará en primer lugar el cumplimiento exacto de los requisitos de procedencia de la misma. Expresó que si ese juez declara la ilegalidad de la detención porque dichos requisitos no se han configurado, liberará inmediatamente al detenido y oficiará a la superioridad del agente involucrado para establecer su responsabilidad funcionaria, lo que hace que, en general, la policía sea muy cuidadosa cuando efectúa detenciones sin orden judicial previa.


En vista de lo anterior, opinó que los temores por posibles excesos policiales que se han puesto de manifiesto si se aprueba la indicación no serían atendibles y que ella, en cambio, proporciona un medio práctico para disuadir del incumplimiento de los referidos programas de intervención.


Sometida a votación la indicación número 71, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

Letra b)


Reemplaza, en el artículo 140, inciso cuarto del Código Procesal Penal, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".


Esta disposición no fue objeto de indicaciones.

Letra c)


Sustituye, en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), del Código Procesal Penal, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


No fue objeto de indicaciones.

- - -


En una de las sesiones en que la Comisión completó la discusión en particular de esta iniciativa, el Ejecutivo propuso incorporar un nuevo inciso tercero al artículo 348 del Código Procesal Penal, lo cual deriva de lo resuelto a propósito de los recursos que procederán en contra de las resoluciones que se pronuncien acerca de la concesión o denegación de una pena sustitutiva y de la naturaleza que tendría tal decisión.


Dicho inciso es del siguiente tenor:


“La decisión que concede o deniega una pena sustitutiva constituye resolución sobre una cuestión accesoria y no tiene, por tanto, la naturaleza de sentencia definitiva aun cuando se encuentre formalmente contenida en ella.”.


Posteriormente, el Ejecutivo desistió de esta proposición.

- - -

Letra d)


Este literal reemplaza en el artículo 398, inciso primero, del ya mencionado Código Procesal Penal, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".


Esta disposición no fue objeto de indicaciones.

- - -


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 16, para intercalar en el artículo 3° del proyecto una nueva letra e), pasando la actual letra e) a ser letra f). Su tenor es el que sigue:



“e) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 466, la expresión “y su defensor” por “, su defensor, y el delegado a cargo de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, según corresponda.”.


Ésta fue aprobada con enmiendas formales por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

Letra e)


Este literal sustituye, en el artículo 468, inciso tercero, del Código Procesal Penal, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".


No recibió indicaciones. Sin embargo, a consecuencia de la incorporación de una letra e), nueva, pasó a ser letra f).

- - -

ARTÍCULO 4°


Este precepto introduce enmiendas al decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la ley orgánica de Gendarmería de Chile. Consta de los siguientes dos literales:

Letra a)


Modifica, a través de tres numerales, el artículo 3° del decreto ley N° 2.859, de 1979.

N° 1


Sustituye, en la letra g), la conjunción copulativa ",y" con que termina, por un punto y coma (;). No fue objeto de indicaciones.

N° 2


Reemplaza, en la letra i), el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,), seguida de la conjunción copulativa "y". No recibió indicaciones.

N° 3


Agrega la siguiente letra j), nueva, al citado artículo 3°:


“j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".


Esta disposición no fue objeto de indicaciones.


Aun cuando, como se ha señalado, los numerales que integran esta letra a) no fueron objeto de indicaciones, la Comisión procedió a revisar su contenido.


El Honorable Senador señor Orpis expresó que el artículo 3º de la ley orgánica de Gendarmería de Chile establece las funciones y obligaciones básicas de esta institución. Hizo notar que en esta enumeración se observa que las labores relativas a la vigilancia de los reos internados en recintos penitenciarios son las funciones centrales de esta institución, lo que contrasta con los términos en que se ha consignado la atribución contenida en la letra f) del referido precepto, que únicamente considera la obligación de contribuir a la reinserción social de las personas privadas de libertad. Puso de manifiesto que no hay mención alguna a la rehabilitación ni a los tratamientos que se llevan a cabo fuera de los recintos penitenciarios. Propuso, en consecuencia, incorporar la rehabilitación como pilar básico en el contexto de las funciones de la mencionada entidad.


Destacó que lo anterior tiene también un correlato presupuestario, pues históricamente el erario de Gendarmería de Chile ha contemplado dos programas, a saber, el 01, denominado Gendarmería de Chile, que cubre los gastos corrientes para el giro ordinario de la institución, y el 02, referido a la rehabilitación y la reinserción social. Indicó que el primero de ellos ha abarcado habitualmente más del 95% del presupuesto total asignado a la institución, lo que demuestra la menor importancia que se asigna a la rehabilitación y reinserción social de los condenados en comparación con las funciones de seguridad.


Añadió que este aspecto también se observa en el informe financiero aprobado por la Cámara de Diputados para solventar la iniciativa en estudio, pues de los $ 23.586.350 miles que se contemplan para el funcionamiento en régimen del nuevo sistema, $ 16.428.300 miles se destinarán al monitoreo electrónico y $ 4.560.828 miles financiarán los sueldos de los delegados, lo que dejaría un total de sólo $ 2.597.222 miles para financiar las actividades de rehabilitación y reinserción social.


Expresó que el primer paso para terminar con esta situación sería señalar en forma expresa en la normativa orgánica de la mencionada institución, que una de sus funciones principales es rehabilitar a las personas condenadas. En relación con la reinserción social, sugirió ir más allá del vocablo “propender”, estableciendo, en cambio, que la institución será directamente responsable de la reinserción social de los condenados. De esta forma, dijo, para Gendarmería de Chile la rehabilitación y la reinserción serán actividades que tendrán el mismo estatus que la vigilancia y la seguridad.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, coincidió con las apreciaciones del Honorable Senador señor Orpis respecto a la baja proporción que el presupuesto total asignado a Gendarmería destina a la rehabilitación y la reinserción. Observó, además, que por sus características, esta institución parece estar especializada sólo en la seguridad y en el tratamiento de las personas que cumplen sus condenas al interior de los penales, por lo que sería necesaria la creación de un nuevo servicio que se haga cargo de la rehabilitación y la reinserción de los condenados que cumplen sanciones fuera de los recintos penales, al que debería fijarse un presupuesto proporcional a la importancia de esta función.


Añadió que en el proyecto en discusión no hay una asignación de funciones y recursos clara y contundente que permita llevar a cabo la nueva pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, pues no se ha definido con exactitud qué entidad pública tendrá a su cargo la obligación de proveer cupos para ejecutar estos servicios ni quien controlará su desarrollo y cumplimiento efectivo. Manifestó que este asunto debería dilucidarse ahora, porque, de lo contrario, se corre el riesgo de no satisfacer las expectativas que legítimamente la comunidad ha puesto en la iniciativa.


Aun cuando los aspectos presupuestarios de este proyecto de ley deben ser informados por la Comisión de Hacienda, instó a la Comisión a revisarlos.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que las funciones de Gendarmería de Chile fueron latamente discutidas al debatirse el proyecto de ley que modernizó esa institución, incrementando su personal y readecuando las normas de la carrera funcionaria, que dio lugar a la ley Nº 20.426, de 20 de marzo de 2010.


Manifestó que en ese debate se reformuló la letra f) del artículo 3º de su ley orgánica, que originalmente establecía que era función de Gendarmería “readaptar a las personas privadas de libertad en orden a eliminar su peligrosidad y lograr su reintegración al grupo social”. Ésta fue reemplazada por “contribuir a la reinserción social de las personas privadas de libertad, mediante la ejecución de acciones tendientes a eliminar su peligrosidad y lograr su reintegración al grupo social”, pues se estimó que esta nueva definición de funciones era más comprensiva que la anterior e incluía la idea de la rehabilitación.


Añadió que el estatuto orgánico de la institución contempla una subdirección técnica a cargo del desarrollo de los planes y programas institucionales tendientes a la reinserción social de los penados, cuyo presupuesto operativo está contemplado en el programa 01 del Capítulo presupuestario de Gendarmería de Chile. Agregó que las labores de rehabilitación y reinserción también son asumidas por el Servicio Nacional de Menores, cuya asignación presupuestaria está contemplada en un Capítulo distinto del destinado a Gendarmería, pero que para estos efectos debería también tomarse en consideración.


Ofreció hacer llegar a la Comisión información sobre el desglose de los presupuestos involucrados.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, destacó la importancia del debate antes consignado, señalando que, sin embargo, éste rebasa el ámbito de las ideas matrices de la iniciativa en estudio, destinadas a establecer nuevas penas sustitutivas que favorezcan un uso más racional de los recintos penales.


Añadió que aun cuando el problema de la rehabilitación y la reinserción social constituye un tema crucial, cabría analizarlo en otras sesiones que la Comisión convoque especialmente para estos efectos, pues no procede pretender resolverlo en la discusión de esta iniciativa.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, hizo presente que consultó este asunto de manera específica durante la reciente discusión del proyecto de ley de presupuestos del sector público para el año 2012, ocasión en la que se le indicó que los recursos necesarios para financiar las nuevas actividades que implica la implementación de esta futura ley estaban contemplados en el informe financiero al que anteriormente se hizo mención. Señaló que, sin embargo, en dicho documento se observa que no habría fondos suficientes para ejecutar las obligaciones relativas a rehabilitación y reinserción social, las que deberían estar, según lo que también se ha señalado en este debate, en el presupuesto ordinario de Gendarmería. Expresó que lo anterior le parecía contradictorio.


Añadió que otro tanto se puede indicar respecto al informe financiero complementario sobre prestación de servicios en beneficio de la comunidad, pues allí sólo se consignan fondos para la operación del personal a cargo de los mismos pero no para los programas de trabajo de los condenados. Puntualizó, además, que también habría líneas programáticas similares que serán desarrolladas por la nueva Subsecretaría de Prevención del Delito dependiente del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, lo que podría generar un conflicto de funciones con Gendarmería de Chile.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, planteó que, en la práctica, las actividades de rehabilitación de los condenados que cumplen su sentencia fuera de los recintos penitenciarios son llevadas a cabo por personas e instituciones distintas a Gendarmería de Chile, que financian sus actividades con fondos propios o con transferencias desde el Fisco. Añadió que la idea de crear un nuevo servicio público que se haga cargo de la rehabilitación constituye una iniciativa destacable, no obstante que excede las ideas matrices de esta iniciativa, en cuyo estudio instó a avanzar.


Finalizado este análisis, la Comisión resolvió dejar constancia en el presente informe de las preocupaciones antes planteadas, de manera que ellas formen parte de la historia de esta ley.

Letra b)


Modifica, en dos numerales, el artículo 8°.

N° 1


Sustituye, en la letra c), la oración "gocen de medidas alternativas" por "cumplan penas sustitutivas". No recibió indicaciones.

N° 2


Reemplaza, en la letra f), la palabra "medidas" por la expresión "penas sustitutivas".


Este numeral no fue objeto de indicaciones. Sin embargo, el profesor señor Bofill hizo notar que la antes referida letra f) del artículo 8º de la ley orgánica de Gendarmería de Chile, se refiere de manera equivocada a la población “sujeta” a una medida alternativa, lo que no corresponderá con el cambio de naturaleza que, en virtud de esta iniciativa, dichas medidas tendrán. Señaló que, al transformarse tales medidas en penas, correspondería hablar de personas que estén “cumpliendo” estas sanciones y no que estén “sujetas” a ellas.


En virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio, acogió esta enmienda.
ARTÍCULO 5°


Esta disposición modifica el artículo 62 de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, sustituyendo en dicha norma la expresión “medidas alternativas” por “penas sustitutivas”.


Fue objeto de la indicación número 72, de la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta), para reemplazar el punto aparte (.) por el siguiente texto: “, y sustitúyese el punto aparte (.) por la frase “, o se encuentre dentro de la excepción contemplada en el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.216.”.”.


Como se señalara precedentemente, al acordarse incorporar a la ley N° 18.216 un nuevo artículo 35 bis, la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) retiró la indicación número 72, razón por la cual el texto de este artículo 5° se mantuvo en sus mismos términos.

ARTÍCULO 6°


Esta disposición introduce modificaciones al artículo 16 de la ley N° 19.856, que crea un sistema de reinserción social de los condenados sobre la base de la observación de buena conducta.


Fue objeto de la indicación número 73, de Su Excelencia el señor Presidente de la República, para sustituirla por otra que enmienda los artículos 14 y 16 de la señalada ley. Propone el siguiente texto para este artículo 6°:


“Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 19.856, que crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:


a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14, la frase “para ante el Presidente de la República, a través del Ministro de Justicia” por “al Ministerio de Justicia”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 14, la expresión “decreto supremo, dictado bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, tramitado a través” por “resolución”.


c) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 16, la palabra “nocturna” por “parcial”, las dos ocasiones en que aparece mencionada.”.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que el artículo 6° modifica la ley Nº 19.856, que establece un sistema de beneficios extracarcelarios que se fundan en la observación de buena conducta de los penados, la cual es constatada por Gendarmería de Chile.


Hizo presente que el artículo 14 de dicha ley indica que una vez que verificado el cumplimiento de los requisitos que procedan, los mencionados beneficios se conceden a través de un decreto supremo dictado bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República” y firmado por el Ministro de Justicia. Explicó que lo anterior significa que ese Secretario de Estado debe visar personalmente cada uno de los casos, con la recarga de trabajo y la demora que ello implica. Explicó que era menester simplificar este procedimiento, estableciendo que la concesión de tales beneficios se efectuará mediante una resolución expedida por el Ministerio de Justicia como institución y no por el Ministro de Justicia como persona individual, lo que permitirá que la unidad a cargo de la evaluación del cumplimiento de los respectivos requisitos -que es la División de Reinserción Social- pueda resolver en forma directa.


La Comisión coincidió con la idea de simplificar la tramitación de estos beneficios extracarcelarios. Sin embargo, prefirió mantener la participación directa del Ministro de Justicia en este proceso. Por esta razón, se instó al Ejecutivo a presentar una nueva indicación con este objetivo.


En consecuencia, el pronunciamiento acerca de las letras a) y b) de la indicación número 73 quedó pendiente.

En cuanto a la propuesta contenida en la letra c) de la indicación Nº 73, la señora Subsecretaria de Justicia manifestó que la modificación que allí se propone coincide con lo aprobado en general y considera sólo un ajuste de referencia para el artículo 16 de la ley Nº 19.856.


El profesor señor Bofill observó que el inciso segundo del artículo 16, que no está modificado por la indicación ni por el texto aprobado en general, establece que constituirá comportamiento sobresaliente del condenado la total omisión de las conductas descritas en los incisos segundo y tercero del artículo 12 del reglamento de la ley Nº 18.216. Señaló que esta referencia es inadecuada por dos razones; en primer lugar, porque estas conductas deberían estar establecidas en la ley y no en un reglamento y, en segundo término, porque el cambio que plantea este proyecto de ley es de tal trascendencia que posiblemente producirá una reforma completa de los cuerpos reglamentarios que regulan los detalles administrativos de la ley Nº 18.216, por lo que es probable que la referencia quede mal formulada.


El Honorable Senador señor Espina coincidió con lo anteriormente planteado y recomendó que los requisitos sean establecidos en forma positiva y no como lo hace la ley en la actualidad, que considera que tiene comportamiento sobresaliente todo aquél que no cometa alguna de las faltas señaladas por los incisos segundo y tercero del artículo 12 del mencionado reglamento.


Sometida a votación la letra c) de la indicación número 73, fue aprobada tanto en relación con el inciso primero del artículo 16 como en cuanto a las modificaciones antes indicadas al inciso segundo del mismo precepto. Este acuerdo contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

En una sesión posterior, atendiendo a los términos del debate precedente, el Ejecutivo propuso a la consideración de la Comisión el siguiente nuevo texto para los ya mencionados artículos 14 y 16 de la ley N° 19.856:


“Artículo 14.- Procedimiento de obtención del beneficio. Quienes, en conformidad a lo establecido en el artículo 4º de la presente ley, estuvieren en condiciones de solicitar el beneficio de reducción de condena, elevarán solicitud al Ministro de Justicia.


La reducción se concederá por resolución del Ministro de Justicia, una vez acreditado por la respectiva Secretaría Regional Ministerial el cumplimiento de los requisitos objetivos para su concesión.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado la total omisión de las conductas descritas en los incisos segundo y tercero del artículo 12 del reglamento de la ley Nº 18.216, durante el período de cumplimiento.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.


Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley, favorecerá también a los condenados que cumplieren pena bajo reclusión parcial.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.


El señor Ministro de Justicia manifestó que esta norma fue objeto de una reforma en el año 2003, que estableció un Consejo Técnico que analiza el comportamiento de los reos y propone la concesión de beneficios extracarcelarios. Indicó que, en la práctica, esto supone recibir entre 50 y 100 presentaciones semanales, las que, en virtud de la norma vigente, requieren de una resolución del Presidente de la República.


Manifestó que todos los antecedentes del caso son manejados por la Secretaría de Justicia, por lo que, en cumplimiento de lo acordado anteriormente por la Comisión, la proposición que se está estudiando indicaría que este asunto será resuelto por el Ministro de Justicia únicamente.


Los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señor Walker, don Patricio, observaron que la disposición propuesta permite que por medio del mecanismo de la delegación, contenido como regla general en el artículo 41 de la Ley Orgánica Constitucional sobre Bases Generales de la Administración del Estado, tal resolución pueda ser tomada por una autoridad de menor rango dentro del Ministerio de Justicia, lo que podría diluir la responsabilidad política que cabe al titular de esa Cartera de Estado en la decisión, alejándose del criterio anteriormente adoptado por la Comisión.


El señor Ministro de Justicia sostuvo que la decisión sobre estos beneficios es adoptada por el anteriormente citado Consejo Técnico. Explicó que en éste, por disposición de la ley, hay una sobrerrepresentación del escalafón uniformado de Gendarmería de Chile en comparación con la participación del personal técnico y profesional, lo que no tiene en consideración que el rol principal de ese escalafón es la vigilancia y no la rehabilitación social, que es una misión general de la institución que no está adecuadamente desarrollada.


El Honorable Senador señor Orpis consultó si, llegada la proposición favorable al reo a la instancia central del Ministerio de Justicia, cabe la posibilidad de rechazar la postulación.


El señor Valenzuela, Jefe de la División de Defensa Social, respondió que formalmente sería posible rechazar una postulación, pero que para ello se requiere la dictación de un decreto de rechazo. Aclaró que el problema con esta vía es que no existen más antecedentes del caso de los que proporciona la Comisión Técnica, por tanto no habría modo de fundar tal acto de rechazo, lo que abre la posibilidad de que el afectado recurra mediante una acción constitucional alegando que el acto que lo perjudicó carece de fundamento y, por tanto, es arbitrario.


La Comisión consideró, entonces, que la propuesta no cumplía con lo que anteriormente se había acordado, pues no aclara que la responsabilidad directa por la concesión de estos beneficios siempre recaerá en el Ministro de Justicia y no en otro funcionario.


Con todo, se observó que la modificación que se propone en el artículo 16 era apropiada, toda vez que elimina la referencia a los artículos del reglamento de la ley Nº 18.216 y plantea en términos positivos y específicos los requisitos de calificación de la buena conducta.


Sometida a votación la propuesta de modificación del artículo 14, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.


Con la misma unanimidad fue aprobado el texto sustitutivo del artículo 16.


Por igual votación quedó acogida con enmiendas la indicación número 73.


Con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó la indicación número 17, cuyo tenor es el siguiente:


“17) Para sustituir el artículo 6° por el siguiente:



“Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes enmiendas a la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:



1) Reemplázase, en el epígrafe del Título III, la expresión “nocturna” por “parcial”.



2) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:



“Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley favorecerá también a los condenados que cumplieren la pena sustitutiva de reclusión parcial.



Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.



La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.”.”.

Dicha indicación fue aprobada por la misma unanimidad ya anotada.

ARTÍCULO 7°


Modifica, a través de dos literales, el Código de Procedimiento Penal.

Letra a)


Sustituye, en el inciso segundo del artículo 305 bis C, la frase "alguno de los beneficios establecidos" por "alguna de las penas sustitutivas establecidas". Esta letra no fue objeto de indicaciones.

Letra b)


Reemplaza, en el inciso tercero del artículo 363, la frase "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas". No recibió indicaciones.


En cuanto a la letra a), el profesor señor Bofill explicó que la modificación propuesta en el texto aprobado en general apunta en la dirección correcta, agregando que, sin embargo, debería considerar también la frase inmediatamente anterior a la que se pretende modificar, pues no es correcto mencionar la suspensión de la ejecución de la pena privativa de libertad, que es el efecto actual de las medidas alternativas que contempla la ley Nº 18.216. Propuso reemplazar la expresión “esté suspendida la ejecución de la pena en virtud de alguno de los beneficios establecidos” por “cumpliendo alguna de las penas sustitutivas establecidas”.


La Comisión coincidió con esta observación y consideró apropiado ampliar la modificación que introduce en este aspecto el texto aprobado en general.


Este acuerdo se adoptó en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.

ARTÍCULO 8°


Su texto es el siguiente:


“Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia. No obstante lo cual las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, de la forma en que se indica:


a.- La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis, regirá desde el momento señalado en el encabezamiento. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b.- El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva, contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezamiento de este artículo.


c.- La pena mixta, prevista en el artículo 34, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.”.


Su Excelencia el señor Presidente de la República presentó la indicación número 74, para incorporar a esta disposición el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter desde la publicación de la presente ley.”.


El Honorable Senador señor Espina estimó razonable establecer en esta disposición un plazo máximo para que el Ejecutivo dicte el reglamento que se ocupe de la ejecución de esta ley, cuidando que éste sea lo suficientemente extenso para asegurar que se tramiten los respectivos actos administrativos. Sugirió utilizar la fórmula “dentro de” o “hasta”, de manera tal que quede abierta la posibilidad de que el reglamento en cuestión se dicte antes que el plazo venza.


Propuso, para estos efectos, un término de dieciocho meses.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, coincidió con la apreciación antes planteada, pero consideró que dicho plazo máximo debería ser menor al propuesto, pues el Ministerio de Justicia ha informado que los borradores de los reglamentos necesarios para ejecutar esta futura ley ya están preparados y que la licitación destinada a adquirir los equipos que se requieren no debería tardar más de 30 días.


La señora Subsecretaria de Justicia expresó que, en este caso, es conveniente considerar plazos mayores porque se trata de una licitación de equipos tecnológicos complejos que deben contemplar un período de prueba de la nueva tecnología. Puntualizó, además, que dicha licitación tendrá un alcance internacional y que por su alto monto –cercano a los $ 16.000.000.000- supondrá un proceso competitivo y complejo.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, planteó que las razones expuestas por la señora Subsecretaria validan la propuesta del Honorable Senador señor Espina.


El Honorable Senador señor Orpis coincidió con lo anteriormente indicado y señaló que en este caso es muy importante evitar que ocurra una situación como la originada por la implementación del Plan Transantiago en la capital.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, propuso a la Comisión establecer que el reglamento de ejecución de la ley se dictará dentro de los 18 meses siguientes a la publicación de ésta en el Diario Oficial. Sugirió, asimismo, dejar constancia que la fijación de dicho plazo responde a la necesidad de dar tiempo para realizar adecuadamente el proceso de licitación antes mencionado, que ofrece aspectos de peculiar complejidad.


Hubo acuerdo con la propuesta de la señora Presidenta de la Comisión y también con la constancia por ella solicitada.


Enseguida, la señora Subsecretaria de Justicia explicó que el propósito de la indicación número 74 es permitir iniciar el proceso de licitación de los sistemas de control telemático tan pronto como esté publicada la ley y sin esperar que se dicte el reglamento de ejecución correspondiente.


Sometida a votación la indicación número 74, fue aprobada con modificaciones formales por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Espina, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


En una sesión posterior, recogiendo la discusión habida en torno a esta disposición y los criterios adoptados por la Comisión, el Ejecutivo propuso a consideración de ésta el siguiente texto sustitutivo:


“Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el Decreto N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia, Reglamento de la Ley N° 18.216. No obstante lo cual las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, de la forma en que se indica:


a.- La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis, regirá desde el momento señalado en el encabezamiento. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b.- El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva, contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezamiento de este artículo.


c.- La pena mixta, prevista en el artículo 34, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter desde la publicación de la presente ley.


Las adecuaciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuarse dentro de los dieciocho meses siguientes a la publicación de la presente ley.”.


La señora Subsecretaria de Justicia reiteró que la proposición establece una primera regla general, que indica que la entrada en vigencia de la ley será a contar de la dictación del reglamento de ejecución, para lo cual se prevé un plazo máximo de 18 meses.


Manifestó que también se establecen reglas especiales para la puesta en práctica de la medida de monitoreo telemático, las que fueron latamente discutidas con expertos y contrastadas con la experiencia internacional. Informó que, a consecuencia de ello, se desaconsejó de plano la implantación masiva del monitoreo electrónico.


Indicó que la proposición agrupa a los posibles candidatos a esta medida de control según su compromiso delictual y establece una regla de entrada en vigencia en consideración a esa característica.


Añadió que también, según se acordara, se prescribe que, desde la dictación de la ley y sin esperar el reglamento de ejecución, Gendarmería de chile podrá comenzar con los procesos de licitación para la adquisición del sistema de monitoreo.


Los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señor Walker, don Patricio, estimaron razonable establecer un plazo prudente para la entrada en vigencia del sistema de monitoreo telemático; sin embargo, expresaron que debía tenerse en consideración que este proyecto ha generado una fundada expectativa en la opinión pública, por lo que es necesario que la dictación del reglamento de ejecución se haga lo antes posible.


Sometida a votación la proposición, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, don Hernán, Kuschel, Orpis y Walker, don Patricio.


El Honorable Senador señor Orpis dejó constancia de su inquietud en cuanto a que las medidas relativas a tratamientos de rehabilitación que se imponen cuando se decreta la pena sustitutiva de libertad vigilada intensiva no tienen un financiamiento especial en este proyecto. Por ello, hizo presente que su ejecución se materializará a costa del presupuesto del Servicio Nacional para la Prevención, Tratamiento y Rehabilitación del Consumo de Drogas y el Alcohol (SENDA), el que para el presente año sólo cuenta con fondos de continuidad para sus actuales proyectos, por lo que cualquier nuevo cupo que se utilice para rehabilitar a uno de los condenados a las penas que establece esta iniciativa significará excluir a uno de los usuarios del referido Servicio.

El texto acordado para la disposición en estudio fue recogido por el Ejecutivo en su indicación número 18, de fecha 19 de enero de 2012, la cual quedó aprobada con la votación antes consignada.

- - -


A continuación, el Ejecutivo presentó su indicación número 19, del día 19 de enero de 2012, con la finalidad de intercalar al proyecto el siguiente artículo 9°, nuevo:


“19) Para intercalar el siguiente artículo 9° nuevo, pasando el actual artículo 9° a ser artículo 10, y el actual 10 a ser artículo 11:


“Artículo 9°.- Los requisitos para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva establecidos en la letra a), del artículo 20 bis, no serán aplicables a los funcionarios de Gendarmería de Chile que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentren habilitados para desempeñar la función de delegados de libertad vigilada.”.”.

La Comisión consideró pertinente esta disposición pues constituye un reconocimiento a la experiencia adquirida por los funcionarios de Gendarmería de Chile que han desempeñado el cargo de delegados de libertad vigilada. Por tal razón, resolvió aprobarla, incluyendo, sin embargo, el nuevo precepto como artículo transitorio del proyecto.


La antes señalada indicación fue aprobada con enmiendas, con el voto favorable de los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Larraín, don Hernán, y Walker, don Patricio.

- - -

ARTÍCULO 9°


Su tenor es el siguiente:


“Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector público.”.


Esta disposición no fue objeto de indicaciones.


Aun cuando ella es de la competencia directa de la Comisión de Hacienda, la Comisión analizó su contenido conjuntamente con el del artículo 10, según se dará cuenta a continuación.

ARTÍCULO 10°


Dispone lo que sigue:


“Artículo 10°.- Auméntase en 585 cargos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.".


No recibió indicaciones. Sin perjuicio de lo anterior y aun cuando esta disposición también es de competencia directa de la Comisión de Hacienda, se acordó examinar su contenido en conjunto con el del artículo 9°.


El Honorable Senador señor Orpis hizo notar que, a su juicio, este proyecto no estaría financiado pues los informes financieros que se han presentado contemplan fondos para adquirir los sistemas de monitoreo telemático y pagar los sueldos de los delegados, pero no consideran recursos para la rehabilitación ni para llevar a cabo la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, coincidió con esta inquietud.


La señora Subsecretaria de Justicia recordó que cuando se inició la discusión de esta iniciativa en el mes de abril del año 2008, se adjuntó al Mensaje un informe financiero que contemplaba fondos por un total de $ 6.492.404 miles. Añadió que, posteriormente, en agosto de 2008, el actual Gobierno presentó una indicación sustitutiva del proyecto que fue acompañada por un nuevo informe financiero, que elevó la disponibilidad de fondos hasta por $ 24.718.385 miles, y que en marzo de 2011 se agregó un informe financiero complementario que consideró $ 1.503.533 miles extra, con el único propósito de financiar la nueva pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Expresó que lo anterior muestra la clara intención del Gobierno en cuanto a que este proyecto disponga de financiamiento suficiente, de manera de ejecutar de buena manera las nuevas penas sustitutivas que se establecen.


Indicó, asimismo, que el artículo 10 contempla la creación de 585 cargos, que comprenderán plazas para delegados, tanto para los dos tipos de libertad vigilada como para la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, además de funcionarios administrativos de apoyo.


Expresó que el financiamiento de los cupos terapeúticos para los condenados a los que se imponga un tratamiento de rehabilitación del uso abusivo de drogas o alcohol se efectuará a través de traspasos al Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), institución con la que se han sostenido reuniones de coordinación con miras a la puesta en práctica de esta futura ley.


El Honorable Senador señor Orpis manifestó que el proyecto no reflejaría la idea de que las actividades de rehabilitación serán llevadas a cabo por el SENDA, como tampoco constaría una asignación para financiar el requerimiento de cupos extra que cubriría ese servicio, lo que contrastaría con la discusión presupuestaria recién pasada, en la que se sólo se aprobaron cerca de doscientos cupos terapeúticos adicionales para dicha institución.


El Honorable Senador señor Espina observó que el artículo 9° del proyecto considera una remisión a la Partida Tesoro Público para financiar lo que falte durante el primer año de aplicación de la ley. Añadió que, en todo caso, cabría analizar en esta instancia si hay una proyección aproximada -con su respectivo financiamiento- de los cupos de tratamiento que corresponderán al SENDA y si el aumento de personal que se propone es suficiente.


Observó que los programas terapéuticos que en la actualidad ofrece la red pública son de muy buena calidad, agregando que, sin embargo, la cobertura es insuficiente, lo que es palmariamente claro en el caso de la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal, respecto a la que nunca se han contemplado los cupos necesarios para cumplir con los tratamientos que los jueces disponen en cumplimiento de esa normativa.


En todo caso, solicitó dirigir oficio, en su nombre, a la señora Subsecretaria de Justicia, para que tenga a bien ilustrar a la Comisión sobre los recursos destinados a la implementación de la futura ley, especificando los montos que se asignarán tanto al cumplimiento de las distintas sanciones que se establecen como al área de la rehabilitación y la reinserción. Igualmente pidió información acerca de la forma en que se efectuaron los respectivos cálculos y también la presentación de una proyección de los costos que tendrán los mencionados rubros.


El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró adecuada la fórmula empleada por el artículo 9°, consistente en derivar al Tesoro Público la solución de cualquier diferencia que pueda producirse entre lo efectivamente gastado en el primer año y lo que se apruebe en definitiva en la Comisión de Hacienda.


Explicó que la partida presupuestaria correspondiente al Tesoro Público contempla asignaciones abiertas, de manera que, a través de este mecanismo, cualquier dificultad que pueda producirse ya contaría con una solución.


El Honorable Senador señor Orpis sostuvo que la remisión a la partida del Tesoro Público constituiría un formalismo e insistió en que no se cuenta con una estimación del número de cupos de tratamiento que se requerirán y el costo de ello.


La señora Subsecretaria de Justicia manifestó que es posible hacer un levantamiento de los cupos estimados de rehabilitación que se necesitarán una vez que el proyecto sea aprobado y reiteró que este asunto ha sido discutido en profundidad con el SENDA.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, observó que tampoco se dispone de una estimación del costo de la aplicación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, lo que contrastaría con la estimación que se hace en relación con la adquisición del sistema de monitoreo electrónico.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que el informe presupuestario comprende fondos para el financiamiento de las remuneraciones e insumos necesarios para todos los delegados que se estiman necesarios para la implementación en régimen del proyecto. Agregó que si dicha estimación no fuere suficiente, se contemplarán suplementos extraordinarios en el presupuesto de Gendarmería de Chile.


El Honorable Senador señor Espina observó que podría no ser conveniente hacer en la ley una proyección de cuánto se requerirá en el primer año para financiar la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, por lo que la referencia al Tesoro Público le parece correcta en este caso.


En relación con lo dispuesto en el artículo 10, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, observó que éste haría una referencia a la ley de presupuestos del sector público vigente para el año 2011, la que, a la época de este debate, estaba por perder su vigor. Consideró necesario que el Ejecutivo presente una indicación ante la Comisión de Hacienda para corregir este aspecto.


Añadió que el aumento de personal considerado por el mismo artículo 10 para cubrir los cupos de delegados y personal administrativo, se hace en referencia a una glosa de la ley de presupuestos vigente y no se presenta como una modificación de la planta de Gendarmería de Chile, pese a que el proyecto específicamente indica que estos funcionarios dependerán de esa institución. Asimismo, planteó la posibilidad de contemplar en esta disposición una mayor descripción de los cargos que se crearán o a lo menos una explicación acerca de los mismos.


Instó al Ejecutivo a introducir los perfeccionamientos del caso al texto de la iniciativa durante su trámite en la Comisión de Hacienda, de manera que las normas de incidencia presupuestaria que en definitiva lleguen a la Sala puedan ser aprobadas con expedición.


El Honorable Senador señor Orpis hizo notar que los cargos de delegados son de contrata y solicitó mayor información a este respecto.


La señora Subsecretaria de Justicia explicó que ello se debe a que desde que se creó la figura del delegado en la actual ley Nº 18.216, estos funcionarios han estado vinculados a Gendarmería de Chile bajo el régimen de contrata. Explicó que los 585 cargos adicionales que se plantean se dividen de la siguiente forma: 287 para libertad vigilada, 106 para trabajos comunitarios y 192 para el monitoreo. Añadió que dentro de cada categoría se contemplan cupos para jefaturas de coordinación, para delegados propiamente tales y para personal de apoyo administrativo.


La Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, instó al Ejecutivo a presentar a la Comisión un desglose de los respectivos fondos, que especifique el número de cupos para delegados por cada tipo de penas y una estimación del presupuesto extra que se necesitará para financiar las actividades de rehabilitación y la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


Observó, además, que el incremento de personal destinado a la pena de libertad vigilada no concordaría con el carácter de sanción sustitutiva general que este proyecto intenta darle.


Dejó constancia de su inquietud en cuanto a la necesidad de que la iniciativa aborde explícitamente los costos que demandarán las labores de reinserción, pues, de lo contrario, opinó que esta finalidad no se logrará.


Finalmente, consultó si habría voluntad de parte del Ejecutivo en torno a la idea de incorporar en la ley orgánica de Gendarmería de Chile funciones relativas a la reinserción social.


Refiriéndose a los costos de la iniciativa, la señora Subsecretaria de Justicia puntualizó que este asunto ha sido muy discutido con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, instancia en la que el Ministerio de Justicia logró imponer el criterio de que se emplearía a un delegado por cada treinta condenados a libertad vigilada, lo que mejorará notoriamente el estándar chileno actual y lo acercará a los parámetros internacionales que rigen en esta materia.


En cuanto a las funciones de Gendarmería de Chile en materia de rehabilitación, señaló que este rubro estaba comprendido en las tareas vinculadas a la reinserción social.


Expresó, finalmente, que proporcionaría a la Comisión los antecedentes solicitados en torno a los aspectos ya reseñados.


En definitiva, la Comisión estimó del caso emitir un pronunciamiento acerca de las dos disposiciones en estudio.


En cuanto al artículo 9°, en un primer momento los Honorables Senadores señores Orpis y Walker, don Patricio, manifestaron su ánimo de abstenerse en relación a dicho precepto; los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, lo aprobaron y la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta) se manifestó contraria al mismo. Reiterada esta votación, el precepto fue acogido con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Espina y Larraín, don Hernán, al que, reglamentariamente, se sumaron las dos indicadas abstenciones. Mantuvo su voto en contra la Honorable Senadora señora Alvear (Presidenta).


En cuanto al artículo 10, hubo acuerdo de parte de la unanimidad de los miembros de la Comisión en cuanto a acogerlo en los términos en que fueran aprobados en general. Votaron en este sentido los Honorables Senadores señora Alvear (Presidenta) y señores Kuschel, Larraín, don Hernán, Orpis y Walker, don Patricio.


Se hizo notar que estos acuerdos conllevan la necesidad de dejar expresa constancia en el presente informe de los planteamientos e inquietudes antes consignados.


Se consideró necesario, además, como se ha indicado, que el Ejecutivo ilustre a la brevedad a la Comisión sobre la estimación de los gastos en que se incurrirá para financiar las actividades de rehabilitación y la prestación de servicios en beneficio de la comunidad y sobre la asignación específica de delegados que se hará en relación a cada tipo de pena sustitutiva.






Cabe dejar constancia que con fecha 19 de enero de 2012, el Ejecutivo presentó su indicación número 20, para sustituir el artículo 10 del proyecto, por el siguiente:






“Artículo 10.- Auméntase en 585 cargos la letra a), de la glosa 01, del Programa 02, del Capítulo 04, correspondiente al presupuesto de Gendarmería de Chile, de la partida 10 del Ministerio de Justicia.”.


Esta indicación quedó pendiente, a la espera de ser conocida por la Comisión de Hacienda de la Corporación.

- - -


Como se consignará en el capítulo siguiente de este informe, el Ejecutivo presentó a la Comisión los informes financieros que se han proporcionado a lo largo del análisis de esta iniciativa, además de un informe financiero referido a las indicaciones de fecha 19 de enero de 2012 y de otros antecedentes que se solicitaron en cuanto a la creación de los cargos que el proyecto implica.

- - -


Finalizando la discusión en particular de esta iniciativa, la Comisión conoció la indicación número 75, del Honorable Senador señor Pérez Varela, para agregar al proyecto un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo transitorio.- Facúltase al Presidente de la República para que establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por intermedio del Ministro de Justicia, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, o de acuerdo al rango de la norma prevista un reglamento orgánico que estará contenido en un decreto supremo expedido por medio del Ministerio de Justicia, el que deberá ser también suscrito por el Ministerio de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1) Dotar de una estructura organizacional a los Centros de Reinserción Social para la ejecución de las Penas Sustitutivas.


2) Establecer los programas de capacitación y de perfeccionamiento necesarios para que la prestación pública de reinserción cuente con contenidos programáticos de intervención específica, de manera de disminuir los factores de riesgo y con ello bajar la reincidencia.


3) Crear un Consejo Nacional que vele por el cumplimiento de los objetivos de esta ley. El Consejo Nacional será un órgano colegiado compuesto por los diversos actores de la red penal que indique y el Ministerio de Justicia. Las atribuciones del Consejo Nacional serán las siguientes:


- Proponer políticas de control sobre la gestión global de administración de la ley N° 18.216;


- Formular políticas de mantenimiento en los sistemas de información entre el órgano jurisdiccional y administrativo de ejecución penal;


- Promover y facilitar la coordinación entre los estamentos encargados de la aplicación de la ley;


- Formular planes de supervisión y evaluación que permitan la promoción de modificaciones y correcciones en la aplicación de la ley, de modo de garantizar el funcionamiento mediante una organización eficaz y eficiente, y


- Garantizar el adecuado diseño, ejecución, desarrollo y control de los proyectos de control electrónicos.”.


Esta indicación fue declarada inadmisible por la Presidenta de la Comisión, Honorable Senadora señora Alvear, por comprender materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia el señor Presidente de la República.

- - -

INFORMES FINANCIEROS Y OTROS ANTECEDENTES SOLICITADOS POR LA COMISIÓN


En sesión del día 14 de diciembre de 2011, el Ministerio de Justicia presentó a la Comisión los siguientes cuatro informes financieros:

“INFORME FINANCIERO

N° 31

09.04.2008

PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

(MENSAJE N° 66-356)

1.  El proyecto de ley introduce modificaciones a la Ley N° 18.216 y al D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

-  Ampliación del catálogo de medidas alternativas incorporando la "reparación del daño" y el "trabajo en beneficio de la comunidad".

-  Improcedencia de la aplicación de la medida de libertad vigilada respecto de ciertos delitos graves.

-  Sistema de monitoreo a distancia.

-  Perfeccionamiento de normas sobre incumplimiento y quebrantamiento.

2.  El costo del proyecto en Gendarmería de Chile, implica un mayor gasto de:











Miles $ 2008

Gastos en Operación en régimen:

  - Gastos en Personal





2.081.087

  - Bienes y Servicios de Consumo



   374.596

  - Arriendos







   520.800

  - Informática (arriendo PC's)




   156.240

  - Proyectos de trabajo comunitario



1.484.653

  - Sistema de monitoreo a distancia



1.410.648

  




  TOTAL



6.028.024

Gastos por una vez:

  -  Capacitación inicial





    21.700

  -  Habilitaciones 






  217.000

  -  Equipamiento






  225.680






  TOTAL



  464.380





COSTO TOTAL



6.492.404

3.  El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.

INFORME FINANCIERO - SUSTITUTIVO

N° 82

08.10.2009

INDICACIÓN SUSTITUTIVA AL PROYECTO DE LEY TENDIENTE A MODIFICAR LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

(BOLETÍN N° 5.838-07).
1.  La indicación introduce modificaciones a la Ley N° 18.216 y al D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

- enfatiza que las medidas alternativas no constituyen un beneficio, sino una pena y suponen el cumplimiento de determinadas condiciones para su procedencia y permanencia.

- amplía el catálogo de medidas alternativas incorporando la "libertad vigilada especial".

- posibilita la utilización de un sistema de monitoreo electrónico a distancia como mecanismo de control a los condenados a penas superiores a 540 días y que no excedan de 5 años, respecto de delitos contra las personas en contexto de violencia intrafamiliar y delitos sexuales.

- perfecciona normas sobre incumplimiento y quebrantamiento.

2. La indicación implica un mayor gasto, de acuerdo a lo siguiente:











Miles $ 2009

Gastos de Operación en régimen: 

Gastos en Personal






2.950.760

Bienes y Servicios de Consumo




   531.137

Arriendos







   603.002

Informática (arriendo PC's)




   180.720

Sistema de monitoreo a distancia



1.687.455






  TOTAL



5.953.074

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial





     25.100

- Habilitaciones






   251.000

- Mobiliario y equipos





   261.040






  TOTAL



   537.140





COSTO TOTAL



6.490.214

3.  El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.
INFORME FINANCIERO - SUSTITUTIVO

N° 66

18.08.2010

INDICACIÓN SUSTITUTIVA AL PROYECTO DE LEY TENDIENTE A MODIFICAR LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

(BOLETÍN N° 5.838-07).
1.- La indicación introduce modificaciones a la indicación sustitutiva al proyecto de ley en actual tramitación, el que, a su vez, modifica la Ley N° 18.216, y el D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

-  establece un Sistema de Penas Sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de la libertad.

-  establece causales de improcedencia para la aplicación de penas sustitutivas.

-  diversifica el catálogo de penas sustitutivas, incorporando dos nuevas penas: la reclusión parcial, en reemplazo de la reclusión nocturna, en las modalidades de reclusión diurna, nocturna y de fin de semana y la libertad vigilada intensiva, que consistirá en una versión más intensa de la libertad vigilada, y se aplicará por el juez sobre la base de dos criterios: la penalidad asignada al delito y su lesividad, y atendiendo al perfil criminológico del condenado.

- obligación de asistencia a programas de rehabilitación por consumo problemático de drogas y alcohol.

- sistema de monitoreo telemático, como forma de control del cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria y de la libertad vigilada intensiva, en los casos de condenados por delitos de violencia intrafamiliar o por delitos sexuales, y en el caso de régimen de pena mixta.

2.  La indicación implica un mayor gasto, de acuerdo a lo siguiente:











Miles $ 2010

Gastos de Operación en régimen:  

- Gastos en Personal





  4.560.828

- Bienes y Servicios de Consumo




     751.204

- Arriendos







  1.240.672

- Informática (arriendo PC’s)




     605.346

- Sistema de monitoreo a distancia



16.428.300






TOTAL



23.586.350

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial





     103.200

- Habilitaciones






     581.884

- Mobiliario y equipos





     446.950






TOTAL



  1.132.035




     COSTO TOTAL




24.718.385

3.  El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.

INFORME FINANCIERO – COMPLEMENTARIO

N° 26

22.03.2011

INDICACION A LA INDICACION DEL PROYECTO DE LEY TENDIENTE A MODIFICAR LA LEY N" 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

(BOLETIN N° 5838-07)

1.  La indicación introduce modificaciones a la indicación sustitutiva al proyecto de ley en actual tramitación, el que, a su vez, modifica la Ley N° 18.216; y el D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

- establece una nueva pena sustitutiva a la pena privativa de libertad igual o inferior a un año de duración, la cual se cumple mediante la realización de labores no remuneradas a favor de la colectividad o de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.

- Gendarmería de Chile facilitará el trabajo en beneficio de la comunidad, para lo cual podrá establecer los convenios que estime pertinentes con organismos públicos y privados.

- establece que el condenado deberá consentir con la aplicación de dicha pena.

- establece las condiciones y procedimientos a los que se sujeta la nueva pena sustitutiva, tanto para acceder a ella, como para determinar su incumplimiento o revocación por parte del juez.
2.  La indicación implica un gasto máximo de $ 1.503.533 miles para un universo estimado de 6.023 internos que podrían acceder al beneficio de Trabajo Comunitario, de acuerdo al siguiente detalle:











Miles $ 2011

Gastos de Operación en régimen:

- Gastos en Personal





1.096.034

- Bienes y Servicios de Consumo




   402.121

- Programas Informáticos





     21.000







TOTAL


1.519.155

Gastos por una vez:

- Vehículos







  384.000

- Habilitaciones






  405.654

- Informática (plataforma web de control)


    10.000

- Mobiliario y equipos





    88.400







TOTAL


  888.054

Ahorro por salida de internos de las unidades penales:
  903.676





     COSTO NETO



1.503.533

3.  El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.


A las indicaciones presentadas por el Ejecutivo el día 19 de enero de 2012, se acompañó un informe financiero sustitutivo del siguiente tenor:

“INFORME FINANCIERO SUSTITUTIVO

N° 11

18.01.2012

PROYECTO DE LEY TENDIENTE A MODIFICAR LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE LIBERTAD

(BOLETÍN N° 5.838-07)

(MENSAJE N° 452-359)

I.  Antecedentes


1. Durante el año 2010 se ingresó una indicación sustitutiva al proyecto de ley tendiente a modificar la Ley N° 18 216, y el D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, y que en lo sustantivo establecía:


- Un sistema de penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de la libertad.


- Causales de improcedencia para la aplicación de penas sustitutivas.


- Diversificaba el catálogo de penas sustitutivas, incorporando dos nuevas penas: la reclusión parcial, en reemplazo de la reclusión nocturna, en las modalidades de reclusión diurna, nocturna y de fin de semana y la libertad vigilada intensiva, que consistirá en una versión más intensa de la libertad vigilada, y se aplicará por el juez sobre la base de dos criterios: la penalidad asignada al delito y su lesividad, y atendiendo al perfil criminológico del condenado.


- La obligación de asistencia a programas de rehabilitación por consumo problemático de drogas y alcohol.


- Un sistema de monitoreo telemático, como forma de control del cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria y de la libertad vigilada intensiva, en los casos de condenados por delitos de violencia intrafamiliar o por delitos sexuales, y en el caso de régimen de pena mixta.


Esta indicación se tramitó con el correspondiente Informe Financiero.


2.  El año 2011 se ingresó a trámite una indicación para establecer una nueva pena sustitutiva a la pena privativa de libertad igual o inferior a un año de duración, la cual se cumple mediante la realización de labores no remuneradas a favor de la colectividad o de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.  Asimismo, establece las condiciones y procedimientos a los que se sujeta la nueva pena sustitutiva, tanto para acceder a ella, como para determinar su incumplimiento o revocación por parte del juez.


Esta indicación se tramitó con el correspondiente Informe Financiero complementario.


3. La actual indicación tiene por objeto la reordenación de algunas normas y la simplificación de procedimientos del proyecto de ley en actual tramitación.  Esta última indicación no irroga mayor gasto fiscal.

II. Efectos del proyecto de ley sobre los Gastos Fiscales


Con el propósito de actualizar el impacto del proyecto de ley sobre los gastos fiscales, a continuación se presenta el gasto agregado de ambos informes financieros previos. Como se señalara en su oportunidad, el proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, según el siguiente detalle:

Gastos de Operación en régimen:



Miles $ 2012
- Gastos en Personal






  6.140.838

- Bienes y Servicios de Consumo




  1.211.102

- Arriendos






  1.317.500

- Informática (arriendo PC's)




     642.832

- Programas Informáticos






       21.588

- Sistema de monitoreo a distancia



17.445.606






TOTAL
26.779.466

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial






    109.591

- Habilitaciones






 1.034.929

- Vehículos






    394.752

- Mobiliario y equipos






    565.503

- Informática (plataforma web de control)


      10.280






TOTAL
 2.115.055

Ahorro por salida de internos de las unidades Penales:
    928.979




  GASTO TOTAL

27.965.542

III.  Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:

Miles de $ 2012

                            Año 1                    Año 2                    Régimen
Gasto Total       14.881.736          18.869.505               25.850.487”.






Con fecha 3 de enero de 2012, en atención a lo requerido por la Comisión, el Ejecutivo presentó los antecedentes que a continuación se transcriben en materia de creación de los cargos requeridos por la iniciativa en estudio:

“RECURSOS HUMANOS Y PROGRAMAS DE REINSERCIÓN EN LA REFORMA A LA LEY 18.216

I. SOBRE CARGOS A CONTRATAR AUTORIZADOS POR INFORMES FINANCIEROS DEL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY 18.216


Los cupos que los informes financieros del proyecto de ley que modifica la Ley Nº 18.216 autorizan para la contratación de personal, son los siguientes, con su correspondiente asignación presupuestaria:

	Áreas


	Grado a contratar
	Número de cargos
	Costo anual de nuevos cargos en M$

	Delegados de Libertad Vigilada
	16º
	287
	3.106.524

	Viáticos D.L.V.
	
	
	155.326

	Controladores del monitoreo telemático (Profesionales y Técnicos)
	Profesionales 9º


	20


	394.415

	
	Técnicos 17º
	172
	1.096.118

	Delegados de Prestación de Servicios en beneficio de la comunidad (PSBC)
	16º
	48
	549.305

	Viáticos Delegados PSBC
	
	
	12.377

	Coordinador Nacional de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	12º
	1
	16.182

	Coordinadores Territoriales de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	15º
	25
	311.523

	Choferes para vehículos asignados a la Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	18º
	32
	206.646

	Total de cargos a contratar
	585


	5.848.414


II. PROGRAMAS DE INTERVENCIÓN PARA LA REINSERCIÓN SOCIAL DE PERSONAS CONDENADAS A LIBERTAD VIGILADA Y LIBERTAD VIGILADA INTENSIVA Y RECURSOS HUMANOS ASOCIADOS


Actualmente la Libertad Vigilada del Adulto (LVA) se caracteriza por la asistencia del condenado a un Centro de Reinserción Social a cargo de Gendarmería de Chile, donde profesionales de las áreas de las ciencias sociales, cumpliendo la función de Delegados de Libertad Vigilada, son los responsables de dar cumplimiento a la pena, a través del establecimiento de un plan de intervención individual.


Al respecto, es pertinente consignar la existencia de variados enfoques de intervención sujetos a la discrecionalidad de los profesionales, que relevan las estrategias de control y las derivaciones a la red social por sobre intervenciones focalizadas en aquellas variables que condicionan y potencian el comportamiento delictual.


Lo anterior ha generado que la Libertad Vigilada se dimensione como una medida principalmente de control y no como una instancia de intervención personalizada que contribuya de manera eficaz a la  disminución de la reincidencia y por consiguiente a la reinserción social del penado.


En este sentido, y en el marco de las actuales modificaciones a la Ley 18.216, se ha propuesto modificar la forma de trabajo en la Libertad Vigilada, con la finalidad de fortalecer los procesos de intervención que contribuyan a la reinserción social de los penados, a través de la implementación de programas que posicionen intervenciones diferenciadas y basadas en el componente delictual de la población atendida.

1. Modelo de intervención y programas de rehabilitación propuestos para la reinserción social de los penados en el marco de las modificaciones a la Ley 18.216.


El modelo de intervención que se busca implementar tiene por finalidad contrarrestar la actual discrecionalidad que caracteriza las intervenciones realizadas en la Libertad Vigilada. Para esto, se ha optado por un modelo que estructura y ordena las acciones que los delegados deben efectuar con los penados en pos de una reinserción social efectiva, a través de la aplicación de instrumentos estandarizados y protocolos de intervención validados que permitan disminuir las probabilidades de reincidencia y frenar por esta vía, el desarrollo de carreras delictivas en aquellas personas que ingresan al sistema penal.


Para estos efectos, se incorporará el Modelo de Riesgo-Necesidad-Responsividad (RNR) desarrollo por Andrews & Bonta (1990), como eje articulador de todo el proceso de reinserción. Este modelo ha sido implementado en diversos países tales como Estados Unidos, Inglaterra, Canadá y España, en donde se ha reportado su efectividad en la disminución de las tasas de reincidencia. Este modelo se inscribe dentro de las prácticas basadas en la evidencia, al focalizarse en aquellos factores relacionados con la aparición y mantenimiento de la actividad delictual y en el desarrollo de competencias prosociales.


La adaptación del modelo RNR en la Libertad Vigilada contempla los siguientes aspectos:

1. Contar con un instrumento para la evaluación del riesgo de reincidencia de los penados a fin de establecer una clasificación de sus probabilidades de reincidencia, sea esta baja, media o alta, para establecer el tipo de intervenciones y la periodicidad de las mismas.


Para esto, se encuentra en proceso de validación el instrumento LS/CMI (Level of Service/ Case Management Inventory), el cual será utilizado por los delegados a fin de establecer aquellas áreas deficitarias que requieren ser abordadas durante la permanencia del penado en la pena y elaborar el plan de intervención individual.

En aquellos penados por delitos sexuales y de violencia contra la pareja se aplicará además un instrumento especialmente diseñado para la valoración del riesgo de reincidencia sexual y de VIF, tales como el Sexual Violence Risk (SVR-20) y el Spousal Apraissal Risk Assessment (SARA), respectivamente.

2. Diseño e implementación de una oferta programática que permita abordar las áreas deficitarias evaluadas por el instrumento y tendientes a disminuir el riesgo de reincidencia. Los programas que se contemplan serán ejecutados en todos los Centros de Reinserción de Gendarmería (CRS) del país por los delegados y son los siguientes:

a) Programa especializado para ofensores sexuales.

b) Programa especializado para agresores en el contexto de violencia intrafamiliar.

c) Programa de competencias sociales para desarrollar habilidades de desenvolvimiento en distintas esferas: familiar, laboral, educacional y social (Este tipo de programa es considerado una práctica efectiva para disminuir la reincidencia según la evidencia internacional).

d) Programa de razonamiento crítico centrado principalmente en la resolución de conflicto y estrategias de afrontamiento ajustadas socialmente que faciliten su reinserción social. (Este tipo de programa es considerado una práctica efectiva para disminuir la reincidencia según la evidencia internacional).


En la actualidad se realizan los siguientes programas en algunos CRS, los cuales seguirán ejecutándose bajo este nuevo modelo, los que también reciben a beneficiarios de otras medidas alternativas (Reclusión Nocturna y Remisión Condicional):

a) Programa laboral que gestiona cupos de capacitación para los penados y/o su colocación laboral.
b) Comunidad Terapéutica Ambulatoria (CTA) que entrega tratamiento de rehabilitación en drogas y alcohol.

3. Coordinaciones con la red intersectorial para la derivación de aquellos penados que requieran de una atención e intervención en los siguientes ámbitos: rehabilitación de drogas y alcohol, salud mental, nivelación escolar, acceso a beneficios sociales, etc.

4. El desarrollo de una capacitación a todos los delegados de libertad vigilada respecto al modelo, el instrumento y los programas de intervención para garantizar la efectividad de las modificaciones a la ley y fortalecer los procesos de intervención desarrollados en esta pena.


De acuerdo con lo anterior, se busca establecer mecanismos eficaces de supervisión e intervención que permitan entregar una intervención individualizada a los condenados a la pena de Libertad Vigilada y Libertad Vigilada Intensiva que permita disminuir sus factores de riesgo delictual para favorecer su reinserción social.

2. Profesionales a cargo del proceso de reinserción social


2.1 Supervisor Técnico: Para facilitar las labores tendientes a la reinserción social de los penados y relevar el componente de intervención por sobre el de control, se incorpora una nueva función en los CRS, creándose la figura de Supervisor Técnico, quien estará a cargo de cautelar el proceso de intervención acorde a los lineamientos establecidos. Este cargo se contempla dentro de la dotación de Delegados de Libertad Vigilada.


Inicialmente, se espera contar con un Supervisor Técnico radicado en cada CRS del país, sin perjuicio que dependiendo de las características de éste, entiéndase número de profesionales y población atendida, pudiese ser más de uno.


Lo anterior dependerá del Estudio de Proyección de Demanda distribuido por cada CRS, que actualmente trabaja el Departamento de Estudios de Gendarmería en conjunto con el Ministerio de Justicia, cuyo informe final se entrega a fines de febrero de 2012.


Así, considerándose la existencia actual de 33 CRS a lo largo del país, se contempla la dotación total de 33 Supervisores Técnicos.


Por otra parte, se busca especializar las funciones de los profesionales Delegados de Libertad Vigilada, a fin de optimizar el manejo de los casos y la eficiencia del trabajo de reinserción social. De este modo, los profesionales se desempeñarán como Delegados Gestores de Caso, o bien, como Delegados Especializados (encargados de programa).



2.2.- Delegado Gestor de Casos (DGC): será responsable de la conducción del proceso de cumplimiento, cautelando la debida atención de los requerimientos en materia de reinserción social del penado, con excepción de aquellos condenados por delitos sexuales o delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar (VIF), pues en estos casos los penados quedarán sujetos al delegado especializado, quien a su vez será el Delegado Gestor de Casos. Para esto, deberá en primera instancia realizar la evaluación diagnóstica cuyo principal objetivo es obtener información respecto de las necesidades criminógenas, los factores protectores y la capacidad de respuesta del penado, a fin de determinar el potencial riesgo de reincidencia y establecer el plan de intervención a desarrollar. Posteriormente, realizará las respectivas derivaciones sean estas a la red pública o bien a la oferta programática disponible en el CRS, manteniendo las respectivas coordinaciones. La ratio de penados por delegados gestores aún debe definirse de acuerdo a las proyecciones de la población del Estudio de Proyección de Demanda, aunque hasta el momento se tiene contemplado, considerando una ratio de 1 Delegado Gestor de Caso por cada 40 penados, con un total de 326 delegados.


2.3.- Delegado Especializado o encargado de programas (DE): será el responsable de ejecutar la oferta programática diseñada para aquellos penados que requieran de una intervención especializada y/o de mayor intensidad. En consecuencia, estos delegados tendrán a su cargo a los penados les hayan sido derivados en función de la evaluación diagnóstica realizada por el Delegado Gestor de Casos, por haber sido evaluados de mediano y alto riesgo de reincidencia, y aquellos penados que hayan sido condenados por delitos sexuales o delitos cometidos en contexto de violencia intrafamiliar (VIF), quienes podrán asistir a los programas de intervención antes mencionados, de conformidad a lo siguiente. Así, es posible distinguir dos tipos de Delegados Especializados:

a) Delegados Especializados para medio y alto riesgo de reincidencia: en este caso, no hay una ratio determinada a priori para el delegado, ya que su carga laboral estará determinada en función de la cantidad de programas en ejecución y el número de participantes que asistan. Sin perjuicio de lo anterior, se considera inicialmente una dotación de 93 delegados especializados.

b) Delegados Especializados para delitos sexuales y VIF: respecto de este grupo, como se ha señalado anteriormente, también serán gestores de casos. Se considera por el momento una dotación de 91 delegados de este tipo, con una relación de 1 delegado por cada 30 penados.

3. Resumen Dotación personal para Libertad Vigilada:

Profesionales a contratar: 287

Profesionales actuales: 256

Total de profesionales: 543

Estos 543 profesionales se distribuirán de la siguiente forma:

	Tipo de Profesional
	Número

	Supervisor Técnico
	33

	Gestor de Caso
	326

	Delegado Especializado para alto y mediano riesgo
	93

	Delegado Especializado para delitos sexuales y VIF
	91


4. Modelo de Intervención para Libertad Vigilada

Conforme a lo señalado, en el siguiente gráfico se muestra el proceso de intervención para libertad vigilada:
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III. POBLACIÓN CONDENADA A LIBERTAD VIGILADA CON CONSUMO DE DROGAS: ESTIMACIÓN DE DEMANDA E INTERVENCIÓN

1. En cuanto a la estimación de demanda


El consumo problemático de drogas de población condenada a penas alternativas a la prisión, es abordado exclusivamente en el caso de la pena de Libertad Vigilada (entiéndase Libertad Vigilada Simple e Intensiva), pues esta pena sustitutiva contempla además del control del sujeto, planes de intervención que respondan, a través de programas específicos, a las necesidades criminógenas y no criminógenas que explican la conducta delictiva. Dentro de los programas de intervención que se esperan ofrecer para esta población, se encuentra la intervención para personas con consumo problemático de drogas.


Es así como, a fin de abordar esta problemática bajo una misma institucionalidad y considerando las semejanzas en los procesos de seguimiento judicial y de intervención, es que se ha estimado pertinente radicar la intervención de consumo problemático de drogas de población en Libertad Vigilada, bajo el modelo de Tribunales de Tratamiento en Drogas (TTD).


Cabe señalar que actualmente se encuentra en plena ejecución el trabajo por separado de una mesa legal y técnica que está discutiendo y resolviendo los diversos aspectos que se necesita definir para institucionalizar y ampliar dichos Tribunales, hoy instalados sólo como experiencias pilotos en algunas regiones del país. A esta mesa, liderada por el Ministerio de Justicia, se integran representantes del SENDA, Ministerio Público, Poder Judicial, Defensoría Penal Pública, Servicio Nacional de Menores, Gendarmería de Chile y Fundación Paz Ciudadana.


Si bien el objetivo de esta mesa particularmente busca avanzar hacia la ampliación de cobertura e institucionalización de estos tribunales, aplicando el tratamiento por consumo problemático básicamente para casos de suspensión condicional del procedimiento, se está trabajando actualmente entre el Ministerio de Justicia, Gendarmería de Chile y SENDA en una nueva estimación de demanda de población en Libertad Vigilada que presenta consumo problemático de drogas, pues un primer paso a realizar es conocer la demanda de tratamiento, para luego decidir en base a dicha estimación, la forma más pertinente de proveer la cobertura, así como los tipos de tratamiento que requeriría principalmente esta población.


En razón de lo anterior, actualmente se desarrolla el diseño de un estudio de estimación de demanda de población en Libertad Vigilada del Adulto con consumo problemático de drogas, para ser ejecutado durante el mes de marzo de 2012. Se contempla inicialmente una capacitación de delegados de libertad vigilada fijada para la primera semana de marzo de 2012, para luego, durante las tres siguientes semanas, realizar éstos un trabajo en terreno de aplicación de instrumento de sospecha diagnóstica que permita levantar la información acerca de la actual población sujeta a libertad vigilada. Se espera tener el informe final para la primera quincena de abril.


El estudio consiste básicamente en la aplicación de un instrumento diagnóstico llamado ASISST a una muestra representativa a nivel nacional, proporcional por zonas geográficas, de 370 condenados a Libertad Vigilada del Adulto. Para esto, se tiene considerado que profesionales de SENDA realicen una capacitación sobre el instrumento en cuestión a delegados (psicólogos) de Libertad Vigilada de los distintos Centros de Reinserción Social de Gendarmería de Chile del país.


Respecto del instrumento ASSIST (Alcohol, Smoking and Substance Involvement Screening Test), fue desarrollado para la Organización Mundial de la Salud (OMS) por un grupo internacional de investigadores y médicos como una herramienta técnica para ayudar a la identiﬁcación temprana de riesgos para la salud y trastornos debido al uso de sustancias en la atención primaria de salud, la atención médica general y otros entornos. El objetivo del proyecto OMS ASSIST es brindar apoyo y promover la prueba de detección de consumo e intervenciones breves del uso de sustancias psicoactivas por profesionales de la salud para facilitar la prevención, la identiﬁcación temprana y el manejo de los trastornos de uso de sustancias en los sistemas de atención de la salud con el objetivo principal de reducir la carga de morbilidad que se atribuye al uso de sustancias en el mundo.


La versión 3.1 de la prueba ASSIST consiste en un cuestionario en versión de papel y lápiz dirigido a los usuarios de sustancias y que debe ser administrado por un profesional de la salud o, en su defecto, un profesional psicólogo con una adecuada capacitación. El cuestionario consta de ocho preguntas y llenarlo toma aproximadamente entre 5 y 10 minutos. El diseño de la prueba es culturalmente neutral, por lo que puede utilizarse en una gran variedad de culturas para detectar el consumo de las siguientes sustancias: tabaco, alcohol, cannabis, cocaína, estimulantes de tipo anfetamina, inhalantes, sedantes o pastillas para dormir (benzodiacepinas), alucinógenos, opiáceos y otras drogas.


Sin embargo, previamente, Fundación Paz Ciudadana realizó un estudio sobre estimación del presupuesto general para la implementación del programa Tribunales de Tratamiento en Drogas a nivel nacional, encargado por Ministerio de Justicia, y en él se realizó, entre otras, una estimación de la cantidad de personas que bajo Libertad Vigilada del Adulto requerirían tratamiento en drogas y, por lo tanto, participarían del programa TTD.


El total de personas que se calculó en este estudio para el año 2010 como futura demanda por consumo problemático de drogas en Libertad Vigilada a nivel nacional es 1.437.


La forma como se calculó esta cifra es en base a la población que el año 2009 ingresó a la medida de Liberad Vigilada, a la cual se le aplicó en términos porcentuales los datos reportados por la duplas psicosociales en los actuales procedimientos realizados en los pilotos TTD. Es así como a la cifra total de ingresados a Libertad Vigilada, se le aplicaron los siguientes filtros: prevalencia de consumo de drogas, proporción de encuestados por las duplas psicosociales, proporción de encuestados con sospecha positiva de consumo de droga, proporción de personas con sospecha positiva que decide ingresar al programa, y proporción de personas que adhieren exitosamente al tratamiento. Estos filtros corresponden al flujo de proceso que debe recorrer un beneficiario cuando ingresa a un programa TTD, exceptuando el primero, a saber, prevalencia de consumo.


Es importante destacar que la población a través de la cual se obtuvieron los porcentajes aplicados en este estudio para calcular la estimación de demanda en Libertad Vigilada es la que presenta el programa TTD para las personas con Suspensión Condicional del Procedimiento, por lo tanto, puede que haya diferencias en términos de consumo de drogas por corresponder a poblaciones distintas, una condenada y otra no condenada, sólo imputada. De ahí entonces la necesidad de realizar un nuevo estudio, que permita determinar finalmente los cupos requeridos para esta población.

2. En cuanto a la intervención


El proyecto de reforma a la ley 18.216 propone establecer filtros adecuados para llegar finalmente a decretarse la obligación de un tratamiento. Lo anterior, pues se busca priorizar aquellos casos donde realmente exista un consumo problemático, con la finalidad de manejar eficientemente los recursos destinados para ello.


Por lo anterior, se propone que sólo se pueda decretar un tratamiento si existe una evaluación médica que así lo determine. Sin embargo, para ello se requiere que el juez lo decrete, a solicitud de las partes, si existen antecedentes para ello. Con la finalidad de no hacer ilusoria la concurrencia del imputado a dicha evaluación, se permite considerar su negativa o inasistencia a la evaluación como antecedente para negar la imposición de una libertad vigilada, imponiéndose, en consecuencia, una pena privativa de libertad.


En caso de decretarse el tratamiento, y basándose en el modelo de Tribunales de Tratamiento de Drogas, se contempla la realización de audiencias bimensuales de seguimiento.


Al enmarcarse el tratamiento dentro del Plan de Intervención Individual, el delegado de Libertad Vigilada coordinará con el respectivo centro de tratamiento la ejecución del mismo y reportará en estas audiencias sus avances y resultados.


Por último, el proyecto contempla diversas modalidades de tratamiento: la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. Cualquiera que fuera la modalidad decretada por el tribunal, el plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva.

I. SOBRE EL PERSONAL DESTINADO A MONITOREO TELEMÁTICO


Actualmente, el Ministerio de Justicia junto con Gendarmería han elaborado un organigrama del futuro Departamento a cargo del control de Monitoreo Telemático, que se expone a continuación:
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Con lo anterior, se ha podido concluir que el personal solicitado puede resultar menor a los cargos inicialmente contemplados en el presupuesto inicial, toda vez que de acuerdo a la experiencia comparada los monitores asociados al control telemático, donde inicialmente se contemplaban 192, debiesen ser menos. Así, se contempla la destinación de 25 monitores por turno (100 en total). Actualmente, el Ministerio de Justicia se encuentra revisando estas modificaciones que permitirían cubrir otras áreas para la implementación de la ley 18.216, tales como el establecimiento de los Supervisores Técnicos para la Libertad Vigilada, ya explicados anteriormente, o bien para el reforzamiento de personal administrativo en los distintos CRS para cubrir la mayor demanda de población atendida que tendrán estas unidades y la necesaria coordinación con los Tribunales de Justicia.

II. SOBRE EL PERSONAL DESTINADO A LA PENA DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS EN BENEFICIO DE LA COMUNIDAD (PSBC)


De acuerdo a lo que se ha señalado al inicio de este documento, el personal destinado a PSBC corresponde al siguiente:

	TIPO DE PERSONAL
	NÚMERO

	Delegados de Prestación de Servicios en beneficio de la comunidad (PSBC)
	48

	Coordinador Nacional de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	1

	Coordinadores Territoriales de Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	25

	Choferes para vehículos asignados a la Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
	32



Es importante señalar que si bien los recursos solicitados implican la contratación de sólo 48 delegados de PSBC, lo cierto es que en definitiva serán 142 delegados de PSBC. Los restantes cupos serán provistos por aquellos funcionarios que actualmente se desempeñan en funciones que con la modificación a la Ley N° 18.216 no se necesitarán, tales como los Diagnosticadores, que son aquellos funcionarios encargados actualmente de elaborar los informes presentenciales.”.

- - -

MODIFICACIONES PROPUESTAS


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Nº 2


Reemplazar el artículo 1º por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva. 


e) Expulsión. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos en que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Tampoco podrá el tribunal aplicar las penas señaladas en el inciso primero a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.


Para los efectos de esta ley, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”. (Indicación Nº 6, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0. Letras a), b) y c) de la indicación Nº 1 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobadas con modificaciones, unanimidad 5x0, salvo su inciso tercero, mayoría, 4x1 en contra).

- - -

Nº 3, nuevo


Incorporar, a continuación del Nº 2 del artículo 1º, el siguiente Nº 3, nuevo:


“3) Sustitúyese, en el artículo 2º, la frase “en el Título III de la ley Nº 15.231” por “en la ley Nº 18.287”.”. (Indicación Nº 8, unanimidad 5x0).

- - -

Nº 3


Pasa a ser Nº 4, reemplazándose la denominación del Título I por la siguiente:


"De la remisión condicional y de la reclusión parcial" 

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Nº 4


Pasa a ser Nº 5, sin modificaciones.

Nº 5


Pasa a ser Nº 6, sin enmiendas.

Nº 6


Pasa a ser Nº 7, reemplazado por el siguiente:


“7) Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.- La remisión condicional podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;


c) Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir, y


d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hicieren innecesaria una intervención o la ejecución efectiva de la pena.


Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.”. (Indicación Nº 10 aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0. Indicación Nº 11 aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0. Indicación Nº 2 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Nº 7


Pasa a ser Nº 8, sustituido por el siguiente:


“8) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5°.- Al imponer esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de la duración de la pena, con un mínimo de un año y un máximo de tres, e impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesto por el condenado. Éste podrá ser cambiado, en casos especiales, según la calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y a la asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”. (Indicaciones Nos 12 y 13 aprobadas con enmiendas, unanimidad 5x0. Indicación Nº 3 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Nº 8


Pasa a ser Nº 9, sin modificaciones.

Nº 9


Pasa a ser Nº 10, sin enmiendas.

Nº 10


Pasa a ser Nº 11, sustituyéndose, en el encabezado del inciso primero del artículo 7º, la preposición “con” por “a”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Nº 11


Pasa a ser Nº 12, con las siguientes modificaciones:


En la letra a) del artículo 8º, reemplazar las formas verbales “imponga” y “excede” por “impusiere” y “excediere”, respectivamente.


En la letra b) del mismo artículo, sustituir la forma verbal “ha” por “hubiere” las dos veces que aparece, y los términos “exceda” y “excedan” por “excediere” y “superaren”, respectivamente.


En la letra c) del artículo 8º, reemplazar la expresión “permiten” por “permitieren”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento el Senado, unanimidad 4x0).

Nº 12


Pasa a ser Nº 13, sin modificaciones.

Nº 13


Pasa a ser Nº 14, sin enmiendas.

Nº 14


Pasa a ser Nº 15, con las siguientes modificaciones:


Sustituir el encabezado del Párrafo 3º por el siguiente:

"Párrafo 3°

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad”
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento el Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 10


Agregar, en el inciso segundo del artículo 10, los términos “de Chile” a continuación de “Gendarmería”, y la expresión “sin fines de lucro” a continuación de la palabra “privados”. (indicación Nº 15 aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).


Eliminar el inciso tercero del artículo 10 intercalado. (Indicaciones Nos 16 y 17 aprobadas, unanimidad 5x0).

Artículo 11


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) Si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a trescientos días.


b) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena,  así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.


c) Si concurriere la voluntad del condenado de someterse a esta pena. El juez deberá informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento.


Esta pena procederá por una sola vez y únicamente para el caso en que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.”. (Indicación Nº 18 aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0. Indicaciones Nos 19, 20 y 21 aprobadas con modificaciones, unanimidad 5x0. Letra a) de la indicación Nº 4 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Artículo 12


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 12.- La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitieren sostener que trabaja o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo del condenado.”. (Indicación Nº 22 aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Artículo 12 bis


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar su cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada, el lugar donde ella se llevará a cabo, el tipo de servicio que se prestará y el calendario de su ejecución. El mencionado tribunal notificará lo anterior al Ministerio Público y al defensor.”. (Indicación Nº 23 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0. Letra b) de la indicación Nº 4 del 19/1/2012, del Ejecutivo, unanimidad 4x0).

Artículo 12 ter, nuevo


Intercalar como tal, el siguiente:


“Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.  


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional reconocidos por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras.”. (Letra c) de la indicación Nº 4 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

Nº 15


Pasa a ser Nº 16, con las siguientes modificaciones:


En el encabezado del inciso primero del artículo 13, reemplazar la palabra “estén” por “esté”.


En las letras a) y b) del inciso primero del mismo artículo, sustituir la forma verbal “pertenece” por “perteneciere”.


En el inciso tercero del artículo 13, reemplazar las formas verbales “deja” y “reste” por “dejare” y “restare”, respectivamente. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 17, nuevo


Intercalar un Nº 17, nuevo, del siguiente tenor:


“17) Incorpórase, como artículo 13 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento durante el período que dure su ejecución.


Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.”. (Indicaciones Nos 24 y 25 aprobadas con modificaciones, unanimidad 5x0. Letra d) de la indicación Nº 4 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 16


Pasa a ser Nº 18, reemplazándose el epígrafe del Título II por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Nº 17


Pasa a ser Nº 19, sustituyéndose el epígrafe del Párrafo 1º por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
Nº 18


Pasa a ser Nº 20, reemplazándose el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de una intervención individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales.“. (Indicaciones Nos 26, 27 y 28 aprobadas con modificaciones, unanimidad 5x0).

Nº 19


Pasa a ser Nº 21, sustituyéndose el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no excediere de tres, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”. (Indicaciones Nos 29, 30 y 31 aprobadas con enmiendas, unanimidad 5x0. Indicación Nº 5 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

Nº 20


Pasa a ser Nº 22, reemplazándose el artículo 15 bis por el siguiente:


“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a tres años y no excediere de cinco, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”. (Indicaciones Nos 32, 33 y 34, unanimidad 4x0. Indicación Nº 6 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 23, nuevo


Incorporar, a continuación, el siguiente Nº 23, nuevo:


“23) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que hubiere sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la rehabilitación y reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, la participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial, e indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior por un máximo de 60 días.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado ha dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.”. (Indicaciones Nos 35 y 40, e indicación Nº 7 de 19/1/2012, del Ejecutivo, todas aprobadas con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 21


Pasa a ser Nº 24, reemplazado por el siguiente:


“24) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al condenado las siguientes condiciones:

 
a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;


b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta y las  instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada;


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”. (Indicación Nº 36 e indicación Nº 8 de 19/1/2012, del Ejecutivo, ambas aprobadas con modificaciones, unanimidad 4x0).

Nº 22


Pasa a ser Nº 25, sustituyéndose los artículos 17 bis y 17 ter por los siguientes:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presentare un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponerle, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Si se decretare la evaluación y el imputado se resistiere o negare a la práctica de el o los exámenes correspondientes, el juez podrá considerar dicha resistencia o negativa como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. El plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del plan de intervención individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el delegado informará mensualmente al tribunal respecto del desarrollo del mismo. El juez efectuará un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar bimestralmente a audiencias de seguimiento, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley. 


Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.”. (Indicaciones Nos 37 y 38, y letra a) de la indicación Nº 9 de 19/1/2012, del Ejecutivo, todas aprobadas con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 26, nuevo


Incorporar a continuación un Nº 26, nuevo, del siguiente tenor:


“26) Agregáse un artículo 17 quáter, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 17 quáter.- El control del delegado en las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, se ejecutará en base a las medidas de supervisión que sean aprobadas por el tribunal, las que incluirán la asistencia obligatoria del condenado a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal considerará, especialmente, la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individualizada.”.”. (Letra b) de la indicación Nº 9 de 19/1/2012, del Ejecutivo, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 23


Pasa a ser Nº 27, reemplazado por el siguiente:


“27) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.


Los organismos estatales y comunitarios que otorguen servicios pertinentes a salud, educación, capacitación profesional, empleo, vivienda, recreación y otros similares, deberán considerar especialmente toda solicitud que los delegados de libertad vigilada formularen para el adecuado tratamiento de las personas sometidas a su orientación y vigilancia.”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Nº 24


Pasa a ser Nº 28, sin modificaciones.

- - -

Nº 29, nuevo


Incorporar un Nº 29, nuevo, del siguiente tenor:


“29) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 2º del Título II de la ley por el siguiente:


“De los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 25


Pasa a ser Nº 30, reemplazándose el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”. (Indicación Nº 10 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0)

- - -

Nº 31, nuevo


Incorporar un Nº 31, nuevo, del siguiente tenor:


“31) Intercálase un artículo 20 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:


a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras;


b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial, y 


c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.”. (Indicación Nº 11 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

Nº 32, nuevo


Incorporar, a continuación, un Nº 32, nuevo, del siguiente tenor:


“32) Elimínase, en el artículo 21, la coma (,) que figura después de la expresión “Ministerio de Justicia”, y agrégase, a continuación de la expresión “libertad vigilada”, los términos “y de la libertad vigilada intensiva”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 26


Pasa a ser Nº 33, reemplazándose el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización de los sistemas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, incluyendo los programas, las características y los aspectos particulares que éstos deberán tener. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados de dichos sistemas.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
Nº 27


Pasa a ser Nº 34, sustituyéndose el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre la evolución y cumplimiento del plan de intervención individualizada impuesto por el juez a las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva, quienes informarán al respectivo tribunal al menos trimestralmente.


En todo caso, el tribunal citará a lo menos anualmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y, a lo menos, semestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.


A estas audiencias deberán comparecer el condenado y su defensor.  


En el caso del delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal podrá estimar como suficiente la entrega del informe periódico que se remita por el delegado, salvo que solicite su comparecencia personal.


El Ministerio Público podrá comparecer cuando lo estimare procedente.”. (Indicación Nº 12 del 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

Nº 28


Pasa a ser Nº 35, con las siguientes modificaciones:


Reemplazar, en el epígrafe del nuevo Título III, las expresiones “Monitorero Telemático” por “monitoreo telemático”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 23 bis


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva.


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva prevista en el artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho precepto. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. 


Si se estimare conveniente que la víctima porte un dispositivo de control para su protección, el tribunal requerirá, en forma previa a su entrega, el consentimiento de aquélla. En cualquier caso, la ausencia de dicho consentimiento no obstará a que el tribunal pueda imponer al condenado la medida de monitoreo telemático.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá ser presentado en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere. 


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, podrá ordenar la modificación o cesación de la medida cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.”. (Indicación Nº 41 aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0. Letra a) de la indicación Nº 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0, salvo el inciso cuarto, que fue aprobado por mayoría 4x1 abstención).

Artículo 23 bis A


Incorporar un nuevo artículo 23 bis A, del siguiente tenor:


“Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 33 de esta misma ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.”. (Letra b) de la indicación 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Artículo 23 ter


Reemplazar, en su encabezado, la expresión “debiendo contener dicha orden” por “y contendrá”, y eliminar la coma (,) que la antecede. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 23 quáter


Sustituir, en su inciso primero, los términos “la que” por “institución que”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
Artículo 23 quinquies


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Dicha información le será proporcionada por Gendarmería de Chile, en conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que conociendo, en razón de su cargo, la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena prevista en el inciso primero del artículo 246 del Código Penal.”. (Indicación Nº 42 aprobada con modificaciones, unanimidad 3x0. Letra c) de la indicación Nº 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Artículo 23 sexies


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que dolosamente arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 27 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriere un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.”. (Indicación Nº 45 aprobada con modificaciones, unanimidad  5x0. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

Artículo 23 septies


Eliminar sus incisos segundo y tercero. (Indicación Nº 46, unanimidad 5x0).

Título IV


Sustituir su epígrafe por el siguiente:

“Del incumplimiento y el quebrantamiento”

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
- - -


Incorporar, después del nuevo Título IV, el siguiente párrafo y epígrafe:

“Párrafo 1°

Disposiciones generales”

(Indicación Nº 47, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo 24


Agregar, en su inciso primero, a continuación de la palabra “Gendarmería”, los términos “de Chile”.


Reemplazar su inciso segundo por el siguiente:


“El condenado a una pena sustitutiva deberá presentarse a Gendarmería de Chile dentro del plazo de cinco días, contados desde que estuviere firme y ejecutoriada la sentencia. Si transcurrido el referido plazo el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. Con el mérito de esta comunicación, el juez podrá despachar inmediatamente una orden de detención.”. (Indicación Nº 48 aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

Artículo 25


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento del régimen de ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, se observarán las siguientes reglas:


1.- Tratándose de un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas y atendidas las circunstancias del caso, el tribunal deberá revocar la pena sustitutiva impuesta o reemplazarla por otra  pena sustitutiva de mayor intensidad.


2.- Tratándose de otros incumplimientos injustificados, el tribunal deberá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en establecer mayores controles para el cumplimiento de dicha pena.”. (Letra d) de la indicación Nº 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

Artículo 26


Suprimirlo. (Indicación Nº 49, aprobada con enmiendas, mayoría 3x1 abstención).

Artículo 27


Pasa a ser artículo 26, con el siguiente texto:


“Artículo 26.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo dispuesto en el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.”. (Indicación Nº 50 aprobada con modificaciones, mayoría 3x1 abstención).

Artículo 28


Suprimirlo. (Indicación Nº 51 aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

Artículo 29


Eliminarlo. (Indicación Nº 53 aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

Artículo 30


Pasa a ser artículo 27, sustituido por el siguiente:


“Artículo 27.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el solo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 31


Pasa a ser artículo 28, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 28.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispusiere de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.


Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.“. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -


Incorporar, a continuación del artículo 28, el siguiente párrafo y epígrafe nuevo:

“Párrafo 2°

Normas especiales para la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad”

(Indicación Nº 56 aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

- - -

Artículo 32


Suprimirlo. (Indicación Nº 57, unanimidad 4x0).

Artículo 32 bis


Pasa a ser artículo 29, sustituido por el siguiente:


“Artículo 29.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 32 ter


Pasa a ser artículo 30, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 30.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad cuando expresamente el condenado solicitare su revocación o por aplicación de lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley.


Adicionalmente, podrá revocarla, previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.”. (Indicación Nº 58 aprobada con modificaciones, mayoría 3x1 abstención).

Artículo 32 quáter


Pasa a ser artículo 31, sustituido por el siguiente:


“Artículo 31.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que originalmente se desarrollaba. En este caso, y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -



A continuación del artículo 31, reemplazar el epígrafe del Título V en la forma que se señala:

“TÍTULO V

Del reemplazo de la pena sustitutiva y las penas mixtas”

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -

Artículo 33


Pasa a ser artículo 32, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 32.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá reemplazar la pena conforme a lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por la remisión condicional si se contare con informe favorable de Gendarmería de Chile y el condenado hubiere cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En caso que el tribunal se pronunciare rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, éste no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3x0, salvo el inciso tercero, unanimidad 5x0).

Artículo 34


Pasa a ser artículo 33, sustituido por el siguiente:


“Artículo 33.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la sanción impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registrare otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado hubiere cumplido al menos un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y 


d) Que el condenado hubiere observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


En el caso que el tribunal dispusiere la interrupción de la pena privativa de libertad, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, ésta deberá ser siempre controlada mediante monitoreo telemático.


Para estos efectos, el informe de Gendarmería de Chile a que se refiere el inciso primero, deberá contener lo siguiente:


1) Una opinión técnica favorable que permita orientar sobre los factores de riesgo de reincidencia, a fin de conocer las posibilidades del condenado para reinsertarse adecuadamente en la sociedad, mediante una pena a cumplir en libertad. Dicha opinión contendrá, además, los antecedentes sociales y las características de personalidad del condenado y una propuesta de plan de intervención individual que deberá cumplirse en libertad. Considerará, asimismo, la existencia de investigaciones formalizadas o acusaciones vigentes en contra del condenado.


2) Informe de comportamiento, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


3) Factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, la cual incluirá aspectos relativos a la conectividad de las comunicaciones en el domicilio y la comuna que fije el condenado para tal efecto.


Con lo anterior, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir a Gendarmería de Chile mayores antecedentes respecto a la factibilidad técnica del monitoreo.


En caso de disponerse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal fijará el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva por un período igual al de duración de la pena que al condenado le restare por cumplir. Además, determinará las condiciones a que éste quedará sujeto conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


Si el tribunal no otorgare la interrupción de la pena regulada en este artículo, ésta no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada, remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 32 de esta ley.“. (Indicaciones Nos 59 a 62 aprobadas con modificaciones, unanimidad 3x0. Letra e) de la indicación Nº 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

Artículo 35


Pasa a ser artículo 34, reemplazado por el siguiente:


“Artículo 34.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá sustituir el cumplimiento de dicha pena por la expulsión de aquél del territorio nacional. 


A la audiencia que tenga por objetivo resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta pena y se ordenará la internación del condenado hasta la ejecución de la misma.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al territorio nacional dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplirse el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.”. (Indicaciones Nos 63 y 64 aprobadas con modificaciones, unanimidad 3x0. Letra f) de la indicación Nº 13 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo 35, nuevo


Incorporar como tal, el siguiente:


“Artículo 35.- No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a la persona que hubiere sido condenada con anterioridad por alguno de los crímenes o simples delitos establecidos por las leyes números 20.000, 19.366 y 18.406, en virtud de sentencia ejecutoriada, haya cumplido o no, efectivamente, la condena, a menos que le hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley N° 20.000.”. (Letra a) de la indicación Nº 14 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0).

- - - 

Nº 29


Pasa a ser Nº 36, con las siguientes modificaciones:


Sustituir el encabezado del numeral por el siguiente:


“36) Sustitúyese el Título III, integrado por los artículos 24 a 31, por un Título VI conformado por los siguientes artículos 36 a 40:”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).
TÍTULO VI


Reemplazar su epígrafe por el siguiente:

“Disposiciones generales”

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

Artículo 36


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 36.- El tribunal que impusiere, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que fundaren su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.”. (Indicaciones Nos 65 y 66 aprobadas con enmiendas, unanimidad 5x0).

Artículo 36 bis, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo 36 bis.- Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las penas sustitutivas que contempla la presente ley, serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.”. (Indicación Nº 67 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0).

Artículo 37


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 33, será apelable para ante el tribunal de alzada respectivo, de acuerdo a las reglas generales.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en la sentencia definitiva, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes a su notificación o, si se impugnare además la sentencia definitiva por la vía del recurso de nulidad, se interpondrá conjuntamente con éste, en carácter de subsidiario y para el caso en que el fallo de el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo relativa a la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


Habiéndose presentado uno o más recursos de nulidad, conjuntamente o no con el recurso de apelación, el tribunal a quo se pronunciará de inmediato sobre la admisibilidad de este último, pero sólo lo concederá una vez ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria y únicamente para el evento de que la resolución sobre el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


En caso contrario, se tendrá por no interpuesto.”. (Indicación Nº 68 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0. Letra b) de la indicación Nº 14 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 4x0).

Artículo 38


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley a quienes no hubieren sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que diere origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé el artículo 1° de esta ley por personas que no hubieren sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso primero, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile, y los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.”. (Indicación Nº 69, aprobada con modificaciones, unanimidad 3x0, y letra c) de la indicación Nº 14 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 3x0).

Artículo 39


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación preferente de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.”. (Indicación Nº 70 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0).

Artículo 40


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley no serán aplicables a aquellos adolescentes que hubieren sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal.”.  (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4x0).

- - -

Nº 37, nuevo


Agregar como tal el siguiente:


“37) Deróganse los artículos 1º y 2º transitorios.”. (Indicación Nº 15 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con enmiendas, unanimidad 3x0).

- - -

Artículo 2º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 2º.- Sustitúyense, en el número 2º del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones “alguno de los beneficios de la ley Nº 18.216, como alternativa a la pena principal” por “alguna de las penas de la ley Nº 18.216 como sustitutiva de la pena principal”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

Artículo 3º

Letra a)


Sustituir la expresión “letras a), b) y c) del artículo 17 ter de la ley Nº 18.216” por “letras a), b), c) y d) del artículo 17 ter de la ley Nº 18.216”. (Indicación Nº 71 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0).

- - -

Letra e), nueva


Introducir como tal la siguiente, pasando la actual letra e) a ser letra f):


“e) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 466, la expresión “y su defensor” por “su defensor y el delegado a cargo de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, según corresponda.”. (Indicación Nº 16 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 4x0).

- - -

Letra e)


Pasa a ser letra f), sin enmiendas.

Artículo 4º

Letra b)


Sustituir el número 2 por el siguiente:


“2.- Reemplázase, en la letra f), la frase “sujeta a una de las medidas establecidas” por “que cumpla una de las penas sustitutivas establecidas”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

Artículo 6º


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes enmiendas a la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:


1) Reemplázase, en el epígrafe del Título III, la expresión “nocturna” por “parcial”.


2) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley favorecerá también a los condenados que cumplieren la pena sustitutiva de reclusión parcial.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.”. (Letra c) de la indicación Nº 73 aprobada con enmiendas, unanimidad 5x0. Indicación Nº 17 de 19/1/2012, del Ejecutivo, unanimidad 5x0).

Artículo 7º

Letra a)


Reemplazarla por la siguiente:


“a) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 305 bis C, la frase “o esté suspendida la ejecución de la pena  en virtud de alguno de los beneficios establecidos” por la siguiente: “o cumpliendo alguna de las penas sustitutivas establecidas”.”. (Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 5x0).

Artículo 8º


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia, Reglamento de la Ley N° 18.216. No obstante, las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, en la forma que se indica:


a) La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis de la ley N° 18.216, regirá desde el momento señalado en el encabezado de este precepto. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la misma ley, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b) El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la ley N° 18.216, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), de la misma ley, transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezado de este precepto.


c) La pena mixta prevista en el artículo 33 de la ley N° 18.216, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter de la ley N° 18.216, desde la publicación de la presente ley.


Las adecuaciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuarse dentro de los dieciocho meses siguientes a la publicación de la presente ley.”. (Indicación Nº 74 aprobada con modificaciones, unanimidad 5x0. Indicación Nº 18 de 19/1/2012, del Ejecutivo, unanimidad 5x0).

- - -

Artículo transitorio, nuevo


Incorporar como tal el siguiente:


“Artículo transitorio.- Los requisitos para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva establecidos en la letra a) del artículo 20 bis de la ley N° 18.216, no serán aplicables a los funcionarios de Gendarmería de Chile que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentren habilitados para desempeñar la función de delegados de libertad vigilada.”. (Indicación Nº 19 de 19/1/2012, del Ejecutivo, aprobada con modificaciones, unanimidad 3x0).

- - -


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley en estudio quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY


"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala:


1) Sustitúyese el encabezado de la ley por el siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".


2) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva. 


e) Expulsión. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos en que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Tampoco podrá el tribunal aplicar las penas señaladas en el inciso primero a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.


Para los efectos de esta ley, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”. 

3) Sustitúyese, en el artículo 2º, la frase “en el Título III de la ley Nº 15.231” por “en la ley Nº 18.287”.


4) Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente:

"De la remisión condicional y de la reclusión parcial".


5) Elimínase en el epígrafe del Párrafo 1° la expresión "de la pena".


6) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".


7) Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.- La remisión condicional podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;


c) Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir, y


d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hicieren innecesaria una intervención o la ejecución efectiva de la pena.


Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.



8) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5°.- Al imponer esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de la duración de la pena, con un mínimo de un año y un máximo de tres, e impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesto por el condenado. Éste podrá ser cambiado, en casos especiales, según la calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y a la asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”. 


9) Derógase el artículo 6°.


10) Sustitúyese en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I, la expresión "nocturna" por " parcial".


11) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:


"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme a los siguientes criterios:


1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.


2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día  hasta las seis horas del día siguiente.


3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós  horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.


Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".


12) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo hubiere sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no excediere de dos años, o a más de una, siempre que en total no superaren de dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y


c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.". 


13) Reemplázanse en el artículo 9° las expresiones "computará una noche" por las siguientes: "computarán ocho horas continuas de reclusión parcial".


14) Deróganse los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.


15) Intercálase el siguiente Párrafo 3°, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

"Párrafo 3°

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad

Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería de Chile, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados sin fines de lucro.


Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) Si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a trescientos días.


b) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena,  así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.


c) Si concurriere la voluntad del condenado de someterse a esta pena. El juez deberá informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento.


Esta pena procederá por una sola vez y únicamente para el caso en que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.


Artículo 12.- La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitieren sostener que trabaja o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo del condenado.


Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar su cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada, el lugar donde ella se llevará a cabo, el tipo de servicio que se prestará y el calendario de su ejecución. El mencionado tribunal notificará lo anterior al Ministerio Público y al defensor.


Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.  


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional reconocidos por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras.”


16) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


"Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras esté en servicio, se observarán las normas siguientes:


a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que perteneciere el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y


b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que perteneciere el condenado.


Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el solo hecho de permanecer el condenado en servicio.


Si el condenado dejare de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que restare se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".


17) Incorpórase, como artículo 13 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento durante el período que dure su ejecución.


Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.


18) Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"


19) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 1° por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"


20) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de una intervención individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales.“.


21) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no excediere de tres, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:

 
“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a tres años y no excediere de cinco, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.


23) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que hubiere sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la rehabilitación y reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, la participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial, e indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior por un máximo de 60 días.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado ha dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.


24) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al condenado las siguientes condiciones:

 
a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;


b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta y las  instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada;


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


25) Agréganse los siguientes artículos 17 bis y 17 ter:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presentare un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponerle, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Si se decretare la evaluación y el imputado se resistiere o negare a la práctica de el o los exámenes correspondientes, el juez podrá considerar dicha resistencia o negativa como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. El plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del plan de intervención individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el delegado informará mensualmente al tribunal respecto del desarrollo del mismo. El juez efectuará un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar bimestralmente a audiencias de seguimiento, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley. 


Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.”.


 26) Agregáse un artículo 17 quáter, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 17 quáter.- El control del delegado en las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, se ejecutará en base a las medidas de supervisión que sean aprobadas por el tribunal, las que incluirán la asistencia obligatoria del condenado a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal considerará, especialmente, la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individualizada.”.


27) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.


Los organismos estatales y comunitarios que otorguen servicios pertinentes a salud, educación, capacitación profesional, empleo, vivienda, recreación y otros similares, deberán considerar especialmente toda solicitud que los delegados de libertad vigilada formularen para el adecuado tratamiento de las personas sometidas a su orientación y vigilancia.”.


28) Derógase el artículo 19.


29) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 2º del Título II de la ley por el siguiente:


“De los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva”.


30) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.


31) Intercálase un artículo 20 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:


a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras;


b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial, y 


c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.


32) Elimínase, en el artículo 21, la coma (,) que figura después de la expresión “Ministerio de Justicia”, y agrégase, a continuación de la expresión “libertad vigilada”, los términos “y de la libertad vigilada intensiva”.


33) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización de los sistemas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, incluyendo los programas, las características y los aspectos particulares que éstos deberán tener. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados de dichos sistemas.”.


34) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre la evolución y cumplimiento del plan de intervención individualizada impuesto por el juez a las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva, quienes informarán al respectivo tribunal al menos trimestralmente.


En todo caso, el tribunal citará a lo menos anualmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y, a lo menos, semestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.


A estas audiencias deberán comparecer el condenado y su defensor.  


En el caso del delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal podrá estimar como suficiente la entrega del informe periódico que se remita por el delegado, salvo que solicite su comparecencia personal.


El Ministerio Público podrá comparecer cuando lo estimare procedente.”.


35) Intercálanse los siguientes Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI:

"TÍTULO III

Del monitoreo telemático


Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva. 


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva prevista en el artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho precepto. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. 


Si se estimare conveniente que la víctima porte un dispositivo de control para su protección, el tribunal requerirá, en forma previa a su entrega, el consentimiento de aquélla. En cualquier caso, la ausencia de dicho consentimiento no obstará a que el tribunal pueda imponer al condenado la medida de monitoreo telemático.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá ser presentado en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere. 


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, podrá ordenar la modificación o cesación de la medida cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.


Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 33 de esta misma ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.


Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal y contendrá los siguientes datos:


a) Identificación del proceso;


b) Identificación del condenado;


c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 


d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.


Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, institución que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.


Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Dicha información le será proporcionada por Gendarmería de Chile, en conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que conociendo, en razón de su cargo, la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena prevista en el inciso primero del artículo 246 del Código Penal.


Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que dolosamente arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 27 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriere un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.


Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.


Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministerios de Justicia y de Hacienda. 

TÍTULO IV

Del incumplimiento y el quebrantamiento

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería de Chile respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.


El condenado a una pena sustitutiva deberá presentarse a Gendarmería de Chile dentro del plazo de cinco días, contados desde que estuviere firme y ejecutoriada la sentencia. Si transcurrido el referido plazo el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. Con el mérito de esta comunicación, el juez podrá despachar inmediatamente una orden de detención.


Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento del régimen de ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, se observarán las siguientes reglas:


1.- Tratándose de un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas y atendidas las circunstancias del caso, el tribunal deberá revocar la pena sustitutiva impuesta o reemplazarla por otra  pena sustitutiva de mayor intensidad.


2.- Tratándose de otros incumplimientos injustificados, el tribunal deberá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en establecer mayores controles para el cumplimiento de dicha pena.


Artículo 26.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo dispuesto en el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.


Artículo 27.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el solo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.


Artículo 28.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispusiere de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.


Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.

Párrafo 2°

Normas especiales para la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad


Artículo 29.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.


Artículo 30.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad cuando expresamente el condenado solicitare su revocación o por aplicación de lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley.


Adicionalmente, podrá revocarla, previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.


Artículo 31.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que originalmente se desarrollaba. En este caso, y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.

TÍTULO V

Del reemplazo de la pena sustitutiva y las penas mixtas

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva


Artículo 32.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá reemplazar la pena conforme a lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por la remisión condicional si se contare con informe favorable de Gendarmería de Chile y el condenado hubiere cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En caso que el tribunal se pronunciare rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, éste no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.

Párrafo 2º

De las penas mixtas


Artículo 33.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la sanción impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registrare otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado hubiere cumplido al menos un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y 


d) Que el condenado hubiere observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


En el caso que el tribunal dispusiere la interrupción de la pena privativa de libertad, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, ésta deberá ser siempre controlada mediante monitoreo telemático.


Para estos efectos, el informe de Gendarmería de Chile a que se refiere el inciso primero, deberá contener lo siguiente:


1) Una opinión técnica favorable que permita orientar sobre los factores de riesgo de reincidencia, a fin de conocer las posibilidades del condenado para reinsertarse adecuadamente en la sociedad, mediante una pena a cumplir en libertad. Dicha opinión contendrá, además, los antecedentes sociales y las características de personalidad del condenado y una propuesta de plan de intervención individual que deberá cumplirse en libertad. Considerará, asimismo, la existencia de investigaciones formalizadas o acusaciones vigentes en contra del condenado.


2) Informe de comportamiento, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


3) Factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, la cual incluirá aspectos relativos a la conectividad de las comunicaciones en el domicilio y la comuna que fije el condenado para tal efecto.


Con lo anterior, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir a Gendarmería de Chile mayores antecedentes respecto a la factibilidad técnica del monitoreo.


En caso de disponerse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal fijará el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva por un período igual al de duración de la pena que al condenado le restare por cumplir. Además, determinará las condiciones a que éste quedará sujeto conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


Si el tribunal no otorgare la interrupción de la pena regulada en este artículo, ésta no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada, remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 32 de esta ley.

Párrafo 3°

De la regla especial aplicable a los extranjeros


Artículo 34.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá sustituir el cumplimiento de dicha pena por la expulsión de aquél del territorio nacional. 


A la audiencia que tenga por objetivo resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta pena y se ordenará la internación del condenado hasta la ejecución de la misma.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al territorio nacional dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplirse el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.


Artículo 35.- No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a la persona que hubiere sido condenada con anterioridad por alguno de los crímenes o simples delitos establecidos por las leyes números 20.000, 19.366 y 18.406, en virtud de sentencia ejecutoriada, haya cumplido o no, efectivamente, la condena, a menos que le hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley N° 20.000.


36) Sustitúyese el Título III, integrado por los artículos 24 a 31, por un Título VI conformado por los siguientes artículos 36 a 40:

TÍTULO VI

Disposiciones generales


Artículo 36.- El tribunal que impusiere, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que fundaren su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.


Artículo 36 bis.- Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las penas sustitutivas que contempla la presente ley, serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.


Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 33, será apelable para ante el tribunal de alzada respectivo, de acuerdo a las reglas generales.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en la sentencia definitiva, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes a su notificación o, si se impugnare además la sentencia definitiva por la vía del recurso de nulidad, se interpondrá conjuntamente con éste, en carácter de subsidiario y para el caso en que el fallo de el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo relativa a la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


Habiéndose presentado uno o más recursos de nulidad, conjuntamente o no con el recurso de apelación, el tribunal a quo se pronunciará de inmediato sobre la admisibilidad de este último, pero sólo lo concederá una vez ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria y únicamente para el evento de que la resolución sobre el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


En caso contrario, se tendrá por no interpuesto.


Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley a quienes no hubieren sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que diere origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé el artículo 1° de esta ley por personas que no hubieren sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso primero, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile, y los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.


Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación preferente de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.


Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley no serán aplicables a aquellos adolescentes que hubieren sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. 


37) Deróganse los artículos 1º y 2º transitorios.


Artículo 2º.- Sustitúyense, en el número 2º del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones “alguno de los beneficios de la ley Nº 18.216, como alternativa a la pena principal” por “alguna de las penas de la ley Nº 18.216 como sustitutiva de la pena principal”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


a) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 129, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración: ", al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b), c) y d) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".


b) Reemplázase en el artículo 140, inciso cuarto, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".


c) Sustitúyense en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


d) Reemplázase en el artículo 398, inciso primero, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".


e) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 466, la expresión “y su defensor” por “su defensor y el delegado a cargo de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, según corresponda.”.


f) Sustitúyese en el artículo 468, inciso tercero, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:


a) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


1.- Sustitúyese en la letra g) la conjunción copulativa ",y"  con que termina por un punto y coma (;).


2.- Sustitúyese en la letra i) el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


3.- Agrégase la siguiente letra j):


"j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".


b) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese en la letra c) la oración "gocen de medidas alternativas" por lo siguiente: "cumplan penas sustitutivas".


2.- Reemplázase, en la letra f), la frase “sujeta a una de las medidas establecidas” por “que cumpla una de las penas sustitutivas establecidas”.


Artículo 5°.- Sustitúyese en el artículo 62 de la ley N° 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes enmiendas a la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:


1) Reemplázase, en el epígrafe del Título III, la expresión “nocturna” por “parcial”.


2) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley favorecerá también a los condenados que cumplieren la pena sustitutiva de reclusión parcial.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 305 bis C, la frase “o esté suspendida la ejecución de la pena  en virtud de alguno de los beneficios establecidos” por la siguiente: “o cumpliendo alguna de las penas sustitutivas establecidas”.


b) Reemplázase en el artículo 363, inciso tercero, la oración "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas".


Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia, Reglamento de la Ley N° 18.216. No obstante, las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, en la forma que se indica:


a) La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis de la ley N° 18.216, regirá desde el momento señalado en el encabezado de este precepto. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la misma ley, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b) El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la ley N° 18.216, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), de la misma ley, transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezado de este precepto.


c) La pena mixta prevista en el artículo 33 de la ley N° 18.216, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter de la ley N° 18.216, desde la publicación de la presente ley.


Las adecuaciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuarse dentro de los dieciocho meses siguientes a la publicación de la presente ley. 


Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector público.


Artículo 10.- Auméntase en 585 cargos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.


Artículo transitorio.- Los requisitos para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva establecidos en la letra a) del artículo 20 bis de la ley N° 18.216, no serán aplicables a los funcionarios de Gendarmería de Chile que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentren habilitados para desempeñar la función de delegados de libertad vigilada.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 16 y 30 de agosto; 6, 12, 14 y 27 de septiembre; 6 y 18 de octubre; 29 de noviembre y 13, 14 y 15 de diciembre de 2011, y 3, 10 y 17 de enero de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta) (Ximena Rincón González, Hosaín Sabag Castillo), y señores Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva, Baldo Prokurica Prokurica), Hernán Larraín Fernández (Jovino Novoa Vásquez), Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.


Valparaíso, 24 de enero de 2012.

(Fdo.):Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.216, QUE ESTABLECE MEDIDAS ALTERNATIVAS A LAS PENAS PRIVATIVAS O RESTRICTIVAS DE 
LIBERTAD 

(5838-07)
HONORABLE SENADO:
Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de presentaros su informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, del Ministerio de Justicia, el Ministro, señor Teodoro Ribera; la Subsecretaria, señora Patricia Pérez; el Jefe de la División de Defensa Social, señor Sebastián Valenzuela; y el Jefe de la Oficina de Planificación y Presupuesto, señor Dan Muñoz.

De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas

De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN): la Secretaria Ejecutiva del Programa Legislativo, señorita Macarena Lobos.

El asesor del Honorable Senador señor Escalona, señor Jaime Romero.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -

Para los efectos del artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó  enmiendas sobre las siguientes disposiciones del proyecto aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento en su segundo informe:

Artículo 1°:

- En el numeral 2), letra e) del inciso primero del artículo 1° que se sustituye. 

- En el artículo 23 octies contenido en el numeral 35). 

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y sólo dicen relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

Vuestra Comisión de Hacienda se pronunció sobre el artículo 1°, numerales 2); 15), artículos 10 y 12 ter; 25), artículo 17 bis; 30), y 35) artículos números 23 bis, 23 bis A, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies, y 23 octies, y los artículos 4°, letra a), número 3; 9° y 10 permanentes, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Introducir modificaciones a la ley N° 18.216, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad, de manera de alcanzar cuatro propósitos centrales, a saber, favorecer la reinserción social de las personas condenadas; controlar efectivamente el cumplimiento de las nuevas penas sustitutivas que se establecen; dar protección a las víctimas y hacer un uso racional tanto de la privación de libertad, como de los recintos penales.  

- - -

DISCUSIÓN 

Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe el señor Ministro de Justicia, explicó que la implementación de las modificaciones a la ley N° 18.216 ocupará un tiempo extenso, dado que se deberán efectuar licitaciones en materia tecnológica, se incorporará personal calificado en Gendarmería de Chile y se debe producir un cambio cultural para la sustitución de la pena de cárcel por otras como el trabajo comunitario y la libertad vigilada intensiva.

La Subsecretaria de Justicia, señora Pérez, señaló que el proyecto ha sido objeto de varios informes financieros, en agosto del año 2010 se incorporó el llamado monitoreo telemático y los delegados de libertad vigilada, y posteriormente se introdujo la prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

Asimismo, manifestó que el proyecto lo que pretende es establecer un catálogo de penas sustitutivas que le permitan al magistrado contar con distintas herramientas para remplazar la privación de libertad, cambiando el concepto de penas alternativas de la ley N° 18.216 por el de penas sustitutivas, que tienen como característica la diversificación del catálogo de penas, modificándose, por ejemplo, la reclusión nocturna por la reclusión parcial que puede ser diurna, nocturna o de fin de semana, la que se aplicará según las características del condenado. Acotó que la libertad vigilada se divide en libertad vigilada simple y libertad vigilada intensiva, asumiendo que en determinados delitos, referidos principalmente a violencia intrafamiliar y delitos sexuales, se debe tener un control mayor para el adecuado cumplimiento de la pena en libertad. Adicionalmente, se distingue según el rango de la pena, ya que la libertad vigilada se impone para penas de dos a tres años, salvo los casos como delitos de manejo en estado de ebriedad o microtráfico de drogas, y para la libertad vigilada intensiva se considera el rango de la pena de tres a cinco años, salvo los casos de violencia intrafamiliar y delitos sexuales, que permiten la aplicación de esta pena aunque el tiempo que corresponda sea menor al señalado.

Expresó que una de las novedades fundamentales que se introducen es el llamado monitoreo telemático, que implica la instalación de un dispositivo de radio frecuencia que indique que la persona se encuentra en el área de su domicilio, lo que evita las rondas de carabineros para comprobar que se esté cumpliendo con la reclusión decretada. En el caso de la libertad vigilada se piensa en un sistema de GPS que se instala al condenado como brazalete o tobillera, que permita hacer un seguimiento de la persona. Señaló que en caso de una condena por violencia intrafamiliar se pueden establecer zonas de exclusión a las que el condenado no puede aproximarse, de manera tal que, en caso contrario, se active una alarma que provoque su detención.

Agregó que se produce un aumento significativo de personal en Gendarmería de Chile, incorporándose 496 nuevos delegados que trabajarán en la libertad vigilada y la prestación de servicios en beneficio de la comunidad, quienes cumplen un rol fundamental como guías en el proceso de cumplimiento de las penas para que exista un control permanente y personalizado. 

A continuación, efectuó una exposición en formato power point, del siguiente tenor:

Total Informe Financiero (M$2012) Monitoreo y Servicios a la Comunidad

[image: image2]
Indicó que se detallan los gastos que implica el proyecto en régimen y los gastos de implementación, así como un ahorro estimado de 928 millones de pesos, que se explican por el paso de personas que actualmente ocupan plazas penitenciarias, que van a dormir en caso de reclusión nocturna, y que se liberan en función de que permanecerán en su domicilio en virtud de la instalación del equipo de radio frecuencia.

Informe Financiero

Indicación Agosto 2010

Cuadro Resumen Indicación 

Agosto 2010 M$ 2012
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Total población objetivo cubierta con nueva ley 18.216 según penas
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(En servicios a favor de la comunidad, las penas inferiores a 1 año (18.216) son 3.375 y la sustitución pena de multa (código penal) 2.648, lo que nos da como resultado la población de 6.023).

Manifestó que se comenzará con la reclusión parcial enfocándose en quienes tienen un perfil delictual más bajo, terminando con quienes tienen un perfil delictual más alto y las penas mixtas, lo que se producirá al tercer año de implementación.

Acotó que, en cuanto a la pena de prestación de servicios a la comunidad se está pensando en dos universos de condenados, aquellos que lo han sido a multa y no han podido pagar el monto, para así evitar que deban ir a la cárcel, y aquellos que han sido condenados a penas inferiores a un año.

Recursos asociados a gradualidad de la ley

[image: image5]
(El costo total en cada año corresponde a los recursos acumulados necesarios para la operación total en cada período, desde la entrada en vigencia de la ley.)

Gradualidad de la ley para la población objetivo
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Explicó que en un comienzo se planteó, para la pena mixta, que el 50% de los condenados, 1.537 personas, entrara en este acápite con monitoreo telemático, lo que se cambió al 100% de dichas personas. Asimismo, destacó que el 80% de las víctimas, relativas a delitos sexuales y de violencia intrafamiliar, contará con seguimiento telemático por medio de un dispositivo, similar a un celular, que permitirá verificar si existe cercanía entre el condenado y la víctima, siempre que dichas víctimas accedan a ello.

Detalle de Costos del Monitoreo M$ 17.445.606
La estimación de costos para la tecnología contempló la evaluación de:

· Radiofrecuencia para la reclusión parcial.

· Monitoreo a través de GPS para la libertad vigilada intensiva.
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Detalle de Gastos en Personal M$ 4.990.002
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Detalle de Gastos en Personal M$ 4.990.002
· Los 496 delegados atenderán una población de 14.879 personas en libertad vigilada simple e intensiva y pena mixta.

· Los 210 controladores, estarán a cargo del monitoreo de una población de 9.425 personas.

Detalle de Costos del Monitoreo M$ 17.445.606
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Observó que el costo mensual de los equipos de radio frecuencia relativos a la reclusión parcial es de $108.465, y el de los GPS relativos a la libertad vigilada intensiva y las penas mixtas es de $185.490. Acotó que se trata de precios referenciales, puesto que deben efectuarse licitaciones que harán variar las estimaciones.

Servicios a la Comunidad

Cuadro resumen M$ 2012
Prestación de Servicios en Beneficio de la Comunidad
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Ahorro en régimen

         M$     928.979

Neto adicional


M$ 1.569.744

Mayor costo en régimen 
          M$     657.007

Detalle de Gastos en Personal M$ 1.150.836
La implementación requiere contar con la siguiente dotación de personal:

· 1 Coordinador Nacional.

· 25 Coordinadores territoriales.

· 142 Delegados de Presentación de Servicios en Beneficio de la Comunidad, para un estándar de 1 delegado por 45 usuarios. (48 de dotación adicional).

· 32 Choferes.

· El total de dotación adicional alcanza a los 96 funcionarios.

Detalle de Gastos en Personal M$ 1.150.836
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Manifestó que con la eliminación del informe presentencial, que se cambia por un plan de intervención individual, se reconvierten los actuales diagnosticadores en delegados.

Detalle de gasto de operación permanente
Gasto corriente

168.762

Gasto asociado a vehículos

 73.358

Capacitación permanente

 13.816

Arriendos

157.443

Desarrollo de Web de Control

 10.280

Total

423.659

· En gasto corriente se contempla consumos básicos, materiales, pasajes y alimentación.
· El gasto en vehículos corresponde a mantención y combustibles para los 32 nuevos vehículos.
· La capacitación permanente contempla actualización en materias de intervención y gestión.
· Los arriendos contemplan el espacio físico para 74 nuevos funcionarios y equipos necesarios para el apoyo a la operación.
· El desarrollo de sitio WEB corresponde a una aplicación que controle el trabajo comunitario de las personas que acceden a esta pena.
Detalle de Gastos de Inversión
                                                                                         Gasto por            Gasto 

                                                                                           una vez           permanente         Total

Adquisición de Activos 

no Financieros                                          485.627     21.588     507.215

Compra de Vehículos                                                      394.752                                    394.752

Mobiliario y Otros                                                            30.429                                        30.429

Equipos Informáticos                                                      60.446                                        60.446

Programas Informáticos                                                                          21.588               21.000

· Se contempla la adquisición de 32 camionetas a un costo de M$ 12.336 por vehículo.
· En equipos se considera la compra de notebook para los delegados y coordinadores a un precio unitario de M$ 360.
El Honorable Senador señor Frei consultó cuál es el costo original del proyecto de ley y cuál es el costo actual del mismo.

La Subsecretaria, señora Pérez, indicó que el costo original, en el informe financiero del mes de abril del año 2008, es de 6.492 millones de pesos, y el costo actual es de 27.965 millones de pesos.

- - -

Artículo 1°

Introduce modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala.

Numeral 2)
Sustituye el artículo 1° de la ley por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva. 


e) Expulsión. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.

No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos en que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Tampoco podrá el tribunal aplicar las penas señaladas en el inciso primero a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.


Para los efectos de esta ley, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”.

El Honorable Senador señor Escalona inquirió más detalles sobre la pena de expulsión contemplada en el numeral 2) del artículo 1°.

La Subsecretaria, señora Pérez, sostuvo que se refiere a una pena nueva, referida a la posibilidad de que un extranjero que sea condenado en Chile pueda ser expulsado antes de comenzar a cumplir la pena que normalmente corresponda. Expresó que la razón de la referida pena es que en la actualidad prácticamente no se decretan las medidas alternativas de la ley N° 18.216 cuando son extranjeros, lo que se debe a que los jueces toman en cuenta si los imputados tienen arraigo en un determinado lugar o no.

Señaló que existen tratados internacionales que posibilitan cumplir penas en el país de origen del condenado, pero su aplicación es escasa, porque no existe interés de los países de origen en recibir a los condenados.

El Ministro, señor Ribera, acotó que, en la actualidad, al extranjero que ha cumplido su condena se le expulsa si carece de residencia o familia en Chile. Señaló que no tiene mucho sentido mantener privada de libertad a una persona, respecto de la cual no se realiza ningún esfuerzo por lograr su reinserción social, para finalmente expulsarlo del país. Agregó que en otros países se trata de una institución punitiva de larga data.

El Honorable Senador señor Novoa consultó si, producida la expulsión del extranjero, el país de origen conoce las condiciones en que arriba a su territorio.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si la pena se cumple en el país de origen o en definitiva el condenado queda en libertad, viéndose beneficiado respecto del residente en Chile. 

El Honorable Senador señor Escalona manifestó que votaría en contra de la iniciativa legal si no se modifica la redacción de la letra e) del artículo 1°, contenido en el numeral 2), dado que no indica que se trata de una pena aplicable únicamente a extranjeros sin residencia en el país. En su opinión, con la norma citada se abre la posibilidad de aplicar una pena que rememora situaciones nefastas de la historia nacional.

El Ministro, señor Ribera, señaló que a pesar de existir tratados que permiten cumplir las penas en el país de origen, la realidad indica que las condiciones carcelarias chilenas son superiores a las de los países desde los que provienen la mayoría de los condenados extranjeros, por lo que no se solicita su aplicación. Agregó que en los casos que no existen convenios firmados se replica la misma situación de que el condenado sin residencia en Chile cumple su condena en nuestro país. Indicó que si el extranjero no tiene una condena en su país de origen, efectivamente queda en libertad al llegar al territorio del que es nacional.

Asimismo, manifestó su disposición a modificar la redacción de la norma referida precedentemente para ratificar que ella sólo se aplica a extranjeros no residentes en Chile. 

La Subsecretaria, señora Pérez, señaló que en el artículo 34, contenido en el numeral 35) del proyecto, se establece que la pena sustitutiva de expulsión puede aplicarse sólo respecto de extranjeros sin residencia legal en el país. Agregó que el extranjero que es expulsado no debe regresar al país en un período de 10 años, caso contrario se revoca la pena de expulsión y se cumple lo que reste de la pena privativa de libertad.

El Honorable Senador señor Novoa observó que el artículo 34 habla de extranjeros sin residencia legal en el país, por lo que no se priva a la persona de un derecho. Señaló que de no poder ser expulsado la persona se ve obligada a cumplir toda la condena en la cárcel, puesto que no puede ser objeto de penas sustitutivas, quedando en una situación desmedrada respecto de quienes tienen residencia en el país. 

El Honorable Senador señor Escalona expresó que aunque el artículo 34 se refiere a los extranjeros sin residencia legal en Chile, es necesario que la misma sirva para acotar la referencia que se hace en el artículo 1°, contenido en el numeral 2).

En virtud de la discusión efectuada precedentemente, se acordó incorporar a la letra e) del inciso primero la frase “, en el caso señalado en el artículo 34”, a continuación de la palabra “Expulsión”.

Puesto en votación el numeral 2) fue aprobado, con enmiendas, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Numeral 15)
Intercala el Párrafo 3° “Prestación de servicios en beneficio de la comunidad”, que incluye los artículos 10, 11, 12, 12 bis y 12 ter, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

Artículo 10

Su texto es el siguiente:


“Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería de Chile, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados.”.

El Honorable Senador señor Frei consultó con qué entidades se celebrarán los convenios a los que se refiere la norma.

La Subsecretaria, señora Pérez, indicó que se tratará de corporaciones y fundaciones, como fundación Mi Parque o el Hogar de Cristo, con los que ya existen convenios.

El Honorable Senador señor Novoa consultó si existe la posibilidad de pagar los costos administrativos que pueda implicar la ejecución de los convenios.

El Ministro, señor Ribera, sostuvo que la prestación de servicios es gratuita, pero eventualmente podrían pagarse costos administrativos asociados.

El Honorable Senador señor Frei preguntó si la pena se cumpliría sin la presencia del delegado respectivo.

El Ministro, señor Ribera, señaló que se trata de personas de bajo nivel criminógeno.

Puesto en votación el artículo 10 del numeral 15), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 12 ter

Es del siguiente tenor:


“Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.  


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional reconocidos por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras.”.

El Honorable Senador señor Escalona consultó si la palabra funcionarios contenida en la norma, implica que se trata de trabajadores pertenecientes a Gendarmería de Chile con todos los derechos correspondientes.

La Subsecretaria, señora Pérez, expresó que se trata de funcionarios del personal civil de Gendarmería, pertenecientes a la llamada planta tres.

Puesto en votación el artículo 12 ter del numeral 15), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Numeral 25)
Incorpora los artículos 17 bis y 17 ter.

Artículo 17 bis

Dispone literalmente lo siguiente:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presentare un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponerle, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Si se decretare la evaluación y el imputado se resistiere o negare a la práctica de el o los exámenes correspondientes, el juez podrá considerar dicha resistencia o negativa como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. El plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del plan de intervención individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el delegado informará mensualmente al tribunal respecto del desarrollo del mismo. El juez efectuará un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar bimestralmente a audiencias de seguimiento, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.”.

La Subsecretaria, señora Pérez, manifestó que, desde el comienzo, se ha hecho un trabajo profundo con el Servicio Nacional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas y Alcohol (SENDA), que va a incorporar dentro de su presupuesto los recursos necesarios para los programas de tratamiento, lo mismo se hará respecto de las evaluaciones que se decreten y que serán similares a las que se ordenan en los tribunales de tratamiento de drogas.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si los tratamientos de rehabilitación son costeados por el Estado y de qué forma se operará.

La Subsecretaria, señora Pérez, explicó que cualquiera sea el tratamiento ordenado se hace en cupos asignados en el presupuesto del SENDA.

El Honorable Senador señor Escalona afirmó que en virtud de lo expresado anteriormente, los tratamientos no son en ningún caso de cargo del condenado.

Puesto en votación el artículo 17 bis del numeral 25), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Numeral 30)

Sustituye el artículo 20 de la ley N° 18.216, por el siguiente:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.
Puesto en votación el numeral 30), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Numeral 35)

Intercala los Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI. El Título III se denomina “Del monitoreo telemático” y contiene los artículos 23 bis, 23 bis A, 23 ter, 23 quáter, 23 quinquies, 23 sexies, 23 septies, y 23 octies.

El Honorable Senador señor Frei consultó si el aparato destinado a la vigilancia del condenado debe ser portado permanentemente, y cuánto tiempo se requiere para reaccionar en caso que el instrumento sea desactivado o no se respete el área de desplazamiento, pensando especialmente en el caso de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 

El Ministro, señor Ribera, señaló que existirán personas dedicadas al seguimiento con la tecnología necesaria para ello, y las víctimas también tendrán un sensor que permitirá detectar el nivel de proximidad. Asimismo, existirá comunicación directa con las policías para señalar cualquier violación de las penas aplicadas. Agregó que, dado que la implementación es compleja, lo harán gradualmente, teniendo en cuenta experiencias de otros países en que la aplicación total y simultanea provocó fallas que llevaron al descredito de algunas medidas.

El Honorable Senador señor Frei observó que el control del cumplimiento lo hace Gendarmería y no Carabineros o la Policía de Investigaciones.

La Subsecretaria, señora Pérez, explicó que existirá una central de seguimiento en que habrá presencia de carabineros y existirá coordinación telefónica con las instituciones. Agregó que se encuentra en funcionamiento una Comisión en que se están diseñando todos los protocolos de reacción, considerando, por ejemplo, que los jueces deben establecer distancias adecuadas de prohibición de cercanía que permitan la actuación oportuna de las policías. Indicó que en dicha Comisión participan el Poder Judicial, el Ministerio Público, la Defensoría Penal Pública, Carabineros, Investigaciones y Gendarmería de Chile.

El Honorable Senador señor Escalona consultó qué implica que la víctima pueda portar un dispositivo de control, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 23 bis.

El Ministro, señor Ribera, expresó que para proteger eficazmente a la víctima se le debe ofrecer la posibilidad de portar un dispositivo que indique la distancia que la separe del ofensor cuando se desplace. Acotó que se trata de un dispositivo muy similar a un celular.

El Honorable Senador señor Escalona observó que en varios casos se hace necesario que la víctima pueda comunicarse para solicitar auxilio.

El Jefe de la División de Defensa Social del Ministerio de Justicia, señor Valenzuela, sostuvo que en las licitaciones que se llevarán a cabo se contempla la posibilidad de que la víctima pueda comunicarse con la central.
Artículo 23 bis

Su texto es el siguiente:

“Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva. 


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva prevista en el artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho precepto. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. 


Si se estimare conveniente que la víctima porte un dispositivo de control para su protección, el tribunal requerirá, en forma previa a su entrega, el consentimiento de aquélla. En cualquier caso, la ausencia de dicho consentimiento no obstará a que el tribunal pueda imponer al condenado la medida de monitoreo telemático.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá ser presentado en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere. 


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, podrá ordenar la modificación o cesación de la medida cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.”.

Puesto en votación el artículo 23 bis del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 bis A

Es del siguiente tenor:

“Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 33 de esta misma ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.”.

Puesto en votación el artículo 23 bis A del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 ter

Dispone que toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal y contendrá los siguientes datos:


a) Identificación del proceso;

b) Identificación del condenado;

c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 

d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.

Puesto en votación el artículo 23 ter del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 23 quáter

Su tenor es el que sigue:

“Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, institución que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.”.

Puesto en votación el artículo 23 quáter del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 quinquies

Su texto es el siguiente:

“Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Dicha información le será proporcionada por Gendarmería de Chile, en conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que conociendo, en razón de su cargo, la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena prevista en el inciso primero del artículo 246 del Código Penal.”.

Puesto en votación el artículo 23 quinquies del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 sexies

Prescribe lo siguiente:

“Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que dolosamente arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 27 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriere un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.”.

Puesto en votación el artículo 23 sexies del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 septies
Establece que la instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.

Puesto en votación el artículo 23 septies del numeral 35), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 23 octies

Dispone que las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto.
Puesto en votación el artículo 23 octies del numeral 35) fue aprobado, con enmiendas formales, según se indicará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 4°
Introduce modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile.

Letra a)

Número 3
Modifica el artículo 3° agregando la siguiente letra j):


"j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".

Puesto en votación el número 3 de la letra a) del artículo 4°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
Artículo 9°
Establece que el mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puesto en votación el artículo 9°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

Artículo 10
Dispone el aumento en 585 cargos de la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.

Puesto en votación el artículo 10, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.
- - -

INFORME FINANCIERO

Respecto del presente proyecto de ley fueron presentados un total de cinco informes financieros.

El primero de ellos, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 9 de abril de 2008, señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. El proyecto de ley introduce modificaciones a la Ley N° 18.216 y al D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

-  Ampliación del catálogo de medidas alternativas incorporando la "reparación del daño" y el "trabajo en beneficio de la comunidad".

-  Improcedencia de la aplicación de la medida de libertad vigilada respecto de ciertos delitos graves.

-  Sistema de monitoreo a distancia.

- Perfeccionamiento de normas sobre incumplimiento y quebrantamiento.

2. El costo del proyecto en Gendarmería de Chile, implica un mayor gasto de:











Miles $ 2008

Gastos en Operación en régimen:

  - Gastos en Personal





2.081.087

  - Bienes y Servicios de Consumo



  374.596

  - Arriendos







  520.800

  - Informática (arriendo PC's)




  156.240

  - Proyectos de trabajo comunitario



1.484.653

  - Sistema de monitoreo a distancia



1.410.648

  




  TOTAL



6.028.024

Gastos por una vez:

  - Capacitación inicial





   21.700

  - Habilitaciones 






  217.000

  - Equipamiento






  225.680






  TOTAL



  464.380






COSTO TOTAL


6.492.404

3. El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Posteriormente, fue presentado un informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 8 de octubre de 2009, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. La indicación introduce modificaciones a la Ley N° 18.216 y al D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

- enfatiza que las medidas alternativas no constituyen un beneficio, sino una pena y suponen el cumplimiento de determinadas condiciones para su procedencia y permanencia.

- amplía el catálogo de medidas alternativas incorporando la "libertad vigilada especial".

- posibilita la utilización de un sistema de monitoreo electrónico a distancia como mecanismo de control a los condenados a penas superiores a 540 días y que no excedan de 5 años, respecto de delitos contra las personas en contexto de violencia intrafamiliar y delitos sexuales.

- perfecciona normas sobre incumplimiento y quebrantamiento.

2. La indicación implica un mayor gasto, de acuerdo a lo siguiente:











Miles $ 2009

Gastos de Operación en régimen: 

Gastos en Personal






2.950.760

Bienes y Servicios de Consumo




  531.137

Arriendos







  603.002

Informática (arriendo PC's)



            180.720

Sistema de monitoreo a distancia


         1.687.455






  TOTAL



5.953.074

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial





   25.100

- Habilitaciones






  251.000

- Mobiliario y equipos





  261.040






  TOTAL



  537.140





COSTO TOTAL



6.490.214

3. El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Con fecha 18 de agosto de 2010, fue presentado un segundo informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1.- La indicación introduce modificaciones a la indicación sustitutiva al proyecto de ley en actual tramitación, el que, a su vez, modifica la Ley N° 18.216; y el D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

- establece un Sistema de Penas Sustitutivas a las penas Privativas o Restrictivas de la libertad.

- establece causales de improcedencia para la aplicación de penas sustitutivas.

- diversifica el catálogo de penas sustitutivas, incorporando dos nuevas penas: la reclusión parcial, en reemplazo de la reclusión nocturna, en las modalidades de reclusión diurna, nocturna y de fin de semana y la libertad vigilada intensiva, que consistirá en una versión más intensa de la libertad vigilada, y se aplicará por el juez sobre la base de dos criterios: la penalidad asignada al delito y su lesividad, y atendiendo al perfil criminológico del condenado.

- obligación de asistencia a programas de rehabilitación por consumo problemático de drogas y alcohol.

- sistema de monitoreo telemático, como forma de control del cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria y de la libertad vigilada intensiva, en los casos de condenados por delitos de violencia intrafamiliar o por delitos sexuales, y en el caso de régimen de pena mixta.

2. La indicación implica un mayor gasto, de acuerdo a lo siguiente:











Miles $ 2010

Gastos de Operación en régimen:  

- Gastos en Personal





 4.560.828

- Bienes y Servicios de Consumo




   751.204

- Arriendos







 1.240.672

- Informática (arriendo PC’s)




   605.346

- Sistema de monitoreo a distancia



16.428.300






TOTAL



23.586.350

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial





   103.200

- Habilitaciones






   581.884

- Mobiliario y equipos





   446.950






TOTAL



 1.132.035




     

COSTO TOTAL


24.718.385

3. El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Con fecha 22 de marzo de 2011, fue presentado un informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, que señala, de modo textual, lo siguiente:

“1. La indicación introduce modificaciones a la indicación sustitutiva al proyecto de ley en actual tramitación, el que, a su vez, modifica la Ley N° 18.216; y el D.L. N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile, de acuerdo a lo siguiente:

- establece una nueva pena sustitutiva a la pena privativa de libertad igual o inferior a un año de duración, la cual se cumple mediante la realización de labores no remuneradas a favor de la colectividad o de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.

- Gendarmería de Chile facilitará el trabajo en beneficio de la comunidad, para lo cual podrá establecer los convenios que estime pertinentes con organismos públicos y privados.

- establece que el condenado deberá consentir con la aplicación de dicha pena.

- establece las condiciones y procedimientos a los que se sujeta la nueva pena sustitutiva, tanto para acceder a ella, como para determinar su incumplimiento o revocación por parte del juez.
2. La indicación implica un gasto máximo de $ 1.503.533 miles para un universo estimado de 6.023 internos que podrían acceder al beneficio de Trabajo Comunitario, de acuerdo al siguiente detalle:











Miles $ 2011

Gastos de Operación en régimen:

- Gastos en Personal





1.096.034

- Bienes y Servicios de Consumo




  402.121

- Programas Informáticos





   21.000







TOTAL


1.519.155

Gastos por una vez:

- Vehículos







  384.000

- Habilitaciones






  405.654

- Informática (plataforma web de control)


   10.000

- Mobiliario y equipos





   88.400







TOTAL


  888.054

Ahorro por salida de internos de las unidades Penales:
  903.676




     COSTO NETO



          1.503.533

3. El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos, se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

Finalmente, fue presentado un tercer informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de fecha 18 de enero de 2012,  que señala, de modo textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes


1. Durante el año 2010 se ingresó una indicación sustitutiva al proyecto de ley tendiente a modificar la Ley N° 18 216, y el DL N° 2.859 de 1979, Ley Orgánica de Gendarmería de Chile y que en lo sustantivo establecía:


- Un sistema de penas sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de la libertad.


- Causales de improcedencia para la aplicación de penas sustitutivas.


- Diversificaba el catálogo de penas sustitutivas, incorporando dos nuevas penas: la reclusión parcial, en reemplazo de la reclusión nocturna, en las modalidades de reclusión diurna, nocturna y de fin de semana y la libertad vigilada intensiva, que consistirá en una versión más intensa de la libertad vigilada, y se aplicará por el juez sobre la base de dos criterios: la penalidad asignada al delito y su lesividad, y atendiendo al perfil criminológico del condenado.


- La obligación de asistencia a programas de rehabilitación por consumo problemático de drogas y alcohol.


- Un sistema de monitoreo telemático, como forma de control del cumplimiento de la reclusión parcial domiciliaria y de la libertad vigilada intensiva, en los casos de condenados por delitos de violencia intrafamiliar o por delitos sexuales, y en el caso de régimen de pena mixta.


Esta indicación se tramitó con el correspondiente Informe Financiero.


2. El año 2011 se ingresó a trámite una indicación para establecer una nueva pena sustitutiva a la pena privativa de libertad igual o inferior a un año de duración, la cual se cumple mediante la realización de labores no remuneradas a favor de la colectividad o de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.  Asimismo, establece las condiciones y procedimientos a los que se sujeta la nueva pena sustitutiva, tanto para acceder a ella, como para determinar su incumplimiento o revocación por parte del juez


Esta indicación se tramitó con el correspondiente Informe Financiero complementario.


3. La actual indicación tiene por objeto la reordenación de algunas normas y simplificación de procedimientos del proyecto de ley en actual tramitación. Esta última indicación no irroga mayor gasto fiscal.

II. Efectos del proyecto de Ley sobre los Gastos Fiscales


Con el propósito de actualizar el impacto del proyecto de ley sobre los gastos fiscales, a continuación se presenta el gasto agregado de ambos informes financieros previos. Como se señalara en su oportunidad, el proyecto de ley tiene gastos por una vez y gastos recurrentes en régimen, según el siguiente detalle:

Gastos de Operación en régimen:



Miles $ 2012
- Gastos en Personal






  6.140.838

- Bienes y Servicios de Consumo




  1.211.102

- Arriendos






  1.317.500

- Informática (arriendo PC's)




    642.832

- Programas Informáticos






     21.588

- Sistema de monitoreo a distancia



 17.445.606






TOTAL
 26.779.466

Gastos por una vez:

- Capacitación inicial






    109.591

- Habilitaciones






  1.034.929

- Vehículos






    394.752

- Mobiliario y equipos






    565.503

- Informática (plataforma web de control)


     10.280






TOTAL
  2.115.055

Ahorro por salida de internos de las unidades Penales:
    928.979




  GASTO TOTAL

 27.965.542

III.  Efecto Neto del Proyecto sobre el Resultado Fiscal

El proyecto de ley irroga un mayor gasto fiscal con la siguiente gradualidad:

Miles de $ 2012

                                                     Año 1           Año 2            Régimen
Gasto Total                          14.881.736      18.869.505         25.850.487”.
En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento:

Artículo 1°

Numeral 2)

Intercalar, en la letra e) del inciso primero del artículo 1° que se sustituye, entre la palabra “Expulsión” y el punto aparte (.) la frase “, en el caso señalado en el artículo 34”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Numeral 35)

Artículo 23 octies
Remplazar la palabra “Ministerios” por la expresión “Ministros”. (Unanimidad 5x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

"Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 18.216, que establece medidas que indica como alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad y deroga disposiciones que señala:


1) Sustitúyese el encabezado de la ley por el siguiente: "Establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.".


2) Sustitúyese el artículo 1° por el siguiente:


"Artículo 1°.- La ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad podrá sustituirse por el tribunal que las imponga, por alguna de las siguientes penas:


a) Remisión condicional.


b) Reclusión parcial.


c) Libertad vigilada.


d) Libertad vigilada intensiva. 


e) Expulsión, en el caso señalado en el artículo 34. 


f) Prestación de servicios en beneficio de la comunidad.


No procederá la facultad establecida en el inciso precedente ni la del artículo 33 de esta ley, tratándose de los autores de los delitos consumados previstos en los artículos 141, incisos tercero, cuarto y quinto; 142; 361; 362; 372 bis; 390, y 391, N° 1, del Código Penal, salvo en los casos en que en la determinación de la pena se hubiere considerado la circunstancia primera establecida en el artículo 11 del mismo Código.


Asimismo, no podrá imponerse a los condenados por crímenes o simples delitos tipificados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, la pena establecida en la letra f) del inciso primero.


Tampoco podrá el tribunal aplicar las penas señaladas en el inciso primero a los autores del delito consumado previsto en el artículo 436, inciso primero, del Código Penal, que hubiesen sido condenados anteriormente por alguno de los delitos contemplados en los artículos 433, 436 y 440 del mismo Código.


Para los efectos de esta ley, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.”. 

3) Sustitúyese, en el artículo 2º, la frase “en el Título III de la ley Nº 15.231” por “en la ley Nº 18.287”.


4) Sustitúyese la denominación del Título I por la siguiente:

"De la remisión condicional y de la reclusión parcial".


5) Elimínase en el epígrafe del Párrafo 1° la expresión "de la pena".


6) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


"Artículo 3°.- La remisión condicional consiste en la sustitución del cumplimiento de la pena privativa de libertad por la discreta observación y asistencia del condenado ante la autoridad administrativa durante cierto tiempo.".


7) Sustitúyese el artículo 4º por el siguiente:


“Artículo 4°.- La remisión condicional podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito;


c) Si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que no volverá a delinquir, y


d) Si las circunstancias indicadas en las letras b) y c) precedentes hicieren innecesaria una intervención o la ejecución efectiva de la pena.


Con todo, no procederá la remisión condicional como pena sustitutiva si el sentenciado fuere condenado por aquellos ilícitos previstos en los artículos 15, letra b), o 15 bis, letra b), debiendo el tribunal, en estos casos, imponer la pena de reclusión parcial, libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, si procediere.”.



8) Reemplázase el artículo 5º por el siguiente:


“Artículo 5°.- Al imponer esta sanción, el tribunal establecerá un plazo de observación que no será inferior al de la duración de la pena, con un mínimo de un año y un máximo de tres, e impondrá al condenado las siguientes condiciones:


a) Residencia en un lugar determinado, que podrá ser propuesto por el condenado. Éste podrá ser cambiado, en casos especiales, según la calificación efectuada por Gendarmería de Chile;


b) Sujeción al control administrativo y a la asistencia de Gendarmería de Chile, en la forma que precisará el reglamento. Dicho servicio recabará anualmente, al efecto, un certificado de antecedentes prontuariales, y


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.”. 


9) Derógase el artículo 6°.


10) Sustitúyese en el epígrafe del Párrafo 2° del Título I, la expresión "nocturna" por " parcial".


11) Reemplázase el artículo 7° por el siguiente:


"Artículo 7°.- La pena de reclusión parcial consiste en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, durante cincuenta y seis horas semanales. La reclusión parcial podrá ser diurna, nocturna o de fin de semana, conforme a los siguientes criterios:


1) La reclusión diurna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado, durante un lapso de ocho horas diarias y continuas, las que se fijarán entre las ocho y las veintidós horas.


2) La reclusión nocturna consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós horas de cada día  hasta las seis horas del día siguiente.


3) La reclusión de fin de semana consistirá en el encierro en el domicilio del condenado o en establecimientos especiales, entre las veintidós  horas del día viernes y las seis horas del día lunes siguiente.


Para el cumplimiento de la reclusión parcial, el juez preferirá ordenar su ejecución en el domicilio del condenado, estableciendo como mecanismo de control de la misma el sistema de monitoreo telemático, salvo que Gendarmería de Chile informe desfavorablemente la factibilidad técnica de su imposición, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 23 bis y siguientes de esta ley. En tal caso, entendido como excepcional, se podrán decretar otros mecanismos de control similares, en la forma que determine el tribunal.


Para los efectos de esta ley, se entenderá por domicilio la residencia regular que el condenado utilice para fines habitacionales.".


12) Sustitúyese el artículo 8° por el siguiente:


"Artículo 8°.- La reclusión parcial podrá disponerse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia no excediere de tres años;


b) Si el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito, o lo hubiere sido a una pena privativa o restrictiva de libertad que no excediere de dos años, o a más de una, siempre que en total no superaren de dicho límite. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, de la comisión del nuevo ilícito. No obstante lo anterior, si dentro de los diez o cinco años anteriores, según corresponda, a la comisión del nuevo crimen o simple delito, le hubieren sido impuestas dos reclusiones parciales, no será procedente la aplicación de esta pena sustitutiva, y


c) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena, así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito, permitieren presumir que la pena de reclusión parcial lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.". 


13) Reemplázanse en el artículo 9° las expresiones "computará una noche" por las siguientes: "computarán ocho horas continuas de reclusión parcial".


14) Deróganse los artículos 10, 10 bis, 11 y 12.


15) Intercálase el siguiente Párrafo 3°, pasando el actual a ser Párrafo 4°.

"Párrafo 3°

Prestación de servicios en beneficio de la comunidad

Artículo 10.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad consiste en la realización de actividades no remuneradas a favor de la colectividad o en beneficio de personas en situación de precariedad, coordinadas por un delegado de Gendarmería de Chile.


El trabajo en beneficio de la comunidad será facilitado por Gendarmería de Chile, pudiendo establecer los convenios que estime pertinentes para tal fin con organismos públicos y privados sin fines de lucro.


Artículo 11.- La pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad podrá decretarse por el juez si se cumplen, copulativamente, los siguientes requisitos:


a) Si la pena originalmente impuesta fuere igual o inferior a trescientos días.


b) Si existieren antecedentes laborales, educacionales o de otra naturaleza similar que justificaren la pena,  así como si los antecedentes personales del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren presumir que la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad lo disuadirá de cometer nuevos ilícitos.


c) Si concurriere la voluntad del condenado de someterse a esta pena. El juez deberá informarle acerca de las consecuencias de su incumplimiento.


Esta pena procederá por una sola vez y únicamente para el caso en que los antecedentes penales anteriores del condenado hicieren improcedente la aplicación de las demás penas sustitutivas establecidas en la presente ley.


Artículo 12.- La duración de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se determinará considerando cuarenta horas de trabajo comunitario por cada treinta días de privación de libertad. Si la pena originalmente impuesta fuere superior a treinta días de privación de libertad, corresponderá hacer el cálculo proporcional para determinar el número exacto de horas por las que se extenderá la sanción. En todo caso, la pena impuesta no podrá extenderse por más de ocho horas diarias.


Si el condenado aportare antecedentes suficientes que permitieren sostener que trabaja o estudia regularmente, el juez deberá compatibilizar las reglas anteriores con el régimen de estudio o trabajo del condenado.


Artículo 12 bis.- En caso de decretarse la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado de Gendarmería de Chile responsable de gestionar su cumplimiento informará al tribunal que dictó la sentencia, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la condena se encontrare firme o ejecutoriada, el lugar donde ella se llevará a cabo, el tipo de servicio que se prestará y el calendario de su ejecución. El mencionado tribunal notificará lo anterior al Ministerio Público y al defensor.


Artículo 12 ter.- Los delegados de prestación de servicios en beneficio de la comunidad son funcionarios dependientes de Gendarmería de Chile, encargados de supervisar la correcta ejecución de esta pena sustitutiva.  


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.


Sin perjuicio de lo anterior, para desempeñar el cargo de delegado de prestación de servicios en beneficio de la comunidad se requiere poseer título profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional reconocidos por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras.”.

16) Sustitúyese el artículo 13 por el siguiente:


"Artículo 13.- Si alguna de las penas establecidas en este Título se impusiere al personal de las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile mientras esté en servicio, se observarán las normas siguientes:


a) En el caso de aplicarse la remisión condicional, el control administrativo y la asistencia del sujeto se ejercerá por el juez institucional respectivo, quien podrá delegar tal facultad en la autoridad que estime conveniente y que corresponda a la institución a que perteneciere el condenado, como asimismo, solicitar se revoque la sustitución de la pena, en caso de incumplimiento, y


b) En el caso de aplicarse la pena de reclusión parcial en establecimientos especiales, ésta se cumplirá en la unidad militar o policial a que perteneciere el condenado.


Se entenderá que concurren las condiciones señaladas en las letras a) y c) del artículo 5°, por el solo hecho de permanecer el condenado en servicio.


Si el condenado dejare de pertenecer a la institución durante la época de cumplimiento de alguna de las penas establecidas en este Título, el tiempo de sujeción a la vigilancia del juez institucional o de permanencia en reclusión parcial en la unidad militar o policial correspondiente, se computará como período sometido a la vigilancia de Gendarmería de Chile o como tiempo cumplido en un establecimiento penal, según el caso. Este tiempo le será computable, además, para los efectos previstos en el artículo 2°, letra d), del decreto ley N° 409, de 1932. El lapso que restare se cumplirá de acuerdo con las normas generales.".


17) Incorpórase, como artículo 13 bis, nuevo, el siguiente:


“Artículo 13 bis.- En caso de aplicarse la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el juez podrá, de oficio o a solicitud del condenado, efectuar un control sobre las condiciones de su cumplimiento, debiendo citar, en ese caso, a una audiencia de seguimiento durante el período que dure su ejecución.


Al concluir dicho período, el delegado responsable de gestionar el cumplimiento de la pena remitirá al tribunal un informe sobre la ejecución efectiva de la misma.”.


18) Sustitúyese la denominación del Título II por la siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"


19) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 1° por el siguiente:

"De la libertad vigilada y la libertad vigilada intensiva"


20) Sustitúyese el artículo 14 por el siguiente:


“Artículo 14.- La libertad vigilada consiste en someter al penado a un régimen de libertad a prueba que tenderá a su reinserción social a través de una intervención individualizada, bajo la vigilancia y orientación permanentes de un delegado.


La libertad vigilada intensiva consiste en la sujeción del condenado al cumplimiento de un programa de actividades orientado a su reinserción social en el ámbito personal, comunitario y laboral, a través de una intervención individualizada y bajo la aplicación de ciertas condiciones especiales.“.


21) Sustitúyese el artículo 15 por el siguiente:


“Artículo 15.- La libertad vigilada podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a dos años y no excediere de tres, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos contemplados en el artículo 4° de la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias sicotrópicas, o en los incisos segundo y tercero del artículo 196 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2009, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley de Tránsito, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de tres años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberá cumplirse, además, lo siguiente:


1.- Que el penado no hubiere sido condenado anteriormente por crimen o simple delito. En todo caso, no se considerarán para estos efectos las condenas cumplidas diez o cinco años antes, respectivamente, del ilícito sobre el que recayere la nueva condena, y 


2.- Que los antecedentes sociales y características de personalidad del condenado, su conducta anterior y posterior al hecho punible y la naturaleza, modalidades y móviles determinantes del delito permitieren concluir que una intervención individualizada de conformidad al artículo 16 de esta ley, aparece eficaz en el caso específico, para su efectiva reinserción social. Dichos antecedentes deberán ser aportados por los intervinientes antes del pronunciamiento de la sentencia o en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. Excepcionalmente, si éstos no fueren aportados en dicha instancia, podrá el juez solicitar informe a Gendarmería de Chile, pudiendo suspender la determinación de la pena dentro del plazo previsto en el artículo 344 del Código Procesal Penal.”.


22) Agrégase el siguiente artículo 15 bis:

 
“Artículo 15 bis.- La libertad vigilada intensiva podrá decretarse:


a) Si la pena privativa o restrictiva de libertad que impusiere la sentencia fuere superior a tres años y no excediere de cinco, o


b) Si se tratare de alguno de los delitos establecidos en los artículos 296, 297, 390, 391, 395, 396, 397, 398 ó 399 del Código Penal, cometidos en el contexto de violencia intrafamiliar, y aquellos contemplados en los artículos 363, 365 bis, 366, 366 bis, 366 quáter, 366 quinquies, 367, 367 ter y 411 ter del mismo Código, y la pena privativa o restrictiva de libertad que se impusiere fuere superior a quinientos cuarenta días y no excediere de cinco años.


En los casos previstos en las dos letras anteriores, deberán cumplirse, además, las condiciones indicadas en ambos numerales del inciso segundo del artículo anterior.”.


23) Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Al imponer la pena de libertad vigilada o libertad vigilada intensiva, el tribunal establecerá un plazo de intervención igual al que correspondería cumplir si se aplicara efectivamente la pena privativa o restrictiva de libertad que se sustituye.


El delegado que hubiere sido designado para el control de estas penas, deberá proponer al tribunal que hubiere dictado la sentencia, en un plazo máximo de treinta días, un plan de intervención individual, el que deberá comprender la realización de actividades tendientes a la rehabilitación y reinserción social del condenado, tales como la nivelación escolar, la participación en actividades de capacitación o inserción laboral, o de intervención especializada de acuerdo a su perfil. El plan deberá considerar el acceso efectivo del condenado a los servicios y recursos de la red intersectorial, e indicar con claridad los objetivos perseguidos con las actividades programadas y los resultados esperados.


El juez, a propuesta del respectivo delegado, podrá ordenar que el condenado sea sometido, en forma previa, a los exámenes médicos, psicológicos o de otra naturaleza que aparezcan necesarios para efectos de la elaboración del plan de intervención individual. En tal caso, podrá suspenderse el plazo a que se refiere el inciso anterior por un máximo de 60 días.


Una vez aprobado judicialmente el plan, el delegado informará al juez acerca de su cumplimiento, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley.


Sin perjuicio de lo anterior, el delegado podrá proponer al juez la reducción del plazo de intervención, o bien, el término anticipado de la pena, en los casos que considere que el condenado ha dado cumplimiento a los objetivos del plan de intervención.”.


24) Sustitúyese el artículo 17 por el siguiente:


“Artículo 17.- Al decretar la pena sustitutiva de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal impondrá al condenado las siguientes condiciones:

 
a) Residencia en un lugar determinado, el que podrá ser propuesto por el condenado, debiendo, en todo caso, corresponder a una ciudad en que preste funciones un delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva. La residencia podrá ser cambiada en casos especiales calificados por el tribunal y previo informe del delegado respectivo;


b) Sujeción a la vigilancia y orientación permanentes de un delegado por el período fijado, debiendo el condenado cumplir todas las normas de conducta y las  instrucciones que aquél imparta respecto a educación, trabajo, morada, cuidado del núcleo familiar, empleo del tiempo libre y cualquiera otra que sea pertinente para una eficaz intervención individualizada;


c) Ejercicio de una profesión, oficio, empleo, arte, industria o comercio, bajo las modalidades que se determinen en el plan de intervención individual, si el condenado careciere de medios conocidos y honestos de subsistencia y no poseyere la calidad de estudiante.”.


25) Agréganse los siguientes artículos 17 bis y 17 ter:


“Artículo 17 bis.- Junto con la imposición de las condiciones establecidas en el artículo anterior, si el condenado presentare un consumo problemático de drogas o alcohol, el tribunal deberá imponerle, en la misma sentencia, la obligación de asistir a programas de tratamiento de rehabilitación de dichas sustancias, de acuerdo a lo señalado en este artículo.


Para estos efectos, durante la etapa de investigación, los intervinientes podrán solicitar al tribunal que decrete la obligación del imputado de asistir a una evaluación por un médico calificado por el Servicio de Salud correspondiente para determinar si éste presenta o no consumo problemático de drogas o alcohol. El juez accederá a lo solicitado si existieren antecedentes que permitan presumir dicho consumo problemático.


La Secretaría Regional Ministerial de Justicia, previo informe de la Secretaría Regional Ministerial de Salud, entregará a la Corte de Apelaciones respectiva la nómina de facultativos habilitados para practicar los exámenes y remitir los informes a que se refiere este artículo.


Si se decretare la evaluación y el imputado se resistiere o negare a la práctica de el o los exámenes correspondientes, el juez podrá considerar dicha resistencia o negativa como antecedente para negar la sustitución de la pena privativa o restrictiva de libertad.


La obligación de someterse a un tratamiento podrá consistir en la asistencia a programas ambulatorios, la internación en centros especializados o una combinación de ambos tipos de tratamiento. El plazo de la internación no podrá ser superior al total del tiempo de la pena sustitutiva. Lo anterior deberá enmarcarse dentro del plan de intervención individual aprobado judicialmente.


Habiéndose decretado la obligación de someterse a tratamiento, el delegado informará mensualmente al tribunal respecto del desarrollo del mismo. El juez efectuará un control periódico del cumplimiento de esta condición, debiendo citar bimestralmente a audiencias de seguimiento, durante todo el período que dure el tratamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 23 de esta ley. 


Artículo 17 ter.- En caso de imponerse la libertad vigilada intensiva deberán decretarse, además, una o más de las siguientes condiciones:


a) Prohibición de acudir a determinados lugares;


b) Prohibición de aproximarse a la víctima, o a sus familiares u otras personas que determine el tribunal, o de comunicarse con ellos;


c) Obligación de mantenerse en el domicilio o lugar que determine el juez, durante un lapso máximo de ocho horas diarias, las que deberán ser continuas, y 


d) Obligación de cumplir programas formativos, laborales, culturales, de educación vial, sexual, de tratamiento de la violencia u otros similares.”.


 26) Agregáse un artículo 17 quáter, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 17 quáter.- El control del delegado en las penas sustitutivas de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, se ejecutará en base a las medidas de supervisión que sean aprobadas por el tribunal, las que incluirán la asistencia obligatoria del condenado a encuentros periódicos previamente fijados con el delegado y a programas de intervención psicosocial. Tratándose de la libertad vigilada intensiva, el tribunal considerará, especialmente, la periodicidad e intensidad en la aplicación del plan de intervención individualizada.”.


27) Sustitúyese el artículo 18 por el siguiente:


“Artículo 18.- El Estado, a través de los organismos pertinentes, promoverá y fortalecerá especialmente la formación educacional, la capacitación y la colocación laboral de los condenados a la pena sustitutiva de libertad vigilada y a la de libertad vigilada intensiva, con el fin de permitir e incentivar su inserción al trabajo. Asimismo, el delegado deberá apoyar y articular el acceso del condenado a la red de protección del Estado, particularmente, en las áreas de salud mental, educación, empleo y de desarrollo comunitario y familiar, según se requiera.


Los organismos estatales y comunitarios que otorguen servicios pertinentes a salud, educación, capacitación profesional, empleo, vivienda, recreación y otros similares, deberán considerar especialmente toda solicitud que los delegados de libertad vigilada formularen para el adecuado tratamiento de las personas sometidas a su orientación y vigilancia.”.


28) Derógase el artículo 19.


29) Reemplázase el epígrafe del Párrafo 2º del Título II de la ley por el siguiente:


“De los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva”.


30) Sustitúyese el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20.- Los delegados de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva son funcionarios de Gendarmería de Chile, encargados de conducir el proceso de reinserción social de la persona condenada a la pena sustitutiva de la libertad vigilada y libertad vigilada intensiva, mediante la intervención, orientación y supervisión de los condenados, a fin de evitar su reincidencia y facilitar su integración a la sociedad.


La habilitación para ejercer las funciones de delegado de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva será otorgada por el Ministerio de Justicia a quienes acrediten idoneidad y preparación, en la forma que determine el reglamento.”.


31) Intercálase un artículo 20 bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 20 bis.- Sin perjuicio de los restantes requisitos que señale el reglamento, para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva se requiere:


a) Poseer el título de psicólogo o asistente social, otorgado por una universidad reconocida por el Estado o su equivalente, en el caso de profesionales titulados en universidades extranjeras;


b) Experiencia mínima de un año en el área de la intervención psicosocial, y 


c) Aprobar el curso de habilitación de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva.”.


32) Elimínase, en el artículo 21, la coma (,) que figura después de la expresión “Ministerio de Justicia”, y agrégase, a continuación de la expresión “libertad vigilada”, los términos “y de la libertad vigilada intensiva”.


33) Sustitúyese el artículo 22 por el siguiente:


“Artículo 22.- Un reglamento establecerá las normas relativas a la organización de los sistemas de libertad vigilada y de libertad vigilada intensiva, incluyendo los programas, las características y los aspectos particulares que éstos deberán tener. El Ministerio de Justicia impartirá las normas técnicas que sean necesarias a este respecto y evaluará, periódicamente, su cumplimiento y los resultados de dichos sistemas.”.


34) Sustitúyese el artículo 23 por el siguiente:


“Artículo 23.- Los delegados de libertad vigilada deberán informar al respectivo tribunal, al menos semestralmente, sobre la evolución y cumplimiento del plan de intervención individualizada impuesto por el juez a las personas sometidas a su vigilancia y orientación. Emitirán, además, los informes que los tribunales les soliciten sobre esta materia cada vez que ellos fueren requeridos.


Lo mismo les será aplicable a los delegados de libertad vigilada intensiva, quienes informarán al respectivo tribunal al menos trimestralmente.


En todo caso, el tribunal citará a lo menos anualmente a una audiencia de revisión de la libertad vigilada y, a lo menos, semestralmente, en el caso de la libertad vigilada intensiva.


A estas audiencias deberán comparecer el condenado y su defensor.  


En el caso del delegado de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, el tribunal podrá estimar como suficiente la entrega del informe periódico que se remita por el delegado, salvo que solicite su comparecencia personal.


El Ministerio Público podrá comparecer cuando lo estimare procedente.”.


35) Intercálanse los siguientes Títulos III, IV y V, pasando el actual III a ser VI:

"TÍTULO III

Del monitoreo telemático


Artículo 23 bis.- Se entenderá por monitoreo telemático toda supervisión por medios tecnológicos de las penas impuestas por esta ley.


Dicho control podrá ser utilizado para la supervisión de las penas de reclusión parcial y de libertad vigilada intensiva. 


Tratándose de la pena de libertad vigilada intensiva prevista en el artículo 15 bis, el monitoreo sólo se utilizará para el control de los delitos establecidos en la letra b) de dicho precepto. Para decretarlo, el tribunal tendrá en cuenta las circunstancias de comisión del delito y especialmente las necesidades de protección de la víctima. 


Si se estimare conveniente que la víctima porte un dispositivo de control para su protección, el tribunal requerirá, en forma previa a su entrega, el consentimiento de aquélla. En cualquier caso, la ausencia de dicho consentimiento no obstará a que el tribunal pueda imponer al condenado la medida de monitoreo telemático.


A fin de resolver acerca de la imposición de esta medida de control, el tribunal deberá considerar la factibilidad técnica informada por Gendarmería de Chile para cada caso particular. Este informe deberá ser presentado en la oportunidad prevista en el artículo 343 del Código Procesal Penal. La elaboración del informe podrá solicitarse a Gendarmería de Chile  directamente por el fiscal, el defensor o el tribunal en subsidio, durante la etapa de investigación.


Este mecanismo se aplicará por un plazo igual al de la duración de la pena sustitutiva que se impusiere. 


Sin perjuicio de lo anterior, a solicitud del condenado, el tribunal podrá citar a una audiencia a fin de resolver acerca de la mantención, modificación o cesación de esta medida. En este caso, podrá ordenar la modificación o cesación de la medida cuando hubieren variado las circunstancias consideradas al momento de imponer esta supervisión.


Artículo 23 bis A.- Tratándose del régimen de pena mixta, previsto en el artículo 33 de esta misma ley, la supervisión a través de monitoreo telemático será obligatoria durante todo el período de la libertad vigilada intensiva.


Artículo 23 ter.- Toda orden de aplicación del mecanismo de monitoreo contemplado en el artículo anterior, deberá ser expedida por escrito por el tribunal y contendrá los siguientes datos:


a) Identificación del proceso;


b) Identificación del condenado;


c) La fecha de inicio y de término de la aplicación del mecanismo de control, y 


d) Todos aquellos datos que el tribunal estimare importantes para su correcta aplicación.


Artículo 23 quáter.- La responsabilidad de la administración del dispositivo será de cargo de Gendarmería de Chile, institución que podrá contratar servicios externos para estos efectos, de conformidad a la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios.


Los requisitos y características técnicas del sistema de monitoreo telemático, así como los procedimientos para su instalación, administración y retiro, serán regulados en el reglamento a que alude el artículo 23 octies.


Artículo 23 quinquies.- La información obtenida del sistema de monitoreo telemático podrá ser utilizada por un fiscal del Ministerio Público que se encontrare conduciendo una investigación en la cual el condenado sometido a monitoreo telemático apareciere como imputado. Dicha información le será proporcionada por Gendarmería de Chile, en conformidad a lo previsto en los artículos 19 y 180 del Código Procesal Penal.


Cuando se pusiere término a la utilización del monitoreo telemático, y transcurridos dos años desde el cumplimiento de la condena, Gendarmería de Chile procederá a la destrucción de la información proporcionada por este sistema, en la forma que determine el reglamento al que se refiere el artículo 23 octies.


El que conociendo, en razón de su cargo, la información a que alude el inciso anterior, la revelare indebidamente, será sancionado con la pena prevista en el inciso primero del artículo 246 del Código Penal.


Artículo 23 sexies.- El sujeto afecto al sistema de control de monitoreo que dolosamente arrancare, destruyere, hiciere desaparecer o, en general, inutilizare de cualquier forma el dispositivo, responderá por el delito de daños, de conformidad a lo establecido en los artículos  484 y siguientes del Código Penal, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 25 y 27 de esta ley.


Asimismo, si por cualquier circunstancia el dispositivo de monitoreo quedare inutilizado o sufriere un desperfecto, pudiendo advertirlo el condenado, éste deberá informarlo a la brevedad a Gendarmería de Chile. En caso de no hacerlo, el tribunal podrá otorgar mérito suficiente a dicha omisión para dejar sin efecto la sustitución de la pena, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley.


Artículo 23 septies.- La instalación, mantención y utilización de los dispositivos de control telemático de que trata esta ley, serán siempre gratuitas para los sujetos afectos al sistema de monitoreo telemático.


Artículo 23 octies.- Las normas referidas al mecanismo de control de monitoreo telemático contenidas en este Título, se aplicarán en conformidad a un reglamento especialmente dictado al efecto, el que será suscrito por los Ministros de Justicia y de Hacienda. 

TÍTULO IV

Del incumplimiento y el quebrantamiento

Párrafo 1°

Disposiciones generales


Artículo 24.- El tribunal, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes desde que se encuentre firme y ejecutoriada la sentencia, deberá informar a Gendarmería de Chile respecto de la imposición de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley.


El condenado a una pena sustitutiva deberá presentarse a Gendarmería de Chile dentro del plazo de cinco días, contados desde que estuviere firme y ejecutoriada la sentencia. Si transcurrido el referido plazo el condenado no se presentare a cumplirla, dicho organismo informará al tribunal de tal situación. Con el mérito de esta comunicación, el juez podrá despachar inmediatamente una orden de detención.


Artículo 25.- Para determinar las consecuencias que se impondrán en caso de incumplimiento del régimen de ejecución de las penas sustitutivas de que trata esta ley, se observarán las siguientes reglas:


1.- Tratándose de un incumplimiento grave o reiterado de las condiciones impuestas y atendidas las circunstancias del caso, el tribunal deberá revocar la pena sustitutiva impuesta o reemplazarla por otra  pena sustitutiva de mayor intensidad.


2.- Tratándose de otros incumplimientos injustificados, el tribunal deberá imponer la intensificación de las condiciones de la pena sustitutiva. Esta intensificación consistirá en establecer mayores controles para el cumplimiento de dicha pena.


Artículo 26.- La decisión del tribunal de dejar sin efecto la pena sustitutiva, sea como consecuencia de un incumplimiento o por aplicación de lo dispuesto en el artículo siguiente, someterá al condenado al cumplimiento del saldo de la pena inicial, abonándose a su favor el tiempo de ejecución de dicha pena sustitutiva de forma proporcional a la duración de ambas.


Tendrán aplicación, en su caso, las reglas de conversión del artículo 9° de esta ley.


Artículo 27.- Las penas sustitutivas reguladas en esta ley siempre se considerarán quebrantadas por el solo ministerio de la ley y darán lugar a su revocación, si durante su cumplimiento el condenado cometiere nuevo crimen o simple delito y fuere condenado por sentencia firme.


Artículo 28.- Recibida por el tribunal la comunicación de un incumplimiento de condiciones, deberá citar al condenado a una audiencia que se celebrará dentro del plazo de quince días, en la que se discutirá si efectivamente se produjo un incumplimiento de condiciones o, en su caso, un quebrantamiento. Dicha resolución se notificará por cédula al condenado.


El condenado tendrá derecho a asistir a la audiencia con un abogado y, si no dispusiere de uno, el Estado deberá designarle un defensor penal público.


Las audiencias se regirán conforme a lo dispuesto en el Código Procesal Penal, en lo que fuere pertinente. En todo caso, si fuere necesario presentar prueba para acreditar algún hecho, no regirán las reglas sobre presentación de prueba en el juicio oral, debiendo procederse desformalizadamente.

Párrafo 2°

Normas especiales para la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad


Artículo 29.- En caso de incumplimiento de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, el delegado deberá informar al tribunal que haya impuesto la sanción.


El tribunal citará a una audiencia para resolver sobre la mantención o la revocación de la pena.


Artículo 30.- El juez deberá revocar la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad cuando expresamente el condenado solicitare su revocación o por aplicación de lo dispuesto en el artículo 27 de esta ley.


Adicionalmente, podrá revocarla, previo informe del delegado, cuando el condenado se encontrare en alguna de las siguientes situaciones:


a) Se ausentare del trabajo en beneficio de la comunidad que estuviere realizando, durante al menos dos jornadas laborales. Si el penado faltare al trabajo por causa justificada, no se entenderá dicha ausencia como abandono de la actividad.


b) Su rendimiento en la ejecución de los servicios fuere sensiblemente inferior al mínimo exigible, a pesar de los requerimientos del responsable del centro de trabajo.


c) Se opusiere o incumpliere en forma reiterada y manifiesta las instrucciones que se le dieren por el responsable del centro de trabajo.


Artículo 31.- Habiéndose decretado la revocación de la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, se abonará al tiempo de reclusión un día por cada ocho horas efectivamente trabajadas.


Si el tribunal no revocare la pena, podrá ordenar que su cumplimiento se ejecute en un lugar distinto a aquel en que originalmente se desarrollaba. En este caso, y para efectos del cómputo de la pena, se considerará el período efectivamente trabajado con anterioridad, en los términos del inciso anterior.

TÍTULO V

Del reemplazo de la pena sustitutiva y las penas mixtas

Párrafo 1°

Del reemplazo de la pena sustitutiva


Artículo 32.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 25 de esta ley, una vez cumplida la mitad del período de observación de la pena sustitutiva respectiva, y previo informe favorable de Gendarmería de Chile, el tribunal, de oficio o a petición de parte, podrá reemplazar la pena conforme a lo siguiente:


a) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada intensiva, podrá sustituirla por la libertad vigilada.


b) En caso que la pena sustitutiva que se encontrare cumpliendo el condenado fuere la libertad vigilada, podrá sustituirla por la remisión condicional.


Cuando a un penado se le hubiere sustituido la libertad vigilada intensiva por la libertad vigilada, sólo podrá reemplazarse esta última por la remisión condicional si se contare con informe favorable de Gendarmería de Chile y el condenado hubiere cumplido más de dos tercios de la pena originalmente impuesta.


Para estos efectos, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En caso que el tribunal se pronunciare rechazando el reemplazo de la pena sustitutiva, éste no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.

Párrafo 2º

De las penas mixtas


Artículo 33.- El tribunal podrá, de oficio o a petición de parte, previo informe favorable de Gendarmería de Chile, disponer la interrupción de la pena privativa de libertad originalmente impuesta, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, siempre que concurran los siguientes requisitos:


a) Que la sanción impuesta al condenado fuere de cinco años y un día de presidio o reclusión mayor en su grado mínimo, u otra pena inferior;


b) Que al momento de discutirse la interrupción de la pena privativa de libertad, el penado no registrare otra condena por crimen o simple delito, sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15 bis;


c) Que el penado hubiere cumplido al menos un tercio de la pena privativa de libertad de manera efectiva, y 


d) Que el condenado hubiere observado un comportamiento calificado como “muy bueno” o “bueno” en los tres bimestres anteriores a su solicitud, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


En el caso que el tribunal dispusiere la interrupción de la pena privativa de libertad, reemplazándola por el régimen de libertad vigilada intensiva, ésta deberá ser siempre controlada mediante monitoreo telemático.


Para estos efectos, el informe de Gendarmería de Chile a que se refiere el inciso primero, deberá contener lo siguiente:


1) Una opinión técnica favorable que permita orientar sobre los factores de riesgo de reincidencia, a fin de conocer las posibilidades del condenado para reinsertarse adecuadamente en la sociedad, mediante una pena a cumplir en libertad. Dicha opinión contendrá, además, los antecedentes sociales y las características de personalidad del condenado y una propuesta de plan de intervención individual que deberá cumplirse en libertad. Considerará, asimismo, la existencia de investigaciones formalizadas o acusaciones vigentes en contra del condenado.


2) Informe de comportamiento, de conformidad a lo dispuesto en el decreto supremo N° 2.442, de 1926, Reglamento de la Ley de Libertad Condicional.


3) Factibilidad técnica de la aplicación del monitoreo telemático, la cual incluirá aspectos relativos a la conectividad de las comunicaciones en el domicilio y la comuna que fije el condenado para tal efecto.


Con lo anterior, el tribunal citará a los intervinientes a audiencia, en la que examinará los antecedentes, oirá a los presentes y resolverá.


En dicha audiencia, el tribunal podrá requerir a Gendarmería de Chile mayores antecedentes respecto a la factibilidad técnica del monitoreo.


En caso de disponerse la interrupción de la pena privativa de libertad, el tribunal fijará el plazo de observación de la libertad vigilada intensiva por un período igual al de duración de la pena que al condenado le restare por cumplir. Además, determinará las condiciones a que éste quedará sujeto conforme a lo prescrito en los artículos 17, 17 bis y 17 ter de esta ley.


Si el tribunal no otorgare la interrupción de la pena regulada en este artículo, ésta no podrá discutirse nuevamente sino hasta transcurridos seis meses desde de su denegación.


Si el penado cumpliere satisfactoriamente la pena de libertad vigilada intensiva, el tribunal lo reconocerá en una resolución fundada, remitiendo el saldo de la pena privativa de libertad interrumpida y teniéndola por cumplida con el mérito de esta resolución.


Los condenados que fueren beneficiados con la interrupción de la pena privativa de libertad no podrán acceder al reemplazo de la pena sustitutiva a que se refiere el artículo 32 de esta ley.

Párrafo 3°

De la regla especial aplicable a los extranjeros


Artículo 34.- Si el condenado a una pena igual o inferior a cinco años de presidio o reclusión menor en su grado máximo fuere un extranjero que no residiere legalmente en el país, el juez, de oficio o a petición de parte, podrá sustituir el cumplimiento de dicha pena por la expulsión de aquél del territorio nacional. 


A la audiencia que tenga por objetivo resolver acerca de la posible sustitución de la pena privativa de libertad por la expulsión del territorio nacional, deberá ser citado el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, a fin de ser oído. Si se ordenare la expulsión, deberá oficiarse al Departamento de Extranjería del Ministerio mencionado para efectos de que lleve a cabo la implementación de esta pena y se ordenará la internación del condenado hasta la ejecución de la misma.


El condenado extranjero al que se le aplicare la pena de expulsión no podrá regresar al territorio nacional en un plazo de diez años, contado desde la fecha de la sustitución de la pena.


En caso que el condenado regresare al territorio nacional dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se revocará la pena de expulsión, debiendo cumplirse el saldo de la pena privativa de libertad originalmente impuesta.


Artículo 35.- No se aplicará ninguna de las penas sustitutivas contempladas en esta ley a la persona que hubiere sido condenada con anterioridad por alguno de los crímenes o simples delitos establecidos por las leyes números 20.000, 19.366 y 18.406, en virtud de sentencia ejecutoriada, haya cumplido o no, efectivamente, la condena, a menos que le hubiere sido reconocida la circunstancia atenuante prevista por el artículo 22 de la ley N° 20.000.


36) Sustitúyese el Título III, integrado por los artículos 24 a 31, por un Título VI conformado por los siguientes artículos 36 a 40:

TÍTULO VI

Disposiciones generales


Artículo 36.- El tribunal que impusiere, de oficio o a petición de parte, alguna de las penas sustitutivas previstas en esta ley, deberá así ordenarlo en la respectiva sentencia condenatoria, expresando los fundamentos en que se apoya y los antecedentes que fundaren su convicción.


Si el tribunal negare la solicitud para conceder alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley, deberá exponer los fundamentos de su decisión en la sentencia.


Tratándose de delitos de acción privada o de acción penal pública previa instancia particular, el juez de garantía o el tribunal de juicio oral en lo penal deberá citar a la víctima o a quien la represente, a la audiencia a que se refiere el artículo 343 del Código Procesal Penal, para debatir sobre la procedencia de aplicar cualquiera de las penas sustitutivas contenidas en esta ley.


Artículo 36 bis.- Los conflictos de derecho que se susciten durante la ejecución de alguna de las penas sustitutivas que contempla la presente ley, serán resueltos por el juez de garantía del lugar donde ésta deba cumplirse.


Artículo 37.- La decisión acerca de la concesión, denegación, revocación, sustitución, reemplazo, reducción, intensificación y término anticipado de las penas sustitutivas que establece esta ley y la referida a la interrupción de la pena privativa de libertad a que alude el artículo 33, será apelable para ante el tribunal de alzada respectivo, de acuerdo a las reglas generales.


Sin perjuicio de lo anterior, cuando la decisión que conceda o deniegue una pena sustitutiva esté contenida formalmente en la sentencia definitiva, el recurso de apelación contra dicha decisión deberá interponerse dentro de los cinco días siguientes a su notificación o, si se impugnare además la sentencia definitiva por la vía del recurso de nulidad, se interpondrá conjuntamente con éste, en carácter de subsidiario y para el caso en que el fallo de el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo relativa a la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


Habiéndose presentado uno o más recursos de nulidad, conjuntamente o no con el recurso de apelación, el tribunal a quo se pronunciará de inmediato sobre la admisibilidad de este último, pero sólo lo concederá una vez ejecutoriada la sentencia definitiva condenatoria y únicamente para el evento de que la resolución sobre el o los recursos de nulidad no altere la decisión del tribunal a quo respecto de la concesión o denegación de la pena sustitutiva.


En caso contrario, se tendrá por no interpuesto.


Artículo 38.- La imposición por sentencia ejecutoriada de alguna de las penas sustitutivas establecidas en esta ley a quienes no hubieren sido condenados anteriormente por crimen o simple delito, tendrá mérito suficiente para la omisión, en los certificados de antecedentes, de las anotaciones a que diere origen la sentencia condenatoria. El tribunal competente deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación al efecto.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, no se considerarán las condenas por crimen o simple delito cumplidas, respectivamente, diez o cinco años antes de la comisión del nuevo ilícito.


El cumplimiento satisfactorio de las penas sustitutivas que prevé el artículo 1° de esta ley por personas que no hubieren sido condenadas anteriormente por crimen o simple delito, en los términos que señala el inciso primero, tendrá mérito suficiente para la eliminación definitiva, para todos los efectos legales y administrativos, de tales antecedentes prontuariales. El tribunal que declare cumplida la respectiva pena sustitutiva deberá oficiar al Servicio de Registro Civil e Identificación, el que practicará la eliminación.


Exceptúanse de las normas de los incisos anteriores los certificados que se otorguen para el ingreso a las Fuerzas Armadas, a las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública y a Gendarmería de Chile, y los que se requieran para su agregación a un proceso criminal.


Artículo 39.- En aquellos tribunales de garantía integrados por más de tres jueces, el Comité de Jueces, a propuesta del Juez Presidente, deberá considerar, en el procedimiento objetivo y general de distribución de causas, la designación preferente de jueces especializados para el conocimiento de las materias previstas en esta ley.


Artículo 40.- Las disposiciones contenidas en esta ley no serán aplicables a aquellos adolescentes que hubieren sido condenados de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal. 


37) Deróganse los artículos 1º y 2º transitorios.


Artículo 2º.- Sustitúyense, en el número 2º del artículo 39 bis del Código Penal, las expresiones “alguno de los beneficios de la ley Nº 18.216, como alternativa a la pena principal” por “alguna de las penas de la ley Nº 18.216 como sustitutiva de la pena principal”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Procesal Penal:


a) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 129, entre la expresión "impuesto" y la frase "y al que violare la condición", la siguiente oración: ", al que fuere sorprendido infringiendo las condiciones impuestas en virtud de las letras a), b), c) y d) del artículo 17 ter de la ley N° 18.216".


b) Reemplázase en el artículo 140, inciso cuarto, la oración "gozando de alguno de los beneficios alternativos a la ejecución de las penas alternativas o restrictivas de libertad contemplados en la ley" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas a la ejecución de las penas privativas o restrictivas de libertad contempladas en la ley".


c) Sustitúyense en los artículos 348, inciso primero; 412, inciso tercero, y 413, letra e), la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


d) Reemplázase en el artículo 398, inciso primero, la frase "alguno de los beneficios contemplados" por "alguna de las penas sustitutivas contempladas".


e) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 466, la expresión “y su defensor” por “su defensor y el delegado a cargo de la pena sustitutiva de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, de libertad vigilada o de libertad vigilada intensiva, según corresponda.”.


f) Sustitúyese en el artículo 468, inciso tercero, la expresión "medida alternativa" por "pena sustitutiva".


Artículo 4°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 2.859, de 1979, que fija la Ley Orgánica de Gendarmería de Chile:


a) Modifícase el artículo 3° en los siguientes términos:


1.- Sustitúyese en la letra g) la conjunción copulativa ",y"  con que termina por un punto y coma (;).


2.- Sustitúyese en la letra i) el punto aparte (.) con que termina, por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y".


3.- Agrégase la siguiente letra j):


"j) Administrar el dispositivo de monitoreo telemático, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.216 y el reglamento respectivo.".


b) Modifícase el artículo 8° en el siguiente sentido:


1.- Sustitúyese en la letra c) la oración "gocen de medidas alternativas" por lo siguiente: "cumplan penas sustitutivas".


2.- Reemplázase, en la letra f), la frase “sujeta a una de las medidas establecidas” por “que cumpla una de las penas sustitutivas establecidas”.


Artículo 5°.- Sustitúyese en el artículo 62 de la ley N° 20.000, que Sanciona el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas, la expresión "medidas alternativas" por "penas sustitutivas".


Artículo 6°.- Incorpóranse las siguientes enmiendas a la ley N° 19.856, que Crea un Sistema de Reinserción Social de los Condenados sobre la Base de la Observación de Buena Conducta:


1) Reemplázase, en el epígrafe del Título III, la expresión “nocturna” por “parcial”.


2) Sustitúyese el artículo 16 por el siguiente:


“Artículo 16.- Condenados en reclusión parcial. La reducción de condena de que tratan los artículos 2º y 3º de la presente ley favorecerá también a los condenados que cumplieren la pena sustitutiva de reclusión parcial.


Para estos efectos, constituirá comportamiento sobresaliente del condenado el cumplimiento cabal del régimen de ejecución correspondiente a dicha pena sustitutiva.


La calificación de la conducta y el procedimiento de obtención de la reducción de condena de que trata el presente artículo, se sujetará íntegramente a lo dispuesto en el Título II de esta ley.”.

Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 305 bis C, la frase “o esté suspendida la ejecución de la pena  en virtud de alguno de los beneficios establecidos” por la siguiente: “o cumpliendo alguna de las penas sustitutivas establecidas”.


b) Reemplázase en el artículo 363, inciso tercero, la oración "gozando de alguno de los beneficios contemplados" por lo siguiente: "cumpliendo alguna de las penas sustitutivas contempladas".


Artículo 8°.- Las normas de esta ley entrarán en vigencia a contar de la publicación en el Diario Oficial de las adecuaciones que, en virtud de ésta, deban ser incorporadas en el decreto supremo N° 1.120, de 1984, del Ministerio de Justicia, Reglamento de la Ley N° 18.216. No obstante, las siguientes penas entrarán en vigencia, gradualmente, en la forma que se indica:


a) La pena de libertad vigilada intensiva, contemplada en el artículo 15 bis de la ley N° 18.216, regirá desde el momento señalado en el encabezado de este precepto. Sin embargo, sólo procederá su control mediante monitoreo telemático, en la forma prevista en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la misma ley, respecto de aquellos sujetos a quienes se les hubiere sustituido la pena privativa de libertad impuesta, cuya duración sea superior a cuatro años y no exceda de cinco. Lo anterior no obstará a que la pena de libertad vigilada intensiva se imponga igualmente a los demás condenados, en los casos señalados en la letra b) del mencionado artículo 15 bis.


b) El control mediante monitoreo telemático de la pena de libertad vigilada intensiva contemplado en el artículo 23 bis, inciso tercero, de la ley N° 18.216, entrará a regir, respecto de la totalidad de los casos del artículo 15 bis, letra b), de la misma ley, transcurrido un año desde la publicación de las adecuaciones a las que alude el encabezado de este precepto.


c) La pena mixta prevista en el artículo 33 de la ley N° 18.216, entrará en vigencia transcurridos dos años desde la mencionada publicación.


Sin perjuicio de los plazos de entrada en vigencia anteriormente contemplados, Gendarmería de Chile podrá dar inicio al proceso de licitación al cual hace mención el artículo 23 quáter de la ley N° 18.216, desde la publicación de la presente ley.


Las adecuaciones señaladas en el inciso primero de este artículo deberán efectuarse dentro de los dieciocho meses siguientes a la publicación de la presente ley. 


Artículo 9°.- El mayor gasto que demande la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto de Gendarmería de Chile y, en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro Público. En los años sucesivos se financiará con los recursos que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público.


Artículo 10.- Auméntase en 585 cargos la glosa 01, letra a) del Programa 02 del Presupuesto de Gendarmería de Chile.


Artículo transitorio.- Los requisitos para desempeñar el cargo de delegado de libertad vigilada y libertad vigilada intensiva establecidos en la letra a) del artículo 20 bis de la ley N° 18.216, no serán aplicables a los funcionarios de Gendarmería de Chile que, a la fecha de vigencia de esta ley, se encuentren habilitados para desempeñar la función de delegados de libertad vigilada.".
Acordado en sesión celebrada el día 14 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez. 


Sala de la Comisión, a 16 de marzo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

  Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE MINERÍA Y ENERGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA CERTIFICACIÓN DE LOS ARTEFACTOS PARA COMBUSTIBLES DE LEÑA Y OTROS PRODUCTOS DENDROENERGÉTICOS 

(7141-08)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Minería y Energía tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, para cuyo despacho se ha hecho presente calificación de urgencia en el carácter de “suma”.

- - -


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió esta iniciativa de ley tanto en general, cuanto en particular, por tratarse de aquellas de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - -


Asimismo, cabe advertir que, por haberlo así dispuesto la Sala en sesión de 2 de noviembre de 2011, esta iniciativa de ley debe ser también analizada por la Comisión de Hacienda.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Este proyecto de ley tiene por objeto establecer un sistema de certificación de artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medios de combustión, para asegurar su uso sustentable y eficiente, rebajando sus emisiones.
- - -


Durante la discusión en general del proyecto concurrieron a exponer sus puntos de vista, especialmente invitados, los siguientes personeros:


- El Subsecretario del Medio Ambiente, señor Ricardo Irarrázabal, y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio del ramo, señor Rodrigo Benítez.


- El Superintendente de Electricidad y Combustibles, señor Luis Ávila, y el Jefe del Departamento de Normas de la Superintendencia, señor Jaime González.


- El especialista del Área de Eficiencia Energética del Ministerio de Energía, señor Fernando Anaya.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS


1) El artículo 3° de la ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, que enumera las atribuciones que competen a este organismo.


2) El artículo 10, número 2, de la ley N° 20.402, que crea el Ministerio de Energía.


3) El artículo 4º del decreto ley N° 2.224, de 1978, que crea la Comisión Nacional de Energía, 

II. MENSAJE DEL EJECUTIVO


El Mensaje que da origen a este proyecto de ley, sostiene que según el estudio denominado “Análisis del Potencial Estratégico de la Leña en la Matriz Energética Chilena”, elaborado por la Corporación ChileAmbiente para la Comisión Nacional de Energía, en diciembre de 2008, la biomasa representa entre el 17% y 20% del consumo de energía primaria de la matriz energética de Chile, colocando a la leña en tercer lugar de importancia de las fuentes energéticas primarias, después del petróleo y del gas. Además, este porcentaje, en promedio, se eleva al 59% cuando se revisa el consumo de la leña en el sector residencial, destinado fundamentalmente a calefacción, cocción y calentamiento del agua. 


La cifra estimada es de unos 15 millones de metros cúbicos de leña consumidos cada año en el país, la mayor parte de la cual proviene de especies y bosques nativos. Cabe destacar, sin embargo, que el stock de biomasa forestal de bosque nativo supera los 5.000 millones de metros cúbicos, y que de éste 53% es leña, 34% es aserrable y sólo el 13% sirve para uso industrial. En consecuencia, un porcentaje altísimo de la madera no puede ser utilizada sino para leña. 


El uso masivo de la leña como combustible se debe fundamentalmente a su precio en ciertas zonas del país, el que hasta el momento es menor al de los demás recursos energéticos. Por otra parte, en zonas rurales, sobretodo de las regiones del sur, la leña constituye un recurso de fácil acceso. Por ello, agrega el Mensaje, es entendible que la leña sea utilizada  como la principal fuente energética en los hogares de menores recursos y de la zona del país antes indicada. Por lo mismo, no es viable fomentar el uso de otros medios de combustión o derechamente prohibir el uso de la leña, especialmente en los sectores residenciales y en zonas, principalmente del sur de Chile, donde la leña es la fuente casi exclusiva de energía domiciliaria. Con todo, no cabe duda que el bosque nativo no es una fuente inagotable y que su uso sustentable debe ser fomentado desde ya.


Por otra parte, su comercialización representa cierto dinamismo en las economías locales y regionales del país, estimado en más de cien mil millones de pesos anuales, mercado en el cual participan mayoritariamente pequeños propietarios, para quienes la extracción o producción de la leña constituye una fuente importante de sus ingresos. 


Sin embargo, el uso no sustentable de la leña produce impactos ambientales importantes, a consecuencia de las emisiones de MP10 y MP2.5 derivadas de su combustión. Por tal razón, la leña es considerada uno de los factores que ha incidido más gravemente en el deterioro de la calidad del aire en las principales ciudades de la VI a la XI Regiones y también, en parte, es fuente de los problemas de calidad del aire en la Región Metropolitana. Entre las ciudades más afectadas se encuentran Temuco, Rancagua, Talca, Chillán, Valdivia, Coyhaique y Santiago. 


En Temuco, los promedios diarios de PM10 alcanzan durante el invierno promedios de 200 y 250 ug/m3, lo que excede la norma chilena de 150 ug/m3. La situación es aún más grave al interior de las viviendas que utilizan artefactos a leña inadecuados. Lo mismo sucede en las otras ciudades nombradas. El estudio en comentario estima que los gastos en salud asociados al PM10 emitido por la combustión de leña se sitúan, a la fecha del mismo, en alrededor de 364 millones de dólares al año. 


Lo que cabe hacer, por tanto, es reconocer las enormes potencialidades de la leña como recurso energético pero, a la vez, buscar urgentemente fórmulas que permitan que el recurso sea utilizado sustentablemente. Dentro de las alternativas que permiten alcanzar dicho objetivo, no cabe duda que la certificación de los artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión constituye una de las más importantes.


En Chile, los artefactos que se utilizan para el consumo de la leña como medio energético son múltiples y presentan rasgos y niveles de emisiones de gases y partículas muy diferentes. Entre éstos, cabe nombrar la cocina de fierro, la salamandra, la estufa de cámara lenta simple y doble, la chimenea, el brasero, la estufa y el fogón a llama abierta, entre otros. 


En general, se reconoce que las tecnologías de combustión más antiguas presentan limitaciones de tipo ambiental que las hacen no sustentables, especialmente en entornos urbanos. Así, las estufas y cocinas tradicionales presentan emisiones de entre 500 y 5.000 mg/MJ, según se utilice leña seca o húmeda, respectivamente, y el fogón presenta emisiones de 50.000 mg/MJ. Una estufa avanzada, por su parte, presenta emisiones de sólo 50 mg/MJ y las calderas de edificios presentan emisiones de 30 mg/MJ. La eficiencia del recurso, además, es más bajo en aquellos artefactos que emiten más y viceversa. No cabe duda, por tanto, que el tipo de artefacto que se utiliza impacta severamente en la calidad ambiental y en la salud de las personas. 


El Mensaje finaliza precisando que con este proyecto de ley se busca que la información antes indicada sobre emisiones y eficiencia, probablemente no conocida por los usuarios de los artefactos, sea puesta a disposición de éstos en el correspondiente certificado del artefacto. Con el etiquetado, además, se buscan al menos los siguientes efectos:


- Estimular al usuario a adquirir productos menos contaminantes y que consumen menos leña, lo cual implica importantes ahorros de combustible, e incentivar el uso correcto del artefacto y la elección de combustibles.


- Destacar productos que cumplen con creces con los requisitos de certificación.


- Diferenciar productos que puedan eximirse de restricciones de uso.


- Desincentivar el uso de equipos no etiquetados u obsoletos y el de artefactos de características inadecuadas.

III. CONTENIDO DEL PROYECTO DE LEY


El texto del proyecto de ley en informe consta de un artículo único que, mediante tres literales, propone modificar los párrafos primero y segundo del numeral 14 del artículo 3° de la ley N° 18.410, así como agregar en este mismo numeral un párrafo final, nuevo.


Además, la iniciativa contempla un artículo transitorio.


En lo que concierne al citado numeral 14 del artículo 3° de la ley N° 18.410, el primer párrafo de cuya enmienda se trata, faculta a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para autorizar a organismos de certificación e inspección, laboratorios de ensayos o entidades de control la realización de las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarios, con el objeto de otorgar un certificado de aprobación a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas.


El segundo párrafo que se propone modificar, dispone que los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales que deban sujetarse a la certificación prevista en el párrafo anterior, no podrán comercializarse en el país sin contar con los respectivos certificados de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad y, o eficiencia energética y con la respectiva etiqueta de consumo energético.


La iniciativa en estudio, mediante la sustitución de una frase en el párrafo primero, permite a la SEC autorizar a organismos técnicos para certificar, también, artefactos y equipos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión.


Luego, en el párrafo segundo agrega una oración final destinada a precisar que tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad a la ley N° 19.300.


Enseguida, el proyecto agrega un párrafo final, nuevo, en virtud del cual los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.


Finalmente, en el artículo transitorio que el proyecto contempla, se obliga a los Ministerios del Medio Ambiente y de Energía a informar sobre la aplicación de esta ley a las Comisiones de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, y de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, en especial respecto de la cantidad de equipos certificados, identificación de los organismos certificadores y demás antecedentes que sirvan para evaluar su aplicación.

IV. INFORME FINANCIERO


De conformidad con lo señalado en el Informe Financiero que acompaña esta iniciativa, el mayor gasto fiscal que resulte de su aplicación se financiará con cargo a los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles (SEC), estimándose que hacia el quinto año de vigencia de la ley dicho gasto ascenderá a $115 millones en personal, bienes y servicios de consumo e inversión.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe la Comisión escuchó al señor Subsecretario del Medio Ambiente, quien sostuvo que este proyecto constituye una pieza fundamental, aunque no la única, en la estrategia que se ha diseñado en materia de uso de la leña como combustible.


Al respecto, explicó que la circunstancia de que, por ejemplo, no se aprobara esta iniciativa legal podría conducir a que la política de recambio de calefactores que se pretende establecer careciera de sentido, toda vez que mediante este proyecto se otorgan facultades a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para autorizar la certificación por organismos técnicos especializados de los artefactos a leña. Lo anterior, para garantizar que estos artefactos cumplan las normas de emisión de calefactores que establecerá el Poder Ejecutivo. Añadió que se debe tener presente que en el futuro cualquier artefacto nuevo que utilice leña como combustible que se elabore en nuestro país o se importe deberá cumplir con el referido estándar. De allí, entonces, que la certificación se constituya en una pieza clave del sistema.


Consultado si la atribución que se entrega a la Superintendencia se encuentra ya regulada en otras normas legales, expresó que, en estricto rigor, si bien el sistema de certificaciones ha operado desde hace algún tiempo de manera satisfactoria, faltaba precisar la situación de los artefactos a leña, de uso habitual en ciertas Regiones y que producen relevantes efectos económicos y medioambientales.


Agregó que si este proyecto corresponde al Ministerio de Energía en conjunto con el Ministerio de Medio Ambiente es sólo porque la Superintendencia de Electricidad y Combustibles depende del primero, pero si se atiende a la especificidad de su contenido se entiende que la materia regulada se pueda considerar netamente medioambiental.


Luego de valorar positivamente la iniciativa en informe la Comisión fue partidaria de su pronta aprobación, en la medida que su entrada en vigencia permitirá contar con un instrumento importante para cumplir el propósito de eficiencia energética y de sustentabilidad ambiental a que se estima dará lugar, en especial en aquellas zonas del país en las que se verifica un uso masivo de artefactos a leña por la disponibilidad y costo de este recurso.


- Puesto en votación el proyecto de ley tanto en general, cuanto en particular, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señoras Allende y Rincón y señores Cantero, Gómez y Orpis, en los mismos términos en que fuera despachado por la Honorable Cámara de Diputados.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Minería y Energía propone aprobar en general y en particular, en los mismos términos:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el número 14 del artículo 3° de la ley N°18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el párrafo primero, la frase “de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas” por “de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión”.


b) Suprímese, en el párrafo segundo, la frase “de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética”; reemplázase el punto aparte (.) por un punto seguido (.), y agrégase a continuación la siguiente oración final: “Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.”.


c) Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo:


“Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con este número, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.


Artículo transitorio.- Los Ministerios del Medio Ambiente y de Energía informarán a las Comisiones de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, y de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, transcurrido un año de la vigencia de esta ley sobre la aplicación de sus disposiciones, en especial respecto de la cantidad de equipos certificados, identificación de los organismos certificadores y todo otro antecedente que sirva para evaluar su aplicación.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 30 de noviembre de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero Ojeda (Presidente), señoras Isabel Allende Bussi y Ximena Rincón González y señores José Antonio Gómez Urrutia y Jaime Orpis Bouchon.


Sala de la Comisión, a 30 de noviembre de 2011.




(Fdo.) Ignacio Vásquez Caces,




Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE REGULA LA CERTIFICACIÓN DE LOS ARTEFACTOS PARA COMBUSTIBLES DE LEÑA Y OTROS PRODUCTOS DENDROENERGÉTICOS 

(7141-08)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, calificado con urgencia de “suma”.


A la sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa de ley asistió, en representación del Ministerio de Energía, el abogado, señor Gonzalo Carreño.


Del mismo modo, concurrieron:


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la asesora, señorita Macarena Lobos.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora, señorita Danielle Courtin.


De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, María Soledad Larenas.


El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.

- - -


OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer un sistema de certificación de artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medios de combustión, para asegurar su uso sustentable y eficiente, rebajando sus emisiones.
- - -

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del artículo único de la iniciativa, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Minería y Energía en su informe, como corresponde de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 


Dicho artículo único modifica, a través de tres literales, el número 14 del artículo 3° de la ley N°18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles.

Letra a)


Sustituye, en el párrafo primero, la frase “de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas”, por “de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión”.

Letra b)


Suprime, en el párrafo segundo, la frase “de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética”. Asimismo, reemplaza el punto aparte (.) por un punto seguido (.), y agrega a continuación la siguiente oración final: “Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.”.

Letra c)


Incorpora el siguiente párrafo final, nuevo:


“Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con este número, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.


El asesor del Ministerio de Energía, señor Gonzalo Carreño, explicó que por medio del proyecto en análisis se pretenden ampliar las atribuciones de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles para autorizar a organismos de certificación para que, a su vez, autoricen la comercialización de productos de combustión. Se trata, agregó, de un modelo tercerizado en el que, conforme a la normativa vigente, dichos productos deberán, antes de llegar al mercado, someterse a un muestreo que verifique su calidad, seguridad y eficiencia energética en alguno de los laboratorios habilitados por la Superintendencia. Sólo aprobándolo podrán ser comercializados; de no hacerlo, serán retirados incluso con auxilio de la fuerza pública.


Tal sistema, que en la actualidad opera en relación con los productos de combustibles y eléctricos definidos por el Ministerio de Energía, se busca extender ahora a la leña y otros productos dendroenergéticos, como madera o carbón vegetal.


Por otra parte, añadió, se homologa la norma de emisión a una norma de calidad, lo que permitirá que la Superintendencia pueda certificar los estándares de esta última.  


En relación con el financiamiento de la iniciativa, hizo ver que los recursos contemplados en el informe financiero sustitutivo que se acompaña, contemplan la contratación de dos profesionales en la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, el presente año, para la administración del sistema de certificación, la realización de estudios de mercado y la elaboración de protocolos para la puesta en marcha de la certificación. A ellos se añadirán, el segundo año, un fiscalizador para la Región Metropolitana, uno para la Región de la Araucanía y otros, en la medida que existan requerimientos, para otras regiones del sur del país. Los recursos que al efecto se precisen, deberán ser asignados a la antes señalada Superintendencia en las respectivas leyes de presupuestos. 


El Honorable Senador señor Frei hizo referencia a un estudio que, a partir de la conformación de un grupo de trabajo el año 2003, durante años elaboró una comisión público-privada constituida por actores de regiones del sur del país, relativo al uso de leña y sus efectos, que contó con apoyo financiero de la Comisión Europea.


Los resultados de dicho estudio, obra del denominado “Sistema Nacional de Certificación de Leña” (SNCL), fueron presentados el año 2011 al señor Ministro de Energía, y en ellos consta, entre otros aspectos, información acerca del uso de la leña certificada y de que en Chile existen cerca de 100 mil artefactos de calefacción artesanalmente acondicionados, no aptos en consecuencia para aprobar ningún control de calidad y que requieren, evidentemente, ser reemplazados. Un altísimo porcentaje de ellos se encuentra en la Región Metropolitana.


Tras la reseñada presentación al Ejecutivo de tales antecedentes, indicó, se conformaron el año anterior equipos de trabajo de los que, sin embargo, no hubo novedades con el transcurso de los meses. Esto se ha traducido en que en el proyecto de ley sometido al conocimiento de la Comisión, en nada se abordan las problemáticas reseñadas.


El Honorable Senador señor Lagos coincidió con las preocupaciones manifestadas por el Honorable Senador señor Frei, pues no se advierte una definición sobre si realizará o no un reemplazo de artefactos ni, si se lleva a cabo, cómo se hará la transición entre un escenario y otro.  


En relación con la leña, hizo ver que si se sigue utilizando la húmeda, los positivos efectos de contar con equipos modernos y certificados se verán relativizados.


Finalmente, consultó cómo se compatibilizan las atribuciones y competencias de la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, con las que sobre las mismas materias asisten a la Corporación Nacional del Medio Ambiente (CONAMA).


El Honorable Senador señor Escalona expresó que más allá del objetivo declarado del proyecto de ley, no se advierte cuál es la política de largo plazo que en relación con la leña se quiere seguir, pues es esperable que una regulación como la propuesta opere como estímulo a su uso y consumo. A su juicio, lo que debiera hacerse es transitar en la dirección contraria, pues la leña es un producto caro, cuyo precio incide fuertemente en los presupuestos familiares. Además, ha dado lugar a un negocio en el que muchas personas no trepidan en depredar los bosques del sur del país con tal de obtener inmediatas ganancias.    


Lo que debiera hacerse, culminó, es desestimular este círculo que, a la vez que el daño de los bosques, impacta también sobre la contaminación de las ciudades.


El Honorable Senador señor Novoa señaló que el consumo de leña es habitual en muchos países, y en el caso de Chile al menos, si fuese un producto caro, sus usuarios cuentan con la posibilidad de  cambiarse al gas. Sin embargo, siguen utilizando leña.


Como quiera que sea, destacó, ya que existe consumo de leña, resulta apropiado contar con capacidad para certificar los artefactos que se vendan en el mercado. Esto, por sí mismo, constituye un avance. Cosa distinta es si existen o no los mecanismos para certificar la leña, en cuanto a su origen, humedad, etc. Pues si no los hay, deben sin dudar ser abordados, mas no en el presente proyecto, porque la Superintendencia de Electricidad y Combustibles no cuenta con las atribuciones para hacerlo exigible.


El Honorable Senador señor García dio a conocer la realidad de comunas como Temuco y Padre las Casas, en las que existen normas de emisión tan estrictas que no hay ningún calefactor a la leña que las pueda satisfacer, y donde se verifica una fiscalización bastante estricta para que no se comercialice leña con más de 25% de humedad.


Por otro lado, acotó que de acuerdo con la información que obra en su poder, la leña es el combustible más barato. De ahí la dificultad para disminuir su consumo.


El asesor del Ministerio de Energía, señor Carreño, indicó que el Ejecutivo tiene plena conciencia de las distintas dimensiones en que la problemática de la leña se desarrolla, a saber, sociológica, ambiental y energética. Tal complejo escenario se ha presentado ya en varios países, algunos de los cuales optaron por prohibirla y reemplazarla por briquetas, cuestión que, para un país como Chile, resultaría imposible costear.


La informalidad que atraviesa al mercado de la producción de leña y de artefactos, por cierto, supone un nuevo obstáculo para acometer de manera integral esta materia, para lo que el presente proyecto constituye un primer paso. Recordó, al efecto, que durante la administración de la ex Presidenta Bachelet se formuló una iniciativa de ley que pretendió dar una solución global al tema de la leña, pero que no llegó a prosperar. Del mismo modo, hizo presente que en el mismo espectro político, incluso en forma transversal a las distintas fuerzas con representación parlamentaria, existen voces discordantes acerca de si debe o no haber una regulación sobre la leña, por los impactos sociales y ambientales que de ello podría seguirse.  


Resaltó, por otra parte, que por lo que cabe velar a la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, es por los artefactos que consumen el combustible y por la calidad de los combustibles. En dicho contexto, el sólo hecho de contar con artefactos de superior calidad, por más que se utilice leña húmeda, podría rebajar las emisiones hasta 16 veces.


Observó, asimismo, que la presente iniciativa no pretende estimular ni desestimular el mercado de la leña. Se trata, para el Ejecutivo, de un proyecto neutro, pues lo que hace es regular los artefactos. Éstos, por cierto, podrían tornarse más onerosos, pero para eso el Ministerio del Medioambiente se encuentra promoviendo su recambio.


El Honorable Senador señor Frei insistió en que, hasta la fecha, no ha habido noticia de la forma en que han sido acogidos los resultados del estudio elaborado por el Sistema Nacional de Certificación de Leña” (SNCL).


En él, agregó, se abordaba también la situación de aquellos hogares, sobre todo rurales, en los que la cocina a leña es también el sistema de calefacción que se utiliza.


El Honorable Senador señor Novoa advirtió que, en todo caso, habrá que estar a la aplicación práctica que vaya a tener una normativa como la propuesta en el presente proyecto de ley, pues sólo así podrá verificarse su eventual efectividad. Sin perjuicio de ello, el mejoramiento de la calidad de los artefactos que se están construyendo es un paso que sin duda hay que dar, porque es esperable que, al menos por varios años más, la leña siga siendo un combustible altamente demandado.


Enseguida, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó enviar un oficio al señor Ministro de Energía, con el objeto de solicitarle información acerca de la adopción e implementación de las conclusiones contenidas en el estudio elaborado por el Sistema Nacional de Certificación de Leña” (SNCL).


- Puesto en votación el artículo único del proyecto, votaron a favor los Honorables Senadores señores García y Novoa, y se abstuvieron los Honorables Senadores señores Escalona, Frei y Lagos. Repetida la votación, de conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 178 del Reglamento del Senado, se registró idéntico resultado.


En consecuencia, el artículo único se dio por aprobado, por haberse considerado los votos de abstención como favorables a la posición que obtuvo el mayor número de votos, de acuerdo con lo prescrito en el inciso segundo de la antes citada disposición reglamentaria.

- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 11  de agosto de 2011, señala, de manera textual, lo siguiente:

“El proyecto de ley modifica la Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, con el objeto de entregarle facultades para la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos.

La aplicación de la presente ley implica el siguiente gasto para la Superintendencia de Electricidad y Combustibles:

Mill. $

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Año 5

	Gastos en Personal

Bienes y Servicios de Consumo

Inversión
	36,0

9,0

5,0
	57,6

18,0

5,0
	68,4

18,0

2,5
	79,2

18,0

2,5
	90,0

18,0

2,5

	Total
	50,0
	80,6
	88,9
	99,7
	110,5


Este mayor gasto será financiado con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de esa Superintendencia.”.


Posteriormente, con fecha 15 de julio de 2011, la Dirección de Presupuestos emitió el siguiente Informe Financiero Sustitutivo, fruto de una indicación formulada al proyecto de ley durante el primer trámite constitucional: 

“I Antecedentes.

La presente Indicación tiene por objeto sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley que modifica la Ley N° 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, con el objeto de entregarle facultades para la certificación de los artefactos para combustión de leña y otros productos dendroenergéticos.

La Indicación consta de un artículo único que modifica el número 14 del artículo 3° de la ley N° 18.410.

La letra a) incorpora los artefactos que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión al proceso de certificación por parte de la Superintendencia, de acuerdo a estándares de seguridad, eficiencia energética y calidad que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.

La letra b) determina que dichos artefactos deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de edición dictadas en conformidad a los artículos 40° o 44° de la Ley N°19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Se mantiene el mayor gasto indicado en el Informe Financiero N°70/2010 asociado al Proyecto de Ley Inicial, sin perjuicio de su actualización a pesos del 2011.

En este sentido y de acuerdo a lo informado por la Superintendencia de Electricidad y Combustibles en su oportunidad, las nuevas funciones que asigna el proyecto a esa Superintendencia implicará la contratación de 7 personas al año 5, con el consiguiente gasto operacional y de equipamiento, según se desglosa en el siguiente cuadro:

Mill. $ 2011

	
	Año 1
	Año 2
	Año 3
	Año 4
	Año 5

	Gastos en Personal

Bienes y Servicios de Consumo

Inversión
	37,6

9,3

5,2
	60,2

18,6

5,2
	71,5

18,6

2,6
	82,8

18,6

2,6
	94,1

18,6

2,6

	Total
	52,1
	84,0
	92,7
	104,0
	115,3

	N° de Personas
	2
	4
	5
	6
	7


Este mayor gasto será financiado con los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto de esa Superintendencia.”.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del presente proyecto de ley, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Minería y Energía, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Modifícase el número 14 del artículo 3° de la ley N°18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles, de la siguiente forma:


a) Sustitúyese en el párrafo primero, la frase “de gas y de combustibles líquidos, que acrediten que cumplen con las especificaciones de seguridad, eficiencia energética y, o calidad establecidas y no constituyen peligro para las personas o cosas” por “de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión”.


b) Suprímese, en el párrafo segundo, la frase “de aprobación que acrediten el cumplimiento de los estándares establecidos en materia de seguridad, calidad, y, o eficiencia energética”; reemplázase el punto aparte (.) por un punto seguido (.), y agrégase a continuación la siguiente oración final: “Tratándose de artefactos que utilicen como combustible leña y otros productos dendroenergéticos, los correspondientes certificados deberán, además, acreditar el cumplimiento de las normas de emisión dictadas en conformidad al artículo 40 de la ley N° 19.300 o al artículo 44 de la misma ley. Para estos efectos, el Ministro de Energía se considerará uno de los ministros competentes o sectoriales.”.


c) Incorpórase el siguiente párrafo final, nuevo:


“Los certificados de aprobación emitidos por los organismos autorizados de conformidad con este número, relativos a los productos, máquinas, instrumentos, equipos, artefactos, aparatos y materiales eléctricos, de gas, combustibles líquidos, y los que utilicen leña y otros productos dendroenergéticos como medio de combustión, deberán acreditar que cumplen con los estándares de seguridad, eficiencia energética, calidad y emisiones que fijen los organismos competentes en cada una de estas materias.”.


Artículo transitorio.- Los Ministerios del Medio Ambiente y de Energía informarán a las Comisiones de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, y de Minería y Energía de la Cámara de Diputados, transcurrido un año de la vigencia de esta ley sobre la aplicación de sus disposiciones, en especial respecto de la cantidad de equipos certificados, identificación de los organismos certificadores y todo otro antecedente que sirva para evaluar su aplicación.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 13 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 14 de marzo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONAS CON PRESENCIA DE POLIMETALES EN LA COMUNA DE ARICA

(6810-12)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, que fuera iniciado en Mensaje de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión analizó esta iniciativa de ley asistió, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Orpis.





Del mismo modo, concurrieron, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los abogados, señores Gonzalo Guerrero y Claudio Radonic.





De la Biblioteca del Congreso Nacional, la asesora, señorita María Soledad Larenas.


De la Corporación de Estudios para Latinoamérica (CIEPLAN), la asesora, señorita Macarena Lobos.





El asesor del Honorable Senador señor Escalona, don Jaime Romero.

- - -

Se hace presente que el presente proyecto de ley fue analizado por la Comisión Mixta contemplada en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, que propuso la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados durante su tramitación.

Posteriormente, con fecha 7 de marzo de 2012, la Cámara de Diputados, Cámara de origen, aprobó la proposición efectuada por la señalada Comisión Mixta.

Más tarde, la Sala del Senado, Cámara revisora, envió la iniciativa legal a trámite de Comisión de Hacienda, en su caso, para dar cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la ley orgánica constitucional del Congreso Nacional.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Establecer un programa de acción e las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Vuestra Comisión se remite, al efecto, a lo expresado en su informe por la Comisión Mixta constituida de acuerdo con el artículo 70 de la Constitución Política de la República.

- - -

Previo al análisis de las normas de su competencia, el abogado del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gonzalo Guerrero, explicó que el proyecto de ley contempla un plan de reparación y acciones precisas para ser implementadas en la comuna de Arica, con el objeto de mitigar los daños causados por la presencia contaminadora de polimetales, especialmente plomo y arsénico, desde hace ya más de 20 años.

Con el señalado fin, se prevé la designación, por parte del Presidente de la República, de una Autoridad Coordinadora facultada para, entre otras atribuciones, evaluar los instrumentos, resultados y estado de ejecución de las diversas medidas adoptadas por el Ejecutivo sobre la materia.

Destacó, asimismo, que las acciones del referido plan serán desarrolladas en el ámbito de la salud, educación, vivienda y medioambiente, en los específicos aspectos que el articulado del proyecto contempla.

A todo ello se agrega que el Ministerio Secretaría General de la Presidencia deberá desempeñar un rol de apoyo a la antes señalada Autoridad Coordinadora.

El mayor gasto que la aplicación de todas estas acciones demande, concluyó, será financiado con cargo a la partida Tesoro Público de la ley de presupuestos.

El Honorable Senador Orpis hizo ver que el proyecto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional, básicamente establecía un sistema de facultades delegadas que fue estimado insatisfactorio por el Senado, que rechazó la idea de legislar en el segundo trámite constitucional.

Fruto del acuerdo logrado en el trámite de Comisión Mixta a que hubo lugar, añadió, el contenido de la iniciativa que hoy conoce la Comisión de Hacienda es mucho más preciso y acotado, y cuenta, además, con una autoridad definida encargada de su ejecución y dotada de los recursos necesarios para hacerlo.  

El Honorable Senador señor Frei hizo presente que el informe financiero de la Dirección de Presupuestos de 15 de junio de 2011, del que se da cuenta en el presente informe, si bien incluye el detalle de la incidencia presupuestaria de las acciones a ser implementadas en materia de salud, educación, vivienda y urbanismo, mejoramiento de barrios y ambiental, no contempla, empero, los aludidos conceptos de educación y mejoramiento de barrios en su resumen final. Esto, en consecuencia,  importa que las cifras totales que allí se entregan, sean imprecisas. 

En mérito de la precedente observación, con posterioridad la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Sustitutivo, del que se dará cuenta en su oportunidad en el presente informe, con fecha 20 de marzo de 2012. En él se expresa, en su resumen final, una pormenorización de las áreas en que el proyecto aparejará un mayor costo fiscal (salud, educación, vivienda y urbanismo, interior y medioambiente), con el consiguiente aumento de los totales finales para los años 2011, 2012, 2013 y 2014.

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 4°, 6°, 7°,8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 20 de la iniciativa de ley, en los términos en que fueran aprobados por la Comisión Mixta constituida de conformidad con el artículo 70 de la Constitución Política de la República y, posteriormente, por la Cámara de Diputados.

A continuación se describen las disposiciones señaladas:

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COORDINADORA

Artículo 4°

Prescribe que el Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, designará a una Autoridad Coordinadora responsable de velar por el fiel cumplimiento de todos los programas establecidos en el proyecto de ley, así como de ejecutar la coordinación de las tareas que, en el ámbito del mismo, correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, así como de los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas, que operen en la Región de Arica y Parinacota.





El Honorable senador señor Frei observó que si, como señala el informe financiero anteriormente citado, durante el año 2011 se verificó un gasto total cercano a $10 mil millones, entonces debe entenderse que la autoridad coordinadora ha estado operando de facto, pues de otra manera aquél no se hubiera realizado.





El Honorable Senador señor Orpis indicó que el problema actual estriba, precisamente, en que no existe una definición clara de cuál es la autoridad a cargo de velar por la implementación de las medidas de reparación ni cuáles son sus atribuciones, cuestión que el proyecto de ley permitirá de ahora en más subsanar. En la práctica, señaló, ha sido el Intendente de la Región de Arica y Parinacota quien ha asumido esas funciones.    

Artículo 6°

Dispone, en su inciso primero, que para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.

El inciso segundo señala que mediante el catastro se evaluarán e identificarán las acciones específicas del programa que se establecen mediante la ley que el proyecto propone, que recibirán cada uno de los beneficiarios.

TÍTULO III

DE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA

Artículo 7°

Ordena que, en materia de salud, el Ministerio de Salud, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental, el cual deberá contar con capacidades analíticas para tomar muestras ambientales y de las personas;

2) Determinar la realización de estudios epidemiológicos en la población expuesta a la contaminación por Polimetales en la comuna de Arica;

3) Mantener actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos, en el ámbito de sus competencias; y,

4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en la ley que el presente proyecto propone.

Artículo 8°

Dispone que las acciones en materia de salud deberán estar orientadas a cumplir con los siguientes objetivos:

1) Implementar un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población afectada; y,

2) Generar una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas, así como especificar la patología y los efectos transgeneracionales de largo plazo en la salud de las personas afectadas.

Artículo 9°

Prescribe que las personas afectadas por la contaminación serán incluidas en un programa de seguimiento de su estado de salud.

Artículo 10

Da cuenta de las acciones que, en materia educacional, deberá realizar el Ministerio de Educación, en coordinación con la Autoridad Coordinadora:

1) Propender que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para aquellos alumnos con rendimiento deficiente beneficiarios del plan que se establece mediante la ley que el proyecto propone.  En tal sentido, se deberá prestar atención pedagógica a los alumnos beneficiarios, realizar clases de reforzamiento educativo y efectuar seguimiento de su rendimiento estudiantil, con el objeto de fortalecer sus competencias de aprendizaje, emocionales y sociales;

2) Implementar un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes en cuestión para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por la ley que se propone;

3) Realizar estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación por polimetales ha provocado en los alumnos beneficiarios de la ley que el presente proyecto propone. Dichos estudios serán realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud;

4) Establecer un Programa Especial de becas de mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Un reglamento dictado al efecto, expedido a través del Ministerio de Educación, determinará los requisitos y condiciones, así como el procedimiento de otorgamiento y adjudicación de la beca en cuestión;


5) Focalizar en los alumnos afectados la asistencia que brindan los distintos programas asistenciales que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas; y,

6) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia, en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en la ley propuesta por el presente proyecto.

Artículo 11

Señala, en su inciso primero, que las prestaciones en materia de vivienda y urbanismo consistirán en la relocalización de familias, reparación de viviendas y ejecución de proyectos de barrio que apunten a la remediación de las zonas con presencia de polimetales.

El inciso segundo indica que una resolución conjunta del Ministro del Medio Ambiente y el Ministro de Vivienda y Urbanismo señalará las zonas y las acciones específicas que se llevarán a cabo en conformidad a lo señalado en este artículo.

Artículo 12

Dispone que una vez dictada la resolución aludida en el artículo anterior, se procederá a determinar el universo de familias afectadas a través de un catastro confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización.

Artículo 13

Establece, en su inciso primero, que se asignará a las familias afectadas por polimetales de Arica que serán objeto de relocalización, un subsidio especial, que no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

El inciso segundo indica que una resolución dictada al efecto, expedida a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación del subsidio en cuestión.

Con todo, precisa el inciso tercero, el subsidio habitacional aludido en el inciso anterior se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones en materia de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley.

Las familias afectadas, concluye el inciso cuarto, podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas.

Artículo 14

En su inciso primero dispone que las zonas de emplazamiento de las viviendas afectadas que no sean objeto de relocalización, serán beneficiadas mediante el programa de mejoramiento de barrios.

El programa de mejoramiento de barrios consistirá, detalla el inciso segundo, en la realización de las siguientes acciones:

1) Remediación y sellado en calles y veredas a través de asfaltado y obras con adocreto; y,

2) Ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Asimismo, agrega el inciso tercero, en el caso de las viviendas que no sean objeto de relocalización, que presenten un grave y manifiesto deterioro, se les entregará un subsidio especial para el mejoramiento y reparación de sus viviendas, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Artículo 15

Prescribe en su primer inciso que el conjunto de acciones de vivienda y urbanismo dispuestas en el Título III del presente proyecto, serán ejecutadas por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota.

Dicho Servicio, agrega en el inciso segundo, deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 16

Mandata, en su primer inciso, que el Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios, dispone el inciso segundo que se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona con presencia de polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.


Un reglamento expedido a través del Ministerio del Medio Ambiente, señala el inciso final, establecerá las definiciones, plazos y procedimientos para llevar a cabo la evaluación de riesgo ambiental frente a la presencia de sustancias químicas y otros contaminantes en la zona con presencia de polimetales.

Artículo 17

Prescriben en su inciso primero, que el Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios, indica el inciso segundo que se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona contaminada por polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 20

Dispone que ell mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que sean implementadas de conformidad a lo dispuesto en la ley que el presente proyecto propone, será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Puestos en votación, los artículos 4°, 6°, 7°,8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17 y 20, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Escalona, Frei, García, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda que acompañó al Mensaje que dio origen a la presente iniciativa señala, de manera textual, lo siguiente:

“La presente iniciativa propone una delegación legislativa que faculta al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días contados desde la fecha de publicación de la ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley un programa de intervención en la zona con presencia de polimetales de la comuna de Arica, el que deberá contener acciones en las áreas de salud, educación, vivienda y medio ambiente.

Estos Decretos con Fuerza de Ley deberán señalar la determinación geográfica de la zona contaminada y la de riesgo y los criterios para definir los beneficiarios de los programas y el procedimiento de selección. Se deben precisar las medidas de mitigación ambiental que correspondan; establecer medidas destinadas a la evaluación, diagnóstico, mitigación y tratamiento de los posibles daños por la exposición a metales; considerar medidas destinadas a la atención en todos los niveles del sistema educacional; contemplar la atención especial por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, mediante los diversos programas habitacionales que operan por su intermedio, a las personas afectadas que sean propietarias de un inmueble emplazado en la zona definida de intervención; y facultar al Fisco para adquirir inmuebles cualquiera sea su destino, emplazados en la zona de intervención, mediante compra o permuta.

El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de estas acciones, será financiado con cargo a los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público para el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministerio de Salud, el Ministerio de Educación, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, y, el Ministerio de Bienes Nacionales.”.
Posteriormente, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo informe financiero, de 15 de junio de 2011, que acompañó la presentación de una indicación sustitutiva formulada al proyecto de ley. su tenor literal es el que sigue:

“I Antecedentes.

Esta indicación sustituye íntegramente el texto del proyecto de ley ingresado al Congreso hace algunos años. El proyecto actual tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica, y en las personas identificadas como potencialmente damnificadas.

Para efectos de esta ley se entenderá como zona contaminada por polimetales aquella área o territorio contaminado, o en situación de riesgo de contaminación, emplazada en la comuna de Arica.

El proyecto de ley genera un programa de acción que implica tareas que corresponden a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente. Además el Presidente de la República designará a una Autoridad Coordinadora.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Cabe señalar que para el cálculo de los costos involucrados en el programa de acción que contempla esta indicación, se ha trabajado con el catastro de personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación, o en situación de riesgo de contaminación, por polimetales según han sido Identificadas por los Ministerios respectivos en la zona que se estima contaminada de la ciudad de Arica. La magnitud del área afectada será, en todo caso, verificada por un estudio ambiental que realizará el Ministerio del Medio Ambiente.

Este proyecto de ley irroga gasto fiscal, de acuerdo a las siguientes acciones:

i) Acciones en materia de salud:

Los costos de estas acciones tuvieron su mayor impacto durante los años 2010 y 2011, debido a que ya se realizaron las muestras y exámenes de diagnóstico. Desde 2012 en adelante se contempla el seguimiento de los pacientes.

	
	                       Miles de $

	
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014

	Gastos SEREMI de Salud
	244.171
	240.752
	210.189
	210.189
	210.189

	Centro de Salud Ambiental
	1.158.319
	1.085.270
	980.500
	946.650
	929.000

	Laboratorio Ambiental 1
	
	956.300
	400.819
	262.738
	262.738

	Total gastos en Salud
	1.402.490
	2.282.322
	1.591.508
	1.419.577
	1.401.927


ii) Acciones en materia educacional:

En el Artículo 10° se establece el apoyo que se prestará a la comunidad educativa, a saber:
	
	Miles de $

	Conceptos
	2012
	2013
	2014

	Reforzamiento pedagógico a 550 alumnos, estimándose un gasto mensual por alumno de $ 3.500. (9 meses del año).
	17.325
	17.325
	17.325

	Capacitación a los docentes y asistentes de la    educación, 20 beneficiarios, costo unitario anual de $ 132.000
	2.640
	2.640
	2.640

	Programa de alimentación para 550 alumnos.
	40.809
	40.809
	40.809

	Total
	60.774
	60.774
	60.774


1 Incluye inversión y costos de operación.
iii) Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo:

En materia de vivienda el proyecto de ley tiene un costo total de M$18.853.371. De este monto, M$23.320 se ejecutaron durante el año 2010 y M$7.575.490 corresponden al año 2011. Éstos se encuentran contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El flujo de gasto para los años siguientes es el del cuadro a continuación:

	
	                Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Subsidios
	6.436.290
	5.452.121
	2.840.145
	947.945

	Mejoramiento Urbano
	1.139.200
	2.014.350
	0
	0

	Total
	7.575.490
	7.466.471
	2.840.145
	947.945


iv) Acciones del Programa de Mejoramiento de Barrios:
Este programa contempla la remediación y sellado de calles y veredas, ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo. El costo de este programa sería del orden de M$1.000.000 anuales.

v) Estudios ambientales:

	
	Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Contratación de consultoría para responder los requerimientos establecidos en Art. 15° (Estudios Ambientales) y Art. 16° (estudios para determinar exposición a contaminantes).
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000

	Total
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000


El año 2011 la consultoría tiene un costo de M$ 188.000 y dura 15 meses, contempla compra de equipamiento, contratación de personal calificado, toma de muestras e informes. Se supone que ese año se alcanza a licitar la consultoría y se adquiere lo correspondiente al equipamiento, por M$ 78.137.

Para 2012 se considera el arrastre del estudio 2011 por M$ 109.863, más el estudio regular del año 2012 al 2014 por M$ 140.000. A contar de 2013 se encontraría en régimen. Es importante destacar, a este respecto que el Art. 16° del proyecto de ley sostiene que: "...El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica."

vi) Resumen:

El mayor costo fiscal del proyecto es:
	
	Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Salud
	2.282.322
	1.591.508
	1.419.577
	1.401.927

	Vivienda y Urbanismo
	7.575.490
	7.466.471
	2.840.145
	947.945

	M. Ambiente
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000

	Total
	9.935.949
	9.307.842
	4.399.722
	2.489.872


Cabe señalar, que estos costos se financiarán con los recursos que contemple la Ley de Presupuestos de cada año, principalmente en los presupuestos sectoriales respectivos.”.

Más tarde, con fecha 17 de enero de 2012, la Dirección de Presupuestos emitió un nuevo informe financiero, que acompañó la proposición formulada por el Ejecutivo ante la Comisión Mixta constituida conforme al artículo 70 de la Constitución política de la República. Textualmente, señala lo siguiente:

“I Antecedentes.

Esta propuesta propone fórmulas de solución a las dificultades surgidas en la tramitación del Proyecto de Ley que establece un Programa de Intervención en Zonas con Presencia de Polimetales en la Comuna de Arica, Mensaje N° 072-359.

Para estos efectos se presentan tres Títulos que comprenden 17 artículos: Título I "Del programa de Acción", Título II "De la Autoridad Coordinadora" y Título III "De las Acciones de! Programa", además de un Título Final con "Disposiciones Generales".

El proyecto de ley vuelve a mencionar a los organismos involucrados y que corresponden a: las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente. Además del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que expedirá un reglamento para establecer a los beneficiarios del Programa y la elaboración de un Decreto Supremo mediante el cual el Presidente de la República designará a una Autoridad Coordinadora.

También se menciona que esta Autoridad Coordinadora, establecerá en conjunto con las Subsecretarías de Desarrollo Regional y Administrativo, SUBDERE, canales de coordinación con la Municipalidad de Arica.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Analizada la propuesta, que propone un modo de resolver las dificultades surgidas durante la discusión de la iniciativa original presentada para establecer un programa de intervención en áreas con presencia de Polimetales en la Comuna de Arica, se desprende que no implica recursos adicionales a los ya considerados en el Proyecto de Ley original.”.

Finalmente, el 20 de marzo de 2012 la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Sustitutivo que, textualmente, señala:

“I. Antecedentes.

Esta indicación sustituye íntegramente el texto del proyecto de ley ingresado al Congreso hace algunos años. El proyecto actual tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica, y en las personas identificadas como potencialmente damnificadas.

Para efectos de esta ley se entenderá como zona contaminada por polimetales aquella área o territorio contaminado, o en situación de riesgo de contaminación, emplazada en la comuna de Arica.

El proyecto de ley genera un programa de acción que implica tareas que corresponden a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente. Además el Presidente de la República designará a una Autoridad Coordinadora.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Cabe señalar que para el cálculo de los costos involucrados en el programa de acción que contempla esta indicación, se ha trabajado con el catastro de personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación, o en situación de riesgo de contaminación, por polimetales según han sido identificadas por los Ministerios respectivos en la zona que se estima contaminada de la ciudad de Arica. La magnitud del área afectada será, en todo caso, verificada por un estudio ambiental que realizará el Ministerio del Medio Ambiente.

Este proyecto de ley irroga gasto fiscal, de acuerdo a las siguientes acciones:

i) Acciones en materia de salud:

Los costos de estas acciones tuvieron su mayor impacto durante los años 2010 y 2011, debido a que ya se realizaron las muestras y exámenes de diagnóstico. Desde 2012 en adelante se contempla el seguimiento de los pacientes.

	                 Miles de $

	
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014

	Gastos SEREMI de Salud
	244.171
	240.752
	210.189
	210.189
	210.189

	Centro de Salud Ambiental
	1.158.319
	1.085.270
	980.500
	946.650
	929.000

	Laboratorio Ambiental 1
	
	956.300
	400.819
	262.738
	262.738

	Total gastos en Salud
	1.402.490
	2.282.322
	1.591.508
	1.419.577
	1.401.927


1 Incluye inversión y costos de operación.
ii) Acciones en materia educacional:

En el artículo 10° se establece el apoyo que se prestará a la comunidad educativa, a saber:

	              Miles de $

	Conceptos
	2012
	2013
	2014

	Reforzamiento pedagógico a 550 alumnos, estimándose un gasto mensual por alumno de $3.500 (9 meses del año).
	17.325
	17.325
	17.325

	Capacitación a los docentes y asistentes de la educación, 20 beneficiarios, costo unitario anual de $132.000
	2.640
	2.640
	2.640

	Programa de alimentación para 550 alumnos.
	40.809
	40.809
	40.809

	Total
	60.774
	60.774
	60.774


iii) Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo:

En materia de vivienda el proyecto de ley tiene un costo total de M$18.853.371. De este modo, M$23.320 se ejecutaron durante el año 2010 y M$7.575.490 corresponden al año 2011. Éstos se encuentran contemplados en el presupuesto vigente del Ministerio de Vivienda y Urbanismo. El flujo de gasto para los años siguientes es el del cuadro a continuación:

	
	              Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Subsidios
	6.436.290
	5.452.121
	2.840.145
	947.945

	Mejoramiento Urbano
	1.139.200
	2.014.350
	0
	0

	Total
	7.575.490
	7.466.471
	2.840.145
	947.945


iv) Acciones del Programa de Mejoramiento de Barrios:

Este programa contempla la remediación y sellado de calles y veredas, ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo. El costo de este programa sería del orden de M$1.000.000 anuales

v) Estudios ambientales:

	Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Contratación de consultoría para responder los requerimientos establecidos en Art. 15° (Estudios Ambientales) y Art. 16° (estudios para determinar exposición a contaminantes)
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000

	Total
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000


El año 2011 la consultoría tiene un costo de M$188.000 y dura 15 meses, contempla compra de equipamiento, contratación de personal calificado, toma de muestras e informes. Se supone que ese año se alcanza a licitar la consultoría y se adquiere lo correspondiente al equipamiento, por M$78.137.

Para 2012 se considera el arrastre del estudio 2011 por M$ 109.863, más el estudio regular del año 2012 al 2014 por M$ 140.000. A contar de 2013 se encontraría en régimen. Es importante destacar, a este respecto que el Art. 16° del proyecto de ley sostiene que: “…El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.”.

vi) Resumen:

El mayor costo fiscal del proyecto es:

	Miles de $

	Conceptos
	2011
	2012
	2013
	2014

	Salud
	2.282.322
	1.591.508
	1.419.577
	1.401.927

	Educación
	
	60.774
	60.774
	60.774

	Vivienda y Urbanismo
	7.575.490
	7.466.471
	2.840.145
	947.945

	Interior
	1.000.000
	1.000.000
	1.000.000
	1.000.000

	M. Ambiente
	78.137
	249.863
	140.000
	140.000

	Total
	10.935.949
	10.368.616
	5.460.496
	3.550.646


Cabe señalar, que estos costos se financiarán con los recursos que contemple la Ley de Presupuestos de cada año, principalmente en los presupuestos sectoriales respectivos.

En consecuencia, las normas del proyecto en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.

- - -

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hicieran la Comisión Mixta constituida en cumplimiento al artículo 70 de la Constitución Política de la República y, posteriormente, la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL PROGRAMA DE ACCIÓN

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.

Artículo 2°.- Beneficiarios.  Un reglamento, expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, establecerá los criterios, requisitos y procedimientos para determinar a los beneficiarios de las acciones del programa establecido por la presente ley.

El reglamento a que alude el inciso anterior deberá ser dictado dentro de 6 meses contados desde la publicación de la presente ley.

La resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario, será reclamable ante la autoridad competente conforme lo dispuesto en la ley N° 19.880, de 2003, de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 3°.- Zona con presencia de polimetales.  Para efectos de esta ley, se entenderá como zona con presencia de polimetales como aquella zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación por polimetales, emplazada geográficamente en la comuna de Arica.

El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, el que deberá ser suscrito por el Ministerio de Salud, determinará la zona con presencia de polimetales, utilizando los estudios ambientales aludidos en el artículo 15 de esta ley como antecedentes fundantes.

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COORDINADORA

Artículo 4°.- Autoridad Coordinadora.  El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, designará a una Autoridad Coordinadora, quien será la responsable de velar por el fiel cumplimiento de todos los programas establecidos en la presente ley, así como ejecutar la coordinación de las tareas que, en el ámbito de la presente ley, correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, así como de los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas, que operen en la Región de Arica y Parinacota.

Artículo 5°.- Facultades de la Autoridad Coordinadora. Para llevar a cabo su cometido, se faculta a la Autoridad Coordinadora para efectuar las siguientes acciones:

1) Realizar acciones de coordinación que permitan optimizar y garantizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley, proponiendo para ello medidas concretas a las autoridades competentes dentro del marco que las leyes disponen;

2) Evaluar los instrumentos, resultados y estado de ejecución de las diversas medidas, así como de las actividades llevadas a cabo por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley;

3) Generar un fluido intercambio de información y datos de los servicios e instituciones reseñados, respecto de las actividades y medidas implementadas en la materia;

4) Coordinar y velar por la ejecución eficaz de las acciones desplegadas por los diversos organismos y servicios públicos, en cuanto a los objetivos, propósitos, tareas, acciones y medidas a implementar y que se ejecuten en el ámbito del plan establecido por esta ley;

5) Establecer, en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, canales de coordinación con la Municipalidad de Arica, a fin de concertar planes, programas y acciones que resulten necesarios en el ámbito de esta ley.

Para el cumplimiento de los objetivos señalados en esta ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los respectivos Ministerios, Intendencia y Secretarías Regionales Ministeriales, para que en el ámbito de sus competencias, den cumplimiento cabal a los objetivos de la presente ley.

Las autoridades señaladas en el inciso anterior deberán dar fiel cumplimiento a las instrucciones de coordinación emanadas de la Autoridad Coordinadora.

Artículo 6°.- Catastro.  Para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.

Mediante el catastro se evaluarán e identificarán las acciones específicas del programa que se establecen mediante esta ley que recibirán cada uno de los beneficiarios.

TÍTULO III

DE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA

Artículo 7°.- Acciones en materia de salud.  El Ministerio de Salud, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental, el cual deberá contar con capacidades analíticas para tomar muestras ambientales y de las personas;

2) Determinar la realización de estudios epidemiológicos en la población expuesta a la contaminación por Polimetales en la comuna de Arica;

3) Mantener actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos, en el ámbito de sus competencias; y,

4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 8°.- Objetivo de las acciones de salud.  Las acciones en materia de salud deberán estar orientadas a cumplir con los siguientes objetivos:

1) Implementar un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población afectada; y,

2) Generar una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas, así como especificar la patología y los efectos transgeneracionales de largo plazo en la salud de las personas afectadas.

Artículo 9°.- Programa de seguimiento de salud.  Las personas afectadas por la contaminación serán incluidas en un programa de seguimiento de su estado de salud.

Artículo 10°.- Acciones en materia educacional.  El Ministerio de Educación, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Propender que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para aquellos alumnos con rendimiento deficiente beneficiarios del plan que se establece mediante esta ley.  En tal sentido, se deberá prestar atención pedagógica a los alumnos beneficiarios, la realización de clases de reforzamiento educativo, así como el seguimiento de su rendimiento estudiantil, con el objeto de fortalecer sus competencias de aprendizaje, emocionales y sociales;

2) Implementar un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes en cuestión para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por esta ley;

3) Realizar estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación por polimetales ha provocado en los alumnos beneficiarios de esta ley.  Los estudios en cuestión, serán realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud;

4) Establecer un Programa Especial de becas de mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Un reglamento dictado al efecto, expedido a través del Ministerio de Educación determinará los requisitos y condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación de la beca en cuestión;


5) Focalizar en los alumnos afectados la asistencia que brindan los distintos programas asistenciales que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas; y,

6) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia, en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 11°.- Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo.  Las prestaciones en materia de vivienda y urbanismo consistirán en la relocalización de familias, reparación de viviendas y ejecución de proyectos de barrio que apunten a la remediación de las zonas con presencia de polimetales.


Una resolución conjunta del Ministro del Medio Ambiente y el Ministro de Vivienda y Urbanismo señalará las zonas y las acciones específicas que se llevarán a cabo en conformidad a lo señalado en este artículo.

Artículo 12°.- Catastro de familias a relocalizar.  Una vez dictada la resolución aludida en el artículo anterior, se procederá a determinar el universo de familias afectadas a través de un catastro confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización.

Artículo 13°.- Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica.  Se asignará a las familias afectadas por polimetales de Arica que serán objeto de relocalización un subsidio especial, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Una resolución dictada al efecto, expedida a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación del subsidio en cuestión.

Con todo, el subsidio habitacional aludido en el inciso anterior se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones en materia de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley.

Las familias afectadas podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas.

Artículo 14°.- Programa de mejoramiento de barrios.  Las zonas de emplazamiento de las viviendas afectadas que no sean objeto de relocalización serán beneficiadas mediante el programa de mejoramiento de barrios.

El programa de mejoramiento de barrios consistirá en la realización de las siguientes acciones:

1) Remediación y sellado en calles y veredas a través de asfaltado y obras con adocreto; y,

2) Ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Asimismo, en el caso de las viviendas que no sean objeto de relocalización, que presenten un grave y manifiesto deterioro, se les entregará un subsidio especial para el mejoramiento y reparación de sus viviendas, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Artículo 15°.- Organismo ejecutor de las acciones de vivienda y urbanismo.  El conjunto de acciones de vivienda y urbanismo dispuestas en este título serán ejecutadas por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota.

El Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 16°.- Estudios ambientales.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona con presencia de polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.


Un reglamento expedido a través del Ministerio del Medio Ambiente establecerá las definiciones, plazos y procedimientos para llevar a cabo la evaluación de riesgo ambiental frente a la presencia de sustancias químicas y otros contaminantes en la zona con presencia de polimetales.

Artículo 17°.- Estudios para determinar exposición a contaminantes.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona contaminada por polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 18°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo prestará su colaboración a la Autoridad Coordinadora en la ejecución armónica del plan que se establece mediante esta ley.


Artículo 19°.- El Ministerio Secretaría General de la Presidencia brindará, dentro de sus competencias legales, a la Autoridad Coordinadora el apoyo necesario para realizar la coordinación interministerial y entre los diversos servicios públicos centralizados y descentralizados, así como en la generación de información para la toma de decisiones necesarias dentro del contexto de la presente ley.


Asimismo, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia propenderá a agilizar la tramitación de los instrumentos reglamentarios necesarios para la correcta ejecución de la presente ley.

Artículo 20°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que sean implementadas de conformidad a lo dispuesto en la presente ley, será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 14 de marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores José García Ruminot (Presidente), Camilo Escalona Medina, Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.

Sala de la Comisión a  20 de marzo de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE CREA EL REGISTRO NACIONAL DE PRÓFUGOS DE LA JUSTICIA 

(7408-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el proyecto de ley señalado en el epígrafe, con urgencia calificada de “suma”.


A la sesión en que se analizó esta iniciativa asistieron, por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, el Ministro señor Rodrigo Hinzpeter; el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Cristóbal Lira; el Jefe de la División Jurídica de la referida Subsecretaría, señor Carlos Quintana, y los asesores señora Francisca Vásquez y señor Juan Pablo Galli.


Por el Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, concurrieron el Consejero (S) Ministro señor Hugo Dolmestch, y el Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional, señor Rodrigo Herrera.


Por el Servicio de Registro Civil e Identificación, participaron el Director Nacional de dicha entidad, señor Rodrigo Durán; el Jefe del Departamento de Archivo General, señor Andrés Falcón, y la asesora señora Claudia Araya.


Asistieron, asimismo, el abogado de la Biblioteca del Congreso Nacional, señor Juan Pablo Cavada; el asesor del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, señor Fernando Dazarola, y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Gonzalo Vargas.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa tiene por finalidad establecer un Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, con la finalidad de facilitar la persecución coordinada y eficaz de los imputados y condenados prófugos y evitar, de este modo, que se socave la confianza y el respeto de la ciudadanía por el sistema judicial penal.

Entre otros aspectos, el proyecto define las personas que tendrán la calidad de prófugos de la justicia, las anotaciones que se practicarán en el Registro y las instituciones y personas que tendrán acceso al mismo. Asimismo, se contempla la posibilidad de diferir a los prófugos el otorgamiento de determinadas prestaciones económicas a cargo del Estado y se establece para ciertas instituciones la facultad de implementar sistemas de control de acceso a sus dependencias, de manera de verificar el posible ingreso de prófugos e instar por el cumplimiento de las respectivas órdenes de detención. Finalmente, se regulan las fuentes de financiamiento del mayor gasto que la iniciativa irrogará.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL Y OPINIÓN

DE LA CORTE SUPREMA


Cabe señalar que los artículos 7° y 8° deben aprobarse como normas de quórum calificado, por cuanto contemplan un estatuto especial para acceder a la información contenida por el Registro que se crea, que importa dar a la misma un carácter de reserva parcial. Lo anterior, en conformidad con los artículos 8° de la Constitución Política de la República y 5° de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública. Por ello, requieren del voto favorable de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Carta Fundamental.


A su vez, el artículo 11 debe aprobarse con carácter de norma orgánico constitucional por versar sobre las atribuciones de los tribunales, en los términos del inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política. Necesita, para su aprobación, del voto favorable de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, como lo dispone el inciso segundo del ya citado artículo 66.

Del mismo modo, debe hacerse presente que al finalizar su discusión en general, la Comisión resolvió remitir nuevamente oficio a la Corte Suprema, de manera de recabar su opinión en torno al texto del artículo 11, disposición que, según lo estimara el Máximo Tribunal en su informe de fecha 15 de marzo de 2011, se vincula con la organización y las atribuciones de los tribunales.


Lo anterior, en atención a que la redacción de dicha norma tuvo modificaciones que pueden considerarse sustanciales en relación al texto que conociera el Máximo Tribunal, por lo que procede solicitar nuevamente su parecer, en los términos de los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.


Se transcribe, a continuación, el oficio N° 41-2011, de la Excelentísima Corte Suprema, de fecha 15 de marzo de 2011, mediante el cual proporciona a la Cámara de Diputados su parecer en torno al texto original del proyecto de ley en estudio.


“Oficio N° 41-2011


INFORME PROYECTO DE LEY 3-2011


Antecedente: Boletín N° 7408-07


Santiago, 15 de Marzo de 2011


Por Oficio N° 9186, de 4 de Enero del presente, la Presidenta de la H. Cámara de Diputados, en virtud de lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, ha requerido de esta Corte informe respecto del proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia.


Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión del día 14 de Marzo del presente, presidida por su titular don Milton Juica Arancibia por su titular, y con la asistencia de los Ministros señores Nibaldo Segura Peña, Adalis Oyarzún Miranda, Jaime Rodríguez Espoz, Rubén Ballesteros Cárcamo, Sergio Muñoz Gajardo, señora Margarita Herreros Martínez, señores Hugo Dolmestch Urra, Patricio Valdés Aldunate, Héctor Carreño Seaman, Pedro Pierry Arrau, señoras Gabriela Pérez Paredes y Sonia Araneda Briones, señores Carlos Künsemüller Loebenfelder, señores Haroldo Brito Cruz, Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y Rosa Egnem Saldías y señor Roberto Jacob Chocair, acordó informarlo favorablemente al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

"Santiago, quince de marzo de dos mil once.

Vistos y teniendo presente:


Primero: Que mediante oficio N° 9186 de 06 de enero del año en curso, al tenor de lo dispuesto en los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, la señora Presidenta de la H. Cámara de Diputados ha solicitado a esta Corte Suprema que informe sobre el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia. El referido proyecto de ley se inició por Mensaje N° 554-358 de S.E. el Presidente de la República y, entre los objetivos principales que lo animan, se dice que tiene por finalidad "facilitar o permitir la detención de quienes se encuentran prófugos de la justicia", y obstaculizar a éstos la obtención de prestaciones económicas del Estado.


Al efecto, se crea este Registro de Prófugos -que será llevado por el Servicio de Registro Civil e Identificación-, entendiéndose por tales a los imputados y condenados del sistema judicial que se adecuan a la definición que de los mismos hace la propia ley. Se piensa que el actual catastro de órdenes de aprehensión es insuficiente para los efectos requeridos porque habiendo sido éste creado por un Decreto Supremo y no por una ley, no existe la posibilidad de obtener un certificado que acredite la anotación de una persona en él, lo que le resta eficacia. Asimismo, se pretende extender el acceso a su conocimiento y uso a otros organismos que actualmente no lo tienen. Así, por cierto, se mantiene el acceso efectivo e irrestricto que tienen los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público, la Policía de Investigaciones, Carabineros de Chile y Gendarmería de Chile; pudiendo ahora hacerlo también, pero en forma limitada, los Departamentos de Tránsito Municipales y determinados organismos públicos que serán definidos en su momento por Decreto Supremo y que corresponden a aquellos órganos del Estado que otorgan determinadas prestaciones económicas. Este conocimiento restringido lo será sólo para que pueda requerirse, con autorización del afectado, la información sobre si alguna persona se encuentra o no entre los prófugos de la justicia; del mismo modo y con igual alcance podrán solicitar la información directamente los afectados.


Segundo:  Que la iniciativa legal consta de doce artículos, que regulan las siguientes materias:


a)  el artículo 1° establece el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, fijando las diversas situaciones en que una persona podría formar parte de este registro, esto es, define a quienes habrá de tenerse por prófugos de la justicia.


b) el artículo 2° señala los datos que deben contener las anotaciones que se realicen en el Registro.


c) los artículos 3° y 4° establecen la forma en que se debe ingresar una orden de detención al Registro, cuya comunicación al Registro Civil puede realizarse a través de cualquier medio idóneo. Además, se regulan los casos en que existan varias órdenes de detención en contra de una misma persona.


d) los artículos 5° y 6° se refieren al procedimiento que ha de seguirse cuando se deja sin efecto una orden de detención y se deban eliminar los datos del Registro.


e) el artículo 7° establece quiénes podrán acceder a la información contenida en el Registro.


f) el artículo 8° regula la solicitud de certificado por parte de cualquier persona ante el Servicio de Registro Civil.


g) el artículo 9° busca evitar que los prófugos puedan llevar a cabo actividades que le permitan seguir manteniéndose al margen de la ley. En este sentido, se dispone que los Departamentos del Tránsito suspenderán el otorgamiento y renovación de las licencias de conducir.


h) el artículo 10, siguiendo la idea de evitar que los prófugos accedan a beneficios que les permitan continuar con su vida normal, pese a su situación personal, establece la suspensión de las prestaciones económicas que otorgan los organismos públicos a personas que figuren en tal calidad.


i) El artículo 11 establece la obligación de los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y Gendarmería de Chile de implementar sistemas de control de acceso al público a los recintos y establecimientos bajo su dependencia a fin de verificar si las personas que allí ingresan registran o no órdenes de detención pendientes, e instar por su cumplimiento.


j) el artículo 12 establece la excepción relativa a que a las órdenes de detención libradas en contra de personas regidas por la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente no se les aplicarán los términos de esta ley, es decir, no se les incluirá en el Registro de Prófugos de la Justicia.


Tercero: Que como puede desprenderse de lo antes referido, salvo la obligación de establecer mecanismos de control de acceso del público que ingresa a los tribunales de justicia, la normativa en consulta no contiene disposiciones que digan relación con la organización y atribuciones del Poder Judicial, motivo por el cual esta Corte Suprema es de parecer, en cuanto constitucional y legalmente le corresponde, de informar favorablemente el presente proyecto de ley.


Por estas consideraciones y en conformidad con lo dispuesto en la norma constitucional citada, se acuerda informar favorablemente el proyecto de ley que crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, en la parte que le compete informar a esta Corte Suprema.


Se deja constancia que el Ministro señor Muñoz estuvo por expresar:


I.- Organización y atribuciones de los tribunales. La iniciativa se encuadra en aquellas materias que debe informar esta Corte Suprema por cuanto la norma constitucional expresa: "La ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales, sólo podrá ser modificada oyendo previamente a la Corte Suprema de conformidad a establecido en la ley orgánica constitucional respectiva", existiendo acuerdo que la "ley orgánica constitucional relativa a la organización y atribuciones de los tribunales" no se identifica con el Código Orgánico de Tribunales, si no que se trata de un concepto material y substancial que está referido a cuanto incida, precisamente, en "la organización y atribuciones de los tribunales", encontrándose entre estas últimas las disposiciones que regulan su competencia o aquellas según las cuales le corresponda tomar parte o darles aplicación. Entender que esta Corte Suprema debe comprometer en lo mínimo su participación y cooperación con los poderes colegisladores es un error, pues constituye la instancia constitucional mediante la cual le está permitido contribuir a generar y perfeccionar la legislación, mediante la expresión de su parecer respecto de las disposiciones que deberá aplicar.


Sobre el tema esta Corte Suprema ha tenido la oportunidad de manifestar:


"El inciso primero del artículo 77 de la Constitución Política de la República establece: "Una ley orgánica constitucional determinará la organización y atribuciones de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las calidades que respectivamente deban tener los jueces y el número de años que deban haber ejercido la profesión de abogado las personas que fueren nombradas ministros de Corte o jueces letrados". Dicha norma determina las disposiciones que tienen naturaleza orgánica constitucional, esto es, las que se refieren a materias relacionadas con:


a) La organización de los tribunales;


b) Las atribuciones de los tribunales;


c)  La determinación de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y cumplida administración de justicia en todo el territorio de la República;


d) Las calidades en que pueden ser nombrados los jueces, y


e) El número de años de ejercicio profesional de abogados que deben cumplir los interesados para ser nombrados ministros de Cortes o jueces letrados.


Las atribuciones de los tribunales referidas por el Constituyente están vinculadas a materias de orden jurisdiccional, directivo, correccional y económico. La primera de ellas ha sido desarrollada en el inciso primero del artículo 76 de la Carta Política, comprendiendo: "La facultad de conocer de las causas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzgado", con lo cual se alude a los tres momentos de la jurisdicción.


Por su parte, el informe que debe emitir esta Corte comprende cuanto se circunscriba a tales materias, conforme a los principios, valores y normativa aplicable, con criterios de coherencia, armonía, oportunidad o conveniencia, mediante un análisis motivado y racional, para llegar a expresar, en lo posible, un parecer concreto: favorable o desfavorable" (Informe sobre la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, Boletín N° 6689-10).

II.- Respecto del Proyecto estuvo por expresar lo siguiente:


A.- Establecimiento del Sistema Penal Estatal.  Las distintas reformas implementadas en los últimos quince años en materia penal, en el sentir del Poder Judicial configuran un "Sistema", el cual se integra por diferentes actores, los cuales fueron integrados legalmente en la Comisión Interinstitucional que funcionó con alguna regularidad hasta su extinción, siendo reimpulsada por el actual Gobierno y en especial por el señor Ministro de Justicia don Felipe Bulnes. La carencia que se advirtió estuvo en la política de coordinación mínima y sólo ante dificultades manifiestas, las que era necesario afrontar mancomunadamente. La política del Poder Judicial, sin embargo, fue impulsar la máxima colaboración, ofreciendo y suscribiendo convenios de cooperación a todos los actores, con el objeto de transitar a un "Sistema Procesal Penal" en el que se integraran tales instituciones, compartiendo accesos a los diferentes sistemas individuales y antecedentes específicos que desarrollan cada una de ellas, tarea que le permitió vincularse bilateralmente con el Ministerio Público, Defensoría Penal Pública, Carabineros de Chile, Registro Civil, Gendarmería y Servicio Nacional de Menores. Específicamente, junto a Carabineros de Chile, se creó la aplicación de "Órdenes y Contraórdenes", en donde se mantiene un registro actualizado con todas las personas que registran órdenes de aprehensión pendientes conforme a los antecedentes históricos que fue posible recopilar de los tribunales y de Carabineros. Este repositorio se actualiza diariamente por un intercambio de información. Se hizo exposición del sistema a los anteriores y actual Gobierno, específicamente a la abogada señorita Bárbara Sanhueza A., representante del Ministerio del Interior.


Se deja de manifiesto así una aplicación de esta cooperación, que mira a integrar en un solo sistema toda la información, en que cada institución es "dueña" de los archivos y registros que posee y actualiza, otorgando accesos con privilegios acordados con anterioridad que le permiten consultar aquellos antecedentes que se estima necesario compartir. De esta forma, en un mismo sistema se integraría la información policial sobre constancias y denuncias, la tramitación dada por el Ministerio Público, Tribunales, Policías, Gendarmería, Sename, etc., todo con los protocolos de acceso que limitan objetivamente la información a que se accede. Esta es la forma que construir un efectivo sistema integrado de cooperación, sin restringirlo sólo a uno de sus aspectos: las órdenes de aprehensión.


Las razones que han impedido su implementación no es necesario enunciarlas cuando se propone implementar este sistema, que sólo requiere de una decisión política de todas las instituciones, que por imperativo estatal puede determinar el legislador.


Las bondades de este sistema integral descansan en el hecho que se trata de una herramienta de trabajo diario, no de un registro abierto al público, el cual permitirá, además de consultar las órdenes de aprehensión pendientes que afecten a las personas y actualmente disponible en el Sistema Penal del Poder Judicial, desarrollar las siguientes labores asociadas:


Los agentes notificadores podrán tener una base de datos necesarios con todos los domicilios para practicar las notificaciones legales;


Las policías podrán conocer los antecedentes históricos para el cumplimiento de sus labores investigativas, obtener los registros de sentencias, las certificaciones de cumplimiento de las penas y multas no satisfechas;


La Tesorería General de la República podrá tener un registro actualizado de las multas impuestas por sentencia ejecutoriada y señalar si están pagadas;


La Contraloría General de la República podrá consultar todo antecedente necesario para el desempeño de sus funciones;


El Servicio Electoral podrá cumplir oportunamente con las medidas de suspensión o cancelación del derecho de sufragio;


Policía Internacional y Extranjería podrá registrar y consultar las autorizaciones de salida del país y los arraigos;


Gendarmería podrá actualizar autónomamente su registro de condenas mediante el acceso a las sentencias de los tribunales y datos del Servicio de Registro Civil;


El Ministerio del Interior, Intendencias, Gobernaciones y Ministerio de Justicia podrán acceder a la consulta directa para el cumplimiento de sus distintas labores, especialmente las referidas a seguridad ciudadana, extranjería, migraciones y otras;


Los Fiscales y Defensores podrán programar con mayor certeza sus agendas de audiencias;


Todas las autoridades que se encuentren integradas en el sistema podrán extraer antecedentes específicos y estadísticos.


Queda así demostrado el incalculable beneficio de este sistema. Pero, quizás lo más determinante es la interconexión que puede generar entre las autoridades, que agiliza el intercambio de información. El sistema permite incluso registrar todos los apremios personales y reales que afecten a una persona o sus bienes, con motivo de un proceso penal.


El riesgo corresponde dejarlo anotado. El cual se encuentra en el mal uso que pueda darse a la información que se obtenga y la exposición en que se encuentran las personas respecto de los antecedentes personales que se registren. Sin embargo, no es posible incorporar información inefectiva de las personas, pues siempre existe un ente responsable y todas las consultas quedan registradas en los sistemas computacionales, por lo que es posible identificar a quien la ha realizado. El nivel de información que es posible consultar quedaría abordado por la ley en sus aspectos básicos, sin perjuicio de aquellos que se acuerde por las instituciones compartir.

B.- Comentario general al Proyecto.


No solamente los Tribunales de Justicia son competentes para disponer una orden de aprehensión; lo pueden hacer otras autoridades, órdenes que igualmente deben ser conocidas con miras a la eficacia de las mismas.


Resulta indispensable resolver lo referente a los apremios personales cumplidos mediante órdenes de arresto, si éstos se integrarán a este registro, puesto que tales medidas de arresto permanecen temporalmente vigentes y quedan sin efecto tanto por el plazo que se expiden, como por el hecho de informarse sin resultado por la policía.


Debe indicarse un plazo de comunicación de la orden o contraorden, como de incorporación al Registro.


En la actualidad existe en el Servicio de Registro Civil e Identificación un registro de órdenes y contraórdenes de aprehensión, por lo que el proyecto de ley [image: image14.emf]Tribunales de 
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que se propone viene a dar sustento jurídico a la situación existente, lo que naturalmente resulta aconsejable.


Finalmente, la normativa que se propone no toca el actual registro de órdenes y contraórdenes de aprehensión que maneja el Poder Judicial a través del Sistema Informático de Apoyo a la Gestión Judicial (SIAGJ), operativo en todos los Juzgados de Garantía y de Juicio Oral en lo Penal del país, motivo por el cual aparecería conveniente pronunciarse sobre la necesidad de mantención de éste y de otros registros similares que llevan diversas autoridades distintas a la que se crea por la ley, o su eventual compatibilidad y las condiciones de ésta de estimarse pertinente su subsistencia paralela.


Acordada una vez desechada la indicación previa de los Ministros señores Ballesteros, Valdés, Carreño y Pierry, señora Pérez, señora Araneda y señor Brito, quienes fueron de opinión de no emitir el informe previsto en el inciso tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República, por estimar que la materia que regula el proyecto de ley que se propone no es de aquellas que se refiere el precepto constitucional citado.


Acordada, asimismo, contra el voto de los Ministros señores Ballesteros y Valdés, señora Pérez y señor Brito, quienes fueron de parecer de informar desfavorablemente el aludido proyecto, pues en su concepto la materia sobre que versa se encuentra suficientemente regulada en la legislación vigente y no resulta justificada la implementación de una nueva, en los términos que se la plantea.

Ofíciese

PL-3-2011.”


Saluda atentamente a V.E.


Milton Juica Arancibia


       Presidente

   Ruby Sáez Landaur

  Secretaria Subrogante

A LA SEÑORA DIPUTADA

ALEJANDRA SEPÚLVEDA ÓRBENES PRESIDENTA

H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAISO”.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

1.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Entre las normas jurídicas que se relacionan con la iniciativa legal en tramitación, cabe destacar las siguientes:


1) La Constitución Política de la República, cuyo artículo 8° consagra los principios de publicidad y transparencia de los actos de los órganos del Estado y prescribe, además, que sólo una ley de quórum calificado podrá establecer, en determinadas situaciones, la reserva o secreto.


2) Ley N° 20.285, de 2008, sobre acceso a la información pública, especialmente sus artículos 5°, 21 y 22.


3) Código Procesal Penal, particularmente sus artículos 21, 39 a 44, 99, 155 y 468.


4) Decreto ley N° 645, de 1925, que crea el Registro General de Condenas.


5) Decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los penados.


6) Decreto supremo N° 64, del Ministerio de Justicia, de 1960, que reglamenta la eliminación de prontuarios penales, de anotaciones, y el otorgamiento de certificados de antecedentes.


7) Ley N° 19.477, de 1966, orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación.


8) Ley N° 18.216, de 1983, sobre medidas alternativas a las penas privativas o restrictivas de libertad.

2. ANTECEDENTES DE HECHO


En el Mensaje que Su Excelencia el señor Presidente de la República dirigiera a la Cámara de Diputados al iniciarse la tramitación de este asunto, se expresa que la Agenda Legislativa del segundo semestre del año 2010, elaborada conjuntamente por los Ministerios del Interior y Seguridad Pública y Justicia, señala que un proceso penal moderno y eficaz supone asegurar que quienes sean objeto de una persecución criminal, no se sustraigan del respectivo procedimiento pues ello socava los fines del sistema penal.


Manifiesta que la rebeldía y los quebrantamientos de penas también contribuyen a incrementar la sensación de inseguridad e impunidad en las personas, comprometiendo el debido respeto a la ley y la confianza de los ciudadanos en nuestro sistema judicial.


Agrega que, desafortunadamente, existe un número significativo de casos en los que una persona que se encuentra prófuga del sistema, puede acceder a todas las herramientas que le permiten llevar una vida prácticamente normal.


Lo anterior, señala, ha motivado al Gobierno a fortalecer una adecuada fiscalización y control de quienes se encuentran en rebeldía o han quebrantado sus condenas a penas privativas de libertad.


Hace presente que, según la información otorgada por el Servicio de Registro Civil e Identificación, el número de órdenes de detención vigentes desde el año 2004 supera las 13.000 anuales. Así, el año 2004 las órdenes registradas fueron 19.117; el 2005, 14.256; el 2006, 13.472; el 2007, 14.355; el 2008, 20.993, y el 2009, 13.892.


Informa que con el objetivo de abordar el creciente fenómeno relativo a personas condenadas o imputadas que se marginan del sistema, los actores intervinientes del mismo han reaccionado buscando soluciones parciales. Así, hoy en día existen sistemas independientes que buscan registrar información de personas con órdenes de detención pendientes, prófugas del sistema, con la finalidad de encontrarlas.


Añade que, sin embargo, estos esfuerzos no han resultado suficientes ya que el número de personas que se encuentran en la situación irregular antedicha se mantiene preocupantemente alto. Más aún, muchas de ellas han logrado evadir el sistema, burlando la acción de las policías en circunstancias tan insólitas cómo son las visitas a Gendarmería de Chile, las amonestaciones e incluso las detenciones por infracciones de tránsito, sin que la calidad de prófugo de estas personas haya sido detectada.


Explica que, a modo de respuesta, el Servicio de Registro Civil e Identificación mantiene, desde el año 2002, un Catastro de Órdenes de Aprehensión cuyo origen se encuentra en el decreto ley N° 645, que establece el “Registro General de Condenas”, a cargo de la misma institución. Sostiene que, sin embargo, este Catastro no es un Registro propiamente tal, pues fue creado por medio del decreto supremo N° 64, del año 2002, del Ministerio de Justicia, y no por ley, lo que conlleva que no exista la posibilidad de obtener un certificado que acredite el registro de una persona en él.


Manifiesta que, por otra parte, el acceso se encuentra limitado a las autoridades judiciales, al Ministerio Público, Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones de Chile y Gendarmería de Chile, lo que no permite lograr una persecución penal coordinada y eficiente de quienes se han sustraído de la justicia.


En razón de lo anterior, informa que la iniciativa legal busca agilizar y complementar la obtención y el flujo de información que hoy en día se canaliza a través del Catastro.


Precisando los objetivos y el contenido del proyecto, indica que éste tiene por finalidad facilitar o permitir la detención de quienes se encuentran prófugos de la justicia y que, además de la creación del Registro, establece medidas específicas que obstaculizan la obtención de determinadas prestaciones del Estado. En efecto, un sujeto que, voluntariamente se ha situado al margen de la legalidad, muchas veces obtiene prestaciones del sistema público que pueden constituir herramientas que le facilitan la elusión de la justicia. 


Explicando el contenido del articulado de la iniciativa, señala que en el artículo 1° se crea el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, estableciéndose la obligación de anotar ciertas órdenes de detención vigentes libradas en determinados casos por tribunales con competencia en lo penal.


En el inciso segundo, se especifican las situaciones comprendidas dentro del concepto de “prófugos”, las cuales se refieren a las siguientes personas:


a) Imputados: (i) que han sido declarados rebeldes, y (ii) que hayan sido sometidos a prisión preventiva o a arresto domiciliario y se hayan fugado.


b) Condenados: (i) que se encuentren en el caso del inciso segundo del artículo 468 del Código Procesal Penal; (ii) que se fugaren mientras se encuentren cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad; (iii) aquellos a quienes se les haya revocado alguna de las medidas alternativas a las penas privativas y restrictivas de libertad previstas en la ley 18.216, y (iv), aquellos a quienes se les haya revocado la libertad condicional u otro beneficio penitenciario.


A continuación, el Mensaje aborda el contenido del Registro.


Expresa que el artículo 2° señala las menciones que éste contendrá, las que incluirán: (i) Nombre y cédula de identidad de la persona en contra de quien se libró la respectiva orden de detención; (ii) individualización del tribunal y nombre del juez que decretó la orden; (iii) identificación de la causa y si la persona se encuentra en calidad de imputado o condenado; (iv) fecha de la orden de detención, y (v), en caso de condena, señalamiento de el o los delitos por los cuales la persona hubiere sido condenada.


Agrega que los artículos 3° y 4° regulan la forma en que los tribunales comunicarán al Servicio de Registro Civil e Identificación la dictación de una orden de detención en los casos a que se refiere el proyecto, esto es, a través de cualquier medio idóneo, de conformidad a lo establecido en el artículo 21 del Código Procesal Penal.


Por otra parte, los artículos 5° y 6° regulan y resguardan la eliminación de las anotaciones del Registro al dejarse sin efecto la orden de detención. Se dispone la obligación del juez de comunicar, a través de cualquier medio idóneo, el hecho de haberse dejado sin efecto la orden, incurriendo en sanción disciplinaria en caso de incumplimiento. Se establece también la posibilidad de requerir personalmente la eliminación de la anotación en el Registro Nacional de Prófugos, acompañando documentos fidedignos que den cuenta del hecho de haberse dejado sin efecto la orden de detención.


Seguidamente, en cuanto al acceso al Registro, hace notar que los numerales 1 al 5 del artículo 7° establecen las personas que tendrán acceso irrestricto al mismo y a la información allí contenida. Estas personas pertenecen a instituciones relacionadas con el proceso penal y son: (i) los Tribunales de Justicia; (ii) el Ministerio Público; (iii) la Policía de Investigaciones; (iv) Carabineros de Chile, y (v) Gendarmería de Chile.


Asevera que el fundamento del acceso que tendrán estas instituciones es facilitar la detención de quienes se encuentran prófugos de la justicia por parte de las autoridades competentes involucradas en el proceso penal.


A continuación, en el numeral 6 del artículo 7°, se otorga acceso restringido a las siguientes instituciones: (i) Departamentos del Tránsito Municipales, y (ii), determinados organismos públicos que serán definidos por decreto supremo.


Los funcionarios de los órganos señalados en los numerales 1 a 5 del artículo 7° podrán acceder directamente a la información contenida en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia para los fines propios de sus funciones. Las instituciones señaladas en el número 6 del referido artículo estarán facultadas para solicitar del Servicio de Registro Civil e Identificación certificados en que conste que una persona determinada no figura con órdenes de detención pendientes en el mencionado Registro.


Pone de manifiesto que el objetivo de permitir a estas instituciones obtener información del Registro Nacional de Prófugos de la Justicia es optar por una estrategia coherente, pues no es razonable que una persona que no ha cumplido su obligación básica en el contexto de un proceso penal o que quebrante una pena privativa de libertad, pueda obtener, incluso de parte de instituciones estatales, herramientas que le permitan mantenerse al margen de éste.


A continuación, el Mensaje se refiere a los mecanismos de control.


Puntualiza que el artículo 12 del proyecto de ley establece la obligación de los tribunales de justicia, del Ministerio Público y de Gendarmería de Chile de implementar sistemas de control de acceso de público que permitan verificar si las personas que ingresan a ellas registran órdenes de detención pendientes en el Registro en estudio e instar por su cumplimiento.


Finalmente, el artículo 13 prescribe que se excluirán del Registro las órdenes libradas en contra de personas sometidas al régimen de responsabilidad penal juvenil establecido en la ley N° 20.084.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, dio por iniciada la discusión en general de esta iniciativa, ofreciendo la palabra al Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Hinzpeter.


El mencionado Secretario de Estado expresó que el proyecto en estudio reviste una considerable importancia y prestará una gran utilidad.

Informó que el Ministerio Público llevó a cabo un estudio, en el cual se determinó que el número de prófugos de la justicia asciende a unas 10.000 personas, aproximadamente, cifra que no coincide con las que están en poder de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones. Señaló que es fundamental conocer con precisión el número de prófugos que existe en nuestro medio, destacando que dicha información debe formar parte de un registro, que, en la actualidad, no existe.

Enseguida, proporcionó explicaciones acerca de lo que debe entenderse por prófugo de la justicia. Señaló que en esta condición se encuentran las personas que se encuentran en las situaciones consignadas en el artículo 1° de la iniciativa, entre las cuales se cuentan aquellas consideradas como rebeldes en los casos de los artículos 99 y 100 del Código Procesal Penal; los que se fugan estando sujetos a medida cautelar o prisión preventiva; las personas que se fugan de la cárcel mientras cumplen una pena, y aquellos que estando libres, son notificados de que deben ingresar a cumplir una pena y no son habidos.

Hizo notar que los prófugos de la justicia representan un atentado a la institucionalidad, ya que son personas que se rebelan contra la normativa vigente y, de esta manera, contaminan el sistema pues representan una demostración de impunidad.

Manifestó que, además, lo anterior constituye un riesgo, ya que al tratarse de personas que se atreven a desafiar la institucionalidad, están también dispuestas a desafiar la ley y, de esta manera, a seguir cometiendo delitos.

Expresó que habría una suerte de injusticia en el ámbito de las políticas públicas, en el sentido de que a las personas que tienen la calidad de prófugos, el Estado les otorga beneficios y prestaciones que no debiera entregarles por tener dicha calidad. Es el caso de la devolución de impuestos, de los subsidios habitacionales y de la renovación de la licencia para conducir, entre otros. Consideró que ello es inconcebible, tomando en consideración que se trata de personas que se están rebelando en contra del Estado de Derecho y de las sentencias judiciales.

Manifestó que, en virtud del proyecto, a quienes tengan la calidad de prófugos no se les privará de las prestaciones económicas, pero sí se les diferirán en el tiempo. Puntualizó que, sin embargo, lo anterior no afectará de modo alguno a las prestaciones de carácter previsional y de salud y tampoco a los parientes y cónyuge del afectado.


Indicó que la iniciativa crea un Registro, que estará a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación, al cual los tribunales de justicia aportarán los datos necesarios, cuando se produzcan aquellas hipótesis previstas por el propio proyecto.


A dicho Registro podrán acceder de manera ilimitada y permanente los tribunales; el Ministerio Público; Carabineros de Chile; la Policía de Investigaciones; Gendarmería de Chile; la Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y el Registro Civil. Asimismo, tendrán un acceso limitado los órganos de la Administración del Estado que pudieren estar en condiciones de entregar las prestaciones ya mencionadas.


Hizo notar que, por otra parte, el proyecto consagra la facultad de que ciertas instituciones establezcan un control de identidad en el acceso a sus dependencias, conectado a esta base de datos, de manera de verificar si quienes ingresan registran órdenes de detención pendientes y, si así fuere, instar por el cumplimiento de éstas. Sobre el particular, señaló que se cuenta con información de que muchos prófugos circulan por los recintos de los tribunales de justicia, del Ministerio Público o de Gendarmería de Chile cuando, por ejemplo, visitan a personas en las cárceles o asisten a presenciar audiencias, lo que evidentemente debe evitarse.


Expresó que originalmente se había excluido de este Registro a las personas condenadas en aplicación de la ley sobre responsabilidad penal adolescente, pero que, posteriormente, la Cámara de Diputados decidió incorporarlas.


En cuanto al artículo 11 del proyecto, estimó que es una norma que no requiere de un quórum especial para su aprobación, pues lo que ella otorga a los tribunales de justicia, al Ministerio Público y a Gendarmería de Chile es solamente una facultad y no un imperativo de conducta, como se contemplaba en el texto original. Por esta razón, tratándose de los mencionados tribunales, no habría una alteración en cuanto a la organización o a las atribuciones de los mismos.


Concluyó su intervención manifestando que el proyecto en estudio es una iniciativa útil, necesaria y bien orientada, de manera que instó a la Comisión a acogerla prontamente.


El Subsecretario de Prevención del Delito, señor Cristóbal Lira, señaló que asiste periódicamente a las reuniones del Sistema Táctico de Análisis Delictual (STAD) con las policías y que en ellas se ha concluido que existe un vacío en relación al tema de los prófugos, lo que representa un tema muy sensible. Por ello, destacó la conveniencia de subsanar esta necesidad a la mayor brevedad, de manera de poder contar con informaciones exactas y completas, que eviten cualquier tipo de confusión.


Enseguida, hizo uso de la palabra el Consejero (S) del Consejo Superior de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, Ministro señor Hugo Dolmestch.


Expresó, en primer término, que, en su oportunidad, el pleno de la Corte Suprema informó favorablemente el proyecto en estudio en cuanto a aquellas materias que le atañen, es decir, particularmente el ya señalado artículo 11.


Refiriéndose al quórum necesario para la aprobación de dicho precepto, coincidió con la apreciación del señor Ministro del Interior y Seguridad Pública en cuanto a que, habiéndose transformado lo que originalmente era una función obligatoria en una tarea facultativa para los tribunales, no constituiría una norma con carácter de ley orgánica constitucional.


Consideró de mucha utilidad la iniciativa en estudio. Informó que el Poder Judicial cuenta con un registro de prófugos actualizado, que está en condiciones de entregar toda la información en él contenida una vez que se implemente el Registro en análisis.

En relación al mecanismo de control de ingreso a que se refiere el artículo 11, hizo presente que el Poder Judicial no cuenta con el equipamiento ni los recursos necesarios para implementarlo. Agregó que si se quisiera ponerlo en práctica, se incurriría en gastos para los cuales no se dispone de medios.


Dijo que, por tal razón, en este momento resultaría imposible materializar dicho sistema de control en la totalidad de los tribunales del territorio nacional.


Finalizó su intervención destacando, una vez más, el interés que ofrece la iniciativa en estudio.


A su turno, hizo uso de la palabra el Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Rodrigo Durán.

En primer término, proporcionó algunos antecedentes específicos vinculados a la materia en análisis.


Explicó que en el año 2002, mediante el decreto supremo Nº 933, se modificó el artículo 4° del decreto supremo Nº 64, creándose un Catastro de Aprehensiones que contiene las órdenes de detención, de prisión preventiva o de aprehensión dictadas por los tribunales que ejercen jurisdicción en materia penal.

Manifestó que, posteriormente, con fecha 11 de diciembre del año 2007, se celebró un Convenio de Colaboración entre la Corporación Administrativa del Poder Judicial (CAPJ) y el Servicio de Registro Civil e Identificación (SRCeI), que permite la carga automatizada de información al “Registro General de Condenas”.


Enseguida, proporcionó algunas explicaciones en cuanto al flujo de información que actualmente se produce en el Catastro de Órdenes y Contraórdenes de Aprehensiones.


En cuanto a los tribunales del crimen del antiguo sistema, expresó que el sistema era más bien manual y lo graficó en la forma que sigue:
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En cuanto a los tribunales de la Reforma Procesal Penal, señaló que ellos se valen de un servicio web, que opera según la siguiente secuencia:
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A continuación, se refirió al flujo de información que se propone en la iniciativa en análisis, el que graficó en la siguiente forma:
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Enseguida, abordó el contenido del proyecto de ley en estudio.


Manifestó que lo que se anotará en el Registro en estudio son las órdenes de detención vigentes libradas por los tribunales de justicia en los casos mencionados en el artículo 1°, los que dicen relación con las siguientes personas:


a) Los imputados declarados rebeldes por el tribunal y aquellos que se fugaren estando sujetos al régimen de prisión preventiva o a una medida cautelar.


b) Los condenados que se fugaren mientras están cumpliendo su condena o aquellos a los que se revocare el beneficio de la libertad condicional.

En cuanto a la información que se registrará, puntualizó que se trata de la que sigue:


a) Individualización de la persona (nombre completo y RUN).

b) Identificación del tribunal que libró la orden e individualización del juez.

c) Identificación de la causa y de la calidad procesal de la persona afectada.

d) El o los delitos por los cuales el afectado se encuentra imputado o condenado.



A continuación, presentó un cuadro comparativo entre el Catastro de Aprehensiones y el Registro cuya creación se estudia.


Es el siguiente:

	Cuadro comparativo

Catastro de Aprehensiones y Registro Nacional de Prófugos de la Justicia

	Variables
	Catastro de Aprehensiones
	Registro Nacional de Prófugos de la Justicia

	Semejanzas
	Estructura operativa centralizada

	
	Cobertura nacional

	
	Registro de información automatizado

	Diferencias 
	Estructura jurídica
	Catastro
	Registro

	
	Efecto contraorden
	Provoca cancelación orden
	Provoca eliminación Registro

	
	Acceso información
	Ministerio Público
	Ministerio Público

	
	
	Tribunales de Justicia
	Tribunales de Justicia

	
	
	Policías (Carabineros de Chile e Investigaciones de Chile)
	Policías (Carabineros de Chile e Investigaciones de Chile)

	
	
	
	Gendarmería de Chile

	
	
	
	Departamento del Tránsito de Municipalidades

	
	
	
	Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante

	
	
	
	Otras instituciones determinadas por decreto supremo

	
	Salida de información
	Consulta por convenio
	Por convenio y certificado

	
	Calidad jurídica de la información registrada
	Órdenes y contraórdenes genéricas
	Órdenes y contraórdenes calificadas






Complementando su intervención, proporcionó a la Comisión las siguientes estadísticas en cuanto al Catastro de Órdenes de Aprehensión:

	Al 13 de marzo de 2012

	Estado
	Cantidad

	Vigente
	142.479

	Rechazado
	3.779

	Cancelado
	756.572

	Total
	902.830


	Detalle anual órdenes vigentes al 13 de marzo de 2012

	Año
	Cantidad

	2002
	    131

	2003
	21.641

	2004
	16.035

	2005
	11.357

	2006
	10.243

	2007
	10.156

	2008
	13.562

	2009
	11.829

	2010
	11.834

	2011
	22.746

	2012
	12.945

	Total
	142.479



A continuación, el Jefe del Departamento de Archivo General del mismo Servicio, señor Andrés Falcón, expresó que en relación al artículo sexto, hay dos sistemas que están coexistiendo en la actualidad. En primer lugar, el sistema automatizado, en línea, que está operativo desde mediados del año pasado, que permite una carga prácticamente instantánea al dictarse una orden. Representa dicho sistema alrededor del 92% del flujo de la información. Sin embargo, en los tribunales del sistema antiguo se mantiene un método manual, que requiere una comunicación de parte del tribunal, un proceso en el nivel central y luego una incorporación al Registro.


Manifestó que, en este último caso, es imposible cumplir con el plazo de 12 horas establecido en el proyecto de ley, por lo que sugirió aumentarlo a 72 horas en los casos en que las anotaciones se efectúen en forma manual.

Asimismo, propuso eliminar el inciso tercero de este precepto, ya que permitiría que el interesado concurra personalmente a solicitar la eliminación de una anotación, lo que puede dar lugar a la presentación de antecedentes o documentos falsos. Con esta eliminación, se aseguraría la fidelidad de la información incorporada al Registro, así como su carácter automatizado.

El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Hinzpeter, señaló que el ya referido inciso tercero del artículo 6° tiene por objetivo operar en caso que falle el sistema y que una persona permanezca en el Registro, no debiendo estar en él.


En cuanto al inciso primero del citado precepto, indicó el antes aludido plazo de 12 horas fue incorporado en la Cámara de Diputados, agregando que dicho lapso le parece muy breve.

El Honorable Senador, señor Walker, don Patricio, expresó, en primer lugar, que le llamaba la atención el número de órdenes de aprehensión vigentes, ante lo cual estimó conveniente recabar un desglose de las cifras entregadas de manera de poder apreciar a qué situaciones ellas se refieren. Para estos efectos, requirió de las autoridades presentes información más pormenorizada sobre este particular.


En segundo lugar, manifestó interés por conocer los efectos que se espera alcanzar con el proyecto en estudio en materia carcelaria.


La Honorable Senadora señora Alvear valoró la iniciativa legal en estudio, sin perjuicio de expresar que le asistían algunas inquietudes en relación a sus alcances.


La primera, indicó, dice relación con lo expuesto por el Ministro de la Corte Suprema, señor Dolmestch, respecto a la inviabilidad de la implementación de sistemas de control de acceso a los tribunales. Manifestó que lo anterior es preocupante, pues todas las iniciativas legales vinculadas a la seguridad pública generan grandes expectativas en la ciudadanía, las que, de no cumplirse, causan gran frustración.

Enseguida, conjeturó acerca de la utilidad que presta para los Juzgados de Garantía el sistema de registro que en la actualidad funciona en el Poder Judicial. Hizo presente que a menudo es posible enterarse por la prensa de casos en que dichos Juzgados dejan en libertad a personas respecto de las cuales existen órdenes de detención pendientes. Connotó que tales situaciones también son fuente de críticas y de frustración de parte de la opinión pública.


Para finalizar, puso de manifiesto su interés por saber si el informe financiero que acompaña esta iniciativa da cuenta de recursos suficientes para llevar adelante el Registro en estudio.


El Jefe del Departamento de Desarrollo Institucional de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, señor Rodrigo Herrera, señaló que los jueces cuentan con la información a que ha aludido la Honorable Senadora señora Alvear. Dijo que, específicamente, los jueces del nuevo sistema procesal penal disponen de una plataforma informática de primera línea. Precisó, además, que, dentro de sus funciones, los encargados de actas tienen el deber de verificar si las personas que concurren a esos recintos tienen alguna orden de detención pendiente.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, manifestó su apoyo a la iniciativa en estudio, considerando que ella viene a satisfacer importantes necesidades.


Coincidió con el Honorable Senador señor Walker, don Patricio, en cuanto a la conveniencia de tener un desglose de las cifras  informadas por el señor Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación respecto a las órdenes de detención y aprehensión vigentes.


Asimismo, estimó necesario saber cómo se hará efectivo el sistema en línea que se propone, para todas las instituciones que operarán con el mismo, tales como las Policías, los tribunales, etc.


Luego, instó a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión a hacerse eco de lo señalado por el Ministro señor Dolmestch en cuanto a las dificultades que representa para el Poder Judicial la implementación de un sistema de control de acceso a los tribunales del país, según lo plantea el artículo 11. Sostuvo que esa materia representa una inquietud esencial en este debate, a la vez que supone un desafío para los organismos señalados por dicho precepto, pues a la tarea de verificar la existencia de órdenes de detención pendientes en relación a las personas que acceden a sus dependencias, se suma la de instar por el cumplimiento de las mismas.


Luego, formuló algunas consultas acerca de la duración de las anotaciones del Registro, preguntando si la persona será borrada de manera definitiva de éste una vez que es eliminada del mismo y cómo se garantizará la privacidad de los datos de carácter personal.


En último término, en cuanto a los quórum de aprobación de las distintas disposiciones del proyecto, consideró que los artículos 7° y 8° del proyecto deben aprobarse con quórum calificado, por cuanto contemplan un estatuto especial para acceder a la información contenida por el Registro que se crea, que importa dar a la misma un carácter de reserva parcial. Así se desprende, recordó, de lo dispuesto por el artículo 8° de la Carta Fundamental.


Por otra parte, estimó que el artículo 11, en lo que concierne a los tribunales de justicia, constituye una norma orgánica constitucional pues representa una nueva atribución para éstos, aun cuando su aplicación práctica sea facultativa. A este respecto, planteó la conveniencia de requerir nuevamente la opinión de la Corte Suprema, en atención a que el Máximo Tribunal tomó conocimiento del texto original de esta disposición y no del texto despachado por la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador Espina, don Alberto, resaltó la importancia que, a su juicio, reviste esta iniciativa, sobre todo tomando en consideración la elevada cifra de órdenes de aprehensión pendientes, que superan las 142.000, muchas de las cuales deben provenir de la comisión de delitos graves.


Señaló que existe una gran falencia en el sistema, al no contar la autoridad con una base de datos actualizada acerca de los prófugos de la justicia.


Observó, sin embargo, que el proyecto comienza con gran firmeza y que, luego, baja su intensidad y refleja criterios de corte más bien garantista de los derechos del imputado.


Como línea central, consideró relevante que el Registro de los prófugos que se estudia sea público. Insistió en este punto, agregando que en otros países este tipo de nóminas tiene ese carácter. Dijo no entender por qué la identidad de un homicida que tiene la calidad de prófugo de la justicia queda amparada en el proyecto en la confidencialidad de la información, sobre todo tomando en consideración al carácter público que tienen las sentencias. Por otra parte, señaló que hay situaciones que justifican plenamente la posibilidad de hacer averiguaciones en un Registro como el que se crea, como ocurre, por ejemplo, cuando se contrata personal de servicio doméstico que desempeñará labores de confianza al interior de un hogar.


Expresó, enseguida, que la iniciativa contiene dos tipos de normas; el primero permite a las principales instituciones vinculadas al proceso penal tener acceso a una base concentrada de datos que les permitirá saber quién es prófugo de la justicia y por qué motivo lo es. El segundo tipo está constituido por la restricción de ciertos beneficios que se otorgan a la persona, en atención a si tiene la calidad de prófugo. Todo ello, con la finalidad de favorecer en nuestro medio el cumplimiento de las órdenes de detención y de reforzar el respeto hacia las mismas.


A continuación, planteó inquietudes respecto al efecto práctico que tendrá esta ley en relación a la seguridad pública y, particularmente, en cuanto a la disminución de la delincuencia.


Preguntó, finalmente, por la razón que justificaría sancionar a un juez que no envía oportunamente la comunicación al Registro para borrar del mismo a un prófugo y no a aquél que no envía la información correspondiente para incorporar a alguien al Registro.


El Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Hinzpeter, hizo presente que no obstante sentirse representado por las opiniones del Honorable Senador señor Espina en cuanto al carácter público que debería tener el Registro en estudio, cabía recordar que las leyes se construyen de acuerdo a los consensos democráticos que se van alcanzando durante la tramitación de las mismas, agregando que en estos debates siempre hay Parlamentarios que tienen posiciones más garantistas. Hizo notar el carácter público que tienen las sentencias, puntualizando que este debate podrá hacerse durante la fase de la discusión en particular del proyecto.


Expresó que, en el caso de los prófugos, para tener dicha calidad no es necesario estar en presencia de una sentencia ejecutoriada. Por otra parte, indicó que hay normas que van protegiendo el derecho a la intimidad de las personas y que esa situación pone cortapisas a que este tipo de registro sea accesible masivamente.


En otro orden de materias, observó que se ha hecho una evaluación sobre los efectos que la iniciativa en estudio puede tener en cuanto a los aspectos carcelarios y que se ha estimado que no tendrá una incidencia tan notoria.


Respecto a los recursos necesarios para la implementación de la misma, expresó que el mayor gasto fiscal que ella represente durante su primer año de vigencia se hará con cargo al Tesoro Público, ítem 50-01-03-24-03.104 de la respectiva Partida Presupuestaria y que, en los años siguientes, se hará con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público, de manera que, en el futuro, en cada oportunidad que dicha ley se discuta, este tema podrá ser evaluado.


En cuanto a la infraestructura necesaria para implementar sistemas de control de acceso en determinados recintos, opinó que en los edificios nuevos no es difícil establecerlos y que en las cárceles se podrá instalarlos rápidamente, ya que los recintos penales del país no son tan numerosos y es imperativo que las visitas a los internos estén controladas.


En cuanto a la certeza de la eliminación de antecedentes del Registro, señaló que no debieran quedar vestigios de los mismos y que la idea es que la supresión de dichas anotaciones sea absoluta, entendiendo que la condición de prófugo es esencialmente transitoria.


En relación a los efectos que la iniciativa podría tener sobre la delincuencia y la victimización, precisó que ello dice relación con la inspiración global del sistema, en el sentido de que los prófugos deben cumplir sus condenas y que los efectos que el incumplimiento de las mismas causa en la sociedad deben evitarse.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, informó que tendía a coincidir con el Honorable Senador señor Espina en cuanto a que el Registro que se crea debe ser público.


Luego, expresó que cualquiera sea la cifra de órdenes de detención o aprehensión que exista, si ésta logra disminuir, se producirá un verdadero golpe a la delincuencia, pues habrá una cantidad importante de personas que dejará de tener la calidad de prófugos y que volverá a estar bajo la tuición de los tribunales.

El Honorable Senador Espina asignó la más alta valoración a este proyecto, porque entiende que la implementación del Registro que se propone representa un gran avance contra la delincuencia. Destacó que, en la actualidad, los prófugos causan un nocivo efecto contaminador en su medio y que el hecho de que el sistema no tenga capacidad para aprehenderlos, constituye un verdadero estímulo para el delito. De este modo, señaló que sin el ánimo de sobredimensionar la iniciativa, la considera una herramienta muy eficaz en favor de la seguridad pública.


Asimismo, anunció que, oportunamente, insistiría en su propuesta en cuanto a dar carácter público al mencionado Registro.


El Ministro señor Hinzpeter expresó que coincidía plenamente con el Honorable Senador señor Espina en cuanto a la relevancia y la inspiración del proyecto.


El Director Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación, señor Durán, precisó que la cifra de órdenes de detención o aprehensión constituye un número de órdenes y no de personas. Añadió que el desglose que se ha solicitado, deberá realizarlo en coordinación con la Corporación Administrativa del Poder Judicial, pues el Servicio que encabeza no dispone de información detallada respecto a los tipos de delito que han dado origen a las ya mencionadas órdenes.


Proporcionó, además, algunas explicaciones en cuanto a los niveles de confidencialidad con que actualmente se lleva el Registro de Condenas y a la forma de obtener las respectivas certificaciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador Larraín, don Hernán, solicitó que el estudio que se ha requerido mencione específicamente el tipo de delito cometido, el sexo del respectivo prófugo, la calidad en que se encuentra en cuanto a si es imputado o condenado, y la respectiva Región, entre los datos más relevantes.


Por otra parte, anunció que los aspectos referidos a la publicidad del Registro en estudio se analizarán cuando se lleve a cabo la discusión en particular de la iniciativa, oportunidad en la cual también podrán abordarse algunas dudas de constitucionalidad que se hicieron presente en la Cámara de Diputados.


Señaló, luego, que la iniciativa se encontraba en condiciones de votarse en general.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, manifestó que habría preferido conocer la información desglosada que se ha solicitado antes de pronunciarse en general sobre el proyecto, añadiendo que, sin embargo, para no dilatar la tramitación del mismo, se allanaría a reservar dichos antecedentes para la discusión en particular.


Finalizado el debate y puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.


En cuanto al quórum de aprobación del articulado del mismo, por la unanimidad ya señalada y por las razones que precedentemente se han consignado, se resolvió recomendar a la Sala acoger los artículos 7° y 8° con el carácter de normas de quórum calificado.


Adicionalmente, aun cuando en este punto el Honorable Senador señor Espina tuvo un criterio distinto, se acordó dar el carácter de norma orgánica constitucional al artículo 11, en lo que concierne a los tribunales de justicia.


Se acordó, igualmente, recabar una vez más la opinión de la Corte Suprema sobre este último precepto.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la aprobación en general del siguiente

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- El Servicio de Registro Civil e Identificación mantendrá un registro denominado “Registro Nacional de Prófugos de la Justicia”, en el que se anotarán las órdenes de detención vigentes cuando éstas hayan sido libradas por Tribunales de Justicia con competencia en lo penal en los siguientes casos:


1) Respecto del imputado que haya sido declarado rebelde, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 99 y 100 del Código Procesal Penal.


2) Respecto del imputado que se fugare estando sujeto al régimen de prisión preventiva o sujeto a la medida cautelar prevista en la letra a) del artículo 155 del Código Procesal Penal.


3) Respecto del condenado que se encuentre en el caso del inciso 2° del artículo 468 del Código Procesal Penal.


4) Respecto del condenado que se fugare mientras se encuentre cumpliendo efectivamente una pena privativa de libertad.


5) Respecto del condenado a quien se le revocare alguna de las medidas alternativas a las penas privativas y restrictivas de libertad previstas en la ley N° 18.216.


6) Respecto del condenado a una pena privativa de libertad a quien se le revocare el beneficio de la libertad condicional, previsto en el decreto ley N° 321, de 1925, u otro beneficio penitenciario.


Artículo 2°.- Las anotaciones que se realicen en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia contendrán:


1) El nombre completo de la persona en contra de quien se ha librado la respectiva orden de detención y su número de cédula nacional de identidad. Si se tratare de un extranjero, se indicará su número de cédula de identidad para extranjeros, si la tuviere, o el número de su pasaporte y la nacionalidad del mismo.


2) La identificación del Tribunal que libró la respectiva orden de detención, con indicación del nombre del juez o jueces que la hubieren decretado.


3) La identificación de la causa en que se despachó la orden de detención, con indicación del Rol Único de Causa y el Rol Interno de Tribunal; y si la orden de detención se libró en contra de la persona en su calidad de imputado o de condenado por un delito.


4) La fecha en que se libró la orden de detención.


5) El señalamiento de él o los delitos por los cuales hubiere sido condenada la persona y la extensión de la condena, en los casos señalados en los números 3, 4, 5 y 6 del artículo 1°.


Artículo 3°.- Para los efectos de ingresar una orden de detención librada en contra de un imputado o condenado en los casos señalados en el artículo 1°, al momento de decretarse, el Tribunal que la hubiere dictado deberá comunicarlo al Servicio de Registro Civil e Identificación por cualquier medio idóneo, de conformidad al artículo 21 del Código Procesal Penal. Se deberá dejar registro de dicha actuación de acuerdo al artículo 39 y siguientes del Código Procesal Penal.


Artículo 4°.- Recibida la comunicación a que se refiere el artículo anterior, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá, inmediatamente, a ingresar la información en ella contenida en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia. Si existieren varias órdenes de detención en contra de una misma persona, su anotación dará origen a un registro único que las incluya a todas, las que deberán contener las especificaciones señaladas en el artículo 2°.


Artículo 5°.- Si la orden de detención librada en alguno de los casos indicados en el artículo 1° se dejare sin efecto, el Tribunal que así lo ordenare deberá comunicarlo en el mismo acto al Servicio de Registro Civil e Identificación por cualquier medio idóneo de conformidad al artículo 21 del Código Procesal Penal. La comunicación contendrá la misma información señalada en el artículo 2° y se deberá dejar registro de dicha actuación de conformidad a lo dispuesto por el artículo 39 y siguientes del Código Procesal Penal.


El incumplimiento de lo establecido en el presente artículo constituirá una grave falta a los deberes del juez que dejó sin efecto la respectiva orden de detención, la que será sancionada con arreglo a las normas disciplinarias que establece el Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 6°.- Recibida la comunicación referida en el artículo precedente, el Servicio de Registro Civil e Identificación procederá, dentro de las 12 horas siguientes, a eliminar en forma definitiva la respectiva anotación en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia.


El incumplimiento de la obligación establecida en el inciso precedente será considerada una falta grave para los efectos de la aplicación de las medidas disciplinarias que correspondan conforme al Estatuto Administrativo.


Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior y en el inciso primero, cualquier persona podrá requerir la eliminación de la anotación respectiva en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, presentando ante al Servicio de Registro Civil e Identificación documentos fidedignos emanados de un Tribunal con competencia en lo penal, que den cuenta del hecho de haberse dejado sin efecto una orden de detención dictada en los casos del artículo 1°.


Artículo 7°.- Sólo podrán acceder a la información contenida en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, las siguientes instituciones:


1) Los Tribunales de Justicia.


2) El Ministerio Público.


3) Carabineros de Chile.


4) La Policía de Investigaciones de Chile.


5) Gendarmería de Chile.


6) La Dirección del Territorio Marítimo y de Marina Mercante.


7) El Servicio de Registro Civil e Identificación.


8) Los organismos públicos a que se refieren los artículos 9° y 10, para los fines allí previstos y en la forma señalada en dichos artículos.


Las personas o instituciones señaladas en el número 8), tendrán acceso limitado al Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, pudiendo únicamente ser informados sobre el hecho de encontrarse una persona determinada incorporada en este. Dichas instituciones podrán acceder al Registro para el solo efecto del trámite que se realiza.


Las instituciones señaladas en los números 1), 2), 3), 4), 5), 6) y 7) deberán establecer los procedimientos que determinarán las personas que tendrán acceso a la información, a fin de garantizar la debida confidencialidad.


Artículo 8°.- El Servicio de Registro Civil e Identificación deberá proveer información suficiente a los interesados que consulten respecto de su incorporación al Registro Nacional de Prófugos de la Justicia. Dicha información sólo podrá solicitarla la persona interesada respecto a su situación personal.


En todo caso, la información podrá requerirse por un mandatario del interesado, especialmente designado y facultado para el efecto, siempre que el mandato conste por escrito y sea autorizado ante notario.


Artículo 9°.- Los departamentos del tránsito municipales suspenderán el otorgamiento de las licencias de conductor o su renovación, a las personas que figuren con órdenes de detención pendientes en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia, mientras dichas órdenes no hayan sido dejadas sin efecto.


Artículo 10.- Los órganos de la Administración del Estado podrán diferir el otorgamiento de prestaciones de carácter económico, señaladas en la forma referida en el inciso tercero, respecto de quienes figuren con órdenes de detención pendientes en el Registro Nacional de Prófugos de la Justicia.


Lo dispuesto en el inciso precedente no podrá afectar derechos adquiridos ni garantías reconocidas en la Constitución Política de la República.


Un decreto supremo suscrito por el Ministro del Interior y Seguridad Pública determinará las prestaciones específicas cuyo otorgamiento será diferido, las que no podrán ser de carácter previsional o de salud. En todo caso, dicha resolución no podrá afectar a las familias de los prófugos de la justicia.


Artículo 11.- Los Tribunales de Justicia, el Ministerio Público y Gendarmería de Chile podrán verificar si las personas que ingresan a sus recintos y establecimientos registran o no órdenes de detención pendientes decretadas en los casos del artículo 1°, e instar por su  cumplimiento.


Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley durante su primer año de vigencia, se financiará con cargo al ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público y, en los años siguientes, con cargo a los recursos que se establezcan en las respectivas leyes de presupuestos del sector público.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 14 de marzo de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero, Hernán Larraín Fernández, Jaime Orpis Bouchon y Patricio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, 16 de marzo de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria

10

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 18.290, DE TRÁNSITO, ESTABLECIENDO REQUISITOS ALTERNATIVOS PARA OBTENER LICENCIA PROFESIONAL 

(7319-15

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Diputados señores Becker, Bertolino, Edwards, García, Godoy, Monckeberg, don Cristián; Monckeberg, don Nicolás; Pérez, don Leopoldo; Sabat, doña Marcela, y Sauerbaum.
- - - - - - - 


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado. 

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión contó con la participación del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz y del Asesor Legislativo del Ministro, señor Juan Carlos González.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Autorizar a los conductores que acrediten haber aprobado un curso teórico y práctico especial, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología similar, en una escuela de conductores profesionales reconocida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para que puedan acceder a la licencia profesional clases A-3 y A-5, previo examen práctico y teórico aprobado en la municipalidad respectiva.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- Ley Nº 18.290, de Tránsito. Se modifican sus artículos 13, 33 y 37.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Para obtener actualmente una licencia profesional, es necesario acreditar haber estado en posesión de la licencia Clase B durante dos años; aprobar los cursos teóricos y prácticos que impartan las escuelas de conductores profesionales debidamente reconocidas por el Estado, y acreditar, en caso de la Clase A-3, haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la Licencia Profesional Clases A-1, A-2, A-4 o A-5. Cuando se trata de una licencia Clase A-5, los postulantes deberán acreditar haber estado en posesión, durante a lo menos dos años, de la licencia profesional Clases A-2, A-3 o A-4.


La Moción que dio origen a este proyecto de ley  plantea que para obtener una licencia A-3, y para el caso de licencias A-5, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones exige de acuerdo a la ley, la aprobación de un curso de 300 horas, en total, que comprenda conocimientos acerca de teoría del tránsito, reglamentos del transporte, técnicas de conducción preventiva, aspectos psicológicos y comunicacionales, mecánica básica y mantención preventiva del vehículo, prevención de riesgos y combate de incendios, primeros auxilios, conducción práctica, evaluaciones psicológicas y psicotécnicas.


Por otra parte, la moción se fundamenta en que actualmente existen más de 15.000 conductores del transporte público metropolitano, que deberían ser reemplazados, ya sea por retiro, por tener que acogerse a jubilación o por tener que hacerse una renovación de conductores en diferentes empresas de transporte. Lo cual, significa tener que renovar unos 1.500 conductores nuevos, por año.


En el caso de los de camiones, también existe una tasa de crecimiento anual de la industria, que es de aproximadamente un 10%. Por lo tanto, en este caso la necesidad llegaría a cerca de 14.000 conductores por año.


El proyecto propone agregar a las exigencias establecidas en la ley, otras tales como: cursos de manejo de stress, aspectos psicológicos de la conducción, auto cuidado, manejo de la fatiga, comunicación y trabajo en equipo, manejo de conflicto con los usuarios, calidad de servicio en el transporte de pasajeros, y conducción eficiente, ecológica y económica, llegando a un total de 400 horas en un curso teórico y práctico especial, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología similar, en una escuela de conductores profesionales reconocida por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.


Cabe destacar, que dichos simuladores permiten medir a los conductores en situaciones reales, no medibles en la forma tradicional, como accidentes imprevistos, cruce de peatones, etcétera. Además, permite medir la calidad de la conducción, capacidad de aceleración y frenado apropiadas, evaluación de distancias y velocidades, ahorro de combustible, etcétera.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El proyecto se encuentra estructurado en un artículo único y un artículo transitorio.


El artículo único mediante 3 numerales, modifica los artículos 13, 33 y 37 de la Ley Nº 18.290, de Tránsito, relativos a los requisitos generales para obtener licencia profesional: sobre las Escuelas Profesionales y su reconocimiento y revocación, respectivamente.


El artículo transitorio establece que en un plazo de 90 días posteriores a la publicación de esta ley, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones emitirá los decretos que aprueben los reglamentos que se indican en la presente ley.

DISCUSIÓN EN GENERAL 


Al iniciarse la discusión de esta iniciativa legal, el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz comenzó señalando que este es un proyecto que tiene origen en una moción parlamentaria, al cual el Ministerio de Transportes  presentó una indicación sustitutiva, además de perfeccionarse durante la tramitación respectiva agregándose un régimen sancionatorio.


Señaló que actualmente existe una gran demanda de choferes que no está siendo suficientemente cubierta y además hay un tema de profesionalizar aún más la conducción de los choferes de transporte mayor, a modo de ejemplo, indicó que el sistema de transporte público de Santiago cuenta con 15.000 conductores, los que deberían renovarse a una tasa aproximada de 10% anual, o sea, 1.500 nuevos conductores por año. Para conductores de camiones, se considera una proporción similar. A este respecto, hizo presente que  el factor humano está involucrado en el 90% de los accidentes (factor principal).


Para ilustrar aún más su exposición hizo presente que actualmente, los requisitos para obtener  Licencias Profesionales son los siguientes: tener como mínimo 20 años; poseer Licencia Clase B durante 2 años; aprobar cursos teóricos y prácticos en Escuelas de Conductores; en el caso de la licencia A-3: haber estado en posesión por al menos 2 años de licencias A-1, A-2, A-4 ó A-5 y en el caso de la A-5: haber estado en posesión por al menos 2 años de licencia A-2, A-3 ó A-4.


Establecido lo anterior, recalcó que lo que busca o plantea el proyecto en discusión, consiste en:

- Una ALTERNATIVA AL SISTEMA ACTUAL DE OBTENCION A3 y A5, que no requiere haber poseído previamente por dos años A1, A2 ó A4, pero sí  dos años  de licencia B;

- Acreditar la aprobación de curso teórico y práctico especial, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología equivalente, cuyas características y especificaciones se fijan por reglamento;

- Que lo anterior, se realice en una escuela de conductores profesionales reconocida y autorizada por el MTT para impartir este curso (de conformidad al reglamento);

- Y se requiere aprobar examen teórico y práctico en la Municipalidad, elaborado y supervisado por la Subsecretaría de Transportes.


En este punto, intervino el Honorable Senador señor Chahuán y preguntó, tomando en consideración lo expuesto, en el sentido de la escasez de conductores y de su formación, si están las condiciones para implementar rápidamente este sistema.


El señor Ministro le señaló que ya hay empresas en Chile que utilizan este tipo de tecnología.


No obstante lo anterior, el Honorable Senador señor Chahuán insistió en que le preocupa que se pueda implementar un sistema en el que existan muy pocos operadores o que termine siendo un monopolio, por lo que dejó la inquietud planteada al Ejecutivo.


El señor Ministro, contestando lo anterior, fue enfático en señalar que no existen limitaciones o restricciones a la entrada, salvo el costo de inversión que no es bajo, lo único que se exige es que se cumpla con los mínimos que va a establecer el reglamento respectivo. Dijo que en la actualidad, ya hay empresas que cuentan con estos equipos porque son utilizados para la capacitación de sus propios conductores.


Continuando su exposición, el señor Ministro, profundizando en las características del curso especial, hizo presente que el reglamento que deberá dictar el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establece la duración del curso y los contenidos mínimos prácticos y teóricos del programa, incluyendo el mínimo de horas de conducción por alumno en vehículo y el mínimo y máximo de horas en simulador, y todas las materias relacionadas con su debida instrucción. Hizo presente que las horas en simulador en ningún caso podrán superar un 30 por ciento del total de horas de conducción.


Sobre este punto, se detuvo para explicar que el simulador básicamente cumple la función de permitir evaluar si el alumno ha aprendido efectivamente a comportarse en el vehículo de transporte, además de someterlo a exigencias que no es posible replicar en la pista de entrenamiento, sin riesgo en la realidad.


En cuanto al régimen sancionatorio, que se agregó durante la tramitación en el primer trámite, explicó  que procede en caso de acreditarse que la Escuela ha otorgado certificados a personas que no han recibido total o parcialmente los contenidos, actividades, evaluaciones y/o asignaturas, prácticas o teóricas, que corresponden a los cursos que imparten.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones  puede revocar el reconocimiento de la Escuela o cursar una multa a beneficio fiscal de 300 a 500 unidades tributarias mensuales.


Se notifica al representante legal de la Escuela  por carta certificada enviada al domicilio registrado en el Ministerio, entendiéndose notificado a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de Correos del lugar de funcionamiento de la Escuela.


Finalmente, la Escuela afectada dentro de los 15 días siguientes a su notificación podrá solicitar reconsideración de la cancelación, acompañando a su solicitud todos los antecedentes que justifiquen sus descargos. (artículo 37)


Dentro de las ventajas de los simuladores, destacó que es una herramienta computacional formativa, basada en metodología “aprender haciendo”, que permite inmersión total del alumno, libre de riesgo: ya que  en las situaciones simuladas, no hay consecuencias físicas tanto para alumno como instructor. Además ellos permiten evaluar las capacidades de conducción en función de: horario, condiciones atmosféricas, estado de la calzada y tráfico. Por último en este sentido, recalcó que no es recomendable para formación de conductores NO profesionales.



Haciendo uso de la palabra, el Honorable Senador señor Pizarro intervino para consultar respecto del régimen sancionatorio, si la experiencia actual del Ministerio ha significado que se haya sancionado a una Escuela y se haya cerrado.


El señor Ministro manifestó que es una situación muy difícil porque tiene que ser una acumulación de situaciones acreditadas y fiscalizadas, de manera que como la persona llega de la Escuela con su certificado y examen rendido, no hay una posibilidad real de verificar la calidad de la formación que se está prestando. 


Destacó que la fiscalización que se puede hacer in situ, arroja muy poco, porque fiscalizar la calidad de la formación que los alumnos reciben, no ocurre.


El Honorable Senador Pizarro planteó que se imaginaba que la fiscalización se efectuaba respecto del aprendizaje del conductor y destacó que a su juico es la forma de hacerlo, de lo contrario lo que se discuta es letra muerta.


En este mismo contexto, el Honorable Senador señor Novoa dijo que no obstante que en el sistema que se propone el examen lo tomará la respectiva Municipalidad, preguntó si se podría establecer que en el sistema actual, pudiera hacerse algún tipo de fiscalización práctica como lo plantea el Honorable Senador señor Pizarro o por resultado.


Haciendo hincapié en su idea, el Honorable Senador señor Pizarro consultó al Ministro si la Municipalidad, en la Dirección de Tránsito mantiene los registros de puntaje que sacó cada alumno, lo que constituiría una fuente de información.


El señor Ministro, refiriéndose a la licencia de conducir en un marco más global, dijo que se está trabajando fundamentalmente en el mejoramiento del examen teórico; en tener un grupo de certificadores de quienes toman los exámenes prácticos a fin de fiscalizar a quienes toman los exámenes en los municipios y junto al Ministerio de Salud, se está preparando un set de exámenes de salud mínimos para los conductores profesionales. 


Complementando el debate, el Honorable Senador señor Prokurica planteó como alternativa al Ministerio, poder determinar en qué Escuela han hecho los cursos las personas que han tenido accidentes, para ir determinando dónde se debe poner el foco de atención.


El Honorable Senador señor Chahuán, consultó si era posible agregar a la ley, la posibilidad de hacer test aleatorios de consumo de drogas o sustancias ilícitas, a los conductores profesionales.



En una nueva intervención, el señor Ministro dijo que le parecía que el cruce de información solicitada por el Honorable Senador señor Pizarro, era una muy buena medida, además se comprometió  a hacerse cargo de los temas planteados, ya que no cuentan con tantas herramientas para fiscalizar el aprendizaje de los conductores, para lo que necesitan mejores pruebas con respecto a la negligencia directa de la escuela de conducir. 


Por último, hizo hincapié en que espera que no se demore la tramitación de esta iniciativa, porque se está en una situación crítica a este respecto. 


Por su parte, el Honorable Senador señor Novoa, preguntó al Ministro si se tenían estadísticas sobre el porcentaje  de accidentes en los que participan choferes profesionales.


El señor Ministro dijo que tenía esas estadísticas y que en relación a las horas de conducción, los choferes profesionales participan en un mínimo porcentaje de accidentes, en comparación a los no profesionales.


A su vez el Honorable Senador señor Pizarro consultó si esta normativa en discusión se aplicaría a todos o sólo a los nuevos conductores que opten a licencias profesionales.


El señor Ministro destacó que este es un sistema alternativo y que sigue vigente el sistema actual, de manera que se aplicaría sólo para obtener la licencia, ya que recalcó que lo que se pretende es que el sistema no se base sólo en la posesión de la licencia anterior. Para ilustrar este punto, se insertó el siguiente cuadro comparativo:
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Para cerrar la presentación, el señor Ministro señaló que fundamentalmente, al Ejecutivo le interesa contar con un sistema alternativo, mucho más estricto, asegurar una conducción individualizada en vehículo y simulador de inmersión total, que permita que un conductor no tenga que tener en posesión la licencia de clases más bajas para poder optar a las más altas.  


Refiriéndose al simulador, el Honorable Senador señor Prokurica hizo presente que a su parecer, la propuesta es bastante aleatoria, y planteó que le preocupa que ello permita bajar los estándares de calidad de los mismos.


Contestando a lo anterior, se señaló que ellos estarán sujetos a normas del Ministerio, especialmente un reglamento, replicando un poco los modelos que han servido de inspiración como lo son el de España y Francia, y a mayor abundamiento, a continuación se señalaron las características mínimas que debe tener un simulador:

· Puesto de conducción
· Plataforma de movimiento para el puesto de conducción
· Sistema de visualización
· Puesto del instructor
· Modelo del vehículo
· Condiciones de tráfico
· Condiciones meteorológicas
· Escenarios disponibles

El Honorable Senador señor Pizarro preguntó cuánto es la estimación que hay de necesidad de conductores profesionales, en el contexto del país y no sólo del Transantiago. 


Finalmente el Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Pedro Pablo Errázuriz señaló que un número muy básico es de alrededor de 1.500 personas al año, sólo para transporte público y una cantidad similar para camiones, ya que el año pasado entraron 17.000 camiones nuevos. Añadió que lo cierto es que en el caso del Transantiago tiene un 7% de déficit de conductores en forma permanente, sin considerar el transporte público, menor. 



- Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Francisco Chahuán, Jovino Novoa, Jorge Pizarro y Baldo Prokurica.

- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense en la ley N° 18.290, de Tránsito, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se fija  en el decreto con fuerza de ley N°1, de 2009, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, las siguientes modificaciones:


1.- En el inciso segundo del artículo 13, en el acápite de LICENCIA PROFESIONAL, sustitúyese en el número 3) la expresión ", y" por un punto y coma (;), reemplázase en el número 4) el punto aparte (.) por una coma (,) seguida de la conjunción copulativa "y" y agrégase el siguiente número 5):


“5) Acreditar, para el caso de las licencias de conductor profesional clases A-3 y A-5, en aquellos casos de conductores que no hayan estado en posesión de las licencias indicadas en el número 4) precedente, haber aprobado un curso teórico y práctico especial, que contemple el uso de simuladores de inmersión total u otra tecnología equivalente, en una Escuela para Conductores Profesionales reconocida oficialmente por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones que haya sido autorizada para impartir este curso especial, de conformidad con el respectivo reglamento que dictará el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, y aprobar en la Municipalidad respectiva el examen teórico y práctico correspondiente a la clase de licencia profesional a la que se postula, cuya elaboración y supervisión corresponderá a la Subsecretaría de Transportes. 


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá mediante un Reglamento las características y especificaciones técnicas con que deberán cumplir los simuladores que se utilicen para impartir los contenidos prácticos del curso especial para conductores profesionales que se indica en este número.”.


2.- Agrégase al artículo 33 el siguiente inciso final:


“Sin perjuicio de la libertad señalada en el inciso precedente, el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones establecerá en un reglamento, la duración del curso y contenidos mínimos prácticos y teóricos que habrá de considerar el programa del curso especial especificado en el número 5) del artículo 13, incluyendo el mínimo de horas de conducción por alumno en vehículo y el mínimo y máximo de horas en simulador, las cuales en ningún caso podrán superar un 30 por ciento del total de horas de conducción, y todas las materias relacionadas con su debida instrucción.”.


3.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 37, la oración "Esta resolución se notificará al representante legal de la Escuela mediante carta certificada enviada al lugar de funcionamiento que esté registrado en el Ministerio. La afectada, dentro de los 15 días siguientes de entregada la carta al Servicio de Correos" por la siguiente: “También podrá revocar dicho reconocimiento y,o cursar una multa a beneficio fiscal de 300 a 500 unidades tributarias mensuales en caso de acreditarse que la Escuela ha otorgado certificados a personas que no han recibido total o parcialmente los contenidos, actividades, evaluaciones y,o asignaturas, prácticas o teóricas, que corresponden a los cursos que imparten. Esta resolución se notificará al representante legal de la Escuela mediante carta certificada enviada al lugar de funcionamiento que ésta haya registrado en el Ministerio, entendiéndose practicada la notificación a contar del tercer día siguiente a su recepción en la oficina de Correos del lugar de funcionamiento de la Escuela. La afectada, dentro de los 15 días siguientes a su notificación”.


Artículo Transitorio.- El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones deberá emitir los decretos que aprueben los reglamentos que se establecen en la presente ley, dentro de los noventa días posteriores a su publicación.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en la sesión celebrada el día 14 de Marzo de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jovino Novoa (Presidente), señor Francisco Chahuán, señor Jorge Pizarro y señor Baldo Prokurica.


Sala de la Comisión, a 16 de Marzo de 2012.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA ALVEAR, SEÑORES ESCALONA, GIRARDI, LETELIER Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE EXTIENDE LA RESPONSABILIDAD PENAL DE LAS PERSONAS JURÍDICAS A LAS EMPRESAS DESTINADAS AL TRANSPORTE PÚBLICO DE PASAJEROS CUYOS DEPENDIENTES HAYAN INCURRIDO EN LOS DELITOS O CUASIDELITOS QUE INDICA

(8204-07)

.
1.- La ciudadanía observa estupefacta, que en la prestación  por parte de privados de servicios públicos, tales como el transporte de pasajeros, sea cualquiera el medio por el cual se ejecute el mismo, frente a un incumplimiento contumaz respecto de estándares de seguridad elementales establecidos por la autoridad, sea por vía legal, reglamentaria o contractual, según sea el caso y a pesar del ejercicio oportuno de lo órganos fiscalizadores del Estado, tanto en forma preventiva como represiva y en la aplicación de multas, cualquiera fuera la sede, existe una práctica de integrar como costo en la prestación del servicio publico que se presta las multas, infracciones que se le impongan y las indemnizaciones derivadas de la responsabilidad penal y civil que se han visto obligados a pagar dichos prestadores. Costo que integrado de esta forma, es inferior a enmendar como política corporativa las irregularidades que finalmente han provocado la muerte y lesión de personas que equivalen entre los años 2005 a 2010 a una cifra superior al 10% del total de accidentes de tránsito en dicho período (INE- Carabineros de Chile, Informe Anual de Estadísticas Policiales) o dicho de otra forma la cifra de 108 muertos y 406 lesionados graves como consecuencia de hechos atribuibles al transporte publico de pasajeros entre los años 2007 a 2010 (Carabineros de Chile - Conaset) no dejan de ser evidentes al momento que se pondere por este Honorable Senado el proyecto de ley que se propone.
2. La prestación de un servicio público, como lo es el transporte de pasajeros, como lo es la ejecución de una concesión vial (artículo 61 del Reglamento de la Ley de Concesiones) como lo son la transacción en el mercado de valores del dinero de ahorrantes en el sistema de pensiones, y otros que inciden directamente en la vida e integridad física de las personas, exige para quien lo presta, dado el carácter del mismo, el cumplimiento de estándares superiores a los mínimos establecidos. No puede ser de otra forma, toda vez que, en el asunto que ocupa el presente proyecto, el transporte publico de pasajeros, su interrupción o alteración, en tanto, este presta un servicio publico, es de tal entidad, que es considerado una afectación al orden publico constitucional que afecta la normalidad de las actividades nacionales y se sanciona como delito, (artículo 11 Ley de Seguridad Interior del Estado).
3. Como se ha sostenido más arriba, las reglas que fijan los mínimos exigidos para las empresas cuyo giro comercial, es el transporte publico de personas, en la Ley de Tránsito numero 18.290, en el Estatuto Laboral aplicable a este tipo de empresas, y en los contratos que se celebran entre privados y el Estado, constituyen mínimos exigibles, dada la naturaleza de la prestación del servicio. De allí que el incumplimiento de estos, que se traducen en una lesión frontal a las normas referidas importan al mismo tiempo una vulneración a los derechos fundamentales de hombres y mujeres que diariamente son transportados por quienes se dedican al transporte de pasajeros. De modo que, cuando dichos estándares, incluso a pesar de la fiscalización de los entes reguladores, de las multas y sanciones cursadas en sede administrativa, se ven de tal modo alterados, y traen aparejada la muerte y lesiones físicas de miles de personas, se infringe de modo intenso la obligación de seguridad, que se entiende incorporada siempre y desde antiguo en el transporte de pasajeros, trayendo aparejada sea la Responsabilidad Penal del conductor ( artículo 492 inciso 2° del Código Penal), la Responsabilidad Civil del empresario por el hecho de su dependiente (artículos 190 y siguientes, 169 Ley de Transito, 2.322 del Código Civil)
4. Desde antiguo, la doctrina y jurisprudencia continental europea, ha incorporado como elemento esencial del transporte de pasajeros (artículo 166 y siguientes del Código de Comercio) en tanto servicio publico, una obligación de seguridad, que va envuelta en todo contrato de transporte, entiendo esta como "aquella en virtud de la cual una de las partes del contrato se compromete a devolver al otro contratante, ya sea en su persona o sus bienes sanos y salvos a la expiración del contrato. Tal obligación puede haber sido asumida expresamente por las partes, impuesta por la ley, o bien surgir tácitamente del contenido del contrato, a través de su interpretación e integración a la luz del principio general de la buena fe" (Roberto Vázquez Ferreyra, "Las Obligaciones de Seguridad", Revista de Jurisprudencia Argentina, Buenos Aires, 9 de Diciembre de 1987, N°5545).
5. Este ha sido, el criterio que la jurisprudencia nacional, elevando con ello, los mínimos exigidos en la ejecución del transporte publico de pasajeros. En Núñez con Tranvías Eléctricos de Valparaíso (Corte Suprema 30 de junio de 1915), se estableció "El hecho de viajar una persona en un tranvía perteneciente a una empresa pública de transportes, en las condiciones establecidas en el reglamento de tráfico correspondiente, impone al empresario respectivo todas las obligaciones concernientes al porteador y, entre otras, la de conducir al viajero al lugar de su destino libre de todo riesgo y respondiendo de la culpa leve en el cumplimiento de sus obligaciones." (Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo 13, 2a Parte, Secc 1a, Pag. 110) En la misma dirección se pronuncia la Corte Suprema en sentencia de 1 de diciembre de 1.917 , esta vez, referido a Ferrocarriles del Estado (Revista de Derecho Y jurisprudencia, Tomo 15, 2a Parte, Secc. 1a, Pag. 302). Teoría que no se abandona, así en la década del cincuenta del siglo pasado, la Corte Suprema en otro fallo de 1.951, señala "el portador responde hasta de culpa leve, y es obligado por el contrato de transporte a conducir al pasajero sano y salvo, con la debida diligencia y cuidado" (Revista Derecho Y Jurisprudencia, Tomo XIVIII, N° 5 Y 6, 1951, Secc. I, Pag. 252, Tribunal: Corte Suprema, año 1951). No existe controversia sobre la relevancia que se ha dado al transporte publico de pasajeros, exigiendo de quien presta el servicio una obligación de tal entidad, como es de llevar "sanos y salvos" a los transportados desde su lugar de origen a su lugar de destino.
6. Como ya se ha observado, el transporte de hombres, mujeres, niños, jóvenes y ancianos, desde el lugar de origen al lugar de destino, impone al empresario de transporte una obligación que naturalmente supera los estándares o mínimos exigibles, como es la de "llevar sano y salvo" a los transportados. La muerte, las lesiones y los daños a la propiedad publica y privada que se cometen por las empresas destinadas al transporte publico, cuando incumple los mínimos exigibles, deja al Estado en una situación de enorme complejidad, pues este, luego de la reforma al pacto constitucional en el mes de junio de 1.989, no sólo tiene una obligación pasiva de abstenerse de violar los derechos fundamentales y las libertades publicas de sus ciudadanos y de quienes residan en el territorio nacional, sino que, una obligación activa de promover los mismos. En ese orden de ideas, no resulta moralmente legitimo, que frente a una lesión frontal a la garantía constitucional del derecho a la vida e integridad física y síquica de las personas, el Estado esté limitado sólo a la fiscalización y aplicar sanciones administrativas que jamás podrán llegar a impedir al empresario que ha incorporado como costo el pago de dichas multas e incluso de las indemnizaciones de perjuicios a las que sea obligado a pagar por el ejercicio de acciones civiles o penales que se intenten, este costo, que está disponible a pagar el empresario, no puede ser avalado por el Estado, tal forma de comprender la prestación de un servicio, la producción de un bien público, ha sido abandonada por la vía de la imposición a la empresa del pago de daños punitivos, cuestión que no está contemplada de modo directo en nuestro ordenamiento jurídico y que ciertamente ha obligado a las empresas que trafican con bienes públicos ha elevar sus entandares de seguridad (Grimshaw vs. Ford Motor Company" (1981) Cort of Appeal of California, Fourth Appellate District, división two. 119 Cal App 3 D. 757; 174CalRPTR348.)
7. No hay duda, que existe responsabilidad civil del empresario, la doctrina y la jurisprudencia desde antiguo, con las excepciones que contempla nuestra legislación. La cuestión, es determinar si existe responsabilidad penal del empresario, y en este punto, tanto el antiguo artículo 39 del Código de Procedimiento Penal, como el artículo 58 del Código Procesal Penal contemplan una figura decimonónica que hace responsable al empresario (persona jurídica) cuando un agente de esta hubiese intervenido directamente en el hecho punible y siempre será una responsabilidad personal, que afectará, al que efectivamente haya participado en el delito que se le imputa. Las modificaciones efectuadas en orden a una regulación mas rigurosa de los mercados, con el propósito de la incorporación de nuestro país a la OCDE, en especial la que establece la Responsabilidad de las Personas Jurídicas, no permiten por una parte hacer responsable al empresario, sino cuando se encuentra en algunas de las figuras de lavado de activo, terrorismo o cohecho que contempla el artículo 1° de la Ley número 20.393, por otra parte, el artículo 28 ter De la Ley General de Concesiones establece las hipótesis por las cuales se puede revocar una concesión, ninguna de estas permiten directamente la revocación de la misma cuando en la ejecución de un servicio se pone en peligro concreto la vida y la integridad física de las personas, salvo el incumplimiento grave de las obligaciones que impone el respectivo contrato, y que estas derivarán de las bases de licitación y especificaciones técnicas que pueden abordar estándares de seguridad vial.
8. Los incentivos para quienes prestan un servicio publico, por delegación del Estado, quien desde el constituyente de 1.980 está impedido de ejercer actividades económicas que pueden ejecutar los privados (artículo 19 numero 23 de la Constitución política de la República), para precisamente ejecutar dicho servicio, en el limite de los mínimos exigidos, al integrar como costo de producción de los servicios, las multas, sanciones administrativas y las indemnizaciones a que se vean obligados a pagar por incumplimiento de lo que razonablemente nuestra jurisprudencia desde antiguo ha entendido como la obligación de seguridad, que pesa sobre el empresario de transporte publico. Hace necesario, dotar a los órganos reguladores de mayores facultades fiscalizadoras, aumentar las multas aplicadas por el incumplimiento de las normas, que como se ha dicho, solo constituyen mínimos exigibles.
9. Sin embargo, una empresa que de modo contumaz, en el ejercicio de su actividad pone en peligro concreto la vida e integridad física de las personas, respecto de las cuales el Estado tiene una obligación de tutela, deben ser sancionadas de modo más intenso, pues ya no se trata de un hecho aislado, a los cuales es posible aplicar el estatuto de responsabilidad civil del empresario por el hecho del dependiente o de responsabilidad penal derivada como se ha dicho de una actividad directa ejecutada por un agente de la empresa, sino cuando en la ejecución del giro comercial, transporte publico de pasajeros, el empresario ha internalizado como costo en la prestación del servicio las consecuencias pecuniarias del incumplimiento de estándares elementales, en esos casos, estamos ciertamente, frente a una política corporativa, que requiere dada la lesión de bienes jurídicamente protegidos, que como sociedad hemos valorado como esenciales, como los son la vida de las personas, una sanción que no puede ser otra, sino alguna de aquellas que contempla el artículo 8 de la Ley 20.393.
10. Es por estas consideraciones, que vengo en proponer al Honorable Senado de la República, el siguiente proyecto de ley.
PROYECTO DE LEY
Artículo 1: Incorpora nuevo inciso segundo en artículo 1 de la Ley 20.393.
Serán igualmente aplicables las normas de la presente ley, en los términos referidos en el inciso anterior, respecto de aquellas empresas destinadas al transporte publico de pasajeros, sea terrestre, aéreo, marítimo o fluvial, cuyos dependientes o sus representantes hayan sido condenados, por hechos ocurridos durante un año, por los delitos contemplados en los artículos 492 del Código Penal y aquellos tipificados en el titulo XVII párrafo de la Ley de Tránsito 18.290.
Articulo 2: Agréguese la siguiente frase en la letra a) inciso 2° del articulo 8 de la Ley 20.393
Con la sola excepción de que la condena sea como consecuencia de los hechos a que se refiere el inciso 2° del artículo 1° de la presente Ley, en cuyo caso la autoridad por un periodo que no exceda el de un año deberá tomar las medidas necesarias para que los servicios se sigan prestando con cargo a la persona jurídica que sea condenada en virtud de la presente ley.

(Fdo.): Soledad Alvear Valenzuela, Senadora.- Camilo Escalona Medina, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Pedro Muñoz Aburto, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO CIVIL PARA ESTABLECER EL CUIDADO PERSONAL COMPARTIDO DE LOS MENORES Y EVITAR EL DAÑO DE ÉSTOS EN CASO DE SEPARACIÓN DE LOS PADRES 

(8205-07)

El Síndrome de Alienación Parental es un proceso que consiste en programar a un hijo para que odie a uno de sus padres sin que tenga justificación para ello. Normalmente esta situación se crea tras un divorcio o separación conflictiva, en la que el progenitor que se queda con la custodia de los niños proyecta sus odios personales hacia su ex pareja en ellos. A menudo, se recurre a mentiras y falsas historias que convierten al otro padre en un monstruo, llegando incluso a hablar da abusos sexuales o malos tratos.
El proceso puede tener como detonante que uno de los padres rehaga su vida sentimental o que el alienador sienta que ha perdido su lugar ante los hijos. Entonces el progenitor alienador se marca como objetivo alejar a la ex pareja de sus hijos y empieza a influir en ellos. Como consecuencia, los niños caen un conflicto de lealtades y no quieren dar la razón ni a uno ni a otro, lo que deriva en graves problemas emocionales para ellos.
El progenitor alienador sabotea la relación entre los hijos y el otro progenitor, hasta obstruir todo contacto padre-hijo o madre-hijo. Los hijos alienados tienen las mismas ilusiones que el progenitor alienador, en el procedimiento psiquiátrico llamado “locura a dos” (folie-á-deux o Trastorno de ideas Delirantes Inducidas).
1. Campaña de denigración. Esta campaña se manifiesta verbalmente y en los actos.
2. Justificaciones fútiles. El hijo da pretextos fútiles, poco creíbles o absurdos para justificar su actitud.
3. Ausencia de ambivalencia. El niño está absolutamente seguro de él y su sentimiento exprimido hacia el progenitor alienado es maniqueo y sin equívoco: es el odio.
4. Fenómeno de independencia. Afirma que nadie lo ha influenciado y que ha llegado solo a adoptar esta actitud.
5. Sostén deliberado. El pequeño toma de manera pensada la defensa del progenitor alienador en el conflicto.
6. Ausencia de culpabilidad. No siente ninguna culpabilidad por la denigración o la explotación del progenitor alienado.
7. Escenarios prestados. Cuenta hechos que manifiestamente no ha vivido él, o que ha escuchado contar.
8. Generalización a la familia extendida. Extiende su animosidad a la familia entera y a los amigos del progenitor alienado.
Como el SAP consiste en la continua manipulación de uno de los progenitores sobre su hijo para que deje de querer al otro progenitor, este proceso tiene efectos demoledores sobre las criaturas. A corto plazo el niño crece en orfandad psíquica paterna o materna, en un ambiente de "secta fanática anti-papá o anti-mamá". A largo plazo, llegan a odiar a ambos progenitores, al que alienta el odio y al receptor del mismo. Como el niño amputa psíquicamente una parte de sí mismo, la que se identificaba con el padre/madre alejado y atacado, obviamente se perjudica el desarrollo de su personalidad.
Ningún niño será capaz de llevar una vida normal a no ser que este "maltrato" se interrumpa. Estos pequeños son susceptibles de padecer una depresión crónica, un sentimiento incontrolable de culpabilidad y de aislamiento, trastornos de identidad y de imagen, comportamientos de hostilidad, y una falta de organización, entre otros problemas. A largo plazo, estos pequeños tendrán problemas de autoestima y de pérdida de seguridad emocional, una herramienta básica para que los seres humanos se desarrollen adecuadamente. Algunos, incluso han llegado a terminar con el problema suicidándose.
El SAP tiene un rasgo fundamental y es que este síndrome se produce, casi siempre, en un proceso judicial de ruptura de pareja y, en un país con una Justicia secularmente lenta, la dilación judicial acaba coadyuvando a la aparición del SAP y dificultando, cuando no impidiendo, su curación. "El SAP es una urgencia sanitaria de salud mental infante-juvenil, pero "urgencia" y "juzgado" son palabras antinómicas, una contradicción en sus propios términos. Si a lo anterior unimos que un conjunto heterogéneo de operadores jurídicos (abogados, procuradores, psicólogos forenses, asistentes sociales, puntos de encuentro familiar, etc.) basan sus ingresos anuales en la propia existencia del conflicto de las parejas rotas con hijos, la salud psíquica de estos niños y su desarrollo equilibrado no encuentra muchos defensores con suficiente influencia política y social para la solución de esta grave "epidemia psíquica".
Asimismo, existe una arista poco explorada del SAP y se refiere a los extremos a que un padre o madre alienador puede llegar para, infundir mayor odio en el menor de edad, y se refiere a las "falsas acusaciones" que en su gran número llegan a tribunales. Imputaciones de delitos sexuales y de situaciones de violencia de intrafamiliar, ha comenzado a ser utilizado como una herramienta para "pasar la cuenta" al padre o madre que hizo abandono de hogar o que simplemente puso fin a una relación sentimental, circunscrita o no a un matrimonio.
Respecto al origen del concepto, el primero en hablar y describir este síndrome fue el Dr. Richard Gardner en 1985, quien le define como un desorden que surge principalmente en el contexto de las disputas por la custodia y el régimen de visita de los niños- fenómeno que se vio intensificado con el surgimiento y auge de las tuiciones compartidas- cuya primera manifestación es una campaña de difamación contra uno de los padres por parte del hijo, campaña que no tiene justificación en la realidad, ya que el padre afectado es acusado de un sin número de hechos en los cuales no se ha visto envuelto. El fenómeno resulta de la combinación del sistemático adoctrinamiento (lavado de cerebro) de uno de los padres y de la propia contribución del hijo a la denigración del padre rechazado.
Sin perjuicio de lo anterior, el autor mencionado, ha sido duramente criticado por diversas conclusiones y afirmaciones "científicas" respecto a las relaciones afectivas entre adultos y púberes, conclusiones que son ajenas al objeto del presente proyecto. Con todo, como dato objetivo, es necesario señalar que este autor fue de los primeros en incorporar en el lenguaje de la ciencia el concepto de SAP.
En la realidad jurídica comparada, en especial en España, el concepto de SAP ha cobrado especial relevancia a la hora de tramitarse los juicios de divorcio (instancia donde se debaten cuestiones relacionadas con los menores y cuestiones patrimoniales), pues en ellos, se ha detectado la utilización de la denostación, falsas denuncias en contra de padres o madres, e instrumentalización de los hijo con la finalidad de obtener algún beneficio económico o simplemente dañar al otro padre litigante.
Al respecto resultan interesantes las conclusiones arribadas en el Sexto Simposio Anual en Psicología Forense, en Las Vegas, marzo 13 de 1990, titulado "Personality Characteristics of falsely Accusing Parents In Custody Disputes" (traducción: Características de la Personalidad de los padres que realizan acusaciones falsas en Juicios de Custodia). Los especialistas reunidos, incluido Richard Gardner, concluyen que las falsas acusaciones de abuso sexual han aumentado en los últimos tiempos, en especial durante la tramitación de juicios de divorcio o batallas sobre la custodia del menor. Cito textualmente: "Un pequeño número de padres en batallas por custodia o controversias sobre visitas han explotado la epidemia de abuso sexual, utilizando dichos argumentos para promover sus propios intereses a costa de sus hijos y de su ex pareja. Los argumentos se han tornado una forma de éxito seguro para obtener la atención del juez y cortar las visitas".
A modo de conclusión es necesario considerar que el 77% de los casos de abuso sexual relacionados con divorcios que llegan al programa de Sexualidad Humana en la Universidad de Minnesota han resultado ser casos fraudulentos". En los casos en que los denunciados han sido personas normalmente adaptadas es aún mayor el porcentaje en que esas denuncias devienen falsas.
También en nuestro país, profesionales del área no se han interesados en la temática ante el aumento de relatos de abuso sexual infantil que resultan no haber sucedido. Son muchos los casos en que padres denunciados resultan ser ¡nocentes, pero de igual manera pierden a sus hijos, con el consecuencial daño para el desarrollo del menor.
Con todo, los Tribunales de Familia han comenzado a tener una visión más global del problema y han entendido que el cuidado del menor debe estar en cualquiera de los padres, sin atender a la presunción que establece la ley, así un fallo del Juzgado de Familia de Coquimbo es decidor al señalar que reconoció los derechos de un padre frente a una actuación que "con la excusa de buscar un bien, puede impedir el normal desarrollo del niño".
El SAP, es considerado por los expertos como una agresión al menor que debe ser sancionado y evitado de acuerdo a la Convención de los derechos del Niño, suscrito por Chile, de esta manera, el proyecto de ley busca establecer que el cuidado personal del menor sea compartido por ambos padres y en el evento que un padre denigre o imputare aventuradamente delitos al otro padre con el solo fin de denostar o lleve al menor a cometer perjurio o falso testimonio en juicio, sea privado del cuidado personal. La idea es propiciar que la imagen que los padres tengan sobre sus hijos no se vea interferida por imputaciones o agravios que un padre, independientemente de las razones que las motiven y de que en caso de que se formulen imputaciones, acusaciones o denuncias que dieren lugar a procedimientos penales o que provocaren el escarnio o descrédito público, utilizando para tal cometido al hijo menor de edad, pueda configurarse su idoneidad para tener el cuidado personal de su hijo menor de edad. Esta presente moción encuentra su origen en otra propuesta legislativa Boletín N^5917-18 y con el N97007-181, que propone modificaciones al Código Civil y a otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados, en esta moción se introduce la facultad para que los jueces modifiquen el régimen de cuidado personal o de relación directa y regular, cuando el padre o madre que lo ejerce cometa, entre otras, conductas de alienación respecto del otro progenitor". Ese proyecto se funda, al igual que la presente moción, en la necesidad de velar por la integridad psicológica de los menores, para ello hace mención a la Convención sobre los derechos del niño, suscrita por Chile el 26 de enero de 1990 y promulgada mediante Decreto Supremo N°830 del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 27 de septiembre de 1990, previene en su artículo 9 que: los Estados Partes velarán por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de éstos, excepto cuando, a reserva de revisión judicial, las autoridades competentes determinen, de conformidad con la ley y los procedimientos aplicables, que tal separación es necesaria en el interés superior del niño. Tal determinación puede ser necesaria en casos particulares, por ejemplo, en los casos en que el niño sea objeto de maltrato o descuido por parte de sus padres o cuando éstos viven separados y debe adoptarse una decisión acerca del lugar de residencia del niño.
Como precedente relevante, cabe destacar que la jurisprudencia se esta abriendo paso a este nuevo concepto extrajudicial como es el SAP, y así lo refleja un fallo del Tribunal de Familia de Coquimbo que reconoció los derechos de un padre frente a una actuación que "con la excusa de buscar un bien, puede impedir el normal desarrollo del niño".
PROYECTO DE LEY
Artículo 1: Agréguese el siguiente inciso segundo al Artículo 222 del Código Civil, pasando el actual inciso segundo a ser el tercero y final.
"Es deber de ambos padres, cuidar y velar por la integridad física y psíquica de sus hijos. Asimismo, deberán actuar en forma conjunta en las decisiones que tengan relación con el cuidado personal, educación y crianza y formación de los hijos evitando la comisión de actos u omisiones que degraden, lesionen o desvirtúen o que induzcan o tiendan a lesionar la imagen que un hijo tiene respecto de sus padres o de su entorno familiar."
Artículo 2: Reemplácese el actual Artículo 225 del Código Civil por el siguiente nuevo:
"Artículo 225. En caso de que los padres vivieren separados, el cuidado personal de los hijos corresponderá a ambos en forma compartida. Si no hubiere acuerdo en adoptar el cuidado compartido y surgiere disputa sobre cual padre tendrá la tuición, el juez decidirá a solicitud de cualquiera de ellos cuál de los padres tendrá a su cargo el cuidado personal de los hijos.
Artículo 3: Reemplácese el actual Artículo 229 del Código Civil por el siguiente nuevo:
"Artículo 229: Aquel de los padres, que no tenga el cuidado personal del menor no será privado del derecho ni quedará exento del deber, que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con quien lo tiene a su cargo, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el menor. Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.
En el evento de que el padre o madre que tuviere a su cuidado el hijo, por si, o que instigare a un tercero a cometer alguna de las siguientes conductas,
a) Denigrar, desprestigiar, insultar, alterar la imagen que el hijo tiene del otro padre en forma permanente y sistemática que tengan como resultado directo un cambio en la relación del otro padre con sus hijos;
b) Obstaculizar o prohibir injustificadamente la relación entre los hijos y el otro padre, aun cuando no cumpla con sus obligaciones alimentarias;
c) Incumpliere los acuerdos sobre visitas presentados ante el juez o las resoluciones que el Tribunal dicte al respecto en forma injustificada;
d) Formular falsas denuncias, imputare la comisión de delitos en calidad de autor, cómplice o encubridor, o indujere al menor a dar falso testimonio en juicio;
e) actuando personalmente o a través de terceros, obligue al menor a prestar falso testimonio en juicio, en indagaciones policiales o peritajes, con miras a denostar al otro progenitor; autorizará al padre que no tiene el cuidado personal solicitar al juez que se lo conceda, sin perjuicio de las responsabilidades penales y civiles que deriven de las conductas señaladas.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain,

Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE ACCIDENTES DEL TRABAJO Y ENFERMEDADES PROFESIONALES FIJANDO LA COMPETENCIA JUDICIAL PARA EL CASO COMPRENDIDO EN EL LITERAL B) DE SU ARTÍCULO 69
(8206-13)

Fundamentos
Las víctimas por repercusión tienen titularidad para obtener reparación del daño según las reglas generales (normas del Código Civil). Así, el Artículo 69 de la Ley 16.744 señala que ante un accidente del trabajo pueden reclamar reparación, la víctima (el trabajador) "y las demás personas a quienes el accidente o enfermedad les cause daño"....Por tanto las víctimas indirectas están legitimadas para pedir reparación civil si concurren los requisitos generales de la responsabilidad.
Sin embargo el objeto de este proyecto es hacerse cargo del caso en que producto de un accidente del trabajo, el trabajador fallezca. Por ello debemos preguntarnos ¿que procedimiento se aplica a la acción civil que intente la familia en contra de la empresa o empleador, será el juicio ordinario de mayor cuantía ante un Juez civil o el juicio ordinario ante un nuevo ante un Tribunal del Trabajo? La respuesta representa una eficacia práctica muy importante, pues un juicio civil tiene una sustanciación muy larga y muy cara, y por otra parte el juicio laboral es más rápido y menos costoso. Por otra parte pone fin a un absurdo en la ley, pues sí una persona se lesiona gravemente su acción la intenta ante un juez laboral, pero si la persona fallece, los causahabientes pueden dirigir su acción ante un juez laboral, pero en el entendido que son continuadores patrimoniales del trabajador, pero se excluye el daño moral, pues es daño moral es intransferible a los herederos, por ello sólo se puede demandar el lucro cesante y el daño emergente SIN PODER PEDIR LA REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL DEL TRABAJADOR. Ahora bien si ese heredero quiere demandar a por su daño experimentado por la muerte del trabajador, puede ir sólo a sede civil y demandar.
El sistema tiene sentido pero debería permitirse la reparación del daño moral en sede laboral en caso de quienes accionen sean los herederos.
No se debe confundir por tanto, en el caso de que el actor demande como HEREDERO O CONTINUADOR PATRIMONIAL DEL TRABAJADOR FALLECIDO, de aquella persona que quiere reparación de su propio daño experimentado, en ese cúmulo de acciones, no hay litis pendencia por estar sometidos a jurisdicciones distintas.
Lo que intenta este proyecto es extender el ámbito de competencia de ¡os tribunales del trabajo y conocer de las acciones de víctimas por repercusión para que se conozcan ante los tribunales laborales.
Para ello es necesario modifica el Artículo 420 letra f) del Código del Trabajo, extendiendo la competencia de los tribunales para conocer las acciones de los herederos incluido el daño moral.
En efecto, no hay duda de que si el trabajador ha sufrido daños patrimoniales ese daño es transmisible a los herederos, a ese respecto el Artículo 2315 del Código Civil es claro. El tema se vuelve complejo cuando se trata del daño extrapatrimonial o moral padecido por el TRABAJADOR. En la jurisprudencia ha ido ganando terreno la tesis de la intransmisibilidad del daño moral padecido por la víctima (trabajador que fallece). Por ello el objeto de este proyecto es establecer expresamente en la ley sobre la transmisibilidad del daño moral padecido por un trabajador que fallece.
Por lo anterior vengo en presentar el siguiente,
PROYECTO DE LEY
Artículo único: Modifíquese el Artículo 69 letra b de la Ley 16.744 sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales por el siguiente literal b nuevo:
"b) La víctima y las demás personas a quienes el accidente o enfermedad cause daño podrán reclamar al empleador o terceros responsables del accidentes, también las otras indemnizaciones a que tengan derecho, con arreglo a las prescripciones del derecho común, incluso el daño moral. Sin embargo la víctima o sus causahabientes, podrá elegir incoar su acción ante la justicia civil o laboral."

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain,
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR NAVARRO, SOBRE RECONOCIMIENTO A LOS JUECES DE GARANTÍA CON ASIENTO, RESPECTIVAMENTE, EN LAS COMUNAS DE TALCAHUANO, SAN PEDRO Y CHIGUAYANTE, LA CATEGORÍA DE JUECES DE JUZGADOS DE GARANTÍA DE CIUDAD ASIENTO DE CORTE DE APELACIONES 

(S 1456-12)

Considerando:
1. Que históricamente los llamados Juzgados de Letras de Concepción, tanto con competencia en lo criminal, civil, de menores y laboral, han tenido competencia sobre las comunas de Concepción, Chiguayante, San Pedro de la Paz, Penco y Hualqui.
2. Que mediante las leyes 19.436 y 19.461, se crearon las comunas de San Pedro de la Paz y Chiguayante, respectivamente, las cuales son resultantes de la división de la primitiva comuna de Concepción.
3. Que en la actualidad, los juzgados de letras, civiles y en lo penal, del sistema antiguo, de menores, de familia y laboral, tienen competencia sobre las comunas de Concepción, Penco, Chiguayante, Hualqui y San Pedro de la Paz.
4. Que luego, en el año 2003, al implementarse el nuevo sistema procesal penal, se crearon los Juzgados de Garantía de Concepción, los cuales ejercen jurisdicción sobre las comunas de Concepción y Penco. Y se crearon además los Juzgados de Garantía de Chiguayante con jurisdicción sobre la misma comuna y la de Hualqui, y el Juzgado de Garantía de San Pedro de la Paz, con jurisdicción sobre la comuna del mismo nombre.
5. Que el problema es que no se estableció que los tribunales con competencia en estas nuevas comunas -creadas en territorios en que históricamente ejercieron competencia los juzgados de Concepción- conservarían la categoría que históricamente habían tenido, esto es, de tribunales de asiento de Corte, de modo que los juzgados de Chiguayante y San Pedro de la Paz, tienen categoría de simple comuna.
6. Que esta cuestión nos lleva al más grande de los absurdos, en cuanto a que los problemas civiles, laborales, de familia y residuales en materia de menores y criminales, son conocidos por un juez de asiento de Corte (tercera categoría del escalafón primario). En cambio únicamente los hechos delictuales cometidos con posterioridad al mes de diciembre de 2003, son de competencia de un juzgado de simple comuna (quinta categoría del escalafón primario), esto es, por el Juzgado de Garantía de Chiguayante y San Pedro de la Paz.
7. Que resulta clara la grave incongruencia entre los objetivos perseguidos con la reforma en materia procesal penal y la ley que creó los juzgados de garantía de Chiguayante y San Pedro de la Paz, al rebajar sin justificación lógica la categoría de estos tribunales que conocen los asuntos criminales en estas comunas de juzgados de asiento de Corte con el sistema antiguo, a juzgado de simple comuna con el sistema nuevo.
8. Que esta situación, no es nueva en nuestra legislación, ya que desde el año 1992 se estableció que los juzgados de letras en lo civil, del crimen y de menores de Talcahuano, “tendrán la categoría de juzgados asiento de Corte para todos tos efectos legales”.
9. Que sin embargo, nuevamente el legislador, inserto en la reforma procesal penal, incurrió en una grave inexactitud, al crear el Juzgado de Garantía de Talcahuano, por cuanto no estableció que dicho juzgado se consideraría de asiento de Corte de Apelaciones, tal como lo hizo con los juzgados civiles, de menores y criminales del sistema antiguo y como lo hizo expresamente al crear los Juzgados de Familia con asiento en esta comuna. Cuestión que no ha impedido que dicho tribunal sea considerado de hecho, para todos los efectos legales, como de asiento de Corte de Apelaciones (tercera categoría), que es lo que históricamente le corresponde.
10. Que por estos motivos resulta perentorio que los Juzgados de Garantía de Chiguayante y San Pedro de la Paz asuman la categoría que históricamente les corresponde de tribunales de asiento de Corte, al entender que no existe razón alguna que justifique tamaña discriminación hacia los habitantes de esas comuna, respecto de los naturales de la comuna de Concepción, al entender que los tribunales que conocen los asuntos penales de unos y otros sean de categorías diferentes, máxime sí en las demás cuestiones (civiles, laborales, menores) son de igual categoría y si en el sistema penal antiguo eran de la misma categoría.
11. Que es urgente la necesidad de resolver esta incongruencia igualándolos en categoría a sus pares de Concepción, que es lo que históricamente les corresponde; sumado ello a la necesaria regularización de la situación de sus pares del Juzgado de Garantía con asiento en la comuna de Talcahuano, quienes obran de hecho en calidad de tribunales de tercera categoría, a pesar de que ninguna les atribuye tal categoría, pero que sí, históricamente les corresponde.
12. Que confirmando lo señalado, cabe indicar que tanto la notaría y conservador de San Pedro de la Paz, de Chiguayante y de Penco, son notarías y conservadores de primera categoría, esto es, de asiento de Corte, lo que ratifica que el legislador mantuvo esta categoría tal como existió siempre, para las instituciones judiciales y las auxiliares de la justicia de Concepción, existiendo, sin duda, un error al discriminar a estos tribunales, error que debe enmendarse.
El Senado acuerda:
Solicitar al Presidente de la República pueda instruir al Ministro de Justicia, para que el Ejecutivo pueda elaborar y enviar a trámite legislativo un proyecto de ley que modifique la Ley 19.665 y el Código Orgánico de Tribunales, regularizando la parte relativa a la Región del Bío-Bío, en lo que atañe a la condición de juzgados asiento de Corte para todos los efectos legales, de los Juzgados de Garantía con asiento en las comunas de Talcahuano, San Pedro de la Paz y Chiguayante.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain,
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN PROGRAMA DE INTERVENCIÓN EN ZONA CON PRESENCIA DE POLIMETALES EN LA COMUNA DE ARICA 

(6810-12)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 70 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, el 5 de enero de 2010.

-----


La Cámara de Diputados, Cámara de Origen, mediante Oficio N° 9372, de 16 de marzo del año 2011, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Alberto Cardemil Herrera, Felipe Salaberry Soto, y Orlando Vargas Pizarro.


El Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 15 de marzo del mismo año, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Senadores que integran su Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


Posteriormente, la Honorable Senadora señora Isabel Allende Bussi y el entonces Honorable Senador señor Pablo Longueira Montes, fueron reemplazados por los Honorables Senadores señores Fulvio Rossi Ciocca y Jaime Orpis Bouchon, respectivamente.

Previa citación del señor Presidente del Senado, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y 48 del Reglamento del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 5 de abril de 2011, con la asistencia de sus miembros, Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela y Honorables Senadores señores Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Pizarro. 


En la oportunidad, la Comisión eligió Presidenta, por la unanimidad de los miembros presentes, a la Honorable Senadora señora Soledad Alvear Valenzuela.


A las sesiones celebradas por la Comisión asistieron, además de sus integrantes, la Honorable Senadora señora Ximena Rincón, y los Honorables Senadores señores Carlos Cantero, Francisco Chahuán y Jorge Pizarro.


Asimismo, concurrieron especialmente invitados los siguientes representantes del Ejecutivo:  del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Ministro, señor Cristián Larroulet; el Subsecretario, señor Claudio Alvarado, y los asesores jurídicos, señores Gonzalo Guerrero, Rubén Burgos y Pedro Pablo Rossi; del Ministerio de Educación, el Subsecretario, señor Fernando Rojas Ochagavía, y la Jefe de Gabinete de Planificación, señora Josefina Ortega; del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, el Ministro, señor Rodrigo Pérez Mackenna; el asesor legislativo del Ministro, señor Juan Ignacio Correa; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Manuel José Pau,y el asesor señor Gonzalo Cerda; del Ministerio de Salud: el Ministro, doctor Jaime Mañalich; el Subsecretario, doctor Jorge Díaz; el asesor del Subsecretario, señor Jorge Andrés Hübner,y la Jefa del Departamento de Salud Ambiental, señora Sandra Cortés; y, del Ministerio del Medio Ambiente, la Ministra, señora María Ignacia Benítez; el Subsecretario, señor Ricardo Irarrázabal, y la Jefa de División, señora Patricia Matus.


También asistieron, especialmente invitados por la Comisión, el profesor titular de la Facultad de Medicina, de la Universidad de Chile, Doctor Andrei Tchernitchin, y los dirigentes vecinales, representantes de la Ciudad de Arica que se mencionan:  señoras Juana Jara, Marta Quisbert, Cristina Sáez, Patricia Solano, Ana Vargas, Rosa Medina, Beatriz Suazo, Marina Tello, Patricia Loaiza, Trinidad Segovia, Sonia Araya, Myriam Aguirre, Nancy Montecinos, Priscila Cortés, Débora Arancibia, Celia Leiva, Luz Sáez y los señores Arturo Flores (Sindicato ex trabajadores de Promel S.A.) y Jorge González.  Además, concurrió el abogado de los pobladores de las zonas contaminadas, señor Fernando Dougnac.


Del Instituto de Nacional de Derechos Humanos, la asesora legislativa, señora Elvira Oyanguren.


Los asesores de los Honorables Senadores señores Alvear y Orpis, señores Jorge Andrés Cash y Cecilia Schlack; y, la asesora del Honorable Diputado señor Cardemil, señora Paulina Cox.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Os hacemos presente que los artículos 4°, 5°, 6°, 7°, 10, 16, 17, 18 y 19 del texto que la Comisión Mixta os propone aprobar, tienen el carácter de ley orgánica constitucional en virtud de lo dispuesto en el artículo 38 de la Constitución Política de la República, y deben ser aprobados por las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta.


          - - -

TRAMITE COMISIÓN DE HACIENDA

Se hace presente que el proyecto propuesto por la Comisión Mixta debe ser informado por las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras, en atención a que contiene normas que tienen incidencia en materia presupuestaria y financiera del Estado, las que fueron introducidas en éste trámite constitucional.

Para tales efectos se adjunta informe financiero.

           - - -

DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA

La Honorable Cámara de Diputados aprobó, en primer trámite constitucional, un proyecto de ley compuesto de tres artículos permanentes y una norma transitoria, que se describen someramente:

El artículo 1° efectúa una delegación legislativa al Presidente de la República para que, dentro del plazo de 180 días, contados desde la publicación de esta ley, establezca mediante los respectivos decretos con fuerza de ley, un programa de intervención en las zonas o terrenos con presencia de polimetales en la comuna de Arica.

El artículo 2° establece las normas necesarias que deberán contener los decretos con fuerza de ley, los que debieran regular las siguientes materias, a saber:

1) Determinación de la zona geográfica o territorio específico que se encuentra contaminado con polimetales, y aquellos que se encuentran en condiciones de riesgo de contaminación.

2) Las acciones medio ambientales que deban ser ejecutadas en la zona geográfica o territorio específico contaminado, para efectos de su mitigación o recuperación.

3) El conjunto de acciones de salud destinadas a procurar la evaluación, mitigación y tratamiento de los posibles daños ocasionados en la salud de la población afectada, a consecuencia de la exposición a metales en las zonas declaradas con polimetales.  Agrega que tales acciones deberán garantizar el acceso gratuito, universal, oportuno y continuo a todas las prestaciones de salud disponibles en el sistema público de salud.

4) Las acciones destinadas a procurar la atención en todos los niveles del sistema educacional, a favor de quienes sean declarados beneficiarios de las acciones del programa de intervención.

5) Las acciones habitacionales ejecutadas a través del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota, a favor de quienes sean declarados beneficiarios del programa de intervención.

6) La facultad para que el Fisco, a través del Ministerio de Bienes Nacionales, pueda adquirir inmuebles emplazados en zonas contaminadas o de riesgo, vía compra o permuta.

7) Los instrumentos que se utilizarán para identificar a la población beneficiaria de las acciones del Programa Maestro, así como los procedimientos que se usarán para su selección.

El artículo 3°, por su parte, dispone que el mayor gasto fiscal de las acciones que se implementen de acuerdo al artículo 2°, deberán ser financiados con cargo a los recursos que anualmente contempla la Ley de Presupuestos del Sector Público para los Ministerios respectivos.

Finalmente, el artículo transitorio establece un plazo de 120 días, dentro del cual el Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el que deberá ser suscrito por el Ministerio de Salud, declarará como inhabitables las zonas o terrenos específicos ubicados en la comuna de Arica que se encuentren contaminados por la presencia de polimetales.

Añade que la señalada declaratoria quedará sin efecto, si mediante decreto expedido por los Ministerios Secretaría General de la Presidencia y de Salud, se establece que la contaminación de las referidas zonas o terrenos ha sido remediada o recuperada en sus propiedades básicas.

En segundo trámite constitucional, el Honorable Senado desechó el proyecto en su totalidad.

El rechazo obedeció a que la iniciativa, a juicio del Senado, no asegura la continuidad y la ejecución del denominado “Plan Maestro de Intervención de Zonas con Presencia de Polimetales en Arica”, ya que otorga al Presidente de la República una facultad delegada, omitiendo precisar las acciones concretas a adoptar en las áreas de salud, vivienda, educación, y medioambiente que se adoptarán en los sectores contaminados por polimetales y, especialmente, en lo atinente a la salud de las personas afectadas.

Asimismo, se planteó la necesidad que el Ejecutivo en la instancia de Comisión Mixta, envíe una propuesta que contenga detalladamente las materias y obligaciones permanentes que el Estado tiene respecto de las personas dañadas por polimetales, de modo que, en caso de incumplimiento, éstas puedan recurrir a la Justicia Ordinaria para hacer valer los derechos que les garantiza la ley.


Asimismo, se tuvo presente que la facultad que se delega está consagrada en términos amplios, estimándose necesaria la existencia de una instancia evaluadora independiente, encargada de evaluar la efectividad de los planes y programas que se desarrollen para eliminar la contaminación y velar por la salud de las personas que han sido o serán afectadas por la existencia de polimetales.


Finalmente, se hizo hincapié en que la iniciativa carecía de financiamiento propio, toda vez que el proyecto establecía que los gastos que éste irrogare, serían  financiados con los recursos que anualmente contempla la Ley de Presupuestos del Sector Público para los Ministerios respectivos.

- - -


En sesión efectuada el día 19 de abril de 2011, la Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Senadora señora Soledad Alvear refirió que la sesión tiene por finalidad recabar del Ejecutivo el envío de una proposición que contenga medidas concretas  para solucionar y mitigar los problemas de vivienda, salud, educación y medioambientales de los habitantes de Arica contaminados por la presencia de polimetales.


Lo anterior, acotó, permitirá a los afectados efectuar un seguimiento de las acciones concretas establecidas en su beneficio y, si existiere incumplimiento de la Autoridad, demandar judicialmente su cumplimiento.  Agregó que también la Comisión Mixta estima que debe considerarse un financiamiento permanente para ejecutar las acciones de reparación.


El Honorable Senador señor Rossi, manifestó su preocupación por cuanto el Ejecutivo se había comprometido a presentar una proposición sustitutiva para ser analizada a partir de esta sesión.


Expresó que ha tomado conocimiento que en materia de  vivienda se estarían utilizando los subsidios asignados a programas ordinarios del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, específicamente el del Fondo Solidario para la Vivienda Tipo 1, lo que implica restar subsidios a los programas ordinarios, acotando que en la práctica la comuna de Arica no dispone ya de estos subsidios.


Añadió que tampoco se ha otorgado una solución a las familias de personas contaminadas, ya que el valor comercial de sus viviendas actuales es considerablemente mayor al de las viviendas sociales, debido a las ampliaciones y mejoras efectuadas, alcanzando en algunos casos al monto de $20 millones.


El Honorable Senador señor Orpis aseveró que el proyecto de ley en análisis carece de sentido porque se otorga una facultad delegada para que los distintos Ministerios, sectorialmente, continúen ejecutando las mismas acciones que realizan actualmente, debiendo discutirse el financiamiento de cada uno de los Planes y Programas en el proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público que se presenta anualmente.


Reiteró que su insistencia en la materia obedece a que este tema no es nuevo, han pasado décadas antes de que se procediera a encauzar un programa, añadiendo que no se pide nada adicional, y que sólo se requiere que los mismos programas que se realizan hoy queden expresamente establecidos en una ley debidamente financiada.


Enseguida, la señora Presidenta de la Comisión Mixta ofreció la palabra a la Ministra del Medio Ambiente, señora María Ignacia Benítez.

La señora Ministra recordó que en el mes de noviembre de 2009, se estableció el “Programa de Intervención para Mitigación del Polígono Contaminado por Polimetales en la ciudad de Arica”, en el cual se fijaron metas y tareas a la Intendencia Regional, en coordinación con el Ministerio del Interior, Salud, Vivienda, Medio Ambiente, Educación, Hacienda y Secretaría General de la Presidencia, de manera de otorgar una solución integral al problema de la contaminación en la ciudad de Arica.


Añadió que existen diversas acciones que ya fueron ejecutadas, como las del Puerto de Arica, en la Zona Industrial donde ya se realizó el plan de mitigación, construyéndose galpones e instalándose adocretos para confinar y evitar la expansión de contaminantes.  En la zona Maestranza se ejecutó el plan de mitigación mediante la aplicación de polímeros.  Añadió que en la totalidad del polígono contaminado se aplicaron estabilizadores químicos, que permiten sellar el suelo e impedir la propagación de agentes contaminantes 


Señaló que otras acciones ambientales en ejecución, son la limpieza de viviendas, lavado de techumbres, paredes, cambio de techumbres de viviendas más afectadas, sellados de patios en viviendas cubiertas de polvo en suspensión, que se comenzaron a ejecutar en abril de 2011, con financiamiento compartido de la Intendencia de Arica y Parinacota, y del FOSIS.


En enero del 2010, continuó, se inauguró el Centro de Salud Ambiental; en marzo del 2011, ya se había examinado al 95% de la población, señalando que los exámenes demostraron que solamente un 0,4% de los habitantes excede los valores normales de plomo en la sangre, y un 12,2% lo excede por arsénico, aseverando que todas estas personas están siendo debidamente tratadas.

Enseguida, refirió que se está efectuando un monitoreo constante de polimetales en el agua, polvo sedimental y suelo en escuelas mitigadas y evaluaciones sanitarias ambientales en hogares, todo ello a cargo de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y Medio Ambiente.  Aseveró que la Secretaría Regional Ministerial de Medio Ambiente determinó los niveles de metales existentes en distintos puntos de la ciudad, para lo cual se tomaron 440 muestras en 40 cuadrantes.  En una segunda etapa, continuó, se ejecutará el análisis de muestras de suelo, subsuelo, agua potable, aire. Terminando con una tercera etapa de seguimiento y modelación de la dispersión del material particulado.

Aseveró la señora Ministra de Medio Ambiente que todo ello permite delimitar las áreas de riesgo actual post-intervenciones, para ajustar y comunicar las medidas de gestión a implementar.

Informó que el presupuesto estimado para la totalidad de las acciones que deben efectuar los distintos Ministerios en términos de mitigación, limpieza de casas, proyecto de mejoramiento urbano, programa de salud global,1.200 subsidios habitacionales, canchas, calzadas, áreas verdes primera etapa, diagnóstico de reconversión urbana y evaluación de riesgo, asciende aproximadamente a 70 millones de dólares, (considerando un plazo de cuatro años) equivalente a $4.400 millones de pesos, incluyendo lo que ya se ha gastado.


Concluyó la señora Ministra de Medio Ambiente aseverando que, a juicio del Ministerio del Medio Ambiente no es necesario legislar en la materia, siendo suficiente implementar el programa de mitigación en el polígono con presencia de polimetales.  Agregó que el Ministerio a su cargo tiene competencia para ello, puesto que corresponde a éste proponer políticas, generar normas, planes y programas en materia de residuos y suelos contaminados.


En relación a la  determinación de una zona geográfica contaminada que requiera la definición de “norma primaria de calidad ambiental”, en función de la salud humana, señaló que este tipo de normas aplican en todo el territorio nacional, agregando que la norma de calidad de suelo en sitios específicos, se hace en cada uno de los lugares en los cuales uno está efectuando este tipo de estudio, por lo tanto, el enfoque no puede ser de “norma primaria de calidad ambiental”.


Enseguida, el Subsecretario General de la Presidencia, don Claudio Alvarado señaló que el Ejecutivo tiene discrepancias con la posición de los Honorables parlamentarios, ya que a juicio del primero es suficiente el Protocolo de Acuerdo de Acción Interministerial, y en una posición legítima algunos señores Senadores y Diputados plantean que esos programas de acción deben estar claramente explicitados en la ley, siendo insuficiente una delegación de facultades.  Añadió que mientras se tramitaba el proyecto en estudio el Gobierno consciente del problema que existía, llevó a cabo este Plan de Mitigación Interministerial, proponiendo que se otorgue un plazo de reflexión en aras de llegar a un acuerdo sobre el tema.


El Honorable Senador señor Jaime Orpis discrepó del planteamiento anterior, aseverando que no es lo mismo una ley que tiene carácter imperativo a una delegación de facultades que depende de la mera facultad o arbitrio del Poder Ejecutivo.


El Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio manifestó su extrañeza por las expresiones del Ejecutivo, en orden a que no es necesaria la dictación de una ley, aseverando que constituirá una enorme frustración para los afectados por la contaminación de polimetales, preguntando quién le explicará a la población afectada que no habrá ley, y que cada Ministerio se hará responsable sectorialmente de lo que le corresponda, en circunstancias que durante la campaña senatorial y presidencial todos los sectores prometieron otorgar una solución legal.


El Subsecretario señor Claudio Alvarado manifestó que en ningún caso el Gobierno elude su responsabilidad, señalando que todos comparten igual diagnóstico y que el Gobierno ha dado pruebas de ello, lo que se refleja en la inversión de recursos y en su interés por avanzar en la mitigación del impacto que la contaminación ha provocado en Arica.  Recordó que este proyecto data del año 2009 y que esta Administración le ha dado continuidad actuando en base al Protocolo de Acuerdo Interministerial.  Afirmó que el Ejecutivo no se cierra a conversar ni a recibir los puntos de vista aquí planteados.


El Honorable Senador señor Horvath señaló que hay otros lugares en Chile que presentan situaciones similares, citando los casos de Chañaral y de Puchuncaví, expresando que sería valioso encontrar una solución que se pueda adaptar a las situaciones de contaminación existentes o que puedan sobrevenir en el país. 


El Honorable Senador señor Navarro afirmó que las expresiones del Ejecutivo constituyen un golpe para la confianza respecto del cumplimiento de los compromisos que adoptan los Gobiernos, relatando que fue uno de los primeros en denunciar esta situación y que han pasado al menos cinco Ministros de Salud que se han comprometido a solucionar la materia y que nuevamente la solución está a fojas cero. 

- - - 

En sesión celebrada el día 3 de mayo de 2011, el Subsecretario de Salud, doctor Jorge Díaz dio a conocer los resultados del estudio encargado a la Universidad Católica, realizado en el primer trimestre del año  2011, que contiene el perfil epidemiológico de la comuna de Arica, comparado con otras tres ciudades de Chile, y una propuesta de un sistema de vigilancia epidemiológica ambiental.  Añadió que la comparación se efectúa entre dos tipos distintos de ciudad, relacionado con sus respectivos perfiles socioeconómicos, con el propósito de validar los resultados.


Aseveró que el estudio demuestra que no hay diferencias en los problemas de salud, epidemiológicos, morbilidad y mortalidad en estas cuatro ciudades, las que están segmentadas en diversos tipos de nivel socio económico.


Señaló que para ello se realizó un análisis de la literatura médica mundial, buscando cuáles son las patologías o enfermedades que se encuentran asociadas a la presencia de polimetales en el suelo de estas ciudades, procediendo a aislar 12 patologías específicas que están codificadas bajo la clasificación internacional, a saber: cáncer de pulmón, cáncer de vejiga, cáncer de mamas, enfermedades cardiovasculares, mortalidad infantil, abortos espontáneos, mortalidad y depresión.


Refirió que además se establece un modelo de vigilancia epidemiológica que señala 14 elementos a los cuáles se les deberá efectuar un seguimiento con el propósito de observar las patologías señaladas, y otros aspectos específicos tales como capacidad cognitiva y vigilancia de algunos biomarcadores de exposición a los polimetales.


Aseveró que la posición de la Subsecretaría, independiente de los estudios que aún se deben realizar, es la de continuar en el control epidemiológico, más aún cuando se encuentran variaciones significativas entre la población contaminada en la ciudad de Arica y otras poblaciones que fueron estudiadas anteriormente.


El Honorable Senador señor Orpis, expresó que conocía la existencia del citado estudio, afirmando que le parece increíble la aseveración del señor Subsecretario de Salud que afirma que las personas de Arica y las de Concepción experimentan igual grado de contaminación, ya que en Arica las personas han estado expuestas por casi dos décadas a este tipo de polimetales, arguyendo que tal razonamiento induce a preguntar para qué se están realizando acciones en vivienda o en salud, e incluso cual es el motivo para legislar en la materia.


El Honorable Senador señor Rossi connotó la secuencia que ha existido al interior de esta Comisión Mixta, señalando que en una primera instancia la señora Ministra del Medio Ambiente afirmó que al Gobierno no le parecía necesario legislar en la materia; enseguida el señor Subsecretario de la Secretaría General de la Presidencia no emitió un pronunciamiento categórico respecto a la iniciativa y, hoy el Subsecretario de Salud señala que los estudios realizados demuestran que no hay más mortalidad o morbilidad en Arica que en La Serena.


Añadió que el Ministro de Salud se comprometió a que se efectuarían los exámenes de salud correspondientes por los daños y secuelas que la contaminación produjo en las personas; que los mismos podrían hacerse preferentemente en el actual sistema de salud; que irían especialistas a la zona si era necesario reforzar la tarea, y adicionalmente se instalaría una Unidad Especial de Diagnóstico en el Hospital Regional Dr. Juan Noé.


Luego consultó al señor Subsecretario cuántas personas se han atendido en la denominada Clínica del Plomo, cuántas se han derivado a especialistas, y si se ha efectuado una evaluación de los exámenes.


El Honorable Diputado señor Vargas afirmó que es difícil entender lo señalado por el señor Subsecretario de Salud, afirmando que numerosas familias se han practicado exámenes, en forma particular, en el Hospital Clínico de la Universidad Católica, arrojando como resultado diagnósticos que dan cuenta de patologías severas que tienen su origen en la contaminación por polimetales.

El Honorable Diputado señor Baltolu, aseveró que las personas de Arica no estaban contaminadas y ahora si lo están, siendo acreedoras a la garantía del Estado al derecho a vivir en un lugar libre de contaminación y al acceso real a la salud.


El Honorable Diputado señor Ascencio aseveró que la Cámara de Diputados al otorgar su aprobación al proyecto de ley en estudio, entendió que el denominado Plan Maestro que se había diseñado para la realización de acciones en vivienda, salud y educación se iba a ejecutar a cabalidad y que la iniciativa legal así lo garantizaba.


Continuó señalando que el Senado, al rechazar el proyecto, lo hizo con el propósito de obtener mayores garantías para los afectados, y también establecer mayores exigencias y compromisos para las autoridades involucradas en el proceso.


Manifestó su extrañeza por los dichos de la señora Ministra de Medio Ambiente, en orden a que el Ejecutivo no considera necesaria una ley, y a lo aseverado por el señor Subsecretario de Salud, en cuanto refiere que no se ha detectado una contaminación mayor por polimetales en las personas que viven en los sectores mencionados, y que éstos  presentan igual grado de plomo y arsénico que habitantes de ciudades como La Serena y Antofagasta.


El Honorable Senador señor Navarro manifestó que todos los informes coinciden en que las personas que viven en el sector están contaminadas, situación que se ve agravada por el hecho que el Estado ha depositado estos materiales tóxicos en el lugar denominado “Quebrada Encantada”, lo que constituye otra amenaza a la población de Arica.


Acotó que en septiembre del año 2009, la entonces Ministra de Medio Ambiente, señora Ana Lya Uriarte, aseveró que el Gobierno se había comprometido a erradicar a 7.000 vecinos de zonas contaminadas en Arica, agregando que el Gobierno debe tener una propuesta que dé cuenta de las inquietudes de la población afectada.


El Honorable Senador señor Orpis, reiteró  su preocupación por los dichos del señor Subsecretario, señalando que si hay algo con lo que no se puede jugar es con la salud de las personas, y que lo expuesto le reafirma aún más la convicción respecto a la necesidad de legislar, particularmente respecto de las acciones de salud. Asimismo, expresó su malestar por el hecho que el Ministerio de Salud no haya certificado desde ya la existencia de enfermedades originadas por la presencia de polimetales en la zona.

Enseguida, el señor Subsecretario de Salud  precisó los conceptos vertidos, señalando que se ha reconocido la existencia en la zona de productos contaminantes más allá de lo razonable conforme a los estándares internacionales, sin embargo, precisó, que no existe un estudio de línea de base que determine cuánto es lo deseable en sectores determinados.

Luego detalló las acciones de salud realizadas por el Servicio de Salud de Arica y Parinacota al 29 de abril de 2011, a saber:

1.- Se han realizado 11.455 ingresos de atención médica, en tanto que existen 3.908 que no han concurrido a las citaciones realizadas para atención médica.

2.- Se han generado 3.056 interconsultas para diferentes especialidades (2.404), y exámenes de imagenología y otros (652), lo que equivale a un 23,5% del total de las atenciones médicas realizadas.

3.- Se ha otorgado hora para resolución de interconsultas a 2.950 personas, que corresponden a un 96,5% de cumplimiento por parte del Servicio de Salud.

4.- El Centro de Salud Ambiental ha enviado al Instituto de Salud Pública un total de 10.551 muestras de plomo y 10.634 de arsénico, habiéndose informado un 92% de los exámenes tomados en el Instituto de Salud Pública.

Destacó que en el caso de las muestras de plomo, el resultado arrojó que sólo el 04% está sobre la norma aceptada; en tanto que respecto al arsénico, el 13,1% se encuentra sobre los estándares aceptados, agregando que estos valores son menores a los medidos en otras ciudades del país, como ocurrió en las ciudades de Antofagasta, Viña del Mar y Santiago, en la década de los 90.

Aclaró que lo que se mide es el arsénico inorgánico, puesto que se encuentra asociado a un eventual daño, refiriendo que uno de los daños es el cáncer a la piel, expresando que en el grupo de personas examinadas se detectaron 11 personas con este mal, que corresponde a un porcentaje inferior al que presenta el resto de nuestra población.

Continuó señalando que mayores detalles de los exámenes, muestras, análisis  y procedimientos se detallan en el “INFORME DE CENTRO DE SALUD AMBIENTAL, SERVICIO DE SALUD DE ARICA”, de fecha 29 de abril de 2011, que se acompaña como anexo del presente informe y se considera parte del mismo. 

-----

A la sesión efectuada el 10 de mayo de 2011, asistieron el Profesor Titular de la Universidad de Chile, Doctor Andrei N. Tchernitchin , y el Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich.

El doctor Andrei N. Tchernitchin efectuó una cronología sobre el tema, refiriendo, además, que hace 2 años se formó una Comisión integrada por cuatro Ministros de Estado para otorgar una solución a las personas afectadas por la contaminación en Arica.

Expresó que para conocer las concentraciones de plomo en el suelo, se tomaron 3 tipos de muestras: en la superficie; a 15 cm. y a 1cm. de profundidad, señalando que el análisis no sirvió por cuanto se mezclaron las tres muestras, obteniéndose valores menores que los reales.

Señaló que en los lugares donde hay mayor concentración de plomo son el Puerto y la Maestranza Villa Santa María; en tanto que aparecen altas concentraciones de arsénicos alrededor del Puerto, que se está expandiendo por toda la ciudad.

Enseguida se refirió a los tipos de exposición a contaminantes y otros componentes tóxicos y a las consecuencias que ocasionan en la salud de las personas, a saber:  exposición aguda, exposición crónica, exposición pre-natal, perinatal o infantil temprana y exposición embrionaria.

Afirmó que la exposición aguda crónica perinatal produce mutaciones, cáncer, malformaciones congénitas e imprinting.  Explicó que el imprinting  es una deprogramación celular, proceso en el cual las células quedan con distinto número de detectores de hormonas, cuyas consecuencias son la existencia de cáncer, quistes mamarios y la alteración de la personalidad del individuo, debido a la alteración de los neurotransmisores.  Agregó que esta deprogramación es causada por el plomo, la nicotina y los plaguicidas.

Respecto a la alteración de la personalidad, relató que en Estados Unidos de Norteamérica se han realizado estudios que demuestran que aquellos adolescentes contaminados por plomo presentan un alto índice de delincuencia, agregando que la exposición prenatal al plomo genera en los hijos una adicción a las drogas de abuso.

En cuanto a la exposición al arsénico durante el período prenatal, aseveró que produce alteraciones irreversibles en el aparato respiratorio, infarto al miocardio, artritis reumatoide, y lupus eritematoso.

Enseguida, el doctor Tchernitchin manifestó que la contaminación referida se produjo por la existencia de desechos tóxicos provenientes de Suecia; relaves de Promel Chile en Arica; concentrados de plomo provenientes de Bolivia al Puerto y desechos tóxicos en Copaquilla.

En lo que respecta a los desechos tóxicos provenientes de Suecia, aseveró que la Empresa Bolidens Metals Suecia contrató con Promel Chile S.A. el retiro de estos desechos tóxicos desde Suecia, refiriendo que esta última obtuvo autorización para ello con el pretexto de que de ahí se obtendrían metales preciosos.

La correspondiente autorización de importación, fue otorgada por el Director de Salud de Arica, el año 1983, afirmando que “no es tóxico, cualquiera lo puede manipular y no se puede digerir”.

Luego Promel S.A. virtió entre 17.000 y 20.000 toneladas de desechos, cerca del cerro Chuño, autorizando el Ministerio de la Vivienda la construcción de las primeras poblaciones cerca del lugar del vertimiento.  Con posterioridad, los sucesivos Ministros de Vivienda y Urbanismo autorizan la construcción de otras casas cercanas al lugar de vertimiento de los desechos.  Afirmó que los primeros problemas de salud de los habitantes de estas poblaciones aparecen en niños y adolescentes que juegan cerca del cerro donde se apilan los desechos, y que al tomar conocimiento de la situación el Capítulo Regional Arica del Colegio Médico de Chile AG. solicita al doctor Juan Luis Castro, a un neurólogo y a él mismo la evaluación de la situación.

En la primera visita observan que las poblaciones se encuentran adelante de los desechos, sin embargo antes de efectuar la segunda visita comienzan los camiones a trasladar desechos a Quebrada Encantada, lugar que presenta una pendiente y que, en caso de lluvia podría provocar un aluvión.  Ante tal observación las autoridades envuelven los desechos, y aquellos ubicados en el puerto son rociados con agua para evitar que se quemen, lo que produce polvo en suspensión y comienzan estos tóxicos a esparcirse al resto de la ciudad.


Aseveró que al proceder a tomar muestras de sangre en niños para medir plomo en las personas contaminadas, y contrastarlas con los metales existentes en los desechos se observa que los elementos son los mismos, con excepción del mercurio, atendido que éste último se volatiliza, añadiendo que posteriormente el Colegio Médico de Chile toma muestras de sangre en niños del sector Los Industriales y Cerro Chuño, constatando que presentan exposición al plomo y al arsénico, situación que es denunciada a la prensa y que, no obstante ello, las autoridades no adoptan las medidas correspondientes.

Enseguida refiere que el año 2001, la entonces Ministra de Salud visita Arica y dispone se tomen 5.000 muestras de sangre a niños y adolescentes de Cerro Chuño y Los Industriales, habiéndose informado sólo 500 exámenes a la población, aseverando que la información entregada no es veraz, por cuanto tanto el plomo como el arsénico se expresaron en ug/dl de orina, en circunstancias que se acostumbra a expresar estos niveles en ug/L, vale decir los porcentajes aparecen divididos por diez, lo cual para una persona sin mayores conocimientos en el tema aparece como una cantidad baja. Añadió que tuvo acceso a los mismos resultados entregados por el Instituto de Salud Pública, los cuáles se encontraban correctamente expresados en ug/L de orina.


Continuó relatando que el año 2009, la municipalidad de Arica responsabiliza al Gobierno por no entregar el resultado del resto de los exámenes (aproximadamente 4.500), ante tales  circunstancias procede a afirmar que tiene los resultados, apareciendo los exámenes extraviados dos días después en la bodega de la Municipalidad de Arica.

Luego se refirió a los desechos tóxicos encontrados en  Copaquilla señalando que en el año 2010 se realizó un estudio, con el propósito de verificar la dispersión de los contaminantes desde los acopios de desechos mineros en Copaquilla y la posible contaminación en otras zonas, incluyendo el valle de Azapa, que arrojó como resultado la existencia en el sector de aproximadamente 2.000.000 de toneladas de desechos mineros, vale decir una cantidad 100 veces superior a los desechos que importó Promel S.A.


Los resultados del análisis químico realizado en los laboratorios del Centro Nacional del Medio Ambiente de la Universidad de Chile, que contiene además muestras de suelo y agua en varios sectores de la Región de Arica y Parinacota, dieron como resultado altísimas concentraciones en los sitios 090 y 092 (río de arena proveniente de los acopios de Copaquilla y también suelo de la ex piscina de procesamiento).  Dichas concentraciones alcanzaban 545 y 399 mg/kg, en circunstancias que para la ciudad de Arica el límite establecido por la Comisión Nacional del Medio Ambiente para la intervención asciende a 20 mg/kg, el que, además, es bastante más elevado que el nivel permitido por la Organización Mundial de la Salud.


Destacó que muestras de suelo tomadas en Livilcar, a la orilla del río, muestran elevados niveles de arsénicos (17,7mg/kg), lo que permite inferir que los elevados niveles de contaminación se originan en material proveniente de acopios en Copaquilla.


Respecto al contenido de arsénico en agua, en Livicar se encontró 94,4 mg/L, nivel que supera con creces la norma de 10 mg/L.  Los resultados sugieren que la contaminación proviene de la misma fuente, es decir de los acopios de Copaquilla.


Enseguida, señaló las acciones que, en su opinión, deben adoptarse para erradicar la contaminación. 


1) En la ciudad.

- Repetir las muestras tomadas en la ciudad de Arica, en la superficie, a 10 centímetros y a 1 metro de profundidad, y comenzar el retiro de 10 centímetros del suelo de toda la ciudad, mientras se obtienen los resultados de las muestras antedichas.

- Aquellos sectores en que exista contaminación a mayor profundidad sólo pueden declararse aptos para fines industriales, estableciendo la obligación para las empresas que ahí se instalen de proceder a sellar el suelo.

- Descontaminar el sector de Copaquilla y controlar la presencia de polimetales en las aguas del Río San José y del Valle de Azapa.


- Enterrar la tierra contaminada en un lugar sin desnivel y cubrir los desechos debidamente con tierra impermeabilizada.


2) En las personas afectadas.

- Efectuar controles gratuitos y permanentes a todas las personas afectadas, puesto que se está en presencia de un problema país, teniendo el Estado la obligación de reparar.  Asimismo, se debe efectuar tratamientos gratuitos a quienes presenten signos y síntomas de enfermedades causadas por polimetales y a quienes presenten niveles altos en orina, sangre o cabello, según corresponda.

- Efectuar controles especiales a mujeres que quieran embarazarse (antes del embarazo, durante su gestación y lactancia del niño), tratamientos previo al embarazo a quienes presenten altos índices de plomo y suspensión de lactancia si se presenta contaminación.


- Prevención de conductas delictivas, tratamiento sicológico para encausar conductas agresivas; prevención de adicción a drogas de abuso, y educación personalizada a educandos con deficiencia intelectual, déficit atencional y de la memoria.


- Mantención del plan diseñado por equipo de especialistas del Programa de Polimetales en Arica.


La dirigente del sector cerro Chuño e Industriales II, señora Myriam Aguirre, afirmó que existen diferencias sustantivas entre los diagnósticos que efectúa el Servicio de Salud del Ambiente de Arica, y los que realizan establecimientos médicos privados o de otras ciudades.


A vía de ejemplo relató el caso de un niño al que el Servicio de Salud del Ambiente entregó un diagnóstico de “cefalea mixta”, en circunstancias que la Clínica Las Condes de Santiago, una vez que efectuó y analizó los exámenes practicados al mismo paciente diagnosticó  “daño irreversible en ambos lados del hemisferio cerebral”.  Añadió que existe constancia de seis casos como el señalado y que, dado que en Arica no existe la capacidad o la voluntad para efectuar diagnósticos veraces no se puede otorgar el tratamiento adecuado.


Aseveró que también existe un conjunto de niños, correspondientes a la tercera generación de las primeras personas que vivieron en los lugares contaminados, que han nacido con malformaciones congénitas, ya sean orificios en el oído, pié de sirena, malformaciones congénitas en el corazón, etc. que aún siguen viviendo en el mismo lugar, toda vez que no se están asignando subsidios para la vivienda.


Señaló que el Estado no es capaz de realizar un diagnóstico claro y preciso, como tampoco presenta la capacidad para efectuar un tratamiento adecuado, agregando que no existe voluntad de los organismos para certificar determinados diagnósticos y, por lo tanto, es imposible obtener un tratamiento adecuado.


Refirió que además es evidente la falta de coordinación entre los distintos servicios de salud, la inexistencia de médicos especialistas en el tema, y también que no existe confianza sobre la veracidad de la información que se entrega al nivel central.


Luego se refirió al estudio a que aludió en la sesión anterior el Subsecretario de Salud, el que determinó que la ciudad de Arica no era una ciudad contaminada, ya que sólo el 12,5% de las 1.200 personas evaluadas tienen un alto grado de contaminación, expresando que Arica no es una ciudad minera y que la población se enfermó a consecuencia de un hecho ilícito.


Instó a las autoridades a legislar en salud, educación, vivienda y también solicitó se considere la realidad de las personas contaminadas al asignar el puntaje en la Ficha de Protección Social, señalando que a un niño con bronquiastasia se le otorgó una pensión de invalidez de $ 75.000, quedando impedido para postular a cualquier subsidio estatal, ya que debido a ello presenta un puntaje muy alto en la Ficha de Protección Social.


Señaló que es un deber del Estado legislar en materia de salud, ya que las personas contaminadas tendrán el daño de por vida, además de que existe evidencia de la prevalecencia de la contaminación hasta la tercera generación.  Agregó, que no sólo hay que considerar las acciones de salud sino que también una indemnización que les compense el daño causado.


En materia de vivienda, agregó, debe legislarse a la brevedad, expresando que el año 2009 las autoridades señalaron que erradicarían a 1.880 personas, y que el Gobierno actual disminuyó la cantidad a 1.300.  Manifestó que han pagado durante 15 años sus casas, por lo tanto, las viviendas que se les asignen deben ser del mismo valor.


Concluyó afirmando que la solución debe ser integral y las medidas deben quedar plasmadas en una ley.


El Ministro de Salud, señor Jaime Mañalich, refirió que en el mundo de la medicina se ha elaborado un paradigma en el que se entiende que una exposición a determinados agentes ambientales, en una dosis elevada, y por un tiempo prolongado puede asociarse al desarrollo de ciertas enfermedades.


Agregó que establecer una causa-efecto en este ámbito, vale decir afirmar que la absorción de plomo produjo tal enfermedad no es un tema fácil.  A manera de ejemplo señaló que actualmente nadie rebatiría que la exposición a la combustión del cigarrillo produce cáncer pulmonar, no obstante ello para llegar a esta certeza transcurrieron más de 30 años. 


Manifestó que es sumamente difícil establecer la relación causa-efecto, y es por ello que se utilizan indicadores intermedios, aseverando que en el caso de Arica, independiente de la existencia de plomo u otros agentes contaminantes, se sabe que de 100 personas que nacerán, 7 de ellas tendrán cáncer sí o sí, con contaminantes o sin ellos y, en definitiva nos encontraremos en algunos años más, con 7 personas que han desarrollado cáncer, y la gente vinculará el desarrollo de este cáncer a la exposición a los polimetales.


En ese contexto, continuó, el Ministerio de Salud le encomendó a la Universidad Católica de Santiago una evaluación estadística, en el sentido de determinar si estos niveles de contaminantes ya sea en suelo o agua, han podido demostrar estadísticamente que las enfermedades que mencionó el Profesor Tchernitchin y las señoras dirigentes son más frecuentes en Arica, y la respuesta del estudio fue categóricamente que no, ya que no se pudo demostrar estadísticamente que en la ciudad de Arica existía mayor prevalencia de estas enfermedades que en otros lugares del país.


Agregó que algunos podrán sostener que este estudio no es correcto, y ello se debe a lo que en estadística se llama un error beta, lo que ocurre por dos factores:  el primero, la muestra no es significativamente grande y, el segundo, porque el tiempo de exposición que ha mediado entre la exposición crónica y el tiempo transcurrido aún es demasiado breve para observar los fenómenos asociados.


Luego, el señor Ministro de Salud, aseveró que existe un hecho indiscutible, cual es que se ha demostrado en relación a este acopio de residuos tóxicos, altos niveles de determinados componentes que se sabe son  condicionantes de enfermedades en los seres humanos.  En tal sentido, afirmó, las evidencias son suficientemente sólidas para tratar estas condiciones de riesgo ahora, sin mayor dilación.


Agregó que tanto este Gobierno como los anteriores han realizado esfuerzos tendientes a disminuir a como dé lugar toda exposición a los tóxicos de la población de Arica, vale decir realizar acciones de mitigación, y a obtener las mejores condiciones posibles para efectuar el seguimiento de la salud de la población, para tratar precozmente las enfermedades ocasionadas por la exposición a tales sustancias.


En virtud de lo anterior, el señor Ministro de Salud expresó ser partidario absoluto de la dictación de una ley, ya que esta situación, en su concepto, no puede permanecer sujeta a una discusión presupuestaria anual. 


Continuó señalando que se debe encausar este riesgo, lo cual requiere de un financiamiento permanente y de la designación de una autoridad a nivel central que ejecute, coordine y articule las medidas y acciones que establezca la ley.


La Honorable Senadora señora Alvear señaló que resulta alentador escuchar a un Ministro de Estado que coincida con los planteamientos de los integrantes de esta Comisión Mixta, en el sentido de la necesidad de legislar para establecer acciones y la adopción de medidas concretas, y que otorgue un financiamiento permanente para llevar a cabo las mismas.


El Honorable Senador señor Rossi manifestó que ha sido reconfortante escuchar al Ministro de Salud y que coincide en que es necesario avanzar en la aprobación de una ley, y en la necesidad de nombrar a un Ministro que articule la labor, ejecute y coordine las acciones y programas que establezca la ley.


El dirigente de los trabajadores de PROMEL S.A., señor Arturo Flores señaló que el grupo al que representa es el más postergado de todos, agregando que en PROMEL S.A. laboraron 2.500 trabajadores, entre los años 1978 y 1994, de los cuales ya han fallecido aproximadamente la mitad.


Agregó que a este grupo de trabajadores se los acogió a la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, siendo atendidos por una mutual, afirmando que si actualmente no se les encuentra plomo en el torrente sanguíneo, se ignorará el tema de los huesos, es decir la malformación no será atendida por la mutual, que es un ente privado, de modo que el trabajador que no estuviere acogido a previsión deberá costearse su propio tratamiento.  Agregó que por ello deben ser considerados en la ley.


Señaló que también le preocupa los parámetros que se utilizan para determinar que un trabajador está contaminado por plomo, ya que en el caso de los trabajadores de Codelco basta con un nivel de 0,5 de plomo, en tanto que a ellos se les considera contaminados con un porcentaje de 35, preguntándose las razones de tal diferencia.


La dirigente señora Marta Quisbert manifestó no entender las razones por las cuales en un comienzo las autoridades afirmaron que el sector Los Industriales III y IV iba a ser erradicado y ahora señalan lo contrario.  Afirmó que en dicho sector vive una niña de 14 años con diagnóstico de cardiopatía, producto de la exposición al plomo de su madre durante el embarazo, agregando que también obra en su poder los diagnósticos de 72 niños con malformaciones, los que obviamente debieran hacer abandono del lugar.


El Honorable Senador señor Orpis, manifestó que la piedra angular para resolver el tema de la contaminación es el tema salud ya que a partir de ello se gatilla todo el proceso, expresando su satisfacción por lo aseverado por el señor Ministro en orden a que no se buscará la relación de causalidad y se actuará de inmediato.


El Honorable Diputado señor Vargas expresó su reconocimiento a las señoras y señores dirigentes, a la vez que agradeció al Ministro de Salud, ya que aseveró que es la primera vez que una autoridad reconoce públicamente la necesidad de legislar para dar solución a este grupo de personas que llevan 20 años luchando.  Al mismo tiempo, manifestó tener confianza en que el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo sostenga igual planteamiento.


El Honorable Diputado señor Baltolu expresó su conformidad con lo planteado por el señor Ministro de Salud respecto a la necesidad de legislar a la brevedad posible, ya que reconocida la condición de riesgo debe garantizarse que las personas tendrán tratamiento y seguimiento.

A la sesión del 17 de mayo de 2011 asistió el  Ministro de la Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna, quién expuso sobre el Plan de Mitigación Ambiental que llevará a adelante el Ministerio del Interior, este consiste, señaló, en la aplicación de un estabilizador químico que neutraliza las emisiones de polvo en los sitios industriales, acompañado de la nivelación de los terrenos para su correcta aplicación y del lavado de viviendas en sectores como Sica-Sica.  Luego de la primera etapa, explicó, se aplicará en todas las zonas que se pretende remediar.

Recordó también, la existencia de un proyecto ejecutado por el Ministerio que dirige, que contempla el diseño e implementación de varios complejos deportivos en terrenos que ya fueron recuperados, como el Complejo Deportivo Esteban Alvarado, el cual debiera ser entregado a fines del primer semestre del año 2011.  Asimismo, indicó, al término de ese año debieran estar concluidos los diseños de los complejos de Huamachuco, Araucanía, Sica-Sica, Alborada e Industriales I-II-III-IV.

Respecto a la erradicación, mostró en un plano el sector que será beneficiado e informó que el año 2010 ya se asignaron 825 subsidios habitacionales, el año 2011, en tanto, se han asignado 30 de manera adicional, completando una cifra de 855 subsidios asignados de un total de 870 familias.  Sobre el lugar de destino de las personas favorecidas, comunicó que se han iniciado las obras de un primer proyecto que consta de 130 soluciones habitacionales, consistente en departamentos de 61 mts² con tres dormitorios, sala de estar, comedor, cocina y baño.  Agregó que se avanza en un segundo proyecto que también contempla 130 departamentos, el que se encuentra en etapa de cierre de inscripciones.  Finalmente, notificó, se está en la etapa de diseño de 400 casas, en el sector de Punta Norte, proyecto que sumado a los dos anteriores cubre casi la totalidad de las necesidades en materia de vivienda.

Además, apuntó, están las soluciones para las áreas que serán intervenidas, donde se consideró a los sectores denominados Industriales III y IV, los que reúnen a 750 familias.  Cada una cuenta con un subsidio de 640 UF.

El Honorable Senador señor Orpis planteó, como problemática general, la falta de difusión de los parámetros que distinguen las dos vías de solución, mitigación y erradicación.  Lo ideal, sostuvo, sería determinar en etapas sucesivas si un terreno, en particular, está contaminado, luego examinar el nivel de contaminación que padece, para, finalmente, analizar la posibilidad de permanencia de asentamientos humanos en el lugar.  En el caso de las zonas contaminadas en la ciudad de Arica se ha seguido el criterio de consultar a las personas afectadas su pretensión de permanecer o ser erradicadas del sector, sin importar si el nivel de contaminación existente en él, posibilita la vida humana.

En materia de mitigación, expresó, es de suma importancia la promulgación del proyecto de ley que se debate, porque una parte de los materiales contaminantes continuará en el lugar, ya que no se pretende eliminarlos, sino sólo sellarlos.  Por ello, puntualizó, si en el futuro el sello fallase, el Estado debe responder por los daños que se pudieren ocasionar.

Otro problema, manifestó, ha sido la falta de terrenos disponibles para construir viviendas.  Al respecto, informó que en el sector del Cerro La Cruz existe un sitio eriazo perteneciente al Fisco, donde cabe una importante cantidad de viviendas, el que podría ser considerado para tal efecto, previa elaboración del estudio de título respectivo.

El Honorable Senador señor Rossi, a su turno, compartió lo señalado por Su Señoría, ya que, afirmó, los parámetros de erradicación no pueden estar sujetos a consideraciones económicas.  En ese sentido, consultó si se ha iniciado una búsqueda de soluciones distintas que se hagan cargo de una reparación justa, acorde con el valor comercial de las viviendas.  En segundo término, preguntó por la incidencia de la problemática en los programas habitacionales habituales destinados a la zona, porque la demanda por vivienda en la ciudad de Arica es inmensamente dinámica.  Por último, mostró interés por conocer la situación de otras zonas como La Alborada, Sica-Sica y Araucanía, en especial, por las condiciones para erradicar a su población.

La Honorable Senadora señora Alvear se sumó a la ronda de consultas de los Honorables Senadores que la antecedieron en el uso de la palabra, preguntando, en primer lugar, por la nivelación de los terrenos para asegurar una aplicación correcta del estabilizador químico.  También demostró preocupación por la mitigación y el lavado de techos, precisamente en relación al lavado, señaló, se han escuchado en sesiones anteriores opiniones de expertos en el tema, quienes señalaban que producido el lavado, al poco tiempo, volvía a contaminarse completamente, la duda es, consultó, cada cuánto tiempo se efectuará el lavado, porque las techumbres están permanentemente sucias con polvo contaminado.

Solicitó asimismo, conocer la fecha en que se concretará la entrega de las viviendas respecto de los 855 subsidios habitacionales asignados, indicados anteriormente por el señor Ministro.

Por último, expresó inquietud por los tipos de viviendas ubicados en algunos sectores que no se enmarcan dentro de la población beneficiaria de subsidios estatales, porque sus condiciones socioeconómicas son diferentes.  Al respecto, preguntó, si se ha ponderado alguna respuesta para esas personas.

El Honorable Diputado señor Baltolu manifestó que al momento de proceder a la erradicación de las familias, las casas deben ser pagadas al valor comercial que mantenían antes de sufrir la contaminación, ya que hoy, no tienen valor alguno.  Sostuvo también, que la decisión de utilizar un terreno para vivienda debe basarse, exclusivamente, en consideraciones medio ambientales, y no económicas, pues no se puede obligar a las familias a permanecer en sitios contaminados.  El Estado debe asegurar la calidad de vida de sus habitantes, concluyó.

En otro ámbito, solicitó la certificación por un organismo calificado, de los índices de contaminación existentes en el lugar, puesto que en oportunidades se han informado niveles tan disímiles que su verosimilitud queda en duda.  En materia de salud, añadió, consideró necesario la realización de exámenes a las personas afectadas por la contaminación para dilucidar las posibles consecuencias en el organismo humano.

El Ministro de la Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna, se refirió a las distintas consultas efectuadas por los parlamentarios, explicando como primer punto, que su cartera participa en conjunto con otros Ministerios de un plan para intervenir la zona afectada por la contaminación y dar soluciones integrales a los problemas que aquejan a sus vecinos.  En ese contexto, indicó, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo ha ejecutado la parte correspondiente a la erradicación y remediación, que en el caso particular del sector del Cerro Chuño, ha tenido buena recepción por la población, dado que un 90% de sus integrantes ha aceptado la transacción.

En segundo término, declaró que el material contaminado que existía en el lugar fue trasladado a otra zona y sellado herméticamente, por lo que la contaminación actual en el lugar no es significativa, a ello, agregó, se deben tener presente las obras de mitigación que impulsa su Ministerio, las que disminuirán en el futuro, considerablemente el riesgo para la salud de los habitantes, por tanto, no es necesario erradicar a todos los sectores, tal es el caso de Los Industriales.

En resumen, expresó, el Ministerio que dirige está operando con las herramientas habituales de su sector, como son los subsidios habitacionales y los proyectos del Fondo Solidario I.

El Honorable Senador señor Orpis solicitó la palabra para hacer presente el tema referente a los estudios de toda naturaleza que se han efectuado en la ciudad de Arica.  Por ejemplo, destacó, el estudio de la empresa Agriquem, que fue el que dio inicio al proceso, recomendaba erradicar vastos sectores de la zona contaminada.  Por el contrario, apuntó, para el estudio efectuado por la Pontificia Universidad Católica de Chile (PUC), no sería indispensable realizar ninguna obra, ni siquiera de mitigación, porque estaba bajo los estándares de otras ciudades del país, como Antofagasta.  A su parecer, recalcó, el problema no es de la cantidad de estudios y las conclusiones que se expresan en cada uno de ellos, sino, de la convicción del Estado de la obligación de proteger la salud de sus habitantes, por ende, declaró, cabe preguntarse si el plan implementado es para la protección de la salud de las personas, o bien, es un plan de libre elección para cada individuo.

El Ministro de la Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna, opinó que en el caso señalado por Su Señoría, se trata de una combinación de sistemas, ya que casos como el del Cerro Chuño, pese a que en el estudio de la PUC se indicaba que no existía peligro, se optó por la erradicación mediante incentivos que ofrecen soluciones superiores al valor comercial de la casas de sus habitantes.  Por el lado de Los Industriales, en cambio, existe poco interés de los vecinos en abandonar el sitio.

El Honorable Diputado señor Baltolu solicitó al señor Ministro examinar con detalle el informe elaborado por la PUC, el cual señala que el nivel de contaminación de la ciudad de Arica es similar al de la ciudad de Antofagasta, pero la diferencia está, aseguró, en que la primera ciudad no está contaminada, sino que personas residentes del sector se contaminaron con los desechos minerales ingresados al país porque el Estado de Chile, a través del Servicio de Vivienda y Urbanismo (SERVIU) traspasó la línea de edificación urbana trazada, construyendo en la zona donde se ubicaban los restos del material contaminante, pero la ciudad, sostuvo, no está contaminada.  En cambio en Antofagasta, apuntó, la población fue afectada porque el agua que consumía estaba contaminada con arsénico, que al cambiar la fuente de donde emanaba, solucionó el problema de toda la ciudad.

A su juicio, concluyó, la esencia de las soluciones que el Estado pueda proponer deben estar marcadas por criterios medio ambientales y de salud.

El Honorable Senador señor Horvath, por su parte, consultó por las acciones que se están llevando a cabo, por la responsabilidad que le compete a Suecia, quien también debiera asumir el problema como materia de Estado.  Respecto a los estudios efectuados, llamó a las presentes a ser cautelosos porque no siempre reflejan el pensar de las instituciones que los preparan.  Puso como ejemplo el suceso acaecido en el Río Las Cruces, ciudad de Valdivia, donde una población importante de cisnes murió a causa de la contaminación de sus aguas.  En este caso, especificó, hubo estudios que indicaron que el agua utilizada por empresas del sector se reincorporaba al curso del río en mejores condiciones de las que ingresaba, lo que a todas luces parecía ilógico, pero no por ello, reiteró, se puede comprometer el prestigio de la institución autora del estudio.

Continuó señalando que a su entender, debían restituirse las condiciones originales de los habitantes de la ciudad de Arica a través del proyecto de ley que se debate, más allá del conjunto de medidas que se ofrecen como parte del plan que se expone ante esta Comisión.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, recordó que en sesiones anteriores de la Comisión, en las cuales había participado, quedó en evidencia ciertas diferencias de opinión sobre la forma de abordar la iniciativa legal que se discute.  En dicha oportunidad, declaró, hacían presente que para el Ejecutivo, un programa, como el que se estaba implementando, con acciones concretas de distintos Ministerios, era un marco suficiente para acabar con el problema, no obstante, la opinión de los miembros de la Comisión era contraria, ya que si bien reconocían los avances efectuados a la fecha, dependía, en mayor medida, de la voluntad del gobierno de turno.  En ese sentido, prosiguió, los parlamentarios manifestaron preferir el establecimiento de las medidas en un texto legislativo, tornando obligatorio su cumplimiento, lo que ha sido recogido por el Ejecutivo.

En ese orden, anunció, el Ministerio al cual representa ha estado trabajando intensamente, en conjunto con los Ministerios de Salud, Educación, Medio Ambiente y Vivienda y Urbanismo, un proyecto marco que pudiese ser presentado en una próxima sesión como indicación sustitutiva.  De igual forma, mencionó, se había concordado en la sesión anterior, la designación por la Comisión de parlamentarios que pudieran representarla, con el propósito de reunirse previamente al ingreso de la indicación anunciada.

Adelantó ciertas acciones que se plantearán, por ejemplo, informó, en el área salud, el establecimiento de las responsabilidades respecto a los diagnósticos actuales para el correcto seguimiento de las evaluaciones periódicas; en educación, ciertas consideraciones especiales para personas que hayan sido afectadas, y que sean debidamente acreditas por medio de un procedimiento de certificación; en vivienda, la acción del Ministerio estará supeditada a lo que determinen, desde el punto de vista de contaminación eventual, los Ministerios de Salud y de Medio Ambiente, para que pueda ejecutar políticas de erradicación o de mitigación, según sea el caso; por su parte, señaló, la Subsecretaría de Desarrollo Regional (SUBDERE) tendrá a su cargo la ejecución de programas de mediano plazo que se articulen con las medidas que se adopten en la presente iniciativa legal; y, finalmente, comunicó, la Secretaría General de la Presidencia (SEGPRES) cumplirá un rol coordinador, aunando criterios con el objeto de que el plan propuesto sea un acción sistemática, organizada y efectiva.  Expresó también, que se está evaluando la posibilidad de generar una autoridad coordinadora con facultades para llevar a cabo las iniciativas que se propondrán para la aprobación del proyecto de ley en estudio, lo que permitirá un avance más efectivo y eficiente.

La Honorable Senadora señora Alvear valoró la predisposición mostrada por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el que ha demostrado haber trabajado sobre la base de las propuestas recogidas en cada uno de los Ministerios sectoriales y en los planteamientos sostenidos por los parlamentarios integrantes de la Comisión, para así presentar una propuesta final por medio de una indicación sustitutiva, como la que se ha proclamado.

El asesor de polimetales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, señor Gonzalo Cerda, complementó lo señalado por el señor Ministro, y comentó que uno de los trabajos más complejos desarrollos durante el último año ha sido el nivel de información que manejan los pobladores, el dilema, afirmó, es que existe una confusión manifiesta entre las acciones que se iban a implementar y no se concretaron, porque no eran las más adecuadas o porque simplemente se tomaron otras decisiones, lo que crea falsas expectativas en los vecinos.  En esa perspectiva, aseguró, el presente proyecto ley es fundamental para aclarar cuáles serán las medidas que se desarrollarán, funcionado como un verdadero marco de las acciones a ejecutar, y dando continuidad a las obras materializadas hasta el momento.  Ello, sostuvo, puede significar retornar al Plan Maestro del año 2009, que sólo contemplaba relocalización, sin embargo, en tales casos debe ser visto como una buena noticia, ya que eso significa que existen zonas que se pueden remediar, lo que será determinado por el Ministerio de Medio Ambiente, permitiendo a las personas optar por la permanencia en el sector.

Agregó que el trabajo del Ministerio ha estado focalizado en el sector del Cerro Chuño, dado que las familias residentes no sólo quieren salir por razones de contaminación, sino por motivaciones de otra índole.  Por el contrario, en otras poblaciones, existe el ánimo de mantenerse en el lugar, y las opiniones son más divididas.

El Honorable Senador señor Orpis reconoció que en el tema que más se ha avanzado es en vivienda, sin embargo, consideró urgente una calificación categórica sobre los terrenos que deben ser erradicados y los que pueden ser remediados, materia que siempre se ha ubicado en una zona nebulosa, por ello solicitó que la indicación sustitutiva anunciada por el Ejecutivo incorpore una definición al respecto que dirima el conflicto.

-----


Con fecha 30 de mayo de 2011, S.E. el Vicepresidente de la República presentó una proposición para resolver la discrepancia surgida entre ambas Corporaciones, contenida en el Mensaje Nº 072-359, cuyo texto es del siguiente tenor:


“Sustituir íntegramente el texto del proyecto de ley, por el siguiente:

“PROYECTO  DE  LEY:

“TÍTULO I

DEL PROGRAMA DE ACCIÓN


Artículo 1°.- La presente ley tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.


Artículo 2°.- Beneficiarios.  Un reglamento, expedido a través del Ministerio de Salud, establecerá los criterios, requisitos y procedimientos para determinar a los beneficiarios de las acciones del programa establecido por la presente ley.


La resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario, será reclamable ante la autoridad competente conforme lo dispuesto en la ley N° 19.880, de 2003, de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.


Artículo 3°.- Zona con presencia de polimetales.  Para efectos de esta ley, se entenderá como zona con presencia de polimetales como aquella zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación por polimetales, emplazada geográficamente en la comuna de Arica.

El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, el que deberá ser suscrito por el Ministerio de Salud, determinará la zona con presencia de polimetales, utilizando los estudios ambientales aludidos en el artículo 15 de esta ley como antecedentes fundantes.

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COORDINADORA


Artículo 4°.- Autoridad Coordinadora.  El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, designará a una Autoridad Coordinadora, quien deberá ejecutar la coordinación de las tareas que, en el ámbito de la presente ley, correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, así como de los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas, que operen en la Región de Arica y Parinacota.


Artículo 5°.- Facultades de la Autoridad Coordinadora. Para llevar a cabo su cometido, se faculta a la Autoridad Coordinadora para efectuar las siguientes acciones:


1) Realizar acciones de coordinación que permitan optimizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley, proponiendo medidas concretas a las autoridades competentes dentro del marco que las leyes disponen;


2) Evaluar los instrumentos y resultados de las diversas medidas, así como de las actividades llevadas a cabo por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley;


3) Generar un fluido intercambio de información y datos de los servicios e instituciones reseñados, respecto de las actividades y medidas implementadas en la materia;


4) Coordinar la acción desplegada por los diversos organismos y servicios públicos, en el ámbito de la esfera de su competencia, en cuanto a los objetivos, propósitos, tareas, acciones y medidas a implementar y que se ejecuten en el ámbito del plan establecido por esta ley;


5) Establecer, en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, canales de coordinación con la Municipalidad de Arica, a fin de concertar planes, programas y acciones que resulten necesarios en el ámbito de esta ley; y,


6) Proponer medidas administrativas a fin de obtener resultados exitosos en la implementación de los objetivos de esta ley.


Artículo 6°.- Catastro.  Para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.


Mediante el catastro se evaluarán e identificarán las acciones específicas del programa que se establecen mediante esta ley que recibirán cada uno de los beneficiarios.

TÍTULO III

DE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA


Artículo 7°.- Acciones en materia de salud.  El Ministerio de Salud, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:


1) Implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental, el cual deberá contar con capacidades analíticas para tomar muestras ambientales y de las personas;


2) Determinar la realización de estudios epidemiológicos en la población expuesta a la contaminación por polimetales en la comuna de Arica;


3) Mantener actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos, en el ámbito de sus competencias; y,


4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.


Artículo 8°.- Objetivo de las acciones de salud.  Las acciones en materia de salud deberán estar orientadas a cumplir con los siguientes objetivos:

1) Implementar un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población afectada; y,

2) Generar una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas, así como especificar la patología y los efectos transgeneracionales de largo plazo en la salud de las personas afectadas.

Artículo 9°.- Programa de seguimiento de salud. Las personas afectadas por la contaminación serán incluidas en un programa de seguimiento de su estado de salud.

Artículo 10°.- Acciones en materia educacional.  El Ministerio de Educación, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Propender que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para aquellos alumnos con rendimiento deficiente beneficiarios del plan que se establece mediante esta ley.  En tal sentido, se deberá prestar atención pedagógica a los alumnos beneficiarios, la realización de clases de reforzamiento educativo, así como el seguimiento de su rendimiento estudiantil, con el objeto de fortalecer sus competencias de aprendizaje, emocionales y sociales;

2) Implementar un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes en cuestión para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por esta ley;

3) Focalizar en los alumnos afectados la asistencia que brindan los distintos programas asistenciales que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas; y,

4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia, en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 11°.- Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo.  Las prestaciones en materia de vivienda y urbanismo consistirán en la relocalización de familias, reparación de viviendas y ejecución de proyectos de barrio que apunten a la remediación de las zonas con presencia de polimetales.

Una resolución conjunta del Ministro del Medio Ambiente y el Ministro de Vivienda y Urbanismo señalará las zonas y las acciones específicas que se llevarán a cabo en conformidad a lo señalado en este artículo.

Artículo 12°.- Catastro de familias a relocalizar.  Una vez dictada la resolución aludida en el artículo anterior, se procederá a determinar el universo de familias afectadas a través de un catastro confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización.

Las familias afectadas podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas en coordinación con lo dispuesto en los Programas Habitacionales del Ministerio de Vivienda y Urbanismo.

Artículo 13°.- Programa de mejoramiento de barrios.  Las zonas de emplazamiento de las viviendas afectadas que no sean objeto de declaración de inhabitabilidad serán beneficiadas mediante el programa de mejoramiento de barrios.

El programa de mejoramiento de barrios consistirá en la realización de las siguientes acciones:

1) Remediación y sellado en calles y veredas a través de asfaltado y obras con adocreto; y,

2) Ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Asimismo, para el caso de las viviendas cuyas condiciones permitan la habitabilidad, se les entregarán los subsidios del Programa de Protección al Patrimonio Familiar, para el mejoramiento y reparación de sus viviendas.

Artículo 14°.- Organismo ejecutor de las acciones de vivienda y urbanismo.  El conjunto de acciones de vivienda y urbanismo dispuestas en este título serán ejecutadas por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota.

El Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 15°.- Estudios ambientales.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona con presencia de polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

Un reglamento expedido a través del Ministerio del Medio Ambiente establecerá las definiciones, plazos y procedimientos para llevar a cabo la evaluación de riesgo ambiental frente a la presencia de sustancias químicas y otros contaminantes en la zona con presencia de polimetales.

Artículo 16°.- Estudios para determinar exposición a contaminantes.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona contaminada por polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 17°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo prestará su colaboración a la Autoridad Coordinadora en la ejecución armónica del plan que se establece mediante esta ley.

Artículo 18°.- El Ministerio Secretaría General de la Presidencia brindará, dentro de sus competencias legales, a la Autoridad Coordinadora el apoyo necesario para realizar la coordinación interministerial y entre los diversos servicios públicos centralizados y descentralizados, así como en la generación de información para la toma de decisiones necesarias dentro del contexto de la presente ley.

Asimismo, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia propenderá a agilizar la tramitación de los instrumentos reglamentarios necesarios para la correcta ejecución de la presente ley.

Artículo 19°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que sean implementadas de conformidad a lo dispuesto en la presente ley, será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.

- - - - - 

En sesión efectuada el 19 de julio de 2011, el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, se refirió a la proposición del Ejecutivo, de fecha 30 de mayo de 2011, recientemente transcrita.

Expresó que la proposición, en su concepto, recoge los planteamientos de esta Comisión Mixta, dotando al proyecto de ley de un marco jurídico que permite exigir la responsabilidad del Gobierno en el cumplimiento de  los programas necesarios para afrontar la situación generada con la presencia de polimetales en la comuna de Arica.

En este marco la proposición en su Título primero define los objetivos de la ley, los beneficiarios y cómo se determinan las zonas con presencia de polimetales.  Respecto del objetivo de la ley, se trata de establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la ciudad de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.

Enseguida, indicó que para determinar la calidad de beneficiario, el Ministerio de Salud dictará un Reglamento, el que fijará los criterios, los requisitos y los procedimientos que sean del caso. La calidad de beneficiario, acotó, se reconocerá mediante una resolución del citado Ministerio, la cual puede ser recurrida en conformidad a la ley Nº 19.880, que establece Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

En relación a la zona con presencia de polimetales, continuó, se define como la zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación por polimetales, emplazada geográficamente en la comuna de Arica, la que se determinará mediante un decreto supremo emitido por los Ministerios de Medio Ambiente y el de Salud, ello en función de los estudios ambientales que prescribe el artículo 15 de la misma propuesta.

Agregó que el Título II propone el establecimiento de una Autoridad Coordinadora designada por el Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, quien deberá ejecutar la coordinación de las tareas que correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, y de los servicios públicos de la Región, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas.  Al respecto, advirtió que la propuesta no establece de modo preciso qué autoridad será la coordinadora, y que el Gobierno se encuentra abierto a recibir planteamientos en la materia, agregando que ha recibido opiniones que sugieren que la autoridad coordinadora sea una autoridad nacional.

En relación a las facultades de la autoridad coordinadora, el Subsecretario las sintetizó en las siguientes: optimizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios e instituciones involucrados; evaluar los instrumentos y resultados de las diversas medidas; generar un intercambio de información respecto de las actividades y medidas implementadas; coordinar la acción desplegada por los organismos y servicios públicos en relación a los objetivos, acciones y medidas a implementar; establecer canales de coordinación con la Municipalidad de Arica, a fin de concertar planes, programas y acciones que resulten necesarios en el ámbito de esta ley, y proponer medidas administrativas a fin de obtener resultados exitosos en la implementación de los objetivos de la misma.

El artículo 6° preceptúa que para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.

Luego indicó que en el Título III de la propuesta del Ejecutivo  se explicitan las distintas funciones que deben cumplir los ministerios, en coordinación con la Autoridad  para enfrentar el problema de la contaminación desde sus respectivas áreas, esto es, desde salud, educación, vivienda y urbanismo y medioambiente.

En materia de salud, señaló, corresponde principalmente implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental; la realización de estudios epidemiológicos en la población afectada y la mantención de actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos.  Los objetivos de estas acciones son la detección, control y tratamiento de enfermedades y de las personas afectadas; a su vez, generar bases de datos que registren la información que permita determinar las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas.  Asimismo, elaborar un programa de seguimiento de salud de las personas afectadas por la contaminación.

Añadió luego que en materia educacional se quiere establecer un plan de reforzamiento para los alumnos con rendimiento deficiente y que sean beneficiarios del plan, que implica fortalecer competencias de aprendizaje, emocionales y sociales; establecer también un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación para entregar herramientas pedagógicas a los docentes con el objetivo de reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados y focalizar la asistencia de los distintos programas asistenciales de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas en los alumnos afectados.  Finaliza señalando que el Ministerio de Educación deberá disponer los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia.

Luego expresó que en materia de vivienda y urbanismo, fundamentalmente, las acciones se refieren a la relocalización de familias, las que podrán optar a algunas de las modalidades de subsidio habitacional ofrecidas a través del Servicio de Vivienda y Urbanismo; la reparación de viviendas, que se realizará mediante la entrega de los subsidios del Programa de Protección al Patrimonio Familiar y la ejecución de proyectos de mejoramiento de barrios, que consistirá en la remediación y sellado de calles y veredas, como también la ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Puntualizó que las señaladas medidas requieren de una resolución conjunta del Ministerio de Medio Ambiente y del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, que señalará las zonas y acciones específicas que se desarrollaran en función de este cuerpo legal, también establecerá un catastro de las familias afectadas y de las que deberán ser relocalizadas.

Respecto de las medidas medioambientales, el Subsecretario señor Claudio Alvarado, manifestó que se deberá realizar semestralmente estudios para evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales, así como monitorear la exposición ambiental, la definición de las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, y la zona contaminada por polimetales.

Añadió, finalmente, que la propuesta del Ejecutivo tiene asociado un Informe Financiero de la Dirección de Presupuestos, del Ministerio de Hacienda, en que se detallan los gastos asociados a esta iniciativa legal, en un horizonte del 2010 al 2014; sin embargo, para los fines de esta ley se deberá considerar lo que resta del año 2011 año hasta el año 2014, lo que suma, considerados todos los ítems, un monto aproximado de 25 mil millones de pesos.

El Honorable Senador señor Orpis, valoró la presentación formulada por el Ejecutivo y particularmente la preocupación demostrada por el señor Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia,  al recoger el espíritu expresado por la Comisión Mixta.

Enseguida señaló que se deben abordar algunas deficiencias de la propuesta y, particularmente, se debe dejar constancia que estas medidas se tienen que financiar con recursos extraordinarios y por ende no pueden ser con cargo a los programas ordinarios de cada ministerio o servicio, a vía de ejemplo, indicó que el Servicio de Vivienda y Urbanismo en la Región de Arica y Parinacota deberá disponer los recursos necesarios, pero la iniciativa no precisa si se dispondrán de recursos especiales o extraordinarios para cumplir dichas tareas.

Agregó luego que, en materia de salud, se produjo un gran debate con la autoridad porque ésta no reconocerá nunca las causas que originan las enfermedades de la población, que son en última instancia la contaminación producida con polimetales. 

Por lo anterior, expresó que la redacción del numeral N° 1 del artículo 8° de la proposición del Ejecutivo, no es satisfactoria porque establece que los objetivos en materia de salud deberán  estar orientados, entre otros, a establecer un programa de detección, control y tratamiento de los “efectos” de la contaminación, añadiendo que para que existan “efectos”, debe necesariamente existir una causa, y eso es lo que las autoridades no están dispuestas a reconocer.  Por ello señaló que presentará una indicación tendiente a perfeccionar esta norma, en el sentido que por el sólo hecho que una persona esté incluida en uno de los catastros, independiente del origen de la enfermedad tendría derecho a ser beneficiario de las acciones de salud.

Añadió que no obstante que la proposición considera la posibilidad de ejercer un recurso administrativo, ante la autoridad administrativa competente respecto de la resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario, la existencia de múltiples catastros, hace imperioso la consagración expresa de un recurso constitucional.

En materia educacional  reiteró la necesidad de crear una beca de estudios superiores para los hijos de las personas afectadas por  contaminación de polimetales.

Respecto a las acciones de vivienda, el Honorable Senador señor Orpis fue categórico al señalar que en la materia no cabe hablar de subsidio, ya que éste supone un ahorro previo, agregando que los afectados son personas que deben ser reparadas por el Estado, haciéndoles entrega de una vivienda de características similares a las que tenían.

El Honorable Diputado señor Vargas junto con valorar la propuesta del Ejecutivo aseveró que existe un grupo de personas que no pretenden abandonar sus viviendas, consultando quién será la autoridad que dirimirá tal situación.  Asimismo, señaló que en los primeros sellados se observó que pasaba un vehículo por la calle, y el sellado quedaba al descubierto con los consiguientes problemas sanitarios.

El Honorable Senador señor Rossi señaló que aún subsisten dudas en la aplicación del proyecto, consultando qué ocurre con los sectores Industriales III y IV, los cuales originalmente iban a ser objeto de erradicación, no existiendo actualmente certeza sobre ello.  Señaló que es probable que las personas afectadas efectivamente no quieran erradicarse por cuanto el valor de sus viviendas es muy superior al de las casas que les entregarán.

Asimismo, coincidió con la opinión del Honorable Senador señor Orpis, en el sentido que en este caso no es posible hablar de “subsidio”, ya que al Estado sólo le cabe reparar a las personas afectadas.

-----

A la sesión celebrada el 2 de agosto de 2011, asistieron  el Ministro de Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna, el Ministro de Salud, doctor Jaime Mañalich y el Ministro de Medio Ambiente, subrogante, señor Ricardo Irarrázaval.

El Ministro de  Vivienda y Urbanismo, señor Rodrigo Pérez Mackenna efectuó una actualización del resumen entregado anteriormente, advirtiendo que existe una diferencia  entre los montos señalados por la Dirección de Presupuestos y lo que efectivamente se ha ejecutado por ese Ministerio, hasta la fecha.

El Honorable Senador señor Orpis consultó acerca de la manera cómo se concretará la solución que se otorgará a las personas afectadas, señalando la necesidad de analizar el contenido de la proposición del Ejecutivo.  Destacó que la propuesta gatillará cuando opere la ley debido a que la operatoria está sujeta a la existencia de diversos catastros que se implementarán mediante Resolución de la autoridad una vez que entre en vigencia el texto legal.

El señor Ministro de Vivienda y Urbanismo señaló que hasta la fecha se han ejecutado las acciones dispuestas por un Comité de Ministros, añadiendo que lo que se requiere es una Resolución que ratifique lo obrado por esa Secretaría de Estado.  Añadió que la iniciativa recoge lo que ha efectuado el  Ministerio hasta la fecha, que ha consistido  en la reubicación de algunas familias, la remediación o mitigación mediante la pavimentación y el cierre y sellado de calles, y eventualmente, la reparación de aquellas viviendas que no ha sido necesario erradicar.

En relación al contenido de la proposición del Ejecutivo señaló que el artículo 6° preceptúa que para implementar el Programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro que será confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización, de acuerdo a lo señalado en el artículo 12 de la propuesta.

Aseveró que actualmente se trabaja con un catastro elaborado por el SERVIU, en conjunto con MIDEPLAN y las orientaciones que entregó el Comité Interministerial el año 2009, que básicamente establecieron la erradicación de las poblaciones de Cerro Chuño y las obras de remediación que se están efectuando.

Afirmó que es efectivo lo aseverado por el Honorable Senador señor Orpis, en cuanto a la necesidad de dictar determinadas resoluciones administrativas que validarían este trabajo y que reemplazarán al ya mencionado acuerdo interministerial.  Refirió que las iniciativas son la confección del catastro, también que las familias afectadas puedan optar por alguna de las modalidades de los nuevos subsidios, a saber: la construcción en nuevos terrenos, y el subsidio para adquisición de vivienda construida.

Enseguida, el señor Ministro se refirió a las obras de mitigación contempladas en el artículo 13 de la proposición del Ejecutivo, que principalmente consisten en el sellado de calles a través de asfaltado y a la ejecución de proyectos de áreas verdes y los proyectos de áreas verdes, equipamiento comunitario y deportivo.

Añadió que para el caso de aquellas viviendas cuyo estudio de habitabilidad permite a las familias continuar viviendo en ellas, se contempla la entrega de subsidios del Programa de Protección al Patrimonio Familiar, para el mejoramiento y reparación de éstas.

El Honorable Senador señor Orpis manifestó tener una divergencia conceptual con la redacción del inciso segundo del artículo 12, ya que éste dispone que las familias afectadas podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional existentes, expresando que en la situación que nos ocupa no cabe hablar de subsidios, ya que claramente se está en presencia de una compensación o entrega de vivienda por parte del Estado, y que, conceptualmente, el Estado procederá a efectuar un canje de vivienda.  Concluyó aseverando que es preciso cambiar la manera como se encuentra redactada la disposición, señalando que es preciso aludir a la “entrega de una vivienda”.

Por otra parte, aseveró que tampoco es apropiada la expresión “modalidad de subsidio”, puesto que el subsidio conlleva la existencia de un “ahorro previo” y que, en el futuro, tal redacción podría inducir a la Contraloría General de la República a interpretar que se debe exigir a las personas afectadas la existencia de tal ahorro.  Por lo tanto, aseveró, debe reemplazarse la redacción y hablar de “la entrega de viviendas” por parte del Ministerio.

Luego manifestó su preocupación por el aspecto presupuestario, ya que el inciso segundo del artículo 14° de la propuesta del Ejecutivo, señala que el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones que le competen.  Expresó que siendo ésta una obligación que tendrá fuerza legal, podrá ser demandada en los Tribunales Ordinarios por los afectados, de manera que le preocupa que al no disponer de recursos para este programa extraordinario el SERVIU regional los obtenga de los recursos ordinarios que se le han entregado para dar cumplimiento a otras labores propias, debiendo efectuarse la distinción entre recursos ordinarios y extraordinarios.

Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis consultó si el catastro de localización a que se refiere la propuesta existe y si así fuera, solicitó la entrega del mismo a la Comisión.

Hizo hincapié en que la propuesta no considera el valor de las viviendas al momento del canje, obviando el hecho que numerosas familias efectuaron mejoras en ellas, y que también existe otro tipo de casas que no corresponde a viviendas básicas.  Sobre el particular recordó el trato que la ley N° 20.385, otorgó a los afectados por la erupción del Volcán Chaitén, que permitió al Fisco pagar el valor comercial de las viviendas que tenían antes de la catástrofe, consultando si el Ministerio ha considerado avanzar en tal sentido, especialmente en el caso que el valor comercial de la vivienda supere el valor de los subsidios.

El Honorable Diputado señor Vargas sostuvo que a la ciudad de Arica se le ha asignado un monto bajo de subsidios para la vivienda, manifestando su temor por la circunstancia que este Programa, en definitiva, sea cubierto parcialmente con cargo a subsidios regulares.

Aseveró que este proyecto de ley debe, necesariamente, considerar fondos especiales para enfrentar esta anomalía que data de hace muchos años.  Añadió que hay numerosos jefes de familia que pagaron la totalidad de los dividendos hipotecarios y, por lo tanto, no es lógico ni acorde a la equidad que postulen nuevamente a un subsidio.

Otro aspecto que llama su atención es la circunstancia que los afectados por polimetales deban postular a los subsidios para reparación, en la forma que contempla el artículo 11 de la propuesta.

El Honorable Senador señor Rossi, aseveró que ha habido un cambio en la evaluación de la autoridad en relación a las viviendas afectadas que se deben relocalizar, y aquéllas que permanecerán en el mismo lugar una vez que se ejecuten las medidas de mitigación, señalando a vía de ejemplo el cambio de opinión respecto de los sectores Industriales III y IV. 

Coincidió con lo aseverado anteriormente, en el sentido que en la ley debe explicitarse que no se trata de un subsidio, lo que debe hacerse extensivo al valor comercial de las viviendas, ya que los habitantes de Arica compraron una propiedad sin saber la catástrofe que ocurriría posteriormente.

La Honorable Senadora señora Alvear, consultó si existe un catastro de las personas afectadas, solicitando, en el evento que exista, se señale los criterios que se consideraron en su confección y, si no lo hay, que se indique cuáles parámetros se considerarán.

Luego preguntó dónde se relocalizará a las familias afectadas, que es un tema que preocupa sobremanera a los dirigentes de polimetales de Arica.

Aseveró que en la Comisión Mixta hay consenso en orden a que la solución que se otorgue, no puede implicar la postergación en la entrega de otros subsidios para la vivienda en la ciudad de Arica, y además, debiera hacerse con recursos extraordinarios.

El Honorable Diputado señor Baltolu expresó su coincidencia con lo planteado anteriormente, respecto a la necesidad de entregar a los afectados por polimetales una solución legislativa igual del mismo alcance que la dada a los afectados por la erupción del Volcán Chaitén.

Señaló que entiende que una persona puede tener sólo una vez un subsidio, y que no es válido entender que los afectados por polimetales entreguen sus casas como ahorro previo, puesto que no serán propietarios de dos viviendas, añadiendo que un numeroso grupo de familias  no desea ser erradicada, ya que sus viviendas tienen un valor mayor que las que se les asignarán, añadiendo que existe un canje de viviendas que debe quedar reflejado en la ley.

Continuó afirmando que el Ministerio del Medio Ambiente debe identificar los lugares del polígono en que existe contaminación, ya que si existe necesariamente se habría expandido al interior de las casas que ahí se encuentran, concluyendo que en este proceso lo que existe es una compensación.

El señor Ministro de la Vivienda y Urbanismo expresó que el subsidio que se otorgará no requiere ahorro previo, ya que se puede eximir de éste cuando se trata de una asignación directa, señalando que lo mismo se hizo con los subsidios que se entregaron después del terremoto.

Añadió que esta modalidad se está aplicando en Cerro Chuño, caso en el cual los pobladores que se erradicarán han entregado sus viviendas  para obtener una nueva casa, señalando que ya hay 260 viviendas con inicio de obras, además de 194 viviendas cuyas bases de licitación ya están aprobadas, y 200 que ya cuentan con terrenos que serán expropiados, aseverando que sólo hay 60 personas que no han transado su propiedad, lo que indican que las familias valoran más las nuevas propiedades que las que tenían en Cerro Chuño.

El asesor de polimetales del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, señor Gonzalo Cerda, señaló que las acciones realizadas por el Ministerio se han efectuado en base al Plan Maestro elaborado en septiembre del año 2009, y que el Catastro se hizo conjuntamente con Mideplan, se catastró todo el polígono considerando la Ficha de Protección Social de cada afectado.  Agregó que en el caso de Cerro Chuño se adecuó también en relación a los planes de loteo de las poblaciones que se habían construido, efectuándose un cruce entre el catastro de familias que se encuentran viviendo en el lugar con el plano de loteo  de las poblaciones  existentes. 

El Honorable Senador señor Orpis consultó qué acciones considera adoptar el Ministerio respecto de aquellas personas que no quieren ser erradicadas, ya que la decisión de erradicar Cerro Chuño se adoptó para la totalidad de los pobladores, preguntando si se ha considerado la posibilidad de expropiar.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi consultó que sucederá con los sectores Industriales III y IV, que según entiende, no serán erradicados, en circunstancias que en un principio se había adoptado la decisión de cambiarlos. 

El señor Ministro de la Vivienda y Urbanismo señaló que efectivamente en el caso señalado por el Senador Orpis se considera la expropiación; y que respecto de Industriales III y IV  la idea es que se efectúe la reparación de las viviendas, y que tales medidas unidas a la ejecución de los planes de mitigación posibiliten que no sea necesaria la relocalización.

El señor Gonzalo Cerda expresó que el Plan Maestro deja abierta esta situación, dispone que hay que relocalizar familias, pero no señala que todas las familias deban ser erradicadas, puesto que si no hay una declaración de inhabitabilidad el Ministerio no puede obligar a las familias a trasladarse.

El Honorable Diputado señor Vargas precisó que los afectados de los sectores industriales III y IV no quieren abandonar sus propiedades por el alto valor de las mismas, ya que los propietarios han realizado importantes mejoras en ellas, y por lo tanto, sus viviendas no pueden ser tasadas en $12.000.000, sino que en el doble de ese valor.

El asesor de polimetales, señor Cerda, expresó que las familias que han consentido en la erradicación tenían casas que originalmente les costaron aproximadamente 400 unidades de fomento, agregando que las propiedades que recibirán son de un valor de 640 unidades de fomento, y que por tal razón el 90% de los propietarios ha aceptado la transacción.

Ante una consulta de la Honorable Senadora señora Alvear relativa a si el proyecto no  afectará a terceras personas que por aplicación del programa sean privadas de sus subsidios, aseveró que este es un Programa diferente y que ello no ocurrirá.

El Honorable Senador señor Orpis, aseveró que si es así, debiera consignarse expresamente en el articulado del proyecto que este programa extraordinario no afectará a los programas normales u ordinarios del Servicio de la Vivienda y Urbanismo.

El Honorable Diputado señor Baltolu consultó la razón por la cual no se erradica a la totalidad de los pobladores de Cerro Chuño, considerando que se ha declarado como zona contaminada,  lo cual, aseveró, es tan evidente que numerosas familias han abandonado y entregado su patrimonio en aras de obtener un bien superior como lo es la salud para sí, y sus familias. 

El señor Ministro de Medio Ambiente subrogante, señor Ricardo Irarrázabal expresó que esa Secretaría de Estado se encuentra dedicada a obtener un excelente suministro de información para materializar las acciones contenidas en la proposición del Ejecutivo, particularmente en lo relativo a la evaluación del riesgo ambiental, y también la evaluación en las personas que se encuentran expuestas a ese riesgo.

Expresó que en tal sentido la actualización del estudio existente, entregará antecedentes más precisos en relación a los puntos de muestreo no sólo del suelo y subsuelo, sino que también de aire y agua, que es fundamental para conocer cómo interactúan los componentes ambientales, y así llevar a cabo de buena manera las acciones que le encomienda este proyecto de ley.

Refirió que la existencia de estos estudios posibilitará la dictación del decreto que, por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, determinará las zonas con presencia de polimetales, que en definitiva permitirán precisar las acciones que se realizarán en salud, vivienda y medio ambiente, según lo establece el artículo 3° de la propuesta.  Agregó que lo expuesto guarda relación con lo señalado en el inciso segundo del artículo 16° que dispone que como consecuencia de los estudios semestrales que realice el Ministerio del Medio Ambiente destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica, se deberán definir las zonas de riesgo y el perímetro de intervención, así como la zona contaminada con polimetales, con el objeto de proteger la salud de los habitantes de la ciudad de Arica.

Puntualizó que el Ministerio del Medio Ambiente deberá dictar un Reglamento en relación a estos estudios, los que deberán ser permanentes, continuos, y semestrales, ya que al existir un pasivo ambiental es posible que al tomar una muestra el día de hoy no aparezcan contaminantes, situación que probablemente cambiará posteriormente debido a la existencia de ese pasivo ambiental.

Manifestó que el Ministerio comenzará los estudios en base a los últimos estudios, y que desde ya se encuentra realizando un estudio con recursos del FNDR para conectar los muestreos de aire, suelo, subsuelo y agua, y así determinar la zona de contaminación y la zona de riesgo y verificar si existe un nexo causal entre lo que es el suelo contaminado y el aire.  Por ello, concluyó es vital la pronta aprobación de este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Orpis expresó que le asisten dudas por la existencia de diversos catastros considerados en la propuesta, manifestando su inquietud por la posible colisión de unos con otros, citando el artículo 6° que alude a un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación,  Reiteró que el origen del problema es la salud de las personas, que se encuentra vinculado con el territorio, vale decir si una persona vive en una zona de riesgo, lo más probable es que la persona termine contaminada, tal como sucedió en la ciudad de Arica. 

Por ello consultó cuál es el catastro que prevalecerá, exponiendo que un catastro puede determinar que cierta zona no debe erradicarse por no estar contaminada, pero también puede ocurrir que a esa zona llegue a radicarse una persona que efectivamente esté contaminada, consultando cómo se resolverá la superposición de estos dos valores, añadiendo que, a su juicio, lo que debe primar es la salud.

El Honorable Senador señor Rossi, aseveró que si un paciente tiene secuelas por presencia de polimetales, debe ser catastratado y debe ser considerado beneficiario, agregando que lo que se evalúa cuando se efectúa un estudio de suelo, subsuelo, aire y agua, es una evaluación del territorio para determinar si el mismo puede ocasionar un daño a la salud, ya que cada persona tiene una respuesta diferente frente al medio ambiente, y de hecho cuando se remedia o mitiga  la situación va cambiando.  Afirmó que esa es la importancia del artículo 16 de la propuesta que impone al Ministerio del Medio Ambiente la obligación de realizar estudios semestrales.

Enseguida, solicito se muestre el polígono de las zonas que se erradicarán.

El Honorable Diputado señor Baltolu expresó que es preciso determinar a ciencia cierta si el polígono continúa o no contaminado, y si no está contaminado, las personas que permanezcan allí deben practicarse nuevos estudios de salud, ya que actualmente no se sabe si los órganos internos  han sido dañados.  Asimismo, el Ministerio de Salud les debe entregar una credencial para que sean atendidos por los servicios especializados de salud, ya que se trata de exámenes de alto costo que no pueden financiar los afectados.

El Ministro del Medio Ambiente Subrogante, señaló que es clave entender que el Reglamento definirá una zona contaminada, una zona de riesgo y un perímetro de riesgo.

La fijación de un perímetro de riesgo tiene por objeto no sólo intervenir en zona contaminada; se trata de que también se pueda intervenir en el perímetro de riesgo, de modo que una persona afectada puede cambiar de ciudad, debiendo quedar claro que lo que importa es que se otorgue atención a las personas contaminadas.

Aseveró que esta clasificación es necesaria para que el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo pueda evaluar la zona de relocalización, señalando que estas tres categorías permitirán una toma de decisiones adecuada fundada en antecedentes técnicos.

El Honorable Senador señor Orpis expresó que existe claridad en cuanto a que el decreto determinará, en términos genéricos, qué sectores serán erradicables y cuáles serán objeto de medidas de mitigación, básicamente en espacios públicos, y respecto de las viviendas particulares a través del Subsidio de Patrimonio Familiar.

Reiteró que debiera quedar consignado en la ley que el hecho que un afectado aborde el tema de la mitigación a través del Subsidio Patrimonio Familiar no lo inhibe para que, en un futuro, pueda postular a un subsidio normal,

Asimismo, manifestó su preocupación por el bajo monto del Subsidio Patrimonio Familiar solicitando que en caso de no alcanzar quede explicitado en la ley, que en tal caso, es posible aumentar su monto tal como ocurrió con las viviendas dañadas por el sismo de 2010, oportunidad en la cual en localidades muy afectadas  se otorgaron subsidios de hasta 200 Unidades de Fomento por vivienda.

El señor Ministro de la Vivienda y Urbanismo expresó que no hay inconveniente en que se entregue un subsidio mayor, ya que actualmente hay una disponibilidad de $ 3 mil millones, lo que calificó como de más que suficiente.

Agregó que considera posible consignar en la ley que si el monto del subsidio no alcanza, se otorgarán  los recursos necesarios para ello, ya que así se ha hecho en otras situaciones de emergencia.

El señor Ministro de Salud, doctor  Jaime Mañalich, manifestó que cuando la autoridad sanitaria se encuentra frente a la necesidad de actuar ante potenciales riesgo de contaminantes existentes por décadas, lo primero que se le ocurre es enfrentar el problema como se ha hecho en la ciudad de  Arica.

Añadió que en Arica existen estudios realizados hace 3 años por la Secretaría Regional Ministerial de Salud, los que no pudieron demostrar que existía daño evidente, vale decir enfermedades asociadas a la contaminación por polimetales, estos exámenes se repitieron el año 2010, mediante un estudio de la Universidad Católica, encontrándose niveles altos, sin embargo tampoco se pudo demostrar un daño evidente, ya que la muestra era relativamente pequeña.

No obstante lo anterior, el Ejecutivo decidió que era necesaria la existencia de una ley con financiamiento, con medidas concretas que permitan continuidad en las acciones a realizar.

En ese contexto, afirmó, se hace un primer esfuerzo en este proyecto de ley, estableciendo la creación de una Autoridad Coordinadora, efectuando una optimización de los recursos humanos y de los instrumentos de medición; también se pondrá en marcha un Laboratorio de Salud Ambiental; se efectuará un monitoreo permanente de la calidad del aire y del suelo, y se hará el seguimiento de las personas afectadas y de la población potencialmente contaminada.

Refirió que las acciones de salud son las siguientes:  se han ingresado alrededor de 11.000 personas a estudios entre los residentes del área afectada; se han efectuado 2.700 interconsultas, lo que ha sido complejo, ya que el 28% de las mismas no concurre a la interconsulta, también se han tomado 11.000 muestras de plomo y otras tantas de arsénico, las cuales están siendo validadas por el Instituto de Salud Pública (92% procesadas).

Aproximadamente un 0,4% de las personas evaluadas presenta niveles de plomo elevado en su sangre, lo que calificó como de serio; en tanto que un 13,4% presenta altos niveles de arsénico, que es altamente cancerígeno y también se han efectuado streamings en el nivel educacional.

El Honorable Diputado señor Vargas refirió que a los ex trabajadores de Ferrocarriles del Estado, expuestos a la contaminación por polimetales procedentes de Bolivia, no se les permitió efectuarse exámenes en los servicios de salud por el hecho de ser jubilados, consultando si el señalado grupo de ex trabajadores se encontraría incluido en la proposición del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Rossi preguntó si el Ministerio de Salud ha efectuado un trabajo interno respecto de quienes serían beneficiarios, es decir, si se ha anticipado a lo establecido en la ley que dispone que los requisitos para ser considerados beneficiarios los determinará un reglamento.

El Honorable Senador señor Orpis manifestó su preocupación no sólo por el financiamiento de las acciones de salud, sino que por el presupuesto de todos los Ministerios involucrados, solicitando se consigne expresamente en esta iniciativa legal que en ningún caso la realización de estas acciones específicas podrá afectar a los programas ordinarios, o bien que se disponga que anualmente la Ley de Presupuestos deberá considerar los recursos para la ejecución de estos programas extraordinarios.

También consultó por la naturaleza jurídica del programa de salud a qué se refiere el numeral 1) del artículo 8° de la proposición del Ejecutivo, señalando que este debe quedar plasmado en un instrumento jurídico que otorgue la máxima certeza respecto de las acciones que incluye el programa, explicitando clara y detalladamente en qué consiste el mismo.

Enseguida, la Honorable Senadora señora Alvear se refirió al Informe Financiero que considera una gradualidad en los costos fiscales de las acciones de salud: es así como para el año 2011 establece un monto de $ 2.282.322 miles; para el año 2012 la suma asciende a $ 1.591.508 miles; para el año 2013 considera recursos por $ 1.419.577 miles, y para el año 2014 la suma es de $ 1.401.927 miles, consultando qué criterios se tuvo en consideración para efectuar ésta estimación plurianual.  Aseveró que tal estimación es engorrosa, por cuánto es difícil prever cuándo cesarán los efectos adversos en la salud de las personas, tampoco es posible determinar cuántas mujeres contaminadas o dañadas en su salud, sin conocerlo, se embarazarán en los próximos años, reiterando que obviamente se trata de un cálculo complejo.

El Honorable Diputado señor Baltolu consultó sobre la manera de garantizar el acceso a las prestaciones de salud a la población que actualmente no presenta síntomas de contaminación y que, en el futuro, podría ser afectada por patologías asociadas a la contaminación de metales pesados.

El Honorable Diputado señor Ascencio consultó si las acciones que contempla esta ley tienen un plazo de vigencia, ya que la misma sólo considera recursos hasta el año 2014.

El señor Ministro de Salud se refirió en primer término a la inquietud planteada por la Honorable Senadora señora Alvear, aseverando que se optó por la dictación de una ley que asegure estabilidad en el tiempo a las personas contaminadas y a la población potencialmente afectada, añadiendo que además de los recursos presupuestados plurianualmente, el artículo 19° de la proposición establece que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de estas acciones será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Señaló que si bien no se puede efectuar un cálculo anticipado del gasto, se ha considerado una inyección fuerte de recursos para el primer año, que incluye la creación de un laboratorio ambiental, montaje de maquinaria, traslado de profesionales, análisis de orina y sangre, screamings, etc., agregando que en la medida que se determine correctamente a los beneficiarios el número total de personas a las que se debe hacer seguimiento disminuirá, y de ello da cuenta este presupuesto plurianual decreciente. 

Expresó que en base a la experiencia acumulada es posible avanzar en acotar aún más quienes son los beneficiarios, y respecto de las acciones que incluye el programa de salud afirmó que se mantendrá un tamizaje en un muestreo de niños; se considera también a los ex trabajadores de Promel S.A. y a los de Ferrocarriles del Estado, aseverando que se efectuarán 2.500 estudios epidemiológicos y se mantendrán las mediciones en los alimentos de consumo habitual en la Región y mediciones en agua potable, suelo y aire. 

El Honorable Senador señor Orpis expresó que precisamente porque es difícil efectuar una proyección del gasto, en el tema del tratamiento médico se debe explicitar claramente cuáles son las acciones médicas que se incluyen en aquél, expresando que si un tratamiento requiere traslado a centros especializados que no existen en la Región, el programa necesariamente debe explicitarlo, y de esta manera se obtendrán los recursos del Tesoro Público para llevar a cabo estas acciones.

El Honorable Diputado señor Baltolú requirió información sobre el tipo de soluciones y acciones que considera el programa de salud.  Asimismo consultó respecto a la situación de las personas contaminadas que se encuentran adscritas al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, preguntando si ellas serán consideradas como beneficiarias.

Sobre el particular el señor Ministro de Salud afirmó que esta ley beneficiará a aquellas personas que padecen de enfermedades o malformaciones que la ciencia médica estima como asociadas a la exposición a polimetales, y en ese sentido no podría  ser reclamable un beneficio que no guarda relación alguna con el riesgo vinculado a la dicha exposición.

Respecto a cómo operará esta ley en relación a personas afectadas que pertenezcan al régimen previsional de las Fuerzas Armadas,  aseveró que serán beneficiarias de los programas y acciones contempladas en esta ley en la medida que hayan sido o sean afectadas por exposición a polimetales.

La Honorable Senadora señora Alvear concluyó expresando que debe contemplarse con mayor especificidad en el proyecto las atenciones y programas que se llevarán a cabo, de manera que los recursos para la ejecución de tales acciones se provean anualmente en la Ley de Presupuestos del Sector Público. 

 - - -

En sesión celebrada el día 6 de septiembre de 2011, expuso el Subsecretario de Educación, señor Fernando Rojas.
El señor Subsecretario expresó que la proposición del Ejecutivo en materia de acciones de salud, contempla tres áreas, las cuales pretenden focalizar e intensificar las acciones en niños contaminados, con el propósito de contrarrestar el nivel de daño y de secuelas que presentan, éstas abarcan los siguientes aspectos:

1) Aquella destinada a realizar acciones de reforzamiento para alumnos con rendimiento deficiente que sean beneficiarios de esta ley.  Señaló que en la comuna de Arica de un universo de 52.000 estudiantes existe un número de 12.000 que se considera prioritarios, señalando que éstos últimos presentan dificultades de aprendizaje.

Agregó que en tal contexto el programa Habilidades para la Vida, dirigido a niños y niñas del Primer y Segundo Nivel de Transición de Educación Parvularia y los Escolares de primer ciclo básico, tiene por objeto disminuir los daños en la salud mental, elevar las competencias y habilidades personales a fin de contribuir al éxito en el desempeño escolar.  Refirió que este es un Programa que busca una intervención psico-social integral en conjunto con psicólogos y apoderados e involucra a la familia para dar un desarrollo que impida el abandono y la deserción escolar.

Señaló que en este aspecto también se incluye el Programa de Alimentación Escolar PAE, que considera una minuta especial de alimentos ricos en nutrientes, tales como calcio y proteína para paliar los efectos de los metales pesados, aclarando que este programa regirá a partir del año 2012, puesto que este año no se alcanzó a modificar las bases de la licitación. 

2) Implementación de un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por esta ley.

3) Focalización en los alumnos afectados de asistencia brindada por los distintos programas que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas. 

Enseguida hizo entrega de una Minuta que contiene un detalle de la implementación de los señalados Programas, desglosados por establecimiento educacional, y que se anexa como parte integrante de este informe.

El Honorable Senador señor Orpis, expresó que en ningún momento escuchó que el señor Subsecretario hiciera referencia a la existencia de un daño permanente en los niños, agregando que los programas a que aludió son comunes para todos los establecimientos educacionales, manifestando que es preciso crear programas focalizados al daño de los niños afectados.

Agregó que en la materia lo relevante es efectuar un chequeo que permita conocer el daño cognitivo y neurológico de los estudiantes afectados, ya que siempre presentarán una desventaja respecto de los demás niños del país y, en esa perspectiva, expresó que es necesario la creación de una beca para educación, especialmente para educación superior.

El Honorable Diputado señor Vargas coincidió con las aseveraciones del Honorable Senador señor Orpis, manifestando que no divisa un trato especial para estos alumnos y que solamente se les aplicará los programas regulares de todos los colegios.  También puso énfasis en la necesidad de instaurar una beca, especialmente para la educación superior.

El Honorable Senador señor Rossi afirmó que los aspectos educativos en las políticas reparatorias siempre han estado descuidados, manifestando temor de que ello se repita en esta ocasión  Afirmó que si bien pueden existir programas nacionales que tengan un impacto positivo en niños con problemas de aprendizaje derivados de la exposición a polimetales, es necesario considerar la aplicación de programas educativos de mayor especificidad.

Enseguida consultó sobre el número de beneficiarios, los requisitos para ser calificado como tales, la cantidad de recursos considerados para programas educativos especiales, y cuál sería la cobertura a partir del año 2012, agregando que los datos que se observan en la Minuta entregada por el señor Subsecretario guardan relación con los programas ordinarios ya existentes.

Agregó que considera de la máxima importancia la aplicación de programas especializados que respondan efectivamente al daño que se ha provocado en la parte cognitiva de los estudiantes.

El señor Subsecretario de Educación, procedió a dar respuesta a las inquietudes expuestas.


Expresó, en primer término, que efectivamente lo que ha planteado son programas nacionales y que el Ministerio de Educación tiene conciencia de la necesidad de reforzar y generar acciones especiales, atendidas las características de estos alumnos.  Aseveró que el Ministerio no cuenta con una evaluación que le permita afirmar si el daño será permanente o transitorio, coincidiendo en la necesidad de efectuar tales evaluaciones  y determinar el grado de intervención que es necesario llevar a cabo.

Agregó que no es fácil separar el nivel del daño o la dificultad que presenta el niño, ya que no se puede establecer cuánto es el porcentaje del daño que corresponde a exposición a metales pesados y cuánto es consecuencia de otros factores, o bien del entorno.

Respecto a la creación de una beca especial que considere estudios superiores aseveró que es una materia que el Gobierno está dispuesto a considerar.

El Honorable Senador señor Navarro señaló no entender las razones por las cuales se hace una evaluación separada de daños, en circunstancias que es deber del Estado garantizar las mejores condiciones de salud independiente de cuál sea el origen del daño o enfermedad del afectado, debiendo el Estado otorgar una atención integral.

 - - -

En sesión celebrada el día 11 de octubre de 2011, la Comisión Mixta recibió en audiencia a los dirigentes vecinales de las zonas afectadas en la Comuna de Arica, a objeto de escuchar sus planteamientos en tormo a la proposición efectuada por el Ejecutivo.

La dirigente vecinal de la comuna de Arica, señora Myriam Aguirre, expuso las principales observaciones al estado de avance del Programa Maestro de Intervención en Zonas con Presencia de Polimetales en la ciudad de Arica.  En primer término, objetó el estudio epidemiológico donde se destaca a la ciudad de Arica como la segunda más contaminada del país, puesto que no se consideró una variable relevante, como son las malformaciones congénitas, además, el estudio cuestionado, afirmó, confunde a la opinión pública porque no aclara que la ciudad no es la contaminada, sino ciertos sectores de ella. 

Asimismo, el informe indica que se están efectuando los exámenes médicos pertinentes a la población, no obstante, ellos no reflejan la relación de causalidad respecto de la contaminación.  En Arica, sostuvo, los médicos del Centro de Atención Integral afirman que las enfermedades no se relacionan con la contaminación, contrariando lo asegurado por el profesor señor Andrei Tchernitchin, quien expresa que las enfermedades que padecen los pobladores de los sectores afectados son causadas por la contaminación existente en el lugar.

En el ámbito educacional, manifestó que existía un compromiso inicial con los menores asistidos por la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB) para la entrega de una colación adicional, lo que a la fecha no se ha cumplido.  De igual forma, se aseguró en su momento, la entrega de becas a las personas que ingresaran a la educación superior, sin exigírseles un nivel de excelencia académica, sino tan sólo la aprobación de cada una de las cátedras respectivas, justificado principalmente, en los daños motrices causados por la contaminación que impediría en algunos casos, un rendimiento óptimo.

En materia de vivienda, hizo ver la existencia de falencias en el sistema de beneficios, en especial, porque los otorgados son inferiores en calidad a los inmuebles que los afectados poseen en la actualidad, no habiéndose considerado las inversiones efectuadas por cada uno de ellos en sus respectivas propiedades.  Asimismo, manifestó que se ha generado un clima de molestia entre los vecinos por las diferencias surgidas entre quienes aceptaron inicialmente el beneficio y aquellos que persistieron en la obtención de una casa, en vez de un departamento.  De esta forma, los que optaron por la primera solución quedaron en una situación de desmedro respecto a las actuales viviendas que se ofrecen entregar, las que serían de mejor calidad.

Por otra parte, si bien reconoció que se han efectuado inversiones en los distintos sectores afectados, hizo presente que en algunos casos han resultado infructuosas, como los trabajos de fitorremediación donde se utilizaron químicos derivados de la caña de azúcar, que encapsulan los tóxicos y que son aptos para zonas secas.  Sin embargo, inesperadamente precipitó en Arica, lo que tornó inútil el gasto.

También indicó que en el informe de avance se señalan adelantos en sectores como Villa Alborada, que aún no han sido intervenidos, ni remediados ni mitigados.

En otro ámbito, lamentó que a la fecha no se les haya dado a conocer el estudio efectuado por el laboratorio especializado, pese a haberse efectuado el año 2009.  Más aún, apuntó, dicho informe fue modificado sin la autorización respectiva.  Tampoco fue considerado, añadió, el estudio elaborado por la Policía de Investigaciones de Chile.

Finalmente, se refirió al programa de Atención a la Primera Infancia, denominado Tesoro Mío, el que fuera presentado por los distintos dirigentes vecinales, y que, según el mismo estado de avance, indica que el programa se elaboró para atender niños del sector afectado.  En efecto, declaró, existe una sede en el sector, pero que fue construida por los propios vecinos, y no como consecuencia del programa que se informa.  Es más, afirmó, las actuales dependencias sólo están en obra gruesa, ya que no se ha efectuado ningún trabajo de terminación.

La dirigente vecinal de la comuna de Arica, señora Patricia Solano, a su turno, agradeció a los parlamentarios y demás autoridades la oportunidad para exponer la problemática que los aqueja, pero acotó que parte importante de los avances informados, específicamente en infraestructura urbana, aún no se han concretado.

Al mismo tiempo, corroboró lo manifestado por la señora Aguirre, en cuanto a que la examinación médica de los pobladores de las zonas afectadas no se ha llevado a cabo, sino simplemente se han hecho controles de rutina sin mayor profundidad.

Por último, respecto a la erradicación de las poblaciones Los Industriales III y IV, no estuvo de acuerdo con aquellos que sostienen que esos sectores no están contaminados, ya que tal vez no existan documentos que así lo acrediten, pero las enfermedades que sufren los vecinos de los sectores mencionados, dan cuenta de lo contrario.

El dirigente de los trabajadores de la empresa Promel, señor Arturo Flores, sostuvo por su parte que las personas que desempeñaron labores en las empresas del sector que causaron contaminación, han sido excluidas del informe que se analiza en esta sesión.  El grupo de trabajadores que representa fue derivado a la mutual de seguridad como aplicación de la ley de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, sin existir un catastro de las personas involucradas.  Añadió que mediante Ordinario N° 14.411 se comunicó que si a los trabajadores examinados no se les detecta plomo u otro metal pesado, los costos médicos serán de su cargo, instructivo con el cual se mostró en total desacuerdo.

La dirigente vecinal del sector Los Industriales I, señora Sonia Araya, compartió las opiniones vertidas por los demás dirigentes, y a su vez, consultó por la situación de los vecinos que no serán erradicados, planteando la posibilidad de que en su lugar, se otorguen beneficios para el mejoramiento de viviendas, pavimentación de calles, incorporación de productos vegetales que captan los agentes contaminantes existentes en el suelo, entre otros.

La dirigente vecinal del sector Los Industriales III, señora Marta Quisbert, por su parte, puso énfasis en el mejoramiento de los espacios públicos del sector que representa, indicando que el estado de avance informa la aprobación del Gobierno Regional de Arica y Parinacota, de un presupuesto por $191.000.000.- de pesos para la ejecución de los trabajos de pavimentación, instalación de arbustos, macetas, cubos y cilindros de hormigón, bolardos, postes tipo pagoda y luminarias.  Lamentablemente la ejecución de las obras aprobadas, señaló, no fue lo solicitado por los vecinos del sector, quienes aspiraban a ser erradicados del lugar, debido a las enfermedades provocadas por la contaminación.

La dirigente vecinal de la comuna de Arica, señora Nancy Montecinos se mostró desilusionada por la ausencia de propuestas definitivas para solucionar los problemas que afligen a los vecinos de las zonas contaminadas, luego de tanto tiempo transcurrido desde el inicio de la discusión del presente proyecto de ley, por tal motivo solicitó a los señores parlamentarios darle prioridad a la tramitación de la iniciativa legal para evitar así, que las personas afectadas sigan sufriendo las consecuencias de la contaminación.

La dirigente vecinal de la comuna de Arica, señora Juana Jara, declaró que en reunión sostenida el 27 de septiembre del presente año, S.E. el Presidente de la República pudo constatar in situ la situación de los vecinos de las localidades afectadas, manifestando su interés en la implementación de medidas para resolver la problemática, sin embargo, el medio idóneo para ello, acotó, es la aprobación de la iniciativa legal en discusión, por lo que pidió a los señores parlamentarios y autoridades involucradas poner el máximo esfuerzo en concluir a la brevedad la tramitación del presente proyecto de ley.

La dirigente vecinal de la comuna de Arica, señora Beatriz Suarzo, ratificó lo expresado por los demás dirigentes y agregó que el daño es de tal magnitud, que la mayoría de las personas adultas afectadas se ve imposibilitada de desempeñar un trabajo remunerado, razón por la cual demanda del Estado, a través de sus representantes, la concesión de beneficios que compensen los perjuicios ocasionados.

La dirigente vecinal del sector Los Industriales II, señora Cristina Sáez, concordó con lo manifestado por los otros representantes e insistió en la necesidad de ser erradicados del lugar porque consideró como única solución viable para terminar con la contaminación que afecta a la población, abandonar el sector en que habitan y ser reubicados en un ambiente saludable para todos.

La dirigente vecinal del sector Los Industriales I, señora Rosa Medina, reiteró lo declarado por los demás representantes e instó a las autoridades del Ejecutivo a trabajar en conjunto con los sectores vecinales, ya que son los pobladores afectados quienes conocen mejor las necesidades de la comunidad.

La dirigente vecinal del sector La Alborada, señora Trinidad Segovia, preguntó por la posibilidad de reunirse en un período próximo, con todos los representantes de los ministerios involucrados en la solución del conflicto que les atañe, lo que facilitaría el despacho del presente proyecto de ley, con los consiguientes beneficios que ello implicaría para la ciudadanía.

El Honorable Senador señor Rossi solicitó a la Comisión sostener una reunión con los Ministros sectoriales para estudiar la implementación de las medidas solicitadas por los vecinos, ya que hizo presente que algunos de los beneficios solicitados están fuera del alcance del proyecto de ley que se debate.

El Honorable Senador señor Orpis, a su turno, destacó la exposición efectuada por los distintos representantes de la comunidad local, lo que calificó como necesario para cerrar el debate antes de la votación particular de la iniciativa legal.  Puso de manifiesto también, que el proyecto original ingresado a la Honorable Cámara de Diputados sólo delegaba facultades en el Presidente de la República para tomar las medidas necesarias que mitigaran los efectos de la contaminación en las localidades de la ciudad de Arica, pero no implementaba medidas concretas, como sí lo pretenden las modificaciones introducidas durante el trámite parlamentario.

La Honorable Senadora señora Alvear retomó la solicitud efectuada por la señora Segovia, consultando al representante del Ejecutivo por la viabilidad de programar una reunión de trabajo entre los señores Ministros y los dirigentes vecinales para tratar las medidas necesarias que absorban las inquietudes de la comunidad.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, señaló comprender las preocupaciones de los vecinos, pero solicitó separar la discusión del Plan Maestro de Contingencia y Mitigación y el proyecto de ley en estudio.  Precisó además, que una parte importante de los compromisos asumidos por el Ejecutivo se han cumplido, lo que se ha reflejado, argumentó, en los beneficios que se han incorporado a la iniciativa legal en debate.  Por otro parte, con respecto a las apreciaciones que se han vertido sobre el Plan, aclaró que las obras no se han efectuado porque los recursos sólo fueron aprobados el 12 de agosto del año 2011, proyectándose la finalización de las mismas, recién a fines del mes de febrero del año 2012.

Asimismo, se comprometió a comunicar a los señores Ministros la petición formulada por Su Señoría, sin embargo, expresó, la realización de una posible reunión dependerá de la agenda de cada autoridad.

Finalmente, respecto a los beneficios en materia de vivienda y educación para los vecinos afectados en la ciudad de Arica, puntualizó que el Ejecutivo se compromete a la creación de un subsidio especial para la postulación a viviendas, que se denominará Subsidio Polimetales de Arica, que exigirá ciertas condiciones, pero no requerirá ahorro previo de los solicitantes.  En segundo término, indicó que se incorporará en el presente proyecto de ley, una beca especial para estudios de educación media y superior, cuyo contenido y forma se señalará en un reglamento que se dictará al efecto.

El Honorable Diputado señor Baltolu concordó con la solicitud planteada al Subsecretario, y expresó su confianza en las gestiones que se efectuarán con cada uno de los ministerios para concretar la reunión con los dirigentes vecinales de Arica.  Igualmente, consideró indispensable suspender la ejecución de las obras paralelas que se están desarrollando en la ciudad, hasta la implementación total del Plan Maestro de Contingencia y Mitigación, ya que a la fecha se han realizado trabajos parciales que no logran el beneficio requerido por la comunidad, distrayendo recursos económicos y humanos.

El Honorable Senador señor Horvath solicitó a su vez, que al momento de la discusión particular del presente proyecto de ley, asistan los señores Ministros del sector atingente a cada propuesta concreta, lo que permitiría una discusión más fluida de cada uno de los temas. 

- - -

En sesión celebrada el 18 de octubre de 2011, la señora Presidenta de la Comisión Mixta, Honorable Senadora señora Soledad Alvear, recordó que en la sesión anterior expusieron los dirigentes de polimetales de la ciudad de Arica, quienes hicieron presente a la Comisión Mixta las observaciones, dudas y reparos que les merecía la proposición del Ejecutivo.

Enseguida, consultó al señor Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado si los Ministerios involucrados habían recogidos las observaciones señaladas.

El Subsecretario, señor Claudio Alvarado manifestó que el Ejecutivo ha recogido los planteamientos y observaciones efectuadas tanto por los Honorables integrantes de esta Comisión Mixta, como por los dirigentes vecinales, a los que se referirá a continuación:

Se enviará una nueva redacción al texto de los artículos 10° y 13° de la proposición del Ejecutivo, que dicen relación con las acciones en materia educacional, de vivienda y de mitigación.

Señaló que en lo relativo al diagnóstico sobre el daño cognitivo de los estudiantes afectados por contaminación, la propuesta que se formalizará próximamente, considera incorporar un nuevo numeral 3) al artículo 10°, que contempla la realización de estudios realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud, que permitan detectar el daño y el grado de afectación experimentado por los alumnos beneficiarios de esta ley. 

Enseguida, refirió que también se establecerá un Programa Especial de Becas de Mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Agregó que un reglamento expedido a través del Ministerio de Educación determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de adjudicación de la beca en cuestión.  Recordó que esta materia obedece a un petición expresa de la Comisión MIxta, que el Ejecutivo en su oportunidad acogió parcialmente, que se ha replanteado al ministerio sectorial, acogiéndose en su totalidad. 

En materia habitacional, la propuesta que se someterá a consideración de la Comisión Mixta incorporará un artículo 13°, nuevo, mediante el cual se crea el Subsidio Habitacional Polimetales de Arica, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.  Un Reglamento expedido a través del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación del subsidio en cuestión.

El referido subsidio se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones en materia de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley, facultando a las mismas para optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas. 

La nueva proposición del Ejecutivo, aseveró, considerará la entrega de un subsidio especial, para el mejoramiento y reparación de viviendas cuyas condiciones permitan su habitabilidad, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Concluyo el señor Subsecretario señalando que, en definitiva, la nueva propuesta da efectiva solución al tema de las Becas, a la vez que precisa que los subsidios, tanto el Subsidio Habitacional Polimetales de Arica como el Subsidio de Habitabilidad, no requerirán ahorro ni concurso previo.

El Honorable Diputado señor Vargas reiteró que el monto del subsidio no alcanza para el recambio de aquellas casas de un valor mayor, solicitando se considere tal situación y se otorgue un monto mayor al de los subsidios ordinarios.

Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis, se refirió al artículo 1° del Título I de la proposición del Ejecutivo, que establece el ámbito de aplicación de las acciones que contempla la ley, el que se circunscribe sólo a la ciudad de Arica.  En tal sentido, señaló, que la aplicación debiera efectuarse  a la Región de Arica y Parinacota, puesto que en la Provincia de Parinacota, comuna de Putre, se ubica la localidad de Copaquilla, lugar en que se depositaron polimetales y gran cantidad de cianuro.

Añadió que el tema de la localidad de Copaquilla es delicado por cuanto ésta se ubica en el Valle de Azapa, que podría contaminar el cultivo de verduras, afectando en definitiva también a la ciudad de Arica, por lo que concluyó señalando que es necesario proceder a su remediación.

El Honorable Diputado señor Vargas aseveró que la situación de Copaquilla es altamente riesgosa, puesto que ahí se acopiaron toneladas de diversos polimetales, cianuro y otras sustancias por parte de Promel S.A., las que se encuentran depositadas en una quebrada al costado del afluente del Río San José, de manera que si no hay remediación cualquier lluvia fuerte haría caer estos depósitos a las aguas de la ciudad de Arica. 

El señor Subsecretario aseveró que transmitirá esta inquietud a los Ministerios de Salud, Medio Ambiente, y Vivienda y Urbanismo, agregando que no está en condiciones de pronunciarse sobre la materia, aseverando que si bien comparte el criterio de los Honorables señores parlamentarios, es necesario conocer previamente si los Ministerios sectoriales disponen de evaluación y estudios, y cuál sería la complejidad y la dimensión del tema para adoptar una decisión.

Refirió que todos los planes y programas considerados en la proposición del Ejecutivo corresponden a los contenidos en los planes y programas de mitigación que se aplican en la ciudad de Arica, los que se pretenden consagrar en un cuerpo legal, como lo solicitó la Comisión Mixta, evitando así eventuales actos discrecionales. 

Enseguida, se efectuó un breve análisis del artículo 2° de la proposición, que dispone que un reglamento, expedido a través del Ministerio de Salud, establecerá los criterios, requisitos y procedimientos para determinar a los beneficiarios de las acciones del programa establecido por la presente ley.  A su vez, el inciso segundo de la norma establece que la resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario de las acciones del programa, será reclamable conforme a lo señalado en la Ley N° 19.880, sobre Bases de los Procedimientos Administrativos.

El Honorable Senador señor Horvath recordó que en un comienzo las autoridades sectoriales cuestionaron el estado de salud de las personas afectadas, e incluso la compararon con la de la población de la ciudad de Antofagasta, que corresponde a una zona minera, por lo tanto, agregó, no le parece apropiado entregar únicamente al Ministerio de Salud la facultad de determinar los criterios y requisitos para acceder a la calidad de beneficiario.

Por su parte el Honorable Senador señor Orpis manifestó su desacuerdo en orden a que la calidad de beneficiario quede sujeto a lo que determine un Reglamento, señalando que tal calidad debe quedar definida en la ley.  Para ello propuso se considere como tal a los habitantes de Arica y Parinacota que hayan mantenido dicha condición por 10 años continuos o discontinuos; a los propietarios de vivienda incorporados por la Autoridad Coordinadora en el catastro respectivo, y también, a quienes hubieren mantenido una relación laboral con las empresas que internaron o transportaron estos desechos tóxicos y que, debido a su trabajo, se vieron expuestos a la contaminación.

Enseguida, señaló que sin perjuicio de los recursos que se establecen en la Ley de Procedimientos Administrativos para quienes hayan quedado al margen de la calidad de beneficiario, es preciso consignar que las personas siempre podrán recurrir a la justicia ordinaria.

La Honorable Senadora señora Alvear aseveró coincidir con los planteamientos anteriores, afirmando que es complejo entregar a un Reglamento dictado por una sola autoridad la determinación de los requisitos para ser beneficiario.

No obstante lo anterior, agregó que si bien la determinación en la ley de la calidad de beneficiario otorga una mayor certeza, también presenta inconvenientes, puesto que si no se cubriera todos los hipotéticos casos que pudieren ocurrir, o si apareciera una categoría de personas afectadas por la exposición a polimetales que no estaba considerada, sólo cabría proceder a modificar el texto legal.




Ejemplificó sus aprensiones personificándolas en una mujer que hubiere vivido menos de 10 años en la zona contaminada, que luego se traslada a otra región, posteriormente se embaraza y su hijo nace con malformaciones o presenta problemas atribuibles a la exposición de la madre a los polimetales.

El Honorable Senador señor Orpis reiteró que es preciso, al menos, incluir a quienes mencionó anteriormente, señalando que, en todo caso, deja abierta la propuesta a otras situaciones que surjan durante el análisis del proyecto.

El Honorable Senador señor Horvath señaló que la ley debiera consignar los criterios que debe considerar el Reglamento para establecer la calidad de beneficiario, sin señalar taxativamente quiénes tienen tal calidad.

A su vez el Honorable Senador señor Orpis señaló que otra opción sería la de establecer que el Reglamento considere el conjunto de situaciones que refirió anteriormente. 

El Honorable Diputado señor Ascencio coincidió con lo planteado anteriormente, señalando que actualmente existe un universo de aproximadamente 12.000 potenciales beneficiarios, manifestando su inquietud por el hecho que se entregue al arbitrio de una autoridad la fijación de los requisitos y que eventualmente ello incida en una cantidad menor de beneficiarios.

El Honorable Senador señor Navarro criticó la ausencia de normas referidas a la disposición final de los residuos, ya que su mantención en el lugar donde actualmente se encuentran constituye un riesgo para la salud de la población, y podría ocasionar mayor contaminación en aire, suelo y agua.

Además, señaló que este es un programa que se ejecutará durante al menos una década, siendo partidario que la ley señale quién es la Autoridad Coordinadora, que en su opinión debiera tener el rango de Ministro de Estado.

El Subsecretario, señor Alvarado señaló que el Ejecutivo no ha determinado aún en la propuesta quién es la Autoridad Coordinadora con el propósito de escuchar las sugerencias de la Comisión Mixta.

El Honorable Diputado señor Baltolu señaló que es necesario considerar el universo de los beneficiarios particularmente en los temas de salud y de educación, ya que las materias de vivienda y medioambientales se resuelven de una sola vez.  Refirió que es preciso explicitar los beneficiarios en salud, agregando que se debe incluir expresamente a personas contaminadas afectas al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, y también a aquellos ex trabajadores, que son atendidos por mutuales, los que actualmente no son considerados en estos programas.

Enseguida, el Honorable Senador señor Orpis se refirió al artículo 4°, relativo a la Autoridad Coordinadora, señalando que sus inquietudes van más allá del grado jerárquico que se le asigne, aseverando que si bien el proyecto le entrega la facultad de coordinar los servicios públicos, nada dice respecto ante quién responden éstos últimos, debiendo otorgarse a la Autoridad Coordinadora competencia para exigir responsabilidades.  Al mismo tiempo la Autoridad Coordinadora debe ser responsable del cumplimiento eficaz del Plan y, por lo tanto, se la debe dotar de potestad ejecutora.

La Honorable Senadora señora Alvear estimó que la Autoridad Coordinadora no debiera ser parte de una entidad ejecutora, agregando que le parece conveniente que se radique en el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, atendida la naturaleza de las funciones que desarrolla este Ministerio.

A objeto de avanzar en la tramitación del proyecto, la Comisión Mixta acordó que los integrantes de la misma envíen sus sugerencias en relación al articulado a la Secretaría de la Comisión Mixta, con el propósito de que éstas sean remitidas al Ejecutivo para su análisis y respuestas.

------

En sesión celebrada el 13 de diciembre de 2011, el Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, señaló que recibidas las observaciones y sugerencias de los Honorables señores integrantes de la Comisión Mixta, el Ejecutivo ha efectuado, mediante Mensaje N° 438-359, de fecha 10 de diciembre de 2011, una nueva proposición para resolver la discrepancia surgida entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto, cuyo texto es del siguiente tenor:

“TÍTULO I

DEL PROGRAMA DE ACCIÓN

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.

Artículo 2°.- Beneficiarios.  Un reglamento, expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, establecerá los criterios, requisitos y procedimientos para determinar a los beneficiarios de las acciones del programa establecido por la presente ley.

El reglamento a que alude el inciso anterior deberá ser dictado dentro de 6 meses contados desde la publicación de la presente ley.

La resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario, será reclamable ante la autoridad competente conforme lo dispuesto en la ley N° 19.880, de 2003, de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 3°.- Zona con presencia de polimetales.  Para efectos de esta ley, se entenderá como zona con presencia de polimetales como aquella zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación por polimetales, emplazada geográficamente en la comuna de Arica.

El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, el que deberá ser suscrito por el Ministerio de Salud, determinará la zona con presencia de polimetales, utilizando los estudios ambientales aludidos en el artículo 15° de esta ley como antecedentes fundantes.

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COORDINADORA

Artículo 4°.- Autoridad Coordinadora.  El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, designará a una Autoridad Coordinadora, quien será la responsable de velar por el fiel cumplimiento de todos los programas establecidos en la presente ley, así como ejecutar la coordinación de las tareas que, en el ámbito de la presente ley, correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, así como de los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas, que operen en la Región de Arica y Parinacota.

Artículo 5°.- Facultades de la Autoridad Coordinadora.  Para llevar a cabo su cometido, se faculta a la Autoridad Coordinadora para efectuar las siguientes acciones:

1) Realizar acciones de coordinación que permitan optimizar y garantizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley, proponiendo para ello  medidas concretas a las autoridades competentes dentro del marco que las leyes disponen;

2) Evaluar los instrumentos, resultados y estado de ejecución de las diversas medidas, así como de las actividades llevadas a cabo por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley;

3) Generar un fluido intercambio de información y datos de los servicios e instituciones reseñados, respecto de las actividades y medidas implementadas en la materia;

4) Coordinar y velar por la ejecución eficaz de las acciones desplegadas por los diversos organismos y servicios públicos, en cuanto a los objetivos, propósitos, tareas, acciones y medidas a implementar y que se ejecuten en el ámbito del plan establecido por esta ley;

5) Establecer, en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, canales de coordinación con la Municipalidad de Arica, a fin de concertar planes, programas y acciones que resulten necesarios en el ámbito de esta ley.

Para el cumplimiento de los objetivos señalados en esta ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los respectivos Ministerios, Intendencia y Secretarías Regionales Ministeriales, para que en el ámbito de sus competencias, den cumplimiento cabal a los objetivos de la presente ley.

Las autoridades señaladas en el inciso anterior deberán dar fiel cumplimiento a las instrucciones de coordinación emanadas de la Autoridad Coordinadora.

Artículo 6°.- Catastro.  Para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.

Mediante el catastro se evaluarán e identificarán las acciones específicas del programa que se establecen mediante esta ley que recibirán cada uno de los beneficiarios.

TÍTULO III

DE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA

Artículo 7°.- Acciones en materia de salud.  El Ministerio de Salud, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental, el cual deberá contar con capacidades analíticas para tomar muestras ambientales y de las personas;

2) Determinar la realización de estudios epidemiológicos en la población expuesta a la contaminación por Polimetales en la comuna de Arica;

3) Mantener actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos, en el ámbito de sus competencias; y,

4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 8°.- Objetivo de las acciones de salud.  Las acciones en materia de salud deberán estar orientadas a cumplir con los siguientes objetivos:

1) Implementar un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población afectada; y,

2) Generar una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas, así como especificar la patología y los efectos transgeneracionales de largo plazo en la salud de las personas afectadas.

Artículo 9°.- Programa de seguimiento de salud.  Las personas afectadas por la contaminación serán incluidas en un programa de seguimiento de su estado de salud.

Artículo 10°.- Acciones en materia educacional.  El Ministerio de Educación, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Propender que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para aquellos alumnos con rendimiento deficiente beneficiarios del plan que se establece mediante esta ley.  En tal sentido, se deberá prestar atención pedagógica a los alumnos beneficiarios, la realización de clases de reforzamiento educativo, así como el seguimiento de su rendimiento estudiantil, con el objeto de fortalecer sus competencias de aprendizaje, emocionales y sociales;

2) Implementar un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes en cuestión para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por esta ley;

3) Realizar estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación por polimetales ha provocado en los alumnos beneficiarios de esta ley.  Los estudios en cuestión, serán realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud;

4) Establecer un Programa Especial de becas de mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Un reglamento dictado al efecto, expedido a través del Ministerio de Educación determinará los requisitos y condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación de la beca en cuestión;

5) Focalizar en los alumnos afectados la asistencia que brindan los distintos programas asistenciales que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas; y,

6) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia, en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 11°.- Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo.  Las prestaciones en materia de vivienda y urbanismo consistirán en la relocalización de familias, reparación de viviendas y ejecución de proyectos de barrio que apunten a la remediación de las zonas con presencia de polimetales.

Una resolución conjunta del Ministro del Medio Ambiente y el Ministro de Vivienda y Urbanismo señalará las zonas y las acciones específicas que se llevarán a cabo en conformidad a lo señalado en este artículo.

Artículo 12°.- Catastro de familias a relocalizar.  Una vez dictada la resolución aludida en el artículo anterior, se procederá a determinar el universo de familias afectadas a través de un catastro confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización.

Artículo 13°.- Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica.  Se asignará a las familias afectadas por polimetales de Arica que serán objeto de relocalización un subsidio especial, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Una resolución dictada al efecto, expedida a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación del subsidio en cuestión.

Con todo, el subsidio habitacional aludido en el inciso anterior se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones en materia de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley.

Las familias afectadas podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas.

Artículo 14°.- Programa de mejoramiento de barrios. Las zonas de emplazamiento de las viviendas afectadas que no sean objeto de relocalización serán beneficiadas mediante el programa de mejoramiento de barrios.

El programa de mejoramiento de barrios consistirá en la realización de las siguientes acciones:

1) Remediación y sellado en calles y veredas a través de asfaltado y obras con adocreto; y,

2) Ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Asimismo, en el caso de las viviendas que no sean objeto de relocalización, que presenten un grave y manifiesto deterioro, se les entregará un subsidio especial para el mejoramiento y reparación de sus viviendas, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Artículo 15°.- Organismo ejecutor de las acciones de vivienda y urbanismo.  El conjunto de acciones de vivienda y urbanismo dispuestas en este título serán ejecutadas por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota.

El Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 16°.- Estudios ambientales.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona con presencia de polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

Un reglamento expedido a través del Ministerio del Medio Ambiente establecerá las definiciones, plazos y procedimientos para llevar a cabo la evaluación de riesgo ambiental frente a la presencia de sustancias químicas y otros contaminantes en la zona con presencia de polimetales.

Artículo 17°.- Estudios para determinar exposición a contaminantes.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona contaminada por polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 18°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo prestará su colaboración a la Autoridad Coordinadora en la ejecución armónica del plan que se establece mediante esta ley.

Artículo 19°.- El Ministerio Secretaría General de la Presidencia brindará, dentro de sus competencias legales, a la Autoridad Coordinadora el apoyo necesario para realizar la coordinación interministerial y entre los diversos servicios públicos centralizados y descentralizados, así como en la generación de información para la toma de decisiones necesarias dentro del contexto de la presente ley.

Asimismo, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia propenderá a agilizar la tramitación de los instrumentos reglamentarios necesarios para la correcta ejecución de la presente ley.

Artículo 20°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que sean implementadas de conformidad a lo dispuesto en la presente ley, será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”

-----

El señor Subsecretario don Claudio Alvarado señaló que la propuesta ha tendido presente las sugerencias y observaciones efectuadas por los Honorables integrantes de la Comisión Mixta, incorporando las siguientes materias:

a) En materia educacional, se considera la realización de estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación por polimetales ha provocado en los alumnos beneficiarios de esta ley. Tales estudios serán realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud.

b) Establecimiento de un programa especial de becas de mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación, serán determinados por un reglamento, expedido a través del Ministerio de Educación;

Este beneficio, señaló el Subsecretario, no estaba considerado inicialmente, acogiendo así planteamientos efectuados tanto por los dirigentes de polimetales de Arica como por los Honorables señores parlamentarios que integran esta Comisión Mixta.

c) Creación de un subsidio habitacional que no requerirá concurso ni ahorro previo por parte de la familia solicitante. 

El señalado subsidio se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley, agregando que las familias afectadas podrán optar por algunas de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanismo hacer efectiva las opciones adoptadas.

El señor Subsecretario destacó que estas normas precisan situaciones que fueron objeto de dudas y reparos, entre la cual destaca aquélla planteada por la Comisión Mixta, en orden a que la entrega del subsidio habitacional fuere financiado con recursos especiales, de manera de evitar el eventual uso de recursos del sector vivienda destinados a otros programas.

d) En el caso de las viviendas cuyas condiciones permitan la habitabilidad, se entregará un subsidio especial para mejoramiento y reparación, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo.

e) Respecto del financiamiento de las acciones de esta ley, el artículo final del proyecto señala que el mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones implementadas de acuerdo a esta ley en proyecto, será financiado con cargo a la Partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.

Enseguida, el señor Subsecretario, señor Alvarado, se refirió a otras inquietudes planteadas por los integrantes de esta Comisión Mixta, a saber:

- Respecto a la extensión del beneficio a la Provincia de Parinacota, manifestó que en opinión del Ejecutivo esta política pública debe continuar focalizada en la ciudad de Arica, puesto que en tal ámbito se diseñó el Plan Maestro de Arica que se venía ejecutando mediante decretos.

- En relación a la determinación de la calidad de beneficiario en el mismo texto legal, señaló que la determinación  de las personas afectadas por la presencia de polimetales es altamente casuística, pudiendo ocurrir que su fijación mediante ley sea excesivamente rigurosa, provocando con ello la marginación de determinadas personas.

Por lo anterior, acotó, se optó por establecer en la ley las condiciones generales, dejando al reglamento la determinación de los beneficiarios.  Además, el respectivo decreto supremo deberá expedirse por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, accediendo a lo planteado por la Honorable Senadora señora Alvear, por estimar que esta Cartera de Estado tiene una visión integral sobre la materia.

-Luego se refirió a la Autoridad Coordinadora, señalando que se había solicitado al Ejecutivo precisar de mejor manera sus deberes y atribuciones, a lo que se ha accedido, recogiendo los planteamientos y propuesta efectuados por el Honorable Senador señor Orpis.

Es así como el artículo 4° dispone que la Autoridad Coordinadora será la responsable de velar por el fiel cumplimiento de los programas establecidos en la presente ley, en tanto que, para realizar su cometido se le otorga la facultad de realizar las acciones que permitan optimizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios involucrados, proponiendo medidas concretas a las autoridades competentes; evaluar los instrumentos, resultados y estado de ejecución de las diversas medidas; coordinar y velar por la ejecución eficaz de las acciones desplegadas por los organismos y servicios públicos en cuanto a los propósitos, tareas y medidas a implementar en el ámbito del plan establecido por esta ley.


Asimismo, señala que para el cumplimiento de los objetivos señalados en esta ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los respectivos Ministerios, Intendencias y Secretarías Regionales Ministeriales, para que, en el ámbito de sus competencias, den cumplimiento cabal a los objetivos de la presente ley.  Del mismo modo, establece la obligación para las autoridades señaladas de dar fiel cumplimiento a las instrucciones emanadas de la Autoridad Coordinadora.

Enseguida recordó que la Honorable Senadora señora Alvear planteó que la Autoridad Coordinadora se radicara en el Ministro Secretario General de la Presidencia, señalando que dada la naturaleza del Ministerio y su falta de estructura regional podría constituir una limitación, optándose por la fórmula inicial según la cual la mencionada Autoridad es designada por el Presidente de la República.

Agregó que con ello se logra un mayor grado de flexibilidad, por cuanto los temas involucrados en este proyecto son altamente sensibles y podrían ir variando en su énfasis.

El Honorable Senador señor Rossi consultó por el monto de la Beca de Mantención de Polimetales tanto para estudios medios como universitarios; asimismo requirió información acerca del plazo que se otorga a los Ministerios de Educación y de Salud para efectuar los estudios que permitan diagnosticar el daño cognitivo de los alumnos beneficiarios de esta ley.

En lo que atañe a los programas de vivienda, valoró la creación del Subsidio Habitacional Polimetales de Arica, que no requiere de concurso ni ahorro previo, ya que evitará cualquier duda respecto a los recursos con que se debe financiar; también destacó la existencia del Subsidio de Habitabilidad.

No obstante lo anterior, lamentó que no se hubiere accedido a otorgar un subsidio equivalente al del valor de las viviendas que se encuentran contaminadas, puesto que ello constituye un obstáculo en la erradicación.

El Honorable Diputado señor Vargas preguntó si la Beca Polimetales de Arica tiene una vigencia determinada.

Manifestó su desacuerdo con el monto del valor del Subsidio Habitacional Polimetales de Arica, señalando que éste no se ajusta al valor de mercado de las viviendas existentes en Arica. 

La Honorable Senadora señora Alvear recordó que había sugerido que el Reglamento que determina la calidad de beneficiario fuere expedido por los Ministerios de Salud, Medio Ambiente, Vivienda y Urbanismo, Educación y Secretaría General de la Presidencia, por estimar que la solución de los problemas de las personas afectadas por la contaminación debe ser objeto de un tratamiento integral, situación que no puede ser abordada por un Ministerio sectorial.  Por ello pidió se reviera este aspecto, solicitando que, atendida su naturaleza, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia sea quien expida el citado Reglamento.

Enseguida, se refirió al artículo 2° de la propuesta, que entrega al reglamento la facultad de establecer los criterios y requisitos para acceder a la calidad de beneficiario, advirtiendo que la ley debe contener alguna directriz mínima para la dictación del mismo.  En tal sentido, propuso que siempre se debe considerar beneficiario a quienes directa o indirectamente hayan sufrido las consecuencias de la contaminación.

En materia de vivienda y relocalización, la Honorable Senadora señora Alvear valoró la creación del Subsidio Habitacional Polimetales de Arica, añadiendo que se debiera hacer un esfuerzo para que aquellas familias que sean relocalizadas puedan acceder a una vivienda de calidad y condiciones similares a la de la vivienda que habitaban.

Respecto de la declaración de habitabilidad o inhabitabilidad de una vivienda, aseveró que la resolución siempre deberá ser fundada y dictada por los Ministerios de la Vivienda y Urbanismo, Medio Ambiente y, además, Salud.  Aseveró que tratándose de habitabilidad la variable más importante a considerar es la salud de las personas, y que la autoridad sanitaria es la más idónea para pronunciarse al respecto.

El Honorable Senador señor Orpis coincidió con el planteamiento de la Honorable Senadora señora Alvear, aseverando que la ley N° 20.385, estableció un procedimiento para la adquisición de viviendas de los afectados por la erupción del Volcán Chaitén, que consideró el valor que tenía la propiedad antes de la erupción del Volcán, señalando que hubo intentos de establecer el mismo procedimiento en el caso de Arica, planteando al Ejecutivo si existe voluntad para ello.

El Subsecretario, señor Claudio Alvarado se refirió a las consultas relativas al monto de la Beca Polimetales de Arica, señalando que la forma, los montos y los tiempos serán considerados en el Reglamento que al efecto dicte el Ministerio de Educación, el que tendrá como referente las modalidades de entrega de otras becas otorgadas por esa Secretaría de Estado. 

Respecto del monto del subsidio habitacional señaló que éste ha sido un tema recurrente al interior de la Comisión Mixta, no obstante ello expresó que el Gobierno ha actuado con realismo respecto de los recursos que puede comprometer.

En relación a lo planteado por la Honorable Senadora señora Alvear en orden a considerar al Ministerio Secretario General de la Presidencia en la dictación del decreto que establece la calidad de beneficiarios, señaló su voluntad de rever tal situación, atendido las consideraciones efectuadas por Su Señoría.

El Honorable Diputado señor Baltolu expresó que hay sectores que el Estado no ha considerado erradicar, agregando que si bien, aparentemente, sus habitantes no presentan secuelas físicas, sí están afectadas por un severo daño sicológico, consultando si en tal caso podrían las personas entregar sus casas y el subsidio al Estado, para que el Ministerio de la Vivienda les otorgue una nueva casa.

Consultó, además, si a las personas afectas al régimen previsional de las Fuerzas Armadas, de la Dirección de Previsión de Carabineros, o adscritos a mutuales de seguridad se les otorgarán las prestaciones de salud establecidas en este proyecto de ley, aseverando que a los ex trabajadores de Promel S.A., se les ha negado el acceso a las mismas, recibiendo solamente el tratamiento que establece la Ley sobre Accidentes del Trabajo.

El Subsecretario, señor Alvarado respondió que el Estado ha determinado en función de los diversos estudios, análisis y muestras cuales son los sectores a erradicar y cuáles serán objeto de mitigación, aseverando que no es posible dejar abierta la opción a situaciones que tendrían el carácter de voluntario.

En relación a la entrega de las prestaciones de salud que establece esta ley a las personas contaminadas por metales pesados, señaló que, indudablemente, el reglamento a que se refiere el artículo 2° deberá considerarlos. 

A continuación, se incorporaron a la sesión los dirigentes de Polimetales de Arica, efectuando la señora Presidenta de la Comisión Mixta un resumen de los compromisos asumidos por el Ejecutivo, procediendo luego a ofrecer la palabra.


El Presidente del Sindicato de ex Trabajadores de Promel S.A., señor Arturo Flores consultó en qué situación quedaran sus representados una vez que se promulgue esta ley, refiriendo que hasta la fecha no han podido acceder a los beneficios que establece el Plan Maestro de Arica.

El Subsecretario señor Alvarado señaló que siempre que existan personas que en función de sus antecedentes de salud han sufrido impacto derivado de la contaminación por polimetales, quedarán incluidas como beneficiarias de esta ley, agregando que sería ilógico que estando vigente la ley, y contando el Ministerio de Salud con los antecedentes médicos de las personas afectadas se les negara la calidad de beneficiarios.


La dirigente del sector Industriales III, señora Marta Quisbert consultó si aquéllos propietarios cuyas viviendas sean objeto solamente de mitigación, según lo determinó la Autoridad,  podrían entregar el subsidio habitacional que les ha otorgado el Estado, obteniendo otro que les posibilite su erradicación.

Al respecto, el señor Subsecretario manifestó que la materia consultada no está dentro de la esfera de su competencia, comprometiéndose a efectuar la consulta al tenor de lo que se ha planteado y traer una respuesta para la próxima sesión.

El Honorable Senador señor Orpis, hizo presente que el tiempo que ha tardado esta Comisión Mixta en despachar la materia no ha sido en vano, señalando que se ha trabajado en forma constante, y que gracias a ello se han obtenido importantes logros, principalmente, la obtención de un texto legal que consigna las acciones a desarrollar, a diferencia del proyecto original, en que las mismas eran objeto de una facultad delegada.  Mencionó, además, la creación de la Beca de Mantención Polimetales de Arica, orientada a educación media y superior que inicialmente no estaba considerada. 

-----

En sesión celebrada el día 10 de enero de 2012, la Secretaría hizo una relación de las materias que solicitaron los distintos integrantes de la Comisión Mixta, y que el Ejecutivo ha considerado en la proposición presentada el pasado mes de diciembre del año 2011.  Entre las propuestas se consideró, en materia educacional, la elaboración de estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación ha provocado a los alumnos beneficiarios del presente proyecto de ley.  Los estudios señalados serán efectuados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud.  La propuesta establece, además, un programa especial de becas de mantención para estudiantes de enseñanza media y superior.  Los requisitos, condiciones y procedimientos de otorgamiento serán determinados por un reglamento expedido a través del Ministerio de Educación.

Luego, en materia de vivienda, se crea el Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica, que no requiere por parte de las familias solicitantes, concurso ni ahorro previo.  Se señaló también, que la redacción del texto propuesto disipa toda duda planteada por los miembros de la Comisión, en orden a que el subsidio mencionado pudiera ser financiado con recursos ordinarios, restando los fondos a otros programas del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo.  De igual forma, se expresó que la propuesta del Ejecutivo contempla un subsidio especial para viviendas con condiciones de habitabilidad, que tampoco requerirá de concurso ni ahorro previo.

Finalmente, respecto a la Autoridad Coordinadora, la propuesta determina que será responsable de velar por el fiel cumplimiento de los programas, dotándola a su vez, de las facultades necesarias para hacer cumplir eficazmente el plan.  El nombramiento será efectuado por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, quien brindará, dentro de la esfera de su competencia, el apoyo indispensable para que la autoridad designada cumpla su cometido.  Asimismo, se indicó que tal Ministerio dictará el reglamento que regulará el sistema para la entrega de los beneficios que establecerá la presente iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Rossi consultó por el Ministerio u organismo que relacionará a la Autoridad Coordinadora con el Presidente de la República.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, explicó que se nombrará una autoridad, de rango ministerial, de subsecretaría o una autoridad radicada en la región, y aclaró a su turno, que la propuesta considera potestades para que la Autoridad Coordinadora requiera de los servicios públicos el cumplimiento de los programas que establecerá la ley, ordenando a las instancias, dar estricto cumplimiento a lo dispuesto por la autoridad.

La Honorable Senadora señora Alvear solicitó al Ejecutivo que la autoridad a designar como coordinadora sea del mayor rango posible, ya que, sostuvo, una unidad sin jerarquía difícilmente podrá obligar a los Ministerios y demás servicios públicos a cumplir con el programa de beneficios que se propone en el presente proyecto de ley.  A su juicio, agregó, el Ministerio más indicado para cumplir con dicha tarea es el de la Secretaría General de la Presidencia, atendido el rol coordinador que cumple en el Ejecutivo.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, manifestó que el Ministerio del cual es miembro, en caso de aprobarse el texto legal que se propone, cumplirá con las tareas de coordinación que se le encomiendan, ya sea con los otras Carteras de Estado, o bien, con la propia Autoridad Coordinadora, pues, señaló, es una prioridad para el Ejecutivo ejecutar lo antes posible el plan de beneficios para las familias afectadas por la contaminación.

El Honorable Diputado señor Vargas, a su turno, preguntó por el monto individual asignado para el Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica, pues, subrayó la importancia de que el subsidio otorgado cubra el valor comercial de las actuales propiedades de los beneficiarios.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, expuso que determinada la condición de beneficiario de una persona afectada por la contaminación de polimetales, obtiene un derecho a un subsidio, sin concurso ni ahorro previo, y dentro de la variedad de alternativas ofrecidas por el Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, podrán optar por la que consideren más conveniente, ya sea, para relocalizarse, o bien, para mejorar las condiciones de habitabilidad del lugar donde actualmente residen.

El Honorable Diputado señor Vargas insistió en su inquietud, debido a que las personas que esperan ser beneficiados con la aprobación de la presente iniciativa legal, les preocupa los valores específicos que se asignarán.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, indicó que el subsidio promedio considerado debiera corresponder a una cifra cercana a las UF 680 por beneficiario.

El Honorable Senador señor Orpis volvió sobre el debate respecto de la Autoridad Coordinadora, mostrándose optimista con la propuesta del Ejecutivo, ya que, opinó, la situación discutida se supera, en gran medida, al señalar el texto debatido que para el cumplimiento de los objetivos señalados en el presente proyecto de ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los Ministerios, potestad otorgada por ley, que deberá ser acatada  por los funcionarios públicos.  Pese a ello, concordó con los demás integrantes de la Comisión, en que el escenario idóneo habría sido que el cargo lo detentara un Ministro de Estado.

El Honorable Senador señor Rossi hizo presente a los demás miembros de la Comisión, la posibilidad de solicitar al Ejecutivo que nombre al Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia como Autoridad Coordinadora, dado que pertenece al Ministerio encargado de efectuar la designación, y ha participado activamente en la discusión del presente proyecto de ley.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, hizo ver a los presentes que la redacción del texto que se propone a la Comisión no impide el nombramiento de un Ministro como Autoridad Coordinadora, e insistió en la importancia que significa para el Ejecutivo la implementación íntegra del plan de ayuda para los afectados por la contaminación en la ciudad de Arica.

La Honorable Senadora señora Alvear valoró la disposición del Ejecutivo, pero el compromiso mostrado por el señor Subsecretario no puede prolongarse más allá del término del mandato de la actual administración, por eso la trascendencia de haber incorporado en el propio texto legal a un Ministro como Autoridad Coordinadora, y no entregar al criterio del gobierno de turno su designación.

El Honorable Senador señor Rossi, por otro lado, evidenció la falta de una directriz en el texto legal que se propone, que definiera, aunque sea en términos generales, los requisitos de calificación para reconocer la calidad de afectado de una persona, y por ende, ser un eventual sujeto de beneficios de una política pública específica.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, señaló comprender la inquietud de Su Señoría, no obstante, explicó que establecer en el articulado del presente proyecto de ley las condiciones que se deben cumplir podría tener un efecto restrictivo, en ese sentido, manifestó, se pensó como fórmula más óptima entregar la misión de delimitar el campo a la norma reglamentaria que se dictará al efecto.

El Honorable Senador señor Orpis compartió la opinión del Honorable Senador señor Rossi, recordando también a los presentes, su propuesta presentada al respecto que detallaba claramente quiénes podían obtener la calidad de beneficiarios.  En su opinión, añadió, lo más recomendable habría sido incorporar, al menos, los requisitos mínimos que debiera considerar el reglamento.  Señaló como ejemplo, las dos principales fuentes por las cuales las personas fueron afectadas por la contaminación, trabajar en alguna de las empresas que manipulaban o importaron los polimetales, o habitar en la zona, aspecto este, que pudo haber sido introducido en el texto del presente proyecto de ley como marco del reglamento que más adelante se promulgará.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, reconoció la preocupación de Sus Señorías, pero manifestó que situaciones como la calidad de afectado de personas que trabajaron o habitaron en el lugar contaminado serán claramente admitidas en el reglamento.

La Honorable Senadora señora Alvear puso de manifiesto que conforme al curso del debate habido en la Comisión Mixta, al menos las dos circunstancias ya mencionadas, deben ser reconocidas en el reglamento que expedirá el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. Asimismo, y en torno a la discusión suscitada por el rango de la Autoridad Coordinadora, enfatizó la necesidad de nombrar un Ministro en calidad de tal, idea con que concordaron los demás integrantes de la Comisión.

El Honorable Diputado señor Baltolu consultó, por su parte, la posibilidad de establecer en la iniciativa legal que se debate, la obligación de otorgar atención médica a los afectados por la contaminación, ya sean del sistema público o privado de salud, se encuentren afectos al sistema de previsión de salud de las distintas instituciones castrenses, o bien actualmente sean atendidos  por mutuales de seguridad, según fuere el caso.

El Honorable Senador señor Orpis recordó a los miembros de la Comisión, que en sesiones anteriores se dejó claramente establecido que adquiriendo una persona la condición de beneficiario, inmediatamente queda cubierto por las acciones que se establecen por la presente ley que se discute, independiente del sistema de salud que posea el afectado.

El Honorable Diputado señor Vargas, por su parte, mostró preocupación por la situación de los trabajadores ferroviarios que prestaron servicios en la zona afectada por la contaminación en la ciudad de Arica, ya que según versiones de prensa local, no estarían incorporados en los beneficios que otorga la presente iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Rossi le hizo presente al Honorable señor Diputado que acorde con las deliberaciones habidas sobre la materia, todo trabajador que haya prestado servicios en la zona, y que haya sido afectado por la contaminación está considerado dentro de los beneficios.

El Honorable Diputado señor Baltolu, a su turno, consultó por la beca solicitada para los jóvenes que accedan a la educación superior.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, explicó que la beca que se contempla no tiene fines de educación, es solo de mantención, sin embargo, acotó, todo el sistema general de becas que ofrece el Ministerio de Educación está a disposición de las personas afectadas, la beca de mantención, agregó, es adicional a los beneficios ordinarios.  El monto asignado en cada caso, añadió, será, aproximadamente, de $40.000.- pesos para estudiantes de educación superior y de $20.000.- pesos para estudiantes secundarios, los que serán entregados a través de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas (JUNAEB).

El Honorable Diputado señor Baltolu preguntó también, en materia de salud, si se hará entrega de una credencial que acredite al usuario como beneficiario del plan de polimetales para ser utilizada en los diversos recintos del sistema de salud, público o privado.

El Subsecretario del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Claudio Alvarado, señaló, en este ámbito, que una vez determinado el impacto que ha causado la contaminación en cada una de las personas, se diseñará un mecanismo por el cual se identifique claramente al beneficiario, para que así, al momento de solicitar la atención de salud respectiva, pueda hacer uso sin mayores dilaciones.  La modalidad práctica, apuntó, será definida por el reglamento que se dictará en su oportunidad.

La Honorable Senadora señora Alvear antes de someter a votación la propuesta, solicitó dejar constancia en el informe de las siguientes materias en las que ha habido consenso en la Comisión Mixta:  primero, que dentro de los criterios para determinar los beneficiarios del presente proyecto de ley, se incluirán, al menos, a quienes hayan habitado o trabajado en la zona contaminada por polimetales en la ciudad de Arica; también, reiteró la posición de los integrantes de la Comisión sobre la Autoridad Coordinadora, en el sentido que sea el Ministro Secretario General de la Presidencia quien dirija dicha unidad.  Asimismo, hizo ver la conveniencia de otorgar a los beneficiarios de la iniciativa legal en debate, un documento que los identifique como tales.

El Honorable Senador señor Orpis, a su vez, hizo constar, en cuanto a la beca para educación, que se trata de un beneficio especial para los afectados por la contaminación de polimetales, por tanto, no necesariamente debe ajustarse a los criterios generales de una beca de mantención de enseñanza secundaria o superior, de tal modo, concluyó, se puede definir, sin impedimento alguno, un monto diferente al estándar fijado por el Ministerio de Educación, dado el carácter específico de la beca.

-----

III. ACUERDO DE LA COMISIÓN MIXTA

Concluido el debate, la Comisión Mixta se abocó a la propuesta que se ha mencionado, que es del siguiente tenor:

“PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL PROGRAMA DE ACCIÓN

Artículo 1°.- La presente ley tiene por objetivo establecer un programa de acción en las zonas o terrenos específicos con presencia de polimetales en la comuna de Arica y en sus habitantes que cumplan la calidad de beneficiarios.

Artículo 2°.- Beneficiarios.  Un reglamento, expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, establecerá los criterios, requisitos y procedimientos para determinar a los beneficiarios de las acciones del programa establecido por la presente ley.

El reglamento a que alude el inciso anterior deberá ser dictado dentro de 6 meses contados desde la publicación de la presente ley.

La resolución que determine o rechace la calidad de beneficiario, será reclamable ante la autoridad competente conforme lo dispuesto en la ley N° 19.880, de 2003, de Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Artículo 3°.- Zona con presencia de polimetales.  Para efectos de esta ley, se entenderá como zona con presencia de polimetales como aquella zona geográfica o territorio específico contaminado o en situación de riesgo de contaminación por polimetales, emplazada geográficamente en la comuna de Arica.

El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio del Medio Ambiente, el que deberá ser suscrito por el Ministerio de Salud, determinará la zona con presencia de polimetales, utilizando los estudios ambientales aludidos en el artículo 15 de esta ley como antecedentes fundantes.

TÍTULO II

DE LA AUTORIDAD COORDINADORA

Artículo 4°.- Autoridad Coordinadora.  El Presidente de la República, mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, designará a una Autoridad Coordinadora, quien será la responsable de velar por el fiel cumplimiento de todos los programas establecidos en la presente ley, así como ejecutar la coordinación de las tareas que, en el ámbito de la presente ley, correspondan a las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud, Vivienda y Urbanismo, Educación, Planificación y Medio Ambiente, así como de los servicios públicos creados por ley, para el cumplimiento de sus respectivas funciones administrativas, que operen en la Región de Arica y Parinacota.

Artículo 5°.- Facultades de la Autoridad Coordinadora. Para llevar a cabo su cometido, se faculta a la Autoridad Coordinadora para efectuar las siguientes acciones:

1) Realizar acciones de coordinación que permitan optimizar y garantizar el uso de los recursos materiales y humanos aportados por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley, proponiendo para ello medidas concretas a las autoridades competentes dentro del marco que las leyes disponen;

2) Evaluar los instrumentos, resultados y estado de ejecución de las diversas medidas, así como de las actividades llevadas a cabo por los servicios e instituciones involucrados en el ámbito de esta ley;

3) Generar un fluido intercambio de información y datos de los servicios e instituciones reseñados, respecto de las actividades y medidas implementadas en la materia;

4) Coordinar y velar por la ejecución eficaz de las acciones desplegadas por los diversos organismos y servicios públicos, en cuanto a los objetivos, propósitos, tareas, acciones y medidas a implementar y que se ejecuten en el ámbito del plan establecido por esta ley;

5) Establecer, en conjunto con la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, canales de coordinación con la Municipalidad de Arica, a fin de concertar planes, programas y acciones que resulten necesarios en el ámbito de esta ley.

Para el cumplimiento de los objetivos señalados en esta ley, la Autoridad Coordinadora podrá instruir a los respectivos Ministerios, Intendencia y Secretarías Regionales Ministeriales, para que en el ámbito de sus competencias, den cumplimiento cabal a los objetivos de la presente ley.

Las autoridades señaladas en el inciso anterior deberán dar fiel cumplimiento a las instrucciones de coordinación emanadas de la Autoridad Coordinadora.

Artículo 6°.- Catastro.  Para lograr la implementación del programa, la Autoridad Coordinadora deberá elaborar un catastro de las personas, viviendas y demás edificaciones afectadas por la contaminación por polimetales.

Mediante el catastro se evaluarán e identificarán las acciones específicas del programa que se establecen mediante esta ley que recibirán cada uno de los beneficiarios.

TÍTULO III

DE LAS ACCIONES DEL PROGRAMA

Artículo 7°.- Acciones en materia de salud.  El Ministerio de Salud, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Implementar y poner en marcha un Laboratorio de Salud Pública y Ambiental, el cual deberá contar con capacidades analíticas para tomar muestras ambientales y de las personas;

2) Determinar la realización de estudios epidemiológicos en la población expuesta a la contaminación por Polimetales en la comuna de Arica;

3) Mantener actividades de fiscalización regular de la calidad del agua y alimentos, en el ámbito de sus competencias; y,

4) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 8°.- Objetivo de las acciones de salud.  Las acciones en materia de salud deberán estar orientadas a cumplir con los siguientes objetivos:

1) Implementar un programa de detección, control y tratamiento de los efectos de la contaminación en la población afectada; y,

2) Generar una base de datos que registre la información que permita determinar y conocer las características de los daños producidos por la contaminación en las personas afectadas, así como especificar la patología y los efectos transgeneracionales de largo plazo en la salud de las personas afectadas.

Artículo 9°.- Programa de seguimiento de salud.  Las personas afectadas por la contaminación serán incluidas en un programa de seguimiento de su estado de salud.

Artículo 10°.- Acciones en materia educacional.  El Ministerio de Educación, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, deberá realizar las siguientes acciones:

1) Propender que se lleven a cabo acciones de reforzamiento para aquellos alumnos con rendimiento deficiente beneficiarios del plan que se establece mediante esta ley.  En tal sentido, se deberá prestar atención pedagógica a los alumnos beneficiarios, la realización de clases de reforzamiento educativo, así como el seguimiento de su rendimiento estudiantil, con el objeto de fortalecer sus competencias de aprendizaje, emocionales y sociales;

2) Implementar un plan de apoyo a docentes y asistentes de la educación, que permita entregar herramientas pedagógicas a los docentes en cuestión para reforzar los conocimientos de aquellos alumnos beneficiados por esta ley;

3) Realizar estudios que permitan detectar el daño cognitivo y la afectación que la contaminación por polimetales ha provocado en los alumnos beneficiarios de esta ley.  Los estudios en cuestión, serán realizados por el Ministerio de Educación en coordinación con el Ministerio de Salud;

4) Establecer un Programa Especial de becas de mantención para alumnos de enseñanza media y superior, denominado Beca Polimetales de Arica.  Un reglamento dictado al efecto, expedido a través del Ministerio de Educación determinará los requisitos y condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación de la beca en cuestión;


5) Focalizar en los alumnos afectados la asistencia que brindan los distintos programas asistenciales que promueve la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas; y,

6) Disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo las acciones de su competencia, en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 11°.- Acciones en materia de Vivienda y Urbanismo.  Las prestaciones en materia de vivienda y urbanismo consistirán en la relocalización de familias, reparación de viviendas y ejecución de proyectos de barrio que apunten a la remediación de las zonas con presencia de polimetales.


Una resolución conjunta del Ministro del Medio Ambiente y el Ministro de Vivienda y Urbanismo señalará las zonas y las acciones específicas que se llevarán a cabo en conformidad a lo señalado en este artículo.

Artículo 12°.- Catastro de familias a relocalizar.  Una vez dictada la resolución aludida en el artículo anterior, se procederá a determinar el universo de familias afectadas a través de un catastro confeccionado por el Servicio de Vivienda y Urbanización.

Artículo 13°.- Subsidio Especial Habitacional Polimetales de Arica.  Se asignará a las familias afectadas por polimetales de Arica que serán objeto de relocalización un subsidio especial, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Una resolución dictada al efecto, expedida a través del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, determinará los requisitos, condiciones y procedimiento de otorgamiento y adjudicación del subsidio en cuestión.

Con todo, el subsidio habitacional aludido en el inciso anterior se asignará directamente a las familias beneficiarias de las acciones en materia de vivienda y urbanismo señaladas en esta ley.

Las familias afectadas podrán optar por alguna de las modalidades de subsidio habitacional destinadas al efecto, debiendo el Servicio de Vivienda y Urbanización hacer efectivas las opciones adoptadas.

Artículo 14°.- Programa de mejoramiento de barrios.  Las zonas de emplazamiento de las viviendas afectadas que no sean objeto de relocalización serán beneficiadas mediante el programa de mejoramiento de barrios.

El programa de mejoramiento de barrios consistirá en la realización de las siguientes acciones:

1) Remediación y sellado en calles y veredas a través de asfaltado y obras con adocreto; y,

2) Ejecución de proyectos de áreas verdes y equipamiento comunitario y deportivo.

Asimismo, en el caso de las viviendas que no sean objeto de relocalización, que presenten un grave y manifiesto deterioro, se les entregará un subsidio especial para el mejoramiento y reparación de sus viviendas, el cual no requerirá ahorro ni concurso previo por parte de la familia solicitante.

Artículo 15°.- Organismo ejecutor de las acciones de vivienda y urbanismo.  El conjunto de acciones de vivienda y urbanismo dispuestas en este título serán ejecutadas por el Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota.

El Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región de Arica y Parinacota deberá disponer de los recursos necesarios para llevar a cabo de las acciones de su competencia en favor de quienes sean declarados beneficiarios por el programa establecido en esta ley.

Artículo 16°.- Estudios ambientales.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar el riesgo ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona con presencia de polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.


Un reglamento expedido a través del Ministerio del Medio Ambiente establecerá las definiciones, plazos y procedimientos para llevar a cabo la evaluación de riesgo ambiental frente a la presencia de sustancias químicas y otros contaminantes en la zona con presencia de polimetales.

Artículo 17°.- Estudios para determinar exposición a contaminantes.  El Ministerio del Medio Ambiente, en coordinación con la Autoridad Coordinadora, mientras se cumplan los criterios que fije un reglamento dictado al efecto a través del Ministerio del Medio Ambiente, realizará semestralmente estudios destinados a evaluar la exposición ambiental con motivo de la presencia de polimetales en Arica.

Como consecuencia de tales estudios se deberán definir las zonas de riesgo, el perímetro de intervención, así como la zona contaminada por polimetales, con el objeto de proteger la salud de las personas habitantes de la ciudad de Arica.

TÍTULO FINAL

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 18°.- La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo prestará su colaboración a la Autoridad Coordinadora en la ejecución armónica del plan que se establece mediante esta ley.


Artículo 19°.- El Ministerio Secretaría General de la Presidencia brindará, dentro de sus competencias legales, a la Autoridad Coordinadora el apoyo necesario para realizar la coordinación interministerial y entre los diversos servicios públicos centralizados y descentralizados, así como en la generación de información para la toma de decisiones necesarias dentro del contexto de la presente ley.


Asimismo, el Ministerio Secretaría General de la Presidencia propenderá a agilizar la tramitación de los instrumentos reglamentarios necesarios para la correcta ejecución de la presente ley.

Artículo 20°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de las acciones que sean implementadas de conformidad a lo dispuesto en la presente ley, será financiado con cargo a la partida del Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”

-----

--Puesta en votación la proposición recientemente transcrita, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadora señora Alvear y Senadores señores Cantero (Horvath), Orpis y Rossi y Honorables Diputados señores Cardemil, Baltolu y Vargas.

IV. PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


En consecuencia, como forma y modo de resolver la divergencia producida entre ambas Cámaras, esta Comisión Mixta tiene a honra sugerir a la Honorable Cámara de Diputados y al Honorable Senado acoger la propuesta sustitutiva contenida en el texto transcrito anteriormente. Acompañamos al presente informe el correspondiente texto comparado.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 5 de abril de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Pizarro; 19 de abril de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Alberto Cardemil Herrera y Felipe Salaberry Soto; 3 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Alejandro Navarro Brain, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Alberto Cardemil Herrera y Orlando Vargas Pizarro; 10 de mayo de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Alberto Cardemil Herrera y Orlando Vargas Pizarro; 17 de mayo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera y Felipe Salaberry Soto; 19 de julio de 2011, con asistencia de la Honorable Senadora señora Ximena Rincón González (Soledad Alvear Valenzuela) y de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente accidental), Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera, Felipe Salaberry Soto y Orlando Vargas Pizarro; 6 de septiembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Alejandro Navarro Brain (Presidente accidental), Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Nino Baltolu Rasera, Alberto Cardemil Herrera y Orlando Vargas Pizarro; 11 de octubre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Pizarro; 18 de octubre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Alejandro Navarro Brain y Jaime Orpis Bouchon, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Pizarro; 13 de diciembre de 2011, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Antonio Horvath Kiss, Alejandro Navarro Brain y Jaime Orpis Bouchon, Fulvio Rossi Ciocca, y de los Honorables Diputados señores Gabriel Ascencio Mansilla, Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Pizarro, y 10 de enero de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela (Presidenta), y señores Carlos Cantero Ojeda (Antonio Horvath Kiss), Jaime Orpis Bouchon y Fulvio Rossi Ciocca y de los Honorables Diputados señores Alberto Cardemil Herrera, Nino Baltolu Rasera y Orlando Vargas Herrera.

Sala de la Comisión a 17 de enero de 2012.



(Fdo.): Magdalena Palumbo Ossa,




        Secretario
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